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LIBRO   OCTAVO 


DE  LA  GUERRA 


CAPITULO  I 

U  GUERRA  nrrERNACIONAL  ES  EN  CIERTOS  CASOS  LEGÍTIMA  Y  NECESARIA 


1206.  CSoRMpoBdtt  á  lot  Ktfodof  «1  dtfwho  da  haosr  U  gnorn.— 1209.  liU  po»- 
le  ftr  en  sieirtM  euoe  na  deber  pan  loe  miimoe.^lSlO.  La  guerra  ha  «ido  eon- 
ndemda  i»  muy  divereoe  modoe.— 1211.  Ooiiii]i.~1218.  Portalie.— 1213.  Prou- 
dbea.-*1214.  Voltaiie.--1215.]IaUidier.— 1216.  Montaigne.— 1217.  Nneetra 
opiaíaB.-»1218.  La  guerra  tiene  también  ana  ieyoe.  —1219.  Objeto  de  la  inda- 
gaeíon. 

1206.  Cuando  ya  «se  han  agotado  los  medios  pacfflcos 
para  resolver  las  cuestiones  internacionales,  y  no  hay  otro 
medio  de  defender  los  derechos  del  pueblo  arbitrariamente 
coQculcados,  6  de  proteger  la  libertad,  la  seguridad  ó  la 
dignidad  del  mismo,  sino  el  de  rechazar  la  fuerza  con  la 
fuerza,  puede  ser  la  guerra  un  medio  necesario  y  legitimo. 

Puesto  que  en  las  cuestiones  de  derecho  privado,  por 
cierto  menos  importante  que  las  de  derecho  público,  puede 
la  autoridad  pública  emplear  los  medios  coercitivos,  y 
hasta  compeler  por  la  fuerza  á  respetar  el  derecho  ajeno  & 
quien  trata  de  conculcarlo  por  la  violencia,  ¿cómo  podrá 
negarse  igual  facultad  al  Estado  mismo,  cuando  se  trata  de 
rechazar  los  actos  violentos,  con  que  se  ataque  su  seguri- 
dad 6  su  existencia. 
1209.  Hemos  dicho  repetidas  veces  que  no  abrigamos 
la  esperanza  de  que  se  llegue  &  eliminar  en  absoluto  el  pro- 
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cedimiento  de  la  guerra  (1),  por  mas  que  reconozcamos 
que  todos  los  pueblos  civilizados  consideran  y  deben  consi- 
derar la  paz  como  la  aspiración  constante  de  sus  esfuerzos 
(2),  siendo  así  que  la  paz  es  la  principal  condición  del  bien- 
estar y  del  progreso  humano.  Mas  como  la  libertad  indivi- 
dual y  la  independencia  de  las  naciones  son  coadiciones  in- 
dispensables para  la  existencia  y  la  prosperidad  de  toda 
asociación  política,  puede  suceder  que  el  uso  de  las  armas 
para  rechazar  los  ataques  dirigidos  contra  esta  libertad  é 
independencia,  llegue  á  ser,  no  sólo  un  derecho,  sino  un 
deber  imperioso  para  todo  pueblo  que  ame  estas  precisas 
condiciones  de  su  existencia,  cuando  no  encuentre  otro 
medio  de  asegurar  su  respeto. 

1210.  Lo  que  ha  dado  origen  y  mantiene  todavía  la  di- 
vergencia entre  los  publicistas,  es  el  diverso  modo  de  con- 
siderar la  guerra  bajó  el  punto  de  vista  de  la  humanidad, 
de  la  moral  y  de  la  civilización,  6  bajo  el  de  su  legitimidad 
y  su  utilidad  en  la  práctica. 

unos  han  considerado  en  efecto  la  guerra  como  una  ley 


(1)  V.  el  tomo  n,  §  1148  y  sig. 

Entre  los  qae  acarician  la  ilnsion  de  la  paz  perpétaa,  hay  alganos 
que  conñan  en  el  progreso  mismo  del  arte  militar.  Decía  Marillon,  que 
el  mayor  servicio  que  pudiera  hacerse  á  la  humanidad  seria  el  inven- 
tar una  máquina  para  destruir  en  un  momento  un  ^ército  ó  una  pro- 
vincia. De  este  modo,  anadia,  serian  imposibles  las  guerras. 

Sir  Barne-Duparcy,  Paralelismo  del  progreso,  de  la  titüizacion  y 
del  arte  miUtar. 

En  otro  lugar  hemos  expuesto  nuestra  opinión  sobre  la  materia, 
manifestando  en  16  que,  en  nuestro  sentir,  debe  fundarse  la  esperanza 
de  que  la  guerra,  si  no  queda  suprimida,  será  por  lo  menos  muy  rara 
y  difícil  (V.  el  tomo  I,  §  124  y  sig.) 

Decía  Federico  11,  en  el  prólogo  ^  la  Historia  de  su  tiempoi  «Su- 
pongamos que  la  adquisición  de  dos  ó  tres  plazas  fronterizas,  una  pe- 
queña zona  de  terreno,  un  limite  un  poco  más  extenso,  deben  conside- 
rarse como  ventajas  reales  y  positivas;  cuando  se  consideran  los  exce- 
sivos gastos  que  la  guerra  ha  ocasionado^  los  impuestos  con  que  se  ha 
agobiado  al  pueblo,  y  sobre  todo,  que  sólo  á  costa  de  la  sangre  de  tan- 
tos millares  de  hombres  se  han  obtenido  estas  conquistas,  no  habrá 
quien  no  se  conmueva  á  la  vista  de  tantos  desgraciados,  víctimas  de 
estas  funestas  querellas.  Esta  es  la  mejor  lección  de  moderación  que 
puede  darse.» 

(2)  V.  él  1. 1,  §  143. 
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divina,  fatal,  providencial;  pudiendo  citar  entre  ellos  &  De- 
maistre  que  la  proclamaba  «cdivina  en  sí  misma,  porque 
es  una  ley  del  universo.»  (1). 

1211.  H&nse  esforzado  otros  en  demostrar  filosófica- 
mente que  la  guerra  es  un  Instrumento  de  progreso^  y, 
como  tal,  necesaria  y  perpetua  (2).  El  célebre  escritor  Cou- 
sin  llegó  hasta  sostener  que  el  ideal  del  género  humano  es 
la  guerra.  «La  guerra,  dice,  tiene  su  raíz  y  su  origen  en  la 
naturaleza  misma  de  las  ideas  de  los  diferentes  pueblos, 
que  siendo  necesariamente  limitadas,  parciales  y  exclusi- 
vas han  de  ser  hostiles,  agresivas  y  tiránicas;  la  guerra  es 
pues  necesaria .  No  debemos,  sin  embargo,  lamentamos  de 
ello,  porque  la  guerra  ha  sido  siempre  el  instrumento  para 
realizar  el  progreso.  Si  la  guerra  no  es  más  que  el  choque 
violento  de  las  ideas  exclusivas  de  diferentes  pueblos,  si- 
gúese que,  en  ese  choque,  la  idea  más  débil  será  destruida 
por  la  más  fuerte,  esto  es,  será  absorbida  ó  asimilada  por 
€lla.  Ahora  bien,  la  idea  más  fuerte  en  una  época  es  nece- 
sariamente aquella  que  se  halla  más  en  armonía  con  el  es- 
píritu de  aquel  tiempo.  Cada  pueblo  representa  una  idea,  y 
el  que  representa  la  más  armónica  con  el  espíritu  general  de 
la  época,  es  el  Uamodo  á  dominar  á  los  demás  en  ese  perio- 
do. Cuando  la  Idea  de  un  pueblo  ha  dado  sus  frutos,  ese  pue- 
blodesaparece,  y  es  un  bien  que  desaparezca; pero  nodejasu 
puesto  sin  resistencia.  De  aquí  la  guerra.  Es,  pues,  necesa- 
rio aplaudirla  y  glorificarla,  porque  conduce  á  la  derrota 
de  aquellos  que,  habiendo  pasado  ya  el  periodo  que  les  cor- 
respondía, se  empeñan  en  impedir  el  progreso  humano»  (3). 

Según  la  doctrina  del  filósofo  francés,  serla  necasarlo 
admirar  en  la  guerra  el  fatalismo  del  triunfo,  que  no  cor- 
respondería según  él  á  la  fuerza,  sino  que  iría  unido  nece- 
saria y  fatalmente  á  la  idea  del  progreso  de  la  civilización. 
Debería,  pues,  vencer  el  que  mejor  sirviese  á  ésta,  el  que 
sostuviera  mejor  causa. 


f  1)    Consideraeianes  sobre  Francia,  cap.  III;  Veladas  de  San  Pe- 
I  iersiburgo,  7. 

L  (2)    Yaunevargoes,  entre  otroSi  escribió  la  apología  de  la  guerra. 

I  V.  Bossnet,  Política  deducida  de  la  Escritura,  lib.  IX,  art.  4,  y  Ser- 

mon  en  la  Cireunseision  del  Señor,  t.  V,  p.  258,  y  t.  VL  p.  832. 
t  (3)    Goosin,  Curso  de  Historia  de  la  Filosofía,  lee.  IX. 
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1212.  Estudiando  Portalis  la  guerra  en  sus  relaciones 
con  el  destino  humano,  dice  también:  «Resultado  inevitable 
del  .juego  de  las  pasiones  humanas  en  las  mutuas  relacio- 
nes entre  los  pueblos,  es  la  guerra  en  los  designios  de  la 
Providencia  un  poderoso  agente  de  que  ésta  se  sirve 
como  instrumento  de  de  struccion  unas  veces,  y  como  me- 
dio de  reparación  otras.  La  guerra  funda  ó  derriba,  destru- 
ye 6  reconstruye  los  Estados.  Es  siempre  fecunda  en  cala- 
midades y  en  beneficios;  retardando,  interrumpiendo  6 
acelerando  el  progreso  ó  la  decadencia,  imprime  &  la  civili- 
zación, que  nace,  se  eclipsa  y  renace  para  eclipsarse  de  nue- 
vo, ese  movimiento  fatídico  que  pone  alternativamente  en 
acción  todas  las  potencias  y  fuerzas  de  la  naturaleza  hu- 
mana, y  por  el  que  consigue  que  se  mida  la  duración  de 

.  los  imperios  y  la  prosperidad  de  las  naciones»  (1). 

1213.  Finalmente,  para  no  ocuparnos  de  otros  muchos, 
citaremos  á  Proudhon,  el  cual  pretende  que  la  guerra  surge 
de  la  religión,  que  los  pueblos  guerreros  son  siempre  pue- 
blos religiosos,  que  el  cristanismo  es  una  religión  belicosa, 
que  sin  la  guerra  no  existiría  la  teología,  y  por  consiguien- 
te, que  la  guerra  es  de  origen  divino. 

Proudhon  considera  la  guerra  como  un  juicio  de  Dios: 
«ésta  equivale,  dice,  &  confesar  la  justicia  humana  su  im- 
potencia, suplicando  &  la  justicia  divina  que  manifieste  por 
medio  de  las  batallas  de  parte  de  quién  se  halla  el  derecho». 

Pero  esto  no  basta.  La  sentencia  declara  el  derecho  que 
es  anterior  á  la  sentencia  misma,  el  juez  no  le  crea,  sino 
que  lo  examina  y  lo  declara.  No  sucede  lo  mismo  con  la 
guerra,  pues  ésta  produce  el  derecho.  En  efecto,  el  resulta- 
do de  la  guerra  es  que  el  vencedor  obtiene  lo  que  pedia,  no 
porque  tuviese  el  derecho  antes  de  la  batalla  decisiva,  sino 
porque  la  victoria  ha  probado  que  tenía  razón.  Equivale  & 
sostener  que  en  la  fuerza  misma  existe  un  derecho,  y  á 
esto  es  &  lo  que  Proudhon  llama  derecho  de  la  fuerza.  Los 
apologistas  de  la  guerra,  dice,  sostienen  que  la  fuerza  es 
la  garantía  necesaria  del  derecho;  pero  éstos  no  se  hacen 
cargo  de  que,  si  la  fuerza  tiene  tanta  parte  en  los  asuntos 


(1)    Portalis,  Rec.  de  las  sesiones  de  la  Academia  de  Ciencias  mo- 
rales^ i.  XXXVm,  p.  4  y  5. 
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de  este  mundo,  consiste  en  que  este  derecho,  aun  cuando 
no  se  tenga  el  buen  sentido  de  reconocerlo,  es  sin  duda  el 
punto  de  partida  y  el  fundamento  de  todos  los  dereclios  (1). 

1214.  Contra  los  panegiristas  de  la  guerra,  hallamos 
otros  que  (2),^exaltados  por  una  indignación  laudable,  han 
estigmatizado  en  varias  ocasiones  la  bárbara  costumbre 
de  resolver  con  las  armas  las  cuestiones  de  derecho.  Vol- 
taire  decía:  «Comprendo  perfectamente  el  derecho  de  paz: 
este  derecho  signiñca  el  mantenimiento  de  la  palabra,  el 
acto  de  dejar  á  todos  los  hombres  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  naturales;  pero  no  sé  lo  que  sea  el  derecho  de 
guerra.  Un  código  de  la  matanza  me  parece  una  concepción 
estravagante»  (3). 

1215.  Malardier  se  propone  la  cuestión  de  si  la  guerra, 
la  devastación,  los  horrores  y  la  muerte  pueden  ser  un  de- 
recho, y  dice:  «I^a  fuerza  es  el  arma  del  bruto,  la  negación 
de  la  conciencia,  la  negación  del  derecho,  el  reinado  de  la 
violencia.  La  guerra  será  lo  que  se  quiera,  pero  no  la  justi- 
cia. La  critica  más  punzante  que  puede  hacerse  contra  los 
que  sustituyen  con  la  violencia  el  derecho,  es  aquel  verso 
ip^nico  de  La  Fontaine : 

«La  razón  del  más  fuerte,  es  siempre  la  mejor»  (4). 

1216.  Este  es  también  el  pensamiento  de  Montaigne, 
que  discurre  como  moralista  acerca  del  derecho  de  guerra: 
«La  guerra  es  la  más  grande  y  la  más  pomposa  de  las  ac- 
ciones humanas  que  puede  existir  para  demostrar  nuestra 
imperfección.  En  realidad,  esta  ciencia  ó  arte  de  matarse, 
de  arruinarse  y  de  perder  nuestra  propia  especie,  hace  en- 
vidiar el  estado  de  las  bestias  que  no  la  conocen». 

En  otro  lugar  escribe:  «Las  bestias  son  superiores  á  los 


(1)  Proudhon,  La  guerra  y  la  pax^  t.  H,  p.  130. 

(2)  Conf.:  Condorcet,  Discurso  de  recepción  en  la  Academia;  Cua» 
dro  de  los  progresos  del  espíritu  humanOf  10.^  época,  Obras,  t.  VI, 
p.  237  y  267;  Herder,  Filosofía  de  la  Historia  de  la  Humanidad; 
PsLjne,  Carta  sobre  los  asuntos  de  América;  Laurent,  Estudios  sobre 
la  Eistoria  déla  Humanidad;  La  Filosofía  de  la  Historia. 

(3)  Voltairot  Elogio  de  los  oflciales  muertos  en  la  guerra  de  1741; 
V.  también  el  Diccionario  Jlloscflco,  ea  la  pal.  Guerra;  Ensayo  so- 
hre  las  costumbres,  cap.  IK  p.  151  y  191. 

(4)  Solución  de  la  cuestión  europea,  p.  11. 
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hombres,  porque  ignoran  el  arte  de  destruirse.  La  fllosofía 
que  sostiene  la  guerra,  eleva  la  fuerza  á  derecho,  y  tiende  á 
convertir  el  delito  en  heroísmo  y  en  juez  al  más  fuerte»  (1). 

1217.  En  cuanto  á  la  legitimidad  de  la  guerra  y  las  cau- 
sas que  pueden  justificarla  se  han  manifestado  diversas 
opiniones,  de  que  nos  haremos  cargo  en  el  capítulo  4.*  (2). 
En  cuanto  á  nosotros,  sin  detenernos  &  examinar  las  diver- 
sas opiniones  de  los  escritores,  nos  atenemos  al  hecho,  y 
reconocemos  que,  en  el  estado  actual  de  la  humanidad,  es 
la  guerra  una  cosa  necesaria  é  innevítable,  á  pesar  de  que 
comprendamos  y  deploremos  las  ruinas  que  ocasiona,  y 
hagamos  votos  porque  llegue  un  dia  en  que  desaparezca 
tan  inhumano  procedimiento.  No  existiendo  entre  los  Esta- 
dos ningún  superior  legítimo  con  autoridad  y  poder  para 
defender  y  obligar  á  reconocer  los  derechos  á  que  se  haya 
atentado,  cuando  el  Estado  que  sufre  la  ofensa  haya  agotado 
todos  los  medios  para  resolver  la  cuestión  pacíficamente,  y 
cuando  el  ofensor  se  obstina  por  su  parte  en  conculcar  por 
medio  de  la  fuerza  y  de  la  violencia  el  derecho,  en  este 
caso^  repetimos,  nace  el  derecho  de  rechazar  la  fuerza  con 
la  fuerza,  y  se  legitima  el  empleo  de  las  armas,  por  la  mis- 
ma ley  natural,  por  el  principio  de  legítima  defensa  y  por 
el  deber  que  tiene  cada  pueblo  de  hacer  respetar  la  inde- 
pendencia y  la  autonomía  del  Estado . 

Bien  quisiéramos  fantasear  con  los  filántropos  acerca 
de  ese  estado  ideal  de  civilización  perfecta,  en  el  que  pudie- 
ra prescindirse  completamente  de  la  guerra  (3);  pero  ante 
las  grandes,  sangrientas  y  formidables  guerras  sostenidas 
en  nuestro  tiempo,  y  las  que  se  están  preparando,  es  de 
todo  punto  evidente  que  nos  hallamos  muy  lejos  de  la  tan 
deseada  era  de  la  paz  perpetua.  Diremos  además,  que,  aun 
cuando  tenemos  completa  fé  en  el  progreso  incesante  de  la 
civilización,  no  nos  atrevemos  á  esperar  que  en  un  porve- 


(1)  Montaigne,  Ensayos^  lib.  I,  cap.  XII;  lib.  II,  cap.  XII. 

(2)  Conf.:  Calvo,  Derecho  internacional,  t  III,  que  refiere  las  opi- 
niones de  los  diversos  escritores,  §  1592  y  sig. 

(3)  Merciep,  casi  en  vísperas  de  la  Revolución,  formó  un  cuadro  de 
Francia  según  se  hallaría  constituida  el  año  2440,  y  si  sus  ilusiones  pu- 
diesen realizarse,  aquella  seria  la  época,  aunque  todavía  lejana,  en  que 
pudiera  ser  una  realidad  el  suceso  pronosticado  por  el  abad  de  San  Pedro. 
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Qirinás  6  menos  lejano,  pueda  prescindirse  por  completo  de 
los  procedimientos  belicosos,  puesto  que  la  civilización 
misma  determina  ciólos  y  parábolas  en  las  diversas  regio- 
nesdel  universo,y  si  el  espíritu  humano  ha  podido  suprimir 
las  distancias  con  la  electricidad,  no  podrá  la  idea  civiliza- 
dora difundirse  con  la  misma  rapidez  por  la  superficie  de 
la  tierra  y  hacer  que  desaparezcan  las  distancias  á  que  en 
el  orden  moral  y  social  se  hallan  unos  pueblos  de  otros. 

Habrá,  pues,  regiones  en  que  la  civilización  se  difundi- 
rá siempre  con  un  movimiento  gradual,  distinto  de  aquel 
con  que  se  difunde  en  otras,  lo  cual  será  un  obstáculo  in- 
superable para  el  igual  y  simultáneo  desarrollo  de  la  ilus- 
tración en  todo  el  mundo,  y  para  el  uniforme  conocimiento 
de  los  principios  de  justicia,  que  podrán  aseguraF  siempre 
la  preeminencia  del  derecho  y  la  exclusión  de  la  arbitra- 
riedad. Caso  de  que,  como  se  espera,  se  establezca  una  co- 
munidad de  derecho  entre  aquellos  pueblos  que  se  hallan 
á  un  mismo  nivel  en  la  escala  de  la  civilización,  y  se 
llegue  á  fundar  sólidamente  el  reinado  de  la  justicia,  no  se- 
ria esto,  sin  embargo,  garantía  segura  de  una  paz  perpetua 
entre  ellos,  puesto  que  si  alguno,  abusando  de  la  fuerza  y 
de  la  libertad,  turbase  el  orden,  no  habría  otro  medio  de  res- 
tablecerlo y  hacer  respetar  las  decisiones  de  la  mayoría, 
que  emplear  la  fuerza^  previa  una  declaración  de  guerra. 
Concluimos,  pues,  estableciendo  la  regla  siguiente: 
a)  La  guerra  es  en  ciertos  casos  un  medio  legítimo  é 
indispensable,  que  puede  emplear  cualquier  E«tado  para 
defender  ó  hacer  que  sé  reconozca  un  derecho  suyo  concul- 
cado ó  amenazado  (1). 


(1)  Este,  que  es  hoy  el  pensamiento  de  los  que  no  se  dejan  llevar 
por  las  sentimentales  aspiraciones  de  los  confesos  de  la  paz,  ñié  tam- 
bién el  pensamiento  de  Polibio,  aqael  gran  filósofo  que  busoó  la  verdad 
por  medio  de  la  Historia.  «Confieso,  dice,qae  considero  la  guerra  como 
nna  cosa  reprobada,  pero  no  hasta  el  punto  de  acceder  á  todo  para  evi- 
tarla. (Por  qué  habían  de  sonar  tanto  las  palabras  igualdad,  libertad 
é  independenetay  si  ninguna  ha  de  colocarse  por  encima  de  la  paz?  No 
puedo  aplaudir  la  conducta  de  los  Tébanos  en  presencia  de  los  Persas 
cuando  por  un  vil  temor  abandonaron  la  cansa  de  los  Griegos  y  abraza- 
roa  la  de  sus  enemigos,  ni  á  Píndaro  por  haber  infundido  y  alentado  en 
ellos  ese  amor  á  la  paz  con  aquellos  versos  en  que  decía^  que  el  ciuda- 
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1218.  Conviene  observar  ahora  que,  si  en  ciertas  casos 
tiene  el  Estado  derecho  &  emplear  la  fuerza  armada,  no 
debe  deducirse  de  aqut  que  el  estado  d«  guerra  pueda  con- 
siderarse como  un  estado  de  violencia  Tuera  de  todo  dere- 
cho. No.  Entre  los  pueblos  civilizados  existe  una  comuni- 
dad natural,  moral  y  jurídica,  y  esta  comunidad  subsiste 
siempre,  aun  en  el  estado  de  guerra,  lo  cual  hace  que  el  de- 
recho internacional  moderno  se  diferencie  del  antiguo,  en 
cuanto  coloca  ios  principios  mismos  de  la  justicia  y  del  de- 
recho, que  son  el  fundamento  de  todas  las  relaciones  de  los 
pueblos,  como  base  de  aquellas  relaciones  que  nacen 
del  estado  de  guerra  entre  los  mismos  contendientes  y 
entre  otros  y  los  que  son  extraños  á  la  lucha. 

Da  donde  se  sigue  que  la  guerra  no  destruye  el  orden 
lanidad,  y  que  aquélla  tiene  sus  leyes  como  las 
saz,  y  la  ciencia  debe  estudiar  y  formular  estas 
a  decidir  ante  todo  cuándo  la  guerra  puedo  Ua- 
litiraa  y  Justa,  y  cuál  ha  de  ser  la  condición  jurí- 
le  este  estado,  cuáles  los  derechos  y  los  deberes 
iigerantes  mientras  dure,  respecto  de  las  perso- 
las  cosas  pertenecientes  al  enemigo,  respecto  del 
militarmente  ocupado  y  respecto  de  los  neutrales, 
'  cómo  debe  considerarse  terminado  el  estado 
i,  etc.,  etc. 

Tales  son  los  temas  ó  puntos  que  nos  propo- 
studiar  y  desarrollar  en  el  presente  libro,  terml- 
1  ello  el  desarrollo  cientfflco  del  Derecho  interna- 

ncla  no  puede  ni  debe  evitar  el  estudio  de  los 
.imanos  tales  y  cómo  son,  y  sería  verdaderamente 
il  y  absurdo  que  aquélla  desconociese  que  la 
3  una  triste  realidad,  y  que  no  puede  en  modo  al- 


]i3iera  proporcionar  tranqnitidad  y  prosperidad  á  la  repu- 
lse la  Ihk  brillante  del  reposo.  Ea  aquel  momento  parecia 
a  habla  expuesto  ana  máxima  litil,  pero  mnj  pronto  fiíé 
«conocer  qae  era  tan  fatal  como  vergonzosa.  Cuando  ta paz 
con  lajiitticia  y  el  honor,  es  el  mka  hermoso  de  todos  los 
ro  cuando  se  cobipra  con  ana  vergonzosa  servidumbre  ó  con 
es  de  lo  más  injkme  y  funesto.»  Potibio,  Historia  general. 
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guno  evitarse  en  absoluto.  Lo  que  la  ciencia  debe  hacer  es 
poner  el  estado,  de  guerra  en  armonía  con  los  principios 
del  derecho  moderno;  siendo  de  su  competencia  establecer 
ante  todo  reglas  claras,  precisas  y  generalmente  aceptadas 
para  distinguir  el  carácter  injusto  de  una  agresión,  para 
determinar  la  legitimidad  de  los  actos  de  los  beligerantes 
durante  la  lucha  y  después  de  la  victoria,  y  para  fijar  los 
derechos  y  los  deberes  de  los  neutrales. 

El  derecho  moderno  debe^  pues,  tender  á  someter  todas 
las  relaciones  de  los  beligerantes  á  los  principios  de  la  jus- 
ticia, á  evitar  todo  aquello  que  pueda  ser  vago,  incierto  é 
indefinido  en  la  guerra  ó  en  el  modo  de  hacerla,  á  fin  de  que 
la  incertidumbre  del  derecho,  en  cuestión  de  tanta  impor- 
tancia, no  agrave  los  males  que  inevitablemente  acompa- 
flan  á  los  horrores  de  la  lucha.  No  puede  decirse  que  los  es- 
fuerzos de  la  ciencia  para  reglamentar  la  guerra  serán  in- 
fructuosos por  la  gran  dificultad  de  sujetar  á  reglas  de  de- 
recho á  los  que  combaten  furiosamente  con  las  armas  en 
la  mano,  y  para  hallar  después  una  sanción  eficaz  á  las 
leyes  que  puedan  establecerse,  siendo  asi  que  la  Historia 
nos  enseña  y  prueba  que  la  guerra  es  en  nuestros  dias  más 
conforme  con  los  principios  de  la  civilización,  y  que  eñ  el 
mismo  calor  de  la  pelea  prevalecen  sin  disputa  los  senti- 
mientos humanitarios . 


vvv^^^^^*^^^^^^*^ 


CAPITULO  II 

CONSIDERACIORES  HISTÓRICAS  ACERCA  DEL  DERECHO  DE  GUERRA 


1220.  fil  derooho  de  quería  vñ  1&  aatigllad&d.  Pueblos  aómadas.— 1221.  Los  Egip- 
áos.— 1222.  LoePersas.— 1223.  Loa  Hebieoe.— 1224.  Loi  Arios.— 1225.  Lospue- 
Uof  oomeroialee.-— 1226.  Los  Griegros.— 1227.  Los  Romanos.— 1228.  El  Grisiáa- 
nisma  y  el  Poaiiüoade.— 1229.  Los  Bárbaros.— 1230.  La  Oaballeria.-— 1231 .  La 
guerra  de  los  Tzeiata  años. — 1232.  La  srverra  en  los  tiempos  modernos. — 1233. 
Beglas  segna  el  derecho  moderno.— 1234.  Opinión  de  Lawrenie  j  de  Meltice 
aoeroa  de  la  oodifioadon  de  las  l^yes  de  la  gnorra.— 1235.  Nuestra  opinión. — 
1236.  Reglas. ' 

1220.  Respecto  del  ejercicio  del  derecko  de  guerra  en  la 
Historia  hallamos  que  el  car&cter  jurídico  de  aquélla  es 
esencialmente  distinto,  como  el  derecho  moderno  lo  es  tam- 
bién del  que  regía  esta  relación  en  los  pueblos  de  la  anti- 
güedad. 

Entre  los  antiguos,  la  paz  era  un  estado  excepcional  que 
sólo  existía  cuando  se  estipulaba  en  los  tratados,  siendo 
por  consiguiente  la  fuerza  el  único  sosten  y  apoyo  del  de-  • 
recho.  Las  convenciones  ó  tratados  eran  el  único  medio 
eficaz  que  se  conocía  para  poner*  término  &  la  efusión  de 
sangre . 

Los  nómadas  sobre  todo,  sólo  vivían  de  la  conquista,  no 
suspendiendo  sus  guerras  sino  para  entregarse  á*los  pla- 
ceres *die  la  caza,  y  siendo  ésta  para  ellos  una  empresa 
atrevida  y  sanguinaria,  haciéndola  siempre  á  caballo  y  to- 
mando parte  en  ella  toda  la  tribu.  Estas  poblaciones  nóma- 
das representaban  exactamente  el  reinado  de  la  fuerza,  la 
cual  dominaba  todas  las  relaciones  públicas  y  privadas.  Dis- 
curriendo un  escritor  acerca  de  los  Tártaros,  dice:  «Estos 
pueblos  no  conocen  la  justicia;  los  más  fuertes  se  llevan  lo 
mejor  y  lo  más  sabroso,  y  los  viejos  sólo  comen  y  beben 
lo  que  sobra  á  los  primeros.  No  hay  entre  ellos  nobles,  no 
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setioar^  sino  &  los  que  son  más  fuertes  y  más  valerosos 
que  los  demás,  siendo  despreciados  los  viejos  y  los  débi- 
to (í). 

Los  pueblos  nómadas  se  dedicaron  principalmente  á 
empresas  belicosas,  &  la  guerra  ó  á  la  caza.  Salían  de  sus 
estepas  ó  descendían  de  sus  montañas  con  la  rapidez  y  la 
violeadsL  de  un  torrente,  y  sin  hallar  límite  alguno  á  su  sed 
de  conquistas,  invadieron  muchas  veces  el  Asia,  y  pareció 
que  qaerían  conquistar  el  universo. 

El  ejercicio  del  derecho  de  la  guerra  se  manifestó  entre 
/os  nómadas  en  toda  su  barbarie.  Estos  eran  violentos  y  ter- 
ribles en  la  lucha,  crueles  é  inhumanos  después  de  la  vic- 
toria. Los  hábitos  feroces  que  contraían  en  sus  empresas 
peligrosas  y  sanguinarias,  pueden  explicar  su  ferocidad 
salvaje.  Montesquieu  hallaba  la  razón  de  ésta  en  la  pronti- 
tud Y.  el  ímpetu  de  sus  invasiones,  y  en  la  dificultad  de  la 
cooquísta.  «Las  ciudades,  dice,  eran  un  obst&culoá  sus  cor- 
rerías, y  como  desconocían  el  arte  del  sitio,  y  se  exponían 
impetuosamente  á  la  matanza,  vengaban  luego  con  la 
sangre  de  los  vencidos  la  que  ellos  habían  derramado  para 
conquistarlas»  (2). 

El  hecho  es  que  los  nómadas  fueron  terribles  con  los 
vencidos,  hasta  el  punto  de  considerarse  muy  afortunados 
los  que  hallaban  la  muerte  en  el  campo  de  batalla.  Tenían 
costumbre  de  cortar  la  cabeza  ó  las  manos  á  los  Supervi- 
vientes para  hacer  de  ellas  un  trofeo;  y  algunas  veces,  para 
satisfacer  sus  instintos  feroces,  asistían  á  los  prolongados 
y  craeles  tormentos  de  los  ^prisioneros,  los  descuartizaban 
^Itos,  les  sacaban  los  ojos  ó  los  empalaban,  asistiendo  el 
rey  con  feroz  complacencia  al  espectáculo  desgarrador  de 
Pulenta  muerte  (3).  Parecen  increíbles  las  crueldades  de 
Cambises,  y  espanta- la  pintura  que  de  ellas  hace  Hero- 
^oto  (4). 
El  carácter  de  la  guerra  entre  los  pueblos  asiáticos  fué 


(i)  Matpalin,  en  Remusat,  Inoestiffactones  acerca  de  Ion  Tártaros, 
P-ó.  CoBf.:  Lanrent,  ob.  e¿t,  1. 1,  p.  4d5  á  437  (de  la  edic.  francesa). 

'2)  MoniestqnieUyEBp.delasLeyes^Mh.  V,  14;  Laurent,  ob.  ctt., 
^Ipart.  IL 

(3)  V.  Rev.  de  Ambos  Mundos,  1845,  t.  U,  p.  7/8. 

(4)  Herodoto,  III,  16;  Estrabon,  XVII,  p.  554. 
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la violencia,  la  destrucción,  el  saqueo,  la  matanza  sin  lími- 
tes; parece  que  aquellos  pueblos  consideraban  como  condi- 
ción de  su  existencia  el  destruirse  6  el  asistir  á  terribles  es- 
cenas de  devastación  y  de  sangre.  Asi  nacieron,  florecieron 
y  murieron  los  imperios  Ásirio,  Caldeo,  Persa,  Medo,  Ara- 
be,  Tártaro  y  Mongol. 

1221.  TamJ)ien  los  Egipcios  fueron  crueles  é  inhumanos 
con  los  vencidos,  presentando  el  primen  ejemplo  de  un  pue- 
blo regido  por  instituciones  sacerdotales,  que  salió  de  su 
estado  de  aislamiento  para  emprender  expediciones  leja- 
nas, á  pesar  de  que  por  su  posición  geográfica  y  por  su  ca- 
rácter tranquilo  pareciesen  destinados  á  estar  en  paz  con 
los  demás  pueblos  (1).  Las  conquistas  realizadas  por  los 
Faraones  han  sido  confirmadas  por  los  historiadores, 
cuyas  narraciones  ^e  apoyan  en  testimonios  tan  sólidos 
como  ios  monurnentos  y  las  inscripciones.  Los  mismos 
historiadores  refieren  que  los  conquistadores  egipcios  fue-, 
ron  soberbios  y  feroces  con  los  vencidos,  y  se  arrogaron 
el  derecho  de  disponer  de  la  vitíla  de  los  prisioneros. 

Sesostris  obligaba  á  los  reyes  vencidos  en  sus  guerras 
á  tirar  de  su  carro  triunfal,  y  condenaba  á  los  prisioneros 
á  las  más  duras  fatigas,  sirviéndose  de  su  trabajo  para  le- 
vantar grandiosos  monumentos  y  construir  suntuosos  pa- 
cios  (2).  La  superticion  religiosa  puede  justificar  también 
ciertos  hábitos  crueles  como  el  de  servirse  de  los  vencidos 
para  ofrecer  á  las  divinidades  una  hecatombe  de  víctimas 
humanas.  Según  Plutarco,  quemaron  los  Egipcios  en  la  ciu- 
dad de  Vithia  gran  número  de  prisioneros,  aventando  des- 
pués sus  cenizas,  y  el  mismo  autor  refiere  que,  en  la  ciu- 
dad de  Heliópilis,  se  inmolaron  víctimas  humanas  y  se  ro- 
ció los  altares  con  su  sangre  (3). 

También  los  Egipcios  tuviéronla  cruel  costumbre  de  cor- 
tar las  manos  á  los  prisioneros  para  contar  los  vencidos  en 


(1)  Conf.:  Rollin,  Htst.  de  los  Egipcios,  c.  III;  Voltaire,  Filosofea 
de  la  Hist,  cap.  de  Egipto;  Bossuet,  Discurso  sobre  la  Hist.  Ufíiver^^ 
sal,  part.  III,  §3. 

(2)  Rosellini,  Monumentos  históricos,  lib.  II,  p.  185;  Diodoro,    i 
56á58. 

(3)  Plat.,  Is,  f  Osir.,  cap.  73. 
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la  gaerra,  y  adornaron  el  carro  del  vencedor  con  las  cabe- 
ras délos  vencidos  (1). 

La  condición  de  aquellos  &  quienes  se  perdonaba  la  vida 
era  dura  en  extremo,  subministrándonos  una  prueba  de 
ello  el  trato  que  dieron  á  los  Hebreos  durante  la  esclavitud 
de  este  pueblo  (2). 

1222-  Los  Persas  no  fueron  con  los  vencidos  tan 
feroces  que  se  complacieran  en  su  martirio  ni  en  su 
muerte,  pero  impusieron  á  los  pueblos  subyugados  condi- 
ciones degradantes,  y  se  sirvieron  de  ellos  para  satisfacer 
sus  placeres  y  sus  vicios.  Basta  fijar  la  atención  en  la  na- 
turaleza de  los  impuestos  á  que  fueron  obligados  los  ven- 
cidos, para  formar  una  idea  del  materialismo  cruel  y  degra- 
•  dante  de  los  reyes  de  Persia,  los  cuales  obligaban  á  aquéllos 
á  sostener  su  lujo  y  á  soportar  impuestos  fabulosos  para 
atender  á  los  gastos  de  la  mesa  regia,  al  sostenimiento  de 
sus  ejércitos,  de  sus  carros  y  de  sus 'caballos,  y  á  propor- 
cionarles eunucos  y  concubinas  para  ellos  y  para  sus  sá- 
trapas. Babilonia  debía  dar  quinientos  eunucos  y  las  pro- 
vincias del  Cáucaso  cien  jóvenes  de  cada  sexo  de  cinco  en 
cinco  años  (3). 

1223.  Hallamos  en  la  antigüedad  algunos  pueblos  que, 
por  sus  costumbres  y  por  sus  condiciones,  parece  qué  de- 
bieron desmentir  el  sello  general  de  violencia  que  caracte- 
riza la  historia  de  las  relaciones  internacionales  del  mundo 
antiguo:  éstos  fueron  los  pueblos  teocráticos.  Obligados  por 
sus  creencias  á  vivir  aislados  y  absortos  en  la  contempla- 
ción de  su  Dios,  no  debieron  mostrarse  crueles  y  feroces 
como  los  nómadas;  y  sin  embargo,  el  fanatismo  religioso  y 
los  odios  de  raza  hicieron  á  los  Hebreos  crueles  é  inhuma- 


(1)  Laurent,  ob-  cit,,  1. 1,  p.  260  y  sig. 

(2)  Rosejlini,  ob.  cit,  Egipto,  1. 111,  part.  1,  p.  350,  356  y  379;  II, 
p.  163. 

La  legislación  egipcia  fué  cruel  y  rigurosa,  y  esto  debió  influir  para 
aumentar  la  fiereza  del  carácter  de  aquel  pueblo  en  sus  venganzas. 
Para  obligar  al  pueblo  á  trabajar  se  hacía  uso  de  la  vara.  Para  castigar 
al  qae  había  cometido  un  delito  se  le  mutilaba  la  parte  del  cuerpo  con 
qoe  lo  había  cometido.  El  que  mataba  una  cigüeña,  podía  ser  muerto- 
par  el  pueblo  sin  forma  alguna  de  juicio. 
(  (3)   Herodoto,  IX,  y  Montesquieu,  ob.  eii.,  lib.  V. 
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nos  durante  las  guerras  que  sostuvieron  para  destruir  & 
todos  aquellos  que  no  adoraban  al  Dios  verdadero,  y  con- 
sideraban la  matanza  de  los  Ínfleles  como  un  deber  para 
con  Dios  y  un  acto  déla  justicia  divina  (1).  Por  esta  razón  se 
mostraron  los  Hebreos  feroces  y  sanguinarios.  La  regla  era 
exterminar  todo  ser  humano,  hombres,  mujeres,  niños, 
guerreros  heridos  y  ciudadanos  pacíficos,  no  cometiéndose 
esos  actos  sangrientos  durante  la  guerra  solamente,  sino 
también  después  del  triunfo,  á  sangre  fría. 

En  la  guerra  sostenida  por  el  rey  Saúl  contra  los  Ama- 
lecitas,  fué  destruido  todo  el  pueblo  pasándole  á. cuchillo, 
siendo  cogido  vivo  únicamente  su  rey  Agag  (2),  y  por  ha- 
berle perdonado  la  vida  fué  Saúl  amenazado  coi)  la  colera 
de  Jehová  por  el  gran  sacerdote  Samuel,  que  se  hizo  con- 
ducir á  la  presencia  de  Agag  y  niandó  descuartizarle  in- 
mediatamente (3). 

1224.  Los  Arios  de  la  India  constituyen  una  verdadera 
excepción  entre  los  pueblos  orientales  de  la  antigüedad.  En 
efecto,  hallamos  en  las  leyes  de  Manú,  según  en  otro  lu§iar 
hemos  notado  (4),  preceptos  inspirados  por  ideas  filosóficas 
muy  elevadas  y  por  sentimientos  muy  humanitarios;  pera 
dichos  preceptos  no  se  consideraban  aplicables  sino  entre 
los  ario-indos  que  pertenecían  á  la  casta  privilegiada,  pues 
respecto  de  los  otros  preceptuaba  el  mismo  Manú  que  debía 
castigárseles  sin  demora.  «El  castigo,  dicen  los  libros  sa- 
grados de  la  India,  es  lo  que  gobierna  al  género  .humano. 
Si  el  rey  no  castigase  sin  demora  á  los  que  lo  merecen,  los 
más  fuertes  abrasarían  á  los  má&  débiles  como  á  los  peces 
las  parrillas»  Y5). 

1225.  Los  rigores  de  las  guerras  pritnitivas  no  se  tem- 
plaron ni  aun  entre  los  pueblos  comerciales,  pues  también 
éstos  consideraban  el  derecho  del  más  fuerte  como  supe- 
rior á  todo  otro  derecho,  y  se  servían  de  la  fuerza  para  en- 
riquecerse con  los  despojos  de  los  vencidos,  y  satisfacer  su 
egoismo  ysu  deseo  de  aglomerar  riquezassin  repararen  los 


(1)  Conf.:  Montesquieu,  oh.  eit^  XVIII,  y  Laurent,  o6.  cU. 

(2)  Samuel,  I,  cap.  XV,  8  y  9. 

(3)  ídem,  ibid.,  32  y  33. 

(4)  V.  elt.  I.§12y.síg. 
5)  Manú,  VII,  91  y  92. 
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medios.  Es  verdad  que  no  fueron  realmente  feroces  en  sus 
guerras,  pero  si  duros  y  crueles,  salvando  la  vida  de  los 
vencidos  para  condenarlos  á  la  esclavitud  (1). 

Los  Fenicios  fueron  mercaderes  avariciosos,  y  se  dedi- 
caron al  comercio  y  á  la  piratería.  Los  Tirios  acumularon 
riquezas  á  mano  armada,  fundando  sus  establecimientos 
comerciales  por  medio  de  la  fuerza  y  de  la  conquista  (2). 

Según  Polibio,  los  Cartagineses  imponían  á  los  gober- 
nadores de  las  provincias  conquistadas,  la  obligación  de 
tratar  con  dureza  &  los  vencidos,  y  apreciaban  más  á  lod 
que  eran  más  duros  y  crueles  con  los  pobres  cultivadores, 
sac&ndoles*mayores  redimientos  para  la  república  (3).  Se- 
gún Herder,  toda  la  conducta  de  los  Cartagineses  en  los 
países  extranjeros,  es  una  prueba  de  la  dureza  y  de  la  ava- 
ricia de  una  ciudad  aristocrática  que  no  pide  más  que  la 
esclavitud  y  el  lucro  (4). 

1226.  Los  primeros  albores  de  la  templanza  del  riguro- 
so derecho  del  vencedor  no  se  encuentran  hasta  que  co- 
menzó á  prevalecer  la  costumbre  de  perdonar  la  vida  &  los 
vencidos,  no  hallando  que  tal  uso  se  erigiese  en  regla  hasta 
el  tiempo  d«  los  Griegos,  á  quienes  su  carácter,  su  fllosofia 
y  hasta  su  política,  les  obligaban  á  ser  dulces  y  humanos 
con  los  demás  pueblos;  y  á  pesar  de  que  no  carecieron  de 
espíritu  belicoso  ni  de  valor,  su  ideal  no  era  la  domina- 
ción y  con'quista  (5),  sino  la  conservación  de  la  patria  común, 
hasta  que  las  guerras  que  entre  si  sostuvieron,  fueron  ins- 
piradas por  la  rivalidad  y  el  deseo  de  las  diversas  ciudades» 
de  Imponer  su  heguemonía  sobre  toda  la  Grecia  (6). 

Habiendo  presentido  sus  filósofos  el  ideal  de  la  unidad 


(1)  Heeren,  Idea  de  la  Política  y  el  Com.,  etc.,  t.  U. 

(2)  Movers,  Los  Fenicios,  t.  III,  p.  30  y  sig.;  Euaebio,  De  Theofa^ 
nia,  II,  67. 

(3)  •  Polibio,  I,  72,  3. 

(4)  Herder,  XII,  4. 

(5)  Laarent,^^.  cit.,  Grecia;  Pastoret,  Hist,  de  la  Legislación,  Y. 

(6)  Solamente  b£go  Alejandro  pareció  que  la  Grecia  tendía  á  la  con- 
quista de  Asia;  pero  esta  faé  mas  bien  ambición  de  un  solo  hombre  que 
de  la  nación. 

Conf.:  Broower,  Hist  de  la  dv,  moral  de  los  Griegos;  Skoeman; 
Antiquitaíisjurispubliei  Groecorum. 
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del  género  humano  y  de  la  igualdad,  era  natural  que  influ- 
yese su  doctrina  para  desarrollar  los  sentimientos  huma- 
nitarios y  para  templar  los  rigores  de  la  guerra.  Además, 
Impulsábales  su  genio  á  ser  generosos  con  los  vencidos,  Sl 
sentir  la  compasión,  á  obrar  de  un  modo  humanitario  (1). 

Debemos  notar,  sih  embargo,  que  los  mismos  Griegos 
consideraban  la  templanza  en  la  guerra,  como  una  gene- 
rosidad de  que  podía  gloriarse  el  vencedor,  pero  no  como 
una  obligación  j  uridica.  En  efecto,  consideraron  siempre 
lícita  la  piratería  y,  cuando  faltaba  dinero  en  Atenas,dispo- 
nían  una  expedición  marítima  para  robar  á  amigos  y  enemi- 
gos. Hasta  el  mismo  Solón  autorizaba  en  sus  leyes  la  pirate- 
ría (2).  El  juramento  militar  contenía  la  promesa,  de  hacer 
al  enemigo  todo  el  daño  posible,  considerándose  esto  siem- 
pre como  un  deber  patriótico.  (3). 

El  mismo  Alejandro-Magno  que  mostró  en  todas  sus 
guerras  una  magnanimidad  verdaderamente  rara  para  su 
época,  cometió  en  la  guerra  contra  la  India  actos  de  bar- 
barie y  de  ferocidad  excepcionales,  mandando  destruir  ciu- 
dades enteras  y  degollar  ó  vender  como  esclavos  á  sus  ha- 
bitantes (4). 


(1)  Hallamos,  en  efecto,  qae  entre  los  Griegos  faé  abolido  el  bárbara 
uso  de  los  sacrificios  humanos  para  aplacar  la  cólera  de  los  dioses.  Sólo 
en  los  tiempos  primitivos  encontramos  algún  ejemplo,  y  1%  leyenda  de 
Ifigenia  atestigua  la  existencia  de  este  rito  cruel  en  los  tiempos  primi- 
tivos, pero  después  desapareció  en  toda  Grecia  esta  inhumana  costum- 
bre. Al  estipular  un  príncipe  de  Siracusa  la  paz  con  los  Cartagineses, 
impuso  como  condición  la  de  que  no  hubieran.sacriñcado  á  sus  dioses 
los  prisioneros.  Plutarco,  Gelon,  I. 

(2)  Conf.:  Laurent,  ob,  eiL  Agesilao  consideraba  bueno  y  justo  todo 
lo  que  era  ventajoso  á  Lacedemonia,  incluso  la  piratería  en  plena  paz, 
ó  la  más  in&me  perfidia.  Plut.  Agesilao,  cap.  XXIIl  y  XXIV. 

(3)  Bluntschli,  Costumbres  de  la  guerraeníre  los  Griegos,  Rev.  de 
Der.m^.,  1877  p.  515. 

(4)  Plutarco,  Gelon, — El  verdadero  principio  que  predominaba  en 
Grecia,  lo  hallamos  en  la  siguiente  declaración:  «Los  negocios  de  este 
mundo  se  arreglan  entre  los  hombres  con  arreglo  á  la  ley  de  la  justicia 
cuando  la  necesidad  obliga  áello;  pero  aquellos  que  pi%dominaa  por  su 
poder,  hacen  lo  que  los  parece  y  los  débiles  no  tienen  más  remedio  que 
ceder.» 

Los  Atenienses  atribuían  á  los  dioses  el  siguiente  principio:  «Si  los 
dioses  dominan,  es  porque  son  más  fuertes.»  Tuccidides,  V,  p.  105. 
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En  las  guerras  que  las  ciudades  helénicas  sostuvieron 
entre  si,  fué  cuando  se  templaron  los  rigores  de  la  guerra 
por  el  sentimiento  nacional  y  fraternal,  fundado  en  la  co- 
munidad de  raza,  de  lengua  y  de  culto. 

Acostumbraban,  en  efecto,  no  llegar  á  las  vías  de  hecho 
sin  haber  enviado  antes  heraldos  &  pedir  satisfacción  de 
las  injurias  (1).  Algunas  veces  prefirieron  cometerá  arbi- 
tros la  decisión  de  sus  querellas  (2).  Otras,  para  evitar  el 
derramamiento  de  mucha  sangre,  decidieron  reducir  la 
guerra  á  un  duelo  entre  un  corto  número  de  combatientes, 
considerando  como  vencedora  á  la  parte  á  que  pertenecian 
los  que  habían  vencido  á  sus  adversarios  (3). 

También  sirvió  para  moderar  los  excesos  de  la  guerra 
el  respeto  debido  4  los  lugares  sagrados  que  existían  en 
ciertas  ciudades.  Así  se  preservó  de  la  invasión  la  pequeña 
ciudad  de  Beocia,  Orchomene,  porque  tenía  un  santuario 
de  Minerva  (4).  El  vencido  podía  considerarse  seguro  si 
lograba  refugiarse  en  un  lugar  de  asilo,  ó  si  suplicaba  al 
vencedor  en  nombre  de  los  dioses. 

En  la  historia  griega  hallamos  hasta  ejemplos  de  pri- 
sioneros á.  quienes  se  dejaba  en  libertad  bajo  su  palabra  de 
honor,  como  sucedió  una  vez  en  Corinto  (5). 

L.0  dicho  muestra  claramente  que  entre  los  Griegos  eran 
templados  los  usos  y  costumbres  de  la  guerra,  que  tan  fe- 
roces eran- en  los  demás  pueblos  antiguos,  encontrándose 
también  entre  los  helenos  los  primeros  vestigios  de  un  de- 
recho humanitario  respecto  de  los  vencidos. 

1227.  Los  Romanos  siguieron  las  huellas  de  los  Grie- 
gos en  lo  que  se  refiere  á  las  costumbres  de  la  guerra  y  á 
las  ideas  acerca  del  derecho  del  vencedor;  pero  superaron 
luego  á  sus  mismos  maestros  en  su  espíritu  eminentemen- 


(1)   litada,  V,  804,  X,  286;  Clavier,  Hisi.  de  Grecia. 

Í2)  Píttalo,  vencedor  en  los  juegos  olímpicos>  fué  elegido  oomo  ar- 
bitro para  resolver  una  controversia  entre  los  Arcadios  y  los  Eleatas. 

{3}  En  los  tiempos  históricos  hallamos  muchos  ejemplos;  pero  solo 
ataremos  el  de  Argos  y  Esparta  que,  habiendo  surgido  una  contienda 
por  nn  territorio  de  la  Argólida,  convinieron  en  resolverla  haciendo 
qoe  combatiesen  300  hombres  de  una  y  otra  parte. 

(4)  Tnccfdides,  IV,  97;  Estrabon^  L.  IX,  p.  285. 

(5)  Eurípides, /fórací.,  965. 
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te  jurídico,  que  les  impulsaba  á  dar  á  toda  empresa  una 
forma  jurídica  neta  y  precisa, y  por  su  vasto  y  práctico  sen- 
tido político. 

Animados  por  la  inmoderada  ambición  de  dominar  y  por 
el  desenfrenado  deseo  de  gloria,  perdonaron  á  los  vencidos, 
no  tanto  por  humanidad,  cuanto  porque  dicho  proceder  fa- 
vorecía sus  ambiciosas  miras.  El  Senado  romano  no  creía 
conveniente  dominar  un  mundo  poblado  de  esclavos,  y  pre- 
firió reinar  sobre  los  vencidos,  sujetándolos  y  agregándo- 
los al  Imperio;  siendo,  por  consiguiente,  templadas  por  el 
interés  político,  la  ferocidad  y  la  crueldad  que  caracteriza- 
ron las  guerras  en  los  tiempos  antiguos. 

Para  quien  estudia  con  cuidado  la  conducta  del  pueblo 
romano  en  sus  relaciones  con  los  demás  pueblos,  aparece 
claro  que  el  cálculo  fué  el  carácter  distintivo  de  la  política 
romana.  Las  circunstancias  de  lugar  y  tiempo  y  los  intere- 
ses de  Roma,  aconsejaron  y  ocasionaron  muchas  guerras, 
regulando  á  la  vez  los  sucesos;  siendo  por  esto  por  lo  que 
en  la  dirección  política  se  halla  en  parte  el  principio  uniflca- 
dor  en  el  hecho  de  asegurar  la  supremacía  del  Imperio,  pero 
siendo  diversos  los  medios  empleados  para  conseguirla.  Los 
Romanos  fueron  más  ó  menos  generosos  con  los  vencidos, 
según  las  circunstancias,  y  cuando  el  cálculo  aconsejaba 
cerrar  el  pecho  á  todo  sentimiento  humano  y  generoso, 
fueron  inexorables  y  crueles,  como  lo  prueban  ía  destruc- 
ción de  Alba  y  de  Cartago,  y  la  suerte  menos  excusable  de 
Corinto  y  de  Numancia  (1).  El  mismo  Cesar,  cuyo  ánimo  no- 
ble y  generoso  tanto  ensalzaban  los  antiguos,  mandó  ven- 
der toda  la  población  de  Venecia,  y  condenó  al  último  supli- 
cio á  los  senadores  de  aquella  ciudad.  (2) 

Es  verdad  que  aquel  rigor  fué  motivado  por  haber  aten- 
tado los  Venecianos  contra  la  persona  de  los  enviados  de 


(1)  Tit.  Liv.,  XXVI,  49;  Maqoiavelo,  Díseur.  sobre  Tit  Liv.,  II,  4. 

(2)  De  bello  gallieo,  m,  W, 

Los  Romanos  no  respetaban,  como  Los  Griegos,  los  lagares  sagrados 
darante  la  guerra,  paes  ésta  hacía  que  las  oosas  sagradas  perdiesen  sa 
carácter  de  inviolalibidad.  Por  esto  consideraban  Qosa  licita  trasladar 
á  Roma  las  imágenes  de  los  dioses  qne  encontraban  en  los  templos  del 
enemigo.  Pomponio,  L.  36,  De  religionis,  etc.;  Paulo,  L.  34,  De  Sep, 
mol. 
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Roma^  y  desconocido  de  esta  manera  la  inviolabilidad  délos 
embajadores.  De  cualquier  modo,  no'es  posible  desconocer 
que  el  derecho  riguroso  que  el  venc-^dor  se  atribula  sobre 
el  vencido,  no  desapareci6;entre  los  Romanos  y  la  condición 
del  Estado  subyugado  halla  su  sello  característico  en  la  de* 
diUOy  que  es  la  antigua  forma  que  expresaba  la  posición  del 
Estado  sometido.  «El  Estado  vencido  debía  prometer  entre- 
garse él  mismo,  sus  ciudades,  sus  campos,  sus  aguas,  sus 
fronteras,  sus  templos,  sus  riquezas  y  todo  lo  que  poseía, 
al  pueblo  romano»  (1). 

El  derecho  antiguo  conservó,  pues,  todo  su  rigor  en  su 
aplicación  á  los  prisioneros  de  guerra  propiamente  dichos. 
Estos  perdían  por  completo  su  libertad  personal  y  eran  tra- 
tados como  esclavos.  Es  cierto,  por  otra  parte,  que  la  masa 
de  la  población  del  territorio  conquistado  no  perdía  la  liber- 
tad civil,  sino  sólo  su  independencia  política. 

1228.  Solo  el  cristianismo  podía  templar  el  rigor  de  la 
guerra,  porque  la  ley  promulgada  por  Cristo,  es  ley  de 
paz,  de  caridad,  de  fraternidad,  que  perfeccionó  el  concepto 
de  la  hospitalidad  con  el  de  la  filantropía  cristiana.  Lo  m&s 
precioso  de  aquella  gran  inovacion  se  halla  en  estas  pala- 
bras: «amad  &  vuestros  enemigos».  La  doctrina  de  Cristo 
organizó  la  verdadera  beneficencia  civil,  recomendando  au- 
xiliar á  los  que  sufren  y  &  los  oprimidos  sin  distinción  de 
nacionalidades;  condenó  la  esclavitud,  como  un  delitocontra 
la  igualdad  del  género  humano,  sustituyendo  á  la  omnipo- 
tencia de  la  fuerza,  la  razón,  el  derecho  y  la  justicia.  Era, 
pues,  natural  que  tenjplase  las  rigurosas  consecuencias  de  . 
la  guerra. 

Según  decimos  anteriormente  (2),  si  la  pereza  de  los 
hombres,  la  corrupción  de  los  tiempos  y  la  falsa  dirección 
del  Pontificado  no  hubieran  desfigurado  aquella  doctrina 
verdaderamente  humanitaria,  no  se  hubiese  visto  la  tierra 
regada  con  tanta  sangre  humana;  pero,  sin  volver  la  vista  & 
tales  hechos,  es  lo  cierto  que  en  los  preceptos  de  Cristo 
hallaron  los  jurisconsultos  y  los  filósofos  los  verdaderos 
inincipios  para  templar  los  rigores  de  la  guerra  y  limitar 
los  derechos  del  vencedor,  siendo  deducidas  de  la  doctrl- 


(i)    Tit.  Liv.,  I,  38. 
(5)    V.  el  1. 1,  cap.  II. 


tiana,  las  primeras  reglas  para  humanizar  la 
De  este  modo  se  llegó  &  abolir  ciertas  costumbres 
i  y  feroces,  como,  por  ejemplo,  la  de  emplear  armas 
adas  (1),  y  se  introdujerou  las  treguas  de  Dios  para 
;ltura  á.  los  muertos  y  curar  los  heridos,  y  se  vieron 
impos  de  batalla  las  escenas  de  caridad  más  coa- 
'as  (2).  Moralistas  y  publicistas  proclamaron  de 
icuerdo,  que  no  podían  ser  reducidos  á  la  esclavi- 
'encidos  en  la  guerra,  y  que  durante  el  combate, 
,  tener  el  vencedor  derecho  á  quitar  la  vida  á  los 
indiesen  y  bajasen  las  armas. 
3  el  principio  del  cristianismo  hasta  nuestros  días, 
,  la  historia  del  derecho  de  guerra  un  contraste 
t  y  permanente  entre  las  nuevas  ideas  contenidas 
jtrina  de  Cristo  y  las  antiguas  tradiciones  que  no 
antlmltealguno  alderechodel  vencedor,  y  atribulan 
o  la  libertad  m&s  arbitraria  respecto  de  la  persona 
del  vencido.  Hallamos  además  que  las  costumbres 
lizacton  han  humanizado  algunas  veces  el  derecho 
erra;  pero  así  como  ha  faltado  una  suprema  auto- 
e  impusiese  á  todos  como  ley  la  de  abstenerse  de 
tacion,  de  la  violencia  y  de  la  barbarie,  asi  también 
trcido  el  derecho  de  guerra  de  un  modo  más  6 
[guroso,  y  no  han  faltado,  aun  en  tiempos  no  muy 
le  los  nuestros,  actos  de  ferocidad  y  de  barbarie 
hecho  que  retroceda  la  guerra  al  concepto  antiguo, 
il  de  un  estado  de  violencia  sin  leyes  y  sin  reglas 
ho,  y  se  ha  encontrado  la  humanidad  sin  garantía 
ontra  la  arbitrariedad  del  vencedor. 
3gla  general,  puede  decirse  que  las  costumbres 
lenos  bárbaras  durante  la  guerra,  han  sido  el  refle- 
:ivilizacfón  6  del  atraso  de  los  pueblos. 
Durante  las  sangrientas  guerras  de  los  bárbaros 
mera  mitad  de  la  Edad  Media,  retrocedieron  las 
res  á  la  barbarie  antigua.  Los  odios  de  raza  enfu-  _ 
los  combatientes,  y  la  falta  de  un  gran  desarrollo 
al  y  el  predominio  de  las  costumbres  belicosas. 


liaareDt,  Loa  Bárbaros  y  el  Catolieitmo. 

iamain,  Tratado  de  la  etoeaencia  críaUana,  p.  37t. 
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fueron  la  causa  de  que  las  leyes  de  la  civilización  y  de  la 
humanidad  fuesen  casi  desconocidas.  • 

Los  Vándalos  se  mostraron  salvajes ,  y  los  Alemanes, 
que  quemaban  las  ciudades  y  talaban  los  campos,  fueron 
crueles. 

1230.  En  la  segunda  mitad  de  la  Edad  Media,  esto  es,  en 
el  período  que  corre  del  siglo  x  al  xvn,  fué  la  guerra  menos 
cruel,  tanto  por  la  manera  de  hacerla  cuanto  por  las  conse- 
cuencias que  producía.  Las  grandes  guerras  sostenidas  por* 
los  Germanos,  que  revistieron  el  carácter  de  guerras  nacio- 
nales, iban  siendo  cada  vez  más  raras,  y  el  espíritu  ca- 
balleresco que  prevaleció  entre  los  que  se  consagraron  ala 
profesión  de  las  armas,  desterró  ciertas  costumbres  bárba- 
ras. Los  caballeros  de  una  y  otra  parte  combatían  coh  el 
sentimiento  de  su  común  origen,  y  aun  én  el  furor  de'  la 
pelea,  estaban  obligados  á  observar  las  llamadas  leyes  de 
la  caballería,  que  influyeron  mucho  para  hacer  la  guerra 
menos  inhumana. 

No  puede  decirse,  sin  embargo,  que  se  hubiese  .regla- 
mentado la  guerra  y  desterrado  toda  costumbre  odiosa, 
pues  no  faltan  tristes  ejemplos  de  actos  feroces ,  ni  podía 
suceder  otra  cosa  mientras  faltasen  reglas  de  derecho  cla- 
ras y  preciseus  para  determinar  lo  que  era  lícito  é  ilícito  para 
los  combatientes. 

Prevalecía  además  la  falsa  máxima  de  que  el  medio  más 
seguro  para  llegar  á  la  paz  era  el  causar  al  enemigo  todo 
el  nial  posible  y  de  cualquier  modo.  Por  esto  es  por  lo  que 
se  consideraba  lícito  devastar  todo  el  territorio  enemigo, 
tratar  con  mucho  rigor  á  los  pacíficos  labradores ,  quemar 
las  ciudades  y  hasta  las  iglesias  á  pesar  de  que  lo. prohi- 
bían las  leyes  civiles  y  canónicas. 

Considerándose  la  guerra  como  un  medio  violento  de 
proceder  para  resolver  una  cuestión  de  derecho,  se  llegaba 
á  esta  conclusión :  que  era  lícito  causar  al  adversario  todo 
el  mal  posible,  para  obligarle  cuanto  antes  á  la  reparación 
debida  y  á  reconocer  el  derecho  controvertido. 

1231 .  En  los  anales  de  la  guerra  no  hallamos  luchas  más 
salvajes  que  la  llamada  de  los  Treinta  años.  Aquella  des- 
enfrenada soldadesca  que  todo  lo  llevaba  á  sangre  y  fuego, 
que  saqueaba,  arruinaba  y  devastaba,  presenta  el  espec- 
táculo más  deplorable.  Parecía  que  la  civilización  había  des- 
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aparecido  y  se  habla  vuelto  de  un  salto  á  la  antigua  barba- 
rie (1). 

Habíanse  visto  ya  tristes  ejemplos  de  actos  salvajes  en 
las  guerras  sostenidas  entre  cristianos  y  mahometanos, 
tanto  en  el  período  de  las  Cruzadas  como  en  la  lucha  llama- 
da de  la  Reconquista  española ;  pero  no  puede  explicarse 
de  un  modo  satisfactorio  cómo  en  las  guerras  de  los  cris- 
tianos entre  sí,  se  desmintieran  tan  rotundamente  los  pre- 
ceptos de  Cristo,  y  se  llegase  á  exterminar  á  los  herejes, 
asesinándolos  cuando  se  hallaban  inermes  é  indefensos. 

1232.  En  los  tiempos  modernos  se  ha  determinado  me- 
jor el  derecho  de  guerra,  y  si  bien  en  la  práctica  no  se  ejer- 
cita siempre  en  plena  conformidad  con  las  reglas  estable- 
cidas por  los  publicistas ,  no  puede  desconocerse  que  hay 
una  tendencia  general  á  precisar  mejor  los  actos  que  pue- 
den ser  lícitos  á  los  beligerantes  durante  la  lucha  y  al  tiem- 
po de  la  paz ,  y  á  determinar  los  deberes  y  derechos  de  los 
Estados  neutrales,  procurando  además  hallar  el  modo  de 
proclamar  dichas  reglas  y  declararlas  obligatorias  para  los 
Estados  civilizados. 

Lo  que  se  puede  considerar  como  una  verdadera  con- 
quista del  derecho  moderno  es  el  haber  puesto  de  manifies- 
to el  elemento  jurídico  de  la  guerra,  el  haber  humanizado 
el  uso  de  la  fuerza  y  disminuido  los  horrores  de  las  bata- 
llas con  el  desenvolvimiento  de  los  principios  del  derecho 
internacional  qué  deben  regir  las  relaciones  de  los  Estados 
beligerantes. 

El  pretendido  derecho  de  poder  emplear  cualquier  medio 
para  hacer  daño  al  enemigo,  está  hoy  desprestigiado  y  con- 
denado por  la  conciencia  pública,. como  lo  están  igualmen- 
te ciertos  actos  de  violencia  y  ciertos  usos  inhumanos  aun 
durante  el  furor  de  la  pelea ,  estando  además  protegida  la 
seguridad  personal,  la  dignidad,  el  honor  y  la  libertad  de 
los  combatientes. 


(1)  Las  crueldades  cometidas  por  los  soldados  de  la  casa  de  Austria 
en  Bohemia  son  punto  menos  que  increíbles.  Los  Húngaros  que  servían 
á  las  órdenes  de  Dampierre  quemaron  siete  aldeas,  mataron  hasta  las 
mujeres  en  cinta,  cortaron  las  manos  á  infinidad  de  niños  y  las  llevaron 
como  trofeo  de  la  victoria. 
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La  condición  de  los  prisioneros  ha  mejorado^  se  ha  pro- 
visto &  la  curación  de  Ips  heridos  y  se  ha  asegurado  &  los 
ciudadanos  paciñcos  el  respeto  de  sus  derechos ,  ni  más  ni 
menos  que  en  tiempo  de  paz.     . 

Tiéndese  ahora  á  reglamentar  por  medio  de^  convenios 
entre  los  Estados  civilizados,  las  leyes  y  los  usos  de  la 
guerra,  y  si  bien  hasta  ahora  han  fracasado  todas  las  ten- 
tativas ,  no  hemos  por  ello  de  desesperar  de  lo  porvenir  (1). 


(1)  Una  de  las  tentativas  más  importantes  para  codiflcar  las  leyes 
de  la  guerra  es  la  qoe  se  hizo  por  iniciativa  del  Emperador  de  Rusia 
en  1874. 

Con  el  convenio  internacional  concluido  en  Ginebra  el  22  de  Agosto 
de  1864,  completado  después  con  el  de  San  Petersburgo  en  16  de  No- 
viembre de  1868,  se  proveyó  á  la  condición  de  los  heridos.  Fundóse 
In^go  en  Paris  ana  sociedad  para  mejorar  la  condición  de  los  prisione- 
I  ros  de  guerra,  la  cual  sociedad  había  elaborado  á  flnes  de  1873  uu  pro- 
yecto especial  para  conseguir  el  ñn  que  se  proponía,  y  convocó  en  Pa- 
rís una  reunión  internacional  para  el  4  de  Mayo  de  1874  á  ñn  de  discu- 
tir y  aprobar  el  proyecto.  En  el  mes  de  Abril  notificó  el  Gobierno  ruso 
que  estaba  elaborando  un  proyecto  que  «comprendía  el  conjunto'  de  los 
hechos  inherentes  al  estado  de  guerra  y  destinado  á  fijar  reglas  que, 
adoptadas  de  común  acuerdo  por  todos  los  Estados  civilizados,  debería 
servir  para  disminuir,  en  cuanto  fuese  posible,  las  calamidades  de  los 
confiictos  internacionales,  precisando  los  derechos  y  los  deberes  de  los 
gobiernos  y  de  los  ejércitos  en  tiempo  de  guerra.» 

La  conferencia  se  reunió  en  Bruselas  el  27  de  Julio  de  1874,  estando 
representados  en  ella  todo;9  los  gobiernos  de  Europa,  excepto  la  repú- 
blica de  Andorra  y  el  principado  de  Monaco,  siendo  el  resultado  de  los 
trabigos  y  de  las  discusiones  un  proyecto  de  declaraeion  internaeio^ 
nal  relatiüo  á  las  leyes  y  á  los  usos  de  la  o^uerra,— que  lo  publicare- 
mos como  apéndice, — ^y  que  es  muy  distinto  del  primitivo  proyecto 
ruso.  Esta  declaración  ha  quedado  hasta  hoy  en  proyecto. 

En  los  Estados*Unidos  de  América  hallamos  la  primera  codificación 
Terdadera  de  las  leyes  de  la  guerra,  llevada  á  cabo  durante  la  contien* 
da  civil  qne  asoló  los  Estados  del  Norte,  sirviendo  de  base  un  proyecto 
redactado  por  el  célebre  jurisconsulto  Liever,  ratificado  después  por 
el  presidente  Lincoln  y  promulgado  el  24  de  Abril  de  1863  con  el  título 
de  Iñsiruecio'nes para  los  ejércitos  americanos  encampana. 

Sin  embargó,  estas  instrucciones  no  tienen  el  verdadero  carácter  de 
leyes  internacionales  de  la  guerra,  y  no  pueden  considerarse  obligato- 
rias sino  para  el  Estado  que  las  sancionó  y  para  sus  ejércitos.  Lo  mis- 
mo debe  decirse  respecto  de  los  manuales  adoptados  en  Francia,  en  Ru- 


x 
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La  guerra  es  una  doldrosa  y  terrible  realidad,  un  recurso 
extremo  y  en  ciertos  casos  necesario,  y  si  legitima  el  uso 
de  la  fuerza ,  no  puede  considerarse  por  sí  misma  como  un 
estado  de  relaciones  fuera  de  toda  regla  de  derecho,  cpmo 
si  los  Estaldos  beligerantes  debieran  ser  considerados  ex- 


sia,  en  los  Países  Bajos,  en  Servia  y  en  Italia  para  los  respectivos  ejér- 
citos de  dichos  Estados  en  tiempo  de  guerra. 

si  el  proyecto  de  declaración  de  Bruselas  se  hubiese  adoptado,  se 
tendría  un  verdadero  reglamento  internacional  de  la  guerra  para  todos 
los  Estados  que  lo  adoptasen. 

También  el  Instituto  de  Derecho  internacional  ha  elaborado  un  ma- 
nual de  las  leyes  de  la  guerra,  adoptado  después  en  la  reunión  Je  Ox- 
ford en  la  sesión  de  9  de  Setiembre  de  1880,— cuyo  texto  daremos  como 
apéndice;— y  si  bien  estos  proyectos  no  han  sido  aún  adoptados,  median- 
te convenios  internacionales,  ni  son  por  tanto  obligatorios  para  todos 
los  Estados  civilizados,  es  siempre  un  hecho  muy  importante  que  los 
resultados  de  la  ciencia  se  reduzcan  á  reglas  claras  y  precisas,  y  que 
se  sienta  la  necesidad  de  restringir  la  fuerza  destructora  de  la  guerra 
para  impedir  que  la  vaguedad  y  la  incertidumbre  redunden  en  prove- 
cho de  los  más  fuertes. 

Sobre  las  conferencias  de  Bruselas,  véase  el  texto  del  proyecto  ruso, 
y  el  de  la  declaración  en  el  A  nuario  del  Instituto  de  Derecho  inter- 
nacional, 1877  p.  275;  Examen  de  ladeclaracion  de  Bruxelas  deíñlA 
por  el  Instituto,  id.,  p.  123;  Memoria  sobre  2a publicación  de  las  ac- 
tas de  la  Conferencia  de  Bruxelas,  Academia  de  ciencias  morales,  7 
Noviembre  de  1874;  Laveleye,  Las  actas  de  las  conferencias  de  Bru- 
seZa8;Rolin-Jacquemins,12eoíS^aíie  Derecho  internacional,  1875,  p.  87. 

El  Gobierno  italiano  en  tanto,  sin  esperar  á  que  las  reglas  acorda- 
das en  Bruxelas  se  declarasen  obligatorias,  mediante  un  tratado  in- 
ternacional para  todos  los  Estados  allí  representados,  ha  procurado 
hacer  obligatoria  la  mayor  parte  xle  dichas  reglas  para  los  ejércitos 
italianos  en  campaña;  el  reglamento  de  servicios  en  la  guerra  publica* 
do  y  sancionado  por  el  decreto  de  26  de  Noviembre  de  1882,  contiene 
las  leyes  de  la  guerra  que  el  Gobierno  italiano  mantiene  como  obligato- 
rias para  nuestros  ejércitos,  y  se  hallan  en  armonía*  con  las  máximas 
fundamentales  acordadas  en  Bruselas.  Reproduciremos  las  principales 
partes  en  un  apéndice,  y  nos  complace  hacer  constar  que  nuestra  Ita- 
lia, sin  aguardar  á  lo  que  hagan  los  demás,  pone  todo  su  cuidado  en  in- 
cluir en  la  legislación  los  principios  del  derecho  internacional  más  aco- 
modados á  las  máximas  liberales  proclamadas  en  nuestros  días,  y  los 
sanciona  en  sus  leyes,  porque  los  considera,  con  razón,  como  el  comple- 
mento necesario  ^e  la  legislación  de  todo  Estado  civilizado. 
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cluidos  de  la  humanidad ,  y  tenido,  por  tanto,  como  le- 
gitimo cualquier  medio  siempre  que  pareciese  útil  ó  nece- 
sario para  el  éxito  favorable  de  la  lucha. 

En  el  curso  de  este  tratado  expondremos  lo  que  se  ha 
hecho  al  resolver  cada  cual  de  las  cuestiones  especiales 
que  nacen  en  el  estado  de  guerra,  y  procuraremos  demos- 
trar que  existen  reglas  de  derecho,  á  las  que,  á  nuestro 
modo  de  ver,  deberla  ajustarse  la  resolución  de  dichas  cues- 
tiones; y  al  hacer  esta  indagación  no  creemos  llevar  á  cabo 
un  trabajo  estéril  é  inútil.  No  piensan  de  este  modo  los  que 
opinan  que  un  procedimiento,  cuya  esencia  es  el  uso  de  la 
fuerza ,  no  puede  ser  susceptible  de  codificación,  porque,  en 
último  término,  los  beligerantes  harán  siempre  violenta- 
mente todo  aquello  q^ue  reputen  útil  al  buen  éxito  de  sus  ar- 
máis; pero  nosotros  seguimos  las  huellas  de  aquellos  que 
piensan  más  rectamente  que  la  guerra  puede  reglamentar- 
se, humanizarse  y  disciplinarse,  y  estamos  convencidos  de 
que  se  llegará  un  dia  á  codificar  las  reglas  y  usos  de  la  mis- 
ma, porque  no  podemos  admitir  que  el  derecho  de  emplear 
las  armas  sea  un  derecho  sin  limitación  de  ningon  generó 
y  sin  obligaciones  reciprocas.  NtUlumjus  sirte  ofjleio,  nu- 
llum  ofjlcium  8ine  jure  (1).  Parécenos,  pues,  muy  oportuno 
que  se  codifiquen  dichas  leyes,  y  se  provea  ala  sanción  de 
las  mismas,  según  diremos  en  el  capitulo  siguiente. 

1233.  Adoptamos ,  pues,  las  siguientes  conclusiones: 

a)  Ningún  pueblo  civilizado  debe  apelar  á  la  fuerza  para 
sostener  un  derecho,  sino  dentro  de  los  limites  fijados  por 
la  razón  y  por  la  justicia,  y  según  las  reglas  reconocidas 
por  la  conciencia  jurídica  de  los  pueblos  civilizados. 

b)  Es  sumamente  conveniente  que  se  codifiquen  las  le- 
yes y  usos  de  la  guerra,  y  se  declaren  obligatorios  median- 
te convenios ,  declaraciones  y  acuerdos  entre  los  diferentes 
Estados  civilizados. 

1234.  Estas  máximas  se  hallan  en  oposición  con  el  pen- 
samiento explícito  de  Lawrence  en  una  carta  publicada  en  9 
de  Enero  de  1875  en  el  Alvany  Journal  y  en  la  que  afirma  que 
es  imposible  evitar  los  males  de  la  guerra  sin  suprimir  ésta, 
y  que  mientras  la  humanidad  tenga  interés  en  que  las  guer- 


(1)    Era  la  divisa  de  Lieber  qne  este  traducía  al  francés,  estas  enér- 
gicas palabras:  droit  oblige. 
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ras  sean  en  lo  posible  de  corta  duración ,  no  debe  impedirse 
que  los  beligerantes  elijan  los  medios  de  que  puedail  dispo- 
ner para  llegar  á  una  pronta  y  enérgica  solución  del  con- 
flicto. 

Tal  es  también  el  pensamiento  de  Moltke:  «El  mayor  be- 
neficio de  la  guerra,  decía  en  una  carta  dirigida  á  Blunts- 
chli  (1),  es  que  se  termine  en  el  más  breve  plazo.  Para  con- 
seguir este  fin ,  deberla  permitirse  el  empleo  de  todos  los 
medios ,  salvo  aquellos  que  sean  positivamente  condena- 
bles.» No  considera ,  pues ,  de  mucha  Importancia  práctica 
la  codificación  de  las  leyes  de  la  guerra ,  pues  observa  que 
a  toda  ley  supone  una  autoridad  para  vigilar  y  dirigir  su 
ejecución ,  y  este  poder  es  el  que  falta  para  asegurar  la  ob- 
servancia de  los  convenios  internacionales.»  ¿Qué  Estado 
tomaría  las  armas  por  el  soló  motivo  de  que  se  hubiesen 
violado  las  leyes  de  la  guerra  por  uno  ó  por  ambos  beli- 
gerantes?» 

1235.  Según  hemos  dicho,  nuestra  opinión  es  que  una 
de  las  tendencias  características  de  la  época  en  que  vivi- 
mos, es  la  de  procurar  disminuir  los  males  de  la  guerra, 
humanizando,  hasta  donde  sea  posible,  la  manera  de  ha- 
cerla; y  nada  puede  auxiliar  más  directamente  este  propó- 
sito tanto  como  el  esclarecer  los  principios  jurídicos  que 
deben  limitar  la  fuerza  destructora  de  la  misma. 

Es  un  hecho  que  la  dulcificación  de  las  costumbres,  la 
cultura  y  la  civilización  han  generalizado  ciertas  conviccio- 
nes jurídicas  entre  los  pueblos  civilizados,  y  que  la  gran 
mayoría  de  los  mismos  están  ya  de  acuerdo  acerca  de  los 
principios  del  derecho  internacional  de  la  guerra;  el  fijarlos 
y  elevarlos  á  preceptos  jurídicos  claros  y  precisos,  debe  in- 
dudablemente ayudar  á  fortificar  el  orden  legal  y  á  dar,  á 
los  Estados  que  creen  observar  leal  y  rectamente  sus  de- 
beres internacionales,  una  norma  segura,  dejando  luego  á 
su  cuidado  el  proveer  al  respeto  y  á  la  observancia  de  los 
mismos.  Los  gobiernos  que,  como  es  de  su  deber,  quieren 
garantir  la  estricta  observancla.de  los  principios  del  dere- 
cho en  tiempo  de  guerra,  y  asegurar  su  respeto  con  una 
rigurosa  disciplina,  deben  hallarse  de  acuerdo  respecto  de 


(1)    Carta  del  Conde  de  Moltke  á  M.  Blantschli,eñ  Ibl  Revista  de  De- 
recho  internaeionalj  1881,  p.  80. 


—  as- 
ías reglas  y  usos  de  la  guerra,  lo  cual  no  podrá  obtenerse 
sino  convirtiendo  loa  aprobados  por  la  conciencia  jurídica 
de  todos  los  pueblos  civilizados  en  verdaderas  y  propias 
leyes  obligatorias  para  los  mismos.  De  este  modo,  Ajando 
los  deberes  de  cada  uno,  desaparecerla  toda  incertidumbre 
y  podrían  prevenirse  los  excesos  de  la  guerra,  y  los  Estados 
estarían  obligados  á  acomodar  sus  códigos  militares  &  los 
principios  jurídicos  ya  codificados,  los  cuales  deberían  so- 
breponerse naturalmente  las  leyes  particulares  de  los  di- 
versos. Estados  que  los  hubiesen  aceptado. 

1236.  Concluimos,  pues,  estableciendo  las  reglas  si- 
guientes: 

a)*  El  determinar  el  derecho  internacional  de  la  guerra 
^ando  las  normas  aprobadas  por  la  conciencia  jurídica  de 
los  pueblos  civilizados^  y  proclamándolas  leyes  obligato- 
rias para  los  beligerantes,  servirá  para  atenuar  los  males  y 
daños  de  la  guerra  misma,  y  colocará  á  los  Estados  débiles 
bfiyo  la  protección  del  derecho  positivo. 

b)  Incumbe  á  cada  Estado  poner  de  acuerdó  su  código 
militar  con  las  reglas  proclamadas,  y  contribuir  por  la  vía 
legislativa,  en  cuanto  le  concierna,  á  realizar  la  observan- 
cia de  las  leyes  de  la  guerra  y  á  reprimir  las  infracciones 
de  las  mismas. 

¿Mas  cuáles  deben  ser  estas  leyes? 

Este  es  .precisamente  el  objeto  de  nuestras  investigacio- 
nes y  el  fln  que  nos  proponemos  en  este  estudio. 


«^vs«\/ww\/«/ww>^w«^ 


FIORB. — ^TOMO  III. 


CAPITULO  III 

NOCIÓN  jurídica  DE  LA  GUERRA 


MdaUín«nftMgwiloipiiblioi«tu. — 1S3S.  ObuTrurira. — 1839. 
ft  gaem  eoma  «sUdt  da  bwho. — 1810.  L&  guetn  m  nu  laeluí 
Buiuia.—lSll.  DdM  hMtm  por  >I  Hitada  i  por  qnim  p«tM  di 
m  dsl  miimo. — 1812.  El  ebjita  d«  U  oontinidi  dgba  ata  nu  «qm* 
piblÍM,— 1813.  Deflaiñon  ds  U  gtum  bají  «1  posto  i»  vilta 
1.  Oburruiann  ftHrsa  di  la  dootiioa  da  Lnoai. 

;  publicistas  han  definido  la  guerra  de  muy  di- 
Seguu  Aberico  Gentile,  la  guerra  espublieorutn 
sta  contentio  (I).  Según  Grocio,  es  «la  cündiclon 
dúos  que  se  proponen  resolver  sus  diferencias 
B  la  fuerza»  (2).  Bynkershoek  la  deñne  en  estos 
ellum  est  eoram  qui  suce  potestaíis  mnt  sui  furis 
ergo  eoncertatio per  cim  (3).  Según  Wattell,  «la 
[uel  estado  en  que  se  persigue  su  derecho  por 
1)  y  según  Martens,  aun  estado  permanente  de 
[determinadas  por  los  hombres»  (5).  Pinheiro- 
isidera  la  guerra  como  «el  arte  de  paralizar  las 
[lemigo»  (6),  y  Belime, criticando  la  definición  de 
e  que  la  guerra  es  el  arte  de  obligar  á  un  go- 
igo  á  hacer  una  paz  justa  (7). 
cístas  modernos  han  dado  también  definiciones 


'  Gentile,  De  jure  belli,  Ub.  I,  cap.  n.  V.  la  tntdaccion 

urna,  1877. 

pacta  et  btíU,  lib.  1,  cap.  I,  §  3. 

lib.  I,  cap.  I. 

degente»,  lib.  III,  cap.  I,  §  1. 
I  de  derecho  de  gentet,  §  230. 
e  derecho  público,  t,  11,  p.  85. 
!a  del  derecho,  1. 1,  p.  312. 
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de  la  guerra  bastante  divergentes  entre  si.  Phillimore  la  de- 
fiae:  «El  ejercicio  del  derecho  internacional  de  acción,  al  que, 
por  la  naturaleza  de  las  cosas  y  la  falta  de  un  tribunal  co- 
mún superior,  se  ven  obligados  á.  recurrir  los  Estados  para 
afirmar  y  vindicar  sus  derechos  (1). 

Dice  Heílter:  «La  guerra  se  manifiesta  exteriormente 
como  un  estado  de  hostilidad  entre  dos  ó  más  potencias, 
durante  el  cual  se  creen  autorizadas  para  emplearentre  si 
toda  clase  de  violencias.  Tal  es  la  definición  material  de  la 
guerra»  (2). 

Según  Bluntschli,  la  guerra  es  un  conjunto  de  actos  me- 
diante los  cuales  un  Estado  6  un  pueblo  hace  respetar  sus 
derechos  luchando  con  las  armas  contra  otro  Estado  ú  otro 
pueblo  |3). 

Mr.  Field,  en  su  Proyecto  de  Código,  la  define:  «Un  con- 
flicto hostil  y  armado  entredós  ó  más  naciones  ó  comunida- 
des que  se  disputan  derechos  comunes»;  y  trata  de  aclarar 
esta  definición  observando,  que  la  noción  jurídica  de  la 
guerra,  debe  comprender  todo  conflicto  que  da  origen  á  los 
particulares  derechos  y  deberes  de  los  neutrales  y  de  Iqs 
beligerantes;  y  en  cuanto  á  que  las  partes  sean  naciones 
independientes,  no  es  necesario,  para  que  pueda  existir 
la  guerra,  que  ambos  pueblos  sean  Estados  enemigoá,  pues 
la  guerra  puede  existir  aun  en  el  caso  que  uno  de  los. beli- 
gerantes pretenda  reivindicar  contra  el  otro  los  derechos  de 
soberanía  (4). 

Según  Calvo,  la  guerra  es  «ese  estado  anormal  de  hosti- 
lidad que  sustituye  las  relaciones  d  ^.  buena  armonía  de  na- 
ción á.  nación  6  entre  conciudadanos  pertenecientes  á  par- 
tidos políticos  diferentes  y  que  tiene  por  objeto  conquistar 
por  la  fuerza  de  las  armas  lo  que  no  han  podido  obtener  por 
las  vías  pacíficas  y  amistosas»  (5j. 

Sandoná  da  la  siguiente  definición:  «La  guerra  es  un  me- 
dio de  terminar  por  las  armas  una  cuestión  entre  dos  ó  más 
Estados  que  no  tienen  un  superior  común  á  quien  poder 


(1)  Derecho  intem.,  t.  III,  cap.  IV,  §  49. 

(2)  Der.  m/.,§113. 

(3)  Der.  int.  codificado,  %  510. 

(4)  Dadley-Fiold,  Draft  ouUines  of  on  intem,  cod,,  %  704. 
ip)  Der.  intem,,  t.  III,  §  1.612. 


:a  para  que  emita  su  autorizado  juicio  acarea  de  la 
»  (1). 

il  proyecto  de  codificación  de  las  leyes  de  la  guerra 
stopor  Rusia,  hallamos  esta  definición:  «  Una  guer- 
■nacional  es  un  estado  de  lucha  abierta  entre  dos 
3  independientes  que  obran  de  una  manera  aislada  6 
idos,  y  entre  sus  fuerzas  armadas  y  organizadas»  (2). 
Sin  pretender  criticar  una  por  una  estas  deflnicio- 
itendemos  que,  para  definir  la  guerra,  convendría 
)demodoquese8vitasenlasequivocacionescuandose 
:  de  aplicar  la  definición  para  decidir  cu&ndo  se  habla 
siderar  terminado  el  estado  de  paz  é  Iniciado  el  esla- 
:uerra,  lo  cual  es  necesario  poder  establecer  sin  equi- 
ín  cuanto  álos  contendientes,  para  resolver  cu6n- 
i  respecto  de  ellos  la  aplicación  del  derecho  de  paz  y 
iza  el  derecho  público  relativo  ft  la  guerra,  y  eo  ■ 
&  los  terceros  que  permaneciesen  neutrales,  para 
lies  sólo  pueden  nacer  ciertos  derechos  y  deberes 
lares,  cuándo  debe  considerarse  como  existente  ju- 
lente  el  estado  de  guerra. 

la  definición  de  ésta  no  deberían,  pues,  entrar,  ü 
3  modo  de-ver,  aquellas  nociones  que  sirven  para 
cuándo  la  guerra  puede  considerarse  justa,  tanto 
to  al  derecho  de  hacerla  y  á  los  medios  que  pueden 
irse  para  conseguir  el  fin,  cuanto  al  fin  mismo  que 
A  se  pretende  realizar.  Tales  nociones,  que  son  de- 
:  para  distinguir  ias  guerras  justas  de  las  injustas, 
dios  legítimos  de  los  ilegítimos,  no  varían  la  esencia 
}sa  para  decidir  cuándo  la  guerra  existe  ó  no  como 
de  hecho.  El  hacer  entrar  como  elemento  de  la  den- 
le la  guerra  lo  de  ser  lucha  abierta  entre  dos  & 
stados  independientes,  conduce  á  desconocer  el  dere- 
e  corresponde  á  cada  comunidad  para  combatir  con 
aas  á  fin  de  constituirse  en  Estado  independiente. 
.  Parécenos,  por  consiguiente,  que  para  dar  una 
ion  clara,  sencilla  y  precisa  de  la  guerra,  es  nece- 


Yatado  de  Der.  intern..  Parle  II,  Sección  ÍI,  art,  5. 

-el  texto  del  proyecto  eu  el  Anitariodei/njí.  de  Der.  in- 

nal,  1877,  p.  277. 
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sario  ante  todo  distinguir  ésta  como  estado  de  hecho,  de  la 
guerra  como  legal  y  legítimo  uso  de  la  fuerza.  Teniendo 
«stoen  cuenta,  podría  definirse  la  guerra  como  Estado  de 
hecho:  una  lucha  abierta  hecha  mediante  ejércitos  organi^ 
:ado8  para  resolver  una  cuestión  de  derecho  publico^ 

1240.    Tres  son,  en  efecto,  los  elementos  de  ambos  para 
establecer  de  hecho  cuándo  cesa  la  aplicación  del  derecho 
durante  la  paz  y  comienza  la  del  derecho  durante  la  guer- 
ra. Es  el  primero  que  exista  á  lucha  abierta  y  &  mano  ar- 
mada. De  donde  se  deduce  que  podría  existir  desacuerdo 
entre  dos  Estados,  y  que  el  uno  podría  cometer  respecto  del 
otro  cualquier  acto  de  hostilidad,  sin  que  por  esto  cesase  el 
estado  de  paz  entre  los  mismos.  Ya  hemos  dicho  en  los 
libros  precedentes,  que  pueden  adoptarse  durante  la  paz 
ciertos  medios 'coercitivos  para  obligar  á  un  Estado  á  reco- 
nocer el  derecho  controvertido  ó  á  reparar  la  injuria  inferi- 
da. Esto,  sin  embargo,  no  constituye  el  estado  de  guerra- 
Para  que  éste  exista,  es  necesario  que  la  lucha  sea  abierta 
7  armada.  Luego  diremos  sí  es  ó  no  necesaria  la  solemne 
declaración  de  guerra  para  establecer  jurídicamente  su 
comienzo. 

El  segundo  elemento  es,  que  la  lucha  se  verifique  me- 
diante ejércitos  organizados;  y  esto  no  sólo  me  parece  ne- 
cesario para  establecer  la  noción  de  la.  guerra  como  estado 
de  hecho,  sino  también  para  determinar'  cuando  aquéllos 
<\nQ  apelan  á.  la  violencia  y  á  la  fuerza  armada  para  resolver 
una  cuestión,  pueden  tener  el  título  de  beligerantes. 

1241.  Por  regla  general,  la  guerra  es  una  lucha  armada 
entre  dos  Estados.  Toda  comunidad  de  gentes  existe  como 
persona  de  la  sociedad  internacional  constituida  política- 
noente  en  Estado  autónomo  é  independiente.  Incumbe  prin- 
cipalmente al  Estado,  que  también  se  halla  constituido  en 
beneficio  exclusivo  de  los  individuos  asociados,  proveer  á 
su  propia  conservación,  á  la  tutela  de  sus  derechos  y  de  los 
de  sus  ciudadanos . 

Sigúese  de  aquí  que  cuando  para  asegurar  la  tutela.de 
derecho  se  hayan  agotado  todos  los  medios  pacíficos,  debe 
proveerse  &  dicha  tutela  con  la  fuerza  de  las  armas,  Pero 
puede  suceder  también  que  el  derecho  del  pueblo  sea  lesio- 
nado por  el  poder  constituido  por  el  pueblo  mismo,  y  que 
'^ulre  el  pueblo  y  su  gobierno  surja  un  conflicto  que  tome 


iporciones  de  una  verdadera  cuestión  pública,  en  cuyo 
10,  cuando  el  partido  que  lucha  por  conseguir  un  fin  po- 
jo se  íiace  tan  fuerte  que  puede  poseer  y  ejercitar  de 
iho  poderes  análogos  á  los  del  Estado;  cuando  tenga 
dios  para  organizar  un  ejército  y  apele  &  la  fuerza  arma- 
y  regularmente  organizada  para  resolver  la  cuestión 
re  el  pueblo  y  el  gobierno,  no  puede  negarse  á  la  lucha 
carácter  de  guerra,  ni  dejar  de  aplicar  &  los  combatientes 
una  y  otra  parte  la  consideración  y  el  derecho  de  beli- 
rantes. 

Sí  se  aceptase  la  definición  propuesta  por  el  Gobierno 
io,  esto  es,  que  la  guerra  internacional  es  una  lucha 
ierta  entre  dos  Estados  independientes,  no  podría  en  ri- 
r  aplicarse  el  derecho  de  guerra  &  un  partido  que,  para 
iseguir  un  fin  político  opuesto  al  perseguido  por  el  poder 
istituido,  apelase  á  las  armas  y  combatiese  de  buena  fé, 
tes  bien,  debería  considerar  dicho  partido  como  una  ma- 
de  rebeldes  sujetos  &  las  leyes  penales.  Pero  esta  serla 
a  teoría  inconciliable  con  el  derecho  moderno,  que  con- 
lera  como  Inalienable  y  Imprescriptible  el  derecho  corres- 
ndlente  &  cada  pueblo  de  elegic  la  forma  de  organización 
Utlca  más  conforme  con  sus  necesidades  y  tendencias, 
le  modiflcaria  ó  variarla  sustancialmente  cuando  no  cor- 
sponda  á  los  deseos  de  la  mayoría. 
Suele  empero  suceder  con  frecuencia,  que  una  porción 
gente  tome  las  armas  y  cometa  actos  de  violencia  contra 
poder  constituido  para  sostener  las  ideas  propias  y  las 
nvicciones  políticas,  y  que  esto  se  haga  de  buena  fé  lu- 
ando  á  mano  armada.  No  basta  esto,  sin  embargo,  pai-a 
iprimir  á  la  lucha  entre  dicho  partido  y  el  poder  público 
carácter  de  guerra,  y  excluir  la  aplicación  del  derecho 
¡nal.  Una  minoría  no  puede  variar  el  poder  constituido 
ir  la  mayoría,  y  mientras  la  idea  política  por  que  aquel 
mbate  sea  la  idea  de  la  minoría,  seria  aplicable  á  ese 
irtido  la  sanción  penal  con  que  son  castigados  los  actos 
f  rebelión.  Pero  si  dicho  partido  aumentase  y  adquiriese 
erza  y  autoridad,  y  concentrase  en  su  manos  los  poderes 
il  Estado,  si  tuviese  una  Hacienda,  un  ejército  regular- 
ente  organizado,  un  gobierno  que  asumiese  la  responsa- 
lidad  de  los  actos  de  las  personas  asociadas;  si  conriba— 
íse  de  buena  fó  respetando  las  leyes  de  la  guerra,  díe-se 
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garantías  serias  de  orden,  y  tendiese  abiertamente  á.  reali- 
zar un  fin  político  opuesto  á  la  del  poder  constituido,  no 
cabría  duda  en  que  á  los  actos  realizados  por  semejante 
partido  no  seria  aplicable  el  derecho  penal,  sobre  todo  si  la 
lacha  á  mano  armada  tuviese  el  carácter  jurídico  verdade- 
ro y  propio  de  la  guerra  (1).    * ' 

i  Quién  osarla  negar  los  caracteres  de  guerra  á  la  lucha 
á  mano  armada  sostenida  por  los  separatistas  de  América, 
que  combatieron  encarnizadamente  durante  muchos  años, 
y  supieron  crear  un  ejército  formidable,  disciplinado  y  or- 
ganizado militarmente? 

1242.  El  tercer  elemento  indispensable  para  atribuir  á 
un  conflicto  público  el  carácter  de  guerra,  es  que  el  objeto 
de  dicho  conflicto  sea  una  cuestión  de  interés  público.  No 
puede,  en  modo  alguno,  í^urgir  la  necesidad  de  recurrir  á 
las  armas  para  resolver  un  asunto  de  interés  privado,  mien- 
tras cada  cual  pueda  sostener  su  derecho  ante  la  autoridad 
competente.  Pudo  suceder  ^esto  en  la  Edad  Media,  por  la 
confusión  de  los  poderes  y  la  impotencia  del  Estado  para 
defender  y  proteger  los  derechos  de  los  ciudadanos.  Acon- 
tecía entonces  que  los  particulares  se  veían  obligados,  por 
la  situación  de  las  cosas>  á  proveer  por  si  mismos  á  la  de- 


(1)  La  eaastion  acerca  do  los  qne  combaten  y  hacen  la  gaerra  para 
derroear  al  gobierno  constituido  y  sastitnirlo  con  otro  distinto,  puede 
considerarse  en  sos  relaciones  con  el  derecho  público  interior  y  con  el 
derecho  internacional.  Con  arreglo  al  derecho  público  interior  es  como 
d^  resolverse  si  la  insurrección  de  una  ó  más  provincias  es  una  re- 
belión á  mano  armada,  y  sí  á  los  jefes  del  movimiento  debe  ó  no  apli- 
esirse  el  derecho  común  con  que  se  reprime  cualquier  resistencia  arma- 
da á  las  leyes  ó  al  poder  constituido.  El  derecho  internacional,  sin 
aguardar  á  esto,  puede  considerar  como  hecho  de  guerra  la  insurrec- 
cioQ  armada  cuando  presente  los  caracteres  que  hemos  expuesto.  Agre- 
f^axQos,  además,  que  el  mismo  gobierno  legitimo  no  podría,  sin  violar 
los  derechos  del  hombre,  garantidos  y  protegidos  por  el  derecho  de 
feotes,  negarse  á  aplicar  á  los  rebeldes  que  de  hecho  son  beligerantes, 
ú  derecho  de  guerra.  Podría  á  lo  sumo  someter  á  juicio  y  castigar  como 
reos  de  alta  traición  á  los  jefes  de  la  rebelión,  pero  violaría  el  derecho 
^  goites  el  gobierno  que  se  negase  á  tratar  á  los  rebeldes  cogidos  en  el 
ampo  de  batalla  como  prisioneros  de  guerra,  y  que  violase  las  capi- 
tslaeioDes  ó  convenios  militares  hechos  con  los  mismos,  ó  que  hiciese 
<^jalqniera  otro  apto  no  conforme  con  los  usos  y  las  leyes  de  la  guerra. 
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i  propios  derechos,  y  en  muchos  casos  emplea- 
1  sin  oposición  por  parte  de  los  gobiernos.  Orga- 
la  división  de  los  poderes,  no  es  licito  A.  una 
}  personas  reunidas  emplear  la  fuerza  para  de- 
itereses  particulares,  ni  por  otra  causa  que  no 
s  público.  De  aquí;  que  lo  que  hace  que  una  lu- 
armada  sea  una  ú  otra  cosa,  no  consiste  en  te- 
ito  &  disposición  de  los  contendientes,  sino  el 
if  una  causa  pública. 

de  todo  esto,  que  si  una  porción  de  gente  lucha- 
irmada  para  devastar  la  propiedad  y  enrlque- 
botin,  sí  &  m&s  llegase  esta  gente  &  reunir  ejér- 
;anes  para  resistir  k  los  ejércitos  y  capitanes 
isto  no  cambiaría  la  esencia  de  la  causa,  ni  qui- 
lla gente  el  carácter  de  piratas,  bandidos  y  ase- 
;o  que  si  ía  causa  es  la  que  todo  lo  determina, 
íclrse  que  se  considerasen  como  beligerantes  & 
s  que,  con  las  armas  en  la  mano,  atentaban  al 
vado  y  &  las  leyes  sociales  (1). 
confundir,  pues,  á.  un  ladrón  con  un  capitán,  ni 
no  con  la  guerra,  conviene  tener  muy  en  cuenta 
el  poder  de  un  ejército  ó  el  ocupar  militarmente 
es  lo  que  hace  que  una  lucha  pueda  considerar- 
a  guerra,  sino  el  hallarse  en  posesión  de  la  au- 
!  las  fuerzas  del  Estado,  y  provisto  del  consenti- 
Q  considerable  número  de  personas  honradas, 
gobierno  que  posea  de  hecho  la  autoridad  y  po- 
iimir  la  responsabilidad  de  los  propios  actos  y 
te  celebrar  tratados  de  paz  ó  suspensión  de  hos- 
uchar  con  las  armas  para  defender  la  cosa  pú- 

.semos  ahora  á  manifestar  c6mo,  en  nuestra 


los  piratas,  dice  Aberico  Qentíle,  imitar  los  asos  de  la. 
3  de  los  asesinos,  como  parece,  según  Patercalo,  ane  pro- 
B  contra  quienes  se  dirigiii  Pompeyo;  mas  no  i»r  esto 
que  hadan  la  guerra.  Siempre  eran  piratas,  no  eiieíaigos. 
o  sentido  de  la  palabra,  por  mas  que  se  dirigiera  Pom~ 
los  con  fuerzas  y  podar  extraordinario.  (DbI  áeneho  de 
.  cap.  4.'). 
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oi^nioD,  debe  definirse  la"guerra  bajo  el  punto  de  vista  jurí- 
dico. 

Conviene,  ante  todo,  considerar  que  la  lucha  á  mano  ar" 
mada  no  puede  estar  conforme  con  el  derecho  verdadero, 
sino  cuando  se  haga  para  rechazar  arbitrarias  y  violentas 
agresiones  ó  para  obtener  la*  reparación  debida  y  negada 
violenta  y  obstinadamente.  De  aquí  que 'la  guerra  debiera 
definirse:  el  uso  legitimo  y  regular  de  la  fuerza  para  defen- 
der un  derecho  desconocido  ó  lesionado  por  medio  de  la  vio- 
leuda. 

Reconocemos,  sin  embargo,  que  esta  definición,  que  tie- 
ne un  valor  bien  determinado  en  el  campo  del  derecho,  no 
lo  tiene  igualmente  en  la  práctica,  puesto  que  convendría, 
ante  todo,  flljar  los  criterios  para  decidir  si  la  guerra  es  jus- 
ta ó  injusta,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  si  es  licito  hacerla ;  de  lo 
cual  trataremos  con  más  extensión  en  el  capitulo  siguiente, 
limitándonos  en  éste  á  sentar  como  tesis  general,  que  lo  que 
debe  distinguir  la  guerra  entre  los  hombres,  de  la  guerra 
entre  las  fieras,  es  que  aquélla  tenga  el  carácter  de  un  es- 
tado regular  y  legitimo ;  que  se  haga  para  conseguir  un  fin 
no  reprobado,  y  que  cese  en  cuanto  éste  se  halla  conse- 
guido (!)•  Dedúcese  de  aquí,  con  toda  claridad,  que  no  pue- 
den llamarse  legitimas  la  destrucción  y  la  violencia  cuando 
se  apela  é,  las  armas  para  satisfacer'  la  ambición  del  prin- 
cipe, para  oprimir  á los  débiles  ó  para  sancionar  la  injusti- 
cia y  la  rapiña,  sino  que  debe  ser  siempre  cosa  muy  prin- 
cipal que  la  fuerza  y  la  violencia  se  adopten  como  medio 
extremo  y  necesario  para  la  protección  y  defensa  del  de- 
recho. 

1244.  Estamos  de  acuerdo  con  Mr.  Lúeas  en  que,  para 
civilizar,  por  decirlo  asi,  la  guerra,  convendría  restringirla 
&  los  limites  de  la  legitima  defensa.  «  Civilizar  la  guerra, 
dice,  es  proclamar  el  único  principio  que  puede  justificarla, 
el  de  la  legitima  defensa,  y  condenarla  fuera  de  este  caso^ 
como  verdaderamente  criminal;  es,  en  una  palabra,  lo  que 


(\) '  Cum  sini,  dice  Cicerón,  dúo  genera  del  eertandi,  unum  per 
éUueptaUofiem,  €Uierumperüimeumque  illud proprium  sii  hominis 
koc  bellarutn,  eonfugiendum  est  adpoeterius  si  uti  vim  lieet  supe- 
riori,  Quare  suscipienda  quidem  bella  sunt  oh  eam  eausam,  ut  sine 
mjuria  inpace  vivaiur.  Cic,  De  offie,,  L.  I,  cap.  II. 


-  42  — 

es  el  derecho,  la  guerra  defensiva,  y  lo  que  es  el  crimen,  la 
guerra  ofensiva,  de  ambición  ó  de  conquista»  (1). 

~  '  )Cion  se  deriva  del  significado  mismo  de  la  pala- 
1  resulta  de  la  etimología  de  la  misma.  Parece,  en 
)  la  expresión  toehr,  fué  adoptada  por  los  antiguos 
1  con  el  significado  de  defensa,  teniendo  exacta- 
nismo  la  palabra  holandesa  uxer,  de  la  cual  se  ha 
después  la  palabra  werra ,  gtoerra,  guerra.  Si 
irvaba  Vico,  hallamos  en  el-lenguaje  la  más  pura 
■adicional  del  saber  humano,  es  completamente 
con  la  tradición  el  restringir  el  concepto  legal  de 
al  de  la  defensa. 

js  confesar,  sin  embargo,  que  es  muy  difícil  aplí- 
)ráctica  esta  definición  y  decidir  cuándo  la  guer- 
iiva  y  cuándo  defensiva  (2).  Para  hacer  esto,  con- 
cidir  siempre,  de  antemano,  sí  la  gu  erra  es  justa; 
),  si  es  necesario  y  lícito  hacerla.  Desde  los  tiem- 
smotos  hasta  nuestros  días,  todo  Estado  que  ha 
to  una  guerra,  ha  afirmado  que  se  veía  obligado 
í  rechazar,  con  las  armas,  la  violencia  y  defender 
ios  derechos,  su  libertad  y  su  seguridad  (3).  ¿Pero 
Lso  las  teorías  de  los  escritores  para  deiridir  si  la 


ie  Derecho  intern.,  18T7,p.  115  y  295. 
litando  detenidamente  los  detalles  de  la  ultima  lacha  fran- 
íqutén  podría  dedr  con  certeza  por  parte  de  cual  de  las 
atea  habfa  sido  defensiva  la  guerraT  Qn  sti  proclama  de  23 
870,  decía  Napoleón  al  pueblo;  «Pedimos  e  1  establecimien- 
kdo  de  cosas  que  garantice  nn  estra  seguridad  y  asegare  el 
''.  sobre  eate  punto  los  artículos  de  Rolin-Jacquemyna  en 
)er.  inl.,  1870,  p.  643. 

es  la  historia  antigua  y  moderna.  En  el  Congreso  de  Aquis- 
e  MoTÍembre  de  1818  proclamaron  las  grandes  Potencias 
on  tnoariaíile  de  no  separarse  JamíB,  entre  al,  ni  en  sus 
m  los  demás  Estados,  de  la  mis  eslrieta  observancia  de 
3  del  derecho  de  gentes,  únicos  que  pueden  garantir  la  in- 
de  cada  gobierno  en  estado  de  paz  durable,  y  la  estabtli- 
)ciacion  humana.»  Y  sin  enlbargo,  todos  los  Estad  os  que 
aquella  declaración  solemne  tendrían  siempre  buenas  ra- 
mas para  concluir  que  las  guerras  después  sostenidas  fuo- 
as  por  la  necesidad  de  asegurar  la  estricta  observancia  de 
3  del  deracho  internacional. 
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guerra  es  ofensiva  6  defensiva  por  parte  de  uno  ú  otro  de 
los  contendientes?  ¿Hay,  por  ventura,  en  la  tierra  algún  su- 
perior legitimo  para  pronunciar  la  sentencia  infalible  acerca 
de  la  necesidad  y  de  la  justicia  en  la  guerra  ?  ¿Quién  podría 
apreciar  con  certeza  las  disidencias  y  hacer  un  análisis  mi- 
nucioso y  exacto  de  las  razones,  de  los  motivos  de  una 
guerra?  (1), 

En  el  campo  ideal,  defendemos,  pues,  el  pensamiento  de 
Mr.  Lúcas^  esto  es,  que  la  guerra  debería  restringirse  á  los 
límites  de  la  legítima  defensa,  y  reconocemos  que  si  se  eli- 
minase é  hicíese¡imposible  la  guerra  ofensiva,  sería  inútil 
pensar  en  la  defensiva;  tiene,  pues,  razón  el  citado  escritor 
para  concluir  que  debiera  ponerse  el  mayor  empeño  en  abo- 
lir la  guerra  ofensiva.  Pero  en  el  campo  de  la  práctica,  no 
podemos  compartir  los  laúd  ables  sentimientos  del  eminen- 
te filántropo,  porque  estamos  convencidos  de  que,  para  con- 
seguir que  se  trasforme  el  actual  estado  de  cosas  y  se  re- 
duzca el  uso  de  la  fuerza  á  un  simple  medio  de  acción  para 
la  defensa  del  derecho,  falta  aún  recorrer  un  largo  camino 
si  ha  de  verse  realizado  este  resultado  importante,  por  lo 
menos,  entre  los  pueblos  civilizad  os  de  Europa. 


• 

(i)  Recordaremos  qae  en  nuestros  dias  háse  pretendido  justiñcar 
lagaerra.de  Prusia  y  Austria  contra  Dinamarca,  tanto  en  su  origen, 
como  en  el  fin  que  se  proponía  ó  en  su  resultado.  El  9  de  Agosto  de 
1864,  dirigió  el  príncipe  de  Bismark  una  nota  al  ministro  de  Prusia  en 
Londres  llamando  la  atención  del  Gobierno  inglés  acerca  de  los  preli- 
minares de  la  x>az  firmada  en  Viena,  y  hacer  notar  la  moderación  con 
qne  Austria  y  Prusia  habían  procedido  respecto  de  Dinamarca.  1^1 
Conde  Bussel  contestó  con  estas  enérgicas  frases:  «Invitado  por  Mr. 
Bismark  á  reconocer  y  admitir  la  moderación  é  indulgencia  del  Gobier- 
no germánico,  se  vé  el  de  S.  Magostad  obligado  á  no  disimular  sus  sen- 
timientos respecto  del  asunto  de  que  se  trata.  El  Gobierno  de  Su  Ma- 
gestad  ha  manifestado  en  varias  ocasiones,  según  se  iban  desarrollan- 
do los  acontecimientos,  su  opinión  invariable,  á  saber:  que  la  agresión 
de  Austria  y  Prusia  contra  Dinamarca  era  injusta,  pues  dicha  guerra, 
promovida  por  Alemania  contra  los  Dinamarqueses,  no  se  fundaba  en  la 
necesidad  ni  en  la  justicia,  únicas  bases  y  condiciones  con  que  puede 
admitirse.  (Ann.  Register,  C.  6,  231). 


^^AA^^^^A^^^W^'^«A/^\AM« 


CAPITULO  IV 

DE  LAS  REGLAS  GENERALES  DEL  DERECHO  DE  U  GUERRA  CONTINENTAL 


1246.  Prinoi^of  gen«ndes  aoeroa  da  1»  jnttioia  de  la  guerra.— 1246.  Oj^nion  d» 
Fedarioo  el  Orande  j  de  Monteeqnieii.— 1247.  Beglas.— 1248.  Si  esladeolara- 
oion  «na  oondioion neoeeaiia.— 1249.  Bjskerthoeki  Ferreira  y  Elnber  loníegaa* 
—1250.  Lo  afirman  Qrocio.  Hoffter,  BluntaeUi.CalTO  y  otros.— 1261.  Nnes- 
tra  opinión.— 1262.  Dtl  ulUmatum.'-'l2bZ.  una  7«  dedarada  la  ipaerra 
son  líoitas  las  hostilidades. — 1264.  La  guerra  es  una  relaoion  estre  Estado  y 
Estado.— 1255*  Quién pnede  emprender  las  hostilidades.— 1256.  Elementos  de 
la  tasM  armada. — 1257.  Beglas  aoeroa  de  las  hostilidades. — 1258.  Actos  de 
hostilidad  permitidos  durante  la  guerra . — ^1259 .  Sería  oportuno  un  oonyenio  in- 
ternacional relatiyo  ¿  las  leyes  y  ¿  las  costumbres  de  la  guerra. — 1260.  De 
qui  modo  pediera  precederse  á  la  sandon  de  las  mismas.— 1261 .  Reglas.— 1262. 
Dificultades  para  ccmprobar  los  hechos.— 1263.  Be^as.— 1264.  Delaocndcioin 
de  reciprocidad  y  de  sus  inoonyenientes  prácticos. — 1265.  Beglas. 

1245.  No  puede  sostenerse  con  provecho  una  amplia 
discusión  acerca  de  la  justicia  y  legitimidad  de  la  guerra; 
por  lo  cual  convendría,  para  no  incurrir  en  vaguedades, 
aplíca]¡  todos  los  principios  del  Derecho  internacional  á 
cada  caso  particular  para  decidir  acerca  de  la  legitimidad 
ó  ilegitimidad  de  la  guerra . 

En  general,  puede  decirse  que  ninguna  guerra  es  justa, 
sino  cuando  se  ha  reconocido  por  el  Derecho  internacional 
el  de  recurrir  &  las  armas,  pues  aquélla  debe  ser  siempre 
un  medio  de  acción,  un  procedimiento  legal  admitido  por  el 
derecho  natural  y  por  el  de  gentes  para  hacer  justicia  y 
restablecer  el  orden  perturbado  por  la  fuerza,  pero  no  pue- 
de justificarse  sino  cuando  se  impone  por  la  necesidad  para 
obligar  &  los  que  proceden  mal,  y  violan  el  derecho,  ójpara 
reparar  cualquier  daño  causado. 

No  puede  dudarse  que  puede  ser  considerada  como  una 
causa  justa  de  guerra  la  defensa  de  lo  que  pertenece  aun 
pueblo,  ó  el  recobrar  lo  que  evidentemente  le  fué  arrebata- 
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do.  Todo  atentado  contra  los  derechos  que  se  consideran 
esenciales  para  la  existencia,  la  conservación  y  la  indepen- 
dencia de  la  sociedad  política^  todo  obstáculo  violento  al 
libre  goce  de  los  derechos  adquiridos^  puede  hacer  necesa- 
ria la  defensa  por  medio  de  las  armas  contra  tales  violen- 
cias. En  este  c€tso  habría  razón  para  decir  que  la  guerra 
estaba  conforme  hasta  con  el  mismo  derecho  natural^  pues 
no  puede  menos  de  ser  asi  cuando  hay  que  defender  de  este 
modo  las  violaciones  de  los  derechos  naturales^  lo  cual,  si 
es  cierto  en  las  cuestiones  de  los  particulares,  álosque  todas 
las  legislaciones  autorizan  para  rechazar  la  fuerza  con  la 
fuerza,  lo  es  mucho  más  en  las  cuestiones  públicas;  pu- 
diendo  todo  pueblo  que  sufra  una  injuria  efectiva  ó  inmi- 
nente hallar  una  Justa  razón  de  guerra  en  la  necesidad 
de  defenderse  contra  tal  injuria. 

Puede  ser  también  legitima  y  justa  causa  de  guerra  el 
rechazarla  violencia  y  la  agresión  injusta  contra  otro  pue- 
blo que  no  sea  victima.  A  cuyo  propósito  conviene  recordar 
lo  que  hemos  dicho  anteriormente  acerca  de  las  causas  que 
pueden  legitimar  la  intervención.  No  puede  admitirse  como 
regla,  que  un  pueblo  debainmiscuirseenlos  asuntosde  otro, 
pero  á  ningún  principe  le  es  lícito  vivir  sin  freno  alguno  de 
leyes  ni  costumbres,  y  sin  sujeción  á  una  autoridad  que  le 
advierta  y  obligue  al  cumplimiento  de  sus  deberes;  y  si  de 
algún  modo^  tiranizando  ó  violentando  á  sus  propios  sub- 
ditos y  abusando  de  la  debilidad  de  los  mismos,  pretendie- 
se que  todos  los  demás  debían  considerarse  como  extra- 
f&os,  conduciría  esto  á  destruir  los  lazos  de  unión  y  la  solí- 
ralidad  de  los  intereses  de  pueblos  que  viven  en  la  magna 
ctcítes,  los  cuales  son  leyes  y  condiciones  de  la  ordenada 
coexistencia  délos  mismos.  Parala  exacta  inteligencia  de 
esta  regla,  debemos  referirnos  á  los  principios  expuestos 
anteriormente.  (1) 

El  hallarse  amenazados  los  intereses  de  un  pueblo  no 
puede  ser  una  justa  causa  de  guerra,  pues  no  debe  mirarse 
como  justa  y  honesta  causa  de  defensa,  si  nos  mueve  & 
defendemos,  no  una  necesidad  efectiva  de  alejar  un  peligro 
que  amenaza  nuestras  personas  ó  nuestros  intereses,  sino 


(1)    V.  el  1. 1,  lib.  ffl,  sec.  3.',  Del  deber  de  no  ¿nterüencion  y  del 
de  interoeneion. 


—  «- 
3ue  pueda  sobrevenir  este  peligro.  De  aquí  que 
stiñcarse  la  lucha  emprendida  por  Napoleón 
.lemania  por  las  razones  formuladas  por  el 
ulümaíum  con  que  se  declaró  la  guerra  (1), 
la  actitud  de  Alemania  comprometfa  los  inte- 
ncta  y  el  equilibrio  europeo.  El  recurrir  á  las 
¡jued-í  ser  justo  cuando  se  haya  hecho  necesa- 
mder,  6  un  derecho  que  se  derive  ó  del  mismo 
jral,  ó  ña  derecho  histórico  ya  adquirido.  Los 
Estado  ó  la  espectativa,  no  pueden  justiñcar 
a  guerra.  Debemos  además  recordar  lo  dicho 
■  respecto  del  derecho  de  conservación  y  de  per- 
ito para  decidir  cuándo  es  licito  recurrir  á  las 
rechazarlos  injustos  y  arbitrarios  obstáculos 
otro  pueblo  para  impedir  por  medio  de  la  vio- 
arrollo  y  la  adquisición  de  nuevos  derechos 
parte.  , 

tendido  hallar  una  causa  justa  de  guerra  en  el 
ipar  por  medio  de  las  armas  países  no  civili- 
.levarallfla  civilización  y  la  cultura;  pero  si 
able  pudiese  justificar  la  guerra  se  admitirla 
irdaderamente  peligrosa.  Si  los  habitantes  de 
ines  ocupan  sus  tierras  y  se  sirven  de  ellas  á 
si  tienen  ciertos  hábitos  y  cierto  plan  de  vida 
dlca  á  los  derechos  de  otro  (2),  ¿ha  de  ser  lici- 
los,  para  introducir  en  el  país  la  civilización 
3  las  bayonetas? 

ISO  entrar  en  otras  consideraciones  acerca  de 
^a  guerra  no  es  un  hecho  natural;  puede  ser 
egun  el  derecho  natural  cuando  se  hace  nece- 
lólo  puede  considerarse  necesaria  cuando  ten- 
i  rechazar  ó  detener  una  agresión  injusta. 
IOS,  pues,  formular  reglas  respecto  de  la  justi- 
rra,  considerándola  en  relación  al  fln  con  que 
se  licitamente,  pues  podrán  surgir  tantas  cau- 
ra  cuantas  sean  las  circunstancias  que  pueden 
luesUon  internacional.  Podemos,  sin  embargo, 
ertas  reglas  generales  de  derecho. 


idelante  la  nota  al  §  1251. 
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Ante  todo  es  natural  reconocer  que  el  recurrir  &  la 
guerra  es  un  medio  ruinoso  y  destructor  que  no  puede 
legitimarse  por  la  lesión  de  cualquier  derecho,  sino  sola- 
mente cuando  se  trate  de  un  derecho  muy  importante,  y 
cuando  ]a  lesión  del  mismo  pueda  considerarse  por  sí  mis- 
ma como  un  atentado  &  la  independencia  y  &  la  dignidad 
del  Estado  (1). 

El  recurrir  á  las  armas  por  cualquier  lesión  de  un  dere- 
cho, es  indigno  de  pueblos  civilizados,  los  cuales  deben  ten- 
der á  conservar  la  paz,  y  antes  de  apelar  á  la  guerra  deben 
procurar  la  transacción,  si  es  que  lo  que  buscan  no  es  un 
pretexto  para  encubrir  secretos  designios,  celosas  ambicio- 
nes y  otros  intereses  políticos. 

1246.  Federico  el  Grande  nos  dejó  escrito  en  su  A  nti-Ma- 
qtáavelo  estas  importantes  palabras :  «  Todas  las  guerras 
que  no  tengan  por  objeto  rechazar  &  los  usurpadores,  man- 
tener derechos  legítimos,  garantir  la  libertad  del  universo 
y^evitar  las  violencias  y  las  opresiones  de  los  ambiciosos, 
no  están  conformes  con  la  justicia»  (2). 

También  Montesquieu  escribía  muy  sabiamente:  «El  de- 
recho de  guerra  se  deriva  de  la  necesidad  y  de  la  justicia 
estricta.  Si  los  que  dirigen  la  conciencia  6  los  esfuerzos  de 
ios  principes  no  se  ajustan  á.  aquélla,  todo  está  perdido. 
Cuando  se  funden  en  arbitrarlos  principios  de  gloria,  de 
bienestar  6  de  utilidad,  Inundarán  la  tierra  de  rios  de  san- 
gre» (3). 

1247.  Aceptamos,  pues,  estas  reglas,  porque  resumen 
todo  el  concepto  moderno.  Reconocemos  que  los  sofismas  y 
Jos  engaños  diplomáticos  no  pueden  justificar  una  guerra 
Injusta.  Por  mas  que  cada  cual  de  los  beligerantes  se  ex- 
/uerce  en  legitimar  su  conducta  Invocando  los  principios  del 
derecho  de  gentes  y  aduciendo  haber  puesto  de  su  parte 
todos  los  medios  de  equidad  y  moderación  para  evitar  la 
guerra,  tarde  6  temprano  formula  siempre  la  (^Inlon  públi- 
ca su  juicio  exacto  é  imparclal  sobre  la  justicia  ó  razón  de 
aquella  guerra,  y  no  logrará  la  diplomacia  evitar,  con  sus 


fl)    Dice  Alberico  Grentile:  et  hdne  fti  ut  bellum  non  ubi  ea  eesat 
necesitas  ad  Martem  Judieem  recurren  di  {Be  jure  belH). 
{t)    AnU'Maquiavelo,  cap.  XXIX. 
(3)    Espíritu  de  Um  leyes,  iib.  X,  cap.  II. 
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soñsmas,  la  grave  responsabilidad  moral  de  una  guerra  in- 
justa (1). 

Establecemos,  pues,  la  siguiente  regla: 

a)  La  guerra  sólo  puede  ser  legitima  cuando  las  oir- 
cunstancias  la  hayan  hecho  necesaria,  y  no  puede  ser  ne- 
cesaria sino  cuando  se  hayan  agotado  todos  los  medios  de 
resolver  amistosamente  la  controversia  (2), 

La  publicación  de  las  cartas,  de  los  documentos  y  de  la 
discusión  diplomática,  debe  ser  obligatoria,  si,  como  deci- 
mos en  otro  lugar  (3),  es  un  medio  eñcaz  para  ilustrar  la 
opinión  pública.  A  las  reglas  antes  establecidas  agregamos, 
pues,  la  siguiente: 

á)  Un  Estado  podrá  emprender  la  guerra  contra  otro  sin 
la  publicación  de  un  uUimaturn  en  el  que  se  formulen  su- 
mariamente los  motivos  del  casas  belli. 

Para  exclarecer  la  presente  regla,  conviene  observar  que, 
siendo  las  leyes  del  estado  de  guerra  distintas  de  las  del 
estado  de  paz,  es  indispensable  precisar  cuándo  cesa  uno*y 
comienza  otro,  para  decidir  cuáles  son  las  reglas  do  dere- 
cho que  deben  regir  las  relaciones  entre  los  dos  Estados  y 
las  de  éstos  con  los  demás.  En  nuestra  opinión,  debe  esta- 
blecerse esto  sin  equívoco  alguno  para  decidir  acerca  de  la 
legalidad  ó  ilegalidad  de  ciertos  actos  y  evitar  toda  duda  res- 
pecto de  sí  los  derechos  de  los  particulares  están  protegidos 


(1)  La  Historia  es  un  Juez  severo  é  imparoiaU  no  se  engaña  en  sus 
fallos,  y  atribuye  á  cada  cual  la  responsabilidad  que  le  corresponde. 
Discurriendo  Yoltaire  acerca  de  la  guerra  contra  Holanda  en  1672,  diee: 
«Es  imposible  determinar  los  motivos  de  la  guerra.  Nada  se  exigía  á 
España,  ni  siquiera  la  Navarra  que  debía  ser  patrimonio  del  rey  de 
Francia,  se  peleaba  desde  1635,  porque  asi  lo  qtieria  el  Ccardenal  de 
Riehelíea,  y  es  de  suponer  que  lo  quería  para  hacerse  el  necesario.)^ 
Voltaire,  El  Siglo  de  Luis  XIV,  1. 1,  cap.  ü. 

La  influencia  cada  vez  mayor  que  las  Cámaras  representativas 
ejercen  en  los  asuntos  políticos  y  en  la  comprobación  de  las  tendencias 
de  la  opinión  pública,  serán  el  medio  más  eficaz  para  hacer  que  desa- 
parezcan muchos  pretextos  icgnstos  y  friyolas  razones  de  guerra.  Vea-» 
se  el  1. 1,  §  133  y  síg. 

(2)  Justum  est  heUum,  dice  Tito-Livio,  quibus  neesísarium,  et 
pia  arma  quibus  nulla  nisi  in  armis  spes  reliquitur,  (Htat,  lib.  IX, 
cap.  y. 

(3)  V,  el  t.  II,  1177. 
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por  el  derecho  común  ó  de  paz,  ó  si  han  de  sufrir  las  limi- 
taciones consiguientes  al  estado  de  guerra. 

1248.  Lo  único  que  puede  ser  objeto  de  discusión  es,  si 
el  comienzo  de  la  guerra  debe  establecerse  mediante  la  for- 
mal y  solemne  declaración  de  la  misma,  ó  mediante  la  pu- 
blicación de  un  maniflesto  ó  en  ptra  forma  cualquiera. 

En  otro  tiempo  se  consideró  necesaria  la  formal  y  .  so- 
lemne declaración  hecha  al  enemigo  para  legitimar  los  ac- 
tos de  hostilidad  contra  el  mismo  (1).  £sta  costumbre  estu- 


(1)  La  solemne  declaración  de  guerra  faé  considerada  como  necesa- 
ria entre  los  Romanos  para  poder  calificar  de  gaerra  pública  la  In- 
dia á  mano  armada,  y  atribuir  á  la  parte  contraria  el  calificativo  de 
oiemígo.  JSosies  sunt^  dice  Ulpiaho,  quibus  bellun  publice  populas 
romanus  deerevii,  oel  ¿pst  populo  romano  cceteri  latruneoU,  vel  pre- 
doñea  appellantar.  (L.  24,  Dig.  49,  15);  y  Pomponio:  Hoaieshi  sunt 
qu¿ru>bíSj  aut  qutbus  nos  publice  bellum  deereoimus:  cceteri  latrones 
QtUtpredones  sunt.  (L.  118,  Dig.  50, 16).  Por  esto  declaraban  los  Roma- 
nos la  guerra  con  toda  solemnidad,  enviando  el  Paier  Patratus,  jefe 
de  los  feclales,  y  comenzando  las  hostrlídades  despaes  de  haber  envia- 
do los  heraldos  qne  pronunciaban  las  fórmulas  sacramentales  estable- 
cidas por  el  derecho  facial,  cuyas  formalidades  se  consideraban  nece- 
sarias para  hacer  justa  la- gu^ra.  Nullun  bellum  esse  justun,  dice 
CSceron,  nisi  quod  aut  rebus  repetiUs  aut  denunüatum  sit  et  in-- 
dieium. 

En  la  Edad  Media  prevaleció  la  costumbre  da  declarar  la  guerra- 
mediante  an  cartel  de  desafio,  enviado  por  el  Soberano  á  su  adver- 
sarb  por  medio  de  un  mens^^jero  especial.  El  espíritu  caballeresco  iiA- 
ponia  la  estricta  observancia  de  esta  formalidad  que  se  respetó  hasta 
el  siglo  xiT. 

Abandonóse  despue3  la  costumbre  de  esta  formal  declaración;  pero 
de  los  siglos  XV  al  xvii  se  introdujo  de  nuevo  la  costumbre  de  en- 
viar heraldos  para  declarar  la  guerra,  como  hizo  Eduardo  iv  de  Ingla- 
terra al  declararla  á  Luis  xi,  y  la  reina  María  de  Inglaterra  al  de- 
clararla á  Enrique  ii  de  Francia. 

Dice  Twis  que  en  el  archivo  de  los  heraldos,  de  Londres,  se  encuen, 
tran  mochas  memorias  de  misiones  semejantes.  {The  lato  o/  nations, 
T.  U,  p.  60). 

En  el  siglo  xviu  se  omitió  toda  declaración  solemne,  comenzando 
las  hostilidades  sin  ningún  género  de  preámbulos.  La  guerra  entre  Es- 
paña é  Inglaterra  no  fué  declarada,  sino  que  se  rompieron  las  hostili- 
dades ánn  hallándose  los  embajadores  cerca  de  los  Soberanos  de  ambos 
países.  La  guerra  entre  Francia  é  Inglaterra,  por  las  posesiones  del 
Canadá,  fné  declarada  cuando  el  rey  la  anunció  al  Parlamento,  15  de 
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I  entre  nosotros,  hasta  la  Edad  Media,  y 
ia  guerra  á  España  en  Bruxelas  en  1635, 
:>s  y  con  las  formalidades  entonces  en  uso. 
i&s  recientes  ha  caido  en  desuso  tal  cos- 
ía de  publicar  en  el  territorio  del  Estado 
enderla  un  manifiesto  en  el  que  se  anuncie 
1  rompimiento  de  las  hostilidades,  expre- 
os  que  hay  para  elld;  pero  no  están  de 
licfstas  en  convertir  semejante  uso  ü  otro 
verdadera  obligación  jurídica 
ihoek  se  expresa  en  estos  términos:  «Los 
^cho  público  exigen  diversas  condiciones 
ra  sea  legitima,  entre  las  cuales  se  halla 
neie  públicamente  por  medio  de  la  promul- 
ícto  especial.  Es  indudable  que,  antes  de 
is,  debe  pedirse  la  reparación  debida  ó  que 
I.  Pero  hecha  una  vez  esta  demanda  y  ne- 
parte,  ¿está  permitido  apelar  á  la  fuerza 
ion  previa?  Esta  es  la  cuestión...  yo  entien- 
,zon  para  exigir  la  declaración  de  guerra, 
le  las  cosas  que  regularmente  se  acuerda, 
le  reclamarse  como  un  derecho.  La  guerra 
con  una  declaración,  pero  se  puede  tam-. 


tras  qae  las  hostilidades  se  hablan  roto  en  1734, 
33  embajadores  cerca  de  la  corte  de  los  respectivos 

odernos  no  puede  decirse  qae  pi'evaleKca  ana  práo- 
ertos  gobiernos  han  seguido  la  laudable  tradio ion 
lemenle  sn  intención  de  comenzar  la  guerra.  Uno 
recientes  ea  el  de  la  guerra  entre  Francia  y  Pra- 
rada  mediante  una  nota  presentada  por  Mr.  Lourd, 
13  de  Francia,  en  19  de  Julio  de  1870,  á  Mr.  de  Bis- 
Stado  del  rey  de  Prusia;  y  ia  guerra  turco-ruea 
la,  mediante  un  despacho  formal  entregado  á  los 
ios  turcosen  S^n Petersburgo.  Conñ-,:  Ph[Llimoiib, 
h,  V,  §  51;  TRAVER3-TW19,  Rights  and  duties  in' 
so,  Lato  obnaliont.  p.í&i;  CiUo,  Der.  inl.,  §1&Í9: 
^*TTEL,  t.  II,  nota  al  §  52;  PRADiBa-FoDÉRÉ, 
;  Blontschu,  §522;  FiBLD,  §  709:  Sanoona,  p,, 


' 
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bien  dar  principio  &  ella  por  medio  de  reciprocas  violen- 
cias» (1). 

Pinheiro  Ferreira,  refutando  á  Vattel,  que  opina  que  es 
siempre  necesaria  la  declaración  de  guerra,  dice  que  seria 
oxtralímiiar  la  benevolencia  el  pretender  que  se  advierta  al 
•^nemigo  y  se  le  dé  tiempo  para  que  se  prepare  mejor  á 
sostener  la  injusticia^,  cuando  ésta  nos  obliga  &  pedir 
una  satisfacción  por  medio  de  las  armas.  Mas  bien  que  un 
deber,  la  declaraciotí  de  guerra  seria  una  imprudencia  por 
nuestra  parte.  Si  antes  de  recurrir  &  las  armas  se  han 
agotado  todos  los  recursos  para  una  negociación  amistosa, 
y  si  la  parte  contraria  se  lia  negado  &  ello,  ¿cómo  suponer 
que  tenga  derecho  á  que  se  le  comunique  la  declaración  de 
(Tuerra  ó  á  acusar  de  deslealtad  al  enemigo  que  no  la  hiele- 
set  (2). 

También  Kluber  sostiene  que  la  declaración  de  guerra 
sólo  por  excepción  puede  pedirse  cuando  se  ha  estipulado 
en  UQ  tratado  6  cuando  haya  alguna  esperanza  de  arre- 
glo (3). 

De  m&s  peso  seguramente  es  la  autoridad  de  los  escri- 
tores que  consideran  necesaria  la  declaración  de  guerra 
para  legalizar  los  actos  que  hace  lícitos  este  excepcional 
estado. 

1250.  Discurriendo  Grocio  acerca  de  los  requisitos  de  la 
guerra  justa,  según  el  derecho  de  gentes,  dice:  non  Mufjleit 
Ínter  sammas  utrimque  potestatis  geri,  sed  oportety  ut  eípu- 
Wíce  decretum  sit,  et  qvudem  ita  decretum  ut  ejus  rei  signiñ- 
caíto  ab  atiera  partium  alteri  facía  sit  (4). 

Puede  sostenerse  que  esta  es  hoy  la  opinión  de  la  mayo- 
ría de  los  publicistas,  casi  todos  los  cuales  están  acordes  en 
reconocer  que  antes  de  comenzar  las  hostilidades  es  nece- 
sario anunciar  de  una  manera  solemne  la  intención  de  hacer 
a  guerra.  Así  piensan  Heffter,  Blunstchli,  Field,  Calvo,  Phi- 


(i)    Qucest.jur.  publ,,  lib.  I,  cap.  11:  tut  bellum  sit  legitimun  tri- 
^tüQnem  beü¿  non  videiur  necesariam,)^ 
t)   Nota  á  Vattel,  §  52. 
i3)   Derecho  de  gentes,  §  238. 

í*]   Debetto  justo  sioesolemnt  jure  g^ntium  ubi  de  indietione, 
^.  m,  cap.  m. 


ore  y  otros  muchos  (1),  los  cuales  admiten,  sin  embar- 
que no  es  necesaria  la  declaración  solemne,  y  que  basta 
se  notifique  de  un  modo  formal  al  enemigo  y  á  las  Po- 
:ias  neutrales  el  comienzo  de  las  hostilidades.  Sólo 
itePeulile  excluye  toda  otra  manera,  y  sostiene  como  íd- 
«nsable  la  formal  declaración  de  guerra.  oParéceme  in- 
stionable  que  la  guerra  no  puede  considerarse  como 
jlar  sino  cuando  ha  sido  formalmente  declaradaal  ene- 

0  y  anunciada  su  declaración  á  las  naciones  extran- 
S9,  Censura  á,  ios  publicistas  que  han  sostenido  no  ser 
isaria  la  declaración  de  guerra  al  pueblo  interesado,  y 
indicar  los  motivos  de  esta  reforma  y  reforzando  su  opÍ- 
i  concluye:  «No  admitiré  nunca  que  pueda  una  nación  oo- 
izar  las  tiostllidades  y  atacar  á  su  adversario  de  impro- 

1  y  sin  prevenirle  oficialmente  que  en  adelante  ser&tra- 
)  como  enemigo  (2). 

SI.  Debemos  observar  que,  en  nuestro  juicio,  ha  de  con- 
rarse  como  un  verdadero  precepto  imperativo  páralos 
^erantes  ei  determinar  exactamente  cuando  ix)mienzael 
do  de  guerra  y  cesa  el  de  paz,  y  que  es  necesario  para 

un  acto  solemne.  La  forma  de  este  acto  podrá  ser  in- 
[•ente,  pero  ser&  reconocida  por  el  derecho  de  gentes 
o  eficaz  por  si  misma  para  la  denuntiatio  ó  la  indictio 
,  y  esencial  para  legitimar  los  actos  de  hostilidad  que 
licítos  sólo  en  el  estado  de  guerra, 
egun  diremos  más  adelante,  impone  ésta  ciertos  debe- 
á  tos  Estados  que  no  toman  parte  en  la  lucha,  y  estos 
tres  no  pueden  existir  sino  desde  el  momento  en  que 
ienza  iegalmente  el  estado  de  guerra.  Esta  produce,  por 

parte,  ciertas  consecuencias  jurídicas  respecto  de  los 
iculares  de  una  y  otra  parte,  y  ios  ciudadanos  no  pue- 


Véanse  los  autores  antes  <:^ados  y  Hefíler,  g  120.  Wbeaton  con- 
a  necesaria  la  pnblieacion  de  un  manidesto,  §  8.  RayDevat  insiste 
necesidad  (le  la  declarasioD,  pero  considera  iadiferente  la  forma, 
ioanto  á  la  forma  de  las  declaracionea  de  guerra,  dice,  es  mny 
;  lo  esencial  es  qae  saa  conocida  ó  que  pueda  considerarse  tal  para 
emigo  antea  que  se  rompan  las  hosttlidadea.»  Instit.  del  Der.  na- 
y  de  gentes,  t.  II,  lib.  III,  cap.  II,  §  II. 

Derechos  de  las  naciones  neutrales,  1.  I,  p.  137  (edición 
58). 
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den  conocer  con  exactitud  cuáles  son  las  relaciones  entre 
los  gobiernos  de  los  respectivos  países ,  é  ignoran  hasta  el 
último  momento  si  podrá  ó  no  la  acción  de  la  diplomacia 
evitar  la  guerra.  Tienen,  pues ,  aquéllos  derecho  á  conocer 
si  la  discusión  diplomática,  que  no  interrumpe  las  relacio- 
nes pacíficas,  y  que  podría  prolongarse  por  más  ó  menos 
tiempo^  debe  considerarse  terminada.  ¿Cómo  admitir  que 
puedan  los  neutrales  estar  obligados  á  cumplir  los  deberes 
que  la  guerra  impone,  si  en  realidad  la  guerra  no  existe? 
Los  extranjeros  que  tuviesen  establecimientos  comerciales 
en  ambos  países,  y  que  continuasen  ejerciendo  el  comercio 
mientras  durasen  las  negociaciones  diplomáticas,  tienen 
derecho  á  conocer  el  momento  en  que  cesan  de  estar  en  vi- 
gor el  tratado  de  comercio  y  las  convenciones  que  regulan 
las  relaciones  pacíficas  entre  ambos  países  (1). 

Además  de  esto,  sólo  pueden  los  mismos  beligerantes 
legitimar  ciertos  actos  cuando  se  hayan  cometido  después 
de  existir  realmente  el  estado  de  guerra.  Tal  sucede  con  el 
secuestro  de  la  propiedad  privada  del  enemigo,  que  puede 
llevarse  á  cabo  con  arreglo  al  derecho  hoy  vigente;  pero 
que  no  se  hará  válidamente  sino  cuando  se  verifique  des- 
pués de  haber  declarado  solemnemente  la  guerra  (2). 

La  opinión  de  Ferreira  sería  sostenible  si  la  proclama- 
clon  de  la  guerra  tuviese  por  objeto  único  prevenir  al  go- 


(1)  Ga9i  todos  los  tratados  concluidos  de  un  siglo  á  esta  parte,  con- 
ceden nn  plan  á  los  ciudadanos  de  las  dos  partes  para  poner  á  salvo  sus 
bienes  en  el  caso  de  que  se  declare  una  guerra  entre  sus  países  respec- 
tivos. 

(2j  En  la  guerra  entre  Francia  é  Inglaterra,  iniciada  en  1754,  y  que 
faé  después  solemnemente  declarada  ante  el  Parlamento  en  Marzo  del 
año  aigaíente,  y  comanicada  á  Francia  en  Mayo  de  1756,  á  propósito  de 
los  límites  de  las  respectivas  poseatones  en  el  Canadá,  cuando  se  nego- 
ció la  paz  en  1761,  se  pedia  en  el  memorándum  presentado  por  el  Go- 
bierno francas  la  restitución  de  todas  las  presas  hechas  antes  de  la 
declaración  de  guerra,  ó  la  indemnización  por  las  mismas,  porque  de- 
bían considerarse  hechas  contra  las  reglas  del  derecho  internacional. 
iAnn,  reg.,  1761,  p.  260)  citado  por  PhilUmore.  V.  la  misma  cuestión 
oteada  á  consecuencia  de  la  guerra  de  177B  en  entre  esos  mismos 
países,  á  consecuencia  de  la  emancipación  de  las  colonias  anglo-ameri- 
^as  jék  tratado  de  amistad  y  de  comercio  con  las  colonias  emanci- 
padas. 
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bierno  enemigo,  que  por  considerarse  vanas  las  tentativas, 
da  principio  á  las  hostilidades ;  pero  no  puede  admitirse  que 
haya  una  verdadera  obligación  de  advertir  á  dicho  gobier- 
no que  comenzará  el  ataque  en  un  momento  dado.  No  podrá 
aquél  ignorarlo  en  modo  alguno,  ni  podrá  quejarse  de  haber 
sido  deslealmente  sorprendido,  puesto  que  las  comunica- 
ciones entre  los  gobiernos  están  hoy  tan  bien  organizadas, 
que  no  es  posible  que  uno  pueda  ignorar  las  intencioaes 
hostiles  del  otro.  Esto,  además  de  que  las  guerras  no  pue- 
den emprenderse  sin  largos  preparativos,  y  jay  del  go- 
bierno que  se  empeñase  en  una  grave  cuestión  y  esperase 
para  prepararse  la  solemne  declaración  de  que  estaban  ro- 
tas las  hostilidades!  Es,  pues,  evidenteque,  por  lo  que  hace 
á  los  gobiernos,  deberla  considerarse  como  completamente 
inútil  la  declaración  de  guerra. 

Repetimos,  por  tanto,  que  no  es  en  interés  do  los  gobier- 
nos, sino  en  el  de  los  particulares  por  lo  que  es  necesario 
establecer  sin  equívocos  el  rompimiento  de  las  hostilidades: 
y,  en  nuestro  sentir,  la  mejor  manera  de  hacerlo  seria  la  pu- 
blicación del  ultimátum,  comunicándolo  oficialmente  y  por 
la  vía  diplomática. 

1252.  El  ultimátum  deberá  contener  un  resumen  de  la? 
razones  por  qué  ese  Estado  emprende  la  guerra  (1)  y  la  intl- 


(i)    Interpellaiio  reqtUritury  áice  Qtoqío,  qua  constet  alio  modo 
Jteri  nequire  ut  nostram,  aui  nobis  debilum  conaequamur. 

Tenemos  an  docamento  qae  por  su  forma  responde  á  nuestro  con- 
cepto: tal  es  el  ultimátum  presentado  á  Prusia  en  nombre  de  Francia 
el  19  de  Julio  de  1870,  cuando  se  declaró  la  guerra,  el  cual  contiene  los 
verdaderos  motivos  de  la  litis  entre  los  dos  gobiernos. 

«El  gobierno  de  S.  M.  el  Emperador  de  los  Franceses,  considerando 
el  plan  de  elevar  al  trono  de  España  ún  príncipe  prusiano  como  una 
empresa  dirigida  contra  la  seguridad  territorial  de  Francia,  se  ha  vis- 
to colocado  en  la  necesidad  de  pedir  á  S.  M.  el  rey  de  Prusia  la  segori- 
•dad  de  que  sem^ante  combinación  no  podía  llevarse  á  cabo  con  su  con- 
sentimiento. 

Como  S.  M.  el  rey  de  Prusia  se  ha  negado  á  dar  esta  seguridad  y  ha 
declarado,  por  el  contrario,  al  embajador  de  S.  M.  el  Emperador  de  los 
Franceses  que,  para  esta  eventualidad,  como  para  cualquier  otra,  se  re- 
servaba la  libertad  de  consultar  las  circunstancias,  el  Gobierno  impe- 
rial ha  debido  ver,  en  esta  declaración  del  rey,  un  pensamiento  oculto 
que  amenaza  á  Francia  y  al  equilibrio  europeo.  Háse  agravado  esta  de* 


> . 


—  55  — 

macion  definitiva  para  reconocer  el  derecho  controvertido 
dentro  de  un  téirmino  perentorio,  trascurrido  el  cual,  comen- 
zarán las  hostilidades. 

Consideramos  indispensable,  y  equivaldría  á  la  decla- 
ración de  guerra  la  comunicación,  diplomática  del  ultima' 
Um  á  todos  los  Estados  incluso  al  enemigo,  y  no  debemos 
admitir  que  pueda  oníitirse  ni  suplirse  por  otros  actos 
equivalentes,  antes  bien,  convendría  establecer  como  regla 
que  cualquier  acto  llevado  á  cabo  por  un  beligerante  Antes 
de  haber  trascurrido  el  término  perentorio  establecido  en 
el  ulUmatum  (1),  debería  considerarse  como  un  acto  arbi- 
trario y  como  una  violación  del  derecho  internacional  en 
tiempo  de  paz. 

De  aqu!  que  no  podamos  admitir  que  sea  potestativo  en 
el  Estado  el  denunciar  en  una  ú  otra  forma  su  intención  de 
hacer  la  guerra,  y  que  pudiera,  por  ejemplo,  considerarse 
como  equivalente  la  declaración  hecha  por  un  Estado  en 
una  nota  diplomática,  en  que  se  manifestase  que  éste  con- 
sideraba como  casas  belli  ciertos  actos  llevados  á  cabo  por 
el  otro  Estado,  ó  el  llamamiento  de  sus  agentes  diplomáti- 
cos, por  mas  que  dicho  acto  pueda  sf;r  considerado  como 
equivalente  á  la  declaración  de  guerra,  según  los  conve- 


elaracion  iK)r  la  notificación  hecha  á  los  gabinetes  de  negarse  á  recibir 
al  embaidor  de  Francia  y  á  entrar  con  él  en  nuevas  explicaciones.  En 
90  oonsecaencia,  el  Gobierno  francés  ha  creido  que  tenía  el  deber  de 
proveer  sin  demora  á  la  defensa  de  sa  dignidad  y  de  los  intereses  le- 
sionados» decidido  á  tomar  con  este  fin  todas  las  medidas  exigidas  por 
la  situación,  y  se  considera  desde  este  momento  en  estado  de  prneba 
eon  Prnsia.» 

(1)  Parece  necesario  an  término  perentorio  racional,  y,  á  nnestro 
2Dodo  de  ver,  debería  ser  también  esto  un  precepto  imperativo.  No  es- 
taxBos,  pues,  de  acuerdo  con  Vattél,  que,  reconociendo  también  como 
necesaria  la  declaración  de  guerra,  escribía:  «está,  paes,  permitido  ha- 
cer la  declaración  cuando  ya  se  ha  llegado  á  la  frontera  con  un  ejér- 
cito, y  aun  después  de  haber  entrado  en  el  territorio  enemigo  y  haber 
ocupado  vent^óosas  posiciones,  aunque  antes  de  romper  de  hecho  las 
hostilidades;  porque  de  este  modo  se  provee  á  la  propia  seguridad  y 
ae  cample  con  el  ñn  de  la  declaración  de  guerra,  que  es  el  de  dar  á  un 
injusto  adversario  el  medio  de  reflexionar  y  evitar,  haciendo  justicia, 
los  horrores  de  la  guerra.»  T.  II,  lib.  III,  cap.  IV,  §  60,  p.  407  de  la 
«¿le.  de  Pradier-Fodéré. 
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nios  particulares  estipulados  entre  los  Estados  mismos  (1). 
Repetimos,  pues,  lo  dicho,  esto  es,  que  para  legalizar  los 
actos  de  violencia  es  siempre  necesaria  la  intimación  de  la 
guerra,  mediante  un  acto  solemne  y  en  una  torma  deter- 
minada reconocida  como  obligatoria  por  el  derecho  de 
gentes  para  la  indietio  ó  la  denuntiatio  belli.  Este  solo  acto 
constituirá  la  prueba  cierta  para  legalizar  el  rompimiento 
de  las  hostilidades  (2). 

Entiéndase  bien  que  este  acto  no  debe  exigirse  á  las  dos 
partes,  puesto  que  es  regla  general,  que  el  Estado  agredido 
tiene  siempre  derecho  &  defenderse,  sin  que  para  ello  tenga 
necesidad  de  anunciar  públicamente  que  hace  la  guerra 
para  rechazar  la  fuerza  con  la  fuerza  (3).  , 


También  Blnntschli  sostiene  que  «no  es  necesario  dejar  un  período 
de  tiempo  entre  el  nltiinatum  y  el  comienzo  de  las  hostilidades;  pero 
di oe  que  la  buena  fé  y  el  principio  de  que  la  paz  deberla  prevalecer 
siempre  en  las  relaciones  internacionales,  exigen  que  se  dé  al  enemigo 
un  tiempo  suficiente  para  evitar  la  guerra,  cediendo  sin  tardanza.» 
§525. 

Hemos  sostenido  el  ultimátum  como  un  precepto  imperativo,'  ade- 
más de  otras  consideraciones,  por  la  misma  razón  que  parece  indis- 
pensable que  medie  un  breve  intervalo  entre  el  ultimátum  y  el  rompi- 
miento de  las  hostilidades,  á  fin  de  que  pueda  ser  conocido,  ó  presu- 
mirse que  lo  es,  el  estado  de  guerra. 

(1)  En  los  tratados  entre  la  Gran  Bretaña  y  Portugal  estipulados  en 
19  de  Febrero  de  1816,  art.  31,  con  el  Brasil  en  17  de  Agosto  de  1837,  y 
entre  Francia  y  el  Brasil  en  1826,  entre  el  Brasil  y  Pr.usia  en  1827  y 
con  Dinamarca  en  1828,  se  encuentra  una  cláusula  en  que  se  establece 
que,  en  caso  de  ruptura  de  las  relaciones  pacíficas  entre  los  dos  Esta- 
dos, se  entenderá  declarada  la  guerra  con  la  retirada  de  los  respectivos 
agentes  diplomáticos:  «esto  no  podrá  equivaler  al  acto  solemne  de  es- 
tablecer el  estado  de  guerra,  según  el  derecho  internacional,  porque  de 
hecho  el  llamamiento  de  los  agentes  diplomáticos,  no  siempre  rompe 
las  relaciones  pacificas  entre  los  Estados.» 

(2)  En  el  proyecto  de  las  leyes  de  la  guerra  presentado  por  el  Go- 
bierno ruso  y  en  el  votado  por  el  Instituto  de  Derecho  internacional, 
no  existe  ninguna  disposición  que  haga  obligatoria  la  declaración  de 
guerra. 

(3)  También  en  Inglaterra  se  ha  suscitado  la  cuestión  acerca  de  si  la 
declaración  de  guerra  sólo  por  una  parte,  y  no  publicada  después  por 
la  otra,  puede  ser  eficaz  para  legitimar  los  actos  del  Estado  que  no  la 
haya  proclamado.  Esta  discusión  tuvo  lugar  á  consecuencia  de  una 
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Por  esta  misma  razón  no  puede  considerarse  necesaria 
la  previa  declaración  en  el  cbíso  de  una  guerra  civil.  Esta 
no  siempre  afecta  el  carácter  de  una  guerra,  y  cuando  esto 
sucede^  es  un  estado  de  hecho  (1),  del  que  se  derivan  las 
mismas  consecuencias  jurídicas  que  de  la  guerra  entre  dos 
Estados.  Cuando  concurran  las  condiciones  antes  enume- 
radas para  reconocer  que  el  partido  que  lucha  con  las  ar- 
mas en  la  mano  está  en  posesión  de  los  derechos  de  sobe- 
ranía, la  guerra  existe,  como  estado  de  hecho,  sin  que  se 
exija  la  previa  declaración  solemne,  sino  que  sea  reconoci- 
da como  tal. 

1253.  Comenzada  la  lucha,  son  lícitos  á  las  partes  beli- 
gerantes todos  los  actos  de  violencia,  consentidos  por  las 
leyes  y  los  usos  de  la  guerra  y  justificados  por  la  necesidad 
de  realizar  el  fin  que  con  la  misma  se  propone. 

Establecemos,  pues,  las  siguientes  reglas: 

a)  El  estado  de  guerra  sólo  legitima  los  actos  de  vio- 
lencia cuando  son  necesarios  para  conseguir  el  fln  pro- 
puesto. 

b)  Estos  actos  no  deben  perjudicar  &  ios  que  no  toman 
parte  activa  en  ella. 

c)  Las  operaciones  militares  y  todos  los  medios  de  ata- 
que y  defensa  deben  ser  siempre  ajustados  á  las  leyes  y 
costumbres  de  la  guerra,  y  no  pueden  justificarse  ya  sino 
por  la  necesidad  de  la  misma. 

Para  precisar  el  valor  de  estas  reglas  debemos  notar, 
ante  todo,  que  siendo  la  guerra  un  medio  de  acción  para 
resolver  las  cuestiones  entre  los  Estados,  cuando  aquella 


eaptnra  hecha  en  1812  durante  la  guerra  anglo-sneca,  declarada  por 
Soecia,  pero  que  no  fué  seguida,  ni  de  una  contra- declaración  por  par- 
te del  Oohiemo  inglés,  ni  de  notíflcacion  alguna  hecha  por  el  Gobierno 
á  sos  misnckos  ciudadanos.  Respecto  de  este  punto,  debe  notarse  que 
eoando  la  guerra  se  ha  declarado  por  parte  de  un  Estado,  existe  ya 
en  todos  sus  efectos,  con  arreglo  al  Derecho  internacional,  y  que  los 
aetos  que  debe  llevar  á  cabo  el  gobierno  á  quien  se  declara  para  hacer 
páblloo  este  estado,  es  una  cuestión  de  derecho  público  interior. 

(í)  Bu  este  punto  parece  exacta  la  regla  establecida  por  Heffter 
cuando  dice:  «La  guerra  civil  revestirá  el  carácter  de  guerra  interna- 
ei<Hial,  cuando  el  partido  revolucionario  se  halla  emancipado  del  cuer- 
po del  Estado  á  que  pertenecía  y  haya  adquirido  una  existencia  terri- 
torial aparte. 


■eaimente  existe,  interrumpe  ipsojure  ipsoqtte  fado 
icion  del  derecho  de  paz  que  rige  las  relaciones  pú- 
itre  los  pueblos. 

SegiiD  el  derecho  antiguo,  convertía  la  declara- 
g:uerra  en  enemigos  &  todos  los  ciudadanos  de  una 
arte,  y  hacia  lícitos  los  actos  de  violencia  Aun  con- 
larticulares,  respecto  de  lús  cuales  quedaba  en  sus- 
k  aplicación  del  derecho. común  vigente  en  tiempo 
En  la  actualidad,  va  ya  prevaleciendo  la  idea  más 

que  la  guerra  es  una  relación  entre  los  Estados  be- 
es y  no  entre  sus  respectivos  ciudadanos.  Esta  no 
in  efecto,  hacerse,  por  regla  general,  sino  entre  dos 
istados  para  resolver  una  cuestión  de  dereciio  pil- 
91  bien  uno  de  ellos  tiende  á  obligar  al  otro  á  reco- 

derecho  controvertido  ó  á  reparar  la  injuria  infe- 
>rocura  obligarío  por  medio  de  la  Tuerza,  no  puede, 
apgo,  emplear  el  poder  coercitivo  y  la  violencia, 
cuanto  estos  actos  perjudiquen  directamente  al  Es- 
1  el  cual  se  lucha. 

erto  que  el  Estado  es  el  producto  de  los  individuos 
ados,  y  que  la  suprema  autoridad  que  ejerce  el  po- 
al  que  lo  representa  tiene  su  fundamento  en  la  li- 
intad  del  pueblo  que  instituyó  aquel  poder  supre- 

3  no  lo  es  menos  que,  en  cuanto  se  halla  constituí- 
tado  como  Instilación  política,  adquiere  una  perso- 
completamente  distinta  de  la  de  los  individuos  que 
onen,  y  tiene  el  deber  de  proteger  y  defender  el  de- 
i  cada  ciudadano  con  el  sistema  de  garantias  esta- 
m  las  leyes  constitucionales,  proveer  al  perfeccio- 

0  de  los  asociados  proporcionándoles  las  condicio- 
iriores  indispensables  para  el  ordenado  desarrollo 

1  sus  facultades  y  de  todas  sus  actividades,  mante- 
iviolabilidad  de  su  autonomía  y  su  independencia 
elaciones  con  los  demás  Estados,  y,  por  último, 

4  su  seguridad  y  á.  su  propia  defensa. 

ejercicio  de  dichas  funciones  y  las  demás  com-, 
is  en  los  derechos  de  soberanía,  asume  el  Estado 
ividualidad,  una  responsabilidad,  tiene  actividad 

determinada,  deberes  y  derechos  también  deter- 
i  y  propios,  que  se  reflejan  después  sobre  los  ciu- 
I,  pero  no  uíi  singuli,  sino  como  pertenecientes  a* 
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Estado^  uti  universitas.  De  aqui  que  pueda  aplicarso  con 
razón  á  las  relaciones  entre  el  Estado  y  los  ciudadanos,  bajo 
el  punto  de  vista  de  la  responsabilidad  y  de  los  derechos  y 
deberes  internacionales,  la  m&xima  de  Ulplano:  <St  quid 
univertítaü  debeiur  singuUs  non  debetury  nec  quod  debet  uni- 
versiías singuli  debent  (1).  Lo  cual  signiflca  que  aun  cuando 
todos  los  ciudadanos  de  un  Estado  considerados  uti  univer- 
gUoiS  sean  responsables  de  la  guerra,  y  no  sólo  estén  obli- 
gados á  suministrar  al  Estado  los  medios  de  sostenerla, 
sino  que  deban  además  soportar  todas  las  consecuencias 
que  del  estado  de  guerra  se  derivan,  no  deben  ser  consi- 
derados individualmente  como  enemigos;  y  si  el  beligeran- 
te puede  ejercer  actos  de  violencia  contra  el  Estado  y  el 
poder  social,  cuyos  actos  puedan  perjudicar  Indirectamente 
¿  los  ciudadanos  del  mismo^  esto  no  debe  hacerse  di- 
rectamente contra  los  particulares  para  perjudicar  indi- 
rectamente al  Estado. 

Si  estos  principios  fuesen  aceptados  en  la  práctica,  des- 
aparecerían muchas  injusticias  durante  la  guerra,  y  no  se 
admitirla  que  los  beligerantes  pudiesen  suspender  el  dere- 
cho común  del  tiempo  de  paz  en  perjuicio  de  los  particula- 
res y  turbar  las  relaciones  pacíficas  y  comerciales  que 
nada  tuviesen  que  ver  con  la  guerra,  continuando  los  ciu- 
dadanos de  una  y  ctra  parte  sus  relaciones  de  comercio 
bajo  la  garantía  del  derecho  común  de  la  paz,  no  obstante 
continuar  la  lucha  á  mano  armada  entre  los  que  repre- 
sentasen al  Estado  como  poder  civil  supremo.  Sólo  enton- 
ces desaparecerían  muchas  anomalías  é  injusticias  admi- 
tidas en  nuestros  días,  sobre  todo  en  la  guerra  marítima. 

Por  fortuna  van  prevaleciendo  en  nuestro  tiempo  estas 
ideas  (2).  En  el  proyecto  de  convenio  internacional  concer- 
niente á  las  leyes  de  la  guerra  presentado  por  el  Gobierno 


'  (1)  L.  7,  §  I,  Díg.  3,  IV.  Comentando  Godofredo  este  fragmento 
dice:  Represalias  in  síngalos  cites  alieujus  civitatts  non  dari  ob 
sponnonem  et  debitum  ipsius  eivitatis,  hiñe  colligitur, 

i%)  Algunos  publicistas,  entre  los  qne  se  halla  Vattel,  ensenan  que, 
€tiando  dos  Estado?  se  declaran  la  guerra,  son  enemigos  los  ciudada- 
nos de  una  j  otra  parte,  pero  Pinheiro-Ferreira  combate  con  razón 
esta  teoría,  disiendo:  «No,  la  guerra  no  se  hace  nunca  entre  lad  nacio- 
nes» sino  entre  los  gobiernos.  Un  determinado  número  de  individuos- 
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ruso,  se  dice:  «Una  guerra  internacional  es  un  estado  de  lu- 
cha abierta  entre  dos  Estados  independientes,  y  entre  sus 
fuerzas  armadas  y  organizadas;»  y  en  el  ya  citado  del  Ins- 
tituto de  Derecho  internacional  se  consigna  que  «el  estado 
de  guerra  no  lleva  consigo  actos  de  violencia  sino  entre  las 
fuerzas  armadas  de  los  Estados  beligerantes.»  l^ste  mismo 
es  el  concepto  expuesto  por  Portalis  al  inaugurar  el  Tribu- 
nal de  presas:  «La  guerra,  dice,  es  una  relación  de  Estado  & 
Estado  y  no  de  individuo  á  individuo.  Los  particulares  que 
componen  dos  ó  más  naciones  beligerantes,  sólo  son  ene- 
migos por  accidente,  no  lo  son  como  hombres,  ni  siquiera 
como  ciudadanos,  sino  únicamente  como  soldados.  Asf, 
pues,  mientras  los  ciudadanos  de  los  Estados  beligerantes 
no  tomen  personalmente  parte  en  las  hostilidades,  no  de- 
ben ser  perjudicados  sus  bienes  y  derechos  propios  con  las 
operaciones  de  la  guerra,  cuyos  efectos  se  limitan  á  los  de- 
rechos y  las  propiedades  públicas  de  las  naciones  belige- 
rantes (1). 

1255.  Procedamos  ahora  á  determinar  cuáles  son  las 
personas  que  deben  incluirse  en  el  número  de  las  toman 
una  parte  activa  en  la  guerra. 


más  ó  menos  enterados  de  las  miras  del  Gobierno,  y  tomando  una  par- 
te más  ó  menos  directa  en  sus  actos,  es  lo  que  puede  considerarse  real- 
mente como  la  parte  beligerante. 

Los  ejércitos  de  mar  y  tierra,  comprendíeado  en  ellos  todas  las 
personas  más  ó  meaos  directamente  unidas  á  éstos,  pueden  conside- 
rarse como  instrumentos  de  guerra;  pero  instrumentos  sin  voluntad. 
El  resto  de  la  nación,  es  decir,  la  casi  totalidad,  es  completamente 
extraña  á  la  lucha,  y  puede  afirmarse  que  al  cabo  de  cierto  tiempo, 
después  de  haber  experimentado  todas  las  consecuencias  de  una  guer- 
ra, ia  gran  mayoría  y  la  minoría  votarían  decididamente  en  favor  de 
la  paz.»  Nota  al  §  citado  de  Vattel.  V.  además  la  nota  de  Pradier*Fo- 
déré. 

(1)    Portalis,  Acta  de  la  instalación  del  Tribunal  de  presas  el  14 
Jíoreal  del  año  VIL 

La  proclama  del  rey  Qnillermo  de  Prusia,  publicada  el  11  de  Agosto 
de  1870,  decía:  «Hago  la  guerra  contra  el  ejército  francés,  no  contra 
los  ciudadanos  de  Francia.  Estos  últimos  continuarán  disfrutando  de 
seguridad  para  sus  perionas,  mientras  ellos  mismos,  con  actos  de  hos- 
tilidad contra  el  ejército  alemán,  no  me  priven  del  derecho  de  dispen- 
sarles mi  protección.» 
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El  derecho  de  disponer  de  la  fuerza  armada,  pertenece, 
por  regla  general,  &  la  suprema  autoridad,  á  la  cual  está 
confiado  el  ejercicio  de  todos  los  poderes  sociales  en  interés 
colectivo  de  los  asociados.  Por  esto  es  por  lo  que  el  derecho 
de  declarar  y  hacer  la  guerra  está  reservado,  en  todos  los 
países,  al  jefe  del  Estado,  y  sólo  á  él  compete  proveer  á 
cuanto  pueda  ocurrir  para  la  conservación  del  orden  civil  y 
la  defensa  de  los  derechos  del  pueblo  cuando  se  vean  ame- 
nazados. 

Considerados  vii  urUoersítaSy  son  siempre  los  ciudada- 
nos solidarios,  viven  de  la  vida  del  Estado,  y  deben  coope- 
rar, lo  mismo  durante  la  paz  que  durante  la  guerra,  á  la 
defensa  del  mismo,  poniendo  á  disposición  de  la  autoridad 
suprema  los  medios  de  hacer  la  guerra  y  la  fuerza  armada 
necesaria;  pero  corresponde  exclusivamente  al  jefe  supre- 
mo la  facultad  de  disponer  de  la  fuerza  armada,  y  de  orga* 
nizarla  y  destinarla  á  la  defensa  del  país.  Los  particulares 
que  quieran  acudir  voluntariamente  á  dicha  defensa^  ha- 
rán un  uso  arbitrario  de  sus  medios  (1),  y  es  claro,  que 
cualquier  acto  de  violencia  llevado  á  cabo  por  su  parte,  no 
deberá  considerarse  como  un  legítimo  ejercicio  del  derecho 
de  guerra,  excepto  en  el  caso  de  urgencia  y  de  legítima  de- 
fensa, como  después  diremos. 

De  lo  cual  se  deduce  que  todos  los  actos  de  hostilidad  á 
mano  armada  permitidos  en  la  guerra  declarada  entre  dos 
Elstados,  sólo  pueden  ser  cometidos  legalmente  por  las  per- 
sonas que  forman  parte  del  ejército  6  de  la  fuerza  armada 
del  Estado. 

1256.  A  esta  fuerza  pertenecen,  no  sólo  los  ejércitos  re- 
gulares, sino  cualquier  clase  de  milicia  organizada  por  ór- 


[i)  En  todo  Estado  bien  organizado  eori  esponde  al  jefe  del  zDismo. 
el  derecho  de  declarar  la  guerra  y  concluir  la  paz.  Este  es,  en  efecto, 
el  más  importante  derecho  de  la  Soberanía,  y,  si  no  se  ejercita  con  dis- 
creción y  prudencia,  puede  comprometer  la  existencia  de  la  asociación 
política  ó  la  integridad  del  territorio.  Solo  el  jefe  del  Estado  puede 
juzgar  si  lia  llegado  ó  no  el  caso  de  tomar  las  armas  y  si  !a  prudencia 
puede  6  no  aconsejar  este  gravísimo  acto. 

Nuestra  ley  constitucional  reserva  este  derecho  al  rey,  y  nuestro 
Código  penal,  art.  174,  castiga  severamente  al  que  con  actos  hostiles, 
no  aprobados  por  el  Gobierno,  exponga  al  Estado  á  una  declaración  de^ 
guerra,  ó  á  los  regnícolas  á  sufrir  represalias. 


}r  la  iniciativa  particular,  con  tal  que 
a  por  éste  y  sometida  é.  la  autoridad 
I  en  Jefe;  pero  teniendo  bien  entendido, 
tian  de  estar  organizadas  militarmente, 
1  un  jefe  al  que  se  hallen  subordinadas, 
■mas  á  la  vista  y  un  distintivo  exterior 
locidas  á  cierta  distancia  como  pertene- 
armada  observando  además  las  leyes 

s,  pues,  la  siguiente  regla: 
lostllidad  armada,-  durante  la  guerra, 
ibo  legalmente  por  todos  aquellos  que 
}der  militar  del  Estado,  esto  es,  por 
lor  las  milicias  de  cualquier  clase  que 
pos  de  voluntarios  que  reúnan  las  si- 
s: 

ados  militarmente  y  tener  un  signo  es- 
Ei  poder  ser  reconocidos  &  cierta  distan- 
es. 

nados  á  un  jefe  responsable  y  sometidos 
idad  del  general  en  jefe, 
estas  las  armas. 

leyes  y  las  costumbres  déla  guerra, 
puede  ser  licito  á,  los  particulares  que 

las  fuerzas  militares,  cometer  actos  de 
tal  es  el  caso  de  urgente  y  legítima  de- 
l  de  re.'^istencia  armada  al  enemigo  que 

por  parte  de  todos  los  liabitantes  del 

'  el  principio  de  legítima  defensa,  según 
puede  ser  licito  &  los  ciudadanos  en 
i  de  hostilidad  armada  que  sean  lícitos 
S'es  y  costumbres  de  la  guerra,  con  tal 
nos  no  hubiesen  tenido  tiempo  de  orga- 
e. 

rnosotros  formuladas  en  la  regla  pre- 
lecuencia  necesaria  de  los  principios  ex- 
:arácter  jurídico  de  la  guerra  en  el  dere- 
ecto,  una  vez  admitido  que  los  belige- 
ios  y  que  ia  lucha  amano  armada  debe 
erzas  militares  organizadas  y  subordi- 
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oadas  al  Poder  supremo,  es  del  mayor  interés  que  puedan 
distinguirse  todos  los  elementos  pertenecientes  &  la  fuerza 
militar  del  Estado,  de  aquellos  que  forman  otra  categoría, 
esto  es,  la  de  los  ciudadanos  paclflcos.  Las  personas  ten- 
drán derechos  y  deberes  distintos  según  pertenezcan  á  una 
ú  otra  clase . 

Los  militares  que  se  hallen  frente  &  otros  militares,  pue- 
den matarse  6  herirse  durante  la  guerra,  combatiendo  con 
las  armas  en  la  mano;  pero  estos  actos  serian  verdadera- 
mente criminales  si  se  cometieran  contra  ciudadanos  pací- 
ficos. Es  también  evidente  que  las  fuerzas  militares  deben 
poder  reconocerse  prima  faeie  y  sin  equivocación,  para  de- 
terminar la  conducta  que  cada  cual  debe  observar  respecto 
del  otro.  Si  fuese  licito  á  un  número  de  personas  reunidas 
en  partidas  ó  bandas,  disfrazarse  de  ciudadanos  pacíñcos  y 
cometer  actos  de  hostilidad,  aunque  fuese  con  autorización 
y  anuencia  del  gobierno,  y  pretendiesen  después  ser  respe- 
tados como  tales  por  las  fuerzas  militares  de  la  parte  con- 
traría, seguirlasede  aquí  que  éstas  podrían  ser  sorpren- 
didas sin  poder  defenderse,  y  la  guerra  se  reducirla  á  un 
exterminio  reciproco  como  en  los  tiempos  bárbaros.  La  au- 
toridad militar  debe  saber  si  se  halla  en  presencia  de  ene- 
migos ó  de  ciudadanos  pacfflcos,  y  para  esto  no  bastarla 
que  los  individuos  reunidos  en  partidas  tuviesen  un  man- 
dato de  su  gobierno,  sino  que  sería  necesario  que  tuvieran 
también  su  uniforme,  ó  por  lo  menos  un  signo  distintivo 
determinado  por  el  gobierno  mismo  6  por  la  autoridad  mi- 
litar autorizada  para  la  organización  de  dichas  partidas. 

Diremos  además,  que  todos  los  que  toman  parte  de  un 
modo  permanente  en  la  guerra  y  pertenecen  á  ¿i  fuerza  ar- 
mada del  Estado,  tienen  derecho  á  ser  tratados  como  pri- 
sioneros de  guerra,  mientras  los  otros,  que  sin  formar  par- 
te de  la  fuerza  militar  cometiesen  actos  de  hostilidad,  no 
tienen  este  privilegio,  y  pueden  ser  tratados  como  bandidos 
ó  como  malhechores;  pues  es  evidente  que,  si  pudiera  ser 
licito  á  los  paisanos  tomar  ó  no,  según  les  conviniese,  la 
posición  de  beligerantes,  sin  tener  un  signo  exterior  para 
poder  distinguirlos,  no  podría  saber  la  parto  contraria,  al 
cogerlos  prisioneros,  si  se  hallaba  obligada  á  tratarlos  como 
prisioneros  de  guerra,  ó  si  podría  juzgarlos  sumariamente 
con  arreglo  á  la  ley  marcial ,  y  castigarlos  como  salteado- 
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res  de  caminos  ó  como  facinerosos.  Volveremos  sobre  esta 
cuestión  al  tratar  de  la  fuerza  armada  de  que  puede  servir- 
se el  Estado  para  combatir  al  enemigo. 

1258.  ¿Pero  cuáles  son  los  actos  de  hostilidad  armada 
permitidos  durant^x  la  guerra? 

En  general,  diremos  que  son:  el  conjunto  de  operaciones 
y  actos  indispensables  para  conseguir  con  seguridad  el  ñn 
que  la  guerra  se  propone,  siempre  que  dichas  medidas  y 
operaciones  estén  conformes  con  las  leyes  y  usos  moder- 
nos de  la  guerra  misma. 

Sin  embargo,  no  puede  decirse  que  con  esto  la  cuestión 
esté  resuelta,  porque  siempre  queda  pendiente  la  de  deter- 
minar cuáles  son  las  medidas  conformes  con  dichas  leyes 
y  costumbres,  y  esta  es  una  cuestión  compleja. 

Podemos  establecer  como  máxima  que ,  asi  como  los 
hombres  que  toman  las  armas  unos  contra  otros  no  pler- 
.  den  por  esto  su  naturaleza  humana,  asf  también  no  pueden 
considerarse  enteramente  exentos  de  cumplir  los  deberes 
morales  y  los  de  humanidad,  aunque  siempre  en  los  limi- 
tes ñjados  por  la  necesidad  misma  de  la  guerra. 

De  estas  premisas  se  deduce  claramente  que  no  pueden 
los  beligerantes  arrogarse  una  libertetd  ilimitada  respecto 
de  la  facultad  que  tienen  de  causar  daño  al  enemigo,  ni  res- 
pecto de  la  elección  de  los  medios  que  pueden  emplear  para 
ello.  La  matanza,  la  mutilación  y  la  destrucción  de  los  ene- 
migos y  de  las  cosas  que  les  pertenecen,  se  hacen  inciden- 
talmente  inevitables  en  la  lucha  á  mano  armada,  como  pue- 
\  den  también  llegar  á  convertirse  en  necesarios  los  medios 

de  devastar  la  propiedad,  derribar  los  edificios,  cortar  los 
ferro-carriles,  obstruir  los  canales,  las  vías  de  comunica- 
ción, etc.,  etc.  Puede  también  ser  lícito  para  conseguir  el  fln 
de  la  guerra,  el  recurrir  á  la  astucia,  á  la  sorpresa  y  aun  al 
engaño;  pero  si  el  beligerante  se  abandonase  á  actos  de 
crueldad  inútiles,  si  aumentase  sin  razón  los  sufrimientos 
del  enemigo,  si  terminada  la  lucha  cometiese  actos  de  ven- 
ganza ,  de  barbarie  ó  de  perfidia,  y  faltase  á  las  leyes  del 
honor  O  sofocase  algún  sentimiento  de  humanidad,  seme- 
jantes actos  serian  sin  duda  considerados  como  contrarios 
á  la  ley  moral  y  á  las  costumbres  de  todos  los  pueblos  ci- 
vilizados. 

1259.  Reconocemos,  sin  embargo,  que  muchos  casoí^ 


b 
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pueden  dar  lugar  á  duda ,  y  que  el  único  medio  eficaz  para 
determinar  las  medidas  y  operaciones  de  guerra  que  de- 
ben considerarse  permitidas  durante  la  lucha  entre  los  pue- 
blos civilizados,  seria  un  convenio  internacional  que  las  fija- 
se. Faltando  este  convenio,  examinaremos  en  particular  los 
casos  más  dudosos ,  y  procuraremos  formular  las  reglas 
según  nuestro  punto  de  vista,  esperando  que  los  Estados  se 
pongan  de  acuerdo  para  estipular  una  convención  interna- 
cional relativa  A  los  usos  y  á.  las  leyes  de  la  guerra.  Pero 
llegúese  6  no  á  esto,  conviene  siempre  considerar  como 
cosa  cierta,  que  asi  como  la  civilización  ha  trasformado  to- 
das las  relaciones  entre  los  pueblos  durante  la  paz ,  las  ha 
trasformado  también  durante  la  guerra.  Los  pueblos  que 
no  quieran  renegar  de  los  sentimientos  de  humanidad  y  de 
las  ideas  de  progreso,  deben  procurar  hacer  durante  la 
paz  todo  aquello  que  pueda  redundar  en  beneficio  recíproco, 
y  causar  durante  la  guerra  el  menor  mal  posible;  y  esta  es 
la  diferencia  entre  el  derecho  antiguo,  derecho  inhumano 
que  declaraba  licito  hacer  daño  al  enemigo  sin  distinguir 
los  medios,  y  el  derecho  moderno  que,  no  pudiendo  en  ab- 
soluto suprimir  la  guerra,  busca  constantemente  los  me- 
dios de  humanizarla  (1). 

Proponemos,  pues,  las  siguientes  reglas: 

a)  Incumbe  á  todos  los  Estados  civilizados  la  tarea  de 
humanizar  la  guerra,  fijando  de  común  acuerdo  las  leyes  y 
costumbres  de  la  misma. 

b)  Ningún  Estado  puede  arrogarse  una  libertad  indefi- 
nida respecto  de  los  medios  de  causar  daño  al  enemigo,  por 
más  que  no  existan  leyes  declaradas  obligatorias,  sino  que 


(1)  oLa  máxima  del  derecho  antiguo,  escribia  Galiani,  de  one  todo 
68  permitido  al  beligerante  contra  el  enemigo  qne  ]e  haya  dado  un 
justo  motivo  de  gnerra,  y  de  que  se  seguiría  ser  licito  en  estricto  dere- 
clio  hacer  al  adversario  todo  el  daño  posible,  no  ae  aviene  con  los  prin* 
cípios  déla  justicia  cristiana.  ¿Cómo  comprender  que  después  de  los 
progresos  realizados  por  nuestras  costumbres  pueda  ensenarse  en  nues- 
tro siglo  una  máxima  enteramente  pagana?  Abolida  la  esclavitud  en  la 
Europa  civilizada,  ¿cómo  puede  sostenerse  que  es  lícito  á  los  belige- 
rantes ejercer  sobre  la  especie  humana  los  mismos  derechos  que  ejer- 
cería soire  una  manada  de  ganado?  Aun  cuando  la  justicia  de  nuestra 
causa  foese  evidente,  no  todo  nos  estaría  permitido  en  la  guerra,  pues 
hay  rigores  prohibidos  i)or  la  ley  natural,  y  otros  por  la  ley  evangéli- 
ca y  por  la  caridad  cristiana.»  Galiani,  De  los  deberes  de  los  puebloít 
leutrales,  p.  262. 

FIORB.— TOMO  Iir.  '      5 


3stá.  obligado  á  observar  las  reglas  considerá- 
is por  los  pueblos  civilizados  y  formuladas  por 
te  de  los  publicistas. 

las  consideradas  hoy  como  conrormes  á  las 
de  la  guerra,  deben  ser  siempre  observadas 
líos  que  se  vean  obligados  á  defenderse  contra 
injusta. 

lita  quien  contradiga  la  importancia  práctica 
clon  de  las  leyes  de  la  guerra  por  la  dificultad 
i  la  sanción  de  las  mismas, 
argumentos  aducidos  por  M.  Lewis  para  im- 
iposicion  presentada  al  Parlamento  inglés  por 
larzo  de  1872,  para  hacer  que  se  declarase 
tiempo  de  guerra  la  propiedad  privada,  fué 
éste: 

podemos  sin  duda  estipular  válidamente  que 
iolable  la  mercancía  del  enemigo;  ¿pero  qué 
semejante  empello  en  caso  de  guerra?  Entón- 
i  tratados  obtigatorios»  (1). 
loltke  hace  notar  que  no  puede  ponerse  en 
luen  éxito  la  codificación  de  las  leyes  de  la 
o  asi  que  falta  una  autoridad  que  vigile  y  ase- 
>li  miento. 

una  sanción  positiva  es  precisamente  lo  que 
erecho  internacional  del  derecho  nacional  pú-, 
[o;  pero  debemos  hacer  notar  que  no  es  sólo  á 
.  guerra  á  las  que  falta  una  sanción  eñcaz  y  su 
i  todo  el  derecho  internacional.  Por  otra  parte, 
nostrado  en  otro  lugar  que  no  carecen  de  cler- 
áun  aquellos  principios  que  son  puramente 
Iraitlvo  6  natural  (2).  En  confirmación  de  cuan- 
s,  añadiremos  que  hoy  mismo,  á  pesar  de  que 
i  guerra  no  han  sido  convertidas  en  preceptos 
lar&ndolas  obligatorias  mediante  una  conven- 
onai,  y  sólo  existen  en  los  usos  y  costumbres, 
iin  embargo,  su  autoridad,  como  lo  prueban 
js  sostenidas  con  motivo  de  la  última  guerra,  • 
os  y  negando  otros  que  se  habla  violado  el 


la  Cámara  de  los  Comnaea,  11  de  Marzo  de  1863. 
§  854  y  sig. 
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derecho  internacional  sobre  esta  materia.  Estas  polémicas 
significan  que  los  principios  jurídicos  del  derecho  interna- 
cional tienen  su  sanción  en  una  fuerza  superior,  en  la  jus- 
ticia eterna,  que  es  la  verdadera  lex  y  la  recta  ratio  de  que 
hablaba  Cicerón;  y  los  esfuerzos  hechos  para  excusar  las 
violaciones  son  el  más  patente  homenage  á  la  fuerza  obliga- 
toria de  dichas  reglas,  las  cuales  tienen,  ante  todo,  la  san- 
ción de  aquella  jurisdicción  superior  é  invisible  á  que  apela 
y  en  la  que  se  apoya  la  conciencia  pública.  Pero  las  leyes 
existentes  en  leus  costumbres  y  en  la  conciencia  jurídica  de 
los  pueblos  civilizados,  no  siempre  se  fijan  con  toda  claridad 
y  exactitud;  si  se  convirtiesen  en  leyes  vivientes,  no  podría 
faltarles  la  sanción,  puesto  que  correspondería  á  los  Esta- 
dos que  se  hubiesen  obligado  á  observarlas,  la  misión  de 
asegurar  su  respeto  impidiendo  que  fuesen  violadas  por 
sus  respectivos  ejércitos. 

Es  evidente  que  los  Estados  que  hubiesen  reconocido 
como  obligatorias  las  leyes  de  la  guerra,  estarían  contrac- 
tualmente  obligados  á  asegurar  su  observancia,  y,  en  fuer- 
za del  mismo  tratado,  &  llevar  dichas  leyes  á  conocimiento 
de  los  oficiales  y  soldados  de  su  ejército,  y  &  tomar  todsis  las 
medidas  necesarias  para  prevenir  y  castigar  las  violaciones 
de  las  mismas  f  1).  La  observancia  de  este  compromiso  in- 
ternacional estarla,  naturalmente,  como  las  demás  obligo,*' 
clones  de  esta  índole,  bajo  la  tutela  y  la  garantía  colectiva 
de  todos  los  Estados  que  hubiesen  firmado  el  convenio. 

No  sería  posible  impedir  alguna  que  otra  violación  indi- 
vidual. Si  esto  no  puede  obtenerse  en  tiempo  de  paz,  menos 
aún  podrá  impedirse  en  tiempo  de  guerra,  cuando  aumen- 
tan, precisamente,  las  causas  de  la  desmoralización.  Pero  si 
pudiera  llegar  hasta  probarse  que  los  hechos  particulares 
constituyesen  en  su  conjunto  un  hecho  colectivo;  que  los  abu- 


(1)  Hacemos  notar  como  digno  de  imitación,  el  ejemplo  dado  por  el 
Gobierno  roso  c[ne,  por  un  Ukase  de  12  de  Mayo  de  1877,  prescribía  á 
tod^  las  aatoridades  civiles  y  militares  del  Imperio  ruso,  no  sólo  la 
ob9«nrancia  de  la  convención  de  TSinebra  de  1864  y  de  la  declaración  de 
San  Petersbnrgo  de  1868,  sioo  también  los  principios  proclamados  por 
la  conferencia  de  Bruxelas  en  1874.  Para  dar  á  conocer  á  todo  el  ejér- 
cito diclia  convención  y  principios,  mandó  publicar  el  mencionado 
Oobiemo.  en  17  de  Junio  de  1877,  en  la  Compilación  militar  rasa,  ór- 
gano oficial  del  Ministerio  de  la  Guerra;  un  catecismo  militar  en  pre- 
inultas  y  respuestas,  y  lo  mandó  distribuir  entre  los  soldados. 
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SOS  y  las  violaciones, eran  sistemáticos  y  generales  ;  que  la 
indisciplina  y  la  anarquía  dependían  de  la  administración  y 
del  gobierno,  en  tal  caso,  debía  hacerse  á  aquél  responsa- 
ble  de  los  hechos,  de  los  abusos  y  de  las  violaciones  de  sus 
tropas. 

1261.  Deberían,  pues,  establecerse  las  siguientes  reglas: 

a)  Las  leyes  y  costumbres  de  la  guerra,  convertidas  en 
obligatorias  mediante  una  convención  internacional,  deben 
considerarse  como  colocadas  bajo  la  salvaguardia  y  la  ga- 
rantía colectiva  de  todos  los. Estados  signatarios. 

b)  Incumbe  á  los  gobiernos  establecer  en  sus  propias  le- 
yes las  sanciones  penales  de  las  leyes  de  la  guerra,  y  pro- 
ceder al  inmediato  castigo  de  los  que  las  huble-sen  vio- 
lado. 

c)  Si  de  los  hechos  y  las  circunstancias  resultase  negli- 
gencia de  parte  del  gobierno,  ó  falta  de  instrucciones  á  sus 
propias  tropas,  ó  insuficiencia  de  las  medidas  necesarias 
para  mantener  la  disciplina  entre  las  mismas,  será  respon- 
sable  el  mismo  gobierno. 

d)  En  el  caso  indicado  en  la  regla  precedente,  estará 
obligado  el  gobierno  á  pagar  todas  las  indemnizaciones  por 
los  crímenes  y  excesos  cometidos  por  sus  tropjas  violando 
las  leyes  de  la  guerra  por  falta  de  disciplina. 

1262.  Al  aplicar  las  precedentes  reglas,  pueden  surgir 
algunas  dificultades  para  comprobar  los  hechos.  No  hay 
duda  que,  para  establecer  el  hecho  en  sí,  se  necesitan  serias 
pruebas,  y  que  no  bastan,  por  parte  del  gobierno,  simples 
afirmaciones  deducidas  de  sus  notas  y  de  sus  actos,  aun 
cuando  no  sean  contradichas  por  el  gobierno  contra  el  cual 
van  dirigidas.  Ni  aun  las  acusaciones  recíprocas  y  las 
recriminaciones  oficiales  deberán  considerarse  decisivas 
para  las  mismas.  Es  indispensable  que  los  hechos  estén 
absolutamente  comprobados.  Las  declaraciones  de  testi- 
monios acordes  y  uniformes  deberán  tener  una  gran  im- 
portancia cuando  procedan  de  parte  en  que  se  suponga 
buena  fé  y  no  sean,  por  tanto,  sospechosas.  Los  documen- 
tos procedentes  del  mismo  gobierno  á  quien  se  opongan^ 
como  los  despachos,  las  circulares,  las  proclamas,  los  de- 
cretos, las  órdenes  dictadas  por  la  autoridad  militar  duran- 
te la  guer.ra,  y  en  los  que  se  consignen  determinados  prin- 
<5ipios  y  doctrinas,  serán  una  prueba  seria  para  hacer  al 
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gobierno  responsable  de  los  hechos  que  sean  consecuencia 
de  tales  órdenes. 

En  las  últimas  guerras,  ha  prevalecido,  por  parte  de  los 
gobiernos  neutrales,  el  uso  de  enviar  ciertos  agregados  mi- 
litares para  que  siguiesen  á  los  ejércitos  beligerantes  é  in- 
formasen á  sus  propios  gobiernos  de  las  violaciones  que 
ocurriesen  durante  la  guerra,  lo  cual  es  un  buen  expedíen* 
te  para  comprobar  los  hechos.  Debemos,  por  último,  reco- 
nocer que  todo  habrá  de  depender  de  la  juiciosa  apreciación 
de  las  circunstancias,  para  decidir  si  las  violaciones  deben 
ó  no  considerarse  como  hechor  aislados,  si  implican  ó  no 
i-esponsabilidad  en  el  gobierno;  y  cuando  las  imputaciones 
tengan  por  objeto  obligar  &  la  parte  contraria  á  una  indem- 
nización, es  natural  que  la  apreciación  de  los  hechos  y  la 
indagación  de  la  responsabilidad,  deban  deferirse  A  un  ar- 
bitraje internacional,  que,  según  las  circunstancias,  podrá 
abrir  ó  no  una  investigación  minuciosa. 

1263.  Establecemos,  pues,  como  complemento  de  las  re- 
glas antes  expuestas,  las  siguiente^: 

a)  Para  asegurar  el  respeto  á  las  leyes  de  la  guerra, 
acordadas  entre  los  Estados,  deberá  instituirse  una  juris- 
dicción internacional  que  juzgue  las  reclamaciones  concer- 
nientes á  las  infracciones  de  las  leyes  mismas. 

b)  El  Tribunal  ordenará  todos  los  medios  de  instrucción 
para  comprobar  los  hechos  acriminados,  y,  si  llega  el  caso, 
una  investigación  contradictoria,  á  la  que  habrán  de  some- 
terse las  partes  beligerantes.  Tanto  los  gobiernos  de  dichos 
Estados,  cuanto  los  de  neutrales,  deberán  facilitar  el  desar- 
rollo de  dicha  investigación. 

c)  El  Tribunal  pronunciará  un  veredicto  de  culpabilidad 
ó  de  inculpabilidad  del  gobierno  acusado  de  violación. 

Si  se  reconociese  la  culpabilidad,  podrá  el  gobierno  acu- 
sado ser  condenado  al  pago  de  la  indemnización,  cuya  su- 
ma se  fijará  por  el  Tribunal  mismo,  á  petición  de  las  partes 
interesadas. 

1264.  Pasemos  ahora  á  examinar  si,  en  caso  que  el  ene- 
migo dejase  de  observar  las  leyes  y  costumbres  de  la  guer- 
ra, según  se  hallaban  fijadas  en  el  convenio  internacional 
respectivo,  podría  la  parte  contraria  quedar  libre  de  la  ob- 
servancia de  dichas  leyes. 

La  regla  de  las  obligaciones  internacionales  entre  los 


5  que  estas  se  hallan  siempre  subordinadas  á,  la 
de  reciprocidad,  de  modo  que  la  falta  de  cumplí 
ir  parte  del  uno,  autoriza  la  inejecución  por  parte 
titulo  de  represalias.  Esta  regla  hallárnosla  apli- 
Talmente  á  las  leyes  de  la  guerra,  tanto  que  nues- 
LCton,  que  ha  abolido  el  armamento  en  corso,  lo  ha 
i  la  reserva  de  autorizarlo  como  represalias  con- 
os Estados  que  no  cumplan  el  compromiso  que 
ti  eo  el  convenio  de  Paris. 
:ulo  758  del  Código  internacional  de  Field  estable- 
i,  siguiente:  «Habiendo  una  prueba  suñciente  de 
imigo  ha  violado  las  leyes  de  la  guerra,  si  no  hu- 
s  medios  de  refrenar  sus  ejfcesos,  se  puede  recur- 
lente.á.  las  represalias  para  obligarla  &  observar 
''es».  El  citado  publicista  conñrma  su  regla  con  la 
de  otros  muchos  (t),  y  refiere  que,  en  la  guerra 
A  de  los  Estados-Unidos,  expidió  el  Presidente  el 

0  de  1863  una  orden  para  reprimir  la  barbarif 
por  el  enemigo  para  con  los  prisioneros,  y  decla- 

r  cada  soldado  de  la  Union  que  muriese  con  ma- 
olacion  de  las  leyes  de  la  guerra,  serla  ajusticiado 
Ao  de  los  rebeldes,  y  por  cada  soldado  reducido 
vitud  6  vendido  como  esclavo,  seria  condenado 
3  enemigos  á  trabajos  forzados  hasta  que  el  pri- 
ledase  en  libertad  ó  fuese  tratado  como  prisionero 
(2). 

mo  principio  hallamos  en  las  instrucciones  do 
,  en  el  proyecto  del  Gobierno  ruso  (4|, 
Imitiese  la  regla  de  que  el  derecho  de  guerra  esta- 

1  común  acuerdo  entre  los  Estados,  no  fuera  obii- 
ira  cada  uno  de  ellos  sino  con  sujeción  á.  la  con- 


'Ouítineso/anintern.  Cod.,%  758,  (V.  una  traducción 
!ba  por  RoUin,  y  otra  italiana  por  Pierantoni);  Wheatoo, 
weeaze,  p.  607;  edio.  de  Dana,  S  347;  Klüber,  Der,  degen- 
aig.;  BluDtschli,  Der.  int.  coa,,  §  567. 
iceionss  generales  del  Departamento  de  la  guerra  de  los 
nidos,  t.  II,  pág.  323,  cit.  por  Field. 
'uceione»  americanas,  §  28.  Estos  replican,  sin  embargo. 
ouea  civilizadas  ven  en  las  represalias  el  lado  más  molesto 
»,  que  hay  qaa  emplearlas  solo  í3omo  na  castigo  protector,}' 
caso,  cou  circunapeccioii  y  solo  en  nna  necesidad  extrema. 


m 
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dicioQ  de  reciprocidad,  seguiriase  de  aquí  que,  tomado  in- 
dívfdualmeate^  ningún  Estado  observaría  las  leyes  de  la 
guerra  sino  cuando  se  lo  aconsejase  su  propio  interés* 
Serla  en  efecto  muy  fácil  aducir  la  excusa  de  que  la  parte 
contraria  había  sido  la  primera  en  violarlas,  y  muy  difícil 
comprobar  y  decidir  cuál  de  los  dos  combatientes  habla 
sido  el  primero,  y  si  el  hecho  de  la  violación  había  tenido  ó 
no  en  un  principio  el  carácter  de  una  infracción  individual 
imputable  al  Gobierno.  Por  otra  parte,  las  leyes  de  la  guer- 
ra son  el  reconocimiento  de  los  deberes  de  humanidad,  y  el 
cumplimiento  de  obligaciones  Jurídicas  respecto  de  los  par- 
ticulares. Ahora  bien,  el  derecho  debe  respetarse  por  sí 
mismo  y  no  porque  otros  lo  respeten.  Opinamos,  pues,  que 
para  consolidar  el  Derecho  internacional  de^  la  guerra,  es 
necesario  hacerle  obligatorio  sin  la  condición  de  reciproci- 
dad y  sin  autorizar  á  los  Estados  que  lo  reconozcan  á  con- 
siderarse dispensados  de  respetarlo  por  el  mero  hecho  de 
que  otros  no  lo  respeten. 
1265.  Establecemos,  pues,  la  regla  siguiente: 
a)  Las  leyes  de  la  guerra  reconocidas  mediante  un  con- 
Tenio  internacional,  deberán  considerarse  obligatorias  aun 
en  el  caso  en  que  el  enemigo;deje  de  observarlas  por  su  par- 
te, y  ningún  Estado  civilizado  podrá  consid'^rarse  con  de- 
recho á  violarlas  á  título  de  represalias. 
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CAPITULO  V 

EFECTOS  INMEDIATOS  DE  U  DECLARACIÓN  DE  GUERRA 


26S.  Unt  va  dMiutda  U  ga»m  potiu  ur  dMjstidoi  1h  ifeatM  dipluniticoi. 
—1367.  Ifaotoi  sob»  los  tr^Udu.— 1268.  Aplinoion  da  lu  lefB!  da  h  guan. 
i  lu  putáouluM  da  U  n&eiaB  e&amig».— 12G9.  Ebotoc  de  U  dtelanoioa  dt 
gnn%  nipacto  i»  loi  dúdna.— 1270.  Sjaentioa  d«  loa  tnUdoB  da  kliaoH  y  tu 
«aMODaiiflúa.— 1271.  ApIiMoion  do  Ua  Igjraa  da  polieit  jrdatapuidad.— 1272. 
Ltj  nuaUl. — 1273.  Deraeho  de  axpnluí  i  loi  ehidaiuies  da  U  puteaunip. 
— 1274.  Dttaaion  dé  loe  miimoe. — 1275.  Lt  •Jfnldon  en  man  da  la*  «ztnií- 
jeiu  vt  puede  nvnoft  joatifieftrH. — 1276.  Sfketoi  da  U  gntt%  an  A  doainie  dd 
darecba  privftda.— 1277.  Hodiflcuion  dal  dandtoeomnii  antra  leí  putindATea. 

1266.    Eatablecldo  legalmente  el  estado  de  guerra  con  la  ■ 
declaración  de  la  misma,  produce  inmediatamente  ciertas 
consecuencias  jurídicas  en  el  dominio  del  derecho  público 
exterior  é  interioi-,  y  en  el  derecho  privado. 

En  et  dominio  del  derecho  público  internacional  produce 
ciertos  efectos  inmediatos  entre  los  Estados  beligerantes,  y 
entre  éstos,  los  aliados  y  los  neutrales. 

De  estos  últimos  nos  ocuparemos  en  su  lugar  oportuno, 
limitándonos  aqül  &  discurrir  sobre  los  dos  primeros. 

Una  de  las  consecuencias  inmediatas  del  estado  de  guer- 
ra os  la  de  Interrumpir  las  relaciones  diplomáticas  ordina- 
rias entre  los  Estados  beligerantes ,  y  esto  lleva  consigo  el 
inmediato  llamamiento  ó  la  expulsión  de  los  agentes  diplo- 
máticos respectivos,  si  ya  no  se  hubiese  hecho,  como  ordi- 
nariamente acontece. 

La  misión  principal  de  los  agentes  diplomáticos  es  la  de 
mantener  las  relaciones  amistosas  entre  los  Estados;  y  es 
evidente  que  no  pueden  continuar  ejerciendo  sus  funciones 
cuando  sobreviene  la  guerra,  y  además  su  presencia  serla 
realmente  perjudicial ,  pudiendo  servirse  de  su  posición 
privilegiada  para  reunir  cuantos  Informes  pudiesen,  y  tras- 
mitirlos á  su  gobierno. 
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Así,  pues,  si  el  agente  diplomático  no  hubiera  sido  lla- 
mado ó  expulsado  antes  de  la  declaración  de  guerra,  ó  si 
de  hecho  no  se  hubiese  alejado  del  territorio  del  Estado  cer- 
ca del  cual  se  hallaba  acreditado,  el  fundado  temor  de  que 
su  permanencia  posterior  hubiese  podido  dar  lugar  á  que 
hubiera  recogido  noticias  que  divulgadas  pudieran  perju- 
dicar al  Estado  cerca  del  cual  se  hallaba  acroditado,  po- 
dría legitimar  el  impedimento  de  su  partida  y  autorizar  al 
gobierno  á  retenerlo  como  prisionero  de  guerra,  pero  sólo 
por  el  tiempo  que,  según  las  circunstancias,  s<í  creyese  ne- 
cesario para  dejarle  partir  sin  peligro  de  que  este  acto  pu- 
diera ocasionar  daño  alguno. 

No  debe  creerse,  por  otra  parte,  que  las  relaciones  di- 
plomáticas entre  los  Estados  beligerantes  quedan  absoluta- 
mente interrumpidas  al  sobrevenir  la  guerra,  pues  esto  se- 
ría verdaderamente  imposible,  porc[ue,  de  hecho,  no  pueden 
considerarse  rotas  con  ella  toda  cíase  de  relaciones.  Ante 
todo,  es  necesario  proteger  &  los  nacionales  que  se  encuen- 
tran en  el  país  enemigo,  y  se  hace  indispensable  dirigirse 
reciprocamente  algunas  comunicaciones,  para  lo  cual  ape- 
lan los  beligerantes  al  medio  de  elegir  al  representante  de 
un  Estado  amigo  pam  dirigir  dichas  comunicaciones  ex- 
traordinarias y  que  se  refieran  &  las  meras  relaciones  que 
surgen  del  estado  de  guerra,  6  á  otras  que  no  pueden  su- 
frir ningún  género  de  dilaciones. 

1267.  En  lo  que  se  refiere  á  los  tratados  existentes  entre 
las  naciones  beligerantes ,  no  debe  admitirse  que  el  estado 
de  guerra  los  extinga  todos,  sino  sólo  aquellos  que  sean 
iocompatibles  con  dicho  estado. 

Tales  son  los  tratados  de  amistad  y  de  alianza. 

Pero  si  en  dichos  tratados  se  hallase  alguna  disposición 
que  se  refiriese  á  la  eventualidad  de  uíia  guerra  entre  las 
partes  contratantes,  estarla  en  todo  su  vigor  este  pacto  du- 
rante la  lucha. 

Los  tratados  de  comercio  se  consideran  ordinariamente 
en  suspí^nso  durante  las  hostilidades;  pero  si  en  dichos  tra- 
lados  hubiese  disposiciones  relativas  al  ejercicio  de  los  de- 
rechos de  los  particulares,  tales  disposiciones  estarían  en 
pleno  vigor  si  el  ejercicio  de  los  derechos  á  que  so  refirie- 
sen no  quedasen  en  suspenso  mientras  durase  la  contienda. 

Esto  debe  decirse  de  los  pactos  relativos  á  la  navegación, 
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á  los  derechos  de  propiedad  correspondientes  á  los  ciuda- 
danos de  uno  ú  otro  país  en  los  respectivos  territorios  de 
las  partes  beligerantes,  á  la  ejecución  de  las  sentencias, 
al  arreglo  de  las  sucesiones,  á  los  tratados  consulares,  et- 
cétera. ^ 

En  efecto,  no  es  una  exigencia  absoluta  de  la  guerra  que 
sean  despedidos  los  cónsules  apenas  ésta  se  declare,  como 
hemos  dicho  respecto  de  los  agentes  diplomáticos,  pues 
aquellos,  en  realidad,  no  forman  parte  de  este  cuerpo  ni  la 
naturaleza  de  sus  funciones  es  incompatible  con  el  estado  de 
guerra,  y  sería  preferible  que  los  cónsules  pudiesen  conti- 
nuar desempeñando  su  misión  hasta  qué  se  les  probase  que 
abusaban  de  su  posición.  En  todo  caso,  convendría  esperar 
á  que  el  gobierno  revocase  el  exequátur,  para  considerar  en 
suspenso  á  los  cónsules  del  Estado,  beligerante  en  el  ejer- 
cicio de  los  poderes  que  les  están  conferidos. 

Debe  siempre  considerarse  como  una  máxin^a  cierta,  qué 
las  obligaciones  internacionales  contraidas  por  los  Estados 
mediante  convenios,  no  se  extinguen  de  pleno  derecho  ipso 
fado  al  sobrevenir  la  guerra;  pero  puede  suspenderse  su 
aplicación  cuando  aquélla  se  haya  declarado,  sobre  todo  si 
son  incompatibles  con ,  los  derechos  generales  que  de  la 
guerra  se  derivan  y  con  el  estado  de  hostilidad  de  las  par- 
tes contratantes.  El  determinar  mejor  ó  peor  esta  máxima 
dependerá  del  desarrollo  que  se  haya  dado  al  principio 
general  de  que  la  guerra  es  una  relación  entre  los  Estados 
respectivos  y  no  entre  sus  ciudadanos. 

Cuando,  una  vez  esclarecidos  los  justos  principios  que 
van  prevaleciendo  en  nuestro  tiempo,  haga  la  civilización 
que  el  derecho  de  guerra  no  se  extienda  á  los  ciudadanos 
pacíficos  y  desarmados,  á  su  propiedad,  á  sus  bienes  ni  á. 
sus  personas,  y  sea  dado  á  los  particulares  de  una  y  otra 
parte  ejercer  el  comercio  lícito  durante  la  guerra,  dejando 
á  los  poderes  constituidos  el  cuidado  de  resolver  las  cues- 
tiones pendientes  por  medio  de  la  fuerza  pública,  entonces 
será  cuando  no  quedarán  del  todo  en  suspenso  los  tratados 
internacionales  concluidos  para  regular  el  ejercicio  del  co- 
mercio, sino  meramente  modificados  por  las  leyes  genera- 
les de  la  guerra. 

1268.    Aun  cuando,  durante  el  actual  estado  de  coséis,  se 
admitiese  lo  que  enseñan  muchos  publicistas,  esto  es,  que 
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los efectos  de  los  tratados  de  comercio  deben  considerarse 
en  suspenso  desde  el  momento  en  que  la  guerra  se  declare, 
BO  cabria  deducir  de  aquf  que  el  Estado  pudiese  aplicar  las 
leyes  de  la  guerra,  en  lo  que  se  refiere  á  las  personas  y  al 
haber  de  los  ciudadanos  del  Estado  enemigo  que  se  hallasen 
en  su  territorio  y  en  él  poseyesen  bienes,  cuando  hubieran 
venido  á  establecerse  allí,  y  adquirido  y  poseído  dichos  bie- 
nes bajo  la  garantía  del  derecho  de  paz. 

Faltaría  á  la  buena  fé  y  violaría  los  principios  de  la  equi- 
dad y  de  la  justicia  el  Estado  que  suspendiese  ipso  /acto 
todas  las  garantías  del  derecho  de  paz  respecto  de  los  ciu- 
dadanos del  Estado  enemigo  que  se  hallasen  en  su  territo- 
rio, y  que  se  hubiesen  establecido  bajo  la  garantía  y  pro- 
tección del  derecho  en  tiempo  de  paz.  Esto  sería  evidente- 
mente una  abierta  violación  de  la  fé  pública.  Debe,  pues, 
concederse  un  plazo  razonable  á  los  ciudadanos  del  Estado 
enemigo  para  poner  á  salvo  sus  bienes  y  sus  personas  bajo 
la  salvaguardia  del  derecho  común,  antes  de  suspender, 
respecto  de  ellos,  la  aplicación  del  tratado  de  comercio  an* 
lerior  á  la  declaración  de  guerra. 

£q  muchos  tratados  hállase  expresamente  consignado 
este  plazo,  como  por  ejemplo,  en  el  celebrado  entre  Italia 
7  los  Estados-Unidos  de  América  en  1871,  y  cuyo  art.  21 
dispone  lo  siguiente:  «Si  por  una  causa  imprevista  se  .em- 
pellasen entre  sí  en  una  guerra  las  partes  contratantes, 
convienen  de  ahora  para  entonces  en  que  se  concederá  un 
plazo  de  seis  meses  á  los  comerciantes  que  residan  en  las 
costas  y  puertos  de  una  y  otra,  y  el  de  un  año  á  los  que 
habiten  en  el  interior,  para  arreglar  sus  asuntos  y  tras- 
portar sus  bienes  y  efectos  á  donde  les  plazca,  con  el  sal- 
voconducto necesario  para  proteger  su  persona  y  bienes 
hasta  llegar  á  los  puertos  indicados  por  ellos  al  embarcar- 
se*. Este  pacto  debe  considerarse  como  una  regla  de  dere- 
cho común,  y  quedarla  verdaderamente  deshonrada  la  na- 
ción que,  faltando  á  este  precepto  expreso,  no  proporcionase 
álos  ciudadanos  del  Estado  enemigo  que  se  hallasen  en  su 
territorio  los  medios  para  conseguir  con  plena  libertad 
poner  á  salvo  y  en  seguro  su  haber  y  su  persona. 

La  aplicación  del  derecho  de  guerra  á  los  particulares  de 
la  nación  enemiga  que  se  hubiesen  establecido  en  nuestro 
territorio  bajo  la  garantía  del  derecho  de  paz,  sería  por 
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nuestra  parte  un  acto  de  perfidia,  una  desleal  sorpresa,  una 
arbitrariedad  deplorable  (1). 
1269.  La  declaración  de  guerra  produce  ciertos  efectos 
especto  de  los  aliados  del  Estado  contra  el  cual  se  ha  A'^e- 
riflcado;'  en  primer  lugar,  porque  se  consideran  como  exís- 
entes  respecto  de  ellos  todas  las  obligaciones  contraidas 
en  el  tratado  de  alianza,  y  además  porque  extienden  tam- 
biená  ellos  las  consecuencias  de  la  declaración  de  guerra. 
Bajo  el  primer  aspecto,  depende  todo  de  las  bases  del 
tratado  de  alianza  y  de  la  naturaleza  y  extensión  de  las 
obligaciones  que  mediante  él  se  han  contraído.  Si  la  alianza 
se  ha  ajustado  en  la  espectativa  de  una  próxima  guerra,  no 
cabe  la  menor  duda  de  que  el  Estado  se  halla  obligado  á 
cumplir  de  buena  fé  los  compromisos  contraidos,  en  cuanto 
la  guerra  se  declare.  A  juicio  nuestro,  en  la  hipótesis  pro- 
puesta, no  tiene  el  Estado  gran  libertad  de  apreciación 
para  decidir  si  ha  llegado  ó  no  el  ca«us  fcederis^  y  eximir- 
se de  prestar  el  auxilio  prometido,  aduciendo  que  los  moti- 
vos que  ocasionaron  el  rompimiento  no  eran  precisamente 
aquellos  que  los  habían  determinado  á  pactar  la  alianza. 
No  puede,  en  efecto,  juzgarse  con  criterio  muy  sutil  acer- 


(1)  En  otro  tiempo  prevaleció  el  aso  de  impedir  la  partida  de  los 
buqués  de  comercio  enemigos  que  se  hallaban  en  los  puertos  del  Esta- 
do cuando  se  iba  á  declarar  la  guerra,  y  capturarlos  después,  califican- 
doles  de  buena  presa,  en  cuanto  aquélla  se  declaraba.  Asi  lo  practicó 
Francia  en  1806.  VÁ  decreto  publicado  el  6  de  Octubre  de  dicho  alio» 
por  el  que  se  promulgaba  la  guerra  declarada  contra  el  rey  Federico 
Guillermo  de  Prusia,  autorizaba  la  captura  de  todos  los  navios  prusia* 
nos  que  se  hallasen  en  los  puertos  franceses.  Gussy,  que  refiere  este 
hecho,  deplora  que  Napoleón  í  se  hubiese  serrido  de  este  modo  de  sa 
indiscutible  derecho  {Cau,9as  célebres,  tít.  I,  lib.  I,  tít.  III.  pág.  185). 

.  En  la  Carta  Magna  del  re V  Juan  publicada  para  la  Gran  Bretaña 
en  1215,  se  disponía  lo  siguiente:  «Todos  los  comerciantes  (hasta  q[Ud 
públicamente  se  prohiba^,  tendrán  un  salvo-conducto  para  entrar, 
salir,  permanecer  y  viajar  por  Inglaterra  á  fin  de  ejercer  el  comercio 
sin  ningún  impuesto,  excepto  en  caso  de  guerra  con  la  nación  á  que 
pertenezca/aunque  también  podrán  continuar  comerciando  sin  peijai» 
ció  alguno  para  su  persona  y  bienes,  hasta  que  el  rey  ó  ministro   de 
Justicia  se  informen  cómo  los  comerciantes  ingleses  son  tratados  por 
el  enemigo,  y  si  aquéllos  estuviesen  seguros  disfrutarán  de  la  misma, 
seguridad  los  comerciantes  del  pafs  enemigo. 


cadela  vida  política  de  los  Estados,  sino  que  hay  que 
obrar  con  precaución  y  extrema  prudencia  cuando  se  trata 
de  contraer  una  alianza  ofensiva,  que  siempre  compromete 
la  libertad  de  acción  y  la  completa  independencia  de  las 
partes,  y  que  puede  acarrear  más  perjuicios  que  ventajas; 
pero  serla  contrario  á  la  buena  fé  pública  romper  la  alianza 
cuando  se  hubiera  declarado  la  guerra,  bajo  el  pretexto  de 
que  no  era  aquel  precisamente  el  cams  fcaderis.  Un  Estado 
que  de  tal  manera  procediese  quedaría  deshonrado. 

Si  en  nuestro  tiempo  subsistiese  la  costumbre  de  com- 
prometerse mediante  un  tratado  de  alianza  general  ofensi- 
va y  defensiva,  como  sucedía  en  otra  época,  podría  existir 
una  verdadera  libertad  de  apreciación  respecto  de  ese  pun- 
to. Durante  la  Revolución  francesa,  se  comprometió  la  repú- 
bUca  Cisalpina  con  Francia  por  medio  del  tratado  de  21  de 
Febrero  de  1798  «á  tomar  parte  en  todas  las  guerras  en  que 
la  República  francesa  se  empellase,  y  á  poner  sus  fuerzas 
en  pié  de  guerra  y  todos  sus  medios  de  acción  en  actividad 
en  cuanto  el  Directorio  se  lo  exigiese»  (l). 

Si  en  los  tiempos  modernos  se  contrajesen  alianzas  de 
esta  especie,  lo  cual  no  serla  por  cierto  muy  laudable,,  de- 
bería admitirse  siempre  como  sobreentendida  la  condición 
deque  no  se  tratase  de  una  guerra  manifiestamente  injus- 
ta, cuya  reserva  puede  decirse  que  va  implícita  en  todas 
las  obligaciones  internacionales,  pues  no  puede  ser  hoy 
objeto  de  éstas  el  cometer  una  injusticia  ó  violar  abierta- 
mente el  derecho  de  gentes. 

Puede  suceder  también  que  el  estado  de  cosas  haya 
cambiado  de  tal  manera  en  el  tiempo  trascurrido  entre  la 
conclusión  del  tratado  de  alianza  militar  y  el  momento  en 
que  el  auxilio  debe  prestarse,  que  no  sea  posible  al  Estado 
cumplir  las  obligaciones  contraidas,  sin  comprometer  gra- 
vemente su  propia  seguridad  é  intereses.  Todo  esto  prueba 
más  y  m&Sy  que  no  deben  celebrarse  alianzas  militares, 
porque  llevan  siempre  consigo  una  verdadera  limitación 
de  la  libertad,  y  su  ejecución  grandes  peligros,  todos  los 
cuales  no  pueden  proveerse.  Conviene  repetir  como  una 


íl)   Conf.:  Calvo,  Der  int,  %  1731;  Vattel  y  Pradier-Podere,  U- 
^  III,  cap.  VI. 
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buena  máxima,  que  los  tratados  de  alianza  deben  interpre- 
tarse siempre  y  cumplirse  de  buena  fé,  y  que  al  sobrevenir 
la  guerra  debe  suministrar  el  Estado  los  medios  6  auxilios 
prometidos  en  el  tratado.  Si  el  Estado  no  pudiese  mantener 
los  compromisos  contraidos  ,deberá  denunciarlo  á  tiempo 
y  no  esperar  á  que  se  haga  la  declaración  de  guerra. 

1270.  En  lo  que  se  refiere  á  la  extensión  de  tales  obliga* 
ciones  y  al  modo  de  su  ejecución,  debe  depender  de  los  pac- 
tos establecidos,  y  decidirse  con  arreglo  á  ello  si  el  aliado 
está,  obligado  á  subministrar  un  determinado  socorro,  ó  sí 
es  por  el  contrarío  potestativo  en  él  fijar  los  que  crea  con- 
veniente según  las  necesidades  del  momento.  En  todo  esto 
ha  de  reinar  una  buena  fé  y  una  lealtad  absolutas;  y  lo  mis- 
mo debe  decirse  en  lo  que  se  refiere  á  la  conducta  que 
haya  de  observar  el  beligerante  aliado  para  no  comprome- 
ter y  para  proteger,  respecto  del  otro,  los  intereses  de  su 
aliado. 

En  lo  que  se  refiere  á  las  relaciones  entre  el  aliado  y  el 
otro  beligerante,  nó  debe  dudarse  que,  cuando  la  alianza  no 
se  haya  roto>ántes  de  la  declaración  de  guerra,  y  una  vez 
declarada  ésta  tomase  en  ella  el  aliado  la  parte  que  mar- 
que el  tratado  concluido,  esta  conducta,  hostil  por  si  mis  - 
raa,  lo  colocará  en  condición  de  ser  considerado  como  ene- 
migó y  envuelto  en  todas  las  consecuencias  que  de  la 
guerra  se  derivan,  sin  necesidad  de  que  se  le  declare  so- 
lemnemente. Para  establecer  el  estado  de  guerra  es  sufi* 
ciente  que  ésta  sea  declarada  con  toda  solemnidad  al  Esta- 
do contra  el  que  principalmente  se  dirige,  sin  que  sea  ne- 
cesario otro  requisito  para  que  se  considere  existente  dicho 
estado  respecto  de  todas  las  naciones  que  tomen  parte 
en  ella,  ora  como  copartícipes,  ora  como  auxiliares. 

No  cx)nsideramos  digno  de  atención  lo  que  ha  sido  obje- 
to de  discusión  entre  los  publicistas,  ejsto  es,  si  prestando 
los  auxilios  prometidos  en  un  tratado  concluido,  y  limitán- 
dose á  cumplir  las  obligaciones  en  él  contraidas,  sin  hacer 
causa  común  con  el  beligerante,  se  podrá  pretender  ser 
considerado  como  extraño  á  la  guerra. 

El  que  toma  parte  en  el  ataque  ó  en  la  defensa  con  la 
fuerza  pública  armada,  es  un  enemigo  público,  y  no  cabe 
discusión  sobre  si  el  Estado  que  esto  hace  es  ó  no  un  ene- 
migo, puesto  que  al  prestar  al  otro  auxilios  militares,  da 
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fuerza  &  este  aliado  contra  el  otro  beligerante.  Sobre  esto, 
repetímos,  no  hay  discusión  posible. 

1271.  La  declaración  de  guerra  produce  ciertas  conse- 
cuencias en  el  dominio  del  derecho  público  interior,  en 
cuanto  hace  aplicable  toda  aquella  parte  de  la  legislación 
que  se  refiere  al  evento  de  una  guerra.  Esto  mismo  debe 
decirse,  por  ejemplo,  de  todas  aquellas  disposiciones  del 
Código  penal  común  y  militar  que  se  refieren  á  los  delitos 
cometidos  en  tiempo  de  guerra,  de  las  contenidas  en  el 
Código  de  comercio  bajo  el  titulo  de  derecho  marítimo  en 
ílempo  de  guerra,  etc.,  y  de  las  que  modifican  la  jurisdic- 
ción ordinaria  é  instituyen  los  consejos  de  guerra  y  las 
competencias  especiales  durante  ésta. 

Estos  efectos  tienen  su  desenvolvimiento  en  las  relaoio- 
nes  internacionales,  en  el  sentido  de  que  vienen  á  ser  obli- 
gatorias para  todos  indistintamente,  sean  ciudadanos  ó  ha- 
bitantes del  territorio,  y  Aun  para  ciudadanos  del  país  ene- 
migo autorizados  para  establecerse  en  el  otro. 

Ele.xtranjero  que  sea  ciudadano  del  Estado  con  el  cual 
se  halla  en  guerra  el  pueblo  en  que  habita,  no  queda  por 
ello  exento  de  la  observancia  de  las  leyes  de  policía  y  de  se- 
guridad pública  como  los  demás  ciudadanos,  puesto  que, 
mientras  permanece  como  habitante  pacifico  en  el  pais  ene- 
migo, debe  considerársele  como  subdito  temporal  del  sobe- 
rano que  en  aquél  impera,  sin  que  pueda  invocar  su  cuali- 
dad de  extranjero  para  pretender  que  su  sumisión  á  las  le- 
yes de  policía  no  debe  ser  completa  bajo  todos  aspectos,  por 
la  circunstancia  de  haber  sobrevenido  la  guerra  entre  su 
nación  y  aquella  en  que  se  hallaba  establecido.  Por  consi- 
guiente, si  permaneciendo  en  el  país  enemigo  bajo  la  pro- 
tección de  las  leyes  comunes  verificase  ciertos  manejos  ó 
mantuviese  inteligencias  con  sus  conciudadanos,  debían 
serle  aplicables  las  mismas  disposiciones  que  el  Código 
penal  señale  para  los  ciudadanos  del  Estado  mismo  que 
cometan  estos  delitos.  El  extranjero  puede  abandonar, 
cuando  lo  estime  conveniente,  el  país  en  que  habita,  pero  no 
puede  invocar,  como  los  ciudadanos,  las  leyes  que  protegen 
i  todos  los  habitantes  del  territorio,  y  pretender  á  la  vez 
-H)  estar  sometido  á  las  de  policía,  aun  á  las  especiales  pro  - 
Pulgadas  con  motivo  de  la  guerra,  lo  mismo  que  los  ciuda- 
•ianos. 


1272.  Una  de  las  consecuencias  de  la  declaración  de 
guerra  es  la  de  justificar  la  promulgación  de  la  ley  mar- 
cial, que  es  una  ley  completamente  excepcional  que,  por  las 
imperiosas  necesidades  de  la  guerra  y  la  urgencia  de  pro- 
veer con  medios  extrardlnarios  &  la  conservación  del  Es- 
tado, suspende  la  aplicación  del  derecho  común  y  délas 
formas  ordinarias  del  procedimiento,  y  concentra  en  la 
autoridad  militar  todos  los  poderes. 

Esta  ley  no  debe  confundirse  con  la  ley  militar,  pues  ésta 
consiste  en  el  conjunto  de  disposiciones  por  que  se  rigen  to- 
das las  personas  que  forman  parte  de  la  fuerza  militar  de 
cada  país,  y  contiene  reglas  aplicables  á  las  personas  mis- 
mas aun  durante  la  guerra,  por  lo  cual  entran  aquellas  en 
el  derecho  común  que,  como  rige  todos  los  servicios  públi- 
cos, lo  mismo  durante  la  paz  que  durante  la  guerra,  regula 
también  el  servicio  del  ejército,  mientras  que  la  ley  mar- 
cial es  una  ley  excepcional,  una  ley  de  conservación  social 
que  pueden  justificar  ciertas  necesidades  extremas  del  Esta- 
do. Dicha  ley  suspende,  en  efecto,  la  aplicación  del  derecho 
común,  lajurisdiccion  ordinaria  y  las  garantías  constitu- 
cionales; inviste  del  poder  supremo  ala  autoridad  militar 
quefeplica  las  disposiciones  excepcionales  promulgadas  en 
esa  ley,  y  atribuye  á  los  consejos  de  guerra  el  poder  extra- 
ordinario de  administrar  pronta  y  expedita  justicia  en  los 
casos  previstos  y  determinados  por  dicha  ley. 

La  cuestión  que  se  refiere  al  derecho  que  tiene  el  poder 
supremo  para  promulgar  la  ley  marcial,  es  una  cuestión 
de  derecho  público  interior,  debiendo  decidirse  con  arreglo 
&  los  preceptos  constitucionales  y  ai  criterio  aceptado  como 
norma  de  la  administración  publica,  cuándo  y  dentro  de 
qué  limites  puede  justificarse  la  suspensión  del  derecho  co- 
mún, y  el  modo  de  armonizar  esta  ley  excepcional  con  los 
principios  generales  de  la  administración  de  justicia  civil 
y  penal  (l).  De  cualquier  modo,  cuando  se  proclama  la  ley 


(1)  La  ley  marcial  puede  ser  también  promnlgada  durante  la  paz 
como  suceda  casado  por  las  neceaidadas  sociales  se  suspenden  las  ga- 
rantías constitucional^  f  se  proclama  el  llamado  comanmente  estado 
de  sillo.  Lo  que  caracteriza  la  ley  marcial  es  la  suspensión  del  derecho 
coman,  y  iónicamente  puede  Jastíflcarlo  nna  necesidad  extrema,  como 
ana  insurrección  interiof  ó  una  guerra  civil. 
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marcial,  prcwluce  todos  sus  efectos  respecto  de  los  hechos 
á  que  la  misma  se  refiere  y  caen  bajo  la  jurisdicción  de  los 
consejos  de  guerra,  y  hasta  los  ciudadanos  del  país  ene- 
migo deben  reconocer  en  determinados  casos  la  autoridad 
de  dicha  ley.  Debe  considerarse  como  una  verdadera  obli- 
gación internacional  del  Estado  la  de  no  utilizar  6Ste  poder 
excepcional  sino  en  los  casos  de  reconocida  necesidad,  ni 
ejercerlo  sino  dentro  de  los  límites  determinados  por  la  ne- 
cesidad misma,  sin  que  su  procedimiento  degenere  en  des- 
pótico ó  arbitrario.  Debe,  además,  equiparar  en  el  Interior 
del  Estado  la  condición  de  los  particulares  de  la  nación  ene- 
miga á  la  de  sus  propios  ciudadanos. 

En  lo  que  se  refiere  á  la  promulgación  y  aplicación  de  la 
mencionada  ley  en  los  lugares  ocupados  militarmente  du- 
rante la  guerra,  trataremos  de  ello  en  el  capítulo  relativo  á 
la  ocupación  militar. 

1273.  Debe,  pues,  considerarse  como  una  consecuencia 
de  la  declaración  de  guerra,  la  facultad  de  expulsar  A  todos 
los  ciudadanos  del  pueblo  enemigo  cuando  su  presencia 
pudiese  acarrear  un  daño  inmediato  é  inminente  al  país 
en  que  hubiesen  establecido  su  residencia. 

Conviene,  sin  embargo,  fijar  bien  el  modo  de  ejercer  esta 
facultad,  á  fin  de  que  no  degenere  en  una  arbitrariedad  des- 
pótica y  en  un  verdaderp  atentado  contra  la  civilización  y 
las  leyes. 

No  puede,  en  efecto,  decirse  que,  de  un  modo  general, 
compete  al  Gobierno  el  derecho  de  expulsar  á los  extranjei'os 
por  motivos  de  seguridad  pública.  Semejante  facultad  reco- 
nocida formalmente  por  la  ley  en  ciertos  países,  debe  siem- 
pre considerarse  como  una  medida  de  alta  administración, 
y  como  el  ejercicio  de  los  derechos  de  soberanía,  que  no 
puede  ser  desconocida  por  el  Derecho  internacional.  El  de 
habitaren  su  propio  país,  es  un  derecho  natural  del  hom- 
bre, y  corresponde  exclusivamente  á  los  ciudadanos. 

¿Pero  debe  seguirse  jde  aquí,  que  por  la  necesidad  de  la 
guerra,  pueda  justificarse  el  derecho  ¿f  impedir  á  todos  los 
ciudadanos  del  país  enemigo  que  salgan  del  territorio  del 
Estado,  reteniéndolos  como  prisioneros  de  guerra  ó  decla- 
rándolos tales,  ó  que  se  les  pueda  espulsar  en  masa?  Esto 
no  es  sostenible  en  derecho. 

1274.    En  lo  que  se  refiere  á  la  facultad  de  impedir  la  sa- 
lida, debemos  declarar  que  no  nos  es  posible  asociarBOS  á 
Fioan.— TOMO  iH,  6 


j 


jando  sostiene  que  «es  una  consecuencia  lógica  é 
ta  de  la  declaración  de  guerra  la  que  autoriza  la 
m,  como  prisioneros,  de  los  extranjeros  residentes 
ís  contra  el  que  esté  en  luclia  su  patria»  (1;.  No  com- 
efecto,  al  beligerante  el  derecho  de  decretar  el  se- 
de personas  de  la  parte  enemiga  que  hubiesen  en- 
1  el  país  en  tiempos  normales  y  bajo  la  garantía  del 
de  paz.  Este  serla  un  verdadero  atentado  contra  la 
ilidad  personal  y  la  libertad,  universalmente  reco- 
de ir  y  venir  y  de  establecerse  en  cualquier  país  á 
m  de  respetar  el  derecho  público  y  las  leyes  de  poli- 
guridad  alli  vigentes.  Lo  dicho  para  demostrar  lo 
iel  secuestro  de  las  cosas,  debe  aplicarse  con  más 
mtra  el  secuestro  general  de  las  personas, 
erecho  de  detener  como  prisionero  de  guerra,  se 
1  otros  conceptos  que  expondremos  más  adelante, 
)  son  en  modo  alguno  aplicables  á  los  ciudadanos 
i  de  la  parte  enemiga  residentes  en  un  país  al  que 
pa  se  haya  declarado. 

;ertos  casos  excepcionales,  admitimos  también  nos- 
ta  facultad,  como  sucedería  cuando  un  beligerante 
■se  salir  de  un  lugar  á  todos  los  que  en  el  se  halla- 
■a  impedir  que  se  divulguen  ciertas  operaciones  mi- 
>or  el  practicadas  en  un  sitio  determinado.  Mas  tam- 
este  caso,  ánn  cuando  no  se  pudiese  probar  el  dere- 
oluto  á  adoptar  esta  providencia  por  ser  en  extremo 
,  seria  siempre  más  conforme  á  la  regla  general  del 
>,  que  el  beligerante  promulgase  antes  una  orden  de 
■ntro  de  un  plazo  determinado,  siquiera  sea  muy 
trascurrido  el  cual  no  se  podría  marcharse  Ubre- 
Cuando  las  necesidades  de  la  guerra  no  lo  Impidan, 
precederse  siempre  de  este  modo. 

En  lo  que  se  refiere  á  la  expulsión  en  masa,  en- 
os  que  podría  justificarse  en  casos  extremos,  como 
1  asedio  ó  la  eminencia  del. daño  irreparable  por  la 
víveres  para  todos.  También  podria  justificarse, 
130  excepcional,  si  la  excitación  de  las  pasiones 
sa  de  la  guerra  y  los  odios  nacionales  tomasen 


ilTo,  Der.  ¿ni.,  §  1668  {3.'  edc). 
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tan  excesivas  proporciones  que  no  pudiera  garantizarse 
convenientemente  la  seguridad  de  las  personas  en  un  país 
dfiterminado. 

Pero  la  expulsión  en  masa  como  medida  general,  es  in- 
sostenible en  los  tiempos  modernos,  en  los  cuales  ha  cam- 
biado ya  esencialmente  el  antiguo  concepto  de  la  guerra. 

El  beligerante  tiene  derecho  á  proveer  bajo  todos  aspec- 
tos &  su  defensa,  y  el  gobierno  puede  y  debe  defender  el 
país  contra  todos  los  extranjeros  que  con  su  presencia  cau- 
sen un  daño  ó  un  perjuicio  al  Estado,  y  sobre  todo  contra 
los  que  pertenezcan  á  la  nación  enemiga.  Pero,  ¿podrían 
ser  considerados  todos  los  ciudadanos  pacíficos  como  es-  • 
pías,  6  expulsarlos  para  prevenir  el  peligro  de  que  llegasen 
á  convertirse  en  tales  ? 

El  gobierno  que  esto  hiciese  cometerla  un  verdadero  de- 
lito contra  la  civilización  y  la  buena  fé  pública,  y  confirma- 
rla su  impotencia  para  proveer  por  medio  de  las  leyes  á  la 
seguridad  del  Estado.  Podría  aumentar  la  vigilancia  y  los 
rigores  contra  los  espías  y  contra  todos  aquellos  que  se 
conjurasen  contra  el  Estado;  pero  el  emplear  una  medida 
general  contra  ciudadanos  extranjeros  laboriosos^  .contra 
los  industriales  y  contra  todos  aquellos  que  se  hubiesen  es- 
tablecido al  amparo  del  derecho  común  en  el  territorio  del 
Estado  para  atender  á  sus  negocios  particulares,  sería  in- 
digno de  un  pueblo  civilizado  (1). 

1276.  En  el  dominio  del  derecho  privado  produce  tam- 
bién la  declaración  de  guerra  muchas  consecuencias  en 
cuanto  autoriza. al  Estado  á  ejercer  aquellos  derechos  ex- 
cepcionales que  son  una  consecuencia  necesaria  de  las 
operaciones  de  la  guerra,  y  que  legitiman  ciertas  lesiones 


(1)  Durante  la  guerra  entre  Fraucia  y  Prusia  en  1870  á  71,  se  to- 
maron mnclias  medidas  de  rigor  contra  los  alemanes  que  se  hallaban 
en  Francia.  El  21  de  Julio,  todos  los  cónsules  de  la  Conf%deracion  Ger- 
minica  que  eran  prusianos,  recibieron  la  orden  de  salir  del  territorio 
francés,  y  el  12  de  Agosto  dispuso  otra  orden  del  prefecto  de  policía 
1106  todos  los  alemanes  ciudadanos  de  los  Estados  beligerantes  que  qui- 
sieran permanecerán  Francia  deberían  proveerse  de  la  autorización 
correspondiente.  Esta  disposición  fué  muy  censurada  en  todo  el  mundo 
cirilizado  como  inspirada  por  un  rigor  excesivo  é  injustiñcado,  y  di6 
lagar  á  vivos  ataques  en  la  Cámara  fi^ancesa,  en  la  sesión  del  12  de 
Agosto. 


-si- 
los derechos  particulares  garantidos  en  tiempo  de  paz 
reí  derecho  común.  Este  principio  es  aplicable  á.  todas 
i  cuestiones  de  daños  y  perjuicios  causados  en  la  propie- 
d  privada,  para  cuya  indemnización  se  aplican  las  reglas 
cepcionales  que  dominan  toda  esta  materia  en  tiempo  de 
erra. 

Bajo  tal  aspecto,  es  esta  una  cuestión  de  derecho  pil- 
co interior:  corresponde  á  cada  soberanía  regular  con 
s  leyes  propias  las  expropiaciones,  requisas,  prestacio- 
s,  etc.,  durante  la  guerra;  pero  las  cuestiones  que  de 
uí  pueden  surgir  interesan  también  al  derecho  interna- 
)nal,  cuando  se  las  quiere  discutir  bajo  el  punto  de  vista 

la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  y  de  la  reparti- 
)n  de  los  mismos  entre  las  partes  beligerantes,  según  que 
•hos  dafios  se  hayan  causado  ó  no  durante  la  ocupación 
¡litar  y  hayan  sido  luego  regulados  ó  no  en  el  tratado  de 
2.  Pero  este  punto  lo  trataremos  aparte. 

La  declaración  de  guerra  hace  que  sean  también  apli- 
bles,  en  perjuicio  de  ios  particulares  de  la  nación  enemí- 
,,  las  leyes  excepcionales  de  la  guerra  que  legitiman  el 
pto'de  las  cosas  propias  de  los  ciudadanos  del  otro 
itado.  Esto  depende,  sin  embargo,  de  que  se  considere 
mo  un  verdadero  derecho  que  se  deriva  de  las  leyes  de 
guerra,  y  no  es  este  el  lugar  oportuno  para  entrar  á  dis- 
tirlo. 

Podemos,  no  obstante,  establecer  como  máxima,  que  el 
itado  que  haya  declarado  la  guerra  á  otro  tiene,  desde  el 
amento  de  la  declaración,  derecho  &  ejercer  sobre  las  co- 
s  pertenecientes  al  enemigo  todos  aquellos  que  taxativa- 
snte  se  derivan  de  las  leyes  de  la  guerra. 

Lo  que  digamos  al  exponer  tales  leyes  servirá  para 
ir  la  exacta  inteligencia  de  la  regla  por  nosotros  propues- 
,  y  los  limites  dentro  de  los  cuales  puede  ejercer  esa  fa- 
ltad el  b^igerante  (I). 

1277.    La  declaración  de  guerra  produce,  flnalmentn. 


1)  Las  onesttoQss  relativas  al  derenho  que  puede  tener  ó  no  el  Ks- 
lo  para  secaestrar  los  crdditos  de  los  particalares  del  pafa  enemigo 
i  proMbir  el  comercio  en  tode  á  en  parte,  las  trataremos  ea  el  cu- 
lüo  VII. 
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ciertas  consecuencias  jurídicas,  &un  en  la  aplicación  del 
depecho  común  entre  particulares. 

El  estado  de  guerra  se  considera,  en  efecto,  por  si  mis- 
mo como  un  hecho  de  fuerza  mayor,  y  por  tanto,  la  exis- 
tencia jurídica  de  la  guerra  modifica  la  aplicación  del  de- 
recho común  vigente  durante  la  paz. 

No  podemos  entrar  en  un  minucioso  examen  de  esta 
cuestión,  que  es  por  su  naturaleza  y  por  su  objeto  una 
cuestión  de  derecho  privado,  y  que  nos  alejaría  del  campo 
en  que  debemos  movernos. 

Todas  las  cuestiones  que  pueden  nacer  del  cumplimien-i 
tode  las  obligaciones  derivadas  de  los  contratos,  como,  por* 
ejemplo,  las  que  se  refieren  á  la  responsabilidad  de  las  com- 
pafiias  de  seguros  en  casos  de  incendio  ocasionados  por 
las  operaciones  militares (1);  las  relativas  á  las  rescisiones 
ó  á  la  próroga  tácita  de  un  contrato  de  arrendamiento  en 
caso  de  expulsión  por  causa  de  guerra  (2);  las  referentes  á 
las  acciones  entre  el  girado  y  el  girante  de  una  letra  de 
cambio  por  un  protesto  tardío  (3),  etc.,  etc,,  estas  y  otras 
cuestiones ,    repetimos ,  deben  tener  una  solución  dife- 
rente después  de  declarada  ya  la  guerra,  por  el  principio 
general  de  que  este  estado  constituye  por  sí  mismo  un 
caso  de  fuerza  mayor  en  el  dominio  del  derecho  privado. 
La  misma  ley  que  fija  la  dilación  necesaria  para,  la  libera- 
ción de  un  débito  medíante  la  prescripción,  no  podría  apli- 
carse si  los  tribunales  de  justicia  hubiesen  suspendido  sus 
funciones  por  causa  de  la  guerra. 

Conviene  notar,  sin  embargo,  que  si  bien  la  guerra  mo- 
difica la  aplicación  del  derecho  privado,  será  un  error  de- 
ducir de  aquí  que  rompa  las  relaciones  de  este  derecho  en- 
tre los  ciudadanos  de  ambas  partes  beligerantes,  y  toda  co- 
munidad de  intereses  entre  los  mismos. 

Hemos  repetido  muchas  veces  que  la  guerra  es  una  re- 
lación de  derecho  público  entre  los  Estados  y  no  entre  los 


(i;  GoDf.:  Bssancon,  17  Mayo  y  18  Junio  de  1871,  Sirey,  1871,  2,  62 
Orleans,  31  Diciembre  de  1871;  París,  8  Mayo  de  1872,  Sirey,  1873, 2,  23. 

(2)  Conf.:  París,  29  AbrU  1872,  Glunet,  1874,  pág.  122. 

(3)  Ck>nf.  las  cuestiones  surgidas  á  consecuencia  de  la  ley  morato* 
ría  francesa  de  13  Agosto  de  1870  por  causa  de  la  guerra,  Journal  de 
Derecho  internacional  pricado,  1374,  Passim. 


ciliares  de  ambas  partes  beligerantes;  por  consígiiien- 
sc  hubiese  establecido  durante  la  paz  una  asociación 
írcial  entre  los  ciudadanos  do  dichos  Estados,  no  serla 
ierra  por  sí  sola  una  razón  suflciente  para  considerar 
3lta  diclia  asociación,  fundándose  en  que  su  continua- 
implicaría  comunidad  de  intereses  y  de  inteligencia 
í  enemigos,  puesto  que  serla  erróaeo  el  sostener  que 
ayan  convertido  en  tales  los  ciudadanos  de  ambos 


CAPITULO  Vi 

DE  LOS  MEDIOS  DE  PERJUDICAR  AL  ENEMIGO 


1278.  Objeto  da  esto  oa]i(fciilo.  ^ 

1278.  Habiendo  admitido,  como  máxima,  que  las  leyes  de 
la  guerra  no  atribuyen  á  los  beligerantes  un  poder  ilimita- 
do respecto  de  los  medios  de  perjudicar  al  enemigo,  ocur- 
re ahora  examinar  particularmente  los  varios  medios  que 
se  han  adoptado  en  las  guerras,  ó  que  en  lo  sucesivo  pue- 
den adoptarse,  para  determinar  los  que  deben  considerarse 
como  lícitos  y  los  que  están  prohibidos  en  las  guerras  en- 
tre pueblos  civilizados. 


§  1.*'. — Fuerza  armada.^Voluntarios.— -Bandas de 
salvajes.— Tropas  mercenarias. —Corsarios. 

1279.  La  orguüfMion  del  crj^eito  es  oneetiaB  de  derecho  istarior. — 1280.  Bajo  que 
aspeeio  interesa  al  dereeho  intemaeional.— 1281.  DiioiuioBes  entre  el  gobierno 
frailo^  7  el  pmaiano. — ^1282.  La  faena  armada  segan  la  deelaraeion  de  Brnz»- 
lai. — 1283.  SI  ejiíeito  regular  es  el  prinoipal  elemente  de  la  faena  piUiea.— 
1284.  Los  ooeipoB  de  Tolontarios. — 12:85.  Reglas  generales. — 1286.  Bandas 
de  salvajes.— 1287.  Tropas  extranjeras.— 1288.  iPranoo-tiradoras.— 1289.  Gon- 
disioBes  para  qos  sean  oensiderados  oomo  soldados.— 1290.  Aplieaoion  de  las  re- 
glas ¿la  gnsixa  marítima. — 1291.  Abolieion  del  eorso,  sos  oonseonenetas. — 
1292.  Dflfselu»  de  apelar  al  conoorso  de  los  yolonterios. 

1279.  La  autoridad  suprema — que  es  &  quien  correspon- 
de el  derecho  de  declarar  la  guerra— puede  atacar  y  batir  al 
enemigo  con  toda  la  fuerza  armada  destinada  á  la  defensa 
del  país. 

A  primera  vista  no  hay  duda  que  el  determinar  cuáles 
son  los  órganos  de  la  fuerza  armada  y  qué  elementos  pue- 
den agregarse  &  ella  en  caso  de  guerra,  es  una  cuestión  de 


úblico  interior.  CoFresponde  &  las  Cámaras  legis- 
1  los  pueblos  regidos  por  instituciones  represen- 
itablecer  por  medio  de  leyes  todo  lo  conveniente  & 
ación  del  ejército  y  6.  los  gastos  que  éste  ocasione, 
lar  ios  limites  en  que  el  Jefe  del  Estado  puede  dis- 
i  fuerza  pública  para  atender  á.  la  defensa  del 

)  esto  no  hay  nada  que  interese  por  si  mismo  al 
iternacional  (1).  Pero  asi  como  la  libertad  de  ac- 


in  decretado  y  éxperímeiitado  direraos  sistemas  para  pro- 
Tensa  del  Estado.  Bn  la  Edad  Media,  exparciase  la  faeria 
ponían  á  disposición  de  los  seoores  las  iniUclas  feudales  y 
y  los  particulares  qne  consideraban  el  oficio  de  las  armas 
rofesion  lucrativa  vendían  sus  servicios  al  que  se  los  pa- 
ñi que  se  diese  con  frecuencia  el  caso  de  que  luchasen  entre 
9S  de  un  mismo  Estado  y  qne  presenciase  el  Soberano  aquel 
sin  poder  evitarlo.  La  institución  de  los  ejércitos  perma- 
n  gran  proceso  realizado  en  el  siglo  xvi.  Inaugurado  este 

Carlos  VII,  fué  perfeccionado  por  Francisco  I,  qna  regula- 
nisacion  del  ejército  dividido  en  legiones.  Este  sistema  que 
)  diferentes  aspectos  por  el  diverso  modo  de  reclutamiento, 
evalece  hoy  en  Europa;  pero  como  los  gastos  para  el  man- 
Le  las  tropas  son  tan  considerables  7  las  exigencias  de  U 
onen  diariamente  el  aumento  de  la  fuerza  militar  para  con- 
F  la  de  los  otros  Estados,  y  no  se  puede,  por  otra  parte, 
rganizar  eficazmente  la  defensa  aumentando  el  cuerpo  de 
[nanente  con  personas  no  q'ercttadas  en  el  manejo  de  Us 
Konocadoras  de  la  disciplina  militar,  discutense  con  calor 

sistemas  para  organizar  la  defensa  durante  la  paz  á  fln 
iste  resultado,  á  saber;  que  sin  aumentar  el  ^ército  perma- 
te  la  paz,  puedan  todos  los  ciudadanos  ejercitarse  en  el 
»s  armas,  para  poder  utilizar  sus  servicios  en  caso  de  ana 
lentando  considerablemente  el  ^ército. 
ñon  ha  tomado  aiin  más  calor  después  de  la  gnerra  de  1870, 
laal  se  ha  comprendido  claramente  qne  no  puede  tenerse 
iza  en  el  concurso  de  los  cuerpos  voluntarios,  sino-  que  ea 
ganizar  durante  la  paz  todas  las  fuerzas  vivas  de  la  nación 
utilizarlas  durante  la  fi^uerra,  siguiendo  y  perfeccionando 
I  adoptados  en  los  Estados  más  aguerridos,  como  en  Prusia. 
I  de  este  siglo  se  inauguró  allf  un  sistema  militar,  según  el 
msiano  es  llamado  á  prestar,  durante  cierto  tiempo,  el 
itar,  considerando  la  defensa  de  la  patria  como  un  deber  de 


—  89  — 

don  y  la  independencia  de  cada  país  tienen  su  limite  en  las 
costumbres  y  en  las  leyes  de  la  guerra  moderna  en  lo  con- 
cerniente al  uso  de  ciertos  medios  de  defensa,  así  también 
debe  admitirse  cierta  limitación  á  la  facultad  de  cada  go- 
bierno para  proveer  á  la  defensa  nacional  mediante  la  fuer- 
za armada  y  destinada  &  las  operaciones  de  la  guerra. 

1280.  En  efecto;  si  fuese  lícito  apelar  en  la  guerrra,  no 
sólo  al  ejército  regular,  sino  también  &  los  salvajes  de  las 
posesiones  lejanas  del  Estado  beligerante,  armados  á  su 
manera,  los  cuales  hiciesen  la  guerra  con  arreglo  át  sus 
rudas  costumbres;. si  fuese  lígito  autorizar  á  todos  los  ciu- 
dadanos que  se  hallasen  en  estado  de  manejar  las  armas 
y  atender  á  la  defensa  nacional,  en  tal  caso  y  en  otros  se- 
mejantes no  podría  sostenerse  que  la  libertad  de  acción  y 
la  independencia  de  cada  gobierno  para  atender  á  la  defen- 
sa del  país  no  podría  interesar  al  Derecho  internacional, 
puesto  que,  si  la  guerra  pudiera  hacerse  con  toda  clase  de 
fuerza  armada,  y  si  el  beligerante  no  pudiera  saber  cuándo 
se  hallaba  en  frente  del  enemigo,  si  estos  eran  ciudadanos 
pacíficos  6  una  banda  de  combatientes,  y  por  estas  dudas 
pudiera  tratarlos  á  todos  como  enemigos,  esto  cambiaría 
esencialmente  el  carácter  de  la  guerra  moderna,  haría  po- 


todo  cíndadano.  sin  distincioii  de  ningan  género;  Allí  todo3  están  obli- 
gaidos  á  acadir  al  llamamiento  del  rey.  Cierto  número  fijado  por  la  ley 
presta  servicio  por  un  tiempo  determinado,  siendo  después  enviados  á 
sos  casas  los  soldados;  pero  deben  estar  siempre  dispuestos  á  tomar 
las  armas  si  son  llamados  en  caso  de  guerra.  Existe  allí,  además,  la 
Landwehr  qae  fné  instituida  en  1814  y  ha  sufrido  diversas  modifica- 
Clones.  Segnn  las  últimas  leyes,  forman  parte  de  ella  todos  aquellos 
^e  han  prestado  ya  tres  años  de  servicio  activo  y  cuatro  en  la  reser- 
va. Bq  caso  de  guerra,  una  parte  de  la  Landwehr,  forma  parte  del 
ejército  activo.  Sigue  á  ésta  la  Landaturfn,  compuesta  de  todos  los 
dudadanos  alistados  en  masa  y  que  constituyen  una  milicia  extraor- 
dinaria para  la  defensa  del  país.  En  caso  de  un  llamamiento  general, 
todo  ciudadano  que  no  pertenezca  al  ejército  actiro  ó  á  la  Landwehr 
debe  considerarse  oomo  formando  parte  de  la  Landsturm. 

De  cualquier  modo  que  se  quiera  proveer  á  la  defensa  del  país,  de- 
toa  considerarse  como  principio  de  Derecho  internacional  que,  salvo 
las  reglas  expuestas  en  los  §§  478  y  479  en  tiempo  de  piz,  no  podrá 
<^ligar  el  soberano  territorial  á  los  extranjeros  á  prestar  el  servicio 
militar  dorante  la  guerra. 


( 


i 
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sibles escenas  feroces  y  crueles,  y  retrocederíamos  al  con- 
cepto antiguo,  esto  es,  al  de  una  lucha  de  todos  contra  to- 
dos, siendo  así  que  hoy  existe  la  tendencia  á  reducir  la 
guerra  á  una  ralacion  entre  Estado  y  Estado. 

Por  otra  parte,  si  se  exagerase  este  justo  principio  y  se 
le  quisiese  llevar  hasta  el  extremo  de  sostener  que  debería 
reducirse  á  un  duelo  entre  los  ejércitos  de  los  Estados 
beligerantes,  y  que  todos  los  ciudadanos  debían  asistir  im- 
pasibles é  inermes  y  sofocar  cualquier  espontáneo  arranque 
de  patriotismo  que  los  indujere  á  armarse  para  defender  la 
patria,  quitaría  esto,p(5r  una  p^rte,  á  las  guerras  modernas 
su  propio  carácter,  esto  es,  el  de  luchas  nacionales  para 
defender  uh  derecho  general  atacado,  y  sancionarla,  por 
otra,  un  sistema  restrictivo  mucho  más  cómodo  y  benefi- 
cioso para  los  grandes  Estados  y  perjudicial  para  los  pe- 
queños, cuya  defensa  quedaría  como  paralizada. 

Es,  pues,  evidente  que  los  diversos  sistemas  con  que 
puede  proveerse  á  la  defensa  de  un  país,  interesan  al  Dere- 
cho internacional,  que  debe  determinar,  por  tanto,  cuál  es 
la  fuerza  armada  que  legalmcnte  puede  intervenir  en  la 
guerra,  para  decidir  después  acerca  de  los  derechos  que 
tienen  las  personas  que  hubiesen  tomado  las  armas  para 
defender  la  patria,  á  ser  tratadas  como  soldados  y  prisio- 
neros de  guerra,  y  no  como  bandidos  y  malhechores. 

1281.    Esta  cuestión  tuvo  una  importancia  práctica  en  la 
última  guerra  entre  Francia  y  Prusia,  en  1870. 

Después  de  las  primeras  derrotas,  adoptó  el  gobierno 
francés  todas  las  medidas  que  juzgó  útiles  para  atender 
eficazmente  á  la  defensa  del  país,  y  no  sólo  llamó  á  las  ar- 
mas á  todas  las  reservas  y  milicias  que  se  consideraban 
por  la  ley  como  complemento  del  ejército,  sino  que  autorizó, 
además,  la  formación  de  cuerpos  de  franco-tiradores,  de- 
clarando que  todas  las  personasique  formaban  parte  de  di- 
chos cuerpos  debían  ser  consideradas  como  soldados, 
puesto  que  poseían  una  autorización  del  Ministro  de  la 
Guerra  (1). 


-  (1)  Para  las  varias  discusiones  habidas  á  propósito  de  la  gaardia 
nacional  móvil,  v.  Calvo,  2>er.  ¿a¿.,  §.  1800; ^Morin,  Loa  ¿éresete  ki 
guerra,  t.  I,  pág.  229.^Rolin-Jaequemyns,  Reú.  de  Der.  int,^  to- 
mo 11,  i^ág.  6d0. 


< 
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Después  decretó  el  Gobierno  déla  Defensa  Nacional,  en  4 
de  Novienabre,  el  levantamiento  en  masa,  llamando  &  las 
armas  á  todos  los  hombres  de  21  á  40  años. 

El  Gobierno  prusiano  declaró  á  su  vez,  erque  ne  conside- 
i*ar!a  ni  tratarla  como  militares  nada  más  que  &  los  hom- 
bres que  á.  tiro  de  fusil  pudieran  ser  reqonocidos  como  sol- 
dados; que  siendo  la  blusa  azul  una  prenda  casi  nacional  en 
Francia,y  pudiendo  ocultarse  fácilmente,  aun  acorta  distan- 
cia, la  cruz  roja  que  llevaban  en  la  nlanga,  era  imposible  & 
las  tropas  prusianas  distinguir  las  personas  de  quienes  de* 
blan  temer  actos  de  hostilidad,  y  contra  las  que  debían  dispa- 
rar, y  concluía  de  aquí  dicho  Gobierno  que  todos  aquellos 
que  no  pudieran  ser  reconocidos  á  cierta  distancia  como 
soldados  y  hubiesen  muerto  á  un  prusiano,  serían  juzga- 
dos por  los  consejos  de  guerra»  (1). 

1282.  En  el  proyecto  de  leyes  de  guerra  propuesto  por 
Rusia  y  votado  en  la  conferencia  de  Bruxelas,  una  de  las 
cosas  á  que  se  consideró  necesario  proveer,  fué  á  determi- 
nar cuáles  deben  ser  los  distintivos  de  la  fuerza  armada 
que  pueden  adoptarse  en  la  guerra,  y  colocar  á  los  que  for- 
man parte  de  los  respectivos  ejércitos  en  situación  de  dis- 
frutar todos  los  privilegios  otorgados  á  los  beligerantes. 
Dicho  proyecto  otorgaba  derechos  de  tales,  además  del  ejér- 
cito, á  las  milicias  y  á  los  cuerpos  de  voluntarios;  pero  im- 
ponía, como  primera  condicionj  no  sólo  la  de  llevar  á  la  ca- 
beza una  persona  responsable  á  la  que  todos  estuviesen  su- 
bordinados, sino  también  la  de  hallarse  sometidos  á  la  au- 
toridad del  general  en  jefe  (2).  La  declaración  adoptada  en 


(1)  No  creemos  oportano  discatir  las  razones  aducidas  por  una  y 
otra  parte,  pero  es  indudable  que,  aún  admitida  la  necesidad  del  uni- 
íorme,  el  traje  de  la  guardia  nacional  móvil  no  podía  confundirse  con 
el  de  los  paisanos  franceses. 

(2)  Conf.:  Lieber,  Guerrillas,  Part.  (New -York,  1862).— Droop,  On 
the  relaüon  beCween  an  ¿nvading,  eic—GenevailT,..,  Inglaterra  y 
los  pequeños  Estados  en  la  conferencia  de  Bruxelas,  1874.^La- 
veleye,  Actas  de  la . conferencia  de  BraarcZa».— Bluntschli-Holzen- 
doríÉs,  Jarbücher,  1,  pág.  286.— Dudley-Í'ield,  Código,  §  736.— Calvo, 
Jkr,  int.,  §  1800. — Rolin-Jaequemyns,  Revista,  III,  pág.  308.— Grenan- 
to;  Sobre  las  condiciones  para  tener  derecho  á  ser  considerado  y 
tratado  en  la^  guerra  como  soldado;  Revista  práctica  de  derecho 
francés,  t,  49.  pág.  9  á  12. 


s  no  reconoce,  como  necesaria,  esta  segunda  con- 
(iiio  sólo  la  primera,  esto  es,  « la  de  tener  á  su  ca- 
i  persona  responsable  de  los  actos  de  sus  subordi- 

iemas  condiciones  son  casi  las  mismas  que  las  del 
)  ruso,  salvo  alguna  ligera  modificación;  pero  todas 
ndiciones,  que  se  consignaron  después  en  el  artlcu- 
dleron  lugar  á  vivas  discusiones  en  el  seno  de  la 
icia  por  la  misma  gravedad  de  la  materia.  Tratá- 
.  efecto,  de  fijar  todos  los  elementos  de  la  fuerza  ar- 
ie  debían  considerarse  como  regulares  y  legales  en 
la  de  la  defensa,  y  las  condiciones  con  que  dichos 
os  debían  considerarse  como  elementos  legales  de 
i  regular  armada.  La  duda  no  podía  surgir  respes 
i  tropas  que  formaban  parte  del  ejiircito  activo,  sino 
3  los  cuerpos  formados  por  voluntarios  y  franco-ti- 
,  y  del  concurso  irregular  y  espontáneo  de  la  pobla- 
territorio  invadido  por  el  enemigo.  Tratábase,  en 
e  dar  á  la  organización  del  ejército  una  extensión 
pudiera,  en  ciertas  circunstancias,  comprender  to- 
fuerzas  vivas  del  país,  sin  cerrar  la  puerta  &  los  ar- 
patrióticos  de  los  particulares,  dejando  á  los  eluda- 
lue  viesen  amenazada  su  patria,  la  posibilidad  de 
!  y  organizarse  independientemente  de  toda  inicia- 
Gobierno,  y  proveer,  según  las  circunstancias,  á  la 
del  territorio  y  de  las  instituciones  de  su  país,  con 
á  ser  tratados  como  beligerantes. 
Examinemos  la  cuestión  a  la  luz  de  los  principios. 


art,  9  fué  redactado  €n  estos  términos:  «Laa  leyes  y  deberes 
:ra  no  90  aplican  sólo  al  ejército,  sino  también  &  las  milicias  y 
pos  de  voluntarios  que  reúnan  las  conlicioDes  aíguioates: 
ner  &  sn  cabeza  nna  persona  responsable  pora  sus  sobordl- 

tvar  una  señal  distintiva  j  fija  que  pueda  reoonacerss  á  cierta 

ivar  las  armas  á  la  ♦ista; 

estarse,  en  las  operaciones,  á  las  leyes  y  usos  de  la  gnerra.a 
inaalde  la  guerra,  votado  por  el  Instiíato  de  derecho  in- 
lal,  adoptó,  con  ligeras  modiflcactones,  estos  mismos  crite- 
seel  Apéndice.) 
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Es  indudable,  ante  todo,  que  para  reducirla  guerra  á  su  ver- 
dadero concepto,  esto  es,  al  de  ser  una  lucha  armada  entre 
Estado  y  Estado,  es  necesario  poder  distinguir  á  los  que  to- 
man parte  activa  én  la  lucha,  de  aquellos  que  no  la  toman 
y  se  sujetan,  sin  embargo,  át  todas  sus  consecuencias. 

Los  primeros,  constituyen  la  fuerza  pública  6  la  fuerza 
militar  que  resulta  de  todos  los  elementos  de  que  se  sirve 
el  Estado  para  combatir  al  enemigo;  los  segundos,  forman 
la  categoría  más  numerosa  de  los  ciudadanos  pacíficos,  á 
los  cuales  puede  considerarse  como  enemigos  en  el  sen- 
tido general  de  que  todos  están  sujetos  á  las  leyes  de  la 
guerra,  que  producen  ciertas  consecuencias  jurídicas  en  el 
dominio  del  derecho  privado,  pero  que  no  pueden  sor  con- 
siderados como  combatientes  sujetos  á  las  leyes  especiales 
que  regulan  los  derechos  y  los  deberes  de  aquellos  que  lu- 
chan con  las  armas  en  la  mano  para  resolver  la  cuestión 
surgida  entre  ambos  Estados. 

La  distinción  entre  los  individuos  pertenecientes  á  una  ü 
otra  clase,  es  del  mayor  interés  práctico  para  determinar 
los  derechos  y  los  deberes  recíprocos  entre  unos  y  otros.  A 
los  que  forman  parte  de  la  fuerza  pública,  compete  el  dere- 
cho de  atacar,  matar  ó  mutilar  á  los  enemigos  armados,  y 
realizar  contra  ellos  todos  los  actos  que  son  inevitables  en 
la  lucha  armada,  mientras  que  aquellos  que  llevan  á  cabo 
tales  actos  sin  pertenecer  al  número  de  los  soldados,  cp- 
meterán  un  crimen.  Cuando  los  primeros  caigan  en  poder 
del  enemigo,  tienen  derecho  á  que  se  les  trate  como  prisio- 
neros de  guerra;  mientras  que  los  segundos,  no  teniendo 
derecho  á  tales  privilegios,  podrán  ser  tratados  como  bár- 
baros, como  ladrones,  ó  como  vagabundos  armados,  y  juz- 
gados por  los -consejos  de  guerra.  Por  consiguiente,  para 
que  los  combatientes  deban  respetar  álos  ciudadanos  pací- 
ficos, han  de  poder  conocerlos  para  saber,  prima  facie,  con- 
tra quién  pueden  emplear  la  violenclay  de  parte  de  quién 
pueden  temerla,  y  todo  depende  de  consignar  cuáles  han  de 
ser  los  elementos  de  la  fuerza  pública  de  que  ha  de  hacer 
uso  el  Estado  para  combatir  al  engmigo. 

El  primer  elemento  natural  de  la  fuerza  pública,  es  el 
ejército  regular.  Podrá  discutirse  si  es  ó  no  útil  mantener 
ejércitos  permanentes  durante  la  paz,  y  demostrar  con  ar- 
gumentos fundados  que  los  intereses  sociales  exijen  que  en 


—  94  - 

iei)  ordenados  se  provea  mejor  &  organizar 
defensa,  basándolo  sobre  la  más  amplia  é 
:Íon  de  todas  las  fuerzsis  vivas  para  la  defen- 
,  sin  aumentar  los  gastos  para  mantener, 

los  ejércitos  permanentes  ;  pero  es  siempre 
Iteres  del  Estado  mismo,  una  sabia  y  sólida 
3  los  fuerzas  militares.  Esto,  no  sólo  es  útil 

mejor  el  fin,  sino  que  debe  también  consl- 
in  verdadero  deber  humanitario  para  todos 
ín  de  no  aumentar,  sin  razón,  los  males  de 
leando  contra  el  enemigo  ejércitos  que  no  tfn- 
izacion  regular.  En  efecto,  si  se  quiere  obte- 
ite  resultado  de  humanizarla  guerra,  sólo 
le  empleando  tropas  disciplinadas  que,  edu- 
diencia  y  en  la  subordinación  jerárquica,  y 
nto  del  honor  militar  y  del  deber,  puedan  ha- 
;ion  de  respetar  en  la  lucha  las  leyes  de  la 


ispeto  siempre  debido  i  loscaerpoa  devolniitarios 

0  patriótico  qne  preside  á  sa  organización,  es,  9in 
□  qae  éstos  han  contribuido  poco  á  los  resultados  de 
ftop  regla  general,  ai  no  lian  sido  perjudiciales,  apenas 

1  utilidad  para  la  defensa.  La  gran  dificultad  está 
linar  estas  masas  compuestas  de  personas  de  todas 
ílousset  de  los  voluntarios  franceses  en  las  gnerras 
m:  «eran,  más  bien  que  los  defensores  de  la  Repübli-, 
[as  poblaciones  de  los  departamentos  donde  acam- 
aos voluntarios  franceses  de  1791  á  1794),  También 

lilitar,  hablando  de  los  roluntarios  españoles,  llega  á 
isiones  (Napier,  Historia  de  la  guerra  en  la  penín- 
Los  voluntarios  mandados  por  Qaribaldi  prestaron 
□n  nuestra  lucha  nacional;  pero  aquéllos  iban  man- 
ran  general,  llevaban  las  armas  á  la  vista,  iban  uni- 
i  encarnada)  y  observaban  las  leyes  de  la  guerra. 
!  condiijiones  exigidas  por  b  declaración  de  Brnxe- 


ones  <)ae  sobre  este  ponto  bac«  el  aotor  ea  toman  ep  absoluto, 
lesacuerdo  con  ét,  con  Napíer,  7  con  cuantos  asi  piensen.  Sin 
ItuTB  á  que  boy  ha  llegado  la  perfección  del  sistema  de  ann>- 
sdplina  7  la  táctica  que  el  valor  7  el  entusiMma,  no  podrA  ne- 
loa  los  altos  hechas  de  lae  epopeyas  nacIi}aalei,Mhan  debido  en 
B  que  á  loa  ejércitos  diacipliuados,  al  paUiotisnio  da  tos  que  se 
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1284.  Emplear  en  esta  cuerpos  de  voluntarios,  suele  ser 
un  recurso  de  una  eficacia  muy  equivoca  en  la  práctica,  so- 
bre todo  hoy  que  no  es  la  fuerza  numérica  sino  el  talento 
estratégico  lo  que  decide  del  éxito  de  una  batalla. 

Evaluando,  en  efecto,  la  perfección  de  los  planes  estraté- 
gicos y  de  las  armas  de  gran  alcance  y  precisión  y  la  posi- 
bilidad de  los  movimientos  rápidos  mediante  los  ferro-car- 
riles, que  facilitan  las  concentraciones  y  evoluciones  de  nu- 
merosos cuerpos  de  ejército,  se  comprende  que  la  preten- 
sión de  vencer  al  enemigo,  oponiendo  á  sus  fuerzas  milita- 
res, regularmente  organizadas,  como  á  cuerpos  de  volun- 
tarios, es  inadmisible  y  un  recurso  que  debería  ser  conde- 
nado, porque  aumenta,  sin  razón,  los  males  de  la  guerra  y 
conduce  á  perpetuar  ciertas  escenas  horrorosas  por  la  gran 
dificultad  de  conseguir  que  una  .gran  masa  de  hombres  no 
habituados  á  la  disciplina  militar  puedan  observar  leal- 
meate  las  leyes  de  la  guerra  y  todos  los  usos  de  los  princi- 
pios de  humanidad  unidos  á  los  que  el  honor  militar  impo- 
nen en  las  luchas  entre  pueblos  civilizados. 

No  pretendemos  con  esto  sostener  que  no  deba  el  Estado 
utilizar  el  concurso  espontáneo  de  todas  las  fuerzas  vivas 
del  país;  pero  repetimos  que  está  en  su  interés*  conseguir  esto 
proveyendo  con  un  cuidado  constante  y  previsor  á  la  or- 
ganización militar  de  esas  mismas  fuerzas,  ampliando  la 
base  del  servicio,  de  tal  modo,  que  pueda,  en  un  caso 
dado,  llamar  á  todos  aquellos  que  sean  capaces  de  ma  - 
nejar  las  armas  á  tomar  parte  en  la  defensa  de  la  patria. 


han  alzado  voluntariamente  en  armas  para  salvar  sa  independencia.  Testigos  la 
Greda  y  la  Roma  antiguas,  y  la  Espal&a  y  la  Italia  modernas.  Sin  el  indomable  va- 
ler de  los  ^errilleros  del  Empacinado,  de  Mina,  de  López,  etc.,  no  hubiera  conse- 
gmdo  EspaBa  sacudir  el  yugo  francés  á  principios  de  este  siglo;  sin  el  entusiasmo 
y  él  fiero  arrojo  de  los  voluntarios  de  Garibaldi,  aún  continuaría  Italia  desmembrada, 
suspirando  por  su  querida  unidad  nacional.  Por  el  contrarío,  si  el  pueblo  francés  se 
hubiera  mostrado  á  la  altura  de  su  desgracia  en  la  última  guenra,  de  seguro  que 
hubiera  sido  muy  distinto  ó  se  hubiera  modificado  bastante  el  éxito  de  la  lucha.  ¿De 
qué  le  lirvieron  los  disciplinados  y  glandes  ejércitos  de  Metz  y  de  Sedan?  Para  la- 
brar su  vergüenza  y  precipitar  la  catástrofe.  Si  la  guardia  nacional  y  los  volunta- 
rios no  consiguieron  grandes  resultados,  tal  vez  se  debió  á  que,  teniendo  una  excesi- 
Ta  coafianza  en  los  ejércitos,  acordaron  tarde  y  los  secundó  tibia  y  débilmente *el 
pueblo  de  las  provincias. 

Bn  nuestra  opinión,  en  los  momentos  difíciles,  es  y  ha  sido  siempre  fatal  confiarlo 

todo,  ni  siquiera  la  parte  principal,  á  los  ejércitos  permanentes. 

(N.  delT.) 
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Debe,  en  una  palabra,  formar  soldados  durante  la  paz,  sin 
aumentar  mucho  el  número  de  los  que  estén  en  servicio 
activo  de  un  modo  permanente ;  pero  no  pretender  impro- 
visar un  .ejército  cuando  llegue  el  momento  de  combatir 
al  enemigo. 

1285.  Establecemos,  pues,  la  prescripción  siguiente: 

á)  Por  regla  general,  no  deben  los  gobiernos  oponer  al 
enemigo  sino  tropas  organizadas  militarmente  ni  alentar 
la  guerra  irregular  hecha  por  los  particulares,  proveyendo, 
en  tiempo  debido,  á  la  organización  militar  de  todas  las 
fuerzas  vivas  del  país. 

Si  esta  regla  se  aceptase,  simplificaría  mucho  las  cues- 
tiones, pero  no  las  evitaría  todas,  no  pudiéndose  limitar  el 
derecho  que  á  cada  comunidad  corresponde  para  proveer 
con  plena  libertad  á  la  defensa  de  su  territorio,  agregando 
al  ejército  otros  cuerpos  auxiliares  reclutados  en  sus  do- 
minios ó  en  el  extranjero,  autorizando  la  formación  de  cuer- 
pos francos  ó  decretando  el  levantamiento  en  masa  (1). 

1286.  En  principio  no  puede  negarse  á  un  gobierno  la  fa- 
cultad de  emplear  en  la  guerra  tropas  de  sus  posesiones 
coloniales,  con  tal  que  estén  sujetas  al  general,  mandadas 
por  oficiales  del  ejército  regular  y  obligadas  á  observar 
las  demás  reglas  de  la  disciplina  lo  mismo  que  el  resto 
del  ejército;  pero  si  un  gobierno  apelase  á  emplear  los  sal- 
vajes de  sus  posesiones  ultramarinas,  deberla  prohibirse 
esto  entre  pueblos  civilizados,  y  sobre  todo  si  se  permitiese 
á  dichos  salvajes  hacer  la  guerra  á  su  modo,  ó  no  se  pu- 
diese hallar  un  medio  eficaz  para  impedirlo. 

Heffter  califica,  con  razón,  de  práctica jlegal  y  contraria 
al  espíritu  humanitario  la  de  emplear  tropas  salvajes  que 


(7^  El  peor  recurso  ep  el  del  levantamiento  en  masa,  tanto  por  la 
dificultad  de  proveer  con  regularidad  á  tanta  gente,  cuanto  por  la  im- 
posibilidad de  mantener  la  disciplina.  Los  levantamientos  en  masa  han 
sido  si^pre  focos  de  indisciplina,  de  enfermedades  contagiosas  y  de 
inconvenientes  de  toda  especie,  sin  dar  grandes  resultados  para  la3  ba- 
tallas. Ningún  gobierno  civiUzado  debe  recurrir  á  este  expediente  de- 
sastroso é  ineficaz  para  la  defensa  y  que  agrava  siempre  los  males  de 

la  guerra. 

Mucho  menos  puede  admitirse  que  la  necesidad  de  la  seguridad 
pública  justifique  las  excitaciones  por  parte  del  gobierno,  para  hacer 
irregularmente  la  guerra. 
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desconozcan  las  leyes  del  honor  militar  y  de  humanidad 
que  impone  la  guerra  (1).  Esta  opinión  está  conforme  con 
la  doctrina  de  los  publicistas  modernos,  y  es  sostenida  por 
Rolin-Jaequemyns  (2)  y  por  Calvo.  En  1777,  cuando  el  Go- 
bierno inglés  estimó  que  podía  emplear  &  los  indios  salva- 
jes en  la  guerra  contra  las  colonias,  pronunciaba  lord  Cha- 
than,  al  tratar  de  este  punto  en  la  Cámara  de  los  Lores,  es- 
tas Dobilísimas  palabras:  «r  ¿Quién  es  el  hombre  que  para 
completar  las  desgracias  de  nuestro  ejército  ha  osado  aso- 
ciaránuestras  armas  la  maza  y  elcuchiUo  del  salvaje?  Aliar 
gentes  civilizadas  y  feroces  salvajes  de  los  bosques;  confiar 
al  indio  despiadado  la  defensa  de  nuestros  cuestionados  de- 
rechos; aumentar  los  horrores  de  esta  bárbara  guerra  con- 
tra nuestros  hermanos,  esta  monstruosidad ,  sefSores,  pide  ^ 
un  castigo^  y  si  no  lo  aplicáis,  dejará  una  mancha  indeleble, 
en  nuestro  cai'ácter  nacional»  (3). 

1287.  También  podrá  el  gobierno,  sin  que  nadie  tenga 
derecho  á  privárselo,  tomar  á  sueldo  tropas  extranjeras, 
como  podría  conceder  á  los  ciudadanos  de  otros  países  sen- 
tar plaza  en  el  ejército  activo.  Cuando  estos  extranjeros 
sean  incorporados  por  cuerpos  6  aisladamente  en  el  ejérci- 
to regular,  deberá  considerárseles  como  un  verdadero  ele- 
mento de  la  fuerza  pública  al  servicio  del  Estado,  y  asimi- 
lárseles á  los  soldados  nacionales  en  el  goce  de  los  dere- 
chos y  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  que  de  la  guerra 
se  derivan,  , 

1288.  Respecto  de  los  cuerpos  de  voluntarios,  franco-ti- 
radores y  otros  análogos ,  no  hay  duda  que,  cuando  se  for- 
man por  iniciativa  del  gobierno  6  con  autorización  tácita  ó 
expresa  del  mismo,  deben  ser  considerados  como  un  ele- 
mento de  la  fuerza  pública,  y  aparte  la  utilidad  y  eficacia  de 

_  « 

(i)  Una  de  las  recriminaciones  contra  el  Gobierno  francés  á  prepó* 
sitd  de  su  conducta  en  las  últimas  gaerras,  es  la  de  haber  empleado  en 
«lias  á  los  turcos,  como  sacedlo  en  1859  y  en  1870;  pero  Calvo  defiende 
^  Francia  demostrando  que  la  acusación  es  infundada  (Calvo,  Derecho 

internacional,  §  1803.) 

(2)  Conf.:  Heffter,  Der.  int,  §  125.— Rolin-Jaequemyns,  Revís- 

^«:  Ü,  pág.  659.— Wheaton-Dona,  ElemerU  of  iniernaional  Lato. 
--Btantschlí,  §  569. 

(3)  Reproducido  por  Villemain,  Liler,  franc.  deh siglo  wui,  t.  V, 
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este  recurso,  no  puede  negarse  al  beligerante  la  facultad  de 
apelar  &  él  para  prolongar  la  guerra. 

La  dificultad  surgirá  en)a  hipótesis  de  que  estos  cuerpos 
se  formen  por  la  iniciativa  particular  y  sin  autorización  del 
Gobierno. 

Bluntschli  establece  la  siguiente  regla:  «Los  cuerpos 
francos  que  toman  parte  en  las  operaciones  militares  pro- 
piamente dichas ,  deben  ser  considerados  como  enemigos 
cuando  obren  bajo  las  órdenes  del  gobierno  ó  con  su  con- 
sentimiento, ó  al  menos  cuando,  procediendo  d(3  buena  fé  y 
en  la  convicción  de  la  justicia  política  de  su  causa,  empren- 
den una  expedición  militar  y  se  conducen  como  tropas  mi* 
litarmente  organizadas  (1). 

Heffter  enseüa  también  que  los  cuerpos  francos  d  los 
franco-tiradores  que  hagan  la  guerra  de  partidas  ó  guerri- 
llas contra  los  enemigos ,  no  deben  someterse  á  las  leyes 
comunes  de  la  guerra  ni  ser  asimilados  á  las  tropas  regu- 
lares  sino  en  los  casos  siguientes  (2): 

l."  Cuando  tomen  parte  en  las  hostilidades  en  virtud  do 
órdenes  formales  del  jefe  de  su  partido,  órdenes  que  deben 
ser  justificadas  bajo  cierto  aspecto. 

2.**  Cuando  se  haya  ordenado  por  el  Gobierno  un  levan- 
tamiento en  masa  ó  una  guerra  ¿l  todo  trance. 

En  la  última  guerra  entre  Francia  y  Prusia  en  1870,  no 
consideró  suficiente  el  gobierno  prusiano  la  autorización 
general  por  parte  del  Gobierno  francés,  sino  que  exigió  ade- 
más que  cada  individuo  probase  haber  sido  personalmente 
autorizado  para  hacer  la  guQrrá  como  soldado.  En  las  po- 
blaciones pertenecientes  á  Francia  y  ocupadas  por  las  tro- 
pas alemanas,  se  promulgó,  en  efecto,  la  siguiente  orden: 
«Todo  prisionero  deberá  justificar  su  cualidad  de  soldado 
por  medio  de  una  orden  emanada  de  la  autoridad  legitima 
y  dirigida  á  su  misma  persona,  y  por  la  cual  se  le  llamaba 
á  tonar  las  armas,  y  estar  además  inscrito  en  las  listas  de 
un  regimiento  organizado  por  el  Gobierno»  (3). 

Con  arreglo  á  esta  disposición,  no  se  consideraba,  pues. 


(1)  Blantschli,  g  570. 

(2)  i)er.  ¿fi/.,  §  124. 

(3)  Rev.  de  der.  ini.,  1870,  pág.  663. 
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suficiente  la  autorización  general  por  parte  del  Gobierno, 
sino  que,  para  tener  derecho  áser  tratado  como  prisionero, 
era  necesario  que  la  persona  cogida  con  las  armas  en  la 
mano  probase  que  era  soldado,  llevando  consigo  los  docu- 
mentos legales  para  demostrar  que  se  hallaba  inscrito  en 
un  cuerpo  de  tropas  regulares. 

Lo  que>  á  nuestro  juicio,  deberá  distinguir  á  los  soldados 
de  los  que  no  lo  son,  es  que  •  los  primeros  hayan  tomado 
parte  activaen  la  guerra,  llevando  acabo  actos  de  hostilidad 
en  nombre  6  en  interés  del  Estado,  lo  cual  puede  verificarse 
tanto  en  la  hipótesis  de  que  el  Gobierno  mismo  haya  llama- 
do por  una  orden  general  ó  particular  á  los  ciudadanos  á 
tomar  parte  activa  en  la  guerra,  en  cuya  hipótesis  la  auto- 
rización general  ó  particular  por  parte  del  Gobierno  atri- 
buiría el  derecho  de  realizar  actos  hostiles  en  calidad  de 
soldados  ya  sea  que  un  número  de  personas  estén  anima- 
das ó  sean  excitadas  á  defender  la  patria  por  una  que  se 
pongan  á  la  cabeza,  y  cometan  actos  de  hostilidad  en  inte- 
rés del  Estado  sin  haber  obtenido  la  autorización  consi- 
í^uiente  con  una  invitación  por  parte  del  Gobierno. 

Admitimos,  pues,  que  la  comisión  por  parte  del  Gobier- 
no no  debe  considerarse  como  un  extremo  necesario  para 
incluir  á  los  voluntarios  militarmente  organizados  entre 
las  tropas  regulares,  puesto  que  su  organización  podrá  ser 
el  resultado  de  la  iniciativa  particular  inspirada  por  el  sen- 
timiento natural  de  defender  por  todos  los  medios  la  patria 
en  peligro.  Ahora  bien,  si  creyendo  de  buena  fé  un  número 
considerable  de  ciudadanos  poder  contribuir  á  la  defensa 
nacional,  se  armasen  y  combatiesen  observando  las  leyes 
de  la  guerra,  el  tratar  á  estas  personas  como  salteadores 
ó  bandidos,  seria  indudablemente  contrario  al  buen  sentido 
y  alas  leyes  de  la  humanidad. 

Diremos  en  cambió  que  sería  también  contrario  al  buen 
sentido  sostener  que  una  banda  de  gente  armada  y  orga- 
nizada de  cualquier  modo,  pudiera  invocar  la  protección  de 
las  leyes  de  la  guerra,  por  el  mero  hecho  de  aducir  que 
habian  tomado  las  armas  para  defender  la  patria,  si  en 
realidad  hiciesen  la  guerra  deslealmente  y  no  tuviesen  ni 
¿un  la  apariencia  de  fuerza  armada.  Deben,  pues,  conside- 
rarse indispensables  ciertas  condiciones. 
1289.    Es,  en  nuestro  sentir,  la  primera,  la  organización 
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militar,  y  la  segunda  cierta  fuerza  numérica  que  pueda 
emprender  serias  operaciones  militares.  Bien  comprende- 
mos que  esta  segunda  condición  se  presta  á  mala  inteli- 
gencia por  la  dificultad  de  determinar  la  cifra  qae  había  de 
alcanzar  una  partida  de  voluntarios  para  que  se  la  pudiese 
considerar  como  fuerza  pública;  pero  en  ciertoscasos  puede 
el  mismo  sentido  coraun  resolver  la  duda,  puesto  que  si  la 
fuerza  fuese  tan  poco  numerosa  que  su  misma  debilidad  le 
impidiese  operar  sino  furtivamente,  en  este  caso  podita 
presumirse  con  razón  que  aquel  grupo  se  iiabía  organiza- 
do para  iiacer  la  guerra  deslealmente,  penetrar  furtiva- 
mente en  el  campo  enemigo,  destruyendo  y  matando  para 
hacer  botin.  Cuando  el  cuerpo  de  voluntarlos  tiene  su  or- 
ganización militar  y  es  numéricamente  suficiente  para  ser 
considerado  como  fuerza  pública,  no  creemos  que  el  uni- 
forme, las  insignias  militares  ó  una  seilal  fija  y  recognosci- 
ble á  tiro  de  fusil  deban  considerarse  como  condiciones 
indispensables  para  que  aquellas  personas  se  las  pueda 
calificar  como  combatientes. 

El  uniforme  y  las  insignias  militares  son,por  si  mismos, 
eficaces  para  dar  á.  un  cuerpo  de  voluntarios  el  aspecto  de 
soldados,  pero  no  creemos  que  deban  considerarse  decisi- 
vas y  esenciales  hasta  el-punto  de  admitir  que  et  beligeran- 
te pueda  negarse  á  tratar  como  soldados  á  todos  aquellos 
que  no  lleven  dichas  insignias  ó  un  signo  distintivo  fijo,  re- 
cognoscible &  la  distancia  antes  indicada.  En  efecto,  en  ol 
caso  de  unllamamientodirigidoátodoslos  ciudadanos  para 
que  tomen  las  armas  en  defensa  dé  la  patria,  podría  faltar 
tiempo  y  medios  de  uniformar  &  todos  los  que  acudiesen;  y, 
en  este  caso,  si  dichos  ciudadanos  observasen  una  conducta 
militar  y  llevasen  las  armas  á  la  vista,  no  podría  aducirse 
razón  alguna  para  suponer  que  aquéllos  querían  ocultarse 
bajo  un  disfraz  para  hacer  deslealmente  la  guerra,  sino  que 
resultarla  evidentemente  que  no  podría  negárseles  la  cua- 
lidad de  fuerza  pública  del  país. 

Proponemos,  pues,  la  regla  siguiente: 
a]  Tanto  en  el  caso  de  un  llamamiento  dirigido  por  el 
gobierno  á,  los  voluntarios  para  defender  el  país,  ó  el  le- 
vantamiento en  masa,  cuanto  en  el  de  que  los  ciudadanos 
hubiesen  lomado  las  armas  por  propia  iniciativa  para 
reunirse  en  grupos  ó  cuerpos,  tendrán  derecho  á  ser  trata- 
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dos  como  soldados  siempre  que  cumplan  con  las  siguien- 
tes condiciones: 

!.•    La  de  tener  á  su  cabeza  un  jefe  responsable. 

2.'  La  de  llevar  las  armas  á  la  vista  y  hac^r  lealmente 
la  guerra. 

3.*  La  de  tener  un  signo  distintivo  fijo  y  recognoscible 
á  cierta  distancia,  oque  resulte,  en  su  defecto,  que  la  falta 
de  aquél  no  ha  sido  un  medio  de  que  se  han  servido  para 
hacer  una  guerra  desleal,  y  se  pruebe  su  carácter  de  com- 
batientes por  su  conducta  ^lilitar. 

1290.  Las  mismas  distinciones  deben  hacerse  respecto 
de  la  guerra  marítima.  Además  de  la  fuerza  armada  regu- 
lar que  constituye  la  flota  ó  escuadra,  prevaleció,  en  otros 
tiempos,  la  costumbre  de  agregar  á  la  escuadra  armadores 
ó  corsarios  autorizados  para  recorrer  los  mares,  cometer 
actos  de  hostilidad  contra  el  Estado  beligerante,  y  robar  los 
buques  y  la  propiedad  particular  enemiga. 

Estos  corsarios  recibían  la  comisión  del  propio  gobierno 
mediante  ciertas  cartas,  llamadas  cartas  do  marca,  y  esta- 
ban también  autorizados  para  hacer  la  guerra,  que  se  lla- 
maba de  corso;  dependían  del  almirantazgo,  y  eran  conside- 
rados como  parte  de  la  marina  militar. 

Aunque  estén  de  acuerdo  todos^  los  publicistas  para  de- 
clarar la  guerra  en  corso  contraria  á  los  principios  del  de- 
recho común,  que  imponen  el  respeto  á  la  propiedad  pri- 
vada en  la  guerra  marítima ,  esto  no  obstante,  como  los 
justos  principios  que  deben  regular  los  derechos  de  los  be- 
ligerantes sobre  los  usos  del  enemigo,  y  que  más  adelante 
expondremos,  no  han  sido,  hasta  hoy,  reconocidos  por  to- 
dos los  Estados,  conviene  establecer  los  principios  que  de- 
ben regir  esta  materia,  y  que  formulamos  en  las  siguientes 
reglas: 

a)  No  es  lícito  ningún  acto  hostil  por  parte  de  los  buques 
particulares  en  la  guerra  marítima,  salvo  el  caso  de  legíti- 
ma defensa. 

6)  El  buque  mercante  que,  estando  en  vigor  la  actual 
costumbre  que  lo  declara  apresable  en  tiempo  de  guerra, 
sea  atacado  por  un  buque  enemigo,  tendrá  derecho  á  de- 
fenderse y  á  cometer  cualquier  acto  de  hostilidad; 

e)  Debe  también  admitirse  el  derecho  de  hacer  esto 
cuando  se  trate  de  un  acto  de  agresión  por  parte  del  buque 


a  otro  buque  nacional  6  aliado,  en  cuya  de- 
!  dicha  nave,  si  estaba  presente  en  aquel  mo- 
le los  dos  casos  mencionados,  no  podrán  los 
intes  cometer  ningún  acto  de  hostilidad 
es  enemigas,  y  cualquier  acto  para  apresar 
srcancla  que  se  halle  á  bordo  de  la  misma, 
rse  de  piratería,  y  serán  aplicables  á  dicha 
s  de  Derecho  internacional  relativas  4  esta 

ados  civilizados  no  deben  emplear  en  la  guer- 
ada  más  que  la  armada  regular,  esto  es,  la 
»s  buques  de  la  marina  militar  del  Estado  y 
itcs  agregados  á  ella  y  sometidos  á  la  dlsci- 
íma; 

de  un  gobierno  que  concediese  &  las  naves 
jtorizacion  para  armarse  en  corso  y  cóme- 
les contra  el  enemigo  por  encargo  óel  mismo 
sólo  debe  considerarse  contrario  al  derecho 
jstipulado  en  el  trato  de  París  de  1856,  sino 
principios  del  derecho  público  de  todos  los  ' 
ados,  con  arreglo  á  los  cuales  deberla  abo- 
ipre  el  corso; 
un  gobierno  autorice  el  corso  como  repre- 
s  Estados  que  no  se  hayan  adherido  al  Con- 
de 16  de  Abril  de.  18566  que  se  hayan  retira- 
califlcarse  de  piráticos  los  actos  de  hostili- 
por  los  buques, corsarios  provistos  de  !a  au- 
.1  para  ejercer  el  corso;  pero  dichos  buques 
■  autorizados  para  hacer  la  guerra  por  su 
slnoque  habrán  dedepender  del  almirante  de 
ebiendo  estar  obligados  &  prijstar  las  corres- 
[■antfas  de  qué  observarán  en  la  guerra  la:^ 
iS  por  el  Derecho  internacional  de  los  pueblos 

aclarar  esta  última  regla  debemos  observar 
incipíos  del  derecho  natural  y  de  la  justicia 
le  demostrarse  la  necesidad  de  proclamar 
iempre  el  corso,  siendo  asi  que  puede  pro- 
e  sumo  interés  para  los  beligerantes  mismos 
orno  regla  absoluta  que  las  hostilidades  no 
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deben  llevarse  á  cabo  legalmente  en  el  mar  sino  por  los 
buques  pertenecientes  á  la  marina  de  guerra  del  Estado. 
Según  en  su  lugar  diremos,  la  guerra  hecha  por  corsarios 
tuvo  su  razón  de  ser  en  etro  tiempo,  cuando  el  fin  délas 
luchas  marítimas  era  principalmente  el  de  destruir  ó  para- 
lizar el  comercio  del  enemigo.  En  aquel  orden  de  ideas  era 
Datura!  que,  para  perjudicar  todo  lo  más  que  fuese  posible 
al  comercio  mismo,  pareciese  oportuno  el  empleo  de  los 
corsarios,  los  cuales,  aunque  reconociesen  la  autoridad  del 
almirante  de  la  escuadra,  hacían  también  la  guerra  por 
su  cuenta  y  riesgo  y  sin-  obedecer  al  freno  de  la  disciplina 
militar.  Hoy  ha  cambiado  esencialmente  icl  concepto  de  la 
guerra,  y  el  armar  corsarios  debe  considerarse  como  la 
más  patente  violación  de  la  justicia  y  dejas  ideas  que  pre- 
valecen en  el  mundo  civilizado. 

De  aquí  que  deba  considerarse  hoy  como  regla  absoluta 
»  del  derecho  internacional  la  abolición  del  corso,  habiendo 
sido  verdaderamente  útil  la  solemne  proclamación  de  este, 
principio  en  la  declaración  suscrita  en  París  en  1856,  tanto 
porque  mediante  aquella  declaración  todos  los  gobiernos 
que  la  suscribieron  ó  se  adhirieron  Á  ella  contrajeron  la 
obligación  de  no  armar  buques  corsarios,  cuanto  porque 
indicaron  á  todos  los  demás  Estados  que  no  quieran  ha- 
llarse ea  oposición  con  las  ideas  que  actualmente  prevale- 
cen en  el  mundo  civilizado,  cuál  es  el  camino  que  deben 
seguir  si  desean  respetar  los  principios  de  la  justicia  ab- 
soluta. 

Mas  si  á  pesar  de  esto  autorizase  un  Estado  el  corso, 
daría  derecho  á  su  enemigo  para  hacer  otro  tanto,  y  no  se- 
ria lícito  á  ninguno  de  ellos  calificar  de  piratería  los  actos 
cometidos  por  los  corsarios  autorizados,  debiendo  conside- 
rarse en  este  caso  como  legal  cualquier  modo  de  proceder 
por  parte  de  los  buques  que  hubiesen  obtenido  una  autori- 
zación regular  para  ejercer  el  corso  (1). 

(i)    Dorante  la  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos,  dio  el  presidente 
Lincoln  un  decreto  en  19  de  Abril  de  1861,  declarando  que  se  conside- 
raban como  piratas  todos  los  corsarios  de  los  Estados  del  S^r,  y  serían 
'r  easUgados  como  tales.  En  la  Cámara  inglesa  de  los  Lores  se  levanta- 

ron protestas  contra  tan  arbitraria  interpretación  de  la  piratería,  y  se 
dijo  que  no  se  podía  calificar  de  tal  los  actos  que  revistiesen  caracteres 
distintos  de  los  reconocidos  por  el  derecho  internacional. 
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Creemos,  finalmente,  oportuno  observar  que,  aceptando 
los  principios  antes  expuestos,  no  se  cierra  al  Estado  la 
puerta  para  hacer  un  llamamiento  al  armamento  volunta- 
rio, é  invitar  á  los  armadores  de  buques  mercantes  á  poner 
sus  naves  á  disposición  del  gobierno  para  que  éste  las  ar- 
me por  su  cuenta  y  las  desttne  &  las  operaciones  de  la 
guerra. 

1292.  El  gobierno  puede,  en  efecto,  aumentar  sus  fuer- 
zas militares  y  el  material  de  guerra  cuando  lo  estime  con- 
veniente, y  así  como  podría  adquirir  otros  barcos  y  agre- 
garlos á  la  escuadra,  así  también  puede  hacer  un  llama- 
miento al  concurso  voluntario,  invitando  á  los  propietarios 
de  buques  mercantes  á  ponerlos  &  su  disposición  para  po- 
der destinarlos  á  los  usos  de  la  guerra;  y  siempre  que  es- 
tos buques  vayan  agregados  á  la  marina  militar  y  manda- 
dos por  oficiales  del  Estado,  deberán  considerarse  como 
parte  de  la  misma  marina  militar,  y  no  podrán  equiparar- 
se á  los  buques  corsarios  por  su  carácter  originario.  Lo  que 
distinguirá  siempre  á  unos  barcos  de  otros,  será  que,  reco- 
nociendo los  unos  la  autoridad  del  almirantazgo,  estarán 
autorizados  para  hacer  la  guerra  por  su  cuenta  y  riesgo, 
mientras  que  los  otros  se  hallarán  bajo  el  mando  inmedia- 
to del  almirantazgo  y  del  oficial  del  Estado  á  quien  se  con- 
fie el  mando  á  bordo,  y  harán  la  guerra  observando  todas 
las  leyes  y  preceptos  de  la  disciplina  militar. 

Proponemos,  pues,  la  siguiente  regla: 

a)  Todo  gobierno  puede,  en  tiempo  de  guerra,  hacer 
un  llamamiento  á  los  armadores  y  propietarios  de  buques 
mercantes,  é  invitarles  á  que  pongan  á  su  disposición  las 
naves  para  destinarlas  á  las  operaciones  de  la  guerra,  cuyo 
acto  no  podrá  considerarse  como  una  violación  de  la  regla 
que  hubiese  abolido  el  corso,  siempre  que  dichos  buques 
sean  empleados  en  la  guerra  bajo  el  mando  de  un  oficial 
del  Estado  y  de  la  suprema  autoridad  del  almirante  de  la 
escuadra,  y  se  sujQten  á  las  mismas  leyes  y  reglamen- 
tos que  los  buques  de  la  marina  militar. 


A  nuestro  jaicio  debe  admitirse  como  regla  de  derecho  internacio- 
nal que  el  beligerante  no  tiene  facultades  para  declarar  que  aquellos 
f  ne,  segnn  los  principios  del  derecho  de  gentes,  reanan  las  condicio- 
nes para  ser  tratados  como  elemento  de  la  fuerza  pública,  deben  serlo 
como  públicos  enemigos. 
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§  i.""—- Armas  para  el  ataque  y  la  defensa, 

1293.  Qa¿  azmas  poadtt  cnplHuno  UeikmtAta  «a  U  giiem.— 1294.  Prmoipiot 
«flMtCraáM  tt  «I  tniíJft  á»  San  Fetonbiirgü.— 1196.  DMlandui  da  BrozeUi. 
— ^1296.  ü»  de  1m  rnisM  y  de  lu  náquiM  padooiu  de  detiraoeioB. — 1297.  • 
IiNtarpedei. 

1293.  No  todos  los  medios  empleados  para  atacar  y 
vencer  al  enemigo  son  lícitos  durante  la  guerra  ni  en  todas 
las  circunstancias ,  pues,  como  dice  muy  acertadamente 
Calvo,  «la  guerra  leal  no  tiene  por  objeto  exterminar  á  los 
soldados  enemigos,  sino  ponerlos  fuera  de  combate  6  ha- 
cerlos prisioneros  hasta  la  estipulaéion  de  la  paz»  (1).  Es, 
pues,  evidente  que,  segun.los  principios  del  derecho  natu-  , 
ral,  los  hombres  que  toman  las  armas  los  unos  contra  los 
otros  y  que  no  quieren  porder  su  naturaleza  de  seres  mo- 
rales, no  pueden  emplear  para  abatir  al  enemigo  aquellos 
medios  que  la  humanidad  y  el  buen  sentido  de  los  pueblos 
civilizados  reprueban  en  absoluto,  y  que  no  puftden  impo- 
nerles crueles  tratamientos  ó  aumentar  sin  necesidad  eus 
sufrimientos,  ó  llevarlos  más  allá  de  los  límites  que  esta 
necesidad  impone. 

Son  tan  evidentes  estos  ptincipios,  que  se  hallan  fuera 
de  toda  discusión  en  el  campo  de  la  teoría;  pero  en  la  prác- 
tica será  siempre  dificil  evitar  las  discusiones  por  la  dlfl- 
caltad  de  decidir  si  bajo  el  imperio  de  determinadas  cir- 
cunstancias pueden  considerarse  legítimos  ciertos  medios 
de  destrucción  para  obligar  al  enemigo  á  que  ceda. 

Respecto  de  algunos  puntos,  puede  decirse  que  existe  ya 
el  acuerdo,  ora  por  la  constante  observancia  de  ciertos 
usos  en  las  guerras  entre  los  pueblos  civilizados,  ora  por 
convenciones  expresamente  estipuladas. 

El  usó  de  las  armas  envenenadas  fué  ya  proscrito  por 
la  Iglesia,  y  desde  el  siglo  xvi  en  adelante,  no  se  encuen- 
tran ejemplos  de  tan  bárbara  costumbre.  Lo  mismo  puede 
decii-se  del  envenenamiento  de  las  fuentes  ó  de  las  aguas 
de  que  haya  de  servirse  el  enemigo.  Hoy  se  considera  como 
absolutamente  ilegal  y  contrario  á  los  principios  de  huma- 


(1)   Calvo,  Der.  ini.,  g  1870. 
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nidad  el  emplear,  bajo  cualquier  forma,  el  veneno  durante 
la  guerra. 

Respecto  de  las  armas  de  cualquier  clase,  establecemos 
como  regla  que  debe  considerarse  contrario  á  las  leyes  de 
la  humanidad  y  de  la  civilización  el  adoptar  en  la  guerra 
toda  clase  de  armas  que  produzcan  sufrimientos  inútiles  ó 
heridas  necesariamente  difíciles  de  curar,  como  son  las 
balas  de  figura  irregular  (boulets  rameSy  boulets  creneles, 
etcj,  pedazos  de  hierro,  flechas,  trozos  de  cristal  y  otras 
materias,  propias  para  ocasionar  heridas  de  difícil  cicatri- 
zación, las  balas  encadenadas,  metralla  propiamente  dicha, 
es  decir,  una  carga  compuesta  de  pedacitos  de  hierro  y 
otras  cosas,  balas  explosivas  y  que  contengan  materias 
destinadas  á  desarrollar  en  el  campo  enemigo  enferme- 
dades contagiosas  ó  á  producir  c'ualquier  otro  daño  á  las 
personas. 

1294.  No  podemos  entrar  en  minuciosos  detalles,  porque 
la  enumeración  de  las  armas  ¡lícitas  no  es  posible  que  sea 
completa,  sobre  todo,  hoy  que  el  ingenio  humano,  en  lo  que 
se  refiere  á  perfeccionar  los  medios  de  ataque  y  defensa, 
adelanta  extraordinariamente  con  la  invención  de  instru- 
mentos de  destrucción  cada  vez  más  terribles.  El  principio 
que  debe  predominar  en  esta  materia  es  siempre  el  mismo. 
Siendo  la  guerra  una  relación  entre  los  Estados  y  no  entre 
los  individuos,  no  es  lícito,  según  las  leyes  de  aquélla  y  las 
del  honor  militar,  emplear  otros  medios  de  ataque  que 
aquellos  que  tiendan  directamente  á  debilitar  ó  paralizar  la 
•fuerza  armada  del  enemigo;  y  cualquier  medio  que  se  em- 
please con  tendencia  directa  á  causar  ó  agravar  el  mal  de 
las  personas  sin  influir  directamente  para  debilitar  la  fuer- 
za del  adversario,  debe  considerarse  contrario  á  las  leyes 
de  la  lealtad  y  del  honor  militar,  y  proscrito  en  las  guer- 
ras entre  pueblos  civilizados. 

Por  fortuna,  en  bien  de  los  principios  de  humanidad  y 
de  las  ideas  que  prevalecen  en  este  siglo  acerca  de  las  con- 
diciones de  la  guerra,  se  ha  prestado  un  gran  servicio  á  la 
humanidad  con  el  convenio  firmado  en  San  Petersburgo  el 
11  de  Diciembre  de  1868,  relativo  á  la  abolición  de  las  balas 
explosivas.  Este  convenio  es  muy  importante,  no  sólo  por 
lo  que  fué  objeto  del  mismo  y  por  ser  ya  hoy  obligatorio 
entre  los  Estados  civilizados,  sino  también,  y  más  princi- 
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pálmente,  por  los  motivos  formulados  en  los  considerandos 
que  le  preceden,  que  son  los  siguientes: 

«Considerando  que  los  progresos  de  la  civilización  deben 
dar  por  resultado  atenuar,  en  cuanto  sea  posible,  las  cala- 
midades de  la  guerra; 

Que  el  único  fin  legítimo  que  deben  proponerse  los  Esta- 
dos, durante  laluclia,  es  el  de  debilitar  las  fuerzas  milita- 
res del  enemigo; 

Que  para  este  efecto  basta  poner  fuera  de  combate  el 
mayor  número  posibfe  de  hombres; 

Que  se  extralimitarla  de  este  objeto  el  que  adoptase  ar- 
mas que  agraven  inútilmente  los  sufrimientos  de  los  indi- 
viduos que  quedan  fuera  de  combate,  6  que  hagan  inevi- 
table la  muerte: 

Que  el  adoptar  semejantes  armas  sería,  por  otra  parte, 

contrario  &  las  leyes  de  humanidad;  etc » 

1295.  Estos  principios  encuentran  una  nueva  confirma- 
ción en  las  declaraciones  suscritas  por  los  representantes 
de  todos  los  Estados,  reunidos  en  la  Conferencia  de  Bruxe- 
las  para  elaborar  un  proyecto  de  reglamento  internacional 
de  las  leyes  de  la  guerra.  Dichos  representantes,  fundán- 
dose en  los  considerandos  antes  Indicados,  declararon  que 
continuaban  por  el  mismo  camino  y  aun  querían  adelantar 
algunos  pasos  en  el  sentido  de  restringir,  en  cuanto  fuese 
posible,  las  calamidades  de  la  guerra.  Tal  es  la  máxima 
que  puede  considerarse  ya  fijada  mediante  el  acuerdo  de 
los  pueblos  civilizados.  En  los  casos  dudosos  que  surjan 
en  la  práctica,  no  cabe  hacer  otra  cosa  que  fijar  los  límites 
técnicos  en  que  las  exigencias  humanitarias  deben  encer- 
rar las  necesidades  de  la  guerra.  Si  no  puede  evitarse  ésta, 
se  podrá  y  deberá  llegar  á  respetar,  durante  la  misma,  las 
leyes  del  honor;  á  mostrarse  fuertes,  pero  no  crueles;  á 
vencer  con  el  valor,  no  con  la  deslealtad;á  no  matar,  mutilar 
ni  herir  la  gente  por  el  placerde  causar  sufrimientos,  como 
si  los  hombres  se  convirtieran  en  salvajes  ó  en  bestias  fe- 
roces, animadas  por  la  crueldad  y  por  la  venganza ;  y  de 
este  modo,  no  tardarán  los  soldados  de  los  países  civiliza- 
dos en  cumplir  el  deber  de  no  hacer  cosa  alguna  que  no  sea 
conciliable  con  el  honor  militar  (1). 


(1)    Para  apreciar  el  camino  ya  recorrido  y  contestar  á  los  que  con 
verdadero  cinismo  declaran  la  ciencia  casi  impotente  para  reglamen- 


« 

1 
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1296.  También  debe  considerarse  prohibido  el  empleo 
indebido  de  las  minas.  Admitimos,  como  licito,  el  uso  de 
éstas  para  destruir  los  edificios  6  las  construcciones,  ó  para 
impedir  al  enemigo  ciertas  operaciones  estratégicas;  pero 
consideramos  contrario  al  honor  militar  el  volar  un  puente 
acechando  el  momento  en  que  lo  esté  atravesando  una  di- 
visión enemiga.  ¿Puede,  acaso,  suponerse  que  sea  necesa- 
rio al  arte  militar  destruir  además  del  puente  un  centenar 
dé  personas,  ó  que  la  muerte  de  éstas,  cuando  no  sea  im- 
puesta por  la  necesidad,  pueda  influir  en  lo  más  mínimo  en 
eJ  éxito  de  la  guerra? 

Calvo  considera  también  contrario  á  las  leyes  del  honor 
emplear  ciertas  máquinas  que  con  medios  mecánicos  ani- 
quilen un  cuerpo  de  ejército  (1),  mientras  que  Mavillon 


tar  la  guerra,  ba3ta  leerlo  qne  escribe  Bynkershoek:  «Admito,  dioe, 
como  licito  el  empleo  del  veneno,  del  asesinato^  del  incendio  prodacido 
por¡faego  artiflcial  qae  conece  exclusivamente  nno.  Si  consultamos  á  la 
razón,  única  regaladora  del  derecho  dé  gentes,  todo  es  permitido  contra 
el  enemigo  sólo  por  serlo  En  nuestro  juicio,  puede  tolerarse  cualquier 
engaño  menos  la  perfidia,  ó  sea  la  falta  á  la  fé  prometida,  no  porque  no 
sea  tolo  lícito  contra  el  enemigo,  sino  porque,  desde  el  momento  en 
que  se  empeñó  la  palabra,  pa  todo  aquello  á  que  esta  se  refiere,  deja  de 
ser  enemigo.»  {Quest.  jur.  pub.  de  rebusbellicis,  L.  I,  cap.  I). 

(1)  Calvo,  ob.  cit.,  %  1830;  Heffler,  Der.  inL,  %  125.  En  la  primera 
edición  de  esta  obra,  sosteníamos  no  sotros  la  misma  opinión,  pero  noh^ 
mos  podido  bailar  un  criterio  exacto  para  establecer  donde  debería 
detenerse  el  arte  militar  y  la  mecánica  de  la  guerra,  que  en  conclusión 
debe  tenderá  paralizar  el  máximun  de  la  fuerza  del  enemigo  para 
obligarlo  á  ceder.  Han  sostenido  algunos  que  no  debe  ser  lícito  adoptar 
en  la  guerra  las  ametralladoras,  porque  bien  empleada  es  una  máquina 
que  puede  destruir  en  poco  tiempo  un  cuerpo  de  ejército.  En  efecto^ 
puede  lanzar  balas  en  varias  direcciones,  en  forma  de  abanico,  á  razón 
de  150porsegUQdo,  (Morín,  ¿e^es  déla  guerra,  t.  I,  p.  375).  Esta 
máquina  no  ha  podido  todavía  generalizarse,  porque  ocasionaba  mu- 
cho daño  á  los  mismos  que  trataban  de  emplearla;  ¿pero  en  caso  de  que 
se  perfeccionase,  debería  el  iminarse  sólo  porque  es  una  poderosa  má- 
quina de  destrucclonlf  Podría  contestarse  que  abreviarían  mucho  la 
guerra,  lo  cual  es  una  inmensa  ventaja.  Discurriendo  un  publicista 
americano  sobre  las  invenciones  j  descubrimientos,  se  expresaba  en 
estos  términos:  ((Cada  gran  descubrimiento  en  el  arte  de  la  guerra 
tiene  una  gran  influencia  para  preservar  la  vida  y  promover  la  paz. 
Perfeccionando  nosotros  la  ciencia  militar,  (lo  cual  parece  una  parado- 
ja) contribuimos  á  la  defusion  de  la  paz  y  preparamos  el  advenimiento 
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opina  que  nada  habría  tan  á  propósito  para  prevenir  y 
abreviar  las  calamidades  de  la  guerra,  como  el  inventai- 
una  máquina  que  pudiese  destruir  de  un  solo  golpe  un 
cuerpo  de  ejército.  De  este  modo,  decía,  se  haría  imposible 
la  guerra. 

Nosotros  entendemos  que  una  vez  admitido  en  principio 
que  la  guerra  debe  ser  directa  contra  la  fuerza  pública  del 
Estado,  no  puede  erigirse  en  máxima  la  prohibición  de  las 
máquinas  de  guerra  destinadas  á  destruir  de  un  solo  golpe 
un  cuerpo  de  ejército,  puesto  que  los  hombres  tomados  en 
masa  ó  colectivamente  son  los  que  representan  la  misma 
fuerza  pública,  contra  !a  que  debe  ser  directo  el  ataque, 
pues  de  otro  modo  debería  reducirse  la  guerra  á  la  lucha 
contra  los  individuos  aislados.  Lo  que  puede  y  debe  impe- 
dirse es  que  se  empleen  armas  y  medios  desleales,  y  sobre 
todo,  aquellos  que  agravan  sin  razón  los  sufrimientos  de 
los  hombres  puestos  fuera  de  combate.  Del  mismo  modo 
que  concediendo  los  gobiernos  civilizados  el  uso  de  las  ar- 
mas para  la  defensa  personal,  prohiben  siempre  el  uso  de 
algunas,  y  que  aquellas  personas  que  no  quieren  faltar  á 
las  leyes  de  la  civilización  y  del  honor  no  emplean  ya  cier- 
tos medios  de  ataque  y  de  defensa,  así  también  deben  los 
pueblos  considerar  la  guerra  como  el  ejercicio  de  la  justi- 
cia armada  de  un  pueblo  que  quiere  hacer  respetar  enérgi- 
camente sus  derechos,  y  no  admitir  que  la  fuerza  armada 
al  servicio  de  la  justicia  pueda  emplear  la  perfldia  ó  la  cru- 
eldad, causando  sufrimientos  por  el  mero  placer  que  en  ello 
experimenta. 

1297.  Inspirados  algunos  publicistas  (1)  por  un  lauda- 
ble sentimiento  de  filantropía,  desearían  abolir  en  las  guer- 
ras marítimas  el  uso  de  los  torpedos.  Estos  son,  en  reali- 


de  ese  i>er¡odo  en  qa^  habrán  de  convertirse  las  armas  en  arados  y  las 
espadas  en  jioces* — Ballter,  Anddress  on  ihe  military  professfon^ 
pág.  25.  . 

Sin  llegar  hasta  el  extremo  de  spñar  en  la  edad  de  oro.  reconocemos 
que  el  perfeccionamiento  de  la  ciencia  militar  hará  más  raras  las  guer- 
ras, porque  ningún  pueblo  s^rio  la  hará  sin  muchas  y  yaliosas  razo- 
nes, y  será  siempre  más  breve  pudiendo  decidirse  una  batalla  campal 
al  éxito  final  de  una  guerra. 

(1)    Morin,  Las  leyes  de  la  guerra,  1. 1,  p.  379;  Rolins-Jaequemyns, 
Rev.  de  der.  int.,  1879,  p.  27. 


—  lio  - 

dad,  una  especie  de  mina  submarina,  que  puede  destruir 
una  nave  que  al  pasar  toque  una  maquinita,  que  se  encien- 
de con  el  frotamiento.  Los  terribles  efectos  de  tales  máqui- 
nas se  experimentaron  en  la  guerra  franco-alemana  en 
1870  y  en  la*turco-rusa  de  1877.  No  hay  duda  que  el  senti- 
miento de  humanidad  queda  aterrado  ante  ese  exterminio 
de  las  criaturas,  que  es  el  resultado  inevitable  del  estallido 
de  un  torpedo,  y  tanto  más  cuanto  que  no  cabe  defensa  al- 
guna, y  ocurre  la  pregunta  de  si  la  razón  de  Estado  puede 
legitimar  semejante  carnicería.  Pero  hay  que  tener  en 
cuenta  que  la  guerra  es  por  sí  misma  un  estado  de  violen- 
cia que  no  cesa  sin  que  se  derrame  mucha  sangre  de  una 
y  otra  parte,  y  considerada  en  relación  con  los  fines  de  la 
lucha,  no  puede  establecerse  como  máxima  la  prohibición 
del  uso  de  los  torpedos. 

Ante  todo,  debe  admitirse  que  éstos  pueden  adoptarse 
como  medios  de  defensa  para  impedir  á  los  buques  enemi- 
gos la  entrada  en  las  aguas  territoriales,  si  pueden  verifi- 
carlo; y  esto  lo  reconocen  hasta  los  mismos  que  desean 
que  se  prohiba  su  uso.  En  cuanto  á  emplearlos  como 
medio  de  ataque  en  alta  mar,  no  comprendemos  el  funda- 
mento de  tal  prohibición.  El  torpedo  tiene  por  objeto  des- 
truir un  buque  de  guerra;  y  ¿no  es  éste  una  fortaleza  no- 
tante del  Estado  contra  quien  aquélla  se  dirige?  Dícese  que 
no  debe  emplearse  contra  el  enemigo  un  arma  tan  ruinosa; 
¿pero  no  lo  es  también  el  catión,  que  echa  á  pique  uno  ó 
más  buques  con  sus  respectivas  tripulaciones? 

Lo  que  serla  verdaderamentcj  un  crimen  contra  los  de- 
rechos sagrados  é  inviolables  de  la  huriíanidad,  es  arrojar 
los  torpedos  en  alta  mar  sin  estar  seguros  de  poder  volver 
á  cogerlos  si  no  se  conseguía  el  objeto  propuesto,  ó  em- 
plearlos de  cualquier  modo  que  pudiesen  perjudicar  á  los 
extraños  á  la  guerra,  ó  á  los  que,  áuu  perteneciendo  al 
pueblo  enemigo,  no  tomasen  parte  activa  en  la  misma. 

De  cualquier  modo,  si  el  uso  de  estas  máquipas  de'guer- 
ra  ó  de  otras  más  ruinosas  hubiera  de  prohibirse  en  las  lu- 
chas entre  pueblos  civilizados,  no  habría  medio  posible  de 
llevar  á  cabo  una  reforma  sino  mediante  un  acuerdo  inter- 
nacional, y  correspondería  á  todos  los  gobiernos  que  fir- 
maron 6  se  adhirieron  al  convenio  de  San  Petersburgo  la 
ampliación  de  aquél,  y  confiar  á  personas  doctas  el  examen 
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de los  nuevos  procedimientos  que  diariamente  va  descu- 
briendo la  ciencia  para  la  táctica  y  operaciones  militares, 
para  el  ataque  y  la  defensa,  y  determinar  cuáles  de  éstos 
deben  considerarse  lícitos  y  cuáles  deben  ser  prohibidos 
con  arreglo  á  las  leyes  de  la  civilización  y  del  honor  mi- 
litar. 


§  S.""— Sitio  y  bombardeo, 

1296.  ¿Bñ  lidio  OH  la  gnom  ú  diio  ó  bloqueo?— 1899.  Ifooios  dol  bloqueo  res- 
peoto  4»  loi  aeutr&lei.— 1300.  Lugares  que  pueden  ser  iltiados  6  bloqueados. — 
1901.  Ooudueia  de  los  beligtea&tes  ooa  los  oiudadanos  de  la  plaia  sitiad^.— 1802. 
.Reglamento  italiano.— Í303.  Nuestra  opinión. — 1304.  Si  es  lidio  el  bombar- 
deo.—1305.  DiÉposieiones  de  los  reglamentos  militares^ — 1306.  ObsenraeioneB. 

1298.  La  guerra  no  se  hace  solamente  por  medio  dé  las 
armas.  Está  conforme  con  sus  leyes  el  hecho  de  reducir  al 
enemigo  por  hambre,  ya  esté  armado  ó  desarmado,  para 
poder  obligarlo  á  someterse  más  pronto.  £1  beligerante 
puede,  pues,  destinar  sus  fuerzas  de  mar  y  tierra  á  cercar 
militarmente  una  ciudad  de  tal  modo  que  pueda  interceptar 
6  vigilar  toda  comunicación  entre  las  personas  que  se  ha- 
llen en  el  pais  ó  fortaleza  atacada  y  las  que  se  hallen  fuera. 
Cuando  las  operaciones  militares  se  dirijen  contra  una 
plaza  fuerte  con  el  fln  de  interceptar  toda  comunicación  por 
tíerrsL,  esta  operación  se  llama  sitio  ó  asedio;  y  cuando  se 
dirijen  á  interceptar  sus  comunicaciones  por  mar,  se  llama 
bloqueo.  Nada  se  opone  á  que  el  beligerante  embista  si- 
multáneamente una  plaza  por  mar  y  por  tierra,  en  cuyo 
caso  se  dice  que  está  bloqueada  y  sitiada.  Lo  que  caracte- 
riza siempre  dichas  operaciones  es  el  cerco,  que  debe  ser 
tal  que  pueda  interceptarse  toda  comunicación ,  pudiendo 
impedir  con  los  cañones  entrar  6  salir  sin  grave  riesgo. 

Es  indudable  que,  de  todas  las  operaciones  de  guerra, 
la  menos  desastrosa  por  si  misma  y  la  que  ocasiona  me- 
nos calamidades  en  las  relaciones  entre  los  beligerantes  es 
el  cerco,  medíante  el  bloqueo  ó  mediante  el  sitio,  de  la  plaza 
fuerte  que  se  pretende  someter  por  hambre;  así  es  que  nos- 
otros hemos  sostenido  que,  bajo  el  punto  de  vista  humani- 
tario, podría  colocarse  el  bloqueo  entre  los  medios  coerci- 
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tivos  permitidos  durante  la  paz  (1).  No  necesitaríamos  lar- 
gas disertaciones  para  demostrar  que  el  asedio  y  el  bloqueo 
pueden  emplearse  para  conseguir  el  fin  que  el  sitiador  se 
propone,  puesto  que  es  por  sí  mismo  evidente  que,  practi- 
cando el  enemigo  esta  operación  para  obligar  al  otro  á  ren- 
dirse por  liambre,  ó  se  consigue  cercarlo  de  modo  que  se 
le  impida  ser  socorrido  y  el  asedio  produce  el  resultado 
apetecido,  ó  no  se  consigue,  y  viene  á  ser  inútil. 

1299.  Las  cuestiones  graves  en  materia  de  bloqueo  sur- 
gen por  las  consecuencias  que  tal  operación  produce  para 
el  comercio  de  los  neutrales,  por  lo  cual  trataremos  de  él 
cuando  examinemos  las  consecuencias  de  la  guerra  para 
las  relaciones  entre  aquellos  y  los  beligerantes. 

1300.  Considerados  como  medios  de  ataque  entre  los 
beligerantes,  pueden  emplearse  el  bloqueo  y  el  asedio, 
ora  para  apoderarse  de  un  punto  fortificado,  ora  para  to- 
mar una  posición  cualquiera  cuando  se  encuentre  resis- 
tencia, y  sin  distinguir  si  ésta  procede  del  ejército  ó  de  los 
ciudadanos,  los  cuales,  como  hemos  dicho,  sin  formar  par- 
te de  la  fuerza  pública,  pueden,  sin  embargo,  oponerse  en 
masa  al  enemigo  invasor. 

Entendemos  que  no  debe  admitirse  limitación  alguna 
respecto  de  los  puntos  que  pueden  ser  bloqueados  ó  aso 
diados.  Siendo  estos  medios  de  aquellos  que  pueden  em- 
plearse licitamente  para  el  ataque  á  fin  de  obligar  al  ene- 
migo á  rendirse,  corresponde  al  beligerante  decidir  si  le 
conviene  preferirlos,  por  mas  que  sean  generalmente  de  lar- 
ga duración,  para  ocupar  la  posición  que  su  enemigo  de- 
fiende. 

1301.  Cuando  el  beligerante  haya  decretado  el  cerco  de 
una  ciudad  fortificada  para  rendirla  por  hambre,  puede 
surgir  la  duda  acerca  del  derecho  que  puedan  tener  los  ciu- 
dadanos pacíficos,  que  se  hallen  dentro,  para  salir  libre- 
mente. 

El  reglamento  americano  para  los  ejércitos  en  campa- 
ña establece  la  siguiente  regla: 

«Cuando  el  comandante  de  una  fortaleza  sitiada  mande 
salir  á  los  que  no  pelean  para  economizar  las  provisiones, 
está  permitido  al  sitiador,  por  mas  que  esta  sea  una  medi- 


(1)    V.  el  §1307. 
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da  excesivamente  rigurosa ,  rechazar  á  los  expulsados 
obligándoles  &  entrar  en  la  fortaleza,  &  fln  de  que  éstos  pi- 
dan la  rendición  de  la  misma»  (1). 

Esta  regla  tendria  su  aplicación  en  la  hipótesis  de  que, 
según  las  leyes  del  país,  se  concediese  al  gobernador  de  la 
plaza  la  facultad  de  expulsar  á  los  ciudadanos  para  econo- 
mizar de  este  modo  los  víveres  que  debían  consumir  aqué- 
llos, y  que  el  sitiador,  que  debe  contar  siempre  con  la  falta 
de  víveres,  tuviese  derecho  á  rechazar  á  los  expulsados 
para  conseguir  el  objeto  antes  indicado.  No  sabemos  si  las 
leyes  interiores  de  algún  país  6  las  del  derecho  internacio- 
nal colocan  á  los  pacíficos  ciudadanos  en  la  situación  de- 
sastrosa de  hallarse  sin  defensa  entre  dos  fuegos,  pero  se- 
mejante conducta  no  podría  justificarse  ni  fundarse  en  ver- 
daderos principios  de  derecho.  Los  del  derecho  público  inte- 
rior no  deben  autorizar  al  gobernador  de  una  fortaleza  para 
expulsar  á  los  habitantes  de  la  ciudad  sitiada,  exponiéndo- 
los sin  defensa  á  los  rigores  del  enemigo;  los  del  derecho 
internacional  no  pueden  en  justicia  autorizar  operación  de 
guerra  que  perjudique  sin  reparación  posible  los  derechos 
délos  ciudadanos  pacíficos. 

1302.  Según  el  reglamento  italiano  para  el  servicio  de 
las  tropas  en  campaña,  se  permite  al  gobernador  de  una 
plaza  fuerte  tomar  todas  las  medidas  conducentes  á  pro- 
longar la  resistencia,  encargando  á  su  honor  sostenerse 
hasta  el  último  extremo;  por  lo  cual  se  concede  al  mismo 
arreglar  el  consuma  de  víveres,  no  sólo  en  lo  que  se  refie- 
re á  la  guarnición,  sino  también  respecto  de  los  habitan- 
tes, pero  no  puede  expulsarlos  de  una  ciudad  fortificada  en 
el  caso  de  un  asedio  (2). 

1303.  Proponemos  la  regla  siguiente: 

á)  No  deberá  permitirse  al  gobernador  de  una  ciudad 
sitiada  expulsar  de  la  misma  á  los  habitantes  que  quisie- 
ran permanecer  en  ella  por  su  cuenta  y  riesgo . 

El  sitiadpr  á  su  vez  no  tiene  tampoco  derecho,  según  las 
leyes  de  la  guerra,  á  privar  de  la  libertad  personal  á  los 
ciudadanos  pacíficos  que  no  cometan  ningún  acta  de  hosti- 


(1)  Reglamento  americano,  art.  18. 

(2)  Reglamento  italiano,  Ataque  y  defensa  de  las  fortalezas^  §  980 
ysig. 
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lidad.  Es,  por  consiguiente,  un  verdadero  deber  del  mismo 
el  no  impedir  á  los  que  quieran  salir  del  lugar  asediado 
que  lo  hagan  con  él  libremente,  sin  que  pudiera  justificarse 
la  prohibición  de  la  salida  por  el  sitiador  á  pretexto  de  que 
los  ciudadanos  pacíficos  obligaran  al  jefe  á  ceder,  porque 
aquél  no  puede  obligar  á  morir*  de  hambre  á  las  mujeres, 
á  los  ancianos  ni  á  los  ciudadanos  que  no  tomen  parto  al- 
guna en  la  guerra. 

Agreguemos,  además,  que  sería  contrario  á  los  deberes 
de  humanidad  negar  la  salida,  aun  en  la  hipótesis  de  que 
dichos  ciudadanos  saliesen  á  consecuencia  de  la  orden  de 
expulsión  dada  por  el  jefe  de  las  fuerzas  sitiadas  En  nues- 
tro feentir,  debe  considerarse  como  contrario  al  honor  mi- 
litar, tanto  el  expulsar  á  los  ciudadanos  pacíficos  domici- 
liados ó  residentes  en  la  ciudad  sitiada,  cuanto  el  negar- 
les la  salida  si  se  les  expulsase  indebidamente. 

Guando  el  beligerante  bloquea  un  puerto,  una  fortale- 
za 6  una  parte  de  la  costa  del  enemigo  para  interceptar  las 
relaciones  comerciales  con  dichos  lugares  para  los  fines 
de  la  guerra,  según  el  uso  má§;  generalmente  reconocido, 
debe  notificar  públicamente  su  intención,  y  determinar  el 
dia  fijo  en  que  habrá  de  comenzar  el  bloqueo  (1). 

Examinaremos,  pues,  en  su  lugar  oportuno,  si  es  ó  no 
absolutamente  necesaria  la  notificación  pública  para  que 
el  bloqueo  pueda  producir  todos  sus  efectos  respecto  de  los 
neutrales,  cuyo  comercio  experimenta  ciertas  modiflcacio- 


(1)  En  la  guerra  turco-rusa  reconoció  esta  obligación  la  Puerta, 
según  resulta  del  decreto  mismo  que  ordenó  el  bloqueo  y  disponía  lo 
siguiente: 

Artículo  i.°  El  Gobierno  otomano  declara  todo  el  litoral  ruso  del 
mar  Negro  entre  el  Tschúrúkfu  en  la  Costa  asiática  y  la  desembocadu- 
ra del  Kilia  en  la  Turquía  europea  en  estado  de  bloqueo. 

Art.  2.*  El  bloqueo  decretado  comenzará  el  5  de  Mayo  de  este  año, 
manteniéndolo  una  escuadra  otomana  con  fuerzas  suflcientes  para 
ello. 

Art.  3.^  Se  concederá  un  plazo  de  tres  dias  á  todos  los  buques  mer- 
cantes que  quieran  refugiarse  en  uno  de  los  puertos  del  litoral  bloquea- 
do, am  pilándose , hasta  cinco  para  los  que  quieran  salir,  trascurridos 
los  cuales,  serán  tratados  como  enemigos  los  buques  que  quieran  sa- 
lir ó  entrar  en  las  aguas  bloqueadas. 
Sublime  Puerta  3  de  Mayo  de  1877. 
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nes, según  veremos  mAs  adelante.  Sea  como  quiera,  el  be- 
ligerante no  debe  negar  &  los  comerciantes  ni  á  los  habi- 
tantes pacíficos  que  se  l\aüen  en  la  ciudad  bloqueada  el  de- 
recho &  trasportar  sus  efectos  &  donde  les  plazca,  conce- 
diendo á  los  mismos  un  plazo  para  poder  verificarlo,  dán- 
doles el  salvo-conducto  necesario  para  proteger  su  propie- 
dad. Esta  disposición  serta  jurídicamente  obligatoria  para 
aquellos  Estados  que  hubiesen  estipulado  una  cláusula 
ad  hoc  en  el  tratado,  y  á  falta  dé  una  disposición  especial 
en  el  anterior  convenio,  tendría  siempre  su  fundamento  ju- 
rídico en  los  principios  generales  que  deben  regular  el 
ejercicio  del  derecho  de  guerra  en  los  tiempos  modernos, 
principios  que  tienen  por  base  el  concepto  general  de  que  la 
guerra  no  debe  atentar  directamente  contra  los  derechos  de 
los  particulares  que  no  tomen  part'í  activa  en  la  misma.  De 
aquí  que  deba  admitirse,  salvo  el  derecho  de  beligerante  á 
servirse  del  bloqueo  como  un  medio  licito  de  guerra  para 
obligar  á  su  enemigo  á  acceder,  que  aquél  debe  respetar 
los  derechos  de  los  particulares  que  habiten  ó  que  se 
bayan  establecido  bajo  la  garantía  del  derecho  en  tiem- 
po de  paz  en  los  puertos  sujetos  al  bloqueo  y  que  tuviesen 
allí  sus  intereses. 

1304.  Pasemos  ahora  á  examinar  si,  para  hacer  más 
eflcazel  asalto  después  del  asedio,  es  licito  al  beligerante 
bombardear  la  fortaleza  ó  la  ciudad  sitiada. 

El  bombardeo  de  una  plaza  fuerte  ó  de  una  ciudad  mu- 
— ■»"  "'■ -ino  de  los  medios  de  combate  admitido  general- 
la  guerra  aun  en  nuestros  dias,  y  consiste  en  el 
rígido  por  medio  de  baterías  situadas  en  lugares 
3  y  á  la  debida  distancia  para  destruir  con  toda 
iroyectiles  los  fuertes  y  las  casas  habitadas  por 
cion  y  por  los  ciudadanos  pacíficos,  con  objeto  de 
josible  la  resistencia  y  la  defensa,  y  aterrorizar  & 
antes  para  obligar  así  al  enemigo  á.  rendirse. 
1  medio  verdaderamente  desastroso,  y  las  cala- 
que  ocasiona  son  muchas  veces  irreparables, 
toria  menciona  muchos  ejemplos  de  ciudades  des- 
)r  las  bombas  del  enemigo,  y  bastará  volver  la  vls- 
itoria  de  la  última  guerra  entre  Francia  y  Alema- 
0,  y  la  reciente  lucha  de  Inglaterra  en  Egipto,  para 
rae  de  que  la  civilización  ha  hecho  muy  poco  en 
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)ara  mejorar  las  costumbres  de  la  guerra.  Lo 
ndente  es,  que  en  las  tentativas  hechas  en  nues- 
,ra  reglamentar  la  guerra,  no  se  ha  intentado 
:to  del  bombardeo,  y  que  únicamente  se  hayan 
algunas  reglas  para  determinar  los  deberes  del 
ílntes  de  comenzar  el  ataque.  De  aquí  que  stse 
declaración  de  Bruselas,  serla  siempre  potes- 
beligerante  combatir  al  enemigo  atacándole  & 
ó  recurriendo  al  ruinoso  medio  del  bombardeo, 
fuir  la  rendición  de  cualquier  ciudad,  fortaleza, 
de  habitantes  ó  aldeas  que  tuviesen  medios  de 

mbien  el  reglamento  italiano  para  el  servicio 
econoce  el  bombardeo  como  uno  de  los  medios 
aque,  y  dispone  fart.  842)  que  «puede  usarse, 
medio  directo  para  conseguirla  rendición,  cuan- 
medio  auxiliar  de  bloqueo  y  de  las  operaciones 

3  están  de  acuerdo  todos  los  publicistas,  y  lo  ve- 
nado también  en  la  declaración  de  Bruxelas,  es 
riudades  ó  villas  abiertas  que  no  estén  derendi- 
den  ser  bombardeadas,  y  que  es  obligatorio  to- 
didas  necesarias  para  no  perjudicar,  en  cuanto 
los  edificios  destinados  al  ciilío,  á  las  artes,  A 
y  A  la  beneficencia,  los  hospitales  y  los  lugares 
I  hallen  reunidos  los  enfermos  y  los  heridos,  á 
e  que  dichos  edificios  no  se  empleen  al  mismo 
i  otros  asuntos  militares, 
mde  al  Estado  designar  estos  edificios  con  seíla- 


!n  el  Manual  de  la  guerra,  votado  por  el  Instituto  de 
nacional,  a<lmite  como  licito  el  bombardeo  de  las  cinda- 
haya  atrincherado  y  se  defienda  el  enemigo,  pero  exige 
Dcedimiento  sea  lo  mas  templado  posible  y  limite,  hasta 
lie,  31IS  efectos  i  la  fuerza  armada  enemiga  y  á  ana  medios 
;rt.  32). 

to  de  Bruxelas  no  impone  restricción  alguna  respecto  de 
itadas  por  ciudadanos  pacíficos,  pero  prescribe  ciertos 
respecto  de  los  edificios  públicos  destinados  á  los  coitos, 
á  las  ciencias. 
My842. 
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les  visibles,  las  cuales  deben  indieai  se  de  antemano  &  los 
sitia4ores. 

Respecto  de  la  obligación  que  puede  imponerse  al  jefe 
del  ejército  de  avisar  á  las  autoridades  antes  de  comenzar 
el  bombardeo,  el  niencionado  reglamento  americano  dispo- 
ne lo  siguiente:  «El  jefe  de  los  sitiadores  manifestará  &  los 
sitiados,  siempre  que  pueda,  su  intención  de  bonibardear  la 
plaza,  á  ñn  de  que  los  ciudadanos  paciñcos,  y  en  particular 
las  mujeres  y  los  niños,  puedan  buscar  un  refugio  antes  de  • 
que  se  rompa  el  fuego.  No  deberá,  sin  embargo,  conside- 
rarse como  una  violación  de  las  leyes  de  la  guerra  la  omi- 
sión de  esta  formalidad,  pues  la  necesidad  puede  imponer 
la  sorpresa»  ^l). 

La  declaración  de  Bruxelas  se  limita,  pues,  á  decir  que 
el  jefe  de  los  sitiadores  deberá  hacer  cuanto  de  él  dependa 
para  prevenir  á  las  autoridades  (2) , 

Sólo  el  reglamento  italiano  declara  como  verdaderamen- 
te obligatorio  el  aviso  previo:  «El  jefe  de  las  fuerzas  sitia- 
doras deberá  avisar  á  las  autoridades  de  la  plaza  antes  de 
comenzar  el  bombardeo»  (3). 

1306.  No  puede  desconocerse  que  las  reglas  formuladas 
en  la  declaración  de  Bruxelas  señalan  algún  progreso  res- 
pecto del  derecho  preexistente  y  consagrado  en  los  usos  de 
la  guerra  en  materia  de  bombardeo.  En  efecto,  en  dichos 
usos  hallamos  admitida  la  plena  facultad  de  bombardear 
Iiasta  las  ciudades  abiertas  é  indefensas,  con  el  único  obje- 
to de  aterrar  á  los  ciudadanos  pacíficos  y  vengarse  del  Es- 
tado, sembrando  la  desolación,  la  ruina,  el  incendio  y  la 
muerte  en  las  ciudades  pertenecientes  al  mismo.  En  virtud 
de  tan  bárbara  costumbre,  al  bombardeo  de  Copenhague 
por  el  Almirante  Nelson,  en  1801,  siguieron  el  de  San  Juan 
de  Nicaragua,  en  1834,  y  el  de  Valparaíso,  en  1866  (4);  y  para 
obligar  á  un  gobierno  á  dar  ciertas  satisfacciones  pedidas 
y  negadas,  no  se  ha  encontrado  expediente  más  cómodo  y 
expedito  que  recurrir  al  bombardeo.  Admitido  hoy  que  sólo 
las  ciudades  fortificadas  pueden  ser  bombardeadas,  es 


(1)  Art.  19. 

(2)  Art.  16. 

(3)  Art.  843. 

(4)  V.  Calvo,  Der.  int.,  §  1625  y  3ig. 
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completamente  ilícito  asolar  por  tal  procedimiento  las  ciu- 
dades abiertas  y  no  defendidas. 

Para  nosotros,  la  cuestión  capital  es  la  de  si  el  bombar- 
deo puede  ó  no  ser  por  sí  mismo  un  medio  lícito  de  ataque, 
y  si  eiercitado  con  las  limitaciones  establecidas  en  la  Con- 
ferencia de  Bruxelas,  es  conciliable  con  el  concepto  jurídico 
ie  la  guerra  según  el  derecho  moderno. 

A  juicio  nuestro,  el  bombardeo  no  es  un  medio  de  ataque 
•  propio  de  los  tiempos  modernos;  es  el  abuso  más  deplora- 
ble de  la  fuerza,  la  operación  de  guerra  más  ruinosa  y  des- 
leal, cuando  se  lleva  á  cabo  contra  las  ciudades  en  que  se 
hallen  aglomerados  los  ciudadanos  pacíficos,  siquiera  di- 
chas ciudades  estén  defendidas  por  una  guarnición,  y  debe 
considerarse  siempre  como  un  atentado  á  la  fé  pública, 
como  una  violación  manifiesta  del  derecho  de  las  personas 
y  del  derecho  de  gentes,  que  sólo  puede  ser  excusada,  en 
casos  verdaderamente  excepcionales,  por  las  necesidades 
de  la  guerra. 

Admitido,  en  efecto,  que  la  guerra  es  una  lucha  entre  la 
fuerza  pública  del  Estado  contra  la  del  Estado  enemigo  y 
que  los  ciudadanos  pacíficos  que  no  toman  parte  activa  en 
ella  deben  ser  respetados  en  su  persona  y  bienes,  ¿cómo 
podrá  justificarse  el  bombardeo  de  las  ciudades  en  que  se 
hubiesen  aglomerado  dichos  ciudadanos,  por  la  sola  razón 
de  estar  dicha  ciudad  defendida  ? 

Si  el  ataque  fuese  directo  contra  una  fortaleza  cuya  ocu- 
pación pudiese  ejercer  una  influencia  notable  en  el  éxito  de 
la  guerra,  y  no  hubiese  otro  medio  más  eficaz  y  menos  rui- 
noso para  obligarla  á  entregarse,  podría  admitirse  el  bom- 
bardeo como  una  medida  extrema,  pero  necesaria ;  mas 
esto  sería  en  el  caso  de  que  fuese  una  fortaleza  propiamen- 
te dicha,  no  una  ciudad  en  la  que  hubiese  mucha  aglome- 
ración de  ciudadanos  pacíficos  y  que  estuviese  fortifi- 
cada (1). 

Siempre  que  el  bombardeo,  por  la  naturaleza  misma  de 


(1)  En  la  gnerra  franco-prusiana  de  1870,  se  hizo  un  amplio  uso 
del  bombardeo  y  se  dirigieron  machas  recriminaciones  por  ambas  par- 
tes.—V.  Morin.  Las  leyes  de  la  guerra,  t.  II,  p.  199  y  sig.— Calvo, 
Der.  int,  §  1818.— Conf.:  HaU.,  Int.  Law.»  §  118,  y  los  autores  cita- 
dos por  Calvo. 


—  us- 
ías cosaSj  ocasione  un  daílo  dii'ecto  é  inmediato  &  los  ciu- 
dadanos pacíficos,  deberá  considerarse.como  desleal  al  be- 
ligeranteque  lo  practique,  sin  que  pueda  excusar  este  abu- 
so con  el  pretexto  de  ocupar  la  posición  defendida,  adu- 
ciendo que  ésta  es  de  gran  importancia  para  los  resultados 
de  la  guerra.  Tampoco  puede  ser  licito  &  aquél  matar  á.  sa- 
biendas ó  hacer  daíio  &  los  ¡Docentes,  ó  devastar  la  propie- 
dad privada  para  obligar  á  una  guarnición  á  rendirse. 
¿Puede acEiso el beligerantecastlgarlas ofensas  del  Estado  . 
vengándose  en  los  ciudadanos  que  pertenecen  á  éste?  Sos- 
tenemos, por  otra  parte,  que  ni  aun  puede  ser  útil,  puesto 
que,  así  como  es  siempre  difícil  limitar  en  la  práctica  los 
dafüos  que  el  bombardeo  ocasiona,  produciendo,  como  pro- 
duce, la  destrucción  de  la  propiedad  privada,  ruinas  irrepa- 
rables, asi  también  es  siempre  una  consecuencia  inmedia- 
ta de  tales  excesos,  el  dejar  una  larga  serie  de  calamidades, 
desventuras  y  miserias  que  enconan  los  ánimos,  perpetúan 
los  odios  y  rencores  nacionales  y  preparan  nuevas  causas 
de  guerra. 


—Destrucción,  incendio. 


1307.  Opmion  ds  Palíbio  u«n»  ds  1»  dMtnumün  sn  U  yium.— 1308.  Bl  vudt- 
litmo  ga  loa  üampot  nudanui.— 1309.  Ko  n  UtUo  an  U  gvmt  bogadúi  y  ie§- 
tarnii  ña  mativo. 


L.0S  pueblos  civilizados  deben  considerar  como 
ros  actos  de  barbarie  todos  los  actos  de  destruc- 
ados á  cabo  en  daño  del  enemigo  y  que  no  sean  ver- 
lente  necesarios  para  los  fines  de  la  guerra, 
o  plantea  la  cuestión  de  si  es  licito  al  beligerante 
las  cosas  del  enemigo,  no  por  utilidad  propia,  sino 
¡esperarlo.  «Las  leyes  de  la  guerra,  dice,  permiten 
lad  contra  los  enemigos  y.hacer  daüo  á  sus  casti- 
iis  fuertes,  á  sus  ciudades,  &  sus  casas,,  á  sus  bu- 
sus  provisiones,  y  permiten  además  otras  cosas 
s,  con  tal  que  debiliten  las  fuerzas  del  enemigo  y 
sn  relativamente  las  nuestras;  pero  destruir  sin  pro- 
sólo  por  desesperar  al  enemigo,  (como  sucedería 
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uyeramos  sus  templos,  sus  pórticos,  sus  estatuas* 

cosas  análogas)  es  un  furor  loco  (1). 
La  historia  de  las  guerras  modernas  registra,  sId 
;o,  muchos  actos  de  destruccion.y  de  verdadero  van- 
3  que  no  pueden  justificarse  por  el  fin  de  la  guerra. 

fué  convertida  en  un  montón  de  ruinas  la  ciudad  de 
.vn  por  Hallins,  comandante  del  buque  Ciyaha  de  los 
i-Unidos ,  estando  la  ciudad  casi  completamente 
nada  por  sus  habitantes.  Dicho  comandante,  que  si- 
>  las  órdenes  de  su  gobierno  habla  comenzado  el 
•deo  para  conseguir  el  pago  de  ciertas  indemnizacio- 
idas  por  ciudadanos  americanos,  al  ver  que  la  po- 

habia  huido,  mandó  &  tierra  un  destacamento  de 


itado  por  Alberico  GeDtile,  del  Derecho  de  guerra,  cap.  XXIII, 
(aba  á  conclusiones  distintas  y  admitía  las  ideas  qne  prerale- 
[Q  época.»  Ya,  sin  embargo,  dice,  ai  los  enemigos  hubiesen 
o  contra  nosotros  ¡goales  procedimientoa,  no  estoy  conforme 
pinion  de  Polibio,  pues  es  justo  devolver  mal  por  inal>  como 
ristóteles.  Nodiré^ueal  destruir  los  moaumentoa,  no  se  can- 
il enemigo  cnando  se  atiende  á  loa  gastos  que  necesita  faacdr 
liarlos  ó  para  reformarlos.  jY  por  qué  hemos  de  abstenemos 
'  esto  coDtra  quien  antes  lo  ha  hecho  con  noaotrost  Vffliganza, 
lo,  es  hacer  daño  á  quien  íntes  nos  lo  ha  causado  á  noaotroa,  y 
!rto  en  la  guerra,  dice  Plndaro,  el  que  no  entiende  que  ea  ra' 
[levolver  mal  por  mal.  El  emperador  romano  arrasó  el  palacio 
le  Pérsia,  que  era  nna  maravilla,  para  demostrarles,  como  él 
ro  repito  en  apoyo  de  mi  opinión,  cnanto  dolor  habrían  expe- 
lo loa  Bomanoa  al  ver  incendiadas  aus  ciudades  por  aquel  rey. 
p  mal  por  mal  no  ea  una  afrenta,  ea  una  venganza,  es  vergon- 
ar  mal  por  capricho,  pero  no  por  utilidad  ni  por  venganza.» 
opinión  de  Alberico  ea  análoga  á  la  expresada  por  el  general 
el  cnal  admite  qne  debe  ser  licito  ataoar  al  enemigo  por  toda 
medios. 

layor  beneflcio  en  la  gnerra.  decia  en  su  carta  á  Bluntschli,  es 
irmina  prontamente.  Debe,  pues,  permitirse  con  este  ol^eto 
toda  clase  de  medios,  fuera  de  aquellos  que  son  positivamente 
Ales.  Yo  no  puedo  estar  de  acuerdo  en  modo  algnno  con  la  de- 
ide  San  Petersburgo  en  cnanto  pretende  que  el  linico  medio 
que  debe  emplearse  en  la  gnerra,  ea  el  que  tienda  A  debilitar 
go,  sino  que  puede  también  proourarse  la  destruocion  de  todoa 
"SOS  del  gobierno  enemigo,  sus  rentas,  ana  ferro-oarrUes,  sus 
oes  y  hasta  su  prestigio»  (£eo.  deder.  int.,  1831,  p.  80;. 
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veinticinco  soldados,  que  incendiaron  todo  lo  que  las  bom- 
bas habian  perdonado,  quedando  asi  destruida  en  un  mo- 
mento la  ciudad  por  las  llamas.  En  1860  las  tropas  francesas 
é  inglesas,  con  el  solo  fia  de  vengar  los  malos  tratamientos 
iaferidos  á  los  .europeos  que  habían  caido  en  poder  de  un 
mandarín,  incendiaron  el  palacio  de  verano  del  emperador 
de  China  (1).  En  la  última  guerra  entre  Francia  y  Prusia, 
uno  de  los  capítulos  de  acusación  por  parte  de  los  France- 
ses fué  el  de  haber  destruido  sin  razón  el  ejército  prusiano 
algunas  ciudades,  entre  ellas  Bazeillp,  Chateaudun,  Saint 
Cloud  y  otras  (2).  Nosotros  no  debemos  entrar  en  ostas 
cuestiones  de  hecho  sin  examinarlas  razones  que  en  pro  y 
en  jsontra  se  alegan  por  las  partes,  pues  esta  discusión  per- 
tenece en  realidad  á  la  Historia. 

1309.  En  el  terreno  de  los  principios,  debemos  calificar 
como  un  verdadero  crimen  de  lesa  humanidad  el  incendiar 
6  destruir  voluntariamente  las  ciudades  enemigas,  sus  ca- 
sas 6  sus  edificios  públicos,  sin  verse  obligados  por  las  ne- 
cesidades de  la  guerra,  sino  sólo  por  satisfacer  deseos  de 
venganza. 

Lo  mismo  debe  decirse  de  cualquier  otro  acto  de  devas- 
tación voluntarla,  como  sería,  por  ejemplo,  la  destrucción 
délos  puertos  de  comercio.  Se  han  echado  á  pique  algunas 
veces  en  ellos  buques  cargados  de  piedras  para  inutilizar- 
los. De  este  modo  procedió  el  Gobierno  de  los  Estados-Uni- 
dos, que  mandó,  en  1862,  echar  á  pique  una  escuadra  car- 
gada de  piedras,  en  el  puerto  de  Charleston,  en  el  canal  de 
Moflits. 

Este  acto  dio  lugar  á  que  surgieran  indignadas  protes- 
tas en  Francia  y  en  Inglaterra,  y  cuando  corrió  la  voz  de 
que  iban  á.  echar  á  pique  una  segunda  escuadra,  llamó  la 
atención  de  su  gobierno  Lord  Stanhope,  en  la  Cámara  de  los 
Lores,  y  estigmatizó  indignado  semejante  procedimiento, 


(1)  Taxilo  Delorde,  en  su  Historia  del  Segundo  Imperio,  reQere  loa 
partk^ulares  de  este  hecJio  que  se  llamó  con  bárbaro  cinismo,  Le  de- 
menagentent  du  PalíUs  d*  Eté. 

(2)  Bn  el  bombardeo  de  Estrasburgo,  fué  reducida  á  cenizas  la  bi  - 
blioteea.  Y.  la  protesta  levantada  por  los  miembros  del  Instituto  de 
Francia,  en  18  de  Setiembre  de  1870,  trascrita  por  Calvo  en  la  nota  al 

isa2. 
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¡la  darotroresultadoque  el  de  destruirdean  modo 
e  un  puerto  útil  al  comercio.  «No  se  trata  ya, 
un  combate  .entre  hombres,  sino  de  un  atentado 
ble  contra  los  beneficios  de  ta  naturaleza,  que  ha 
puertos  para  beneficio  de  ios  pueblos  y  para 
bleslascomunicacíonesentre  los  mismos;»  y  Lord 
claró  que  no  podía  menos  de  considerarse  la  des- 
5  los  puertos  de  comercio  como  actos  de  verdade- 
e,  y  añadió  que,  en  lo  que  se  refería  al  puerto  de 
1,  debió  el  Gobierno  inglés  ponerse  de  acuerdo 
.ncés  para  dii'igir  una  nota  al  de  los  Estados- 

js  repetimos  lo  que  ya  hemos  dicho  varias  veces: 

es  el  derecho  de  la  suprema  necesidad  correspon- 
1  Estado  que  ve  atacados  ó  amenazados  sus  de- 
ue  se  defiende  con  la  fuerza,  y  debe  limitarse,  en 
i  posible,  á  las  relaciones  entre  los  Estados,  sin 
derechos  de  los  ciudadanos  pacíficos,  procedien- 
lo  que  la  violencia  no  traspase  los  límites  de  lo 
para  conseguir  el  fin  propuesto!  Diremos,  pues, 
)  que  es  licito  devastar  las  cosas  del  enemigo 
to  pueda  contribuir  á  debilitar  sus  fuerzas  óau- 
;  nuestras;  pero  destruir  sin  beneficio  y  sólo  por 
i  causar  dafio,  es  una  verdadera  locura  (1). 


ro  Código  penal  militar  castiga  severamenta  los  actos  de 
aonque  sean  cometidos  en  país  enemigo.  El  art.  252  dis- 
ente: «El  que  sin  una  urden  superior  ó  sin  verse  obligado 
dad  de  defenderse,  prenda  voluntariamente  faego  á  una 
I  edificio,  aun  en  paia  enemigo,  será  castigado  con  la  pena 
irévia  la  degradación  correspondiente... 

se  aplicará  también  á  loe  qne  destrnjaD  ó  estropeen  mo- 
ittjetos  cientiHcos  ó  ai-tistico3,  existentes  en  las  coleccio- 
6  privadas,  de  tal  modo,  que  no  sirvan  después  para  el 
ttaban  destinados  [art.  253). 

dispone  el  reglamento  para  el  servicio  en  tiempo  de  gner- 
rlas  generales  de  conducta  durante  el  combate  j  después 

,  Los  actos  de  destrucción  impuestos  muchas  veces  por 
es  del  combate,  no  deben  llevarse  nunca  más  allá  de  lo 
Un  militar  qne  3«  trate  de  consegair 
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§  5.*— Z)e  las  sorpresas  y  délas  estratagemas. 

1310.  Hb  teda  estratagema  Mliáta  en  la  gaem. — 1311.  Opinien  de  Alberíee  Gea- 
tQe.^1312.  Baglas.— 1313.  Las  jiromesas  lieolias  al  enemigo  deben  oomplirse 
detaenafé. — 1314.  C6mo  es  lieito  atraer  al  enemigo  y  engaiarlo.— 1315.  Uso 
del  nu&zme  entmige.— 1316.  Uso  de  sn  bandera.— 1317.  Smplee  de  los  es- 

1310.  Al  enemigo' puede  combatírsele  no  sólo  con  las  ar- 
mas y  con  la  fuerza ,  sino  también  por  medio  de  sorpresas  y 
estratagemas.  Deben,  sin  embargo,  emplearse  éstas  dentro 
de  ciertos  límites,  puesto  que  no  toda  clase  de  engaños  y 
sorpresas  puede  ser  lícita  por  el  mero  hecho  de  emplearse 
contra  el  enemigo,  sino  solamente  aquellos  que  se  relacio- 
nan directamente  con  los  fines  de  la  guerra ,  y  no  llevan 
consigo  perfidia  ó  violación  de  la  palabra  empeñada;  no 
debe,  en  efecto,  admitirse  que  el  beligerante  pueda  violar 
impunemente  los  preceptos  de  la  moral  y  de  la  justicia,  y 
cometer  cualquier  acto  de  pérfido  engaño  con  el  único  fin  de 
vencer  al  enemigo.  Hay  exigencias  del  honor  militar  y  del 
honor  nacional  que  prohiben  ciertas  sorpresas  verdadera- 
mente desleales,  por  lo  que  conviene  distinguir  las  estrata- 
gemas 6  ardides  que  pueden  ser  permitidos  y  los  que  pue- 
den considerarse  como  prohibidos  en  la  guerra. 

Respecto  de  este  asunto  se  expresa  muy  sabiamente  Al- 
berlco  Gentileque,  con  muchos  y  sólidos  argumentos  con-, 
validados  por  la  autoridad  de  sabios  jurisconsultos  y  mo- 
ralistas, llega  á  Ja  conclusión  de  que  según  el  derecho  na- 
tural pueden  ser  lícitos  algunos  engaños,  mas  no  todos  (1). 

«La  estratagema,  dice,  es  de  tres  especies:  la  que  lleva 


Todo  acto  de  crueldad  ó  de  barbarie  queda  absolutamente  prohibi- 
do j  deberá  ser  reprimido  severamente. 

Los  habitantes  que  se  mantengan  neutrales  obtendrán  protección  y 
respeto  para  sus  personas  y  para  sus  bienes. 

Art  719.    El  que  maltrate  ó  robe  á  enemigos  desarmados,  enfer- 
mos^ heridos  ó^muertos;  el  que  incendie,  destruya  ó  cause  dafio,  sin 
necesidad,  en  los  bienes  de  otro,  quedará  sujeto  á  las  penas  sancionadas 
por  el  Código.» 
(1)    Alberioo  Qentile,  Del  derecho  de  guerra,  cap.  III  y  sig. 
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en  si  la  falta  á  una  promesa,  la  que  so  realiza  por  un  acto 
de  audacia  y  las  que  entrarían  ambos  elementos.  Además, 
toda  estratagema  puede  ser  ds  palabra,  de  hecho  ó  mix- 
ta  La  guerra  se  diferencia  del  duelo  únicamente  en  que 

las  condiciones  de  los  duelistas  han  de  ser  Iguales,  puesto 
que  en  el  duelo  luchan  entre  st  las  fuerzas  particulares  de 
los  combatientes,  pero  en  la  guerra  se  opera  con  las  fuer- 
ZELS  da  los  Estados.  No  es  tan  rigurosa  la  ley  de  la  guerra: 
afiánzase  la  victoria,  cuando  se  presenta,  sin  poder  determi- 
narse en  absoluto  el  modo  do  conseguirla.» 

Después  de  examinar  este  escritor.en  particular  las  di- 
versas especies  de  estratagemas ,  condena  toda  clase  de 
trampas  en  los  convenios  que  se  llevan  á  cabo  con  el  ene- 
raigo,  y  después  de  haber  observado  que  en  los  soldados 
prevalece  la  sencillez  y  la  franqueza  ,  y  que  no  puede  ser 
leal  servirse  de  cabalas  para  faltar  &  la  fé  prometida  al  ene- 
migo, dice:  «Nosotros  no  condenamos  la  estratagema;  una 
cosa  es  el  ardid  y  otra  la  perfldia.  Repetimos  que  sobre  este 
particular  nunca  será  bastante  escru  puloso  el  hombre  hon- 
rado» (1). 

Finalmente,  respecto  de  las  ficciones,  dice  que  se  puede 
engafíar  al  enemigo,  pero  sin  hablar  con  él ;  asi  es  qu^  pue- 
de ser  licito  fingir  fuerza,  simular  temor  y  otras  causas 
análogas. 

13li;  Siguiendo  nosotros  la  doctrina  de  Gentile,  propo- 
nemos, pues  ,  como  reglas  supremas: 

a)  Las  leyes  de  la  guerra  no  prohiben  emplear  contra  el 
enemigo  la  sorpresa  ni  los  ardides,  pero  debe  siempre  con- 
siderarse contraria  á  la  ley  moral  el  servirse  de  engaños  y 
flccionea  que  constituyen  por  si  mismas  la  violación  d^í  la 
fé  prometida. 

b)  No  es  licito  emplear  ardides  que  entrañen  traición  ó 
perñdia. 

e)  Los  Estados  que  tienen  empeño  en  conservar  su  glo- 
ria, su  crédito  y  su  reputación,  no  deben  faltar  á  la  lealtad 
cuando  apelen  &  las  sorpresas  y  &  los  ardides  en  la  guerra. 

1312.  Pasando  ahora  á  examinar  los  diversos  casos  par- 
ticulares para  precisar  mejor  con  ejemplos  el  valor  de  nues- 
tras reglas ,  haremos  notar  que  todos  los  publicistas  están 

(l)    ídem.  Id.,  cap.  IV,  p.  193. 
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de  acuerdo  en  admitir,  que  aun  las  promesas  hechas  al  ene- 
migo deben  cumplirse  de  buena  fé;  pues  debemos  tener  por 
cosa  cierta  y  evidente  que  es  siempre  una  mala  acción  el 
faltar  &  la  fé  prometida;  de  donde  surge  la  cuestión  de  si 
debe  cumplirse  ó  no  lo  pactado  con  asesinos  y  gente  de  esta 
ralea.  Admitido  que  pueda  sostenerse  con  razón  que  nada 
se  debe  á  los  ladrones  y  asesinos  que  están  fuera  de  todo 
derecho,  no  puede  decirse  lo  mismo  de  los  enemigos  pábli- 
cos,  los  cuales,  cuando  emplean  la  fuerza,  ejercen  un  dere- 
cho legítimo.  Debe  admitirse,  por  tanto,  respecto  de  ellos, 
que  la  observancia  de  la  fé  prometida  tiene  su  fundamento 
en  la  ley  de  la  justicia. 

Agregúese  &  esto  que  lo  prometido  debe  cumplirse  de 
buena  fé,  porque  sería  sif^mpre  una  astucia  engañosa,  cen- 
surable y  completamente  injusta  el  engañar  al  enemigo 
prometiéndole  cumplir  con  la  lealtad  de  un  soldado  lo  que 
él  cree  haber  estipulado,  y  servirse  después  de  un  artificio 
para  tergiversar  las  palabras  y  negarle  lo  que  se  habla  con- 
certado. 

Aplicando  estos  principios  resulta  evidente  que  el  em- 
plear los  signos  tutelares  prescritos  por  la  Convención 
de  Ginebra  para  distinguir  las  ambulancias  y  los  hospita- 
les militares  que  deben  considerarse  como  neutrales  en  la 
guerra,  como  después  diremos,  no  puede  ser  una  estrata- 
gema licita  para  aquellos  Estados  que  suscribieron  el  men- 
cionado convenio,  si  quisieran  después  simular  y  usar  di- 
chos distintivos  de  neutralidad  para  cometer  actos  de  hos- 
tilidad 6  llevar  á  cabo  cualquier  operación  militar.  Esto  no 
podría  llamarse  estratagema,  sino  astucia  desleal  y  frau- 
dulenta, y  violación  de  lo  convenido,  y  como  tal,  siempre 
vituperable  é  ilícita. 

La  segunda  regla  tendría  su  aplicación  en  los  casos  en 
que  no  hubiese  verdadero  pacto  expreso  y  violación  de  lo 
convenido,  sino  cuando  se  intentase  emplear  contra  el  ene- 
migo engaños  y  asechanzas,  apelando  á  signos  falsos,  & 
falsas  comunicaciones,  ó  á  falsas  apariencias,  dirigidas 
evidentemente  á  engañarlo. 

1313.  Puede,,  en  efecto,  ser  lícito  engañar  al  enemigo 
propalando  noticias  falsas  ó  confundiendo  sus  apreciacio- 
nes, según  la  táctica  militar,  respecto  de  la  fuerza  efectiva 
y  de  los  movimientos  del  ejército,  6  empleando  aquellos 


-^  126  — 

ardides  que  sabe  escogitar  la  astucia  y  que  exigen  audacia 
y  valor  en  la  ejecución. 

Esta  clase  de  sorpresas  no  son  inconciliables  con  el 
honor  militar  ni  con  la  lealtad  de  los  soldados;  pero  cuando 
por  la  naturaleza  de  las  cosas  debía  el  enemigo  tener  con- 
fianza en  nosotros,  y  su  creencia  se  fundaba  en  la  convic- 
ción de  que  nosotros  no  habríamos  de  faltar  á  las  reglas 
prescritas  por  el  honor  militar,  el  faltar  por  nuestra  parte 
para  engañarlo,  debería  considerarse  como  un  acto  de  per- 
fidia 6  de  vileza.  Tal  sucedería,  por  ejemplo,  con  un  gene- 
ral que  fingiese  querer  concluir  un  armisticio  mientras 
se  preparaba  á  dar  una  encarnizafla  batalla  al  enemi- 
go, sorprendiéndolo  por  su  confianza  en  la  lealtad  de  su 
adversario.  Esto  no  sería  una  estratagema,  sino  un  acto  de 
perfidia  y  villanía. 

Refiere  Vattel  el  caso  de  una  fragata  inglesa,  que  ha- 
biendo llegado  á  la-  vista  de  Calais  en  la  guerra  de  1756, 
hizo  señales  de  avería  para  que  viniese  en  su  auxilio  algún 
buque,  capturando  luego  una  chalupa  y  los  marineros  que 
corrieron  á  prestarle  su  ayuda.  Nadie  puede  cometer  se- 
mejantes atentados,  que  son  actos  verdaderamente  villanos 
y  traiciones,  no  estratagemas. 

1314.  Como  aplicación  de  la  tercera  regla,  entendemos 
que  no  es  conciliable  con  el  honor  militar  el  adoptar  el  uni- 
forme del  enemigo  para  engañarlo,  ó  hacer  uso  de  sus  es- 
tandartes ó  de  su  bandera  con  el  mismo  objeto.  Si  estp  se 
verificase  durante  el  combate  para  introducir  la  confusión 
en  sus  filas  y  en  sus  movimientos,  serla  un  verdadero  acto 
de  traición  y  de  perfidia.  Así  se  ha  definido  en  el  regla- 
mento americano,  que  declara  á  quien  lo  lleva  á  cabo  ex- 
cluido de  las  leyes  de  la  guerra,  y  le  niega  todo  derecho  de 
protección  (1);  pero,  á  juicio  nuestro,  es  también  contrario 
al  honor  militar  el  adoptar  el  uniforme  del  enemigo  aun 
Antes  de  la  batalla,  para  hacer  bajo  estas  falsas  aparien- 
cias los  movimientos  necesarios  para  prepararse  al  ataque. 

El  honor  militar  es  algo  más  que  el  honor  civil,  y  lo  ca- 
racterizan la  lealtad  y  el  evitar  cualquier  vellaquería  ó  vil 
engaño;  por  lo  cual  sostenemos  que  se  faltarla  al  honor 


(1)    Reglamento  americauo ,  art.  65. 


erra  aquellas  estrata- 
e  valor  y  audacia,  se 
Itad  ó  villanía.  Ningún 
•ecurrir  &  las  estrata- 
una  batalla  con  bajos 
1). 

id  áe  las  cosas  tenga 
quitados  al  enemigo; 
gregar  algunos  signos 
con  otros. 

costümbrase  navegar 
do  tanto  esta  costam- 
0  cierto  de  la  naciona- 
msiderarse  como  con- 
que de  guerra  emplee 
lue  no  sea  la  propia,  & 
lin  embargo,  una  cir- 
cambio  sin  faltar  &  las 
las  del  honor  militar, 
rra  se  encuentran  en 
uar  la  verdadera  na- 
sra  propia,  disparando 
á  la  vez  un  cañonazo  con  pólvora  sola  ó  &  bala  perdida,  lo 
cualequi^'ale  á  invitar  al  otro  buque  4  enarbolar  también 
la  bandera  de  su  verdadera  nacionalidad. 

Dicho  cañonazo  llamado  eoup  de  semonce  ou  cí'  assu- 
rance,  equivale  &  la  palabra  de  honor  del  comandante  de 
que  la  bandera  que  enarbola  es  la  del  Estado  á  que  pertene- 
ce el  buque.  Si  en  este  caso  la  nave  invitada  enarbolase  una 


(1)  Tenemos  una  verdadera  complacencia  en  que  nuestro  concepto 
orresponde  perfectamente  ¿  las  máximas  que  naestro  legislador  pone 
1  principio  del  reglamento  para  el  servicio  del  ejército  en  tiempo  de 
guerra.  «Todo  militar,  dice,  debe  recordar  que  las  leyes  de  la  guerra  no 
eoonooen  en  los  beligerantes  un  poder  ilimitado  en  la  elección  de  loa 
uedioa  para  causar  daflo  al  enemigo.  En  armonía  con  este  principio  se 
irescriben  en  abaolnto...  el  uso  de  la  bandera  parlamentaria,  asi  como 
[13  signos  distintivos  y  característicos  de  la  Convención  de  Ginebra,  si 
e  emplean  con  el  fln  de  engaflar  al  enemigo,  así  como  también  el  uso 
\e  la  bandera,  de  la»  insignias  ó  de  tas  dioiaas  del  adversario.* 
Preámbulo). 
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bandera  falsa,  disparando  también  su  cañonazo  correspon- 
diente, equivaldría  á  una  violación  de  los  usos  internacio- 
nales, y  sería  una  falta  deplorable  céntralos  deberes  que 
el  honor  militar  impone. 

Consideramos  superfino  entrar  en  más  detalles;  los  mi- 
litares que  no  tratan  de  ahogar  en  la  guerra  los  sentimien- 
tos del  honor  y  de  la  buena  fé,  saben  siempre  distinguir 
cuáles  son  las  estratagemas  leales  y  las  desleales,  y  sólo 
emplean  las  primeras,  como  lícitas,  y  se  abstienen  escru- 
pulosamente de  las  otras,  como  ilícitas  (1). 

1316.  Las  leyes  de  la  guerra  permiten  también  al  beli- 
gerante servirse  de  espías  para  obtener  los  informes  que 
necesite,  y  si  bien  es  cierto  que  se  considera  generalmente 
como  bajo  y  vergonzoso  el  oficio  do  espía,  no  es  deshonroso 
el  utilizar  sus  servicios  para  los  fines  de  la  gu^Tra.  Sin 
embargo,  el  enemigo  contra  quien  se  emplea  el  espionaje, 
puede  tratar  con  sumo  rigor  á  los  espías,  de  lo  cual  nos 
ocuparemos  en  el  capítulo  siguiente. 

Lo  que  en  todo  caso  debe  considerarse  contrario  á  las 
leyes  de  la  guerra,  es  servirse  de  la  corrupción  6  de  cual- 
quier otro  medio  para  impulsar  á  un  individuo  de  la  parte 
enemiga  á  cometer  cualquier  crimen,  por  mas  que  esto  pu- 
diera ser  muy  útil  para  I9S  fines  de  la  guerra. 

Este  principio  tiene  una  aplicación  muy  extensa  á  todo 
acto  que  por  su  naturaleza  revista  los  caracteres  de  un  cri- 
men, y  por  consiguiente,  no  sólo  sería  ilícito  provocar  el 
asesinato  de  un  jefe  enemigo,  á  pesar  de  que  su  muerte  po- 
dría decidir  del  éxito  de  la  guerra,  sino  también  cualquier 
otro  acto  que  estuviese  sujeto  á  las  leyes  penales,  con  ar- 
reglo al  derecho  común  vigente  en  tiempo  de  paz.  El  dere- 
cho internacional  de  la  guerra  no  puede  autorizar  la  viola- 


(i;  En  esta  cuestión  conf.:  Alberico  Gentile,  antes  citado.— Grocio, 
Dejare  belli,  L.  III.  cap.  I.  §  6.— Pradier-Fodéré,  nota  á  la  p.  47.— 
Wattel,  Der,  de  geat.,  L.  III,  cap.  X.  §  180.— Heffter,  Der.  int.,  §  125, 
— Halkck, /n¿.  Law.  1. 11,  L.  III,  cap.  I.— Calvo.  Der,  int.,  t.  III,  § 
1836.— Bluntschli,  Der.  mt.  eod„  §  563.— Diidley-Field  *  Cod.,  §  763. 
-"Imirueeiones  americanas,  §65  y  101. —Declaración  de  Bruxelas, 
§  ÍÁ.^Manual  del  Inét.  de  der.  inL,  §  8.— Morln.  oft.  cit,  1. 1,  capí- 
tulo VIL 
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cion  de  loe  principios  del  derecho  público,  ni  los  actos 
criminales  (1). 


(i)  En  el  reglamento  italiano  se  lee:  «Debe  proscribirse  en  absoluto 
herir  á  traición  á  los  individuos  pertenecientes  á  la  nación  y  al  ejérci- 
to enemigo.» 


VMV^I»>^<W»W^^*»^«W<^ 
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CAPITULO   Vil 


DE  LOS  DERECHOS  DEL  BELIGERANTE  SOBRE  LAS  PERSONAS  DE  LA  PARTE  ENEMIGA 


1317.  Argumento  áel  presente  eftpitnlo.— 1318.  Contra  qué  pereonas  puede  apli- 
carle la  pena  de  muerte. — 1319.  El  beligerante  no  debe  eer  cruel. — 1320.  Per- 
eonas agregadas  al  serrioio  del  ejército.— 1321.  Déla  negativa  de  cuartel. — 
1322.  Nuestra  opinión. — 1323.  Reglas  j  su  aplicación. — 1324.  Ciudadanos  ar- 
mados para  luchar  contra  las  tropas  enemigas. — 1325.  Derechos  de  los  belige- 
rantes sobre  los  mismos. — 1326.  Nuestra  opinión. — 1327.  Correos  j  mensajeros. 
— 1328.  Aeronautas. — 1329.  Periodistas  j  personas  que  acompaian  al  qército. 
— 1330.  Tratamiento  de  los  prisioneros  de  guerra. — ^1331.  Derecho  de  castigar- 
los.— 1332.  Manutención  de  los  mismos. — 1333.  Obligación  al  trabijo. — 1334. 
Prisioneros  libres  bajo  su  palabra. — 1336.  Derecho  del  beligerante  sobre  los  mis- 
mos.—133^.  Cómo  puede  darse  la  palabra.— 1337.  Prisioneros  detenidos:  su 
canje.  -—1338.  Rehenes. — 1339.  uso  de  los  rehenes  en  la  guerra  firanoo-pru- 
siana. — 13i0.  Enfermos  j  heridos.— 1341.  Convención  dé  Ginebra. — 1342. 
Heridos  ya  curados. — 1343.  Reglas  j  retención  de  los  prisioneros  según  la  Con- 
vención de  Ginebra. — 1344.  Observaciones  sobre  la  misma. — 1346.  Uodiflcaoio- 
nes  propuestas.  —1346.  Tentativa  para  extenderla  i  las  guerras  marítimas. — 
1347.  Muertos  en  batalla. — 1348.  El  derecho  de  guerra  no  es  aplicable  á  los 
ciudadanos  pacíficos. — 1349.  De  las.  personas  que  mantienen  comunicaciones  con 
el  enemigo. — 1360.  Reglas  acerca  de  los  espías  j  castigo  de  los  mismos.— 
1:61.  Excitación  i  la  deserción.— 1362.  (hiías. — 1363.  Parlamentarios. 
• 

1317.  Eft  este  capítulo  nos  proponemos  tratar  solana  ente 
de  los  derechos  que  pueden  ejercitar  los  beligerantes  du- 
rante la  guerra,  sobre  las  personas  que  toman  parte  en  la 
misma.  En  otro  capítulo  hablaremos  de  los  que  pueden 
ejercer  en  caso  de  ocupación  militar  del  territorio  ene- 
migo. 

13Í8.  El  derecho  de  guerra  propiamente  dicho,  esto  es, 
el  de  vida  y  muerte,  puede  hacerse  valer  contra  todas  las 
personas  que  tomen  parte  en  la  acción  militar  con  las  ar- 
mas en  la  mano,  ó  que  cometan  actos  de  hostilidad  maní* 
fiesta. 

Bajo  este  aspecto  no  podemos,  en  derecho  estricto,  esta- 
blecer diferencia  alguna  entre  las  personas  por  su  grado  ó 
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por  su  posición  social;  deduciéndose  de  aquí  que  todo  el 
que  tome  parte  en  la  guerra  con  las  armas,  incluso  el  jefe 
del  Estado,  se  expone  &  todos  los  peligros  y  violencias  que 
la  guerra  trae  consigo. 

La  generosidad  puede  aconsejar'que  se  perdone  la  vida 
á  los  soberanos;  pero  esta  generosidad  debe  desaparecer 
ante  la  razón  suprema  de  la  guerra  y  ante  la  necesidad  de 
ia  misma. 

Podemos,  pues,  establecer  como  regla. 
a)    El  beligerante  puede  atacar  y  matar  á  todos  aquellos 
que  tomen  parte  activa  en  la  guerra,  mientras  resistan  con 
las  armas  en  la  mano  6  realicen  actos  hostiles. 

Decimos  mientras  resistan  con  las  armas  en  la  mano, 
porque  no  puede  ser  lícito  durante  la  guerra  ningún  acto  de 
violencia  contra  las  personas  cuando  no  esté  justiñcado 
por  las  necesidades  mismas  de  la  lucha,  y  no  podrá  ser  jus- 
tificable cuando  se  dirija  contra  los  que  no  hayan  tomado 
parte  en  ella  6  depongan  las  armas  rindiéndose  a  discre- 
ción. 

Siendo  la  muerte  de  éstos  inútil  para  los  fines  de  la 
guerra,  sería  ilegal  y  tomarla  el  carácter  de  un  verdadero 
crimen  si  se  ejecutase  con  deliberado  propósito  de  cometer 
un  acto  de  crueldad  contra  el  enemigo. 

1319.  El  concepto  que  debe  predominar  en  la  guerra,  se- 
gún el  derecho  moderno,  es  el  de  la  generosidad  con  los 
vencidos.  El  beligerante  debe  luchar  valerosa  y  enérgica- 
mente contra  la  fuerza  armada  en  conjunto,  pero  sin  ser 
cruel  con  las  personas  cogidas  aisladamente,  lo  cual  es 
propio  y  característico  de  la  guerra  semi-salvaje,  y  contra- 
rio á  los  sentimientos  de  humanidad  difundidos  después 
del  establecimiento  del  Cristianismo.  La  guerra,  según  el 
concepto  antiguo,  significaba,  como  dice  Laurent  (1),  ¡ay 
de  los  vencidosl;  el  derecho  de  guerra,  según  el  concepto 
moderno,  prescribe  el  respeto  al  vencido,  y  proclama  que 
apenas  el  soldado  deja  de  resistir  con  las  armas  en  la  ma- 
no, adquiere  todos  los  derechos  de  inviolabilidad  personal 
que  le  corresponden  por  la  ley  de  la  naturaleza. 

Estas  máximas,  respecto  de  las  cuales  se  hallan  de 


(1)   Laurent,  Historia  de  la  Humanidad,  passim. 
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acuerdo  todos  los  publicistas,  están  hoy  sancionadas  pol- 
los legisladores  de  los  Estados  civilizados.  Vemos,  en  efec- 
to, que  el  reglamento  americano  dispone  en  su  art.  71  que 
«todo  el  que  hiera  intencionalmente  al  enemigo  reducido 
completamente  á  la  impotencia,  lo  mate,  mande  matarlo  6 
anime  á  sus  soldados  para  que  lo  hagan,  será  condenado  á 
muerte  si  se  prueba  su  culpabilidad,  ora  pertenezca  al 
ejército  de  los  Estados- Unidos,  ora  sea  un  enemigo  cogido 
después  de  haber  cometido'  el  crimen .» 

Nuestro  Código  «penal  militar  dispone  en  su  artículo  287: 
«No  existe  delito  cuando  el  homicidio,  las  heridas  y  con- 
tusiones son  ordenadas  por  la  ley,*  por  la  autoridad  le- 
gal, ó  por  la  necesidad  de  la  legítima  defensa  en  aquel  mo- 
mento;» y  en  su  art.  254  impone  la  pena  de  trabajos  for- 
zados perpetuos  por  el  homicidio  voluntario  cometido  en 
tiempo  de  guerra;  cuya  disposición  es  evidentemente  apli- 
cable al  que  con  deliberado  propósito  mate  6  mande  «matar 
al  enemigo  reducido  completamente  á  la  impotencia,  ó  que 
se  rinda  á  discreción;  y  es  tanto  más  racional  esta  interpre- 
tación, cuanto  que  el  reglamento  para  las  tropas  en  cam- 
paña establece  como  máxima  en  su  preámbulo:  «La  gene- 
rosidad respecto  de  los  vencidos,  y  la  observancia  del  dere- 
cho de  gentes  constituyen  el  complemento  de  las  cualida- 
des morales  del  ejército  de  una  nación  civilizada.»  Y  entre 
los  actos  que  declara  absolutamente  prohibidos  en  tiempo 
de  guerra,  se  hallan  «la  muerte  de  un  enemigo  que  se  rindf* 
á  discreción»  (1). 

De  conformidad  con  estos  principios,  hacemos  votos 
fervientes  porque  se  eleve  á  regla  del  Derecho  internacronal 
lo  que  se  establece  en  el  art.  68*de  las  instrucciones  para  el 
ejército  de  los  Estados-Unidos  de  América,  y  que  dice  así: 

«Las  guerras  modernas  no  son  guerras  de  carnicería, 
ó  que  tengan  por  objeto  la  muerte  del  enemigo.  La  destruc- 
ción de  éste  en  la  guerra  moderna,  y  aun  la  guerra  misma, 
son  medios  para  obtenerlo  que  el  beligerante  se  propuso  y 
que,  en  cierto  modo,  es  extraño  á  la  lucha.» 

1320.    Todos  aquellos  que  acompañan  á  las  tropas  sin  to- 
mar parte  activa  en  las  operaciones,  como  por  ejemplo,  los 


(1)    Está  conforme  con  la  disposición  del  proyecto  de  Declaración  de 
Bruxdasy  arts.  12, 13,  etc. 
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agregados  &  la  administración  y  á  la  intendencia  militar, 
los  vivanderos,  los  médicos,  los  ministros  del  culto,  etcéte- 
ra, están  siempre  expuestos  &  las  vicisitudes  de  la  lucha, 
y  aun  cuando  fuesen  heridos  ó  muertos  durante  ella,  no  ten- 
dría esto  nada  de  ilegal  conforme  á  las  leyes  de  la  guerra; 
pero  no  podrán  ser  atacados  directamente,  puesto  que  se 
los  debe  considerar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  pacifi- 
cas mientras  no  tomen  personalmente  parte  en  ella.  Es,  sin 
embargo,  muy  difícil  distinguir  en  el  cajor  de  la  pelea,  y 
aun  después,  á  los  unos  de  los  otros. 

1321.  Debe  considerarse  como  absolutamente  contrario 
á  las  leyes  de  la  guerra  el  negarse  á  dar  cuartel  al  enemigo 
aun  cuando  se  hubiese  declarado  así  previamente. 

En  efecto,  la  negativa  á  dar  cuartel  conduciría  á  soste- 
ner que  el  beligerante  podía  matar  á  los  que.  se  rindiesen  á 
discreción.  Este  proceder  no  perdería  en  ningún  caso  su 
verdadero  carácter,  esto  es,  el  de  un  asesinato  ó  el  de  una 
matanza  inútil  de  un  enemigo  desarmado. 

Algunos  publicistas  no  han  podido  romper  decididamen- 
te con  la  tradición.  Autorizaba  ésta  á  los  jefes  del  ejército 
para  declarar  previamente  que  no  se  había  acordado  dar 
cuartel  al  enemigo,  y  no  lo  daban  efectivamente,  persiguien- 
do y  matando  á  los  que  eran  impotentes  para  resistir  y  pre- 
tendían rendirse.No  faltan  todavía  algunos  que,  aun  reco- 
nociendo que  el  no  dar  cuartel  es  contrario  á  las  leyes  de  la 
guerra,  han  creído,  no  obstante,  que  tan  inhumano  proce- 
dimiento puede  justificarse  alguna  vez  como  una  excepción 
impuesta  por  la  necesidad  de  las  cosas. 

Vemos,  en  efecto,  qué  en*  las  instrucciones  americanas 
compiladas  por  el  eminente  publicista  Lieber,  se  dispone  lo 
siguiente :  «  No  es  contrario  á  los  usos  de  la  guerra  moder- 
na, el  disponer,  movidos  por  un  sentimiento  de  odio  6  de 
vengEinza,  que  no  se  dará  cuartel  al  enemigo.  Ningún  cuer- 
po de  ejército  tiene  derecho  á  declarar  que  no  dará  ni  acep- 
tará cuartel;  pero  es  licito  á  un  jefe  prescribir  á  sus  tropas 
no  darlo  en  ciertos  casos  extremos,  cuando  su  propia  sal- 
oacion  le  imposibilite  para  hacerse  cargo  de  los  prisione- 
ros» (1). 

Bluntschlí,  que  acepta  el  principio  de  que  no  puede  dic- 

(1)   §60. 


tarse  la  orden  de  no  dar  cuartel,  admite  una  excepción  ft 
esta  regla,  sosteniendo  como  lícito  dar  esta  orden  &  titulo  de 
represalia  y  en  el  caso  de  necesidad  absoluta,  cuando  sea 
imposible  conducir  consigo  á  los  prisioneros  sin  compro- 
meter la  seguridad  propia.  Es  cierto,  sin  embargo,  que  tan- 
to en  las  instrucciones  americanas  cuanto  en  las  reglas  pro- 
puestas por  Bluntschli,  liallamos  que,  aun  en  la  hipótesi» 
en  que  por  motivos  legítimos  se  niegue  el  cuartel  al  enemi- 
go, no  pueden  ser  ejecutados  aquéllos  que  se  hallan  incapa- 
citados para  resistir  ó  son  ya  prisioneros  de  guerra  (1). 

Aún  van  más  lejos  las  instrucciones  americanas  al  ad- 
mitir, en  principio,  que  el  beligerante  puede,  á  título  de  re- 
presalia, negar  cuartel  á  las  tropas  enemigas  que  á  su  vez 
lo  nieguen  á  las  de  los  Estados-Unidos,  añadiendo  después: 
«En  el  caso  de  que  las  tropas  americanas  hayan  dado  cuar- 
tel á  un  enemigo  por  un  error  respecto  de  su  verdadera  con- 
dición, esto  no  obstante,  podrá  condenarlo  á  muerte,  si  en 
los  tres  dias  siguientes  al  de  la  batalla  se  descubriese  que 
pertenecía  á  un  cuerpo  que  no  lo  daba  á  nuestras  tro- 
pas »  (2). 

La  misma  doctrina  sigue  Hall,  y  por  mas  que  reconozca 
la  excesiva  severidad  de  tal  proceder,  y  note  que  dicha  cos- 
tumbre no  se  sigue  en  las  guerras  entre  los  pueblos  civili- 
zados, admite,  no  obstante,  como  máxima  que  el  beligeran- 
te puede  hacer  uso  de  este  derecho  que  dicho  publicista 
considera  como  un  ejercicio  legal  del  derecho  de  guerra  (3). 

1322.  Ya  hemos  dicho  que,  á  juicio  nuestro,  no  puede 
justificarse  la  negativa  á  dar  cuartel  á  las  tropas  enemigas 
que  lo  pidan,  ni  aun  en  los  casos  especiales  indicados  por 
los  publicistas.  La  declaración  de  no  dar  cuartel  se  consi- 
dera generalmente  como  una  orden  de  asesinato,  y  no  pue- 
de en  modo  alguno  legitimarse  á  titulo  de  represalia.  Ya 
hemos  expuesto  nuestra  opinión  respecto  de  la  teoría  de 
aquellos  que,  después  de  haber  proclamado  las  reglas  del 
moderno  derecho  de  guerra,  pretenden  legalizar,  á  título  de 
represalia,  la  violación  voluntaria  del  mismo  en»  la  forma 


(1)  Bluntschli,  §  580. 

(2)  Instr.  amer.,  %  66. 
(3;    Hall, /ni.  teío.,  §  129. 
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que  ya  hemos  indicado.  No  podemos  comprender  cómo 
Bluntschli,  que  en  su  nota  al  art.  580  reconoce  que  el  negar 
el  cuartel  «seria  un  verdadero  asesinato»,  legitima  luego 
este  crimen  cuando  se  comete  á.  titulo  de  represalia.  La 
guerra  no  debe  ser  legal  mente  otra  cosa  que  un  medio  legí- 
timo para  hacer  respetar  el  derecho,  y  no  puede  en  ningún 
caso  legitimar  un  crimen. 

-  Si  el  enemigo,  abusando  de  la  fuerza,  lo  cometiese,  no  le- 
gitimaría esto  los  cometidos  por  nuestra  parte. 

La  muerte' de  los  que  se  rindan  no  puede  justificarse  por 
la  dificultad  de  su  custodia  ni  por  lo  gravoso  que  serla  el 
cuidar  de  ellos  al  ser  declarados  prisioneros  de  guerra.  Si 
esto  pudiese  legalizar  la  matanza  hecha  en  los  mismos, 
debería  también  admitirse  que  el  beligerante  puede  conde- 
nar á  muerte  &  los  prisioneros  cuando  le  sea  difícil  custo- 
diarlos, 6  cuando  el  atender  á  ellos  comprometa  su  seguri- 
dad propia.  Nosotros  no  vemos  diferencia  alguna  esencial 
entre  uno  y  otro  caso. 

Admítese  por  todos  que  no  puede  ejecutarse  á  los  prisio- 
neros de  guerra  ni  á,un  en  el  caso  en  que  fuese  imposible 
custodiarlos  y  mantenerlos  &  todos;  no  hay,  pues,  razón 
para  legalizar  la  negativa  de  cuartel,  ó  sea  la  matanza  de 
aquellos  que  piden  capitulación  para  entregarse  como  pri- 
sioneros de  guerra,  cuando  no  exista  otro  motivo  que  el  de 
la  dificultad  de  mantenerlos  y  custodiarlos  como  tales  pri- 
sioneros. 

El  principio  que  rige  la  guerra  moderna  es  el  de  que  el 
beligerante  tiene  derecho  de  vida  y  muerte  contra  el  ene- 
migo mientras  éste  resiste  -y  lucha  con  las  armas  en  la 
mano  6  comete  actos  de  hostilidad;  desde  el  momento  en 
que  cesa  de  combatir,  adquiere  su  persona  todos  los  dere- 
chos de  inviolabilidad  que  la  ley  natural  que  le  concede.  Es 
evidente  que  el  enemigo  que  pide  capitular  no  es  ya  el  ene- 
migo que  resiste:  ¿cómo,  pues,  se  pretende  que  hay  dere- 
cho á  matarlo  y  legitimar  su  muerte  por  la  dificultad  de 
encargarse  de  los  prisioneros?  Esto  es  aún  menos  sosteni- 
ble  después  de  las  declaraciones  hechas  en  la  Conferencia 
de  Bruxelas,  esto  es,  la  de  que  la  guerra  moderna  debe 
tender  únicamente  á  paralizar  las  fuerzas  del  enemigo. 

Hay,  sin  embargo,  algún  publicista  que  cree  que  el  cuar- 
tel puede  negarse  &  una  guarnición  que  se  hubiese  obstina- 
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(loen  una  inútil  resistencia,  tratando  de  justificar  resolu 
cion  tan  bárbara  como  una  medida  de  alta  justicia  y  á  títu- 
lo de  pena  contra  aquellos  que  hubieren  ocasionado  en  va-^ 
no  mayor  derramamiento  de  sangre.  4Podría,  empero,  jus- 
tificarse en  este  caso  una  resolución  tan  inhumana?  Y  ¿cuál 
sería  aquí  el  delito  punible?  ¿Cuáles  los  extremos?  ¿Quién 
el  juez?  El  defender  la  patria  con  las  armas  en  la  mano  es 
un  deber  ineludible  de  todo  buen  ciudadano,  y  aun  cuando 
su  esfuerzo  fuese  inútil,  no  cabría  calificar  de  obstinada  la 
resistencia  que  se  hiciere  para  defender  cualquier  posición 
confiada  siempre  al  honor  del  comandante,  pues  éste  se  ex- 
pondría á  incurrir  en  las  penas  establecidas  en  la  ordenan- 
za si  no  se  defendiese  á  todo  trance. 

De  cualquier  modo,  no  podría  el  beligerante  ser  juez  en 
esta  causa;  y  si  hubiese  verdadero  delito  por  las  circuns- 
tancias del  caso,  podría  someter  al  autor  de  aquél  al  tribu- 
nal militar,  pero  no  en  modo  alguno  autorizar  la  matanza 
de  la  guarnición  á  título  de  pena  por  la  persistencia  de  su 
comandante  en  sostener,  aunque  inútilmente,  la  defensa 
hasta  el  último  extremo. 

1323.    Establecemos,  pues,  como  reglas: 

a)  Todos  aquellos  que  tomen  parte  activa  en  la  lucha 
en  condiciones  para  ser  considerados  como  enemigos  pú- 
blicos, y  que  depongan  las  armas  y  pidan  cuartel,  tendrán 
derecho  á  ser  'declarados  prisioneros  de  guerra; 

6)  Este  derecho  corresponderá  además  á  cualquier  en- 
migo  público  armado  ó  agregado  al  ejército  enemigo  para 
un  servicio  activo,  y  que  caiga  en  manos  de  su  adversario, 
ya  sea  peleando,  ya  herido  entregándose  en  persona  áacon- 
secuencia  de  una  capitulación  colectiva. 

Para  aclarar  la  aplicación  de  la  segunda  regla,  recor- 
demos en  primer  lugar  lo  expuesto  antf^riormente  para  de- 
terminar quiénes  tienen  derecho  á  ser  juzgados  como  ene- 
migos públicos  y  pertenecientes  á  la  fuerza  armada  del  be- 
ligerante. Todos  aquellos  que,  con  arreglo  á  los  principios 
allí  expuestos,  puedan  ser  considerados  como  soldados, 
cualquiera  que  sea  el  cuerpo  de  ejército  á  que  pertenezcan, 
ya  militen  en  activo  ó  en  la  reserva,  sean  franco-tiradores, 
voluntarios,  guardia  nacional  ó  milicias  que  formen  parte 
de  una  leva  en  masa,  todos  ellos  indistintamente,  y  los  de- 
mas  que  se  hallen  agregados  al  servicio  y  cooperen  á  los 
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flnes  de  la  guerra,  cualquiera  que  sea  el  modo  como  caigan 
en  poder  del  enemigo,  tendrán  derecho  á  ser  declarados 
iprlsioneros  de  guerra  y  á  gozar  todos  los  privilegios  ane- 
jos á  esta  cualidad  y  que  después  expondremos.  Respecto 
de  esto,  no  puede  haber  lugar  á  dudas. 

1324.  Las  dificultades  pueden  surgir  sólo  respecto  d^ 
ciertas  personas  que  toman  parte  activa  en  la  lucha  sin 
hallarse  en  las  condiciones  expuestas  para  ser  calificados 
como  pertenecientes  á.  la  fuerza  armada  del  Estado,  y  res- 
pecto de  otras  que  de  diversos  modos  prestan  su  concurso 
á.  las  operaciones  de  la  guerra. 

El  primer  caso  ocurrirá  siempre  que  los  habitantes  de 
uo  país  no  ocupado  todavía  militarmente  por  el  enemigo, 
al  acercarse  éste  sin  darles  tiempo  para  organizarse  mili- 
tarmente, tomen  las  armas  para  rechazar  á  las  tropas  que 
traten  de  Invadir  su  territorio. 

Se  ha  discutido  mucho  sobre  si  este  hecho  ha  de  consi- 
derarse por  si  mismo  como  un  ejercicio  legal  de  los  dere- 
chos que  de  la  guerra  se  derivan,  y  en  qué  circunstancias 
debe  juzgarse  que  se  hallan  los  ciudadanos  en  este  caso. 

Es  cierto  que  todos  los  hombres  aptos  para  empuFiar  las 
armas,  tienen  el  derecho  y  el  deber  de  defender  la  patria 
amenazada  por  el  enemigo,  cuando  son  llamados  á  ello  por 
el  jefe  del  Estado,  á  quien  corresponde  el  mando  supremo 
del  ejército.  Pero  esto  no  impide  que  aquellos  que,  por  no 
haber  sido  llamados,  no  toman  parte  activa  en  la  guerra, 
puedan  oponerse  con  la  fuerza  al  enemigo  que  invade  el 
territorio  por  ellos  habitado.  Debe,  pues,  establecerse  que 
la  población  que  procure  rechazar  con  la  fuerza  al  invasor, 
y  que,  sin  estar  militarmente  organizada,  combata,  como 
mejor  sepa  y  pueda,  al  enemigo,  á  las  órdenes  y  bajo  la 
dirección  de  un  jefe,  ejercita  legalmente  su  propio  derecho 
y  no  puede  considerársele  por  esto  fuera  de  las  leyes  de  la 
guerra. 

1325.  De  aquí  que,  si  el  beligerante  quisiera  tratar  como 
bandidos  ó  malhechores  á  los  individuos  pertenecientes  á 
esta  región  que  cayesen  en  su  poder  é  hiciese  que  los  tri- 
bunales de  guerra  lo  juzgasen  como  tales,  cometerla  una 
arbitrariedad  y  violarla  las  leyes  de  la  guerra,  qu(í  imponen 
d  deber  de  considerar  como  prisionero  al  enemigo  público 
que,  armado  ó  herido,  caiga  en  poder  de  su  adversario.  No 
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podría  hacerlo,  ni  aun  en  la  hipótesis  de  que  lo  hubiese  de- 
clarado previamente,  para  intimidar  á  la  población  é  impe- 
dir la  resistencia,  puesto  que  el  beligerante  no  tiene  derecho 
á  variar  con  sus  proclamas  la  naturaleza  de  las  cosas,  ni  á, 
califlcar  de  bandido  al  que  la  ley  autoriza  á.  ser  considerado 
como  enemigo  público,  ni  de  malhechor  al  que  ejercita  el 
derecho  que  tiene  á  defender  con  las  armas  su  propio  país 
contra  cualquier  invasor. 

Respecto  de  este  punto,  puede  considerarse  ya  fijado  el 
principio  general.  En  efecto,  no  sólo  hallamos  de  acuerdo 
sobre  esto  é,  los  publicistas,  sino  también  proclamada  la 
máxima,  tanto.en  las  Instrucciones  americanas,  cuanto  en 
la  Conferencia  de  Bruxelas.  El  artículo  10  del  proyecto  com- 
pilado en  ésta,  establece  que  da  población  de  un  territorio, 
aún  no  ocupado,  la  cual,  al  aproximarse  el  enemigo,  tome 
espontáneamente  las  armas  para  oponerse  á,  las  tropas  in- 
vasoras  sin  haber  tenido  tiempo  de  organizarse  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  9.",  será  considerada  como  be- 
ligerante, si  respeta  las  leyes  de  la  guerra.» 

No  hay  duda  que  con  esta  disposición  puede  conside- 
rarse fajado  ya  el  principio  de  que  el  beligerante  no  tiene 
derecho  á  declarar  que  tratará  como  bandidos  ó  malhecho- 
res á  aquellos  que,  sin  llevar  un  signo  distintivo  para  ser 
reconocidos  á  cierta  distancia  como  soldados  y  sin  estar 
militarmente  organizados,  cayesen  en  su  poder  después  de 
haber  tomado  las  armas  para  rechazar  la  invasión.  No 
puede  decirse,  por  otra  parte,  que  la  regla  no  dé  lugar  á  du- 
das sobre  las  circunstancias  en  que  pueda  ó  no  ser  licito  & 
la  población  resistir  con  las  armas  á  los  invasores.  Todo 
dependerá  de  la  decisión  de  si  el  país  enemigo  puede  ó  no 
considerarse  ocupado  militarmente  por  el  beligerante.  Pero 
¿cuándo  podrá  creerse  llegado  este  caso?  ¿Cuándo  la  resis- 
tencia á  mano  armada  será  el  ejercicio  legal  del  derecho  de 
guerra?  ¿Cuándo  podrá  calificarse  esta  resistencia  de  rebe- 
lión y  ser  castigada  como  un  crimen? 

Examinaremos  después  las  cuestiones  que  de  la  ocupa- 
ción militar  se  derivan,  limitándonos  aquí  á  apreciar  suma- 
riamente cuándo  puede  considerarse  dicha  ocupación  como 
estado  de  hecho,  con  el  único  objeto  de  apreciar  la  natura- 
leza de  la  resistencia  por  parte  de  la  población,  porque,  en 
la  regla  establecida  en  la  Conferencia  de  Bruxelas,  no  se 
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nota  sobre  este  punto  on  criterio  cierto,  «Considérase  ocu- 
do  un  territorio,  dice  el  artículo  1.%  cuándo  se  llalla  de  fle- 
cho bajo  la  autoridad  del  ejército  enemigo.»  De  donde  pare- 
ce deducirse  que  queda  al  arbitrio  de  una  y  otra  parte  el 
conservar  6  no  el  territorio,  puesto  6  no  bajo  la  autoridad 
del  ejército  enemigo,  de  donde  también  se  derivaría  la  in- 
certidumbre  acerca  del  derecho  del  beligerante  á  someter  & 
los  consejos  de  guerra  á  los  que  se  resistiesen,  en  vez  de 
tratarlos  comp  prisioneros. 

En  realidad,  cuando  el  beligerante  haya  conseguido  ocu- 
par el  territorio  de  modo  que  pueda  establecer  en  él  la  au- 
toridad militar  y  ejercer  de  hecho  el  poder  con  arreglo  á  la 
ley  marcial,  cualquier  tentativa  hecha  por  parte  de  los  ciu- 
dadanos, siquiera  sea  concertada  por  la  población  en  masa 
para  rechazar  al  invasor,  podrá  calificarse  de  insurrección 
ó  rebelión  y  quedará  sujeta,  como  tal,  á  las  penas  estable- 
cidas por  la  ley  marcial. 

1326.  Según  el  derecho  estricto,  deberla  decirse  que  el 
ejercicio  legal  del  derecho  de  guerra,  compete  á  la  población 
en  masa  mientras  dure  la  lucha;  y  por  esto  sólo  habrá  ra- 
zón para  exigir  el  tratamiento  de  prisioneros  de  guerfa, 
cuando  sea  numerosa  y  respetable  la  parte  de  los  ciudada- 
nos que  tome  las  armas  para  rechazar  la  invasión,  estén 
bajo  la  dirección  de  un  jefe,  y  respétenlas  leyes  de  la  guerra. 
Conviene  hacer  notar,  además,  que  deben  tener  muy 
presente  los  pueblos  civilizados,  que  no  es  el  inútil  exter- 
minio de  unos  cuantos  lo  que  asegura  el  éxito  de  una  guer- 
ra. El  patriotismo  no  puede  excusar  el  crimen  cometido 
contra  un  ejército  invasor,  y  los  habitantes  de  un  país  que 
para  rechazar  al  enemigo  recurran  á  medios  irregulares 
é  ilícitos,  no  podrán  evitar  que  se  les  trate  como  bandidos; 
pero  aquellos  que  combatan  de  buena  fé  y  con  las  armas 
á  la  vista,  que  crean  poder  recobrar  la  posición  ya  ocupada 
por  el  enemigo,  y  se  hayan  armado  con  la  esperanza  de 
obligarle  á  retroceder  confiando  en  socorros  prometidos 
para  ejecutar  su  plan,  no  pueden  ser  juzgados  como  res- 
ponsables de  crímenes,  ni  son  justiciables  por  los  tribuna- 
les militares  como  bandidos,  pues  esto  sería  un  rigor  ex- 
cesivo, debiendo  prevalecer  siempre  las  leyes  de  la  huma- 
nidad y  aconsejar  al  vencedor  que  debe  tratar  á  los  infor- 
tunados Como  prisioneros  de  guerra. 
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No  puede,  en  efecto,  sostenerse  en  derecho  que  cuando 
una  posición  haya  sido  tomada  por  el  enemigo,  y  éste  haya 
ocupado  militarmente  el  territorio,  pueda  considerarse  al 
ocupante  en  el  pleno  ejercicio  de  los  derechos  de  soberanía 
en  la  porción  ocupada ;  pues  no  negándose  el  derecho  á 
ser  tratados  como  enemigos  públicos,  ni  áan  á  los  ciudada 
nos  que  se  organizan  para  derribar  el  poder  legítimamente 
constituido,  habría  de  negarse  este  derecho  á  la  población 
del  territorio  ocupado  que  se  organizare  para  arrojar  al 
invasor. 

A  juicio  nuestro,  es  difícil  establecer  reglas  precisas  apli- 
cables á  todos  los  casos  y  en  todas  las  circunstancias,  y 
todo  debe  depender  de  las  condiciones  especiales,  de  la  na- 
turaleza de  la  tentativa,  de  los  medios  empleados  para  com- 
batir al  enemigo,  y  sobre  todo,  del  hecho  de  respetar  las  le* 
yes  de  la  guerra,  que,  por  regla  general,  dan  siempre  dere- 
cho á  ser  tratados  como  enemigos  públicos. 

La  ocupación  militar  mientras  la  guerra  dura  es  siem- 
pre un' hecho  provisional  que  sólo  se  considera  definitivo 
después  de  consignado  en  el  tratado  de  paz,  por  lo  que  en- 
tendemos que  deberla  establecerse  como  regla ,  C[ue  todos 
los  ciudadanos  que,  en  número  determinado  y  bajo  la  direc- 
ción de  un  jefe,  lleven  A  cabo  actos  de  hostilidad  para  opo- 
nerse al  enemigo  que  trata  de  invadir  su  país  ó  para  expul- 
sarlo si  ya  lo  ha  ocupado,  tienen  derecho  á  ser  tratados 
como  enemigos  públicos,  siempre  que  en  la  lucha  observen 
las  leyesde  la  guerra  y  lleven  las  armas  á  la  vista  (1). 

1327.  Tienen  también  derecho  á  ser  tratados  como  ene- 
migos públicos,  y  declarados  como  tales  prisioneros  de 
guerra,  todos  aquellos  que  de  cualquier  modo  tomen  parteen 
las  operaciones  militares,  llevando  á  cabo  actos  que  sirvan 
directamente  para  los  fines  de  la  guerra  (2). 


(i)  La  Declaración  de  Bruxelas  contiene  la  slgaiente  disposición  so- 
bre esta  materia:  « Art.  10.  La  población  de  un  territorio  no  ocupado, 
la  cual,  al  aproximarse  el  enemigo,  toma  espontáneamente  las  armas 
para  rechazar  la  invasión,  sin  haber  tenido  tiempo  para  organizarse,  de 
conformidad  con  el  art.  9,  será  considerada  como  beligerante,  si  respe- 
ta las  leyes  y  los  nsos  de  la  guerra.» 

(2)  Esta  regla  debe  aplicarse  indistintamente  á  todos,  inclaso  á  las 
mujeres,  á  los  niños,  á  los  ministros  de  la  religión,  á  los  hombres  cien* 


—  141  — 

En  esta  categoría  entran  todos  aquellos  que  sirven  como 
correos,  mensajeros  ó  portadores  de  despachos  oficiales; 
las  personas  encargadas  de  observar  al  enemigo  ó  de  man- 
tener las  comunicaciones  entro  los  diversos  cuerpos  del  ejér- 
cito 6  las  distintas  partes  del  territorio,  aun  cuando  se  cum- 
pliese esta  misión  sirviéndose  de  los  globos  (1). 

1328.  Nuestra  opinión  es  que,  respe  cto  de  éstos,  debe  ha- 
cerse alguna  distinción,  teniendo  en  cuenta  la  altura  &  que 
se  elevan  los  globos,  según  indica  Bluntschli.  Este  insigne 
publicista  propone  la  siguiente  regla :  «Puesto  que  el  ejérci- 
to de  ocupación  puede  ejercer  un  poder  efectivo  en  la  atmós- 
fera hasta  el  alcance  de  un  cafion,  este  será  el  espacio  en 
que  puede  impedir  las  com  unicaciones  por  medio  de  globos. 
La  parte  de  atmósfera  situada  fuera  de  este  alcance  no  pue- 
de estar  sometida  A  los  reglamentos  ni  á  las  penalidades 
prescritas  por  el  enemigo». (2). 

De  cualquier  modo  que  se  empleen  los  globos  para  los 


tifieo3,  á  los  artistas  y  á  los  que  ejercen  oñcios  pacíficos,  y  qae,  por  re- 
gla general,  están  exentos  de  las  operaciones  de  la  guerra,  los  cuales 
podrán  sujetarse  á  las  leyes  de  ésta  si,  bajo  cualquier  forma,  tomasen 
parte  en  ella  ó  incitasen  abiertamente  á  otros  á  ejecutar  actos  hostiles. 

(1)  La  aplicación  de  los  globos  para  los  fines  de  la  guerra  ha  adqui- 
rido verdadera  importancia  en  la  última  lucha  entre  Francia  y  Prusía 
en  1870.  Habiendo  cercado  los  prusianos  á  París  por  tedas  partes  y 
manteniendo  el  asedio  con  tanto  rigor  que  interceptaron  por  completo 
las  comunicaciones,  se  vieron  los  sitiados  obligados  á  recurrir  á  los 
globos  aerostáticos  para  comunicarse  con  las  provincias,  siendo  nu- 
merosas las  ascensiones  intentadas  durante  los  cinco  meses  de  asedio, 
llevando  á  cabo  su  intento  con  mejor  ó  peor  éxito  más  de  setenta  glo- 
bos. 1^3  prusianos  emplearon  el  mayor  rigor  con  las  personas  que  ye- 
rifleaban  estas  ascensiones,  y  Bismark  declaró  en  una  nota  dirigida  al 
Ministro  de  los  Bstados-Unidos  el  19  de  Noviembre  de  1870,  que  «todas 
las  personas  que  se  sirviesen  do  este  medio  para  traspasar  sin  autori- 
zación las  lineas  prusianas  y  mantener  correspondencia  con  las  pro- 
vincias, con  perjuicio  del  ejército  sitiador,  si  caian  en  poder  de  las  tro- 
pas prusianas,  serian  tratados  del  mismo  modo  que  les  que  hiciesen  la 
misma  tentativa  por  los  medios  ordinarios.»  En  su  consecuencia,  todos 
los  que  cayeron  en  ^oder  de  los  alemanes  fueron*  internados  en  las  for- 
talezas para  ser  juzgados  por  el  consctjo  de  guerra. 

(2)  Der.  int.  cod.,  §632.  Conf.:  Calvo:  Der.  int.,  g  1852;  Rolin- 
JaequemynSy  JRer.,  1870,  p.  675;  Morin,  Leyes  de  la  guerra,  i.  I;  Gue- 
lie,  La  guerra  eontinenial  y  laa  períonas,  p.  96. 


s  de  la  guerra,  las  personas  que  se  eleven  en  ellos  para 
¡portar  despachos  escritos  ú  órdenes  verbales,  no  pueden 
consideradas  sino  como  mensajeros,  ni  debe  tratárselas 
>tro  modo  que  á  éstos  si  cayesen  en  poder  del  enemigo, 
aiilar  los  aeronautas  4  los  espías,  ó  sea  á  aquellos  qué 
idestlna  y  furtivamente  intenten  introducirse  en  el  ter- 
rio  enemigo  para  servir  los  intereses  del  beligerante  es 
laderamente  arbitrario. 

Is  verdad  que  es  más  difícil  sorprender  &  aquellos  que 
levan  en  un  globo,  pero  no  por  esto  puede  desconocerse 
los  que  realizan  una  ascensión  de  este  género  desem- 
in  su  misión  públicamente,  y  serla  injusto  confundirlos 
los  espias.  Si  cayese  el  globo  en  cualquier  punto  del  ier- 
■io  ocupado  por  el  enemigo,  ó  si  al  desempeííar  su  mi- 
fuesen  capturadas  por  éste  las  personas  encargadas 
quélla,  si  los  militares  que  se  hallasen  en  el  globo  fue- 
armados  y  vestidos  con  el  uniforme  nacional  para  po- 
ser  reconocidos  como  enemigos ,  deberá  tratárseles 

0  prisioneros  de  guerra. 

29.  Finalmente,  todas  las  personas  qué  sin  formar 
e  del  ejército  le  sigan  para  cumplir  sus  funciones  pacl- 
i,  como  los  periodistas,  proveedores,  etc.,  pueden  ser 
nidas  como  prisioneros  de  guerra,  cuando  lo  exijan  las 
sldades  de  ésta,  pero  no  puede  asimilárseles  entera- 
te  á  dichos  prisioneros  en  todas  las  consecuencias 
de  aquí  se  derivan  para  el  tratamiento  de  los  mismos, 
ra  sus  deberes  respecto  al  beligerante. 
os  agregados  al  servicio  sanitario,  como  médicos,  far- 
Suticos,  enfermeros,  etc.,  se  hallan  á  cubierto  dé  las 
tualidades  de  la  guerra,  con  arreglo  á  la  Convención 
tnebra,  de  la  que  después  hablaremos.  No  pueden  ser, 
,  declarados  prisioneros  de  guerra,  á  menos  que  to- 
parte activa  en  la  misma,  ó  prefieran  seguir  al  cuerpo 

1  estén  agregados,  aceptando  la  condición  de  prisio- 
s. 

0.    Pasemos  ahora  á  ocupamos  de  cómo  deben  ser 
dos  los  prisioneros.  (1) 


Hd  aquí  «Q  resumen  del  tratamiento  de  loa  prisioneros  de  gaee- 
e  la  oivilizacion  de  ésU  en  las  diversaa  lipocaa  históricas.  En  la 
ledad  sirvió  el  vencido  para  satisfacer  loa  ioatintos  salvajes  y 


í*" 
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Ei  ari.  713  del  reglamento  italiano  dispone  lo  siguiente: 
«Los  prisioneros  de  guerra  deben  ser  tratados  con  huma- 
nidad y  con  arreglo  á  lo  que  su  grado  y  calidad  exigen.  Los 
oficiales  castigarán  severamente  todo  acto  contrario  al  es- 
píritu de  estas  prescripciones. 

Art.  714.  Cualquier  acto  de  insubordinación  por  parte  de 
los  prisioneros  de  guerra,  autoriza  á  emplear  con  ellos  las 
medidas  de  rigor  prescritas  por  el  vigente  Código  penal 


crueles  del  rencedor,  qne  saciaba  sos  pasiones  brutales  sobreescitadas 
en  el  combata  sobredas  personas  y  los  cadáveres  de  los  enemigos  que 
caían  en  su  poder.  Después  conserváronse  los  vencidos  para  hacer  de 
ellos  esclavos;  más  tarde  aún  surgió  la  idea  de  utilizar  la  victoria,  con- 
cediendo la  libertad  á  los  prisioneros  'mediante  una  indemnización  en 
dinero,  viniendo  á  ser  el  rescate  nn  motivo  de  economía,  tratando  cada 
cual  por  su  cuenta  de  reunir  la  suma  que  debía  pagar  por  este  concep- 
to. A  esta  oostumbre  sucedió  la  de  la  Indemnización  pagada  por  el  Es- 
tado 7  determinada  en  el  tratado  de  paz  por  la  libertad  de  los  soldados 
hechos  prisioneros,  y  sólo  en  tiempos  no  lejanos  á  los  nuestros,  se  ha 
formado  la  verdadera  idea  de  la  cautividad  durante  la  guerra,  pero 
aun  no  se  puede  decir  que  se  ha  desterrado  por  completo  la  errónea 
tradición  de  los  antiguos.  En  efecto,  en  el  reglamento  americano  redac- 
^do  con  miras  verdaderamente  liberales,  hallamos  que  el  principio  de 
la  inviolabilidad  del  prisionero  no  está  verdaderamente  sancionado, 
pues  su  art.  72  dispone  lo  siguiente:  «El  dinero  y  demás  valores  que 
se  hallen  en  poder  del  prisionero,  ó  en  sus  vestidos  que  no  sean  de  or« 
denanza,  8on  considerados  por  los  ejércitos  americanos  como  propie- 
dad privada  del  prisionero,  y  está  prohibido  y  considerado  gomo  acto 
deshonroso  el  despojarlo.  Sin  embargo,  si  se  le  encontrasen  sumas  con- 
siderables, mucho  mayores  de  las  que  necesita  para  su  sustento,  se  des- 
tinarán, previa  la  orden  del  jefe,  en  beneflcio  del  ejército,  á  no  ser  que  el 
gobierno  disponga  otra  cosa.  Los  prisioneros  no  pueden  reclamar  como 
propias  las  grandes  sumas  que  sean  cogidas  en  carros  ó  furgones,  aun 
cuando  dichas  sumas  se  hallen  en  los  equipajes  de  los  prisioneros. » 

Pield.  en  su  Proyecto  de  Código,  propone  la  siguiente  regla:  «Si  el 
dinero  cogido  á  un  prisionero  de  guerra  fuese  más  del  que  necesita 
para  su  sustento  ordinario,  el  excedente  podrá  apropiárselo  el  que 
lo  hubiese  hecho  prisionero,  en  la  forma  que  la  autoridad  militar 

disponga.» 

El  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  queda  en 
realidad  violado  con  la  aplicación  de  dichas  reglas.  En  el  libro  de  Ron- 
berg.  De  l09  prisioneros  de  guerra,  hay  una  exposición  histórica  del 
tratamiento  que  han  experimentado  aquellos  desde  los  tiempos  más  re- 
motos basta  nuestros  dias. 
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militar,  asi  como  toda  tentativa  de  insurrección  ó  de  fuer- 
za legitima  el  empleo  de  los  medios  extremos  para  redu- 
cirlos de  nuevo  á  la  sumisión. 

Art.  715.  Todos  serán  desarmados,  incluso  los  oficiales 
de  cualquier  graduación,  á  los  que  sólo  por  orden  superior 
podrá  dejárseles  ó  devolverles  la  espada. 

Todo  lo  que  les  pertenezca  personalmente,  excepción 
hecha  de  las  armas  y  de  los  caballos,  continúa  siendo  de 
su  propiedad»  (1). 

Los  principios  consagrados  en  el  reglamento  italiano 
respecto  á  los  prisioneros  de  guerra,  se  ajustan  en  un  todo 
á  los  principios  de  la  ciencia  y  á  las  reglas  admitidas  por 
la  mayoría  de  los  publicistas. 

En  efecto,  están  todos  conformes  en  reconocer  que  el  ca- 
rácter jurídico  de  la  prisión  de  guerra  no  es  la  esclavitud, 
como  sucedía  en  el  derecho  antiguo,  que  atribula  al  vence- 
dor todos  los  derechos  sobre  la  persona  del  enemigo  que 
cala  en  su  poder,  y  que  no  es  tampoco  un  hecho  que  pueda 
tener  por  sí  mismo  el  carácter  de  una  pena,  nó;  á  los  ene- 
migos públicos  que  pelean  observando  las  leyes  de  la  guer- 
ra, no  puede  imponérseles  penas  ni  castigos,  puesto  que 
ejercitan  un  derecho  legítimo  y  cumplen  un  deber  sagrado.' 
Pero  asi  como  el  arte  de  la  guerra  consiste  principalmente 
en  paralizar  las  fuerzas  del  enemigo  para  obligarlo  á  ce- 
der, así  es  también  natural  que  el  beligerante  tenga  dere- 
cho á  impedir  á  los  combatientes  que  caigan  en  su  poder 
volver  á  su  país  para  tomar  parte  en  las  operaciones  de  la 
guerra,  y  tiene  por  lo  mismo  el  derecho  á  retenerlos  y 
custodiarlos,  privándoles  efectiva  y  temporalmente  de  la  li- 
bertad. 

1331.  Determinado  de  este  modo  el  verdadero  carácter 
de  la  prisión  de  guerra,  resulta  evidente  que  el  beligerante 
no  tiene  derecho  á  imponer  á  los  prisioneros  castigo  algu- 
no^ á  atentar  á  sus  derechos  personales,  á  hacerles  sufrir 
ningún  mal  tratamiento  ni  á  inferirles  ninguna  deshonra,  ni 
aun  á  título  de  represalia.  En  efecto,  el  prisionero  de  guer- 
ra es  prisionero  del  Soberano  y  se  halla  bajo  la  tutela  de 
las  leyes  de  la  guerra;  y  si  el  Jefe  del  Estado,  violando 


(1)    Esta  disposición  es  más  Uberal  y  está  más  conforme  coa  los 
principios  generales  del  derecho  que  la  del  reglamento  americaao. 
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aquéllas  impusiese  á  los  prisioneros  desarmados  un  casti- 
go cualquiera,  ocasionase  voluntariamente  &  los  mismos 
algún  mal  6  deslionra,  6  los  tratase  bárbaramente,  no  le- 
gitimaria esto  los  actos  del  Soberano  enemigo  que  tratase 
del  mismo  modo  á  los  prisioneros  de  la  parte  contraria, 
puesto  que  aquél  no  puede  castigar  á  los  particulares  por 
las  culpas  cometidas  por  el  jefe  del  Estado  á  que  pertene- 
cen, ni  está  autorizado  á  violar  impunemente  el  derecho 
común  respecto  de  los  mismos.  Las  represalias  podrán  ser 
un  acto  político  y  arbitrario,  pero  nunca  serán  un  acto  ju- 
rídico. 

Dedúcese  de  aqui  que  al  prisionero  no  puede,  como  tal, 
imponérsele  pena  alguna  sino  en  el  caso  .en  que  cometa 
algún  delito  durante  su  prisión,  pues  entonces  quedará 
sometido  á  la  jurisdicción  del  Estado  en  cuyo  poder  se  ha- 
llare, y  podrá  ser  castigado  con  arreglo  á  las  leyes  de  dicho 
Estado.  Sería  igualmente  justiciable  si  se  le  imputase  cual- 
quier delito  cometido  antes  de  caer  prisionero,  siempre  que 
fuesen  competentes  para  entender  de  él  los  Tribunales  del 
Estado  eh  que  se  encuentre,  y  para  juzgarlo  y  castigarlo 
con  arreglo  á  sus  propias  leyes. 

Al  hablar  de  delito,  i)OS  referimos  al  que  cae  bajo  el  do- 
minio del  derecho  común  y  del  derecho  de  guerra.  Así 
podría  calificarse  el  acto  del  prisionero  que  diese  noticia  á 
SUS  jefes  de  las  operaciones  del  ejército,  ó  que  de  cualquier 
modo  llevase  á  cabo  clandestinamente  actos  hostiles  du- 
rante su  prisión;  pero  no  podría  calificarse  como  delito  el 
hecho  simple  de  huir  ó  de  intentarlo,  siendo  innato  el  amor 
&  la  libertad,  y  naturales  las  tentativas  lícitas  para  reco- 
brarla. No  sería,  pues,  justo  castigarlos  por  ello,  pero 
podría  impedirse  la  fuga  hasta  con  la  fuerza,  y  haciendo 
fuego  contra  aquéllos  que  intentaran  escaparse,  siendo  de 
gran  interés  para  los  fines  de  la  guerra,  que  los  prisione- 
ros no  vuelvan  á  unirse  á  su  ejército,  entre  otras  cosas, 
porque  divulgarían  las  noticias  relativas  á  las  operaciones 
del  enemigo. 

Podrá  también  castigarse  la  tentativa  de  fuga,  si  para 
ejecutar  ésta  hubiesen  cometido  los  prisioneros  cualquier 
delito  común,  como  por  ejemplo,  el  de  corrupción,  el  de 
conspiración,  etc.  Nuestro  Código  penal  militar  conmina 
con  la  pena  de  muerte  á  todos  aquellos  que  se  hiciesen 
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culpables  de  promover  motines  ó  insurrecciones  (ar- 
tículo 291). 

1332.  El  mantenimiento  de  los  prisioneros  de  guerra 
debe  correr  á  cargo  del  Estado  en  cuyo  poder  se  hallen. 
Todo  Gobierno  tiene  la  obligación  de  sumistrar  &  los  pri- 
sioneros habitación  y  alimento,  y  los  cuidados  que  su  con- 
dición y  estado  de  salud  exijan.  Este  es  un  deber  de  huma- 
nidad para  todos  los  Estados  civilizados,  y  seria  deshonro- 
so para  un  gobierno  faltar  á  su  leal  cumplimiento. 

Los  gastos  más  ó  menos  gravosos  que  esto  ocasionase, 
y  las  condiciones  financieras  del  país,  no  justificarán  nunca 
la  conducta  de  un  Estado  que  tratase  mal  á  los  prisioneros 
de  guerra  (1).  Su  manutención  es  un  gasto  inevitable  de  guer- 
ra A  que  debe  proveer  el  gobierno,  el  cual  podrá  tenerlo  en 
cuenta  y  contarlo  con  razón  entre  las  indemnizaciones  de- 
bidas por  el  enemigo  al  estipularse  la  paz,  pero  en  ningún 
caso  podría  justificar  su  conducta  si  faltase  á  un  deber  tan 
sagrado  (2). 

No  creemos  necesario  ocuparnos  del  pretendido  derecho 
que,  con  arreglo  á  las  leyes  de  la  guerra,  se  arrogaba  en 
otro  tiempo  el  beligerante,  de  matar  á  los  prisioneros  cuan- 
do no  tenía  medios  para  proveer  á  la  subsistencia  de  los 
mismos;  pues  ésta  no  es  ya  una  cuestión  en  el  derecho  mo- 


(i)  En  las  últimas  gaerras  se  ha  tratado  en  general  á  los  prisione- 
ros de  nna  manera  conveniente.  Sólo  en  la  separatista  de  los  Estados- 
Unidos  se  dice  que  los  prisioneros  fueron  robados  y  maltratados  por 
los  Estados  del  Sur.  Tan  indigna  conducta  irritó  á  todo  el  mundo  civi- 
lizado. Y.  la  Narración  de  loa  privaciones  y  sufrimientos  de  los  Ofi- 
ciales y  soldados  de  loa  Estados- Unidos,  etc.  Filadelfia,  1864. 

(2)  El  Estado  á  que  pertenezcan  los  soldados  prisioneros,  podrá  aten- 
der por  si  mismo  á  su  sostenimiento,  sin  que  pueda  negárseles  esta  fa- 
cultad. Cuando  haya  que  proveer  al  mantenimiento  debe  por  lo  menos, 
tratárseles  como  los  traten  en  su  propio  país. 

La  Declaración  de  Bruselas  dispone  en  su  art.  27;  «El  Gobierno,  en 
cuyo  poder  se  hallen  los  prisioneros,  deberá  encargarse  de  su  mante- 
nimiento. Las  condiciones  de  éste  podrán  establecerse  por  mutua  inte- 
ligencia entre  las  partes  beligerantes.  A  falta  de  esta  inteligencia  y 
como  principio  general,  se  tratará  á  Iqs  prisioneros  de  guerra,  en  cuan* 
to  á  la  alimentación  y  vestuario,  en  las  mismas  condiciones  que  á  las 
tropas  del  Grobiemo  en  cuyo  poder  se  hallen. 
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derno,  que  consagra  el  principio  de  la  inviolabilidad  perso- 
nal del  enemigo  que  se  halla  fuera  de  combate. 

1333.  Lo  que  si  podemos  nosotros  afirmar,  y  se  admite 
con  razón,  es  que  el  beligerante  puede  emplear  los  prisione- 
ros, que  voluntariamente  se  presten  á  ello,  en  los  trabajos 
que  ocurran,  siempre  que  éstos  no  sean  degradantes,  dada  la 
graduación  y  la  posición  social  de  cada  individuo.  No  podrá,  ^  } 
sin  embargo,  obligárseles  y  condenarlos  á  trabajar  por  fuer- 
za para  indemnizarse  de  los  gastos  que  por  manutención 
ocasionasen,  pues  esta  es  una  obligación  moral  é  indepen- 
diente de  todo  deber  de  indemnización  por  parte  de  los  sol- 
dados. 

Notemos  además  que  el  beligerante  no  puede  emplear  á 
los  prisioneros  contra  su  patria,  obligándolos  á  llevar  á  cabo 
cualquier  acto  de  hostilidad  contra  la  misma.  En  nuestro  i' 

sentir,  sería  indigno  de  un  gobierno  civilizado  el  obligar  á 
los  prisioneros  á  construir  fortalezas  y  hacer  preparativos 
para  la  defensa,  siquiera  fuese  en  un  punto  lejano  al  lugar 
de  la  lucha,  siempre  que  tales  trabajos  se  destinasen  á  los 
fines  de  la  guerra  que  entonces  se  sostiene. 

Los  principios  del  honor  y  de  la  buena  fé  entre  los  Esta- 
dos exigen  que  no  se  obligue  á  los  prisioneros  á  hacer  nada 
que  pueda  redundar  en  perjuicio  de  su  patria  ó  de  sus  cora- 
pañeros  de  armas. 

1334.  El  beligerante  podrá  dejar  también  en  libertad  á 
los  prisioneros  bajo  su  palabra  de  honor  de  no  realizar  de- 
terminados actos  durante  la  guerra.  La  palabra  de  hpnor 
dada  por  el  prisionero  de  observar  las  condiciones  bajo  las 
cuales  se  le  dio  la  libertad,  debe  cumplirse  de  buena  fé,  y 

liga^á  aquél  con  el  Estado  á  la  estricta  observancia  de  los  ' 

compromisos  adquiridos  bajo  la  garantía  del  derecho  ínter- 
nacional. 

El  gobierno  del  país  á  que  pertenecen  los  prisioneros  li- 
bres bajo  su  palabra,  puede,  en  determinados  casos,  recha- 
zar al  prisionero  y  negarse  á  recibirlo  en  su  territorio  si  las 
condiciones  con  que  adquirió  la  libertad  no  son  conciliables 
con  los  intereses  del  Estado  durante  la  guerra;  pero  ningún 
Estado  podría,  sin  faltar  á  la  buena  fé  y  á  las  reglas  del  de- 
recho internacional,  obligar  á  los  prisioneros,  libres  bajo  su 
palabra,  á  faltar  á  los  compromisos  contraídos. 

1335.  El  beligerante  que  da  la  libertad  bajo  palabra  de 
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honor  á  los  prisioneros,  podrá  castigar  &  los  que  falten  & 
ella,  aplicándoles  las  penas  marcadas  por  sus  propias  le- 
yes. Así,  nuestro  Código  penal  militar  impone  la  pena  de 
muerte  á  los  oflclales  prisioneros  de  guerra  que,  faltando  á 
la  palabra  dada,  fuesen  cogidos  de  nuevo  con  las  armas  en 
la  mano.  Es  siempre  conveniente  que  los  compromisos  con- 
traídos por  los  prisioneros  de  guerra  libres  bajo  su  pala- 
bra consten  por  escrito,  y  que  consten  en  ellos  las  indica- 
ciones personales  y  la  graduación  de  los  prisioneros  que 
dieron  su  palabra. 

El  compromiso  adquirido  por  1^  palabra  empeñada  es, 
por  punto  general,  el  de  no  servir  contra  el  enemigo  durante 
la  guerra  á  la  sazón  empeñada. 

Sin  embargo,  este  compromiso  sólo  deberá  referirse  al 
servicio  activo  en  la  guerra  contra  el  beligerante  á  quien  la 
palabra;  se  ha  dado  ó  contra  los  aliados  que  hayan  tomado 
parte  efectiva  en  dicha  guerra.  Violar  en  este  caso  su  pala- 
bra sería  un  crimen  digno  de  castigarse  con  la  pena  de 
muerte;  pero  el  compromiso  no  debe  extenderse  al  servicio 
interior  del  Estado.  Los  prisioneros  puestos  en  libertad  bajo 
su  palabra  podrán  ser  empleados,  por  ejemplo,  en  la  orga- 
nización é  instrucción  de  los  reclutas,  en  el  trabajo  de  for- 
tiflcacion  de  plazas  no  sitiadas,  en  la  represión  de  subleva- 
ciones y  en  combatir  enemigos  que  no  sean  aliados  del  be- 
ligerante á  quien  se  hubiese  dado  la  palabra,  y,  por  último, 
podrán  desempeñar  también  funciones  civiles  y  misiones 
diplomáticas  (1). 

No  puede  obligarse  á  un  prisionero  de  guerra  á  aceptar 
su  libertad  bajo  su  palabra,  del  mismo  modo  que  el  gobier- 
no enemigo  no  está  obligado  tampoco  á  acceder  á  la  peti- 
ción del  prisionero  que  la  reclame. 

1336.  Las  leyes  interiores  son  las  encargadas  de  deter- 
minar de  qué  modo  podrán  los  militares  dar  su  palabra  si 
fuesen  hechos  prisioneros,  y  si  es  ó  no  necesario  al  oficial 
el  permiso  del  superior  jerárquico  para  dar  válidamente 
su  palabra,  y  la  forma  en  que  debe  darla  el  simple  soldado. 

Cuando  se  empeñase  la  palabra  sin  observar  las  dispo- 
siciones de  las  leyes  militares  del.pais,  esta  palabra  no 


;   (1)    Conf.:  Instr,  amer,,  art.  130. 
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pi-oducirá  sus  efectos  respecto  del  gobierno  propio,  pero  si 
respecto  de  aquel  á  quien  se  dio.  Por  consiguiente,  según 
las  leyes  de  la  guerra,  podrá,  el  beligerante  aplicar  siempre 
sus  sanciones  penales  contra  los  que  faltasen  &  lo  pro- 
metido. 

Si  el  oficial  que  hubiese  dado  su  palabra  fuese  recliazado 
por  su  gobierno,  deberá  volver  ó.  constituirse  prisionero,  y 
si  el  enemigo  se  negase  á  recibirlo,  quedará,  desligado  de 
todo  compromiso,  y  libre. 

La  palabra  no  puede  darse  por  nadie  en  el  campo  de  ba- 
talla, ni  inmediatamente  después  de  un  combate,  por  todo 
un  cuerpo  de  ejército.  No  puede  darse  libertad  de  una  vez  á 
un  gran  número  de  prisioneros  mediante  una  declaración 
general  que  diga  que  han  dado  su  palabra,  pues  esta  decla- 
ración sería  nula  y  de  ningún  valor;  pero  si  en  la  capitula- 
ción de  una  fortaleza  6  de  un  campo  atrincherado  hubiese 
pactado  el  jefe  que  las  tropas  que  tenia  bajo  su  mando  no 
tomarían  má.s  las  armas  antes  de  concluirse  la  paz,  esta 
estipulación  será  válida  y  obligatoria  (1). 

1337.  Los  prisioneros  de  guerra  están  sometidos,  por 
regla  general,  á  las  leyes  y  reglamentos  vigentes  en  el  ejér- 
cito en  cuyo  poder  se  hallan;  y  cada  cual  de  ellos  está  obli- 
gado á  declarar,  si  fuese  preguntado,  su  nombre  y  gradua- 
ción, y  en  caso  de  violar  esta  regla ,  se  expondrá  á  una  res- 
tricción de  las  ventajas  concedidas  á  los  prisioneros  de  su 
categoría. 

Es  potestativo  en  el  beligerante  el  retener  los  prisioneros 
de  guerra  hasta  la  conclusión  de  la  paz  y  el  proceder  ó  no 
al  cange  de  los  mismos.  Todo  depende  en  la  práctica  de  las 
conveniencias  recíprocas,  y  no  existe  ningún  derecho  á  re- 
clamar tal  cange,  ni  pdr  tanto,  obligación  alguna  de  acceder 
ala  demanda.  Las  condiciones  bajo  que  puede  exigirse  el 
cambio  de  prisioneros,  dependen  de  los  convenios  conclui- 
dos con  esle  objeto  entre  las  partes. 

Por  regla  general,  se  hace  el  cange  hombre  por  hombre, 
grado  por  grado  y  herido  por. herido,  bajo  condiciones 
igualmente  obligatorias  para  ambas  partes,  como  sería, 
por  ejemplo,  la  obligación  de  no  volver  por  cierto  tiempo  al 
servicio.  Pueden,  en  ñp,  las  partes  convenir  lo  que  mejor 


(1)    Conf.:  Instr.  amer,,  art.  119  al  129. 
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les  parezca.  Así,  verbi  gracia,  pueden  cangear  una  persona 
de  grado  y  categoría  superior,  por  un  número  determinado 
d.e  personas  de  orden  Inferior,  ó  ceder  en  cambio  una  can- 
tidad de  municiones,  de  provisiones  ó  de  objetos  necesarios 
al  ejército.  Todo  esto,  repetimos,  debe  arreglarse  por  con- 
venios especiales  relativos  al  cange  de  prisioneros.  Lo  que 
no  consideramos  enteramente  justificable,  es  la  costumbre, 
db  conceder  al  prisionero  de  guerra  la  libertad  bajo  la  con- 
dición de  pagar  una  suma  á  título  de  rescate.  La  libertad 
personal  no  es  materia  lícita  de  contratación,  y  el  belige- 
rante no  puede,  por  tanto,  privar  de  ella,  en  absoluto,  al  pri- 
sionero de  guerra;  lo  único  que  puede  impedir,  es  qiie  vuel- 
va á  las  filas  y  refuerce  al  enemigo.  Es,  pues,  lícito  á  los 
gobiernos  pactar  que,  en  cambio  de  los  prisioneros,  se  dé 
una  cantidad  de  municiones,  de  víveres,  etc.,  pero  no  es  lí- 
cito verificarlo  con  el  mismo  prisionero,  porque  esto  equi- 
valdría á  recobrar  su  libertad  mediante  el  pago  de  una 
suma. 

1338.  En  otro  tiempo,  prevaleció  también  la  costumbre 
de  retener  á  los  más  notables  de  los  prisioneros  hechos  por 
una  y  otra  parte,  para  asegurarse  el  cumplimiento  de  cier- 
tas obligaciones  ó  para  otros  fines  de  la  guerra.  Alguna  vez 
también,  la  misma  parte  que  asumía  la  obligación,  daba 
ciertas  personas  en  rehenes,  las  cuales  se  hallaban  en  las 
mismas  condiciones  que  los  prisioneros  de  guerra  y  podían 
ser  condenadas  á  pagar  con  su  vida  la  violación  de  los  pac- 
tos por  parte  de  su  gobierno.  Esta  costumbre  ha  desapare- 
cido ya  hoy  por  completo  entre  los  pueblos  de  Europa  y 
América,  y  cuando  ocurre  dar  al  enemigo  alguna  cosa  como 
garantía  para  asegurar  la  ejecución  de  un  convenio,  se  pre- 
fiere darle  derecho  á  ocupar  una  plaza  fuerte  ó  una  parte 
del  territorio. 

1339.  En  la  última  guerra  franco-prusiana,  en  1870,  hi- 
zose  una  aplicación  verdaderamente  censurable  del  derecho 
de  retener  en  rehenes  á  ciertas  personas.  Mientras  se  cele- 
braban los  tratados  entre  el  Jefe  de  un  destacamento  ale- 
mán y  la  comisión  municipal  de  San  Quintín,  fueron  deteni- 
dos como  rehenes  dos  de  los  comisionados,  diciendo  que  se 
hacía  esto  para  preservar  á  la  ciudad  de  mayores  males,  si 
se  hacia  algún  daño  &  las  tropas  alemanas  á  su  entrada  en 
la  misma. 
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Sucedió  también,  que  habiendo  sido  capturados  cuarenta 
capitanes  de  buques  mercantes  prusianos  por  los  cruceros 
franceses  é  internados  en  Clermon-Ferrande,  detuvieron 
los  prusianos  cuarenta  de  los  ciudadanos  más  notables  de 
Dijon,  Eray  y  Vesoul,  como  rehenes,  para  tratarlos  del 
mismo  modo  que  lo  fuesen  los  capitanes  hechos  prisio- 
neros. 

Finalmente,  hizose  una  aplicación  más  grave  y  verda- 
deramente deplorable  de  este  pretendido  derecho  de  guerra 
en  las  circunstancias  siguientes :  Habiendo  hecho  algunos 
destrozos  en  los  ferro-carriles  franceses,  de  que  se  servían 
las  tropas  vencedoras  para  los  fines  de  la  guerra,  ordenó  el 
jefe  alemán  que  se  cogiese  cierto  número  de  personas  de 
las  más  notables,  y  se  las  detuviese  como  rehenes,  obligán- 
dolas á  viajar  á  la  cabeza  de  los  trenes  para  pagar  también 
con  su  vida  las  consecuencias  de  los  daños  hechos  por  sus 
conciudadanos  en  las  mencionadas  líneas:  Semejante  pro- 
cedimiento no  puede  justificarse  en  modo  alguno  con  los 
fines  de  la  guerra.  Si  una  partida  de  hombres  cortaba  las 
líneas  férreas,  ¿podía  acaso  el  beligerante  obligar  á  respon- 
der de  las  culpas  de  aquéllos  á  ciudadanos  pacíficos  que 
nada  habían  hecho  por  su  parte,  para  ocasionar  daño  al 
ejército  vencedor?  No  podía  tampoco  excusarse  el  procedi- 
miento, que  era  arbitrario  en  sí  mismo,  por  la  considera- 
clon  de  que  resultaba  útil,  porque  aquellos  que  destruían 
y  minaban  los  ferro-carriles  no  sabían  ni  se  cuidaban  de  si 
en  el  tren  viajaban  ó  no  algunos  ciudadanos  franceses. 

1340.  Pasemos  ahora  á  tratar  de  la  condición  de  los  he- 
ridos y  enfermos  en  los  hospitales  y  en  las  ambulancias 
militares . 

Las  leyes  de  humanidad  obligan  imperiosamente  á  con- 
siderar á  todo  hombre  enfermo  ó  herido  en  la  batalla,  como 
nn  ser  sagrado  y  exento  de  las  leyes  de  la  guerra,  como 
obligan  también  al  beligerante,  que  tenga  en  su  poder  estos 
enfermos  ó  heridos,  á  asistirlos  y  prodigarles  todos  los  cui- 
dados necesarios,  según  los  casos,  y  sobre  todo,  á  dejar  á 
todas  las  personas  adscritas  al  servicio  sanitario  la  más 
completa  libertad  para  cumplir  su  piadoso  oficio  bajo  la  tu- 
tela del  derecho  común,  y  no  oponerles  ningún  obstáculo 
para^tomar  todas  las  medidas  que,  según  el  arte  médico  y 
las  exigencias  humanitarias,  puedan  ser  útiles  y  eficaces 
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para  mejorar  la  condición  de  los  heridos.  Es  también  un 
deber  sagrado  el  de  considerar  como  inviolables  á  dichas 
personas  y  el  material  adscrito  al  servicio  sanitario  (1). 


(1)  En  el  siglo  pasado  se  encaentran  algunos  tratados  para  regular 
la  condición  de  los  heridos  en  la  guerra,  siendo  el  más  antiguo,  según 
refiere  Moynier  (Estudios  sobre  la  Cortoeneion  de  Ginebra)^  el  con- 
cluido entre  Austria  j  Francia  durante  la  guerra  de  sucesión  austría- 
ca (27  de  Junio  de  1743),  el  cual  fué  religiosamente  cumplido  por  el 
mariscal  de  Noailles  que  mandaba  el  ejército  francés.  Concluyóse  des- 
pués otro  tratado  (6  de  Febrero  de  1759)  entre  el  marqués  de  Barrail, 
comandante  general  de  la  provincia  de  Flandes,  en  nombre  del  rey  de 
Francia,  y  Seymoor,  mayor  general,  en  nombre  del  rey  de  Inglaterra. 
Posteriormente  se  redactó  un  proyecto  de  conyenio  'durante  las  guer- 
ras de  Napoleón  I,  pero  fracasó  la  tentativa. 

La  causa  de  los  heridos  en  la  guerra  llamó  la  atención  de  todos  los 
países  civilizados  en  los  años  que  siguieron  á  la  guerra  de  Oriente  (1853 
á  1856),  y  la  de  Italia  de  1859,  siendo  quizás  el  primero  que  ha  abogado 
con  calor  por  ella  nuestro  compatriota  Palasciano,  que,  en  un  discurso 
leído  ante  la  Academia  Pontaniana  de  Ñápeles,  en  28  de  Abril  de  1861, 
con  el  título  La  neutralidad  de  los  heridos  en  tiempo  de  guerra,  sos- 
tuvo con  argumentos  técnicos  y  con  otros  inspirados  en  miras  huma- 
nitarias, que  las  potencias  beligerantes  debían  reconocer  por  reciproci- 
dad el  principio  de  la  neutralidad  de  los  soldados  heridos  ó  grave- 
mente  enfermos,  durante  el  tiempo  necesario  para  su  curación,  y  que 
cada  cual  por  su  cuenta  debería  proveer  al  aumento  del  personal  sani- 
tario en  tiempo  de  guerra.  Palasciano  no  se  contentó  con  enunciar  el 
principio,  sino  que  en  un  discurso  posterior  sobre  el  mismo  asunto, 
leido  en  29  de  Diciembre  de  aquel  año  en  dicha  Academia,  desarrolló 
su  concepto  y  formuló  varias  proposiciones  para  traducir  á  la  práctica 
el  principio  de  la  neutralidad  de  los  heridos  en  tiempo  de  guerra,  y 
continuó  después  haciendo  una  activa  propaganda  de  sus  ideas  en  dis- 
tinta forma,  y  sobre  todo  en  el  periódico  que  comenzó  á  publicar  en 
1866  con  el  título  de  Archivo  de  memorias  y  operaciones  de  cirujia 
práetíea.  Es  sensible  que  el  nombre  de  un  individuo  tan  benemérito  de 
la  ciencia  y  de  la  humanidad  no  ande  en  boca  de  todos,  y  que  la  gene- 
ralidad sostenga  que  la  idea  de  la  Convención  de  Ginebra  se  debió  al  gi- 
nebrino  Dunaut.  Es  cierto  que  este  escritor  causó  viva  emoción  en  el 
mundo  civilizado  con  la  publicación  de  su  obra  Un  recuerdo  de  Sol- 
ferino, impresa  en  1862;  pero  en  este  libro  no  se  menciona  siquiera  el 
principio  déla  neutralizadad  de  los  hospitales  y  de  las  personas  ads- 
critas al  servicio  sanitario,  y  sólo  se  pone  en  evidencia  la  triste  condi- 
ción de  los  heridos,  demostrándose  la  necesidad  de  aumentar  el  servi- 
cio sanitario  oficial  con  asistentes  voluntarios,  y  proponiendo  la 
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1341.  Háse  provisto  suficientemente  á  este  punto  por  la. 
ConyencíoD  de  Ginebra,  que  debe  considerarse  obligatoria, 
no  solamente  para  los  Estados  que  &  ella  se  iian  adherido, 
sino  también  para  todos  los  pueblos  civilizados  sin  distin- 
ción alguna,  puesto  que  las  reglas  alli  establecidas  no  de- 
ben considerarse  sólo  como  de  derecho  convencional^  sino 
como  la  determinación  de  las  que  se  derivan  de  los  princi- 
pios absolutos  y  de  la  civilización.  Por  esto  debería  consi- 
derarse deshonrado  cualquier  Estado  que  violase  en  su  es- 
píritu la  convención  mencionada  aun  cuando  no  la  hubiese 
suscrito.  Cualquier  atentado  al  sagrado  derecho  de  los  he- 
ridos ó  ala  inviolabilidad  de  las  personas  adscritas  al  servi- 
cio sanitario,  y  cualquier  tentativa  hecha  para  apropiarse 
el  material  mueble  6  inmueble  adscrito  á.  dicho  sorvicio,  ó 
para  hacerlo  inservible  para  el  fin  á  que  por  su  naturaleza 
está  destinado,  deberá  considerarse  por  sí  mismo  é  inde- 
pendientemente de  lo  convenido  en  Ginebra,  como  una  inca- 
lificable violación  del  sagrado  derecho  de  humanidad,  que 
no  podrá  excusar  ninguna  necesidad  de  la  guerra. 

1342.  Lo  único  que  puede  seü  objeto  de  discusión  es  si 
debe  6  no  el  beligerante  dejar  absolutamente  libres  á  los 


neotralidad  como  medio  para  facilitar  tal  proyecto.  La  idea  de  la  Con- 
venekm  de  Ginebra  .se  halla  más  bien  en  el  opúsculo  publicado  por 
Amaalt^  proveedor  del  ejército  francés,  publicando  en  1861,  NoUeia 
sobre  el  perfeccionamiento  del  material  y  de  las  ambulancias,  en  el 
qne  propone  concretamente  que  se  declaren  «inviolables  las  personas 
adscritas  al  servicio  sanitario,  y  los  soldados  enfermeros,  las  ambulan- 
cias y  todo  su  material,  las  localidades  elegidas  en  el  campo  de  batalla 
por  108  médicos  para  corar  á  los  heridos,  distinguiendo  estos  logares 
por  medio  de  una  bandera,  análoga  á  la  que  se  coloca  sobre  los  hospi- 
tales de  una  ciudad  sitiada.» 

Estas  radicaciones  habrían  quedado  reducidas  á  un  piadoso  deseo,  si 
la  sociedad  ginebrina  de  asistencia  pública,  por  la  iniciativa  de  su  pre- 
sidente Moynier,  no  se  hubiese  apoderado  de  la  cuestión  y  hubiera  nom- 
toido  un  comité  para  llevar  á  la  práctica  aquella  idea  y  escogitar  los 
medios  más  oportunos  para  promover  una  conferencia  internacional. 
Desde  este  momento  ha  tenido  la  Suiza  la  parte  más  importante,  de- 
biendo mucho  á  Moynier  que  se  ha  hecho  benemérito  de  la  humanidad 
y*de  la  civilización,  provocando  la  conferencia  que  dio  por  resultado  la 
Convención  de  Ginebra  qne  será  siempre  el  acontecimiento  más  impor- 
tante de  la  historia  del  derecho  de  guerra. 
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heridos  ya  curados,  permitiéndoles  incorporarse  &  su  ejér- 
cito y  volver  &  tomar  parte  en  la  guerra.  Algunos  han  sos- 
tenido esta  opinión  (1);  pero,  á  ju¡cio|nuestro,  no  puede  con- 
siderarse fundada  con  arreglo  á  las  leyes  de  la  guerra.  El 
beligerante  debe  mirar  como  un  ser  sagrado  al  herido  y  al 
enfermo,  pero  no  puede  serle  indiferente  que,  una  vez  cura- 
dos, vuelvan  &  su  patria  para  tomar  las  armas  y  combatir 
de  nuevo,  pues  está  siempre  interesado  en  disminuir  y  pa- 
ralizar las  fuerzas  del  enemigo^y  no  puede  cooperar  á  que 
este  sea  auxiliado  por  heridos  ya  curados  y  en  disposición 
de  volver  á  campaña. 

Por  otra  parte,  serta  demasiado  riguroso  el  que  pudiera 
€l  beligerante  retener  como  prisioneros  de  guerra  á  los  he- 
ridos ya  curados,  abusando  de  estfe  modo  de  su  infor- 
tunio. Lo  mejor  sería,. á  juicio  nuestro,  establecer  como  re- 
gla que  á  dichos  heridos  deberá  concedérseles  plena  liber- 
tad de  regresar  á  su  patria,  si  se  curasen  en  el  territorio 
ocupado  por  el  enemigo,  pero  á  condición  de  dar  su  palabra 
de  no  tomar  de  nuevo  parte  en  la  lucha.  SI  el  herido  ya 
curado  se  negase  á  dar  esta  palabra,  podrá  en  este  caso  el 
beligerante,  que  en  su  poder  lo  tuviese,  declararlo  prisione- 
ro de  guerra  y  someterlo  á  las  condiciones  de  tal.  Una  vez 
curado  el  herido  y  en  estado  de  volver  á  tomar  las  scrmas, 
cesa  la  aplicación  del  sagrado  derecho  de  humanidad,  y 
comienza  la  del  derecho  de  guerra. 

134S.    Proponemos,  pues,  como  reglas: 

a).  Todos  los  Estados  deben  observar  la  Convención  de 
Ginebra, -de  22  de  Agosto  de  1864;  en  lo  concerniente  al  ser- 
vicio de  los  enfermos  y  heridos  en  la  guerra,  y  acordar  to- 
das aquellas  modificaciones  que  por  las  personas  peritas 
se  creara  oportunas  para  la  marcha  del  buen  servicio  de 
los  enfermos  y  heridos. 

b).  Incumbe  también  á  cada  Estado  procurar  que  dicha 
Convención  pueda  ser  lealmente  ejecutada  y  escrupulosa- 
mente observadas  sus  prescripciones,  y  por  consiguiente, 
debe  considerarse  como  un  sagrado  deber  internacional  el 
de  dar  á  conocer  dichas  disposiciones  á  todos  los  cuerpos 
del  ejército,  y  evitar  cualquier  mala  inteligencia  á  que  pu- 


lí)   Landa,  Revista  de  der.  Int.,  1875,  p.  4d9. 


diese  dar  lugar  la  ignorancia  de  las  dispo^ones  conteni- 
das en  la  misma  {!). 

Según  dicha  Convención: 

Articulo  1.'  Las  ambulancias  y  los  hospitales  militares 
serán  considerados  oeutrales,  y  como  tales  respetados  y 
protegidos  por  ios  beligerantes  mientras  haya  en  ellos  en- 
fermos ó  heridos.  La  neutralidad  cesará  si  estas  ambulan- 
cias ú  hospitales  estuviesen  custodiados  por  fuerzas  mili- 
tares. 

Axt.  2."  El  personal  de  los  hospitales  y  de  las  ambulan  - 
cias  que  comprenden  la  intendencia,  el  servicio  sanitario, 
el  de  administración  y  el  de  trasporte  de  los  heridos,  como 
también  los  que  por  caridad  ios  asisten,  participarán  del 
benefício  de  la  neutralidad  mientras  ejerzan  estas  funciones 
y  mientras  haya  heridos  que  levantar  6  socorrer. 

Art,  3.'  Las  persooas  indicadas  en  el  articulo  preceden- 
te podrán  también  continuar,  después  de  la  ocupación  por 
el  enemigo,  desempeñando  sus  funciones  en  los  hospitales 
6  en  la  ambulancia  &  que  estuviesen  destinadas,  ó  retirarse 
para  unirse  á  los  cuerpos  áque  pertenezcan. 

En  este  caso,  cuando  estas  personas  cesen  en  sus  fun- 
ciones, serán  entregadas  á  las  avanzadas  enemigas  por  el 
ejército  ocupante. 

Art.  4.*  El  material  de  los  hospitales  militares  quedará 
sometido  á  las  leyes  de  la  guerra,  y  las  personas  adscritas 
&  estos  hospitales  no  podrán,  al  retirarse,  llevar  consigo 


(1]  Una  de  las  acusaciones  dirigidas  contra  Francia  dHrante  la  guer- 
ra de  1870,  ítié  la  de  que  3U9  oficiales  no  tenían  exacto  conocimiento  de 
la  ConyenciOD  de  Qinebra,  cuya  acusación  confirman  los  mismos  france- 
!9.  Bl  Doctor  Lefort,  director  de  una  ambulancia  voluntaria,  escribe: 
Ms^raci  adamen  te  la  Convención  de  Qinebra  apenas  era  conocida  de  la 
itendencia  militar  francesa,  y  al  comenzar  la  campaña  no  habla  nada 
reparado  para  ponerla  en  práctica.  Cuando  llegamos  á  Metz,  ningún 
iMico  militar  ni  enfermero  alguno  llevaba  en  el  brazo  el  signo  distín- 
vo,  asi  como  tampoco  los  coches  de  ambulancia.))  Citado  por  Guelle, 
a  guerra  eontíneníal  y  Íoj  personas,  p.  126. 

Para  moralizar  loa  ejércitos  serla  muy  oportuno  hacer  lo  que  el 
obiemo  rnso,  publicar  una  especie  de  catecismo  para  el  uso  de  las  tro- 
la, en  el  que  se  desarrollan  en  forma  sencilla  los  principios  de  la  Con- 
reocia  de  Brazelas. 
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otros  objetos  q^  aquellos  que  sean  de  su  propiedad  parti- 
cular. 

Ea  las  mismas  condiciones  conservará  su  material  la 
ambulancia. 

Art.  5.*  Los  habitantes  del  país  que  socorran  á  los  heri- 
dos serán  respetados  y  libres. 

Los  generales  de  las  potencias  beligerantes  manifesta- 
rán á  los  habitantes,  haciendo  un  llamamiento  á  sus  sentí- 
mientes  humanitarios,  que  los  que  presten  servicios  á  los 
heridos  gozarán  de  la  neutralidad  más  completa. 

Todo  herido  recogido  y  curado  en  una  casa  será  para 
ésta  una  verdadera  salvaguardia.  El  vecino  que  recogiere 
un  herido  estará  dispensado  del  alojamiento  de  tropas  y  de 
una  parte  de  las  contribuciones  de  guerra  que  se  im- 
pongan. 

Art.  6.*"  Los  militares  heridos  ó  enfermos  serán  recogi- 
dos y  curados )  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  á  que 
pertenezcan. 

Los  jefes  tendrán  la  facultad  de  entregar  inmediatamen- 
te á  las  avanzadas  del  ejército  enemigo  sus  militares  heri- 
dos durante  el  combate,  cuando  las  circunstancias  lo  per- 
mitan, y  previo  el  acuerdo  de  ambas  partes. 

Serán  enviados  á  sus  países  respectivos  aquellos  que, 
después  de  curados,  se  consideren  como  inútiles  para  el 
servicio.  Los  demás  podrán  serlo  también  á  condición  de 
no  tomar  de  nuevo  las  armas  durante  la  guerra. 

Las  evacuaciones  y  marchas  con  el  personal  que  las  di- 
rige se  hallarán  protegidas  por  la  neutralidad  más  ab- 
soluta. 

Art.  7^  Se  adoptará  una  bandera  distintiva  y  unifor- 
me para  los  hospitales,  las  ambulancias  y  las  traslacio- 
nes. Dicha  bandera  estará  siempre  acompañada  de  la 
nacional.  • 

Se  adoptará  también  un  signo  en  el  brazo  como  distinti- 
vo del  personal  neutralizado,  dejando  la  exención  al  cuida- 
do de  la  autoridad  militar.» 

1344.  Considerada  en  su  espíritu,  es  la  Convención  de 
Ginebra  uno  de  los  triunfos  más  importantes  obtenidos  en 
nuestra  época  por  la  civilización  sobre  la  barbarie,  convir- 
tiendo en  hecho  la  idea  que  hoy  predomina,  esto  es,  que  el 
beligerante  debe  ser  generoso  y  humano,  no  cruel  y  fiero; 
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idea  que  ha  hecho  importantes  servicios  (1)  y  los  pres- 
tará siempre,  no  pudiendo  ya  faltar  los  principios  que  la 
inspiran  ni  dejar  de  ser  una  adquisición  hecha  por  la  hu- 
manidad que  camina  hacia  un  ideal  cada  vez  más  perfecto. 

No  puede  admitirse,  por  otra  parte,  que  todas  las  dispo- 
siciones allí  contenidas  resuelvan  el  problema,  difícil  por 
cierto,  de  conciliar  el  respeto  á  los  derechos  de  humanidad 
con  los  que  pertenecen  al  beligerante  durante  la  guerra, 
por  lo  cual  creemos  muy  conveniente  una  revisión  en  este 
sentido  para  hacer  más  segura  y  menos  difícil  la  leal  ob- 
servancia de  la  misma  (2). 

Conseguí  rase  esto  tanto  más  fácilmente  en  la  práctica 
cuanto  menos  perjuicios  pueda  causar  la  leal  ejecución  de 


(1)  Para  tradncir  en  actos  las  miras  hamanitarias  que  inspiraron  la 
Conyencion  de  Ginebra  en  los  países  qae  á  ella  se  adhirieron,  se  han  fun- 
dado varias  asociaciones  á  ñn  de  aportar  durante  la  paz  todo  lo  ne- 
oesario  para  atender  á  la  curación  y  cuidado  de  los  heridos  cuando  so- 
brereoga  la  guerra.  Estas  diversas  sociedades  están  en  corresponden- 
cia con  el  comité  central  de  la  Cruz  roja,  que  tiene  su  residencia  en  Gi- 
nebra, y  durante  la  paz  instruyen  ¿  los  enfermeros,  estudian  los  pro- 
gresos que  se  van  haciendo  para  trasladar  los  heridos  sin  empeorar  su 
sitoacion  y  para  los  remedios  inmediatos  que  han  de  suministrarse  á 
los  mismos,  etc.;  y,  cuando  ocurre  una  guerra»  tienen  preparada  una 
considerable  suma  de  dinero,  recursos  de  todo  género,  y  el  personal 
ya  instruido  para  recoger  los  heridos  en  las  batallas.  Estos  comités 
tienen  sus  órganos  especiales  de  publicidad,  entre  los  cuales  podemos 
mencionar  los  siguientes:  Bulletin  intemational  de  Reeours  aus  m¿^ 
liiaires  blesses,  etc.  (Ginebra). 

La  caridad  en,  la  guerra^  periódico  de  la  asociación  española  de  la 
cruz  reja,  (Madrid), 

Kriegerheil^  periódico  del  comité  central  de  las  asociaciones  ale-- 
manas  de  socorros  á  los  heridos  militares,  (Berlín;). 

Mesajer,  periódico  de  la  sociedad  rusa  de  socorro  á  los  enfermos  y 
heridos  en  la  guerra,  (San  Petersburgo). 

(2)  Conf.  las- diversas  memorias  escritas  á  este  propósito,  y  entre 
ellas  las  siguientes:  Moynier,  Estudio  sobre  la  Convención  de  Gine- 
bra, París  1870;  Lneder,  La  Convención  de  Ginebra  que  es  el  principal 
estadio  que  se  ha  hecho  sobre  la  misma,  y  que  contiene  muchas  y  muy 
útil^  proposiciones.  Schmidt-Ernsthusen,  Principios  de  la  Conven^ 
donde  Ginebra  de 27 'de  Agosto  de  1864,  y  las  proposiciones  sen- 
tadas por  Bluntschli  en  las  notas  á  las  reglas  relativas  en  su  derecho  in- 
ternacional codificado. 
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la  Convención  á  los  derechos  del  beligerante  y  á  las  nece- 
sidades de  la  guerra,  y  cuanto  con  más  empeño  se  procure 
eliminar  ciertas  indeterminaciones,  que  dejan  ancho  cam- 
po al  equivoco  (í). 

No  hay  duda  que,  por  regla  general,  deben  considerarse 
neutrales  todos  los  establecimientos  en  que  se  practica  la 
curación  de  los  heridos,  sea  cualquiera  la  clase  de  aquéllos, 
permanentes  6  temporales,  y  que  deben  también  hallarse 
protegidas  por  la  neutralidad  todas  las  personas  adscritas 
al  servicio  y  la  curación  de  los  enfermos;  pero  ¿puede  ser 
indiferente  á  todo  el  beligerante  que  encuentre  estos  luga- 
res y  este  personal  que  obra  eficazmente  y  cumple  su  mi- 
sión en  el  territorio  que  sirve  de  teatro  á  las  operaciones 
militares?  No  tiene  éste  á  su  vez  mucho  interés  en  ejercer 
una  comprobación  y  en  impedir  que  los  militares  adscritos 
al  servicio  de  los  hospitales  puedan  ir  y  volver  libremente 
al  campo  y  llevar  al  enemigo  los  informes  y  noticias  que 
pudieran  ser  perjudiciales? 

A  todo  se  proveerla  mejor  si  los  gobiernos  favoreciesen 
la  creación  de  comités  de  socorro,  y  si  el  servicio  de  las 
ambulancias  se  hiciese  por  aquéllos  (2),  dejando  sólo  para 


(1)  La  disposición  del  art.  1.°,  por  ejemplo,  da  lugar  á  dadas 
segan  ha  notado  el  Doctor  C.  en  un  folleto  publicado  en  Garlsruhe  en 
1871.  Si  cualquier  fuerza  militar  destinada  á  guardia  de  las  ambulan- 
cias bastase  para  que  perdiesen  su  neutralidad,  podría  extenderse 
también  esta  disposición  al  caso  en  que  el  beligerante  destinase  una 
fuerza  militar  al  mantenimiento  del  orden  y  á  proteger  las  provisiones 
contenidas  en  las  ambulancias  mismas.  El  doctor  G.  proponía,  pues,  la 
sustitución  de  aquel  artículo  por  el  siguiente*  «la  neutralidad  i^'ará  de 
existir  cuando  las  localidades  estén  ocupadas  por  tropas  con  un  fín 
ofensivo  ó  defensxTo;  pero  la  sola  presencia  de  un  cuerpo  de  guardia 
destinado  solo  al  mantenimiento  del  orden  y  de  la  tranquilidad,  no 
hará  perder  dicha  neutralidad,))  citado  por  Bluntschli  en  sus  notas. 

(2)  También  en  esto,  sin  negar  el  mérito  de  la  iniciativa  particular, 
ni  rechazar  el  concurso  de  los  asistentes  voluntarios,  creemos  siempre 
que  es  más  eficaz  para  el  objeto  propuesto,  que  se  organice  el  servicio 
de  los  hospitales  para  evitar  la  confusión,  que  es  siempre  nociva  y  poco 
útil,  y  la  invltable  consecuencia  de  la  falta  de  organización  y  de  ana 
dirección  conveniente.  Seria  pues  de  desear  que  todas  las  personas  ad- 
critas  al  servicio  sanitario  dependiesen  de  un  médico  jofe,  al  que  todos 
estuviesen  subordinados,  y  que  en  tiempo  de  guerra  todas  las  poten- 
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SU  custodia  una  pequeña  fuerza  militar  suficiente  á  mante- 
ner el  orden  en  el  interior,  y  proteger  á  todos  aquellos  que 
allí  se  hallasen,  contra  todo  desorden  y  violencia.  De  este 
modo  además  de  la  naturaleza  pacifica  de  la  institución^  el 
cuidado  de  los  enfermos  sería  confiado  á  personas  consa- 
gradas exclusivamente  á  esta  obra  de  caridad,  y  así  se  evi- 
tarla el  concurso  de  los  soldados  que  hayan  tomado  parte 
en  la  guerra,  y  que  volvieran  á  tomarla  después,  con  los 
cuales  no  puede  ser  el  beligerante  tan  desinteresado  como 
lo  es  efectivamente  con  los  neutrales  y  con  los  ciudadanos 
pacíficos. 

El  beligerante  puede  estar  además  interesado  en  vigilar 
los  establecimientos  destinados  á  la  curación  de  los  heri- 
dos, para  asegurarse  de  que  aquellos  sirven  exclusivamen- 
te para  el  objeto  á  que  se  hallan  destinados,  y  que  nada  se 
hace  en  ellos  que  pueda  servir  para  la  ofensiva  ó  la  defen- 
siva. Podría  además  necesitar  servirse  de  dichos  estable- 
cimientos para  curar  á  sus  heridos,  y  los  mismos  deberes 
de  humanidad  para  con  sus  propios  soldados  podrían  obli- 
garle á  utilizar  las  localidades  disponibles  de  las  destina- 
das al  servicio  sanitario,  y  del  personal  adscrito  al  mis- 
mo, en  beneficio  propio. 

Dedúcese  de  todo  esto  que  no  puede  admitirse  como  re- 
gla absoluta  que  el  beligerante  se  halle  investido  de  juris- 
dicción sobre  las  localidades  y  personas  adscritas  al  ser- 
vicio sanitario,  y  que  convendría  conciliar  del  mejor  modo 
posible  los  derechos  sagrados  de  la  humanidad  con  las  ne- 
cesidades de  la  guerra . 

La  neutralidad,  con  razón  reclamada  por  los  filántropos  y 
por  las  personas  peritas  para  el  material  y  para  el  personal 
sanitario,  podría  concederse  en  toda  su  extensión  á  los  esta- 
blecimientos asistidos  y  dirigidos  por  ciudadanos  pacíficos  y 
por  corporaciones  consagradas  á  esta  obra  de  caridad;  y 
como  serla  imposible  organizar  de  repente  el  servicio  pres- 
tado por  tales  personas,  podría  acordarse  temporalmente 
aun  en  la  hipótesis  de  que  dichos  establecimientos  estuvie- 
sen servidos  por  militares;  pero  sólo  por  el  tiempo  necesa- 
rio para  organizar  el  servicio  mismo.  Cuando  esto  no  fuese 


cías nentrales  pusiesen  á disposición  del  ser?icio  militar  todos  los  mé- 
dicos de  sn  ejército  que  padiesen  sin  perjudicar  el  servicio  ordinario. 


■"Siblíí,  debería  admitirse  siempre,  que  los  militares  dedi- 
3os  á  la  curación  de  los  heridos  han  de  estar  bajo  la  pro- 
cien  del  derecho  internacional,  que  suspende,  respecto  de 
Ds,  la  aplicación  estricta  de  las  leyes  de  la  guerra,  y  no 
isiente  que  puedan  ser  tratados  como  prisioneros  mien- 
s  estén  consagrados  &  la  curación  délos  heridos  y  enfer- 
is;  pero  queriendo  ponerá  salvo,  porotra  parte,  los  dere- 
)s  délos  beligerantes,  no  creemos  que  dicha  protección 
;da  extenderse  hasta  la  neutralidad  completa  y  absolu- 

si  bien  debe  admitirse  una  jurisdicción  especial,  limitada 
mpre  por  la  necesidad  de  la  guerra,  en  favor  del  belíge- 
ite  &  quien  corresponde  el  derecho  de  precaver  los  daflos 
¡ntuales  por  parte  de  las  personas  agregadas  al  servicio 
los  hospitales  enemigos  neutralizados. 
No  juzgamos  oportuno  entrar  en  más  detalles,  y  repe- 
los que  el  haber  reconocido  como  máxima  que  deben 
¡petarse  en  la  guerra  los  sagrados  derechos  de  la  huma- 
lad,es  ya  un  gran  progreso;  el  conciliar  después  dicho 
ipeto  con  los  derechos  de  los  beligerantes,  debe  ser  obra 

tiempo.  No  es  posible  establecer  un  sistema  de  reglas 
ícticamente  perfectas,  sino  sucesivamente  y  por  grados; 
as  dificultades  con  que  se  ha  tropezado  ya  en  la  práctica 

la  última  guerra  franco-prusiana  y  en  las  sostenidas 
ipues,  suministran  bastante  materia  de  estudio;  pero  es- 
nos  convencidos  de  que  se  llegará  hasta  disminuir  mu- 
)  tales  diflcultades,  á  lo  cual  proveerán  los  mismos  Es- 
los  que  suscribieron  la  Convención,  los  cuales,  no  po- 
ndo, sin  faltar  á  las  leyes  del  honor  y  sin  violar  los  prín- 
ios  de  la  justicia,  dejar  de  cumplir  lealmente  y  de  buena 
:in  convenio  por  ellos  suscrito,  están  interesados  en  que 
ha  Convención  pueda  ejecutarse  sin  graves  inconve- 
■ntes  (1). 

345.  Hallamos,  én  efecto,  que  la  comisión  délos  dele- 
dos para  mejorar  la  suerte  de  los  militares  heridos  en  la 
írra,  propuso  ya  algunas  modificaciones  en  la  primera 
iferencía  celebrada  en  París  el  11  de  Junio  de  1867,  y 

1)  Una  de  laa  cosas  más  necesarias  es  aaegorar  la  ^ecncion  de  la 
ivenciOD,  mediante  nna  sanción  penal  para  las  violaciones  de  la  mis- 
Hablaremos  de  esto  ea  el  capitulo  destinado  A  las  sanción  de  las  le- 
de  la  guerra. 
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otras  en  la  celebrada  en  Wurzbargo  el  23  de  Agosto  del 
mismo  afio,  redactándose  después  un  proyecto  en  el  Con- 
greso Internacional  de  París  de  29  de  Agosto  siguiente, 
proyecto  presentado  en  la  Conferencia  diplomática  reunida 
en  Ginebra  en  el  mes  (Je  Octubre  de  1868.  En  esta  conferen- 
cia, en  la  cual  estuvieron  representados  los  gobiernos  de  la 
Alemania  del  Norte,  Austria,  Badén,  Baviera,  Bélgica,  Di- 
namarca, Francia,  Italia,  Inglaterra,  Suiza,  los  Paises  Ba- 
jos, Suecia  y  Noruega,  Wurtenberg  y  Turquía,  se  consideró 
oportuno  extender  á  las  fuerzas  navales  las  ventajas  es- 
tablecidas en  la  Convención  de  Ginebra  de  1864  para  mejorar 
también  la  suerte  de  los  militares  heridos  en  las  guerras 
marítimas,  quedando  piejor  precisadas  ciertas  disposicio- 
nes de  dicha  Convención,  y  redactadas  las  nuevas  reglas 
que  debían  ser  sometidas  á  la  aprobación  de  los  respectivos 
gobiernos. 

Convínose,  ante  todo,  en  que  el  personal  agregadoal  ser- 
vicio sanitario  pudiese  continuar  prestando  sus  cuida- 
dos á  los  enfermos  y  heridos  aun  después  de  la  ocupación 
del  enemigo,  y  que,  si  querían  marcharse  para  unirse  á  sus 
respectivos  cuerpos,  debían  quedar  en  libertad  de  poder 
hacerlo,  corriendo  por  cuenta  del  general  en  jefe  del  ejérci- 
to de  ocupación  el  proveer  á  que  dichas  personas  pudieran 
retirarse  con  toda  seguridad,  fijando  la  fecha  más  inme- 
diata posible  para  la  partida,  según  las  necesidades  mili- 
tares. 

Admitióse,,  además,  que  el  beligerante  debía  proveer  al 
mantenimiento  del  personal  sanitario  enemigo  que  cayera 
en  su  poder,  y  que  el  material  agregado  á  los  hospitales  de 
campaña  y  demás  establecimientos  temporales  que  slguie-^ 
sen  á  las  tropas  en  los  campos  de  batalla  para  recibir  en- 
fermos ó  heridos ,  no  debía  estar  sujeto  á  las  leyes  de  la 
guerra  ni  ser  confiscado  por  el  enemigo.  Esta  última  pro- 
posición debe  considerarse  implícitamente  incluida  en  la 
Convención  de  Ginebra,  y  está  en  consonancia  con  los  prin- 
cipios generales  del  derecho  que  debe  regir  esta  materia. 
Sería  una  verdadera  anomalía  que  los  Estados  que  suscri- 
bieron aquella  Convención  quisieran  atenerse  á  la  mera  le- 
tra de  la  misma  para  legitimar  el  secuestro  del  materia^  de 
los  hospitales  de  campaña. 

En  efecto,  si  se  han  de  atener  á  las  disposiciones  literales 
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de  la  Convención  de  Ginebra,  resulta  (art.  4/)  que  los  Es- 
tados que  la  suscribieron  no  pueden  secuestrar  el  material 
de  lai§  ambulancias,  mas  si  el  de  los  hospitales;  pero  serla 
una  verdadera  anomalía  invocar  aquella  disposición  para 
legitimar  el  secuestro  del  material  que  se  halle  en  los  hos- 
pitales de  campaña  y  el  de  los  establecimientos  temporales 
que  van  siguiendo  al  ejército.  ^ ' 

Otra  innovación  útil  de  las  propuestas  fué  la  de  limitar 
la  exención  de  los  cargos  impuestos  para  el  alojamiento  de 
tropas  y  para  las  contribuciones  de  guerra ,  exención  que 
podía  invocarse  sin  limitación  alguna  por  los  que  tuviesen 
en  su  propia  casa  enfermos  ó  heridos  (art.  5.**  de  la  Conven- 
ción), pero  que  creaba  una  posición  verdaderamente  privi- 
legiada para  aquéllos,  y  podían  disfrutar  de  ella  fuera  de  los 
límites  exigidos  por  la  equidad,  en  proporción  al  celo  y  & 
los  cuidados  prodigados  á  los  enfermos  ó  heridos. 

Reconocióse  también  que  los  heridos  que  cayesen  en  po- 
der del  enemigo  debían  enviarse  á  su  país,  aun  cuando  no 
quedasen  inutilizados  para  el  servicio,  pero  &  condición 
de  no  volver  á  tomar  las  armas  durante  la  guerra. 

1346.  Formuláronse,  además,  otras  reglas  para  extender 
las  disposiciones  de  la  Convención  de  1864  á  los  heridos  en 
las  guerra^  marítimas  (1). 

(1)  Hé  aquí  el  texto  de  los  artículos  propuestos  y  que  se  reñeren  á 
la  marina: 

«Art.  6.**  Las  embarcaciones  que  por  su  cuenta  y  riesgo  recojan  du- 
rante el  combate  ó  después,  ó  que  habiendo  recogido  náufragos  y  heri- 
dos, los  lleven  á  bordo,  sean  neutrales  ú  hospitalarias,  disfrutarán, 
hasta  terminar  su  misión,  la  neutralidad  que  las  circunstancias  del 
combate  y  la  situación  de  las  escuadras  permitan  aplicar  á  las  mismas. 
Y.a  apreciación  de  estas  circunstancias  queda  confiada  á  la  humanidad 
de  todos  los  combatientes. 

Los  náufragos  y  heridos  asi  recogidos  y  salvados,  no  podrán  volver 
á  tomar  parte  en  aquella  guerra. 

Art.  7.®  El  personal  religioso,  médico  y  hospitalario  de  todo  buque, 
será  considerado  como  neutral;  y,  al  dejar  la  nave,  puede  llevarse  oon- 
sigo  los  objetos,  y  los  instrumentos  quirúrgicos  que  sean  de  su  propie- 
dad particular. 

Art.  8.°  El  personal  designado  en  el  artículo  precedente,  deberá 
continuar  desempeñando  sus  funciones  en  el  buque  capturado,  concur- 
rir á  la  entr^a  de  los  heridos  hecha  por  el  vencedor,  y  quedar  des- 
pués Ubre  para  volver  á  su  país* 
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Éstas  modificaciones  y  nuevas  proposiciones,  suscritas 
por  todos  los  delegados  el  20  de  Octubre  de  1868,  fueron  re- 
mitidas á  los  gobiernos  que  habían  suscrito  en  1864  la  Con- 


Art.  9.^  Los  barcos  destinados  á  hospitales  militares,  quedarán  so- 
metidos á  las  leyes  de  la  gnerra  en  lo  concerniente  á  sn  material,  y  se 
convierten  en  propiedad  del  que  los  apresa,  pero  no  podrá  éste  dis- 
traerlos desa  destino  especial  durante  aquella  guerra. 

Art  10.  Todo  buque  mercante,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad^ 
encargado  exclusivamente  de  los  enfermos  7  heridos,  paratrasportarlos 
á  puntos  convenientes^  está  cubierto  por  la  neutralidad,  pero  el  mero 
hecho  de  la  visita  anotada  en  el  diario  de  á  bordo  incapacitará  á  los 
heridos  y  enfermos  para  servir  durante  aquella  guerra.  El  crucero 
tendrá  también  derecho  á  mandar  á  bordo  un  comisario  que  acompañe 
el  comboy,  verificando  asi  la  buena  fá  de  la  operación. 

Si  el  buque  mercante  llevase  además  cargamento,  quedará  también 
éste  cubierto  por  la  neutralidad,  á  no  ser  que  pueda  calificarse  de  con- 
trabando de  guerra. 

Los  beligerantes  tendrán  derecho  á  impedir  á  los  buques  neutrali- 
zados cualquier  comunicación  y  dirección  que  pueda  considerarse  per- 
judicial al  secreto  de  las  operaciones. 

fin  casos  urgentes,  podrán  celebrarse  convenios  particulares  entre 
los  Almirantes  para  neutralizar,  por  el  momento  y  de  una  manera  es- 
pecial, los  buques  destinados  al  trasporte  de  los  enfermos  y  heridos. 

Art.  11.  Los  marineros  y  los  militares  heridos  ó  enfermos,  serán 
protegidos  y  curados  por  el  que  los  aprenda,  cualquiera  que  sea  la  na- 
ción á  que  pertenezcan.  Su  repatriación  queda  sujeta  á  las  condiciones 
del  art.  6»^  del  convenio -y  del  art.  5.*  adicional. 

Art.  12.  La  bandera  distintiva  que  debe  ir  unida  á  la  nacional  para 
distinguir  la  nave  que  reclame  el  beneficio  de  la  neutralidad  en  vir- 
tud de  lo  preceptuado  en  esta  Convención,  será  la  bandera  blanca  con 
cruz  roja.  Los  beligerantes  ejercerán  todos  los  actos  que  consideren 
necesarios  para  verificar  la  cualidad  del  buque. 

Los  barcos  destinados  á  hospitales  militares,  se  distinguirán  por 
ana  pintnra  exterior  blanca  y  verde. 

Art.  13.  Los  buques-hospitales  equipados  á  expensas  de  las  socie- 
dades de  socorros  reconocidas  por  los  gobiernos  signatarios  de  esta 
convención,  provistos  de  la  autorización  especial  del  Soberano  y  de  un 
documento  de  la  autoridad  marítima  competente  que  haga  constar  que 
durante  su  armamento  han  estado  sujetos  á  su  vigilancia,  y  que  han 
sido  destinados  á  la  misión  que  representan,  serán  considerados  como 
neutrales,  así  como  todo  su  personal,  y  respetados  y  protegidos  por 
los  beligerantes,  y  se  darán  á  conocer  enarbolando  con  la  bandera  nacio- 
nal la  bandera  blanca  con  la  cruz  roja.  Dichos  buques  prestarán  so- 


—  184  — 
vención,  y  á  los  que  después  se  habian  adherido  &  ella, 
•sen  aceptadas  por  dichos  gobiernos;  pero  has- 
in  sido  oñcialmeiite  ratificadas,  si  bien  se  han 
h  la  práctica  en  la  guerra  de  1870.  De  cualquier 
ido  sn  cuenta  que  aquellas  reglas  son  el  resú- 
3rincipio3  de  derecho  generalmente  reconocidos 
os  modernos,  y  que  fueron  redactadas  y  for 
'  los  delegados  de  un  considerable  número  de 
eben  considerarse  como  verdaderas  reglas  de 
igatorias  para  todos  los  Estados  civilizados, 
beligerante  debe  respetar  los  cadáveres  de 
quienes  cupo  la  triste  suerte  de  morir  en  el 
atalla.  El  cadáver  de  aquel  que  sacrlflcó  su 
tndo  el  noble  deber  de  defender  &  su  patria,  es 
uedaria  verdaderamente  deshonrado  el  Estado 
síese  á  sus  ejércitos  la  obligación  de  respetar  los 
s  los  vencidos,  ni  proveyese  con  eficaces  san- 
es á  la  observancia  de  estas  disposiciones, 
lódigopiínal  militar  castiga  el  delito  de  mero- 
,on  militar  y  con  las  penas  establecidas  en  los 
Qulares,  y  al  oficial  que  pudiendo  no  lo  huble- 
,  le  impone  la  misma  pena  con  la  pérdida 
>■  cuando  hubiese  tomado  parte  en  el  delito,  la 
afios  de  cárcel  y  la  destitución  {Art.  278). 

Tin  á  los  heridos  y  náufragos  de  los  beligerantes,  sin 

icionalidad. 

3n  modo  allano,  estorbar  ó  impedir  los  movimientos  úp. 

o.  Durante  ni  después  del  combate,  obrarán  por  su  cnso- 

i  beligerantes  tendrán,  respecto  de  ellos,  el  derecho  de 

visita,  podrán  rehusar  su  concurso,  obligarlos  á  ale- 
merlos,  si  la  gravedad  de  las  circunstancias  asi  lo  exi- 
idos  y  náufragos  recogidos  por  estos  baques,  no  podrán 

por  ninguno  de  los  combatientes,  y  se  les  impondrá  In 
)  servir  más  durante  aquella  guerra, 
i  las  guerras  marítimas,  por  fundada  que  sea  la  pre- 
uno  de  los  beligerantes  se  aproTeoha  del  beneficio  de  la 
a  un  interés  distinto  del  de  los  heridos  y  enfermos,  no 
otro  beligerante,  hasta  probar  lo  contrario,  suspender 
¡ta  convención,  respecto  del  mismo, 
iresuncion  se  convierta  en  nna  certeza ,  podrá  ser  de- 
n  durante  toda  aquella  guerra. 
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La  pena  será  mucho  mayor  si,  para  despojar  á  un  mo- 
ribundo, se  le  infiriesen  nuevas  heridas  ó  malos  tratamien- 
tos que  abreviasen  su  vida. 

En  el  protocolo  suscrito  por  los  delegados  antes  men- 
cionados en  la  Conferencia  de  1868,  se  deola:  «Incumbe  & 
los  gobiernos  asegurar  la  ejecución  de  las  disposiciones 
relativas  á  la  protección  de  los  muertos  contra  los  despojos 
y  los  ultrajes.  Los  Gobiernos  deben  proveer  A  que  la  inliu- 
macion  de  los  cadáveres  se  lleve  &  cabo  de  conformidad 
con  las  prescripciones  sanitarias,  y  &  que  se  compruebe  la 
identidad  de  los  mismos  en  cuanto  sea  posible . » 

No  podemos  sostener  que  el  vencedor  deba  ocuparse  de 
dar  Inmediatamente  sepultura  &  los  cadáveres;  pero  no 
puede  desconocerse  que  está  obligado  á  liacerloen  cuanto 
las  circunstancias  lo  consientan,  y  no  sólo  por  el  respeto 
debido  á  los  muertos,  sino  también  para  impedir  las  de- 
sastrosas consecuencias  que  traería  consigo  el  dejar  in- 
sepultos los  cadáveres  en  el  campo  de  batalla,  6  el  no  pro- 
veer convenientemente  á  la  inhumación  de  los  mismos,  de 
conformidad  con  las  prescripciones  sanitarias.  La  expe- 
riencia ha  probado  que  la  verdadera  causa  de  las  epide- 
mias es  la  insuficiente  desinfección  de  los  campos  de  bata- 
lla, por  lo  que  debe  reconocerse  como  una  verdadera  obli- 
gación internacional  el  atender  á  ella  (1). 

El  comprobar  la  identidad  de  los  cadáveres  y  remitir  á 
la  autoridad  competente  los  documentos  necesarios  para 
las  actas  del  estado  clvii,  debe  también  reconocerse  como 
un  deber  reciproco  de  los  beligerantes,  cuando  esto  pueda 
hacerse  sin  graves  dificultades.  Incumbe,  pues,  á  cada 
gobierno  proveer  con  sus  decretos  y  reglamentos  á  que,  en 
tiempo  de  guerra,  lleve  consigo  iodo  soldado  una  insignia 
6  documento  que  compruebe  su  identidad,  y  al  jgfe  del  ejér- 
cito enemigo  el  comunicar,  por  la  vía  diplomática  ó  militar, 
al  de  la  parte  contraria,  los  muertos  cuyos  cadáveres  se 
hayan  identificado  (2). 

(1)  Yáaae  respecto  de  este  argumento  el  artículo  del  profesor  Uli- 
maon.  Reo.  de  der.  int,,  1879,  p.  527,  el  cual  propone  la  instituciou 
de  una  comisión  sanitaria  internacional  para  proveer  durante  la  guerra 
á  la  desinfección  de  los  campos  de  batalla. 

(2)  Bastaría  una  simple  medalla  con  el  número  de  inscripción  y  del 
regimiento. 
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1348.  No  puede  el  beligerante  ejercitar  derecho  alguno 
contra  las  personas  que  no  tomen  parte  en  la  lucha.  Todos 
los  ciudadanos  del  Estado  enemigo  pueden  ser  considera- 
dos como  enemigos  en  el  sentido  de  que  todos  se  hallan  su- 
jetos á  las  eventualidades  y  á  las  calamidades  de  la  guerra; 
pero  esto  no  atribuye  al  beligerante  la  facultad  de  aplicar 
&  éste  las  mismas  leyes  que  se  aplican  á  los  que  toman 
parte  activa  en  la  lucha  (1).  Todos  aquellos  que  sin  tener 
un  carácter  por  el  que  pueda  calificárseles  como  enemigos 
públicos  cometiesen  actos  hostiles,  podrán  quedar  sujetos 
á  la  autoridad  militar,  ser  juzgados  por  los  consejos  de 
guerra  y  castigados  según  la  naturaleza  del  acto  con  el 
cual  procuraron  favorecer  ilegalmente  al  enemigo. 

1349.  Es  del  mayor  interés  para  los  fines  de  la  guerra  el 
no  mantener  con  el  enemigo  comunicación  alguna  directa 
ni  indirecta,  y  puede,  por  consiguiente,  el  beligerante  cas- 
tigar, con  arreglo  á  la  ley  marcial,  á  todos  aquellos  que  se 
hallasen  en  sus  filas  y  mantuviesen  comunicaciones  con  el 
adversario,  y  más  severamente  á  los  ciudadanos  que  co- 
metiesen estos  delitos,  viniendo  á  ser  de  este  modo  traido- 
res á  la  patria;  pero  esto  es  cuestión  que  debe  resolverse 
por  las  leyes  interiores,  que  dan  las  reglas  para  determi- 
nar quiénes  pueden  ser  considerados  como  traidores,  y 
para  castigar  con  más  ó  menos  severidad  la  traición. 

Lo  que  interesa  al  derecho  internacional  es  determinar 
cuándo  el  beligerante  tiene  derecho  á  considerar  como  es- 
pías á  aquellos  que  procuran  adquirir  informes,  y  aplicar 
á  los  mismos  las  leyes  penales  que  se  refieren  al  espiona- 
je, negándose  á  tratarlos  como  prisioneros  de  guerra. 


(1)  En  el  Tratado  de  comercio  entre  Italia  y  los  Estados-Unidos  de 
26  de  Febrpro  de  1871,  se  dispone  en  su  art.  21  lo  siguiente:  «Si  por  un 
caso  imprevisto  se  empeñasen  en  una  guerra  las  dos  partes  contratan- 
tes, convienen  en  que  se  conceda  á  las  migeres  y  á  los  niños,  á  los  es- 
tudiantes, á  los  agricultores,  á  los  artesanos,  á  los  mecánicos  y  á  los 
pescadores  desarmados,  que  habiten  en  ciudades,  aldeas  y  lugares  no 
fortificados,  y  en  general  á  todos  aquellos  cuyas  ocupaciones  tienen 
por  objeto  atender  á  la  subsistencia  común  y  al  beneficio  de  la  huma- 
nidad, el  derecho  á  continuar  en  sus  respectivas  faenas,  sin  ser  moles- 
tados en  sus  personas  ni  perjudicados  en  sus  casas  y  bienes  muebles  6 
inmuebles  que  hayan  caído  en  poder  de  los  beligerantes.» 
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1350.  Según  las  reglas  generalmente  aceptadas,  no  pue- 
de considerarse  como  espía  al  individuo  perteneciente  á 
uno  ú  otro  ejército  beligerante,  cuando  penetre  sin  disfraz 
en  las  líneas  enemigas,  aunque  procure  adquirir  informes 
para  los  fines  de  la  guerra.  Para  que  la  persona  que  esto 
haga  pueda  ser  calificada  de  espía,  será  necesario  que 
obre  clandestinamente,  con  falsos  pretextos  y  disfraza- 
do (1). 

Admiten  generalmente  los  publicistas  que  es  lícito  al 
beligerante  apelar  á  los  espías  para  procurarse  los  infor- 
mes que  le  convengan,  y  no  podemos  menos  de  convenir 
que  puede  legitimarse  su  empleo  para  los  fines  de  la  guer- 
ra. Tal  oficio  se  ha  considerado  siempre  como  infame  y 
deshonroso,  por  lo  cual  no  se  encuentra  una  persona  hon- 
rada que  quiera  servir  de  espía,  y  sería  mejor  no  hallar 
tampoco  ningún  hombre  de  honor  que  impulsase  á  ciertos 
infelices  &  desempeñar  papel  tan  infame  (2).  De  cualquier 
modo,  el  hecho  es  que  en  la  guerra  se  emplea  mucho  el 
espionaje,  y  es  severamente  castigado  por  el  beligerante 
cuando  se  descubre  (3).  . 

Debemos  observar,  por  otra  parte,  que  este  uso  no  pue- 
de legitimar  todos  los  medios  de  procurarse  informes,  so- 


(1)  En  el  art.  22  de  la  declaración  de  Brnxelas  se  dispone  lo  si- 
guiente: «Los  militares  no  disfrazados  que  hayan  penetrado  en  la  ssona 
de  operaciones  del  ejército  enemigo  para  recoger  informes,  no  pneden 
considerarse  como  espías,  como  tampoco  los  militares  (y  ánn  los  qne 
DO  lo  sean  si  desempeñan  sn  misión  abiertamente)  encargados  de  tras- 
mitir despachos  á  sa  propio  ejército  ó  al  enemigo.  A  esta  categoría 
pertenecen  también,  si  son  capturadas,  las  personas  que  utilizan  los 
globos  para  comunicar  ó  trasmitir  noticias  y  despaclios,  y  en  general 
para  mantener  las  comunicaciones  entre  los  diversos  cuerpos  de  un 
ejército  ó  partes  de  im  territorio.» 

(2)  Calvo  reñere  dos  casos  de  personas  de  elevada  posición  que 
aceptaron,y  desempeñaron  el  papel  de  espías:  (Der.  int,  §  1852):  el  de 
üD  capitán  americano  y  el  de  un  mayor  inglés;  sin  embargo,  convienen 
todos  los  escritores  en  censurar  acerbamente  á  los  que  aceptan  oficio 
tan  infame.  Gonf.:  Pradier- Federé,  not^  á  Vattel,  t.  III,  p.  57  y  sig.,  y 
á  Grocio,  §  III,  p.  47. 

(3)  El  reglamento  americano  dispone  lo  siguiente:  ^(Existirá  el  es- 
pionaje aun  cuando  el  espía  no  haya  logrado  recoger  los  informes  que 
bascaba  ni  trasmitirlos  al  enemigo.» 
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bre  todo  cuando  el  espionaje  estuviese  en  abierta  oposicioa 
con  la  moral  pijblica  y  con  el  derecho  común. 

El  general  en  jefe  de  un  ejército  puede  servirse  de  agen- 
tes secretos  para  conocer  todo  lo  que  pueda  convenirle,  y 
excusar  con  las  necesidades  de  la  guerra  su  manera  de 
proceder;  pero  si  tratase  de  corromper  &  los  funcionarios 
públicos,  civiles  ó  militares,  y  los  excitase  con  manejos  se- 
cretos á  cometer  tal  delito, .  no  podría  sostenerse  que  un 
proceder  tan  criminal  esté  legitimado  por  las  necesidades 
de  la  guerra,  cuando  el  acto  mismo  lleve  consigo  los  ele- 
mentos de  la  corrupción  y  del  delito.  Si  dicho  acto  se  hu- 
biera llevado  á  cabo  por  agentes  secretos  enviados  por  el 
jefe,  y  éste  los  hubiese  utilizado,  no  podrá  decirse  que  no 
tenga  derecho  á  ello;  pero  si  el  mismo  jefe  hubiera  sido 
el  que  hubiese  adoptado  los  medios  criminales  para  pravo-, 
car  el  espionaje,  no  sería  lícito  su  procedimiento,  con  arre- 
glo á  las  leyes  de  la  guerra,  puesto  que,  según  hemos  di- 
cho, ésta  no  puede  legitimar  los  crímenes.  Creemos  opor- 
t mo  distinguir  aquí  el  espionaje  prohibido  y  castigado  por 
el  derecho  común,  del  prohibido  y  castigado  por  las  leyes 
de  la  guerra,  pero  que  no  es  por  sí  mismo  un  delito  con 
arreglo  al  mencionado  derecho.  Este  es  el  espionaje  lícito 
con  arreglo  al  derecho  internacional,  y  no  contrarío  al  ho- 
nor militar  del  jefe  de  un  ejército  que  utilice  dicho  medio- 
Este  consiste  en  enviar  agentes  secretos  que,  disfrazados  y 
clandestinamente,  le  suministren  informes. 

Por  el  contrario,  el  espionaje  criminal,  esto  es,  aquel 
que  se  lleva  á  cabo  corrompiendo  la  fidelidad  de  íbs  ciuda- 
danos, ó  por  cualquier  otro  medio,  como  seria  siempre  un 
delito  común  cometido  por  la  persona  que  &  consecuencia 
de  la  corrupción  comunicase  un  secreto  que  conociese  ofi- 
cialmente por  razón  de  Su  cargo,  lo  sería  también  para  el 
que,  habiendo  provocado  tal  delito,  se  hubiese  hecho  cóm- 
plice, y  como  tal,  sería  criminalmente  responsable  (1): 

Aun  cuando  no  es  posible  formalizar  en  este  asunto 
un  verdadero  juicio  criminal,  por  la  dificultad  de  aplicar  la 
pena  y  determinar  la  jurisdicción  competente,  deberá,  con- 


' » 


(1)  Todos  los  Códigos  castigan  como  traidores,  á  los  propios  ciada- 
danos  qne  estén  en  inteligencia  con  los  enemigos  de  la  patria,  y  el 
italiano  los  castiga  con  la  pena  de  trabados  forzados  vitalicios. 
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siderarse  siempre  cómo  contrario  al  honor  militar  el  prac- 
ticar el  espionaje  de  la  se  gunda  especie. 

Hemos  dicho  que  el  espionaje  es  severamente  castigado 
por  el  beligerante  contra  quien  se  emplea,  y  la  severidad 
del  castigo  está  justificada  también  por  las  necesidades  de 
la  guerra.  Debemos,  no  obstante,  admitir  en  esto  un  justo 
limite.  Convendrá  ante  todo  recordar  que  el  beligerante  no 
puede  castigar  como  espía  á  aquel  que  no  reúna  las  condi- 
ciones para  ser  calificado  de  tal,  conforme  á  los  principios 
del  derecho  de  guerra,  según  el  cual,  no  puede  dejarse  al  ar- 
bitrio del  jefe  el  castigo  de  los  espías;  por  lo  cual  estará 
obligado  éste  siempre  á  ent  regar  el  culpable  á  los  tribuna- 
les militares  competentes  para  juzgarlo  y  castigarlo,  pues 
debe  respetarse  aun  pai;a  los  espías  el  principio  de  la  legi- 
tima defensa,  sin  el  que  no  puede  legitimarse  el  castigo  de 
ningún  delincuente. 

Los  tribunales  de  guerra  competentes  para  juzgar  á  los 
espías  podrán  determinar  también  la  participación  del  jefe 
que  hubiese  provocado  el  espionaje  contra  el  enemigo,  y 
castigarlo  si  resultase  criminal  el  acto.  Sólo  asi  estarán  en 
armonía  los  principios  del  Derecho  internacional  con  los 
del  Derecho  penal. 

Según  los  reglamentos  de  la  guerra  en  los  pueblos  civi- 
lizados, sólo  es  punible  el  espía  en  el  caso  en  que  sea  cogi- 
do infraganti;  de  donde  se  deduce  que  el  beligerante  no  tie- 
ne derecho  á  castigar  al  espía  que  haya  conseguido  salir 
del  territorio  ocupado  por  el  enemigo  sin  ser  sorprendido 
mientras  ejecutaba  el  delito,  aunque  después  caiga  en  su 
poder.  El  espía  no  cogido  infraganti  y  que  se  hubiese  unido 
ya  al  ejército  enemigo,  si  después  cayese  en  nuestro  poder 
como  prisionero  de  guerra,  deberá  tratársele  como  á  tal  sin 
*  que  pueda  exigirsele  responsabilidad  alguna  por  sus  actos 
anteriores  (IJ, 

1351.  Con  estos  principios  queda  de  suyo  resuelta  la 
cuestión  de  si  el  beligerante  puede  6  no  provocar  la  deser- 
ción de  los  soldados  enemigos,  lo  cual  es,  en  nuestra  opi- 
nión, absolutamente  ilícito,  y  no  puede  justificarse  por  las  le* 


(í)  Estas  máximas  han  sido  admitidas  en  la  declaración  de  Bruxe- 
las,  y  en  el  Manual  de  las  leyes  de  la  guerra,  votadas  por  el  Instituto  de 
Derecho  internacional,  art.  26. 
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yes  de  la  guerra.  A  primera  vista  puede  creerse  que,  para 
economizar  la  inúltil  efusión  de  sangre  y  debilitarlas  fuer- 
zas enemigas,  debe  ser  lícito  favorecer  la  deserción  y  la  re- 
belión de  aquéllas;  pero  provocar  la  comisión  de  un  delito 
es  siempre  un  hecho  criminal  que  no  puede  justificarse  du- 
rante la  guerra  ni  por  los  principios  de  la  moral  ni  por  los 
del  honor  militar.  Los  Estados  civilizados  deben  luchar  con 
más  lealtal  y  por  medios  más  dignos.  Un  general  puede, 
sin  faltar  á  las  leyes  del  honor,  acoger  en  sus  filas  á  los  que 
deserten  de  las  del  enemigo;  pues  no  debe  dejar  de  aprove- 
char todas  las  circunstancias  que  aumenten  sus  fuerzas  y 
debiliten  las  de  su  adversario;  pero  daría  un  triste  ejemplo 
á  sus  subordinados  y  faltaría  á  las  leyes  del  honor  militar 
si  coa  manejos  y  por  medios  iniporales  corrompiese  al 
ejército  enenáigo,  excitaiído  á  la  deserción  y  á  la  rebelión  á 
los  soldados.  Deberá,  pues,  considerarse  contrario  á  las  le- 
yes de  la  guerra  el  instigar  á  los  enemigos  á  desertar  del 
servicio  militar. 

1352,  Respecto  del  derecho  que  compete  al  beligerante 
para  emplear  como  gulas  á  los  ciudadanos  de  la  parte  ene- 
miga que  caigan  en  su  poder,  no  debemos  hacer  observación 
alguna;  puede  obligarles  á  suministrarle  las  indicaciones 
que  necesite  y  castigar  á  los  que  á  sabiendas  le  enga- 
ñen (1).  La  de  si  es  6  no  punible  el  hecho  de  servir  de  gula 
al  enemigo,  es  una  cuestión  de  derecho  privado,  y  debe  de- 
pender siempre  de  la  circunstancia  de  haberlo  verificado  ó 
no  á  consecuencia  de  la  coacción  y  de  la  violencia. 

1353.  Los  beligerantes  deben  emplear  siempre  mira- 
mientos especiales  con  los  parlamentarios  enemigos,  esto 
es,  con  aquellas  personas  que  se  presentan  como  tales  para 
tratar  6  negociar  durante  el  combate,  los  cuales,  mientras 


(1)  El  articnlo  97  de  las  Instrucciones  americanas  dispone  qne  «los 
gnfas  convictos  de  haber  engañado  á  sabiendas  á  las  trepas,  serán  cas- 
tigados con  la  pena  de  muerte.»  La  severidad  de  la  pena  se  justiñca  por 
los  gravísimos  daños  que  podrían  svlMt  las  tropas  si  se  las  extravía  6 
separa  de  su  camino;  pero  la  dificultad  estará  siempre  en  probar  si  el 
error  ha  sido  voluntario  ó  involuntario.  El  derecho  de  guerra  no  puede 
justificar  una  pena  tan  grave  sin  una  prueba  cierta  de  la  intención  ma- 
lévola^ pudiendo  ser  la  verdadera  causa  del  error  la  natural  agitación 
del  guía  al  temer  equivocarse. 
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cumplen  lealmentesu  misión,  están  bajo  la  protección  del 
Derecho  internacional,  que  les  asegura  una  inviolabilidad 
completa. 

Para  que  el  parlamentario  pueda  gozar  de  esta  protec- 
ción es  necesario,  ante  todo,  que  sea  recognoscible  y  reco- 
nocido como  tal,  lo  cual  se  consigue  adoptando  ciertos  sig- 
nos distintivos/  como  es  la  bandera  blanca  con  que  debe 
presentarse  el  que  quiera  venir  á  parlamento  con  el  ene 
migo.  Puede,  además,  ir  acompañado  de  un  corneta,  de  un 
tambor  ó  de  un  porta- estandarte. 

Los  beligerantes  no  están  obligados  &  recibir  siempre 
y  en  cualquier  circunstancia  &  los  parlamentarlos,  y  debe 
dejarse  al  prudente  arbitrio  del  jefe  el  decidir  si  se  está  6  no 
en  el  caso  de  venir  á  parlamento  con  el  enemigo,  suspen- 
diendo entre  tanto  el  fuego.  Puede,  además,  determinar  las 
condiciones  y  tomar  las  precauciones  necesarias  Ipara  evi- 
tar los  perjuicios  que  podría  traer  consigo  la  presencia  del 
parlamentarlo  en  la  zona  de  acción. 

Cuando  el  parlamentario  sea  recibido  como  tal,  tiene  de- 
recho á  la  inviolabilidad,  asi  á  la  ida  como  á  la  vuelta 
del  campo  enemigo,  lo  mismo  que  las  personas  que  le 
acompañen,  siempre  que  cumplan  lealmente  su  misión  y 
no  abusen  da  su  posición  privilegiada  en  perjuicio  del  beli- 
gerante. 

Cuando  hubiese  fundadas  sospechas  de  que  el  parlamen» 
tario  recibido  durante  el  cJombate,  haya  podido  conocer, 
aun  involuntariamente,  algo  que  no  conviene  que  sea  cono- 
cido, podrá  el  jefe  retenerlo  por  todo  el  tiempo  que  estime 
necesario  según  los  casos,  pero  seria  contrario  á  la  buena 
fé  el  declararlo  por  esto  prisionero  de  guerra. 

Si  de  las  circunstancias  resultase  probado  que  el  parla- 
mentario ha  abusado  de  su  posición  para  adquirir  su- 
brepticiamente informes,  ó  hubiese  Intentado  procurárse- 
los, podrá  ser  considerado  y  castigado  como  espía. 

Debe,  sin  embargo,  considerarse  como  máxima  que  el 
portador  de  una  bandera  de  parlamento  ha  de  cumplir  leal- 
mente su  misión,  debiendo  siempre  mirarse  como  vi- 
tuperable y  absolutamente  contrario  al  honor  militar  el 
abusar  del  carácter  de  parlamentarlo.  El  portador  de  dicha 
bandera  debe  ser  respetado  siempre,  y  por  consiguiente,  es 
contrario  al  honor  militar  disparar  sobre  un  parlamentarlo 


CáPITULO  VIII 

DE  LOS  DERECHOS  OE  LOS  BELIGERANTES  SOBRE  US  COSAS  PERTENECIENTES  AL 
ENEXIGO 


1^4.  Priaaipio  goia&l  nbn  Ii  dtrutuiaii  da  lu  muí  iú  uiemígo.— 1366. 
Klmt  enotpta  ugon  >I  danoho  «ntigoo.— 1356.  Opinión  da  1m  pablieiitw. — 
1357.  Sitado  de  Ii  onaitioii  an  nnaitn  tiampa. 

lüíti  t.as  exigencias  de  la  guerra,  ó  sea  el  conjunto  de 
las  que  pueden  considerarse  indispensables  para 
r  con  seguridad  el  fin  de  la  misma,  autorizan  la 
on  de  toda  clase  de  propiedad,  como  también  & 
se  de  ciertos  objetos  que  pertenecían  al  enemigo  y 
aido  en  poder  del  otro  beligerante;  pero  es  tam- 
sario  que  el  ejercicio  de  estos  derechos  se  limite 
raidad  con  las  leyes  y  los  usos  de  la  guerra.  No 
■  siempre  licita  la  destrucción  ó  el  daño  de  la  pro- 
1  enemigo,  ni  puede  el  beligerante  apoderarse  de 
!  pertenecientes  á  aquél,  siendo  indispensable  ha- 
Ls  distinciones  para  determinar  el  ejercicio  legal 
lerechos. 

3n  esta  materia  ha  reinado  y  reina  todavía  la  con- 
\&s  deplorable  por  la  errónea  tradición  de  que 
ibido  emanciparse  por  completo  los  publicistas 
3.  En  efecto,  admitióse  antiguamente  como  regla 
ue  la  guerra  debía  tener  por  objeto  apoderarse  de 
bienes  pertenecientes  al  enemigo,  y  destruir  todo 
se  podía  ó  quería  conservar.  La  ley  de  la  guerra 
,  ó  la  devastación  y  la  ruina  universal  de  los  cam- 
igos,  de  las  ciudades  y  de  los  monumentos,  ó  un 
rítimode  adquirir,  por  el  que  el  vencedor  hacia 
(loque  pertenecían  vencido,  apropiándoselo  con 
le  toma  de  posesión.  ítem  quce  ej¡¡  hostibus  capitín- 
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tur,  jure  gentium  statim  capienííum  Jlunt  (1),  enseñaron 
los  jurisconsultos  romanos,  los  cuales  consideraron  el  do- 
minio de  la  cosa  arrebatada  al  enemigo  como  el  más  sólido 
y  el  más  legitimo.  Omnium  máxime  sua  esse  credebant  qtue 
ex  hosíibus  coepissent  (2).  • 

1356.  Grocio  marcha  por  el  mismo  camino,  y  apoyán- 
dose en  la  autoridad  de  Cicerón,  de  Polibio,  de  Tito-Livio  y 
los  historiadores,  establece  como  principio,  que  si  puede 
privarse  de  la  vida  al  enemigo,  con  más  razón  debe  admi- 
tirse que  se  le  puedan  arrebatar  las  cosas  ó  destruirlas, 
sin  exceptuar  las  cosas  sagradas,  y  considerando  también 
lícita  toda  estratagema  para  despojar'al  adversario,  con  tal 
que  no  se  falte  de  mala  fé  á  lo  prometido  (3). 

También  Vattel  sostiene  que  corresponde  al  beligerante 
el  derecho  de  apoderarse  de  todo  lo  que  pertenece  al  ene- 
migo, cualquiera  que  sea  el  lugar  en  donde  se  halle;  pero 
lo  que  Pradier-Foderé  considera  con  razón  como  el  más 
desastroso  error  del  escritor  citado,  es  el  haber  incluido  en 
el  número  de  los  enemigos  á  todos  los  ciudadanos  del  Es- 
tado contrario,  incluso  las  mujeres  y  los  niños,  por  lo  cual 
llegó  á  concluir  que  todo  lo  que  les  perteneciese  podía  ser 
confiscado  en  provecho  del  otro  Estado  incluso  las  su- 
mas debidas  á  los  mismos  por  los  ciudadanos  de  un  Es- 
tado neutral;  de  modo  que  el  derecho  que  atribuye  al  beli- 
gerante de  enriquecerse  confiscando  los  bienes  del  contra- 
rio, es  absoluta  y  sin  limitación  alguna  (4). 

Por  último,  Wheaton  y  otros  que  sería  prolijo  enume- 
rar, aceptan  la  teoría  antigua  como  máxima,  y  reconocen 
que,  según  los  principios  generales,  desde  el  momento  en 
que  un  Estado  se  halla  en  guerra  con  otro,  tiene  derecho 
á  apoderarse  de  toda  la  propiedad  del  enemigo,  cualquie- 
ra que  sea  su  clase  y  el  lugar  en  donde  se  halle-  pero  dice 
quCj-segun  los  usos  modernos,  están  exentos  de  las  opera- 
ciones generales  de  la  guerra  los  edificios  públicos  desti- 


(1)  L.  5,  §  7,  Dig.,  De  adquir .  rer,  domin, 

(2)  Gajus,  Comment,,  IV,  §  16. 

(3)  Grotius,  dejare  belli,  lib.  ni,  cap.  V.  (Véase  la  traducción  fran- 
cesa de  Pradier-Foderé,  t.  IIT,  p.  115.) 

(4)  Vattel,  'Der.  de  geni.,  lib.  ni,  cap.  V,  §  73.  (Véase  también  la 
nota  de  Pradier-Foderé.) 


•'  ■  • 


—  175  — 

nados  exclusivamente  &  los  servicios  civiles,  las  iglesias, 
los  monumentos  artísticos,  los  archivos  y  bibliotecas,  etcé- 
tera. Respecto  de  la  propiedad  privada  sostienen  que  es 
inviolable,  á  excepción  de  aquella  que  puede  convertirse 
en  botin  de  guerra  (1). 

1357.  De  estos  erróneos  procedimientos  se  ha  creido  sa- 
car partido  hasta  en  nuestros  dias.  De  una  parte  la  tenden- 
cia de  los  gobiernos  &  aprovecharse  de  la  guerra  para  enri- 
quecerse &  expensas  del  vencido,  de  otra  las  enseñanzas  de 
las  teorías  de  la  escuela  histórica,  las  cuales  han  favore- 
cido y  defendido  las  miras  de  los  gobiernos,  han  hecho  que, 
&un  cuando  en  la  práctica  moderna  se  hayan  aproximado 
bajo  cierto  aspecto  las  leyes  de  la  guerra  á  los  principios 
verdaderos,  sin  embargo  no  se  ha  llegado  en  realidad  á  ad- 
mitir las  últimas  consecuencias  de  los  principios  mismos, 
y  se  han  hecho  ciertas  distinciones  verdaderamente  infun- 
dadas en  la  determinación  de  los  derechos  de  los  beligeran- 
tes sobre  los  usos  en  la  guerra  continental  y  en  la  maríti- 
ma. Háse  confundido  con  frecuencia  la  simple  invasión  con 
la  conquista,  y  no  se  ha  distinguido  bien  el  derecho  que  el 
beligerante  puede  tener  sobre  las  cosas  pertenecientes  al 
Estado  enemigo  ó  sobre  la  propiedad  pública  de  aquel  que 
puede  tener  sobre  las  cosas  que  corresponden  á  los  par- 
ticulares, ó  sobre  los  bienes  de  los  ciudadanos  de  la  parte 
enemiga. 

Para  proceder  con  orden  es  necesario  separar  en  pri- 
mer lugar  la  exposición  de  las  leyes  según  la  práctica  mo- 
derna de  la  guerra  continental  y  de  la  guerra  marítima,  y 
tratar  en  un  capítulo  aparte  de  las  cuestiones  concernientes 
al  derecho  sobre  los  bienes  en  caso  de  ocupación  militar 
del  territorio  enemigo. 


(1)    Wheaton,  Der,  int. ,  t.  II,  cap.  II,  §  V,  p.  5. 
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§  1.* — Del  derecho  sobre  los  bienes  del  enemigo  en  la  guerra 

continental. 


1358.  A  quién  oonesponde  el  dareoLo  d«  devastar  las  propiedades  del  enemigo. — 
1359.  Cómo  deben  impedirse  los  ezeesos. — 1360.  Qué  objetos  pueden  ser  da- 
▼astados  y  destroidos. — 1361 .  Máxima  general  respecto  de  este  ponto. — 1362. 
Destmeden  de  las  lineas  telegrifieas.— 1363.  De  los  faros  y  de  las  sefiales  ma- 
ritimas.— 1364T  Dereobo  de  apropiarse  las  cosas  pertenecientes  al  Sstadc.^ 
1365.  Bienes  pertenecientes  i  los  particnlares.— *1366.  OrUitos  y  acciones  co- 
merciales de  la  parte  enemiga.?— 1367.  Seenestro  de  la  Denda  pública. — 1368. 
Excepciones  al  principio  de  la  invialabilidad  de  la  propiedad. — 1369.  Reglas 
para  las  requisas.  Disposiciones  de  nuestra  1^  (en  nota).-^1370.  Saqueos. — 
1371.  Apropiación  del  material  de  guerra. — 1372.'Botin  de  guerra.— 1373. 
Sanción  de  las  reglas  establecidas. 

1358.    Establecemos  como  regla  general: 
a)    La  guerra  autoriza  &  los  beligerantes  para  destruir 
toda  clase  de  propiedad  siempre  que  lo  crean  necesario 
para  conseguir  con  seguridad  el  fln  que  se  propusieron. 

Los  beligerantes  pueden,  por  tanto,  interceptar  los  ca  • 
minos,  los  canales  y  otras  vías  de  comunicación,  y  des- 
truir los  puentes  y  otras  construcciones,  cuando  lo  consi- 
deren útil  para  la  defensa  6  para  el  ataque;  pero  conviene 
ante  todo  observar  que  esta  facultad  sólo  puede  pertenecer  á 
los  beligerantes  y  ser  ejercitada  por  la  fuerza  armada. 

Por  consiguiente,  toda  persona  que  no  forme  parte  de  la 
fuerza  militar  enemiga,  ó  que  siendo  soldado  no  se  mues- 
tre 6  no  obre  como  tal,  y  que  destruya  ó  menoscabe  la  pro- 
piedad ó  cause  en  la  misma  un  daño  que  pueda  calificarse 
como  delito  por  el  derechq  común,  puede  ser  acusado  y 
quedar  sujeto  á  la  jurisdicción  de  los  consejos  de  guerra, 
puesto  que  su  mala  acción  no  pierde  el  carácter  de  delito 
por  la  circunstancia  de  la  guerra. 

Aquellos  que  se  níbstrasen  6  procediesen  como  solda- 
dos, no  podrán  cometer  legalmente  una  devastación  de  la 
propiedad  á  no  ser  que  se  considere  necesaria  para  el  fln  de 
la  guerra.  Según  las  leyes  y  los  usos  modernos  de  la  mis- 
ma, como  los  soldados  no  deben  ser  crueles  con  el  enemi- 


go,  no  deben  tampoco  portarse  como  cafres .  quemando, 
destruyendo  6  devastando  la  propiedad  de  aquél  por  el  solo 
placer  de  destruirla,  como  lo  verificaban  los  salvajes  y  los 
vándalos,  sino  obrar  dentro  del  circulo  de  lo  exigido  por 
la  necesidad  del  ataque  y  de  la  defensa. 

1359.  Reconocemos,  por  otra  parte,  que  la  legislación  de 
cada  paia  debe  impedir  los  excesos  y  mantener  &  las  tropas 
dentro  de  los  limites  prescritos  por  la  moral,  y  cuya  le- 
gislación debe  determinar  lo  que  los  militares  pueden  ó  no 
hacer  durante  la  guerra,  y  calíñcar  como  criminales  los 
actos  de  hostilidad  contra  la  propiedad  no  legitimados  por 
las  necesidades  de  la  lucha.  Debe,  pues,  considerarse  co- 
mo máxima  de  derecho  internacional  la  siguiente  : 

a)  Incumbe  á  los  Estados  determinar  por  medio  de  le- 
yes los  actos  de  hostilidad  contra  la  propiedad  enemiga  que 
deban  considerarse  como  delitos  durante  la  guerra,  y  juz- 
gar, en  la  forma  que  la  misma  ley  prescriba,  é.  los  solda- 
dos propios  que  sean  declarados  autores  de  estos  actos  (I). 

1360-  En  lo  que  se  refiere  á  la  extensión  que  puede  tener 
la  devastación  de  la  propiedad  en  el  pais  enemigo  autoriza- 
da por  los  jefes  del  ejército  y  ejecutada  por  los  soldados  de 
conformidad  con  las  órdenes  de  sus  superiores,  no  es  posi- 
bleestablecer  reglas  precisas.  La  devastación  podrá  ser,  en 
efecto,  considerada  como  un  medio  general  de  violencia 
empleado  para  causar  daflo  al  adversario,  y  si  se  admite  . 
como  licito  el  emplear  durante  la  guerra  cualquier  medio 
directo  de  inutilizar  los'recursos  del  gobierno  enemigo,  sus 


(1).  Nuestro  legislador  ha  provisto  suficientemente  á  este  punto 
em  las  disposiciones  contenidas  en  el  Código  penal  militar  en  tiempo 
de  guerra,  Impo&iendo  la  pena  de  muerte  á  aquel  que,  ain  orden  supe- 
rior 7  síD  verse  obligado  por  la  necesidad  de  defenderse,  ba^a  prendido 
fuego  voluntariamente  A  una  casa  ó  á  otro  ediflcio  en  país  enemigo  (ar- 
ícalo S5S), 

En  el  reglamento  redactado  para  el  servicio  de  las  tropas  italianas 
en  la  guerra,  establece  como  máxjma  general  nuestro  legislador  en  el 
Iff^mbulo  que  <el  respeto  á  la  propiedad  constituye  el  complemento 
délas  cualidades  morales  del  ejercito  de  una  nación  civilizada,»  y 
iroscribe  después  en  absoluto  «todos  los  actos  perjudiciales  á  la  pro- 
piedad que  no  estén  justiflcados  por  las  necesidades  de  la  guerra,  aun 
los  cometidos  en  pais  enemigo.» 

FIORB.— TOMO   III.  12 
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za  económica,  etc.,  se  seguirá,  necesaria- 
:iue  debe  considerarse  como  un  medio  leglti- 
'  en  la  guerra  la  devastación  de  la  propiedad 
lan  opinado  algunos  publicistas,  según  los 
uir  cualquier  establecimiento  destinado  á  los 
:os,  ó  cualquier  objeto  de  pública  utilidad,  es 
ite  conforme  con  los  fines  de  la  guerra,  por- 
ecursos  financieros  del  gobierno  enemigo,  el 
iligado  &  hacer  nuevos  gastos  para  reedifi- 
3,  y  hasta  se  verá  obligado  á.  veces  á  pedir 
eve  plazo,  6  quedará  castigado  con  el  empo- 
r  su  resistencia  obstinada. 
,,  sin  embargo,  enteramente  de  acuerdo  con 
is  costumbres  ni  con  el  gradual  desarrollo 
ID  en  nuestro  tiempo,  que  deben  reflejarse  y 
;a  en  el  modo  de  hacer  la  guerra, 
idera  indigno  de  un  pueblo  civilizado  cl  dg- 
olo  placer  de  devastar  6  con  el  único  objeto 
Puede  ser  licita  cualquier  devastación,  más 
tante,  cuando  sea,  siquie  ra  inciden  talmente, 
eraciones  militares,  ó  se  lleve  á  cabo  con 
la  práctica  todo  depende  del  prudente  arbi- 
mbien  puede  ser  licita  la  devastación  de  las 
as  cosechas,  cuando,  por  circunstancias  ex- 
la  considerase  necesaria  por  razón  de  la 
lor  egemplo,  si  se  autorizase  para  poner  al 
lacion  apurada  por  no  hallar  subsistencias 

usia,  Pedro  el  Grande,  mandó  devastar  una 
;henta  leguas  cuadradas  en  su  propio  terrí- 
idlr  la  marcha  de  las  tropas  de  Carlos  XII  de  ■ 
indo  de  este  modo  su  gran  victoria  de  Pulta- 
uede  hacerse  por  razones  de  guerra  en  el 
imo  ha  de  poder  negarse  el  derecho  de  ha- 
lemigo?  Todo  depende  de  que  los  actos  per- 
>ropiedad  se  hallen  ó  no  justificados  por  las 
la  guerra;  pero 'repetimos  que  no  se  pueden 
is  precisas,  y  únicamente  serán  medios  efi- 
ícribír  por  completo  los  actos  perjudiciales 
i  no  justificados  por  las  exigencias  de  la 
¡flcaclon  -de  las  costumbres,  la  educación 


moral  de  los  soldados  y  el  desarrollo  de  los  sentimientos 
del  honor  y  de  lá  justicia  por  parte  de  los  jefes. 

1361.  Únicamente  podemos  establecer  como  má.\ima, 
que  los  jefes  del  ejército  no  deben  dejar  de  observar  las 
prescripciones  de  la  civilización,  ni  de  obrar  siempre  con 
moderación  y  justicia  (t),  Los  desastres  y  las  devastacio- 
nes son  consecuencia  inevitable  de  ia  guerra;  pero  ias 
circunstanciasen  que  son  autorizados  y  el  modo  cómo  se 
ejecutan,  influyen  siempre  en  admitir  ó  rechazar  la sospeciía 
de  que  hayan  sido  inspirados  por  los  ruines  sentimientos 
'lela  codicia  ó  la  venganza.  Cuando  la  sospecha  de  ésta 
íiene  visos  de  certeza,  son  deplorables  y  duraderas  las  per- 
judiciales consecuencias  que  de  ella  se  derivan,  puesto  que 
continúan  los  odios  nacionales  aun  después  de  la  conclu- 
sión de  la  paz  (2). 

Es,  pues,  evidente  que  en  ningún  caso  pueden  los  belige- 
rantes destruir  ó  causar  voluntariamente  daño  en  las  cosas 
que  por  su  naturaleza  y  su  destino  apenas  tienen  relación 
alguna  con  las  operaciones  militares,  como  sucede  con  las 
igiesiíLS,  los  hospitales  y  los  establecimientos  exclusiva- 
mente destinados  á  fines  caritativos  ó  religiosos,  los  mu- 
seos, las  obras  de  arte,  las  bibliotecas,  los  observatorios, 
los  archivos  públicos,  las  colecciones  científicas,  los  archi- 
vos judiciales,  todos  los  establecimientos  de  enseñanza  y 


(1)  La  Conferencia  de  Bruxelas  declaró  absolntamente  protiibida  to- 
da destrucción  ó  secaestro  de  la  propiedad  enemiga  qne  no  faese  abso- 
lutamente impuesta  por  las  necesidades  de  la  guerra.  Field,  en  sni 
Proyecto  de  Códig»,  establece  la  siguiente  reglai  «Cuando  sea  necesa- 
rio prevenir  el  paso  del  enemigo,  el  contrabando,  6  la  continuación  de 
un  tráfico  ilegal  puede  el  beligerante  destruir  los  ferro -carriles,  loa 
pDertoa  y  otras  vías  de  comunicación  del  otro  beligerante,  liaciendo  el 
menor  daflo  posible.— §  837. 

(2)  Las  devastaciDnes  excesivas  é  injustificadas  cotaietidaa  por  los 
Franceses  en  1674  y  en  1689,  por  la  primera  república  francesa  en  Bél- 
gica, y  por  Napoleón  1,  por  donde  quiera  qne  pasaba  con  sus  victorio- 
sas ^rcitos,  han  llegado  hasta  nuestros  dias,  j  aún  se  ven  las  minas 
entonces  aglomeradas.  Durante  la  última  guerra  entré  Francia  y  Pru- 
sia,  en  1870,  ban  recordado  los  Alemanes  lo  sucedido  entonces  para  con- 
cluir qne  eran  mncho  menores  que  aijnéllas  las  ruinas  causadas  por  los 
ejércitos  prnsianos,  que  los  Franceses  conaiderabanjiíijastificables  y  ex- 
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f  los  destinados  &  usos  paciñcos,  siempre  que  no  tengan  re- 

I  lacion  alguna  directa  con  los  asuntos  militares  6  con  los 

motivos  de  la  guerra. 

1362.  Hay  ciertos  objetos  que,  aunque  tengan  un  destino 
pacifico,  paeden  emplearse,  sin  embargo,  como  insti-umen- 
tos  de  guerra,  tales  son  las  lineas  telegráficas  y  los  cables 
submarinos.  Es  indudable  que  las  partes  beligerantes  pue- 
den suspenderel  servicio  telegráfico  en  sus  respectivos  ter- 
ritorios aun  para  los  Estados  neutrales  que  quieran  utilizar 
sus  lineas.  Este  es  un  derecho  de  la  soberanía,  y  fué,  poi' 
tanto,  reservado  en  el  convenio  celebrado  en  San  Peters- 
burgo  entre  los  Estados  que  forman  parte  de  la  Union  tele- 
gráfica. El"  art.  8."  de  dicho  convenio  dice,  que  «cada  go- 
bierno se  reserva  el  derecho  de  suspender  el  servicio  tele- 
gráfico internacional  por  un  tiempo  determinado,  si  lo  con- 
sidera necesario,  ora  de  un  modo  genera!,  ora  solament? 
en  ciertas  lineas  y  para  cierta  clase  de  correspondencia, 
con  la  obligación  de  dar  aviso  de  ello  inmediatamente  á  Io« 
demás  Estados  contratantes.» 

Es,  pues,  evidente,  que  el  gobierno  del  Estado  beligeraatt^ 
puede  interrumpir  el  servicio  telegráfico  entre  su  territorio 
y  el  del  enemigo,  ó  entre  las  diversas  partes  del  territori'» 
de  éste.  Pero  podrá  ser  una  injustificada  operación  de  guer- 
ra el  destruir  un  cable  submarino  para  interrumpir  la 
correspondencia  entre  el  Estado  beligerante  y  los  neu- 
trales. 

A  primera  vista  podría  decirse,  que  debiendo  conside- 
rarse como  pacificas  y  licitas  las  relaciones  entre  el  beli- 
gerante y  los  neutrales,  deberla  considerarse  como  indefe- 
rente  para  los  fines  de  la  guerra  ia  correspondencia  tele- 
gráfica entre  los  mismos;  pero  de  hecho  no  puede  afirmarse 
esto  de  todos  los  casos  ni  en  todas  las  circunstancias;  y  aun 
cuando  sucediese  que,  considerando  el  beligerante  como 
medida  necesaria  de  guerra  interrumpir  la  corresponden- 
cia telegrc'-fica  entre  su  enemigo  y  un  Estado  neutral,  des- 
truyese voluntariamente  un  caiile  submarino,  no  podría 
decirse  que  nótenla  derecho  á  hacerlo.  Todo  lo  más  que 
podría  pedírsele  con  arreglo  á  las  leyes  de  la  civilización 
sería  que  no  hiciese  esto  sino  cuando  fuese  verdaderamen- 
te necesario,  y  que,  aun  en  este  caso,  lo  hiciera  de  modo  que 
ocasionase  el  menor  daño,  para  no  hacer  imposible  ó  difí- 


cil  el  reanudar  el  servicio  telegráñco  después  de  la  conclu- 
sión de  la  paz. 

1363.  Por  lo  que  se  refiera  A  la  destrucción  de  los  faros, 
de  las  señales  de  tempestad  y  de  otros  objetos  destina- 
dos también  al  uso  de  los  Estados  neutrales,  debemos  ad- 
mitir como  m&xima,  que  no  pueden  los  beligerantes  justitl- 
carlos  dallos  ocasionados  para  iiacer  inservibles  dichos 
objetos,  sino  cuando  se  vean  á  ello  obligados  por  las  exi 
genclas  militares,  y  cuando  los  datlos  se  hagan  dentro  de 
los  limites  estrictamente  necesarios  para  que  dichos  obje- 
tos no  puedan  servir  durante  la  guerra,  y  de  modo  que  pue- 
dan repararse  sin  graves  dificultades  á  la  conclusión  de  las 
hostilidades.  Creemos,  además,  que  es  un  deber  avisaren 
tal  caso  inmediatamente,  á  fin  de  que  los  neutrales  no  su- 
fran las  consecuencias  de  este  acto. 

1864.  Pasemos  ahora  á  tratar  del  derecho  de  apropiarse 
las  cosas  pertenecientes  al  enemigo. 
.  Es  necesario  distinguir  ante  todo  las  cosas  que  perte- 
necen al  Estado  y  que  constituyen  lo  que  se  llama  la  pro- 
piedad pública  ó  propiedad  nacional,  y  aquellas  que  perte- 
necen A  los  particulares. 

Siendo  uno  de  los  medios  lícitos  de  violencia  durante  la 
guerra  el  de  atacar  los  recursos  financieros  del  Estado 
enemigo,  es  natural  que  se  atribuya  al  beligerante  el  dere- 
cho á.  apropiarse  todo  lo  que  pertenezca  al  Estado  enemigo, 
y  que  durante  las  operaciones  caiga  en  su  poder.  De  aquí 
qae,  si  llegase  &  apoderarse  de  los  fondos  del  Estado,  de  sus 
créditos,  desús  depósitos,  etc.,  podría  apropiárselos  con 
derecho  y  hacerlos  suyos,  para  atacar  de  este  modo  los  re- 
cursos financieros  de  éste  y  servirse  de  las  cosas  confis- 
cadas para  las  necesidades  de  la  guerra. 

Con  mfts  razón  puede  emplearse  todo  medio  licito  con 
arreglo  6.  las  leyes  de  la  guerra,  para  apropiarse  el  mate- 
rial militar,  los  depósitos  de  armas  y  todo  aquello  que  pue- 
de servir  para  equipar  tropas,  los  medios  de  trasporte,  las 
locomotoras,  los  vagones  de  ferrocarriles,  y  las  demás  co- 
sas que  forman  parte  de  la  propiedad  mueble  del  Estado  y 
que  puedaiTser  útiles  para  Ifts  operaciones  de  la  guerra. 

Después  diremos  cómo  debe  ejercitarse  este  derecho  en 
el  territorio  del  Estado  enemigo  en  caso  de  ocupación  mili- 
tar; lo  cual  da  lugar  é.  importantes  controversias. 
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El  beligerante  no  puede  considerar  cómo  botín  de  guerra 
los  valores  y  bienes  parte necientes  al  Estado  enemigo  y 
destinados  á  la  beneñccDcia,  ala  instrucción,  á  las  artes, 
&  la  ciencia  ó  al  culto. 

1365.  Respecto  de  la  propiedad  privada  debe  admitirse 
como  regla  absoluta  la  siguiente: 

a)  La  propiedad  particular  de  los  ciudadanos  del  Estado 
enemigo  es  inviolable  también  durante  la  guerra. 

Esta  regla  se  deriva  de  los  principios  generales  antes 
desarrollados,  esto  es,  que  la  guerra  no  destruyela  comu- 
nidad jurídica  entre  ios  Estados  beligerantes,  y  que  no  sus- 
pende entre  los  mismos  la  autoridad  del  derecho  natural  y 
de  la  ley  moral;  pero  que  á  veces  deja  íntegros  todos  los  de- 
rechos délas  personas  derivados  de  dichas  leyes,'  por  lo 
cual  están  obligados  los  beligerantes  k  respetarlos  '  en  las 
ciudadanos  del  Estado  enemigo.  Ahora  bien,  asi  comola  pro- 
piedad privada  es  inviolable  por  derecho  natural,  asías 
también  evidente  que  no  puede  perder  su  inviolabilidad  al 
sobi-evenir  la  guerra,  siendo  Injusto  y  arbitrario  cualquier 
atentado  que  se  cometa  contra  dicha  propiedad.  Y  no  se 
diga  que  el  Estado  beligerante  puede  derogar  tales  princi- 
pios por  las  exigencias  de  la  guerra,  y  confiscar  en  su  pro- 
vecho la  propiedad  privada  para  disponer  asi  de  medios 
suficientes  para  continuar  la  guerra,  para  indemnizarse  de 
los  gastos  que  ésta  le  ocasione,  ó  para  debilitar  las  fuerzas 
de  su  enemigo,  puesto  que  ya  hemos  dicho  en  distintas 
ocasiones  que  los  particulares  no  están  obligados  &  indem- 
nizar dichos  gastos  uíi  «/ifiruZi,  sino  solamente  uti  unioersi- 
tas.  Sería,  pues,  absurdo  é  injusto  hacer  responsables  á  los 
particulares  uti  singli  de  los  actos  del  Estado  y  apoderarse 
de  las  cosas  que  les  pertenezcan  para  resarcirse  de  los 
gastos  de  la  guerra. 

Estas  máximas  han  sido  ya  generalmente  aceptadas  en 
la  guerra  continental,  lo  cual  es  uno  de  los  más  importantes 
progresos  realizados  en  nuestro  siglo.  En  el  párrafo  si- 
guiente demostraremos  que  su  aplicación  no  puede  ser  dis- 
tinta en  la  guerra  marítima.. 

1366.  De  los  principios  expuestos  se  deduce  claramente 
que  el  Estado  beligerante  no  puede  secuestrar  en  beneficio 
suyo  los  créditos  y  acciones  de  los  ciudadanos  de  la  parte 
enemiga  exlgibles  en  su  territorio,  ni  aun  á  titulo  de  repre- 


la  suspensión  de  pagos  durante  la  guerra,  cuando  los  apu- 
ros financieros  del  Estado  hiciesen  indispensable  esta  me- 
dida por  no  tener  otro  medio  menos  ruinoso  de  atender  á 
las  cosas  más  urgentes  y  á  las  necesidades  de  la  guerra; 
pero  este  recurso— que  puede  ser  excusable  si  el  Gobierno 
verifica  después  el  pago,— será  siempre  un  medio  ruinoso 
porque  atacaría  la  base  de  la  vida  económica  del  Estado, 
su  crédito  público.  Los  gobiernos  sabios  é  ilustrados  deben 
proveer  á  todo  antes  de  comprometerse  en  una  guerra,  y 
no  colocarse  en  condición  de  faltar  á  los  compromisos  con- 
traidos con  los  particulares,  y  sobre  todo  al  pago  puntual 
de  los  intereses  de  la  Deuda  (1). 

1368.  Al  principio  general  del  respeto  á  la  propiedad 
privada  durante  la  guerra,  debemos  admitir  las  dos  excep- 
ciones siguientes: 

a)  Los  particulares  están  obligados  á  soportar  todas  las 
perturbaciones  en  la  posesión  de  las  cosas  que  les  perte- 
nezcan, por  las  necesidades  de  la  guerra,  y  pueden  ser  pri- 
vados del  disfrute  de  todo  aquello  que  se  necesite  con  ur- 
gencia para  atender  á  la  subsistencia  de  las  tropas; 

b)  Pueden  también  ser  expropiados  aun  forzosamente, 
de  todos  aquellos  objetos  que  por  su  naturaleza  ó  destino 
puedan  servir  para  las  necesidades  de  la  guerra,  como  son: 
el  material  de  ferro-carriles,  los  telégrafos,  las  armas,  los 
depósitos  de  municiones  de  guerra,  de  equipo  de  las  tropas 
y  de  los  demás  objetos  que  pueden  calificarse  como  con- 
trabando de  guerra,  salvo  el  derecho  á  que  se  les  devuelvau 


(1)  La  Deuda  pública  íia  sido  generalmente  respetada.  Entre  los  pre- 
cedentes históricos  en  contrario  hallamos  lo  que  reflere  Calvo  respecto 
del  secuestro  de  la  Deuda  pública  de  Silesia,  decretado  por  el  rey  de 
Prusia  en  1753,  como  medida  de  represalia  contra  Inglaterra.  El  citado 
escritor  obserta,  sin  embargo,  que  éste  es  el  único  caso  que  se  conoce, 
y  recuerda  que  tan  imprevista  medida  provocó  un  erudito  dictamen  de 
los  jurisconsultos  ingleses,  que  Montesquieu  calificó  de  respuesta  sin 
réplica^  y  que  el  Gobierno  prusiano  acabó  por  atender  las  reclamacio- 
nes del  Gobierno  inglés,  pagando  al  fin  la  deuda.  Inglaterra  no  ha  pro* 
cedido  nunca  de  esta  suerte,  al  menos  que  nosotros  sepamos.  Su  ten- 
dencia á  legitimar  el  secuestro  de  la  propiedad  privada  del  enemigo,  no 
ha  llegado  hasta  el  punto  de  confiscar  las  rentas  debidas  por  el  Estado 
á  los  particulares.  V.  Calvo,  Der.  int.^  %  1663. 
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los  mismos  objetos,  si  fuese  posible,  ó  de  resarcirse  de  los 
daños  y  perjuicios  sufridos. 

La  primera  excepción  esta  fundada  en  la  necesidad  que 
tienen  las  tropas  de  proveer  sin  demora  á  su  subsistencia, 
aprovisionándose  de  vituallas  y  de  cuanto  pueda  ocurrir 
para  atender  á  las  necesidades  urgentes  é  inmediatas;  y 
por  mas  que  á  esto  debe  proveer  el  Gobierno  del  país  á  que 
el  ejército  pertenece,  como  no  siempre  es  posible  que  lle- 
guen á  tiempo  los  convoyes  al  lugar  en  donde  se  hallan  las 
tropas^  es  una  cosa  inevitable  que  éstas  tomen  allí  lo  nece- 
sario para  cubrir  las  primeras  necesidades,  esto  es,  vive- 
pes,  forraje,  combustible,  vestuario,  medios  sanitarios  y 
de  trasporte,  utensilios,  material  de  construcción,  etc.  et- 
cétera (1). 

1369.  Sin  embargo,  según  el  derecho  moderno,  no  están 
autorizadas  las  tropas  que  atraviesan  un  territorio  á  tomar 
cada  cual  por  su  cuenta  lo  que  necesite  para  su  subsisten- 
cia, y  apropiárselo  pura  y  simplemente  como  botin  de  guer- 
ra. En  otro  tiempo  estaba  en  vigor  esta  costumbre,  tenien- 
do las  tropas  que  atravesaban  el  pais  enemigo  autorización 
para  despojar  á  los  ciudadanos  sin  tasa  ni  medida  para 
atender  á  su  sustento;  pero  las  leyes  modernas  de  la  guer- 
ra han  proscrito  el  antiguo  y  bárbaro  uso  de  tomar  coma 
simple  botin  los  medios  de  subsistencia,  y  si  bien  autori- 
zan á  veces  las  requisas,  deben  éstas  sujetarse  á  ciertas 
reglas  y  medidas  (2). 


(1)  El  reglamento  americano  dispone  en  este  panto  lo  signiente:  «La 
guerra  autoriza  apoderarse  de  todo  aquello  que  pueda  suministrar  el 
pala  enemigo  para  la  subsistencia  j  la  seguridad  del  ejército»  (artícu- 
lo i5). 

(2)  El  reglamento  italiano  dispone;en  su  art.  1165:  <(Las  requisas  en 
pais  enemigo  deben  ser  regidas  por  la  circunspección  y  proporciona- 
das i  los  medios  j  productos  del  pats. 

Diclias  requisas  no  dan  derecho  á  reembolso,  aun  cuando  no  se  pa- 
guen, pero  debe  dejarse  una  declaración  ó  recibo  que  indique  la  natti- 
ralesa  y  cantidadfde  las  cosas  suministradas»  para  que  sirva  de  titulo 
qne  pueda  hacerse  valer  ante  las  autoridades  6  personas  por  cuya 
arden  se  verificaron  las  requisas.  • 

Cuando  el  jefe  respectivo  lo  crea  necesario,  podrá  ordenar  que  se 
paguen  dichas  requisas.» 

Acerca  del  botin  de  guerra  y  de  la  protección  de  la  propiedad  pri- 
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Debe,  ante  todo,  admitirse  como  regla  general,  que  las 
requisas  de  viveras,  forrajes,  y  otras,  deben  ser  ordenadas 
y  autorizadas  por  el  jefe  del  ejército,  ó  del  cuerpo,  y  no 
pueden  ser  lícitas  sino  cuando  se  empleen  con  circunspec- 
ción y  sean  proporcionEidas,  á  los,medios  y  á  los  productos 
del  país. 

Incumbe  á  los  jefes  de  los  destacamentos  ó  cuerpos  ha- 
cer las  requisas  de  un  modo  regular,  esto  es,  dirigiéndose 
á  las  autoridades  municipales,  y  dejando  al  cuidado  de  las 
mismas  el  verificar  el  reparto  entre  los  ciudadanos ,  y  el 
reunir  luego  los  productos  de  la  requisa  en  un  lugar  deter- 
minado. De  este  modo  se  evitará,  exasperar  la  población  y 
comprometer  la  seguridad  de  los  soldados. 

Dichos  jefes  no  deben  verificarlas  requisas  directamen- 
te ni  confiarlas  á  las  tropas  sino  cuando  no  funcionen  las 
autoridades  municipales,  cuando  no  haya  tiempo  para  pro- 
ceder con  las  formalidades  antes  indicadas,  6  cuando  di- 
chas autoridadps  no  se  presten  de  buena  fé  y  sea  ineficaz 
la  requisa  verificada  perlas  mismas. 

Cuando  fuese  indispensable  recurrir  á  la  requisa  forzosa 
hecha  directamente  por  las  tropas,  incumbe  á  los  jefes  pro- 
curar que  se  verifique  con  la  misma  circunspección,  y  evi- 
tar los  excesos,  las  violencias  y  las  molestias  injustifica- 
das, conflándola  á  oficiales  competentes  y  dejando  tranqui- 
los á  los  propietarios  que  hayan  suministrado  la  parte  que 
les  corresponda,  y  encargando  á  dichos  oficiales  que  den 
los  correspondientes  recibos  y  declaren  el  valor  de  los  ob- 
jetos entregados. 

Hemos  indicado  que  las  requisas  deben  ser  proporcio- 
nadas á.  los  medios  del  pais  y  á  las  justas  exigencias  de  las 
tropas;  de  donde  se  deduce  que  debe  considerarse  como 
una  injusta  molestia  el  obligar  á.  los  habitantes  &  suminls- 
.  trar  víveres  y  vituallas  para  satisfacer  exageradas  preten- 
siones, siendo  asi  que  sólo  puede  exigirse  honradamente 
lo  que  buenamente  puede  y  debe  suministrarse  dentro  de 
las  prescripciones  reglamentarlas  en  lo  que  se  refiere  á  los 
víveres  y  forrajes,  y  en  los  limites  de  las  exigencias  del 
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vada,  vóase  Blantscbli;  Rtv.  á»  der.  int.,  1877,  p.  508,  y  Calvo,  Ik- 
reeho  int.,  §  1928. 
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momento  en  to  tocante  &  las  demás  necesidades  de  li 
tropas. 

Í370.  En  ningún  caso  puede  ser  licito  autorizar  el  si 
queo  de  las  ciudades  tomadas  por  asalto,  ni  exhorten*  y  e 
timular  &  las  tropas  con  semejante  promesa  en  el  momei 
to  de  la  acción.  Algunos  publicistas  antiguos  creen  qi 
esta  bá.rbara  costumbre  puede  Justiñcarse  como  medi( 
excepcional  de  castigo  en  circunstancias  extraordinaria 
Asi  opinaba  Marteo? ,  según  se  expresa  en  una  obra  n 
table  (1) ;  pero  nosotros  no  admitimos  excepción  alguna  & 
regla  general,  y  sostenemos  que  la  expoliación  forzada  i 
los  particulares  es  por  si  misma  un  maleficio ,  y  no  puei 
ser  nunca  lícita  durante  la  guerra.  Tampoco  sería  una  e: 
cusa  suficiente,  por  parle  de  un  jefe,  la  de  no  haber  podÍ( 
contener  el  Ímpetu  de  los  soldados  que  carecían  de  los  m^ 
dios  de  subsistencia,  ni  la  exigencia  de  proveer  sin  demí 
ra  á  satisfacer  las  necesidades  de  las  tropas.  Esta  seria  i 
realidad  una  excusa  verdaderamente  censurable,  que  jn 
pilcaría,  por  una  parte,  la  responsabilidad  del  gobierno  qu 


(1)  Marteos,  Der.  de  gentes,  §  287.  Pinheiro-Ferreira  oombí 
enérgicamente  la  opinión  de  Marteas  en  sns  notas  al  mismo. 

Váase  además  sobre  la  cnestion:  Calvo,  obra  citada,  §  1924;  Caí 
La  guerra  eontinental  y  la  propiedad,  pág.  133;  Morin:  Leyet  de 
guerra,  t.  ii,  pig.  181. 

Entre  los  escritores  qae  no  se  muestran  absolatamente  contrarios 
niaeo  en  ciertos  casos  excepcionales,  se  cita  á  Hallek,  aanqae  no  o 
euctitod.  «Hallek,  dice  Calvo,  fnndindose  en  la  práctica  generalme: 
M^da,  adoptó  las  ideas  de  Uartens,  ;ne  admite  la  legitimidad  del ! 
queo  cuando  nna  ciudad  haya  violado  las  leyes  de  la  gnerra ,  6  cnan 
se  baya  hecho  indispensable  emplear  procedímieatos  extremos  pa 
castigar  6  hacer  morir  á  los  verdaderos  cnipables»  (§  19^,  3.*  edlcio: 
y  Card  atribaye  también  á  Halleck.  la  misma  opinión,  de  que  el  saqo 
puede  estar  permitido  contra  el  beligerante  que  habtese  violado  las  1 
yes  de  la  guerra  (obra  citada,  pág.  135) .  Yo  no  he  visto  qne  en  los  1 
gares  citados  sostenga  Hallek  las  opiniones  qne  ae  le  atribayen;  por 
contrario,  en  el  cap.  XXI,  §  18,  combate  el  saqueo  y  sólo  admite  q 
se»  considerado  como  legitimo  botin  de  guerra  la  propiedad  cogida 
enemigo  en  el  combate,  en  las  operaciones  de  sitio  ó  en  el  asalto  de  a 
plaza  qne  se  haya  negado  á  capitular;  pero  sostiene  que  esto  no  pne 
coDftmdirse  con  el  derecho  i  permitir  el  saqueo,  que  considera  siemí 


a  imprevisión  deplorable,  hubiese  colocado  en  tal  sí- 
1  á  las  tropas,  y  por  otra,  la  responsabilidad  del  jefe 
nte  para  impedir  tan  indigno  procedimiento  que  des- 
za  &  los  soldados  y  quebranta  siempre  la  disciplina 

lebe,  pues,  considerar  como  una  regla  de  derecho  In- 
onal,  que  en  ningún  caso  ni  circunstancia  puede  ser 
,ble  el  saqueo  de  las  ciudades  enemigas. 

La  segunda  excepción  é.  la  regla  íintes  establecida 
peto  absoluto  á  la  propiedad  privada,  esto  es ,  la  de 
e  servir  de  todo  el  material  que  pueda  utilizar  el  be- 
ite  para  los  usos  de  la  guerra  aunque  dicho  mate- 
•tenezca  &  los  particulares  ó  á  las  sociedades  príva- 
me su  justificación  en  las  exigencias  de  la  guerra.  E-o 
todo  caso  debe  considerarse  como  ilícito  es  la  pre- 
.  facultad  que  se  atribuye  al  beligerante  de  sustituir 
ropietarios  legítimos  en  los  derechos  de  propiedad 
¡endientes  &  los  ciudadanos  del  país  enemigo,  sin  obll- 
alguna  de  indemnizar  &  los  mismos, 
iqul  que  deba  considerarse  como  máxima  inconcusa 
echo  internacional,  que  la  propiedad  privada  no  pue- 
itituir  en  ningún  caso  una  presa  de  guerra;  pero  esto 
uye  la  facultad  que  tiene  el  beUgerante  de  servirse 
iropiedades  mismas  para  las  necesidades  de  la  lucha 
poderarse  de  ollas,  salvo  la  obligación  por  su  par 
agarlas  inmediatamente  ó  entregar  la  correspondien- 
;ion  y  recibo  álos  legítimos  propietarios  para  arre- 
spues  la  restitución  ó  la  indemnización  al  estipular- 
iz. 

S61o  en  un  caso  pueden  los  objetos  de  propiedad 
i  constituir  legalmente  la  presa  de  guerra,  según  los 
ios  usos  internacionales  de  la  misma,  &  saber:  cuan- 
;osas  pertenecientes  &  los  soldados  caigan  en  poder 
le  la  parte  contraria  durante  la  lucha.  En  este  cano, 
piacion  de  las  cosas  que  se  encuentran  en  el  campo 
lia,  podrá  justificarse,  ó  por  la  consideración  de  que 
s  debían  reputarse  como  abandonadas  por  aquellos 
es  pertenecían,  ó  por  la  imposibilidad  de  hallar  &.  los 
os  propietarios. 

>uede  aplicarse,  en  efecto,  &  dichas  cosas  los  prlncl- 
e  &e  aplican  á  las  rea  nulUus,  como  si  aquello  que  es 
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objeto  de  propiedad  privada  y  que  en  la  confusión  de  la  lu- 
cha cae  en  poder  del  vencedor,  hubiera  cesado  de  pertene- 
cer, ipsojure  ipsoque  f acto  y  á  su  propietario.  Nó:  esto  seria 
verdaderamente  erróneo,  puesto  que  la  interrupción  de  la 
posesión  por  parte  del  propietario  y  la  toma  de  la  misma 
por  parte  del  ejército,  no  puede  modificar  las  relaciones  ju- 
rídicas del  dominio. 

A  estas  cosas  deben,  pues ,  aplicarse  las  mismas  reglas 
que  á  los  objetos  encontrados;  por  consiguiente,  aquellos 
que  se  hubiesen  apoderado  de  objetos  cuyo  valor  exceda  de 
diez  liras,  por  ejemplo,  estarán  obligados  á  entregarlos  al 
respectivo  jefe  del  cuerpo  ó  del  destacamento,  y  no  pueden 
convertirse  en  propiedad  de  aquel  que  los  hubiese  hallado, 
sino  cuando  sea  imposible  encontrar  al  propietario  ó  &  sus 
herederos. 

1373.  Es  necesario  que  las  leyes  y  los  reglamentos  mili- 
tares procuren  hacer  eficaces  en  la  práctica  estas  máximas, 
y  debe  considerarse  como  una  verdadera  obligswíion  de  los 
legisladores  de  los  países  civilizados  el  atender  á  ello,  por 
lo  cual  proponemos  como  regla  de  derecho  internacional  la 
siguiente : 

a)  Incumbe  á  los  gobiernos  de  los  países  civilizados  el 
atender  con  leyes  y  reglamentos  á  la  defensa  de  la  propie- 
dad privada  de  los  ciudadanos  del  Estado  enemigo  por  par- 
te de  las  propias  tropas  durante  la  guerra,  y  á  impedir  con 
sanciones  penales,  no  sólo  el  que  éstas  puedan  despojar  de 
sus  bienes  á  los  que  no  luchan ,  síuq  también  prohibir  que 
puedan  aprovecharse  de  las  eventualidades  de  la  lucha  para 
enriquecerse,  apropiándose  indebidamente  los  objetos  de 
propiedad  privada  hallados  en  el  campo  de  batalla  ó  en  el 
equipo  de  los  muertos. 
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§  2.**— De  los  derechos  de  los  beligerantes  sobre  la  propiedad 
privada  enemiga  en  la  guerra  marítima. 


137i.  No  «eti  admitido  en  la  gaorra  marítima  el  respeto  i  la  propiedad  prÍTada. — 
1375.  No  están  de  aeaerdo  sobre  esto  los  pnblioíslafl.-— 1376.  Doctrina  de  Orielaa. 
— -1377.  Principales  argumentos  que  jnstiñoan  la  captara. — 1378.  Raionet  ada- 
oidas  por  Tetens. — 1379.  Observaciones  críticas  so]l)re  la  doctrina  de  los  mismos. 
—1380.  Contradicción  de  Lord  Palmerston. — 1381.  Examen  de  la  cnestion  segnii 
los  principios  del  dereclio. — 1382.  Rebátense  los  argumentos  de  los  contrarios. — 
1383.  La  captura  de  la  propiedad  privada  es  inefloas  para  el  objeto. — 1384.  Oon 
la  abolioion  de  la  captara  no  se  prolongaría  la  guerra. — 1385.  Según  el  concep- 
to moderno  de  la  guerra  no  puede  legitimarse  la  captura. — 1836.  No  puede  jus- 
tificarse con  la  teoría  de  las  contribuciones. — 1837.  Reglas. — 1388.  El  respeto 
i  la  propiedad  privada  según  los  publicistas  modernos:  La  escuela  italiana.— La 
Cámara  de  Comercio  {en  nota), 

1374.  Los  principios  expuestos  en  el  párrafo  precedente 
para  demostrar  que  la  propiedad  privada  ha  de  ser  invio- 
lable durante  la  guerra  ,deben  referirse  Id  mismo  ala  guer- 
ra continental  que  á  la  guerra  marítima.  No  pueden  ser,  en 
efecto,  esencialmente  distintas  las  reglas  de  justicia  según 
las  cuales  deben  ejercer  sus  derechos  los  beligerantes  en 
el  mar  y  en  la  tierra.  ¿Puede  acaso  admitirse  que  los  dere- 
chos y  los  deberes  que  aquéllos  tienen  repecto  de  los  par- 
ticulares de  la  parte  enemiga,  puedan  cambiar  esencial- 
mente según  las  circunstancias  de  lugar  y  tiempo,  y  que 
haya  dos  justicias,  una  en  la  toar  y  otra  en  la  tierra,?  Ha- 
biendo demostrado  que  la  guerra  es  una  relación  entre  los 
Estados,  y  que  los  particulares  de  una  y  otra  parte  deben 
ser,  uti  singuliy  considerados  extraños  ala  guerra  cuando  no 
tomen  parte  en  las  hostilidades,  y  como  de  aquí  se  deduce 
que  la  propiedad  privada  debe  considerarse  inviolable  cuan- 
do no  se  adapte  á  los- usos  de  la  guerra,  parece  á  primera 
vista  que  no  cabe  discusión  respecto  de  sí,  durante  la  guer- 
ra marítima,  pueden  ser  capturados  por  el  beligerante  las 
naves  y  el  cargamento  pertenecientes  á  los  Ciudadanos  de 
la  nación  enemiga,  cuando  tengan  un  destino  ajeno  á  la 
guerra.  A  juicio  nuestro,  debe  bastar  la  regla  general  antes 


,  .    .      „  .        .  os  de  la  justicia 

jnteraacional,  es  inviolatile  la  propiedad  particular  pacíñca , 
para  deducir  de  aquí  que  no  puede  perder  su  inviolabilidad 
&un  cuando  sea  trasportada  por  mar.  Pero  no  todos  pien- 
san de  ese  modo.  Respetables  publicistas  sostienen  la  teo- 
ría de  que  el  beligerante  tiene  derecho  á  apoderarse  de  la 
propiedad  enemiga  en  la  guerra  marítima,  esforzándose 
para  legalizar,  con  varios  argumentos,  el  dereclio  de  presa 
ejercido  contra  los  particulares. 

1375.  Lo  digno  de  tenerse  más  en  cuenta  es  que  esta  opi- 
nión no  sólo  es  sostenida  por  aquellos  que  como  Grocio  (1), 
Bynltershcek  (2),  Vattel  (3),  Ward  (4),  Manning  (5)  y  otros, 
admiten  la  antigua  teoría  de  que  la  guerra  convierte  nece- 
sariamente en  enemigos  á  los  ciudadanos  de  los  Estados 
beligerantes,  y,  como  consecuencia  de  este  principio,  esta- 
blecen como  regla  general  que  puede  capturarse  la  propie- 
dad de  los  particulares,  sino  también  por  aquellos  que  sos- 
tienen la  máxima  de  que  la  propiedad  privada  debe  ser  in- 
violable en  la  guerra  continental,  justificando,  no  obstante, 
la  captura  en  perjuicio  de  los  particulares  en  la  guerra  ma- 
rítima. De  este  parecer  son  Ortolan  (6),  Pistoye  y  Duver- 
dy  (7),  Martens  {8),  Herfter  (9)  y  la  mayor  parte  de  los  pu- 
blicistas ingleses  y  americanos  contemporáneos ,  entre 
ellos  Westlaice,  Lorimer,  Hall  y  otros  (10). 

1376.  Els  necesario  examinar  atentamente  los  argumen- 
tos que  aducen  para  sostener  sus  respectivas  opiniones. 


(1)  Orotias:  Dejare prcedce,  cap.  ir,  p&g.  44;  Dejurebelli,  lib.  iii, 
eap.  XV III. 

(2)  Qucett.jur.  pubtiei,  lib.  i,  cap.  i-iii. 
(3}   Der.  de  gent.,  lib.  iii,  §  70  y  aigt. 

(41  Treat.  on  retat.  rigks  o/belligen  En  el  apéndice  reproduce  el 
aator  una  petición  de  M.  Urgntiart  paraque  se  anulase  la  declaración 
de  París  de  185C. 

(5)  Comment.  on  the  lato  o/nations  (1875),  cap.  iv. 

(6)  Reglas  interiores  g  diplomacia  marítima. 

(7)  Tratado  de  las  presat  marüimaa,  t.  i,  pág.  3-18. 
(B)    Der.  deirent.,  t.  ii,§283. 

(9)  Der.  int.,  §  137. 

(10)  Véase  respecto  de  la  opinión  de  loa  publicistas  ingleses  el  A  nuo- 
ñú  del  Itut.  de  der.  int.,  1877,  y  la  Reo.  de  der.  int.,  1875 ,  pág.  675  y 
signientsa. 
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Mido  y  valioso  es  el  de  las  exigencias  mismas 
,  teniendo  en  consideración  su  fln  y  las  necesi- 
as.  Una  falanje  considerable  de  escritores  se 
efecto,  para  justificar  la  contradicion  que  se 
raitlr  el  derecho  de  presa  en  la  guerra  marlti- 
;ipío  del  respeto  &  la  propiedad  privada,  fun- 
iclpalmente  en  dichas  exigencias, 
sntre  otros,  cree,  ante  todo,  que  el  derecho  de 
guerras  marítimas  es  el  medio  menos  ruinoso 
enemigo  &  pedir  la  paz.  lEl  ñn  de  la  guerra, 
íar  al  enemigo  &  hacer  la  paz,  y  este  fln  sólo 
gu Irse  con  la  victoria.  Ahora  bien,  la  victoria 
jgrai-se  destruyendo,  6,  si  se  quiere,  paralizan- 
ts  del  enemigo,  lo  cual  es  imposible  llevar  & 
ilear  contra  él  medios  perjudiciales.  En  tierra 
rse  dafio  al  enemigo  ocupando  una  ciudad,  una 
imando  posesión  de  ella,  conquistándola...  en 
j  los  ejércitos  que  invaden  el  territorio  enemi- 
'so  de  las  operaciones  militares,  están  prohibi- 
3  pueblos  civilizados,  las  devastaciones  del  ter- 
icesidad  evidente,  y  el  saqueo  de  la  propiedad 
3  el  derecho  de  presa  se  ejerce  indirectamente 
nes  de  los  particulares,  mediante  el  sistema 
as  regulares  que  constituyen  en  definitiva  una 
3tiva  de  la  propiedad  privada,  que  sustituye, 
ventaja  de  las  partes,  &  la  captura  individual. 
10  puede  ocurrir  una  cosa  análoga.  En  la  guer- 
s  marítima,  abstracción  hechadeun  desembar- 
cas del  enemigo,  no  hay  conquista  ni  requisa 
1  embargo,  es  necesario  causar  dailo  al  enemi- 
do  cualquiera;  es  necesario,  según  un  conoci- 
que  la  guerra  viva  de  la  guerra»  (1). 
escritor  se  extiende  en  consideraciones  para 
tesis  con  valiosos  argumentos,  y  concluye  que 
■se  el  derecho  de  presa  marítima ,  porque  no 
;dio  directo  en  estas  guerras  para  obligar  al  - 
adir  la  paz.  Que,  á  juicio  suyo,  debe  justificarse 
trecho  de  presa  aun  bajo  el  punto  de  vista  hu- 
orque  tiende  &  hacer  más  breves  las  guerras 

II,  pág.  40-42, 


marítimas,  y  é.  obligar  &  los  combatientes  á  estipular  la  paz 
sin  gran  efusión  de  sangre.  Con  estos  argumentos,  según 
observa  Bulmerincq,  se  procura  justificar  el  derecho  de 
presa  marítima,  á.un  bajo  el  punto  de  vista  de  la  humanidad 
relativa. 

Ortolan,  sin  embargo,  con  su  profundo  talento,  aduce 
otros  argumentos,  fundados  en  la  naturaleza  misma  de  las 
cosas,  y  que  confiesa  él  misino  que  son  los  más  conclu- 
yentes,  y  entre  los  cuales  citaremos  los  dos  siguientes: 
1'  Quela  marina  mercante,  tanto  por  su  personal  como  por 
su  material,  es  un  elemento  de  fuerza  naval  de  que  puede 
servirse  el  beligerante  respectivo  para  aumentar  su  mari- 
na militar,  pudiendo  trasformarla  cuando  llegue  el  caso  en 
un  Instrumento  de  guerra,  y  bajo  este  punto  de  vista,  cae 
directamente  bajo  las  fuerzas  navales  enemigas  que  lleguen 
&  apoderarse  de  ella.  2.*  Que  si  los  buques  mercantes  y  las 
mercancías  que  trasportan  fuesen  reconocidas  libres  é  in- 
violables, á.  pesar  de  pertenecer  al  enemigo,  no  echando  al 
mar  ningún  buque  de  guerra,  podría  una  potencia  belige- 
rante hacer  por  su  parte  ilusorios  los  efectos  de  la  guerra 
marítima,  continuar  disfrutando  por  medio  dii  sus  naves 
las  ventajas  del  comercio,  y  adquirir  de  este  modo  los  me- 
dios de  continuar  la  lucha  con  las  operaciones  y  los  ingre- 
sos de  su  marina  mercante,  ya  mediante  los  impuestos,  ya 
mediante  el  aumento  de  la  fortuna  privada,  cuyo  conjunto 
constituye  en  definitiva  la  fortúna'del  Estado  (1). 

La  conclusión  á  que  llega  el  eminente  publicista,  es  la 
de  que,  en  la  resolución  de  la  cuestión,  no  debe  sacrificarse 
el  derecho  de  la  propiedad  privada  al  derecho  de  los  Esta- 
dos, lo  cual  equivaldría  á,  sacrificar  lo  que  es  de  menor  ó  lo 
que  es  de  mayor  Importancia,  y  propone,  en  su  consecuen- 
cia, separar  aquello  que  debe  considerarse  como  derecho 
y  medio  de  guerra,  y  aquello  que  es  un  derecho 
iculares;  y  para  conciliar,  en  cuanto  sea  posible, 
de  ambos  derechos  cuando  surja,  puede  admi- 
l  Estado  tenga  derecho  á  capturar  los  buques  de 
su  cargamento,  pero  no  apropiárselos  entera- 
onociéndose  al  mismo  tiempo  en  favor  de  los 
s  un  derecho  de  reserva  sobre  el  valor  da  los 
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icuestrados,  según  la  naturaleza  y  el  ñn  de  la 
ae  deberá  regularse,  ó  inmediatamente  conforme 
■cglas  determinadas,  ó  al  concluirse  la  paz. 
1  ha  permanecido  siempre  fiel  á.  su  sistema,  y  se 
ido  consecuente  sosteniendo  que  el  corso,  aunque 
>  solemnemente  y  abolido  por  el  Congreso  de  Pa- 
ede  considerarse  enteramente  como  ilegítimo;  y 
oliclon  no  tiene  el  carácterde  universalidad  nece- 
1  hacer  de  él  una  regla  absoluta  y  uniforme  del 
iternacional  marítimo  fundado  en  los  tratados  (1). 
10  de  legitima  defensa,  dice,  inherente  á  la  sóbe- 
la consigo,  necesariamente,  para  el  Estado  que 
ina  guerra,  el  derecho  de  llamar  &  las  armas  á. 

ciudadanos  y  organizar  una  milicia  nacional,  lo 
r  mar  que  por  tierra.  Este  derecho  es  uno  de  los 
iblicistas  llaman  primitivos  y  absolutos.  Las  po- 
te han  consentido  en  limitar  ó  abandonar  su  ejer- 

tenido  por  principal  objeto  evitar  la  reproducción 
isos  en  qU'^  con  frecuencia  ha  incurrido  el  corso; 
3  abusos  no  son  inherentes  á  este  género  de 
!)- 

,os  argumentos  aducidos  por  Ortolan  para  justl- 
ptura  de  la  propiedad  privada  en  la  guerra  ma- 
3umen  con  admirable  claridad  las  razones  con 
iden  defenderla.  En  efecto,  todo  lo  que  antes  de 
i  dicho,  y  lo  que  todavía  dicen  los  que  sostienen 
opinión,  se  reduce,  en  resumen,  á  esto  :  Las  ne- 

de  la  guerra  y  las  necesidades  militares,  legi- 
ecuestro  de  los  buques  mercantes  del  enemigo. 
Bsarlo perjudicará, éste,  y  no  puede  conseguirse 
odo  que  destruyendo  su  comercio,  lo  cual  sólo 
cerse  mediante  la  captura  y  la  confiscación  de 
lad  privada. 

6sario  proveer,  sin  demora,  al  sostenimiento  de 
os  y  á  indemnizarse  de  los  gastos-de  la  guerra,  y 
la  guerra  marítima  no*  puede  hacerse  esto  me- 
itribuciones  militares,  que  son  una  especie  de  se- 
ilectivo  admitido  en  la  guerra  continental,  con- 

,  cap.  111,  pig.  73. 
,  pág.  73  y  74. 
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viene  reconocer  que  el  derecho  de  presa  en  perjuicio  de  los 
¡mrticulares  se  impone  en  la  guerra  marítima  por  la  nece- 
sidad misma  de  las  cosas. 

Es  necesario  disminuir  las  fuerzas  enemigas,  y  como 
ios  buques  mercantes  pueden  ser  empleados  por  el  belige- 
rante en  la  guerra  naval,  debe  admitirse  el  derecho  de  se- 
cuestrarlos por  las  exigencias  militares  de  la  misma. 

1378,  Además  de  estos  argumentos,  ^ue  son  los  princi- 
pales, se  han  aducido  otros,  tomándolos  de  consideracio- 
nes distintas  según  el  diverso  punto  de  vista  de  sus  soste- 
nedores. Asf, por  ejemplo,  Téteos,  á  quien  cita  Ortolanen 
apoyo  de  su  opinión,  justifica  e!  secuestro  por  tener  el  ca- 
rácter de  una  contribución  ó  de  una  requisa  admitida  en  la 
guerra  continental,  cuyo  carácter  lo  encuentra  en  el  hecho 
deque  el  secuestro  peijudica  generalmente  á  varios  co- 
merciantes ó  á  las  sociedades  de  seguros,  y  equivale  ala 
contribución  que  pesa  sobre  los  municipios  y  sobre  las 
corporaciones.  Aduce  además  otros  argumentos  que  Orto- 
lan  califica  de  recta  razón  y  de  sentido  práctico,  pero  que 
no  juzga  merecedores  de  consideración  alguna  en  el  domi- 
nio del  derecho,  por  mas  que  reconozcamos  que  son  en  el 
foodo  argumentos  decisivos  para  aquellos  que  sostienen  la 
legitimidad  de  la  presa. 

«En  la  guerra  continental,  dice,  no  pueden  exportarse, 
venderse  ni  emplearse  las  cosas  muebles,  al  menos  en  su 
mayor  parte,  sustrayéndose  á  las  pesquisas  de  ios  solda- 
dos los  objetos  de  oro  ó  plata  y  de  poco  volumen.  Por  el 
contrario,' los  objetos  encontrados  en  el  mar  pueden  reali- 
zarse Inmediatamente,  porque  consisten  generalmente  en 
mercancías  de  fácil  salida.  El  beligerante  que  se  apodera 
de  ellas  las  utiliza  para  aumentar  sus  medios  pecuniarios 
que  son  el  gran  motor  de  las  fuerzas  militares.  Eícarga- 
I  i  buques  que  pueden  capturarse  en  ei  mar  son 

!  sas  de  efectos  de  considerable  valor,  los  cuales 

<  ve'^daderos  tesoros  trasportados  por  las  flotas 

1  ideá  veces  á  muchos  millones  (1). -Su  secues- 

i  ,  un  hecho  sensible.» 

{i)    Consideraciones  aeerea  de  ios  derechos  recíprocos  de  la»  po-  . 
ttneias  beligerantes,  sección  2.';  De  la  presa  marítima  de  las  pro- 
piedades enemigaSj  aútn.  1,  pág.  60  á  64.  La  obra  de  Téteos  fué  tra- 
ducida al  francas  j  la  cita  Ortolan. 
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1379.  El  Consejero  dinamarqués  exprasa  por  lo  menos 
su  concepto  sin  rodeos,  sosteniendo  que,  siendo  útil  para  el 
beligerante  el  apropiarse  los  bienes  pertenecientes  &.  los  par- 
ticulares, y  pudiendo  hacerlo  fácilmente  y  con  gran  prove- 
cho ¿diferencia  de  loque  acontece  en  la  guerra  continen- 
tal, debe  admitirse  por  tales  razones  el  derecho  de  captu- 
ra. Este  argumento  serla  de  gran  fuerza  si  la  utilidad  y  el 
interés  fuesen  la  medida  del  derecho;  pero  ¿quién  se  atreve- 
rá á  sostener,  sin  violar  la  lógica  del  derecho  mismo,  que  la 
injusticia  puede  ser  licita  cuando  redunda  en  beneficio  de 
quien  la  cometa?  ¿Puede  acaso  combatirse  el  principio  ju- 
rídico de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  en  el 
mar  con  argumentos  completamente  ajenos  al  dominio  de 
la  ciencia? 

Ajuicio  nuestro,  una  de  las  principales  censuras  que 
pueden  dirigirse  &  los  que  han  combatido  y  combaten  el 
principio  de  la  propiedad  privada,  consiste  en  que,  en  vez 
examinar  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho,  la 
examinan  bajo  el  de  la  oportunidad  y  el  de  la  política;  pero 
uno  es  el  campo  de  ésta,  y  otro  el  campo  del  derecho.  Com- 
prendemos perfectamente,  que  mientras  dure  el  antagonis- 
mo entre  uno  y  otro,  no  podrtin  conseguirse  grandes  cosas  á 
no  inspirarse  la  conducta  de  los  gobiernos  eu  las  máximas 
que  defienden  los  hombres  de  ciencia;  pero  no  comprende- 
mos cómo  los  publicistas  modernos  apelan  á  argumentos 
políticos  para  sostener  sus  tesis  bajo  el  punto  de  vista  del 
derecho. 

1380.  Puede  excusarse  á  Lord  Palmerston,  que  hablando 
como  ministro  del  Gobierno  Inglés  en  la  Cámara  de  los  Co- 
munes el  17  de  Marzo  de  1862,  combatiendo  una  proposición 
de  M.  Oxford  apoyada  por  Cobden,  los  cuales  proponían 
que  se  declarase  inviolable  la  propiedad  privada,  y  obliga- 
do á  sostener  las  ideas  del  gobierno,  contradijo  la  opinión 
que  él  mismo  habla  expuesto  en  el  Tribuna^de  comercio  de 
Liverpool  en  1856,  cuando  aun  no  era  ministro;  pero  las  ra- 
zones mismas  que  adujo  para  sostener  sus  contradictorias 
opiniones  confirman  nuestra  aserción  de  que  la  solución 
de  estas  cuestiones  es  muy  distinta  en  el  campo  de  la  polí- 
tica y  en  el  del  derecho. 

Hablando  como  ministro,  concluía  así  lord  Palmerston, 
después  de  un  largo  razonamiento:  «SI  abandonamos  el 


.• 
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priocipio  de  que  toda  potencia  marítima  tiene  derecho  & 
capturar  los  buques  mercantes  del  enemigo,  inferimos  un 
ijolpe  mortal  á  nuestra  supremacía  en  los  mar  es. y^ 

Mas  cuando  exponía  sus  particulares  convicciones  bajo 
el  punto  de  vista  desinteresado  del  derecho,  se  expresaba 
en  Liverpool  en  estos  términos:  «Espero  que  los  tempera- 
mentos adoptados  en  la  última  guerra,  observados  durante 
ella  y  ratificados  al  concluirse,  vayan  ampliándose  cada 
vez  más  con  el  trascurso  del  tiempo.  Los  mismos  princi- 
pios que  se  aplican  á  la  guerra  continental,  deberían  apli- 
carse á  la  guerra  marítima,  no  debiendo  ser  objeto  de  agre- 
sión las  propiedades  particulares.  Si  echamos  una  ojeada 
sobre  la  historia  antigua,  veremos  que  ningún  pueblo  po- 
deroso ha  vencido  á  su  enemigo  á  consecuencia  de  las  pér- 
didas sufridas  por  los  particulares.  Las  luchas  de  los  ejér- 
citos de  mar  y  tierra,  son  las  que  deciden  los  destinos  de  la 
guerra»  (1). 

1381.  Para  poder  resolver  la  cuestión  con  arreglo  á  los 
principios  del  derecho,  es  necesario  separar  los  argumen- 
tos fundados  exclusivamente  en  consideraciones  políticas, 
y  los  sugeridos  por  el  interés  particular  de  ciertos  países 
marítimos,  examinando  si,  según  las  reglas  de  la  moral  y 
de  la  justicia  internacional,  puede  ser  licito  al  beligerante 
secuestrar  la  propiedad  privada  de  los  ciudadanos  pacíficos 
de  la  parte  enemiga^  por  las  exigencias  de  la  guerra. 

Hemos  dicho  muchas  veces  que  la  guerra  es  una  rela- 
ción de  derecho  público  entre  Estado  y  Estado,  que  coloca 
á  los  ciudadanos  de  una  y  otra  parte  en  situación  de  sufrir, 
como  ciudadanos  dél  Estado,  6  sea  como  miembros  de  la 
unioersitaSy  todas  las  consecuencias  que  de  la  guerra  se 
derivan;  pero  que  no  obliga  á  dichos  ciudadanos  &  sufrir 
uii  singuli  las  hostilidades,  como  si  fueran  los  enemigos 
contra  quien  debe  luchar  la  parte  opuesta.  El  derecho  in- 
dividual, los  derechos  de  la  persona  pacífica  y  el  de  su  pro- 
piedad son,  pues,  inviolables  durante  la  guerra,  y  puesto 
que  esto  se  deriva  rigurosamente  del  principio  de  justicia, 
debe  valer  lo  mismo  para  la  guerra  continental  que  para  la 
marítima,  porque  uno  es  el  principio  jurídico  sobre  que  sq 


(1)    Discurso  pronunciado  en  la  Cámara  de  Comercio  de  Liverpool 
en  10  de  Noviembre  de  1856. 
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funda  el  deber  de  respetar  la  propiedad  privada  del  ciuda- 
dano pacífico,  y  debe  valer  lo  mismo  por  mar  que  por 
tierra. 

¿Quién  puede  sostener  ya  en  razón  que  exista  una  doble 
justicia,  según  el  elemento  de  que  se  trata,  y  que  los  ciu- 
dadanos pacíficos  que  no  tomen  parte  alguna  en  la  guerra 
no  pueden,  jurídicamente,  ser  considerados  como  enemi- 
gos, si  se  hallan  en  el  continente,  pero  puede  tratárseles 
como  á  tales  si  se  los  encuentra  en  el  mar?  ¿Desde  cu&odo 
ni  por  qué  razón  la  diferencia  material  de  los  elementos  en 
que  accidentalmente  se  encuentren  puede  variar»  esencial- 
mente la  naturaleza  de  las  relaciones  jurídicas  entre  los 
mismos  sujetos? 

Confesamos  que  no  podemos  comprender  cómo  verda- 
des tan  elementales  son  impugnadas  por  doctos  é  ilustrados 
publicistas,  ni  cómo  queriendo  tomar  por.  base  los  princi- 
pios de  la  justicia  absoluta,  puede  llegarse  á  consecuencias 
tan  distintas  como  las  de  considerar  ajustado  &  derecho  en 
la  guerra  niarltima  lo  que  es  abiertatnente  contrario  á  éste 
en  la  guerra  continental.  Reconocemos  que  las  circunstan- 
cias de  lugar  y  tiempo  pueden  modificar  en  sus  aplicacio- 
nes el  principio  de  lo  justo,  pero  no  pueden  variar  esen- 
cialmente el  principio  mismo. 

1382.  Si  nos  detenemos  &  examinar  los  argumentos 
aducidos  por  aquellos  que  se  esfuerzan  en  justificar  una 
confradiccion  tan  evidente,  hallamos  que  dichos  argumen- 
tos no  están  fundados  en  derecho. 

El  argumento  más  sólido  bs  el  de  las  necesidades  y  exi- 
gencias de  la  guerra.  Háse  dicho  que  en  ésta  es  lícito  hacer 
daño  al  enemigo,  y  que,  como  en  la  guerra  marítima  sólo 
se  consigue  esto  destruyendo  su  comercio  y  capturando 
la  propiedad  privada,  es  licítala  captura  con  arreglo  al 
derecho  de  la  guerra. 

No  negamos  que  en  la  guerra  sea  lícito  causar  daño  al 
enemigo;  pero  ¿quién  es  el  enemigo?  El  enemigo  es  el  Es- 
tado, según  hemos  indicado  muchas  veces;  y  si  bien  es  lí- 
cito emplear  en  la  guerra  todos  los  medios  de  ataque  que 
perjudiquen  directamente  al  Estado,  no  lo  es,  sin  embar- 
go, atacar  directamente  los  derechos  de  los  que  son  es- 
traños  á  la  guerra,  aun  cuando  al  hacerlo  se  perjudicase 
indirectamente  al  Estado. 
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De  aquí  que,  aun  en  el  supuesto  de  que  se  pudiese  debi- 
litar la  fuerza  de  un  Estado,  como  potencia  marítima,  ata- 
cando el  comercio  pacífico  de  los  ciudadanos  del  mismo,  no 
serla  lícito  hacerlo,  puesto  que  no  podría  calificarse  de  ata- 
que directo.  El  ataque  directo  es  aquel  que  perjudica  direc- 
ta y  exclusivamente  &  nuestro  adversario,  y  que  va  dirigi- 
do á  él,  sin  perjudicar  á  aquellos  que  son  extraños  á  la 
guerra. 

Y  no  se  diga  con  Vattel  (1)  que,  siendo  la  nación  la  que 
hace  la  guerra,  son  todos  los  nacionales  solidariamente 
responsables  de  las  consecuencias  de  la  misma,  y  que  se 
puede  atacar  á  los  ciudadanos  de  la  parte  contraria,  porque 
se  convierten  en  enemigos;  pues  ya  hemos  dicho  que  aque- 
llos vienen  á  ser  enemigos  uti  universitas,  y  sólo  como  tales 
son  solidarios  y  deben  soportar  todas  las  cargas  de  la 
guerra.  Si  en  la  guerra  continental  el  ejército  enemigo  que 
invade  el  territorio,  Aun  cuando  se  contenga  en  los  límites 
de  la  moderación  más  exquisita,  perjudica  las  propiedades 
privadas,  y  sujeta  á  los  ciudadanos  á  contribuciones  mili- 
tares y  otras  cosas  análogas;  si  en  la  guerra  marítima  li- 
mita el  beligerante  la  libertad  comercial  que  se  deriva  del 
derecho  natural  y  prohibe  trasportar  las  mercancías  con- 
sideradas como  contrabando  de  guerra,  interrumpe  las  re- 
laciones comerciales  con  los  puertos  bloqueados,  retrasa 
la  marcha  regular  dé  los  buques  que  trafican  por  el  mar 
sujetándolos  á  la  visita,  etc.,  etc.,  estas  y  otras  consecuen- 
cias onerosas  que  de  la  guerra  se  derivan,  deben  soportar- 
las los  nacionales,  que  son  solidarios  para  soportar  los  da- 
ños de  la  guerra,  á  la  que  no  pueden  permanecer  comple- 
tamente extraños. 

Pero  la  cuestión  para  nosotros  es  la  de  si  el  beligerante 
puede,  según  las  leyes  de  la  guerra,  emplear  medios  indi- 
rectos, esto  es,  medios  que  sólo  perjudiquen  al  enemigo 
después  de  haber  perjudicado  directamente  &  aquellos  que 
permanecen  ajenos  &  la  lucha,  lo  cual  no  es  lícito,  &  juicio 
nuestro,  si  se  examina  la  cuestión  &  la  luz  de  los.rigurosos 
principios  de  la  justicia  y  del  derecho. 
1383.    jPero  es  acaso  una  verdad  que,  secuestrando  la 


(1)   Derecho  de  gentes,  lib.  iii,  §  70. 
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propiedad  privada,  se  llega  indirectamente  &  perjudicar  al 
Estado  y  á  obligarlo  á  hacer  la  paz?» 

Los  que  han  sostenido  y  sostienen  esta  opinión,  dicen 
que  la  guerra  al  comercio  pacifico  es  el  medio  más  eficaz 
para  obligar  al  enemigo  &  la  paz,  añadiendo  que  es  también 
el  medio  menos  ruinoso,  porque  no  toca  directamente  á  las 
personas  sino  &  la  propiedad  de  aquellos  que,  con  el  fin  de 
lucrarse  y  bajo  la  protección  del  seguro,  acometen  empre- 
sas mercantiles  &  pesar  de  las  eventualidades  de  la  guerra. 
Refuerzan  después  su  opinión  con  argumentos  de  humani- 
dad relativa,  sosteniendo  que,  no  pudiéndose  abolir  la  guer- 
ra, lo  mejor  es  hacerla  al  comercio  para  conseguir  la  paz 
sin  derramamiento  de  sangre  (1). 

Pero ,  4  cabe  sostener  sin  pasión  que  capturando  los 
buques  mercantes  y  haciendo  la  guerra  al  comercio,  se  con- 
sigue disminuir  el  poder  marítimo  del  Estado  enemigo,  y 
puede  obligársele  de  este  modo  á  hacer  la  paz? 

No  puede  menos  de  convenirse  en  que  el  comercio  y  la 
navegación  son  eL  nervio  del  poder  délos  Estados  maríti- 
mos; pero  no  debe  admitirse  que  esta  potencia,  acumulada 
á  fuerza  de  tiempo,  pueda  ser  mermada  considerablemente 
y  aun  destruida  por  las  presas  hechas  durante  la  guerra. 


(1)  Esta  faá  ana  de  las  razones  aducidas  por  Lorimer  para  comba- 
tir la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  por  mar.  «De  desear  se- 
ría, dice,  que  no  se  abandonase  este  medio,  que  es  el  menos  inhumano 
de  todos  los  empleados  en  la  guerra.»  Sin  embargo,  él  opinaba  que  el 
Estado  debía  indemnizar  á  los  ciudadanos  de  las  pérdidas  experimen- 
tadas por  ellos  á  consecuencia  de  la  aplicación  de  dicha  regla;  pero  ob- 
serva con  razón  que  esta  es  una  cuestión  de  derecho  interior,  y  sostie- 
ne que  independientemente  de  toda  acción  legislativa  para  regular  las 
indemnizaciones  y  las  pérdidas  ocasionadas  por  la  captura  de  la  pro- 
piedad privada,  deben  ser  repartidas  entre  todas  las  comunidades,  y 
disminuyendo  de  este  xñodo  la  riqueza  nacional,  actúan  como  un  medio 
de  presión  empleado  por  un  Estado  contra  otro. 

Lo  que  carece  en  absoluto  de  todo  fundamento  jurídico  es  el  siguien- 
te argumento  que  el  mismo  autor  aduce:  «La  imposibilidad  de  aplicar 
la  captura  de  la  propiedad  privada  en  el  continente  como  medio  á.¿ 
guerra  sin  causar  perjuicios  individuales  ni  desórdenes  sociales,  cons- 
tituye una  diferencia  verdaderamente  importante  entre  aquélla  y  la 
captura  de  la  propiedad  privada  en  la  guerra  marítima,  y  es  un  moti- 
vo para  prohibir  la  primera.  Hay,  en  efecto,  medios  menos  inhumanos 
de  hacer  la  guerra  en  el  continente.» 
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Este  resultado  no  ha  podido  obtenerse  ni  aun  en  aque- 
llos tiempos  en  que  la  guerra  al  comercio  podía  hacerse 
pop  todos  los  medios  y  sin  limitación  alguna.  Basta  recor- 
dar la  manera  cómo  Napoleón  hizo  la  guerra  al  comercio 
durante  las  sostenidas  contra  Inglaterra:  captura  de  las 
naves  enemigas,  confiscación  de  todas  las  mercancías  per- 
tenecientes al  enemigo,  y  aun  de  las  que  no  le  pertenecían , 
pero  procedían  de  sus  fábricas,  el  corso,  clausura  de  los 
puertos,  á  todo  cuanto  puede  imaginarse  apeló  el  gran  ca- 
pitán del  siglo;  pero  estos  expedientes  y  las  ruinas  inevita- 
bles que  ocasionaron  al  comercio,  no  fueron  en  modo  al- 
guno los  que  decidieron  las  grandes  batallas  entre  Francia 
é  Inglaterra.  Por  esto  dejó  escrita  aquel  hombre  esta  sabia 
advertencia:  «De  desear  es  que  llegue  un  tiempo  en  el  que 
las  mismas  ideas  liberales  se  extiendan  á  la  guerra  marí- 
tima, y  que  puedan  las  escuadras  batirse  sin  necesidad  de 
confiscar  los  buques  mercantes,  y  sin  convertir  en  prisio- 
neros de  guerra  las  tripulaciones  y  pasajeros  que  no  sean 
militares.  Entonces  se  hará  el  comercio  por  mar  como  se 
hace  por  tierra  mientras  se  están  batiendo  los  ejércitos.»  (1) 

!384.  No  dejaremos  de  notar  que,  para  legitimar  algunos 
publicistas  la  captura  lie  la  propiedad  privada,  han  mani- 
festado que,  si  se  concediese  á  los  particulares  el  derecho 
de  ejercer  el  comercio  durante  la  guerra  lo  mismo  quedu-' 
rante  la  paz,  se  relajarían  considerablemente  los  lazos  que 
unen  la  fortuna  privada  con  la  del  Estado.  Los  ciudadanos 
sólo  pensarían  en  aumentar  su  propiedad  durante  la  lucha, 
y  los  gobiernos  que  no  presenciarían  el  espectáculo  de 
los  desastres  particulares  ocasionados  por  aquélla,  no  ten- 
drían interés  alguno  en  concluir  la  paz ,  prolongando  de 
este  modo  extraordinariamente  las  guerras,  y  perdiendo  el 
carácter  de  luchas  nacionales,  afectarían  el  de  cuestiones 
entre  los  respectivos  Soberanos. 

Estas  son  exageraciones  que  están  muy  lejos  de  la  rea- 
lidad. El  comercio  puede  ejercerse  durante  la  guerra  lo 
mismo  que  en  tiempo  de  paz;  el  derecho  de  bloqueo  es  ya 
un  medio  eficaz  para  perjudicarlo:  La  captura  durante  la 
guerra  irtfluye  tan  poco  para  obligar  á  los  gobiernos  á  ha- 


(1)   Memorias  de  Napoleón,  tomo  iii,  cap.  vi,  §  1.**,  pág.  301. 
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cer  la  paz,  que  á  veces  ignoran  el  número  de  buques  cap- 
turados hasta  que  se  concluye  la  guerra. 

1385.  El  principio  del  derecho  moderno  es,  que  la  guerra 
legitima  todos  los  medios  de  ataque  dirigidos  exclusivamen- 
te contra  las  fuerzas  y  los  medios  de  guerra  del  Estada 
enemigo,  no  pudiendo  considerarse  lícita  ninguna  opera- 
ción que  tienda  á  atacar  directamente  á  los  particulares 
que  tomen  parte  activa  en  la  guerra.  A  consecuencia  de  este 
principio  se  ha  proclamado  como  regla,  que  la  propiedad 
particular  debe  estar  exenta  de  toda  captura  en  la  guerra 
continental;  y  es  un  esfuerzo  vano  el  de  querer  hallar  ra- 
zones sólidas  de  derecho  para  hacer  una  distinción  entre 
la  aplicación  de  este  principio  &  la  propiedad  de  los  ciuda- 
danos pacíficos  en  la  guerra  continental  y  en  la  guerra  ma- 
rítima. 

1386.  Dicen  los  adversarios  que  admitiendo  en  la  guer- 
ra continental  como  regla  que  la  propiedad  privada  es  In- 
violable, se  admite  al  mismo  tiempo  el  derecho  de  sujetar 
á  los  particulares  á  contribuciones  militares  que  en  último 
término  son  una  especie  de  confiscación  en  perjuicio  de 
los  mismos,  y  ponen  los  ejércitos  beligerantes  en  situación 
de  vivir  á  espensas  de  los  habitantes  del  territorio  ocupado, 
haciendo  que  éstos  le  suministren  todo  lo  necesario  para 
su  subsistencia  y  para  continuar  la  guerra.  De  este  modo 
la  guerra  vive  de  la  guerra,  lo  cual  no  puede  verificarse 
por  mar  á  no  ser  autorizando  la  captura  de  los  buques  mer- 
cantes. 

Esta  argumentación  carece  de  fundamento  jurídico,  y 
está  fundada  en  un  concepto  falso,  á  saber:  en  el  de  que  la 
contribución  de  guerra  sea  una  especie  de  confiscación  de 
la  propiedad  privada  en  beneficio  del  beligerante,  lo  cual 
no  es  exacto. 

Según  el  derecho  moderno,  la  contribución  de  guerra  es 
una  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública  que  puede 
ejecutarse  en  el  territorio  militarmente  ocupado  por  el  be- 
ligerante, que  &  consecuencia  de  la  ocupación  ejerce,  provi- 
sionalmente al  menos,  los  derechos  de  soberanía.  Por  esto 
es  por  lo  que  el  beligerante  no  puede  exigir  á  los  habitantes 
ni  á  los  municipios  más  que  las  prestaciones  consideradas 
como  necesarias  para  las  exigencias  de  la  guerra  y  en  pro- 
porción á  los  recursos  de  cada  país;  debe  repartir  las  con- 


tribuciones  entre  los  ciudadanos  con  arreglo  &  las  disposi- 
ciones vigentes  en  el  territorio  ocupado  y  relativas  al  repar- 
to de  los  impuestos,  y  no  verificar  la  confiscación  pura  y 
simple;  y  al  apropiarse  las  cosas  para  las  necesidades  de 
la  guerra,  debe  hacerlo  con  la  reserva  de  indemnizar  al  pro- 
pietario ó  arreglar  esta  indemnización  al  concluir  la  paz, 
para  lo  cual  det>e  dejar  siempre  recibo  &  los  que  satisfagan 
la  contribución  impuesta. 

Es  evidente  que  el  derecho  que  regula  las  contribucio- 
ciones  es  esencialmente  distinto  del  antiguo  derecho  que 
legitipiaba  el  saqueo  y  el  despojo  &  mano  armada,  y  atri- 
buye á  la  contribución  su  carácter  verdadero,  esto  es,  el  de 
una  expropiación  por  causa  de  necesidad  pública.  Bajo  este 
aspecto,  es  licita  la  contribución  de  guerra,  mientras  que  la 
confiscación,  el  botín,  el  saqueo  y  la  apropiación  de  la  pro- 
piedad privada  están  proscritos  en  absoluto.  ¿Cómo  se  pre- 
tende confundir  una  cosa  con  otra?  Si  se  quiere  ser  lógicos 
en  lo  de  aplicar  &  la  guerra  marítima  el  principio  de  la  con- 
tribución, sólo  puede  admitirse  que,  cuando  por  las  necesi- 
dades de  la  guerra,  sea  impi-escindible  al  beligerante  apro- 
piárselas cosas  pertenecientes  á  los  particulares  y  que  sean 
trasportadas  por  mar,  podrá  autorizársele  para  hacerlo  de- 
jando al  capitán  del  buque  el  correspondiente  recibo  y  asu- 
miendo la  obligación  de  Indemnizar  ó  hacer  que  se  indem- 
nice á  los  propietarios.  Por  consiguiente,  el  beligerante 
que  tuviese  urgente  necesidad  de  barcos  de  trasporte,  po- 
drá detener  los  buques  mercantes  enemigos  y  emplearlos 
en  servicios  militares  de  su  escuadra,  pero  dejando  el  cor- 
respondiente recibo  para  salvar  el  principio  de  inviolabili- 
dad y  regular  las  indemnizaciones  á  la  conclusión  de  la 
guerra.  Lo  mismo  podría  decirse  en  ia  hipótesis  de  que  el. 
beligerante  tuviese  necesidad  de  una  parte  dei  cargamento 
para  proveer  al  equipo  del  ejército  ó  para  las  operaciones 
de  la  guerra,  siempre  que  deje  un  recibo  á  los  que  hubiese 
obligado  &  la  prestación.  No  cabe,  en  efecto,  negar  que 
puede  verificarse  también  por  mar  la  expropiación  para  las 
exigencias  de  la  guerra;  pero  el  pretender  extender  este  de- 
recho de  un  modo  ihmitado,  el  atribuir  al  beligeríinte  la  fa- 
cultad de  confiscar  la  propiedad  en  beneficio  suyo,  el  lega- 
lizar una  especie  de  piratería  durante  la  guerra  marítima, 
no  puede  excusarse  con  arreglo  al  derecho,  porque  no  exis- 
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te  en  la  naturaleza  de  las  cosas  un  principio  racional  y 
jurídico  en  que  fundar  una  distinción  entre  el  tratamiento 
de  la  propiedad  privada  enemiga  en  la  guerra  marítima  y 
el  de  la  misma  propiedad  en  la  guerra  continental. 

1387.  Dejando,  pues,  de  discutir  respecto  de  esta  mate- 
ria, establecemos  las  reglas  siguientes: 

a)  El  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  pri- 
vada enemiga  debe  aplicarse  sin  distinción  lo  mismo  en  la 
guerra  continental  que  en  la  marítima. 

No  puede  verificarse  la  captura  de  los  buques  mercantes 
del  enemigo  ni  la  de  su  cargamento,  sino  en  el  caso  de  que 
dichos  buques  tomen  parte  6  estén  en  disposición  de  to- 
marla inmediatamente  en  las  hostilidades.  Hemos  dicho 
que  se  hallen  en  estado  de  tomar  parte  inmediatamente  en 
las  hostilidades  para  excluir  de  este  modo  el  argumento  con 
que  Westlake,  Palmerston  y  otros  pretenden  legitimar  la 
captura.  Dicen  éstos,  que  los  marinos  adscritos  al  servicio 
de  los  buques  mercantes  pueden  ser  empleados  sin  inter- 
valo alguno  para  la  instrucción  del  servicio  de  los  barcos 
de  guerra,  y  que  los  mismos  buques  mercantes  pueden  ser 
utilizados  como  trasportes  para  usos  militares;  deducien- 
do de  aquí,  que  si  los  marineros  y  los  buques  mercantes 
pueden  convertirse  en  instrumento  de  guerra,  es  de  una  ne- 
cesidad imperiosa  verificar  su  captura  para  impedir  que  el 
enemigo  pueda  aumentar  considerablemente  sus  fuerzas. 

Si  este  razonamiento  fuese  sostenible,  debería  admitirse 
también  que  era  lícito  en  las  luchas  continentales  declarar 
prisioneros  de  guerra  á  todos  aquellos  que  puedan  ser  lla- 
mados á  prestar  servicio  militar,  aun  cuando  no  estuviesen 
alistados  actualmente  en  las  filas  del  ejército;  pero  ningún 
publicista  contemporáneo  se  atreve  &  sostener  opinión  se- 
mejante. No  basta  la  potencialidad  de  tomar  parte  en  la 
guerra  para  ser  considerado  como  formando  parte  de  la 
fuerza  armada ,  sino  que  se  requiere  que  sea  de  presente  el 
concurso  en  las  operaciones  militares. 

No  es  cierto,  por  otra  parte,  que  los  buques  mercantes 
puedan  emplearse  inmediatamente  en  las  operaciones  mili- 
tares. Esto  sólo  podría  decirse  de  aquellos  buques  que  por 
su  construcion  y  armamento  sean  adaptables  á  dichas 
operaciones,  pero  no  indistintamente  de  todos  los  buques 
mercantes.  De  cualquier  modo,  cuando  la  nave  pueda  des- 


i 


tinarse  &  un  uso  militar)  podrá  el  beligerante,  dado  su  dere- 
cho 6.  impedir  que  su  enemigo  se  proporcione  refuerzos,  de- 
tener dichos  buques,  no  permitirles  emprender  de  nuevo 
la  navegación;  pero  no  capturarlos  en  su  beneficio.  Cuando 
los  buques  mercantes  enemigos  hubiesen  tomado  parte 
efectiva  en  las  hostilidades,  trasportando  contrabando  de 
guerra  ó  violando  un  bloqueo  efectivo  y  declarado,  ó  cuan- 
do estuviesen  ya  armados  y  equipados  para  destinarlos  & 
la  escuadra,  debe  reconocerse  el  derecho  á  la  captura  como 
fundado  en  las  necesidades  de  la  guerra.  Después  diremos 
si  se  puede  confiscar  y  cu&ndo  el  buque  y  el  cargamento  en 
beneficio  del  beligerante  que  verificó  la  captura. 

1388.  El  principio  de  inviolabilidad  de  la  propiedad  pri- 
vada en  la  guerra  marítima  es  hoy  defendido  por  la  gran 
mayoría  de  los  publicistas,  tanto  que  puede  afirmarse  que 
está  en  la  conciencia  jurídica  de  todo  el  mundo  civilizado  (1); 
y  si  los  intereses  políticos  no  retardasen  el  reconocimiento 
de  los  principios  de  justicia,  y  si  Inglaterra,  sobre  todo,  no 
opusiese  insuperables  obstáculos  á  la  deseada  reforma,  se 
consagraría  la  máxima  en  un  tratado  internacional  obliga- 
torio para  todos  aquellos  que  suscribieron  el  de  Pai-is. 

Estamos  seguros  ha  de  conseguirse  esto,  porque  todo&  los 
publicistas  yhombresde  Estado  (2),  Cámaras  de  comercio, 


(1)  Conf.:  las  oonclasiones  del  Inatitato  de  Derecho  interaacionat  en 
el  Anuario,  1878,  pág.  152. 

La  cnestion  de  la  ioviolabitidad  de  la  propiedad  privada  en  la  guer- 
ra marítima  fuá  estensa  y  pro  fu  adamen  te  discutida,  y  examinadas  las 
opiniones  de  loa  publicistas  contemporáneos  en  las  sesiones  en  qne  se 
debatía  dicha  cuestión.  Véanse  los  importantes  doco mantos  relativos 
áelU,  enta  Revista  de  Derecho  internacional,  tomo  vil.  Hállase 
también  en  el  mismo  tomo  una  relación  de  Pierantoni  sobre  la  doctrina 
de  la  escuela  italiana  y  acerca  de  nuestra  legislación.  Véase  además 
la  concienzuda  Memoria  de  Bulmer i ncq  en  el  Anuario  del  Instituto, 
18T8.  pág.  55. 

(2)  Boeck  en  su  obra  De  la  propiedad  privada  enemiga  bajo  pabe- 
¡ion  enemigo ,  ha  expuesto  con  ¿rdén  y  unidad  admirable  la  doctrina  de 
los  publicistas  antiguos  y  modernos  respecto  de  esta  materia,  y  citado 
los  documentos  más  importantes  para  demostrar  la  inviolabilidad  de 
la  propiedad  privada.  Nos  complacemos  en  hacer  constar  que  el  prin- 
cipio de  la  inviolabilidad,  hoy  generalizado  y  sostenido  por  la  gran 
mayoría  de  los  escritores,  ha  sido  siempre  defendido  por  la  esonela 


étera,  reclaman  imperiosamente  la  reforma  del  derecho 
jrnacional,  debiendo  versar  ésta  sobre  ía  propiedad  de 


ama  qne  as  ha  mostrado  acorde  y  compacta  en  este  panto.  Los  pa- 
istas  italianos  fneroo,  en  efecto,  de  los  primeros  en  demostrar  con 
lados  argumentos  4ue  debia  aI>olir3e  el  corso  en  las  guerras  mari- 
13  j  que  debía  impedirse  á  los  bnqaes  de  guerra  capturar  los  mer- 
lc3.  Asi  lo  aostieae  Gailiani  en  su  famoso  libro  De  loa  deberes  de 
arineipes  neutrales  reípeeio  de  ios  beligerantes  y  de  éstos  res- 
.0  de  aquéllos,  en  el  eme  combatió  el  uso  inveterado  universal  j 
lagrado  en  tantos  edictos,  de  correr  armados  para  capturar  los  bn- 
3  mercantes  y  demostrar  qne  este  uso  debia  considerarse  contrario 
n  mismo  de  la  gnerra,  concluyendo  de  aquí,  qne  era  necesario  abo- 
lí corso  y  declarar  invíolalile  la  propiedad  privada  lo  mismo  por 
'  que  por  tierra,  y  que  debían  respetarse  basta  las  trípnlaciones, 
tal  que  se  comprometiese  á  no  servir  en  los  ejárcitos  .de  su  sobe- 
).— (íalliani,  ob.  cií-.pig.  437  y  38. 

estudiando  Fi'.angieri  las  reformas  de  las  legislaciones  europeas, 
%aó  de  delito  contra  el  dereoho  de  gentes  la  captura  de  la  propiedad 
'ada  durante  )a  guerra,  qne  casi  quería  asimilarla  á  la  piratería,  y 
¡lula  haciendo  votos  «para  que  las  naciones  beligerantes  rennncia- 
en  e]  porvenir  este  medio  infame  de  causar  daüo  al  enemigo  á  es- 
las  de  la  tranquilidad  de  todos  los  pueblos»  (Ciencia  de  la  legisla  • 
t,  c.  49,  t.  III). 

^zuni  propuso  también  entre  las  reformas  del  derecho  marítimo  la 
eclarar  que  no  se  debe  secuestrar  ni  capturar  ningan  bnqne  mer- 
M  [sino  en  caso  de  trasportar  contrabando  de  guerra. — Sistema 
)ersaldslos  principios  del  derecha  marítima,  t.  II,  pSg.  238, 
1  opinión  fué  luego  convalidada  por  Romagnoai,  que  predijo  qne  Ile- 
a  un  tiempo  en  que  se  aplicarían  idénticos  principios  á  la  guerra 
tierra  que  á  la  guerra  por  mar,  y  se  negarla  el  derecho  de  captu- 
la  propiedad  privada  del  enemigo  á  bordo  de  una  nave  enemiga, 

0  el  caso  de  contrabando  ó  de  ruptura  del  bloqueo. — Pierantoni, 
.  de  Der.  tnt.,  1875,  pág.  637.— Miraglia,  Consider.  hisi.  acerca  del 
leho  de  presa. 

jUcchesi-Palli,  en  sn  obra  Principios  del  defeeko  público  marüi- 
publicada  en  1841,  formula  un  proyecto  de  Código  de  derecho  pü- 

1  marítimo,  estableciendo  como  máxima  fundamental  de  las  reglas 
ál  propuestas  la  libertad  del  comercio  en  tiempo  de  guerra,  salvo 
mitacion  de  tos  puertos  efectivamente  bloqueados,  y  de  los  objetos 
ontrabandú  de  guerra, — 06.  eií.,  articulo  6. 

¡n  tiempos  más  próximos  á  los  nuestros  se  ha  sostenido  por  todos 
mblicistas  italianos  que  han  seguido  las  huellas  de  Mancini,  el 
cipio  tie  la  inviolabilidad  «le  la  propiedad  privada,  tratando  de 


los  ciudadanos  pacíficos.  Aparte  de  esto,  la  Importante 
innovación  consagrada  ea  el  tratado  de  París  de  1^6,  que- 


semi-bárbara  la  costnmbre  de  capturar  los  buques  weroigos.—Pro- 
greíog  del  derecho  en  la  sociedad,  en  la  legislación  y  en  ia  ciencia, 

página  157. 

El  principio  da  la  ¡nviolahilidad  de  la  propiedad  privada  tué  am- 
jdiamente  discutido  y  sostenido  con  Taliosos  argumeutoa  racionales  j 
jnridieoa  por  Vidari  en  au  importante  inoDograFla  Del  respeto  d  ia 
propiedad  privada  entre  los  Estados  beligerantes,  publicada  en  1S65, 
qnefuá  completada  y  reTiaada  en  la  edición  de  1867.  Entre  loa  publi- 
cistas italianos  contemporáneos  fnd  el  citado  escritor  el  que  trató  di- 
rectamente la  tdsis,  colocando  la  cuestión  en  el  terreno  puramente  ju- 
rídico, examinando  el  asnnto  bajo  todos  sus  aspectos,  y  aduciendo  los 
argamentes  mejor  fdiidados  para  establecer  que  «el  respecto  á  la  pro- 
piedad privada  es  un  verdadero  deber  jurídico,  que  se  deriva  riguro- 
samente délos  principios  de  Justicia,  que  obli^n  siempre  y  á  todos 
áuD  cuando  no  tengan  su  sanción  penal  en  Código  alguno.»— Vidari, 
oft.  di.,  2.'  edic,  1867,  p.  403. 

En  la  primera  edición  de  nuestro  tratado  publicada  también  en  136S, 
segnimos  igualmente  la  constante  tradición  de  la  escuela  italiana,  pro- 
i^urando  demostrar  con  argumentos  Jurídicos  que  debe  declararse  in- 
Tiolable  la  propiedad  privada  lo  mismo  en  la  guerra|marltima  que  en  la 
continental,  llegando  i  concluir  que  «la  guerra  no  puede  tener  por  fln  la 
destrucción  del  comercio  del  enemigo,  porque  la  ruina  de  la  fortuna 
de  los  particulares  de  la  parte  contraria  no  concluye  la  guerra  ni  debi- 
lita de  un  modo  sensible  el  poder  del  estado  enemigo  sino  que  autoriza 
[a  rapiflq,  legitima  la  piratería  bajo  otro  aspecto,  y  satisface  la  codicia 
de  las  potencias  marítimas.  Pretender  sostener  que  el  Sn  para  que  el 
Estado  equipa  formidables  escuadras  es  el  deseo  de  deatrnir  el  comer- 
cio del  enemigo,  serta  lo  mismo  que  pretender  Justificar  una  piratería 
bien  organizada  contra  los  principios  de  la  moral  y  del  derecho.  O  al 
particular  del  Estado  contrario  puede  considerarse  como  enemigo,  y 
en  este  caso  puede  ser  licita  toda  violencia  contra  él  empleada  para 
obligarlo  á  ceder,  ó  no  puede  considerársele  como  tal,  y  en  este  caso, 
lea  quá  principios  podemos  apoyarnos  para  proceder  contra  su  persona 
y  bienes?  ¿Puede  acaso  Jusliflcarse  un  medio  que  ántos  de  causar  dallo 
iaqoel  contra  quien  oxcluxivamenta.ae  dirige  lo  cause  á  otro  á  quien 
no  puede  considerarse  en  modo  alguno  como  adversaríoín— Véase  la 
primara  edición  de  esta  obra,  publicada  en  Milán  en  ISeó,  pág.  427  y 
siguientes,  y  la  tradncciou  francesa  de  Pradier-Foderd,  1. 1!,  pág.  325. 

Los  demás  publicistas  contemporáneos  compatriotas  nuestros  han 
sostenido  la  misma  tásis,  entre  los  que  citaremos  á  Pierantoni ,  Pertile, 
Sandoná,  Uiraglia,  Marco,  Paternostro,  Brusa,  en  sus  notas  á  Casano- 


laderamente  incompleta  y  serla  inconsecuente, 
)otencias  que  suscribieKon  ó  se  adhirieron  &  este 
aclararon  que  la  mercancía  enemiga  bajó  bande- 


irela,  Oiovany,  y  otros.  La  eacnela  itatiana  está  compacta 
ir  los  principios  establecidos  por  GaUiani. 

pasar  por  alto  qne  el  Congreso  internacional  marítimo 
líápoles  en  1881,  aceptó  la  siguiente  proposición  presentada 
ra  de  los  italianas. 

^90  acuerda  que  los  buques  mercantes  de  las  naciones  be- 
'  su  cargamento  deben  quedar  ¡exentos  de  la  confiscación  7 
a  como  tos  de  las  naciones  neutrales,  á  excepción  del  con- 

guerra  no  extendiéndose  esta  exención  i  los  que  intenten 
un  puerto  bloqueado  por  las  fuerzas  navales  de  los  beli- 

I  estadistas,  citaremos  en  primer  logar  i  los  de  Inglaterra 
le  la  reforma  halla  siempre  nnevos  obstáculos.  Cobden  en 
presidente  de  la  Cámara  de  Comercio  de  Uancbester,  citada 
K  mostró  ardiente  sostenedor  de  la  reforma  7  lo  mismo 
pues  otros  en  una  proposición  formal  presentada  al  Parla- 
^  Honfallc  presentó,  en  efecto,  una  moción  á  la  Cámara  de 
:  en  1862,  que  fné  disentida  con  calor  en  las  sesiones  del  11 
zo  combatiendo' al  gobierno.  Gregory  la  renovó  caalro  áfios 
sMarzo  de  1866),  y  propusoqne  S.  M.  británica  interpusiera 
;  y  su  mediación  cerca  da  las  potencias  extranjeras  para 
una  regla  de  derecho  internacional  el  principio  de  Ha  lu- 
de la  propiedad  privada  por  mar.  En  1877  surgió  nneya- 
stion  en  la  sesión  del  3  de  Marzo.  El  gobierno  se  mostró 
trario,  manteniendo  esta  misma  conducta  en  la  conferencia 
para  concordar  las  leyes  de  la  guerra 
gida  ha  tenido  en  Alemania  el  principio  da  la  inviolabilí- 
imara  de  diputados  prusiana  acogióse  favorablemente  la 
le  Roma  en  1860,  y  reunida  lo  comisión  dio  dictamen  favo- 
esentó  en  la  sesión  del  19  de  Mayo  detmismo  aSo,  ezcitan- 
10  á  aprovechar  todas  las  ocasiones  que  se  presentasen  pa- 
se reconozca  como  principio  de  derecho  internacional  la 
d  de  la  propiedad  privada  por-  mar.  La  proposición  pre- 
ñes en  este  mismo  sentido  por  el  doctor  Bgidi  en  la  Dieta 
lia  del  Norte  en  la  sesión  de  18  de  Abril  de  1863,  Aló  vota- 
midad  excepto  un  solo  voto.  También  en  Francia  sa  ha 
I  calor  ante  la  Cámara  legislativa  el  principio  de  la  invio- 
a  propiedad  privada  en  las  guerras  marítimas;  y  Garnier- 
1  la  sesión  del  13  de  Abril  de  1866  lo  habla  defendido  con 
a  discusión  relativa  á  la  marina  mercante,  presentó  en  9 


privada  enemiga  bajo  bandera  también  enemiga  es  captu- 
rable,  por  que,  si  Tuese  esto  sostenible  en  derecho,  porque 


Art.  4."  Se  oft-ecerá  la  reciprocidad  á  todas  las  naciones,  abriéndose' 
eon  ellas  las  negociaciones  oonvenientes  al  efecto.» 

Se  aceptó  y  votó  la  urgencia  de  este  proyecto  el  9  de  Jnlio,  j  parecí» 
qne  iba  á  ser  apoyado  por  todos  los  partidos:  pero  se  precipitaron  loa 
acontecimientos,  y  no  pudo  llegarse  á  una  conclusión  definitira. 

Entre  laa  manifestaciones  hechas  por  los  comerciantes  para  qna  se 
declare  inviolable  la  propiedad  en  el  mar,  es  qnizi  la  más  importante, 
la  de  ios  armadores  y  negociantes  rennidos  en  Brema,  que  votaron  e\ 
2  de  Diciembre  de  1859  la  siguiente  deliberación: 

«Conaiderando  que  el  respeto  á  las  personas  y  á  la  propiedad  as  ta 
única  base  para  qne  prosperen  las  relaciones  morales  6  intelectnalea 
de  los  poeblos  que  sin  esto  no  pueden  desarrollar  libremente  la  mo- 
ral y  el  bienestar;  que  este  principio  sagrado  debe  ser  respetado,  iun 
durante  la  guerra,  por  las  naciones  que  tienen  la  honra  de  marchar  A 
la  cabeza  de  la  civilización. 

Considerando  que  contra  este  principio,  están  todavía  autorizados 
loa  beligerantes  para  apoderarse  en  la  guerra  marítima  de  las  personas 
qae  se  dedican  pacificamente  á  sus  negocios,  á  secuestrar  y  á  destrsir 
los  buques  mercantes  y  su  cargamento,  á  hacer  prisionera  so  tripula- 
ción. 

Considerando  además  que  la  opinión  pdbJíca  se  ha  pronuDOiado  nni- 
versalmente  centra  tan  inicuo  modo  de  proceder;  que  la  declaracioadel 
Congreso  de  Parls,  fecha  16  de  Abril  de  1856,  ha  abierto  el  camino  & 
nuavos  progresos  y  ha  sido  aprobada  por  la  mayor  parte  de  los  Bstadod; 
qne  esta  declaración  protege,  no  sólo  los  intereses  de  aquellos  que  per- 
tenecen á  losEstadosneutrales,  sino  también  los  de  los  que  perteneoeo 
&  loa  Satados  beligerantes,  cuando  dichos  bienes  se  hallan  á  bordo  de 
buques  neatrales;  que  muchos  Estados,  y  entre  otros  los  Estados-Uni- 
dos anglo- americanos,  han  expresado  formalmente  el  deseo  de  qne  se 
baga  justicia  á  la  petición  de  los  armadores  y  de  los  negociantes  de  to- 
dos los  pafaes  en  favor  de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada. 

Considerando  qne  corresponde  al  Congreso  de  las  grandes  potencias 
9,  que  está  á  punto  d<i  reunirse,  completar  la  obra  de  aua  prede- 
eliminando  del  derecho  marítimo  los  principios  arbitrarios  de 
pos  pasadoa,  levantando  asi  un  monumento  imperecedero  en  los 

e  la  civilización. 

Considerando,  por  último,  qne  es  un  deber  de  los  amantes  del  pro- 
greso y  del  desarrollo  de  la  humanidad,  levantar  la  voz  en  los  Cooa^Joa 
de  su  nación,  y  hacerse  cerca  de  loa  gobiernos  los  interpretes  de  los 
deseos  unánimes  de  todo  el  mundo  civilizado.» 

Decreta  la  Asamblea: 
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pertenece  &  un  Individuo  de  la  p; 
razón  se  la  podría  declarar  Invlolat 
blerta  por  bandera  neutral?  ¿Y  por  c 
es  el  medio  más  eflcaz  y  expedito  pi 
Para  ser  lógicos,  serla  necesarj 
de  la  declaración  de  París  y  admitii 
ilimitado,  como  quieren  algunos, qi 
coDsecuentea.  Pero  esto  haría  que 
marítima  &  lo  que  era  en  otro  tier 
mftvll  era  el  interés  mercantil,  y  í 
truccion  de  las  potencias  rivales  (1 


«1."  La  opinión  publica  reclama  impeí 
iiiTiolabilidad  de  las  peraonas  y  de  U  pro; 
ritima,  á  aqaellos  qae  perteoecen  i  los  Bs 
qae  no  ae  oponga  en  absoluto  á  las  operac 

2."  Se  ruega  al  Senado  de  la  ciudad  libi 
eo  representante  de  estos  principios  y  pra 
ñas,  tanto  cerca  de  los  Estados  de  Alam 
reunidas  en  Congreso,  para  qae  se  acepte 

3."  Los  individuos  de  la  Asamblea  qni 
recho  y  de  la  civilización,  se  comprometei 
imaginables  cerca  de  sus  reapectiros  gi 
oni  versal  mente  este  principio. 

4."  Se  nombrará  una  comisión  encaí^ 
nea  al  Senado  de  ta  ciudad  de  Brema,  y  dif 
el  extranjero  en  los  centros  que  se  intere 
mercio  marítimo.» 

A  esta  deliberación  se  adhirieron  las  C 
horgo,  Stetin,  Brealau,  Bielefeld,  y  las  de 
viera,  las-de  Burdeos,  Maraella  y  Gotheal 
tol,  Manchester,  Leeds,  Fallí,  Belfort,  Gl 
£q  la  reunión  de  los  delegados  inglese 
do  reunidos  en  Landres  el  20  de  Febrero 
deliberación  presentada  por  loa  delegada 
de  Liverpool  y  de  BradTord.  «La  Asambit 
ncion  de  París  no  se  baila  á  la  altura  de 
ciún,  de  las  necesidades  del  comercio  y  di 
vivo,  de  atennar  los  males  que  cansa  la 
deelaracion  no  asegura  á  la  propiedad  eni 
lldad  que  asegura  á  la  de  los  neutrales. 

(1)  Los  que  qnerian  impulsar  al  Gobi< 
la  deelaracion  de  Paría,  se  servían  como  pi 
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la  ciencia,  y  el  derecho  de  presa  marítima  se  considera  ge- 
neralmente como  un  verdadero  derecho  de  los  beligeran- 
tes, salvo  el  caso  que  hayan  renunciado  á  ejercitarlo  por 
declaración  expresa  ó  por  obligación  contraída  medíante 
un  tratado,  y  salvo  también  las  restricciones  del  derecho 
marítimo  internacional  consagradas  por  los  usos  y  cos- 
tumbres. 

Las  reglas,  pues,  según  la  práctica  actual,  son  las  si- 
guientes: 

La  propiedad  privada  enemiga  que  se  halle  &  bordo  de 
un  buque  enemigo,  y  el  barco  que  navegue  bajo  bandera 
también  enemiga,  y  que  después  de  la  declaración  de  guer- 
ra caigan  en  poder  del  beligerante  mediante  el  secuestro 
verificado  en  alta  mar  ó  en  las  aguas  territoriales  por  parte 
de  los  buques  de  guerra  ó  de  los  corsarios  (para  los  Esta- 
dos que  no  se  han  adherido  &  la  Convención  de  París),  pue- 
den ser  legalmente  detenidos,  trasportados  &  los  puertos 
del  Estado  en  nombre  del  cual  se  verificó  el  secuestro,  y 
declarados  buena  presa  si  la  jurisdicción  competente  para 
juzgar  en  la  materia  ha  confirmado  el  secuestro,  conside- 
rando legal  la  captura. 

Las  tripulaciones  de  los  buques  que  naveguen  bajo  ban- 
dera enemiga,  pueden  ser  hechas  prisioneras  d^  guerra. 

1390.'  Estas  reglas  abren  en  su  aplicación  ancho  campo 
&  las  controversias  y  dan  origen  &  una  serie  interminable 
de  cuestiones,  para  cuya  resolución  faltan  principios  cier- 
tos aceptados  por  el  común  consentimiento  de  los  Estados» 
hallándose  discordes  las  opiniones  de  los  publicistas» 
Es,  en  efecto,  difícil  definir  con  precisión  en  los  casos  con- 
trovertidos el  carácter  hostil  de  la  propiedad,  evaluar  las 
circunstancias  que  pueden  legitimar  el  secuestro,  tanto 
respecto  de  las  personas  que  lo  llevaron  á  cabo,  cuanto  del 
lugar  en  que  se  verificó;  suministrar  las  pruebas,  determi- 
nar la  jurisdicción  competente  para  juzgar,  la  forma  de  los 
juicios  y  el  procedimiento,  y  fijar,  por  último,  los  principios 
á  que  deben  atenerse  los  Tribunales  de  presas  para  pro- 
nunciar su  fallo  respecto  de  la  validez  de  la  captura.  Antes 
de  entrar  en  el  examen  de  los  principales  puntos  controver 
tidos,  será  conveniente  consignar  en  qué  Estados  son  apli- 
cables en  la  práctica  las  reglas  enunciadas. 

1391.    Todo  Estado  puede  derogar  la  regla  consagrada 


isl  se  verificó  durante  la  guerra  coa  ■ 

r  ademán  que  el  principio  de  la  iavio- 
dad  privada  está  sancionado  por  nues- 
a&xlma  de  derecho  en  s\is  relaciones 
salas  cuestiones  interiores.  En  efecto, 
siguiente: 

inte,  nacional  ó  aliado,  apresado  por  el 
io  recobrado  pur  un  barco  de  guerra, 
ü  propietario  sin  retribución  alguna;» 
[talla  se  empeñase  en  una  guerra,  y  la 
listera  renunciar  al  derecho  de  captu- 
¡obierno  italiano  á  ejercitar  el  mismo 
buena  presa  las  naves  capturadas,  no 
>s  buques  mercantes  nacionales  ó  alia- 
íría.  siempre  como  pertenecientes  é.  su 
e  hallarse  aquéllos  en  poder  del  ene- 
si  dichos  buques  hubieran  sido  trasla- 
enemigos  y  hubiesen  estado  allí  más 
i,  al  ser  luego  recobrados  por  uno  de 
uerra,  deberían  restituirse  al  propleta- 
guna. 

i  inviolabilidad  lo  hallamos  también 
,  343,  en  el  que  se  í^a  como  regla  que 

I  Austria  y  Rusia,  en  1866,  publicó  Austria  la 
jnea  y  su  cargamento  no  pueden  ser  captnra- 
rcoa  de  guerra  austríacos,  ni  ser  declsradoa 
Tribunales  correspondientes  por  el  mero  he- 
ils  con  el  que  Austria  se  halle  en  guerra,  á 
acia  enemiga  observe  ana  estricta  reoipro- 

a  üciea,  hallándonos  nosotros  en  guerra  oon 
Prnsia,  el  Mioistro  de  Marina  notificó  oftoial- 
le  Junio  de  1866,  en  la  que,  entre  otras  cosaa, 
lo  sancionado  por  su  parta  el  Gobierno  aua- 
3  de  Mayo  la  protiibicion  de  todo  secuestro  y 
buques  de  guerra,  de  las  naves  mercantes 
i-tlculo  211  de  la  ley  sobre  la  marina  mercante, 
elida  durante  la  presente  guerra  entre  Italia  7 
as  naves  cargadas  de  contrabando  de  guerra  ó 
iloqneo. 


<lo8  buques  mercantes  de  la  nación  enemiga  que  se  halla- 
sen en  los  puertos  ó  litorales  del  Estado  en  el  momento  de 
la  declaración  de  guerra,  quedarán  en  libertad  de  salir  cuan- 
do les  convenga,  salvo  el  caso  en  que  por  circunstancias 
especiales  crea  el  gobierno  que  debe  ñj&c  un  limite  para  )a 
salida.  Con  este  objeto  se  proveerá  &  dichos  buques  al  tiem- 
po de  su  partida,  de  un  salvo-conducto  para  poder  llegar 
libremente  á,su  patria.»  Es  verdad  que  también  esta  dispo- 
sición se  halla. subordinada  &  la  condición  de  reciprocidad. 

También  respecto  de  las  tripulaciones  de  los  buques 
mercantes  secuestrados,  apresados  ó  confíscadoSj  estable- 
ce nuestro  legislador  como  regla  general  en  el  art.  245,  que 
deberán  dejarse  en  libertad  en  todos  los  casos. 

Sólo  por  vía  de  represalias  podrán  ser  retenidos  los  In- 
dividuos de  nación  enemiga  cuando  ésta  haya  hecho  pri- 
sioneros &  los  marineros  ó  tripulación  de  los  buques  mer- 
cantes nacionales  ó  de  una  potencia  aliada. 

1394.  No  hemos  de  ocultar  que  el  haber  subordinado 
nuestro  legislador  &  la  condición  de  reciprocidad  los  princi- 
pios liberales  por  él  proclamados,  desvirtúan  notablemente 
la  importancia  de  la  reforma  eminentemente  liberal  sancio- 
nada en  nuestro  Código. 

Hubiera  sido  mejor  y  más  conforme  á  la  recta  razón  y 
la  justicia,  que  el  legislador  italiano  hubiese  establecido  en 
las  relaciones  de  derecho  internacional  público  el  mismo 
principio  que  ha  sancionado  nuestro  Código  civil,  conce- 
diendo á  los  extranjeros  el  pleno  goce  de  los  derechos  civi- 
les independientemente  de  la  reciprocidad. 

A.  este  propósito  recordamos  y  nos  ratificamos  en  lo  que 
hemos  dicho  anteriormente  (1),  esto  es,  que  no  podemos 
justificar  en  modo  alguno  la  represalia  jurídica,  que  no  es 
más  que  una  venganza.  Siempre  será,  sin  embargo,  un  pre- 
cedente honroso  que,  en  la  proclamación  de  los  principios 
liberales  para  el  derecho  marítimo  internacional,  haya  pre- 
cedido Italia  á  los  demás  Estados,  dejándoles  abierto  él  ca- 
mino para  aceptar  como  derecho  común  los  principios  de 
littertad  y  de  justicia  sancionados  por  nuestros  legislado- 
res. A  los  demás  países  corresponde  ahora  seguir  el  ejem- 
plo de  los  Estados-Unidos  de  América  que,  en  el  tratado  de 


(I)    Vdase  el  9  1264. 
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comercio  estipulado  en  26  de  Febrero  de  1871 ,  haa  consa- 
grado, en  su  art.  12,  el  principio  del  respeto  A  la  propiedad 
privada  {2). 

1395.  Pasemos  atiera  á.  examinar  cómo  deben  aplicarse 
las  reglas  dfíl  darectio  positivo  entre  los  beligerantes  que 

■  no  las  hubiftsen  derogado;  Notemos  ante  todo,  que,  según 
los  principios  del  derecho  internacional  consuetudinario,  se 
consideran  generalmente  como  do  sometidos  é.  la  confisca- 
ción los  barcos  dedicados  &  la  pesca ,  ios  destinados  á  una 
misión  científica,  ios  que  4  consecuencia  de  un  naufragio 
d  otro  siniestro  marítimo  se  hubiesen  visto  obligados  &  ar- 
ribar &  las  costas  del  beligerante,  ios  barcos  hospitales,  los 
buques  que  tragaren  despachos  de  parte  del  almirante 
y  de  la  escuadra  y  que  enarbolan  la  bandera  de  parlamento, 
los  vapores  correos. 

1396.  Los  barcos  pescadores  han  sido  generalmente  de- 
clarados exentos  de  la  confiscación  por  el  fin  eminente- 
mente pacifico  de  su  industria,  y  por  los  principios  de  equi- 
dad y  de  humanidad.  Esta  exención  se  extiende  á  los  bar- 
cos, &  los  arreos  ó  instrumentos  de  pesca  y  &  lo  pescado. 
Este  uso  verdaderamente  humanitario  se  remonta  4  los 
tiempos  más  antiguos;  y  aunque  la  inmunidad  de  la  pesca 
en  las  costas  no  haya  sido  consagrada  en  los  tratados,  se 
considera  hoy  como  un  principio  fijo,— proclamando  todos 
los  publicistas  como  regla  positiva  del  derecho  internacio- 
nal la  invíoiabihdad  de  los  barcos  destinados  &  la  pesca, — y 
ha  sido  generalmente  respetada  por  los  Estados  (2). 


(1)  Hé  aqui  el  texto  del  artlealo  citado:  «  Las  AltAS  Partes  oontra- 
tanted  conTúneo  en  que,  si  por  desgracia  anrgiere  ana  guerra  eotre 
«Itaa,  estará  exenta  de  captura  y  conflscacioo  por  parte  de  los  bagues 
de  guerra  4  de  las  fuerzas  militares  de  ambas  partes,  la  propiedad  pri- 
vada de  los  respectivos  y  siibditos,  lo  mismo  en  alta  mar  que  eu  cual- 
quiera otro  punto,  á  excepción  del  contrabaudo  de  guerra ;  tcDieadn  en 
cuenta  que  esta  exención  up  se  extenderá  á  los  buques  7  cargameotos 
qae  intentasen  entrar  en  un  puerto  bloqueado  por  las  fuerzas  navales 
de  cualquiera  de  las  partes. 

(2)  Respecto  de  Francia,  ae  sancionó  la  inmunidad  por  los  Reates 
edictos  de  (543  y  1584  7  por  el  art.  80  de  la  juriadiocion  sobre  la  mari- 
na. Inglaterra  ni  siquiera  ha  sido  generosa  con  los  pescaderos.  Bn  las 
guerras  de  la  Revolución  francesa  lleva  aquella  nación  so  rigor  hasta 


J 
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buques  empleados  en  viajes  de  exploración,  de  desdíbri- 
mientos  ó  misiones  cientiflcas,  ora  sean  buques  mercan- 
tes, ora  buques  de  guerra. 

Entiéndase  sin  embargo,  que  para  disfrutar  dichos  bu- 
ques de  este  privilegio  deben  abtenerse  rigurosamente  de 
todo  acto  de  hostilidad,  sosteniendo  nosotros  con  Calvo  y 
otros  publicistas  que  el  gobierno,  bajo  cuyos  auspicios  rea- 
liza la  nave  su  misión  científlca,  debe  estar  obligado  &  no- 
tificar previamente  al  beligerante  el  carácter  de  dicha  nave, 
su  nombre,  su  fuerza,  su  armamento  y  el  objeto  de  su  via- 
je (1).  Los  buques  empleados  como  hospitales  deberán 
equipararse  á  los  neutrales,  al  menos  para  aquellos  Esta- 
dos  que  estuvieron  representados  al  discutirse  y  aprobarse 
el  proyecto  adicional  á  la  Convención  de  Ginebra  (2).  Una 
dificultad  podria  surgir  en  este  punto  si  se  tratase  de  un 
buque  de  comercio  enemigo  que,  además  de  trasportar 
heridos  llevase  también  mercancías  que  no  fuesen  con- 
trabando, no  respecto  de  la  confiscación  del  cargamento  á 
lo  cuál  debería  aplicarse  el  principio  general,  cuanto  res- 
pecto de  la  confiscación  del  buque,  para  lo  cual  podría  du- 
darse si  se  hallaba  cubierto  con  la  neutralidad  convencio- 
nal, como  destinada  á  hospital  ó  sujeta  á  la  captura  como 
destinada  á.  operaciones  comerciales. 

En  nuestra  opinión,  aun  admitiendo  en  la  práctica  el 
derecho  de  presa  marítima,  no  puede  negarse  que  aquél  es 
siempre  un  derecho  excepcional,  y  que,  como  tal,  debe  inter- 
pretarse para  su  aplicación  con  las  restricciones  más  fa- 
vorables á  aquel  contra  quien  se  hace  valer.  Sostenemos, 


(1)  Calvo,  Der.  m/.,  §2056;  Ortolan,  Jfí^^tos,  t.  u,  líb.  in,  cap.  u, 
pág.  51  á  56:  Valia:  Cota.,  t.  ii,  pág.  600;  Hantefeaille,  Z>e  /o«  d€r6- 
thQ%,  Introd.,  1. 1,  pág.  25,  tit.  in,  sec.  3.%  pág.  162,  nota;  Massé,  to> 
mo  I,  §  338;  Pistoye  y  Daverdy;  Trat.,  tít.  vi,  cap.  i;  tlt.  ix,  cap.  ii, 
sec.  2.*;  Halleck,  cap.  xx,  §  22  y  sig.;  Gassy,  jPVisea,  lib.  i,  tit.  iii,  par* 
rafos  33,  34  y  36;  lib.  ii,  cap.  xii  y  xx;  Emerigon:  cap.  xn,  seo.  19. 

(2)  El  proyecto  adicional  á  la  Ck>nyencion  de  Ginebra  de  22  de  Agos- 
to de  1864  fué  votado  en  dicha  ciudad  el  21  de  Octabre  de  1868  por  loa 
comisionados  de  los  gobierno»  de  Austria,  Badén,  Baviera,  Dinamarca, 
la  Alemania  del  Norte,  Inglaterra,  Italia,  Holanda,  Snecia  y  Noruega, 
Saiza,  Turquía  y  Wurtenberg.  Bate  proyecto  no  ha  recibido  aún  sanción 
diplomática;  pero  sus  disposiciones  tienen  un  gran  valor  y  fueron  ob- 
servadas durante  la  guerra  franco-prusiana. 
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id  del  Estado  6  buques  fletados  d  sub- 
bierno,  ser&n  considerados  ó  recibí- 
ambos  paises  á  donde  aborden  regu- 
,  lo  mismo  que  los  buques  de  guerra, 
lismos  honores  y  privilegios, 
aran  exentos,  tanto  íi  la  entrada  como 
iCionados  puertos,  de  todos  los  dere- 
avegacion  y  de  puerto,  &  no  ser  que 
I  mercancías,  en  cuyo  caso  pagarán 
y  por  los  mismos  conceptos  que  los 
D  PQdrán,  bajo  ningún  titulo  ni  ppetex- 
u  viaje  ni  quedar  sujetos  á.  secuestro, 
guno. » 

ites  no  podrá,  sin  embargo,  resolver^ 
beligerante  puede  ó  no  confiscar  los 
¡neci^ntes  al  Estado  enemigo  6  fleta- 
;  por  el  Gobierno  de  éste  para  el  servi- 
icia.  La  de  que  los  convenios  hayan 
I-correos  á  los  buques  de  guerra,  res- 
s  reservados  á  éstos  durante  la  paz, 
considerarlos  al  abrigo  de  lacaptura 
f,  pues,  considerando  que  la  tenden- 
limttar  el  derecho  de  captura  sola- 
buques  mercantes,  dejando  al  bellge- 
1  de  capturar  los  buques  del  Estado, 
3  los  vapores-correos  debían  quedar 
luesto  que  se  les  considera  como  asi- 
e  guerra. 

:onocer  que  es  necesario  un  convenio 
sagre  el  principio  de  la  neutralización 
os  al  servicio  ordinario  de  la  corres- 
le  continúen  desempeñando  sus  ñin- 
10  se  hubiese  dado  una  orden  formal 
;ncias  de  la  guerra  se  interrumpiese 
ipondencia. 

1  buque  no  debe  ser,  á  juicio  nuestro, 
ríe  un  carácter  hostil,  puesto  que  de- 
%  naturaleza  del  servicio  y  la  misión 
1  postales  para  colocarlos  fuera  de  las 
imilándolos  á  los  neutrales, 
¡agrado  al  servicio  postal,  es  como  el 
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instrumento  de  los  lazos  cosmopolitas  entre  un  país  y  todos 
los  demás  pueblos  de  la  tierra;  su  misión  ordinaria^  es  una 
misión  pacifica  que  se  refiere,  principalmente,  á  la  vida 
moral  6  intelectual  de  los  particulares,  de  los  ciudadanos 
pacíficos  que  deben  permanecer  extraños  á  la  guerra. 
Proponemos,  pues,  las  siguientes  reglas  generales: 

a)  Los  buques  empleados  en  el  servicio  postal,  ya  sean 
propiedad  del  Estado  ó  fletados  por  su  cuenta,  deben  gozar 
déla  misma  protección  que  los  buques  neutrales,  en  lo  que 
se  refiere  al  cumplimiento  ordinario  é  inofensivo  de  sus 
funciones  pacificas. 

b)  El  beligerante  podrá  aplicar  á  los  mismos  las  leyes 
de  la  guerra  en  las  mismas  circunstancias  y  condiciones 
que  á.  los  buques  neutrales. 

c)  Cuando  por  las  necesidades  de  la  guerra  quisiese  el 
beligerante. interrumpir  las  comunicaciones  ordinarias  en- 
tre dos  países  pertenecientes  al  enemigo;  deberá  declararlo 
previamente  y  capturar  después  él  barco  que  á  sabiendas 
continúe  haciendo  el  servicio  regular  de  correos,  á  pesar 
de  la  prohibición  impuesta. 

Para  hacer  obligatorias  estas  reglas,  seria  muy  útil  que 
mediante  un  tratado  se  acordase  lo  .más  ampliamente  po- 
sible la  franquicia  6  neutralidad  de  los  vapores -correos. 
Mientras  falte  este  tratado,  reclaman  imperiosamente  los  in- 
tereses públicos  de  los  Estados  amigos  y  neutrales  que  no 
se  suspenda  la  correspondencia  entre  los  países  que  están 
en  paz  y  los  que  se  hallan  en  guerra,  bajo  el  pretexto  de  que 
se  hace  el  servicio  en  un  buque  del  Estado,  debiendo  consi- 
derarse dicha  nave  como  destinada  á  servir  y  satisfacer 
la  necesidades  de  la  vida  moral  é  intelectual,  que  se  hallan 
fuera  de  las  leyes  de  la  guerra. 

Sólo  en  un  caso  admitimos  la  posibilidad  de  derogar  es- 
tos principios,  á  saber,  cuando  por  las  exigencias  de  la 
guerra  fuese  necesario  interrumpir  la  correspondencia  en- 
tre dos  países  pertenecientes  al  enemigo. 

Es  claro  que  el  beligerante  puede  tener  un  gran  interés 
en  interrumpir  las  comunicaciones  entre  las  diversas  par- 
tes del  territorio  enemigo,  y  puede  con  razón  impedir  que 
se  mantengan  estas  comunicaciones  mediante  vapores-cor- 
reos. No  debería,  pues,  negarse  al  mismo  el  derecho  de  cap- 
turar el  buque  enemigo  destinado  al  servicio  de  la  corres- 
pondencia si  hubiese  contravenido  á  la  prohibición. 
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janto  al  servicio  hecho  por 
itre  un  puerto  perteoecientí 

jera  prevalecer  la  regla  de  que  tales  barcos  están 
de  la  captura  mientras  no  falten  &  tos  deberes  de  los 
js,  y  el  servicio  que  presten  sea  inofensivo  y  ajeno 
íes  de  la  guerra.' 

irán,  pues,  colocarse  dichos  buques  en  la  misma 
jn  que  los  neutrales  destinados  al  servicio  déla  cor- 
lencia,  de  que  más  adelante  nos  ocuparemos. 
Los  (lemas  barcos  no  comprendidos  en  lascatégo- 
;es  mencionadas  están  sujetos  á  captura  según  el 
I  natural,  siempre  que  pertenezcan  á ciudadanos  del 
enemigo,  como  son  también  capturables  los  bienes 
ellos  se  encuentren  cuando  pertenezcan  á  los  mis- 
irge  de  aqui  la  cuestión,  que  es  decisiva  en  esta  ma- 
ñerea de  cómo  debe  determinarse  en  íos  casos  iiidi- 
1  nacionalidad  de  la  nave  y  la  de  la  persona  desig- 
imo  propietario  de  aquélla  ó  del  cargamento  hallado 

Respecto  ala  nacionalidad  de  los  buques,  debe  cen- 
se como  regla,  que  conviene  determinarla  por  el 

nacionalidad  y  por  el  pabellón  que  legítimamente 
1  buque.  Cada  Estado  puede  establecer  las  condiclo- 
ales  bajo  las  cuales  deben  adquirir  los  buques 
tes  la  nacionalidad  y  el  derecho  legitimo  de  enar- 
i  bandera  del  Estado.  Ahora  bien,  por  el  principio 
de  que  la  nave  está  sujeta  siempre  á  las  leyes  del 
iue  pertenece,  debe  sostenerse  que,  con  arreglo  é.  la 
país  mismo  es  como  ha  decidirse  si  reúne  ó  do  las 
mes  legales  requeridas  para  atribuirle  verdadero 
r  nacional.  La  cuestión  de  la  prueba  de  la  naciona- 
sto  es,  sí  deben  ó  no  admitirse  otros  documentos  que 
tentes  á  bordo  en  el  momento  en  que  se  verificó  el 
ro,  la  autenticidad  de  los  mismos,  la  admisibilidad 
>ruebas  secundarias  etc.  etc.,  pertenece  más  bien 
1  del  juicio  para  declarar  buena  la  presa,  y  no  es 
ugar  oportuno  para  ocuparse  de  ello.  Aquí  sólo  po- 
Bstablecer  como  regla  general,  que  la  nave  que  re- 
1  carácter  nacional  está  obligada  á  probarlo.  Los 
NDpios  para  ello  »on;  la  presentación  del  acta  de  na- 
:ad,  del  pasaporte  marítimo,  de  la  lista  de  la  tripu- 
3l  acta  de  propiedad  del  buque,  de  la  pateüte  de  sa- 


cónsules,  de  las  declaraciones  de  aduana,  del  contrato  ■úb 
seguro,  y  alguno  que  otro  documento.  El  barco  que  con  los 
documentos  existentes  á  bordo  pruebe  que  no  pertenece  por 
su  nacionalidad  al  Estado  enemigo,  no  puede  ser  legíti- 
mamente secuestrado. 

1403.  En  la  aplicación  de  estos  principios  puede  surgir 
una  grave  difleultad  acerca  de  la  nacionalidad  del  buque, 
en  el  caso  de  que  éste  haya  pertenecido  anteriormente 
&  un  ciudadano  de  la  parte  enemiga  y  lo  hubiese  vendido  & 
un  neutral  después  de  la  declaración  de  guerra.  La  trasla- 
ción de  dominio  hecha  mediante  un  contrato  de  venta,  ¿serla 
eficaz  para  cambiar  la  condición  jurídica  de  la  nave  en  lo 
que  se  refiere  al  ejercicio  de  la  presa  marítima? 

I^  Jurisprudencia  no  ha  resuelto  de  un  modo  uniforme 
la  cuestión  propuesta. 

En  Francia,  para  prevenir  el  fraude  y  por  la  difleultad  de 
averiguar  cu&ndo  ha  habido  buena  fé,  se  ha  considerado  el 
contrato  de  venta  ineficaz  para  cambiar  dicha condicionju- 
ridica  respecto  del  beligerante,  que,  ejerciendo  los  derechos 
de  guerra ,  hubiese  capturado  el  buque ,  por  lo  cual  se  han 
declarado  buena  presa  los  barcos  capturados  &  los  ciuda- 
danos de  la  nación  contraria,  &  pesar  de  que  los  hubiesen 
vendido  &  los  neutrales  después  de  la  declaración  de  guer- 
ra.—En  Inglaterra  se  ha  admitido  una  distinción  racional 
entre  la  venta  hecha  de  buena  fé  y  la  llevada  á.  cabo  con  el 
fio  de  itoner  el  buque  á  salvo  de  la  captura.  Para  decidir, 
pues,  si  la  nave  puede  6  no  ser  objeto  de  presa,  ha  exami- 
nado siempre  cuidadosamente  el  Tribunal  del  Almirantazgp 
la  naturaleza  del  contrato  de  venta  y  la  sinceridad  de  la 
enajenación,  deduciéndola  de  las  circunstancias  y  de  los  do- 
cumentos. Dicho  TrlbnnEit  ha  decidido  que,  cuando  el  ven- 
dedor haya  enajenado  en  absoluto  el  buque,  sin  reservar- 
se ninguna  clase  de  derecho  ni  intervención  alguna,  cuan- 
do no  hubiese  ninguna  ingerencia  en  et  tranco  ni  en  la  na- 
vegación, de  manera  que  no  quepa  duda  acerca  de  que 
la  trasmisión  de  dicha  propiedad  ha  sido  completa  y  hecha 
de  buena  fé,  resultando  todo  esto  del  contrato  de  venta  ea 
forma  auténtica  existente  á  bordo  en  el  momento  de  verifi- 
carse el  secuestro,  dicho  buque  debe  considerarse  de  la 
propiedad  del  neutral  &  quien  se  hubiese  vendido.  Por  el 
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stancias  resultase  que  la  venta 
n  el  ña  de  sustraer  el  buque  al 
ual  deberá  suponerse  en  el  caso 
Birio  se  hubiese  reservado  cual- 

0  si  el  vendedor  continuase  em- 

1  propio  cqmercio  ó  estuviese  In- 
n,  ó  si  de  las  circunstancias  pu- 
lodo  la  simulación  6  la  mala  fé — 

la  trasferencia  de  dominio  de  la 
L  captura. 

íose  una  aplicación  de  estos  prín- 
irco  ruso,  el  Orio,  vendido  á.  un 
>s  rusos  establecidos  en  Odesa, 
ilir  del  puerto  de  Liorna  por  un 
rué  trasladada  á  Tolón  y  declara- 
)  probó  que  el  bontrato  de  veata 
as  hostilidades  era  simulado,  por 
cha.  El  Tribunal  del  Almirantaz- 
pios  durante  esta  misma  guerra 
iristina,  capturada  en  Liverpool, 
i  porque  consideró  simulada  la 

en  todas  las  cuestiones  concer- 
i  marítima  y  relativas  á.  la  nació-  . 
Qsiderarse  como  documento  de^ 
lad. 

siguientes  reglas: 
lacionalidad  del  buque,  debe  con- 
ecisíva  el  acta  de  nacionalidad, 
itlca,  debidamentente  legalizada 
competente  del  Estado  &  que  el 
ta  es  sufíciente  para  establecer 
d ,  y  hará  prueba  plena,  á  no  ser 
,  usurpación  ó  uso  arbitrario. 
!  pedir  que  se  le  considere  como 
ni  invocar  la  aplicación  del  dere- 
i  cual  debe  determinarse  su  con- 
derecho á  enarbolar  la  bandera 


12012. 


—  227  — 

de  aquel  Estado  ni  ha  obtenido  el  acta  de  nacionalidad  del 
misoio. 

c)  Todo  buque  está  obligado  á  navegar  bajo  la  bandera 
del  Estado  &  que  pertenece  en  virtud  de  su  nacionalidad. 

d)  Todo  buque  podrá  cambiar  su  carácter  nacional;  pero 
no  puede  tener  más  que  una  nacionalidad ,  y  debe  presu- 
mirse que  ha  conservado  la  primitiva  mientras  no  haya  ad- 
quirido legalmente  otra  ó  haya  sido  privado  de  ella  por  dis- 
posición de  la  ley  misma  que  le  atribuyó  el  carácter  nacio- 
nal ó  por  la  aplicación  de  las  reglas  del  derecho  interna- 
cional. 

e)  Deben  aplicarse  á  la  nave  que  tenga  una  nacionalidad 
propia  y  determinada  las  leyes  del  Estado  que  la  cubre  con 
su  bandera,  en  todas  las  cuestiones  relativas  á  su  condi- 
ción, jurisdicción,  y  principalmente  á  la  adquisición  de  una 
nueva  nacionalidad  y  á  las  formalidades  necesarias  para 
variar  ó  perder  el  carácter  nacional  primitivo. 

/)  La  transferencia  de  la  propiedad  del  buque  es  inefi- 
caz por  sf  misma  y  no  produce  ningún  efecto  para  las  re- 
laciones internacionales,  si  dicha  trasferencia  no  ha  sido 
suficiente  para  cambiar  el  carácter  nacional,  ó  si  no  tiene 
los  requisitos  exigidos  para  que  el  buque  obtenga  el  acta  de 
nacionalidad. 

1405.  Aplicando  estas  reglas,  resultarla,  á  juicio  nues- 
tro, que  el  contrato  de  venta  y  trasferencia  de  la  propiedad 
del  buque  no  pueden  ser  por  si  mismos  eñcaces  para  mo- 
dificar los  derechos  del  beligerante,  si  se  considera  que  el 
derecho  de  presa  marítima  debe  ejercerse  según  las  reglas 
aceptadas  en  la  práctica.  Si  todo  depende  del  carácter  na- 
cional del  buque,  es  necesario  fijarse  en  éste  para  decidir 
si  el  beligerante  tiene  ó  no  derecho  para  secuestrarlo,  con- 
siderándolo como  enemigo.  Puede  suceder,  en  efecto,  que, 
según  la  ley  del  Estado,  la  venta  llevada  á  cabo  después  de 
la  declaración  de  guerra  sea  por  sí  misma  ineficaz  para  la 
adquisición  de  la  nacionalidad.  Esto  sucede,  por  ejemplo, 
según  nuestras  leyes.  El  art.  12  de  nuestro  Código  de  la 
marina  mercante  dispone  lo  siguiente:  «Ningún  buque  pro- 
cedente de  una  venta  hecha  por  un  subdito  de  una  nación 
que  se  halla  en  guerra  con  una  potencia  con  la  que  está  en 
paz  el  gobierno  del  Rey,  podrá  obtener  la  nacionalidad  ita- 
liana. Podrá,  sin  embargo,  el  ministro  de  Marina  conceder 
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la  nacionalización  cuando  le  conste  la  verdad  de  la  venta.» 
De  esta  disposición  resulta  evidentemente  que^  si  Italia 
hubiese  declarado  la  neutralidad,  la  venta  llevada  acabo 
por  un  ciudadano  de  un  Estado  beligerante  á  un  ita- 
liano después  de  la  declaración  de  guerra,  no  puede  ser 
eficaz  por  sí  misma  para  cambiar  la' primitiva  nacionalidad 
de  un  buque,  ni  para  que  adquiera  la  italiana  quedando  de 
este  modo  neutralizado.  Hasta  que  el  buque  extranjero  no 
pueda  probar  que  ha  adquirido  la  nacionalidad-  italiana, 
deberá  considerársele  como  de  nacionalidad  enemiga,  si  tal 
era  la  suya  primitiva;  y  es  natural  que  el  derecho  de  presa 
se  rija  por  los  principios  del  derecho  común  aplicable  á  los 
buques  enemigos. 

En  el  orden  de  ideas  propuestas  por  nosotros,  serían 
inútiles  las  cuestiones  relativas  á  la  validez  de  la  venta.  £1 
Consejo  de  Estado  francés  ha  decidido  que  la  venta  de  un 
barco  que  sea  propiedad  del  enemigo,  verificada  por  el  capi- 
tán como  mandatario  del  propietario  á  los  subditos  de  uua 
potencia  neutral,  no  puede  considerarse  suficiente  para  te- 
ner por  neutral  dicho  buque,  á  pesar  de  que  la  venta  sea 
auténtica  y  anterior  á  un  rompimiento  de  las  hostilidades, 
porque  en  los  documentos  existentes  á  bordo  no  constaba 
el  acta  en  virtud  de  la  cual  el  capitán  habla  verificado  la 
venta,  y  esta  falta  no  podía  suplirse  presentando  un  docu- 
mento privado,  aunque  fuese  anterior  á  la  venta. 

Estas  y  otras  investigaciones  son  completamente  inúti- 
les. Todo  buque  debería  considerarse,  en  lo  que  á  la 
nacionalidad  se  refiere,  como  perteneciente  al  Estado  cuya 
bandera  enarbolase  legalmente.  Este  derecho  no  podría 
atribuirse  en  términos  legales,  sino  álos  buques  que  hu- 
biesen obtenido  el  acta  de  nacionalidad;  y  como  el  derecho 
de  conceder  aste  acta  es  exclusivo  de  cada  soberanía  y  está 
regido  por  las  leyes  interiores  de  cada  Estado,  el  acta  de  na* 
cionalidad  debería  ser  el  único  documento  decisivo  para 
resolver  si  el  buque  había  ó  no  de  considerarse  como  ene- 
migo. 

1406.  En  la  aplicación  de  los  mencionados  principios  po- 
drían surgir  algunas  dificultades,  si,  con  arreglo  á  la  ley 
nacional,  se  hubiese  concedido  el  derecho  de  enarbolar  la 
bandera  del  Estado  á  un  buque  perteneciente  exclusiva- 
mente á  extranjeros.  Tal  sucede,  por  ejemplo,  en  los  Esta- 


dos,  da  Colombia,  segati  refiere  Calvo.  Podría,  en  efecto, 
ocurrir  que,  enarbolando  la  bandera  neutral,  perteneciese 
ta  nave  á  ciudadanos  de  la  nación  enemiga. 

En  la  guerra  de  1870  á  71  surgió  una  cuestión  muy  deli- 
cada &  propósito  del  buque  Palma,  que  pertenecía  en  pro- 
piedad á.  una  sociedad -suiza,  y  como  esta  nación  no  tiene 
bandera  marítima,  enarbolaba  dicho  buque  la  bandera  ale- 
mana, y  fué  secuestrado  por  un  buque  de  guerra  fran- 
cés (1).  . 

Estas  dificultades  no  pueden  menoscabar  en  modo  al- 
guno la  verdad  de  los  principios  propuestos.  Para  evitar 
las  anomalías  que  pueden  surgir  en  la  práctica,  serla  ne- 
cesario que  los  Estados  se  pusiesen  de  acuerdo  acerca  de 
las  condiciones  fundamentales  para  conceder  la  nacionali- 
dad &  los  buques,  debiendo  considerar  como  indispensable 
la  Condición  de  que  la  propiedad  de  aquél  perteneciese,  al 
menos  en  su  mayor  parte,  &  los  ciudadanos  del  Estado  que 
hubiese  concedido  &  dicho  buque  el  acta  de  nacionalidad. 

La  condición  especial  en  que  se  halla  la  Confederación 
Suiza  exige  la  aplicación  de  principios  excepcionales.  El 
Consejo  de  Estado  francés  declaró  nula,  con  razón.  la  cap- 
tura del  buque  Palma,  por  la  consideración  de  que  los  ar- 
madores suizos  no  pueden  enarbolar  bandera  propia.  La 
ecfuídad,  pues,  exige  en  este  caso  una  derogación  de  los 
principios  generales,  concediendo  &  los  propietarios  la  fa- 


(1)  La  Sociedad  protestante  de  las  Misiones  establecida  en  Basilea 
era  propietaria  de  un  barco  dedicado  á  mantener  las  relaciones  con  las 
misiones  evangélicas  del  África  occidental. 

Habiendo  prohibido  la  Confsderaeion  Helvética  á  los  armadores  sni- 
103  enarbolar  la  bandera  de  la  Confederación*,  después  de  lergas  nego- 
dacionee,  pudo  obtener  la  sociedad  ^e  su  buque  navegase  con  la  ban- 
dera de  Annover,  y  después  de  1866  con  la  bandera  alemana,  i  condi- 
ción de  qne  apareciese  como  propietario  del  buque  en  los  registros  del 
pusrto  de  Brema  un  alemán  cnalqaiera. 

Ba  el  momento  en  que  se  declaró  la  guerra  entra  Francia  7  Alema- 
nia (19  de  Julio  de  187Ü).  se  hallaba  dicho  buqne  navegando  con  el  nom- 
bre de  Palma.  En  Enero  de  1371  fiíé  capturado  en  el  canal  de  la  Man- 
cha y  conducido  á  Dunkerque.  Promovido  el  juicio  para  la  validez  de 
la  captara,  declaró  el  Consto  de  presas  de  Bárdeos  que  la  hecha  era 
buena.  Contra  esta  decisión  apeló  la  sociedad  ante  el  Consejo  de  Estado 
flruicés,  que  al  fin  la  declaró  nula.  (Véase  Dalloz,  1872,  II,  p.  94.» 
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cuitad  de  hacer  valer  su  derecho  y  probar  el  verdadero  es- 
tado de  cosas  para  evitar  que  su  nave  pueda  considerarse 
como  enemiga. 

1407.  En  lo  que  se  refiere  al  carácter  hostil  de  las  perso- 
nas, para  decidir  si  el  propietario  de  la  cosa  debe  conside- 
rarse 6  no  como  enemigo,  también  hay  discordancia  de 
opiniones  y  principios.  Admitido  que  el*  derecho  de  confis- 
cación debe  limitarse  á  la  propiedad  perteneciente  al  ene- 
migo, es  claro  que,  para  determinar  el  ejercicio  dB  tal  de- 
recho, debe  atenderse  á  la  decisión  de  si  el  propietario  de 
la  cosa  puede  ó  no  considerarse  personalmente  como  ene- 
migo. ¿Deberá  ser  en  esto  decisivo  el  criterio  de  la  ciudada- 
nía ó  del  domicilio?  ¿Cuáles  serán  las  modificaciones  de  la 
ciudadanía  originaria  durante  la  guerra? 

Si  no  se  quieren  buscar  pretextos  para  extender  el  dere- 
cho de  presa,  debe  determinarse  el  carácter  jurídico  de  las 
personas  en  sus  relaciones  con  este  derecho,  teniendo  ex- 
clusivamente en  cuenta  la  ciudadanía.  La  residencia  co- 
mercial no  debe  ser  por  sí  misma  suficiente  para  que  se 
considere  como  enemigo  al  ciudadano  de  un  Estado  neu- 
tral, establecido  por  razones  mercantiles  en  el  país  de  uno 
de  los  beligerantes. 

1408.  Esta  regla  se  ha  aplicado  más  generalmente  por 
los  Tribunales  de  presa  franceses,  los  cuales  han  conside- 
rado la  residencia  comercial  como  de  ningún  efecto  para 
determinar  el  carácter  hostil  de  la  propiedad,  tomado  siem- 
pre del  de  la  persona  del  propietario,  habiendo  hecho  una 
aplicación  de  este  principio  en  la  sentencia  de  dicho  Tribu- 
nal en  31  de  Diciembre  de  1870(1). 


(1)  He  aguí  la  decisión  del  Tribunal  Sapremo,  inserta  por  Barbo»:?, 
Jurisprudencia  del  Tribunal  de  presas  durante  la  guerra  de  1870  á 
1871,  p.  104  y  síg.  «Considerando  que  degun  los  resguardos  anotados at 
folio  15  y  17,  el  car^rador  es  Mr.  Cramer,  que  no  justifica  haber  perdido 
su  cualidad  de  subdito  alemán,  pero  que  el  destinatario  E.  W.  Diesel- 
dorff,  de  origen  hamburgués,  está  naturalizado  en  el  Honduras  britá- 
nico; considerando  que  las  mercancias  inscrit  as  en  el  resguardo  «nota- 
do al  folio  18,  aunque  cargadas  por  Hunter  y  compañia,  que  parece  son 
subditos  neutrales»  están  consignadas  á  Schroeder  y  Boemlnger  co- 
manditarios de  la  casa  Schroeder  de  Hamburgo,  puerto  enemigo;  con- 
siderando que  dichos  comanditarios  tson  ambos  de  origen  alemán  y  que 


—  231  — 

La  doctrina  que  prevalece  en  Inglaterra  da  mucha  im- 
portancia al  domicilio.  Considérase  alli  como  regla  la  de 
que  un  ciudadano  domiciliado  en  el  país  beligerante  puede 
suflrir  la  conflscadon,  porque  la  propiedad  perteneciente  al 
mismo  se  debe  considerar  como  propiedad  del  enemigo. 

Los  principios  aplicados  en  esta  materia  han  sido  los  si- 
guientes: 

Por  el  primer  sistema : 

a)  Lds  bienes  no  tienen  por  si  mismos  el  car&cter  de 
neutrales  ni  de  hostiles,  sino  que  toman  siempre  aquel  que 
legalmente  puede  atribuirse  &  los  propietarios  de  los  mis- 
mos. 

b)  Los  principios  generales  relativos  &  la  posesión^  4  la 
adquisición  y  &  la  pérdida  de  la  ciudadanfa,  deben  aplicar- 
se durante  la  guerra  lo  mismo  que  se  aplican  durante 
la  paz. 

c)  El  ejercicio  del  derecho  de  presa  respecto  de  los  bienes 
debe  determinarse  única  y-  exclusivamente  por  la  ciuda- 
danía. 

d)  Debe  presumirse  que  todos  se  hallan  en  posesión  de 
su  ciudadanía  originaria,  y  que  conservan  ésta  mientras  no 
hayan  renunciado  á  ella  ó  no  hayan  adquirido  otra  nueva. 

El  domicilio  en  un  país  no  cambia,  por  punto  general, 
la  ciudadanía;  por  lo  que  *el  ciudadano  del  Estado  neutral 
que  reside  en  país  del  enemigo  no  pierde  su  carácter  de 
neutralidad,  y  puede  pedir  el  íntegro  reconocimiento  de  to- 
dos los  derechos  que  de  ella  se  derivan. 

En  el  segundo  sistema  se  han  aplicado  las  siguientes 
reglas: 


en  principio  no  se  deja  de  pertenecer  á  nn  país  por  mas  qne  se  resida 
en  otro  con  un  fin  comercial;  considerando  que  para  no  pertenecer  á  sn 
patria  es  necesario  haber  renunciado  á  ella  adoptando  otra  nueva,  es 
decir,  naturaUzándose  en  otro  país<  único  medio  de  adquirir  la  inte- 
gridad de  los  derechos  de  ciudadanía;  considerando  que  así  como  un 
neutral,  á  pesar  de  su  residencia  en  país  enemigo,  no  pierde  de  pleno 
derecho  su  cualidad  de  neutral,  la  residencia  comercial  de  un  enemigo 
en  nn  puerto  neutral  no  hace  perder  á  aquél  su  cualidad  de  enemigo; 
considerando  que  Schroeder  y  Boeminger,  reclamando  como  consig- 
natarios los  quince  fardos  de  caparrosa  á  que  se  refiere  el  talón  con- 
signado al  folio  18,  no  justifican  haber  adquirido  por  naturalización  la 
nacionalidad  inglesa etc. 


a)    El  domicUio  es  el  criterio  general  para  determinar  ei 

,„_A^í lemigo  de  la  propiedad,  bajo  el  punto  de  vista  del 

B  los  derechos  de  guerra, 
isideacia  permanente  constituye  el  domicilio, 
imbio  de  éste  puede  ser  eñcaz  para  excluir  la 
de  los  derechos  de  guerra,  cuando  se  haya  he- 
Ide,  y  haya  seguido  el  abandono  efectivo  del  país 
vreoertendi, 

rigen  de  la  propiedad  y  el  destino  del  tranco  pue- 
ir  al  comercio  mismo  el  carácter  enemigo,  inde- 
nente  del  domicilio  del  propietario, 
lóosules  que  ejercen  el  comercio  en  el  país  de  su 
quedan  sujetos  al  derecho  común,  no  obstante 
r  consular. 

o  mismo  en  uno  que  en  otro  sistema,  surgen  in- 
JS  controversias,  y  la  falta  de  principios  de  dere- 
acional  y  la  incertidumbre  de  la  jurisprudencia 
=1  en  este  punto,  hacen  muy  difícil  determinar  las 
cisas  que  han  de  marcar  el  carácter  hostil  de  la 
.  Aceptando  el  principio  de  que  todo  debe  depen- 
:ácter  nacional  del  propietario,  seguirlas©  que  las 
!  relativas  á  la  confiscabilidad  6  ioconfiscabilidad 
;ancia  por  el  carácter  hostil  de  la  propiedad,  debe- 
Inarse  en  la  misma  forma  que  las  dependientes  de 
on  del  estatuto  personal.  Convendría,  pues,  adml- 
ahipótesis  de  una  guerra  entre  Francia  é  Inglater- 
emplo,  la  mercancía  de  un  francés  establecido 
en  América  y  domiciliado  allí  para  ejercer  el  co- 
iberia  considerarse  sujeta  &  confiscación  por  la 
izon  de  que  el  propietario  de  la  misma  no  habría 
i  nacionalidad  primitiva,  aunque  estuviese  domi- 
América.  En  una  palabra,  el  carácter  hostil  de  la 
dependería  del  carácter  internacional  del  propie- 
.  mercancía. 

ebemos  observar,  sin  embargo,  que  esta  solu- 
halla  en  armenia  con  la  teoría  sostenida  en  ma- 
resas  marítimas.  Considérase,  en  efecto,  que  la 
razón,  aunque  se  procura  justificar  el  derecíio 
la  presa  marítima,  se  reduce  á  que  el  mermar 
i  de  la  riqueza  pública  procedentes  del  comercio, 
nveniente  para  los  fines  de  la  guerra,  en  cuanto 
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1411.  Ba  el  modo  de  resolTer  estas  cuestiones,  qué  ya 
se  han  presentado  ante  los  Tribunales  ingleses  y  america- 
.  nos,  hallamos  tanta  íncertldumbre  de  principios  que  no  po- 
demos establecer  un  sistema  racional  de  reglas  claras  y 
precisas.  Lo  que  puede  deducirse  del  conjunto  mismo  de  los 
casos  decididos  es  que  los  Tribunales  de  presas  han  acomo- 
dado siempre  los  principios  del  derecho  al  objeto  final,  que 
es  el  de  altnpliar  el  derecho  de  presa,  esforzándose  siempre 
por  hallar  nuevas  razones  para  declararla  buena  Sea 
como  quiera,  hallamos  que  el  carácter  hosHl  de  la  propiedad 
se  ha  hecho  depender  del  comercio  mismo  sin  tener  en 
cuenta  el  domicilio  del  propietario,  y  como  observa  Twis, 
nada  se  opone  á  que  una  persona  pueda  ser  considerada 
como  enemiga  á  pesar  de  que  resida  en  país  neutral  y  no 
tome  personalmente  parte  en  la  guerra,  cuando  su  comer- 
cio resulte  hecho  en  beneficio  de  una  potencia  belige- 
rante (1). 

Háse  decidido  en  efecto  que,  si  un  comerciante  ciudada- 
no del  Estado  neutral  y  residente  en  su  país  de  origen,  ejer- 
ciere un  comercio  privilegiado  en  virtud  de  una. autoriza- 
ción especial  del  Estado  beligerante,  sus  bienes  destinados 
á  tal  comercio  podrían  ser  considerados  como  hostiles  y 
quedar  sujetos  á  la  confiscación.  Defendiendo  Hall  esta 
teoría,  dice,  que  la  propiedad  puede  adquirir  ó  no  un  ca- 
rácter hostil  por  su  origen  6  por  su  empleo  ofensivo  6  In- 
ofensivo para  los  fines  de  la  guerra  (2). 

Se  ha  decidido  también  que,  cuando  un  comerciante  ten- 
ga su  principal  establecimiento  comercial  en  país  neutral 
y  una  sucursal  en  país  enemigo,  los  bienes  destinados  al 


(1)  Twis,  Rigths  and  Duties,  etc.,  §  155  y  sig.,  el  cual  cita  la  au- 
tor idad  del  jaez  Story,  que  se  expresa  en  estos  términos:  «En  general, 
debe  decidirse  el  carácter  nacional  de  ana  persona  por  el  de  su  domi- 
cilio; si  éste  es  neutral  adquiere  aquélla  este  mismo  carácter,  y  si  no 
lo  es,  debe  considerarse  á  dicha  persona  como  enemigo;  pero  la  propie- 
dad puede  adquirir  un  carácter  hostil  independientemente  del  carácter 
propio  que  se  deriva  de  la  residencia.  En  otros  términos:  el  origen  de 
la  propiedad  ó  el  tráfico  que  dicha  persona  ejerce,  puede  dar  á  este  co- 
mercio un  carácter  hostil,  áan  cuando  el  propietario  esté  domiciliado 
en  pais  neutral. 

(i)  HaU.  Der.  int.,  §  167,  p.  426  y  sig.— Conf.:  Phillimore,  Eldo^ 
micilio,  §  17  y  sig;  Com.,  t.  ni,  §  484:  Hallek,  c.  29,  §  34;  Calvo,  Der. 
int,,  §  1690  y  sig.;  Boeck,  de  La  propiedad  prioada  enenUga,  §  186. 


—  235  — 

comercio  en  el  establecimieato  sucursal  están  sujetos  k 
captura,  pero  no  los  del  establecimiento  principal.    . 

Háse  decidido  ñnalmente,  que  la  propiedad  de  una  Casa 
de  comercio  establecida  en  país  enemigo  puede  confiscarse 
aanque  los  asociados  se  hallen  domiciliados  en  país  neu- 
tral, i)or  la  sencilla  razón  de  que  el  comercio  de  dicha  Casa 
debe  considerarse  hostil  en  si  mismo^  sea  cualquiera  el  do- 
micilio de  los  socios  (1)'. 

No  podemos  dejar  de  convenir  en  que>  dado  el  mal  prin- 
cipio con  que  se  pretende  justificar  la  presa  marítima,  son 
lógicas  las  decisiones  de  los  Tribunales  de  presa  ingleses 
y  americanos;  pero  debe  reconocerse  que,  si  el  carácter  hos- 
til del  comercio  marítimo  ha  de  depender  de  que  éste  sea  ó 
ao  provechoso  al  beligerante,  y  como  tal  ofensivo  ó  inofen- 
sivo para  los  fines  de  la  guerra,  y  si  se  quiere  llegar  á  las 
últimas  consecuencias  lógicas  de  este  principio,  debe  tam- 
bién atacarse  el  comercio  neutral,  puesto  que  también  éste 
pudiera  ser  beneficioso  al  beligerante.  Y  si  esto  bastase 
para  atribuir  carácter  de  hostilidad  al  comercio  neutral,  já 
qué  vendría  á  reducirse  la  reforma  liberal  proclamada  en 
el  Congreso  de  París  de  1856,  que  declaró  inviolable  la  pro- 
piedad neutral  &  excepción  del  contrabando  de  guerra? 

Todo  esto  se  halla  conforme  con  lo  que  hemos  dicho  en 
el  párrafo  precedente,  esto  es,  que  el  derecho  de  presa  ma- 
rítima no  puede  concillarse  con  las  máximas  aceptadas  en 
a  declaración  de  París. 

1412.  Las  mismas  anomalías  hallamos  en  las  decisiones 
de  los  Tribunales  que  han  considerado  la  ciudadanía  como 
decisiva  para  determinar  el  carácter  hostil  de  la  mer- 
cancía. 

Háse  establecido  en  efecto,  que  la  naturalización  poste- 
rior á  la  declaración  de  guerra,  ó  poco  anterior  á  la  misma, 
no  podía  ser  suficiente  para  atribuir  el  carácter  neutral  al 
naturalizado;  que  aun  en  la  hipótesis  de  una  naturalización 
válida  y  eficaz,  el  naturalizado  que  hubiese  vuelto  al  país 
enemigo  para  ejercer  allí  el  comercio,  podía  sufrir  la  confis- 
cación dé  sus  bienes;  que  la  cesión  de  territoHo  consen- 
tida durante  la  guerra  puede  producir  el  cambio  del  carác- 
ter nacional  bajo  el  punto  de  vista  de  los  derechos  de  guer- 


(1)   Wildemaim,  Inst,  de  Der.  int,  t.  ii,  p.  83. 


ra,  antes  que  la  cesión  se  convierta  en  definitiva  por  el  tra- 
tado de  paz.  Hallamos,  en  suma,  también  en  el  sistema 
francés  la  misma  tendencia  á  acomodar  los  principios  para 
ampliar  el  derecho  de  presa  según  lo  exijan  las  circuns- 
tancias. 

1413.  Por  lo  demás,  esta  es  la  tendencia  general  en  todas 
las  cuestiones  que  surgen  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de 
guerra  marítima.  Asi,  por  ejemplo,  para  decidir  acerca  del 
carácter  hostil  de  la  propiedad  in  Iránsiia,  esto  es,  de  la  ex- 
pedida por  el  neutral  á  un  consignatario  déla  parte  enemi- 
ga ó  vice-versa,  se  ha  dicho  que  los  principios  que  regulan 
la  traslación  de  dominio  de  la  propiedad  abordo  de  un  bu- 
que y  vendida  durante  el  viaje,  no  son  los  mismos  durante 
la  paz  que  durante  la  guerra;  que  es  indiferente  el  contrato 
de  expedición  y  lo  convenido  entre  las  partes,  y  unas  veces 
se  ha  considerado  como  decisivo  el  origen  de  la  mercancia, 
y  otras  su  destino,  para  considerarla  sujeta  &  la  conñsca- 
cion. 

Se  ha  decidido  en  efecio,  que  la  mercancía  perteneciente 
aun  neutral,  vendida  al  enemigo  ¿.condición  deque  no  se 
haría  la  consignación  al  lugar  de  su  destino,  podia  ser  cap- 
t  urante  el  viaje.  El  Tribunal  del  Almirantazgo  ha 

t  que  el  convenio  hecho  entre  las  partes  deque  la 

I  A  serla  trasfertda  en  el  momento  de  la  consigna- 

ción, debía  considerarse  nulo,  porque  se  habla  hecho  en 
perjuicio  de  Ios-derechos  del  beligerante  y  para  evitar  la 
captura;  que,  de  cualquier  modo,  la  confiscación  equivaldría 
á  la  consignación  hecha  al  destinatario,  porque  para  el  de- 
recho de  guerra,  el  beligerante  que  conflscó  las  mercancías 
ha  sustituido  de  hecho  ai  destinatario.  En  otro  caso  se  de- 
cidió  que  la  mercancía  procedente  de  fabricas  enemigas  y 
vendida  válidamente  al  neutral  durante  el  viaje,  no  debía, 
sin  embargo,  considerarse  como  propiedad  del  mismo,  por- 
que no  podía  alterarse  el  carácter  hostil  de  una  propiedad 
intranktu. 

1414.  Según  los  principios  del  derecho  no  puede  admi- 
tirse que  el  estado  de  guerra  cambie  esencialmente  la  na- 
turaleza de  las  instituciones  jurídicas,  ni  las  reglas  que  las 
determinan,  asi  como  tampoco  puede  el  beligerante  estable- 
cer nuevas  reglas  en  su  exclusivo  provecho.  En  el  supues- 
to, que  no  admitimos,  de  que  haya  derecho  á  confiscar  la 
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'educirse  todo  á  establecer  de 
írtenece  6  no  al  enemigo,  con 
otioeii/ttiuotrimwiíiua  ucí  derecho  común.  No  podrá  ne- 
garse al  beligerante  el  derecho  &  prevenir  el  fraude  de  lo 
que  crea  le  corresponde;  podrá,  pues,  declarar  ínsuflcien- 
te  la  póliza  y  factura  del  cargamento,  y  exigir  la  presenta- 
cioQ  del  contrato  auténtico  y  los  títulos  necesarios  para  J  us- 
tiflcar  la  propiedad  de  la  mercancía;  pero  cuando  se  exhi- 
biesen estas  pruebas  y  no  cupiese  la  simulación  ni  el  frau- 
de, siendo  perfecta  y  plena  la  traslación  de  dominio  de  la 
mercancía  in  transita  con  arreglo  á  los  principios  del  dere- 
cho común,  no  deberá  permitirse  aplicar  los  principios  del 
derecho  para  ampliar  según  al  propio  interés  convenga  el 
derecho  de  presa  maritima.^Si  el  contrato  se  hubiese  hecho 
antes  de  comenzar  las  hostilidades,  no  podría  suponérsela 
mala  fé  como  regla  general  ni  negarse  á  los  comerciantes 
todo  medio  de  probar  jurídicamente  el  carácter  leal  y  sin- 
cero de  sus  especulaciones. 

1415-  .  Con  arreglo  á  estos  mismos  principios  se  ha  re- 
suelto  la  cuestión  de  la  copropiedad  del  buque  por  parte  de 
los  neutrales.  Siendo  inviolable  la  propiedad  neutral,  ha 
surgido  la  cuestión  de  si  éstos  podrían  reivindicar  del  pre- 
cio de  una  nave  confiscada  la  parte  que  como  copropieta- 
rios les  correspondía.  No  debería  negarse  en  verdad  esta 
facultad  según  los  principios  del  derecho.  La  nave  es,  efec- 
tivamente, divisible  como  objeto  de  propiedad,  y  si  de  he- 
cho pertenece  parte  al  enemigo  y  parte  al  neutral,  el  dere- 
cho de  guerra  deberla  aplicarse  á  uno  y  otro  de  conformi- 
dad con  las  reglas  relativas  al  enemigo  y  &  los  neutrales. 
El  Tribunal  del  Almirantazgo  ha  decidido,  sin  embargo,  en 
alguna  ocasión  que  el  buque  debia  considerarse  indivisible 
bajo  el  aspecto  del  ejercicio  de  los  derechos  de  guerra. 

1416.  En  la  lucha  franco-prusiana  de  1870  presentóse  la 
cuestión  bajo  otro  aspecto.  Según  la  ley  alemana,  se  consi- 
dera valídala  hipoteca  sobre  los  buques,  la  cual  equivale, 
para  sus  efectos,  á  la  hipoteca  sobre  Inmuebles.  Habiendo 
sido  capturado  un  buque  prusiano,  el  Turner,  un  tal  Hofí- 
mann,  agente  en  Londres,  pidió  que  cuando  fuese  vendido  se 
le  reservase  del  precio  de  la  nave  la  suma  de  12,000  talers, 
para  pagar  un  crédito  hipotecario  sobre  el  buque,  crédito 
que  resultaba  de  un  título  auténtico  que  se  halló  á  bordo  al 


I 


—  238  — 

• 

verificar  el  secuestro.  El  Consejo  de  presas  rechazó  la 
manda^  decidiendo  que:  «Considerando  que  el  préstamo  y 
la  garantía  especial  dada  con  arreglcrá  la  ley  prusiana,  re- 
sultan comprobados  por  los  papeles  de  á  bordo;  pero  que 
teniendo  en  cuenta  que  la  propiedad  del  buque,  bajo  el  pun- 
to de  vista  de  los  derechos  de  la  guerra ,  es  absolutamente 
indivisible;  que  este  principio  se  ha  admitido  de  un  modo 
constante  por  los  Tribunales  marítimos  de  todas  las  nacio- 
nes de  Europa,  y  especialmente  por  el  Tribunal  del  Almi- 
rantazgo inglés;  que  el  ciudadano  neutral  copropietario  de 
un  barco  que  navega  bajo  pabellón  enemigo,  y  que  tiene  de- 
recho á  enarbolar  esta  bandera,  si  el  buque  es  capturado, 
no  puede  reivindicar  contra  el  capturante  su  parte  de  copro- 
piedad; que  aun  suponiendo  que  la  hipoteca  permitida  por 
la  ley  prusiana  sobre  la  nave  pueda  ser  como  la  hipoteca 
constituida  según  las  leyes  francesas,  considerada  como 
una  desmembración  de  la  propiedad,  no  podría  dicha  hipo- 
teca oponer  ningún  obstáculo  al  ejercicio  absoluto  de  los 

derechos  de  la  guerra ,  etc.  (1). 

Esta  sentencia  es  la  prueba  más  evidente  de  cuanto  he- 
mos dicho  repetidas  veces  respecto  de  que  el  derecho  de 
presa  está  admitido  para  legitimar  una  especie  de  piratería 
por  cuenta  de  los  Estados,  y  que  los  Tribunales  se  esfuer- 
zan para  acomodar  los  principios  del  derecho  á  Ja  conve- 
niencia de  los  gobiernos.  Admitido  de  hecho  que,  según  los 
principios  acordados  en  el  Congreso  de  París,  no  pueda  ser 
capturada  la  propiedad  neutral,  excepto  en  el  caso  dé  con- 
trabando de  guerra,  teniendo  en  cuenta  que,  según  los  prin- 
cipios del  derecho  común,  el  buque,  como  objeto  de  propie- 
dad, es  perfectamente  divisible,  ¿cómo  puede  justificarse  la 
decisión  que  declara  capturable  todo  el  buque ,  si  sólo  una 
parte  de  éste  pertenece  al  enemigo  y  el  resto  á  los  neutra- 
les? Dícese  que  la  nave  es  indivisible  bajo  el  punto  de  vista 
del  ejercicio  del  derecho  de  guerra,  ¿pero  cuál  es  la  razón 
jurídica  de  esta  indivisibilidad? 

1417.  Convengamos  en  que  el  derecho  de  presa  marítima, 
derecho  anormal  en  sí  mismo,  lo  es  más  todavía  por  la 
falta  de  reglas  jurídicas  respecto  al  modo  de  ejercitarlo. 
Cada  cual  proclama  en  los  diversos  casos  particulares  como 


(1)    Barboax,  1.  c,  p.  71  á  77. 


considera  prácticamente  más  útil 
apropiarse  lo  ajeno.  Es,  pues,  ne- 
le  acuerdo  los  Estados  para  Ajar  los 
oternacional,  según  los  cuales  de- 
:hos  de  guerra  durante  una  lucha 
marítima. 

1418.  Pasemos  ahora  é.  examinar  quién  puede  ejercitar 
el  derecho  de  presa. 

Según  los  principios  del  derecho  inteniacional  vigente 
entre  aquellos  Estados  que  suscribieron  ó  se  adhirieron  & 
la  declaración  de  Paris  de  1856,  sólo  puede  ejercitarse  el  de- 
recho de  presa  marítima  por  los  barcos  que  forman  parte 
de  la  escuadra.  Uno  de  los  principios  acordados  en  dicha 
declaracioQ  es  el  siguiente: 

■Queda  abolido  el  corso.» 

^•-\  virtud  de  este  principio  no  puede  ningún  Estado  ma- 
1  )  autorizar  á  los  buques  de  la  marina  mercante  &  di- 
I  ie  contra  el  enemigo  para  hacer  presas  ó  para  ejercer 
i  a  éste  los  derechos  de  guerra ,  como  antes  se  ha- 
I  ítceptuando  solamente  aquellos  Estados  que  no  han 
suscrito  dicha  declaración,  ó  que  no  se  han  adherido  d.  la 
misma. 

Antes  de  examinar  cuál  sea  el  valor  jurídico  de  la  má- 
xima proclamada  en  el  Congreso  de  París,  y  cómo  debe 
aplicarse  ésta  en  la  práctica,  es  necesario  exponer  en  re- 
sumen el  estado  de  cosas  anterior  á  1856. 

1419.  Éntrelos  antiguos  prevaleció  el  falso  principio  de 
que  la  occupaíío  bellica  era  un  medio  legitimo  de  adquisi- 
ción. El  Océano,  por  su  inmensidad  y  por  la  falta  de  un  due- 
ño legitimo,  fué  como  el  campo  en  que  se  llevaron  á  cabo 
las  empresas  belicosas  con  el  ftn  de  enriquecerse  con  los 
despojos  del  enemigo. 

Los  hábitos  de  la  piratería  imporiados  por  los  bárbaros 
y  practicados  por  los  Bretones,  por  los  Normandos  y  por  los 
Visigodos  en  Italia,  y  por  los  Moros  en  España,  y  la  caren- 
cia de  marina  miUtar  por  parte  de  los  gobiernos  para  prote- 
ger el  comercio,hicieron  posibles  las  guerras  privadas  entre 
los  piratas  que  infestaban  los  mares,  haciendo  la  guerra  al 
comercio  y  á  los  particulares,  que,  abandonados  á  merced 
de  los  piratas  y  sin  defensa  por  parte  de  los  gobiernos,  se 
vieron  obligados  á  defenderse  por  sí  mismos.  Con  este  ob- 
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jeto  se  unieron  y  se  armaron,  y  para  protegerse  en  caso  ne- 
cesario contra  aquellos  enemigos  del  comercio,  viajaban 
juntos  para  apoyarse  y  defenderse  mutuamente,  de  donde 
tomaron  el  nombre  de' expediciones  de  mutua ' defensa 
(viaggi  di  conserva.) 

Consistían  éstas  en  la  asociación  de  varios  buques,  que 
navegaban  juntos,  con  el  convenio  de  apoyarse  mutuamen- 
te en  los  peligros  y  accidentes  de  la  navegación  y  de  de- 
fenderse contra  los  piratas.  Los  usos  marítimos  fijaron  lue- 
go las  obligaciones  y  los  deberes  recíprocos  de  los  que  as! 
viajaban,  la  manera  de  repartir  el  importe  de  los  perjui- 
cios sufridos,  y  todo  lo  concerniente  á  esta  especie  de  segu- 
ro mutuo  contra  los  riesgos  del  mar  y  los  peligros  del  asal- 
to por  pai-te  de  los  piratas,  fijándose  todo  en  reglamentos  y 
contratos  privados  hechos  con  dicho  objeto  y  redactados 
con  arreglo  á  las  formas,  prescritas  por  los  mismos  usos 
marítimos  (1). 

'  De  este  modo  fueron  las  empresas  marítimas  una  es- 
trafia  mezcla  de  operaciones  comerciales  y  tie  empresas 
militares,  y  las  naves  que  se  dedicaban  al  robo  eran  deno- 
minadas indistintamente  piratee, proedones,  eorsarü;  las  de 
los  particulares  viajaban  juntas  y  armadas  para  defen- 
derse . 

Estos  buques  no  siempre  se  limitaron  &  la  guerra  de- 
fensiva, sino  que  algunas  veces  persiguieron  á  los  piratas 
para  arrebatarles  las  presas  de  que  hablan  sido  despoja- 
dos, y  cuando  no  lo  conseguían,  se  resarcían  del  daño  su- 
frido robando  á  su  vez  los  buques  mercantes  que  encon- 
traban. De  este  modo  el  instinto  del  lucro  legitimó  la  rapi- 
ña, y  los  mares  se  vieron  infestados  de  buques  mercantes 
que  se  dirigían  armados  unos  contra  otros  para  robarse, 
siendo  los  gobiernos  extraños  á  estas  escenas  de  violencia 
y  de  robo. 

1420.  Al  constituirse  los  Estados  modernos  sintióse  la 
necesidad  de  poner  freno  á  tanto  abuso  é  impedir  que  pu- 
diera emplearse  la  fuerza  armada  por  cuestiones  de  interés 
privado.  El  primer  acuerdo  fué  el  de  prohibir  como  regla 


(1)  Véase  para  la  forma  del  contrato  de  mútaa  protección,  Consola^ 
do  del  mar,  art.  93  y  286;  Pardesas,  Leyes  marUimas^  t.  ir,  página 
98  y  330. 


licencia  del  príncipe.  Con  este  objeto  se  estableció  en  el  si- 
glo xm  una  especie  de  Tribunal  ó  Consejo  áe  comercio, 
que  en  el  siglo  xiv  se  denominó  Consejo  de  loe  hombres  hon- 
rados (los  prud'hommes  de  mer)  conservadores  de  la  paz, 
los  cuales  ejcaminaban  el  caso,  tasaban  el  daño  sufrido  y 
autorizaban  á  los  barcos  que  hablan  sido  victimas  ft  ir 
armados   para  ejercer  represalias  hasta  resarcirse   del 
daño.  Dichos  buques  obtenían  como  seílal  de  la  autoriza- 
ctoQ  recibida,  una  marca,  en  la  que  tuvo  origen  la  llamada 
caria  de  marca,  que  era  ej  titulo  que  distinguía  al  armador 
autorizado  para  llevar  su  buque  armado,  y  las  naves  auto- 
Tueron  denominadas  en  un  principio  naois  more 
naoigans,  después  se  denominaron  corsarios,  y  la 
ocha  con  la  correspondiente  autorización  denomi- 
rra  en  corso.  Después  del  siglo  xiv  hicieron  la 
)s  corsarios  con  la  autorización  del  gobierno;  pero 
esto  para  evitar  los  abusos.  Obtenida  la  autoriza- 
dincil  que  las  represalias  se  limitaran  ai  dailo  su- 
3  corsarios  eran  en  último  término  verdaderos 

>se  la  necesidad  de  poner  un  limite  &  los  abbsos,  y 
ades  marítimas  italianas.  Pisa  en  1398,  Genova 
5asari  en  1319,  y  otras  ciudades  del  Mediterráneo; 
•a,  los  Paises-Bajos  y  Francia  por  la  ordenanza  de 
I,  para  moderar  los  abusos,  obligaron  á  los  cor- 
prestar  caución,  declarándolos  responsables  de 
i  actos  de  represalias  cometidos  por  ellos,  fuera  de 
es  de  la  autorización  obtenida  (1). 
El  corso ,  pues ,  fué  siempre  una  guerra  privada 
)n  autorización  del  gobierno;  pero  con  el  tiempo  se 


ise  d  Breve  euriee  maris  pisanam  y  tos  Estatatot  de  Ve- 
■énova,  las  Ordenamat  del  Rey  de  Aragón,  qne  forman  una 
t  Código  en  materia  de  presaa,  al  Registro  de  la  Liga  an- 
loa  Reglamentas  dal  Almirantazgo  francés  del  7  de  Diciem- 
)0  7  del  23  de  Febrero  de  1674;  Conf.:  TiAa.r\%as,  Ensayorefe- 
!os  afanadores,  etc.;  Hantefeaille,  Historia;  Pardesns,  Co- 
tlegea  maritimat,  t.  iv  y  v;  Cauchy,  Der.  «laril.;  Orto- 
amaeia  marítima;  Calvo,  o6.  eit.,  t.  iii,  p,  283Tsig. 
lORB.— TOMO   m,  16 
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elevóáladigniduddeuna  guerra  pública,  en  la  forma  si- 
guíente. 

En  el  siglo  xviii  inspiráronse  principalmente  las  guer- 
ras marítimas  en  la  tendencia  &  la  preponderancia  comer- 
cial,  haciéndolas  con  el  fln  de  destruir  el  comercio  del  ene- 
migo y  de  las  potencias  rivales.  Admitido  como  regla  que 
el  beligerante  podía  apoderarse  de  la  propiedad  del  enemi- 
go aunque  se  hallase  á  bordo  de  buques  neutrales,  no  era 
la  escuadra  &  propósito  ni  suficiente  para  recorrer  los  ma- 
rea y  hacerla  guerra  al  comercio,  por  lo  que  los  gobier- 
nos decidieron  asociarse  los  corsarios,  los  cuales  se  con- 
virtieron de  este  modo  en  un  elemento  de  fuerza  pública  de 
tos  Estados,  siendo  alentados  para  acometerlas  más  ar- 
riesgadas empresas  por  el  pacto  de  partir  con  el  gobierno 
las  presas  hechas  durante  la  guerra. 

De  esta  época  datan  los  armamentos  en  corso  propia- 
mente dichos,  esto  es,  los  hechos  por  cuenta  del  Estado 
contra  el  comercio  pacífico  del  Estado  enemigo  y  de  los  pue- 
blos neutrales,  y  de  ella  también  data  la  historia  de  los 
mayores  abusos,  que  fueron  la  consecuencia  de  esta  guerra 
hecha  por  los  particulares  con  un  fin  lucrativo,  animados  y 
protegidos  por  los  Estados,  con  los  que  dividían  sus  presas. 
Los  gobiernos  procuraron  legitimar  el  empleo  de  los  corsa- 
rios sujetándolos  á  leyes  y  reglamentos  para  moderar  los 
abusos;  pero  de  hecho,  estimulados  ios  gobiernos  por  el 
atractivo  dellucro,  animaban  indirectamente  el  corso.  aPara 
estimular  á  los  corsarios,  dice  Hautefeuille,  y  pagarlos,  se 
inventaron  mil  pretextos  para  la  confiscación  de  los  buques 
neutrales,  se  impusieron  nuevos  deberes  á  los  amigos,  y  so 
atribuyeron  nuevos  derechos  &  los  beligerantes,  &  los  ar- 
madores. Aseguróse  á  estos  últimos  una  impunidad  ab- 
soluta por  todas  las  violencias  cometidas  contra  los  pue- 
blos pacíficos,  puesto  que,  aunque  fuese  frivolo  y  aun  falso 
el  motivo  del  secuestro  de  un  buque  amigo,  estaban  segu- 
ros los  corsarios  de  que  se  declararía  buena  su  presa,  ó 
por  lo  menos  que  no  se  les  condenaría  &  reparar  el  daflo 
causado»  (1).  Discurriendo  después  el  mismo  escritor  sobre 
las  ordenanzas  y  reglamentos  publicados  para  refrenarlos 


(1)    Hautefenille,  Historia  del  der.  marít.,  p.  175. 
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cion,  obligándose  &  ello  por  medio  de  tratados,  siendo  uno 
de  los  más  importantes  el  celebrado  en  1785  entre  Rusia  y 
los  Estados -Unidos,  en  el  que  Franklin,  muy  opuesto  á  este 
sistema  de  guerra,  hizo  insertar  la  siguiente  cláusula:  «Si 
sobreviniese  una  guerra  entre  las  partes  contratantes,  to- 
dos los  buques  mercantes  empleados  en  el  comercio  de  ar- 
tículos de  primera  necesidad  navegarán  libremente  sin  ser 
molestados,  y  ambas  potencias  se  obligan  á  no  conceder 
comisión  alguna  á  las  naves  armadas  en  corso  que  las  au- 
torice á  destruir  los  buques  mercantes  ó  á  impedir  el  co- 
mercio» (1). 

También  Rusia,  en  la  guerra  sostenida  de  1767  á  1774^ 
declaró  que  no  concedería  ninguna  patente  de  corso  y  asi  lo 
verificó  entonces;  pero  después,  en  la  guerra  de  1787,  apeló 
también  al  auxilio  de  los  corsarios.  En  las  guerras  sosteni- 
das durante  la  Revolución  francesa  fué  cuando  se  discutió 
ampliamente  en  la  Asamblea  legislativa  la  cuestión  de  la 
abolición  del  corso.  Muciips  comités  la  habían  propuesto^ 
entre  ellos  el  comité  diplomático  y  el  de  comercio  y  ma- 
rina; el  diputado  Kersaint  presentó  el  29  de  Mayo  d«» 
1479  uu  proyecto  para  que  la  Asamblea  nacional  decla- 
rase la  abolición  del  corso,  cuyo  proyecto  dio  lugar  á 
una  amplia  discusión  y  á  los  contraproyectos  presentados 
por  los  diputados  Rouger  y  Coujet.  El  resultado  de  la  dis- 
cusión fué  el  decreto  de  30  de  Mayo  de  179?,  con  el  que  la 
Asamblea  nacional  decidió  invitar  al  Poder  ejecutivo  á  en- 
tablar negociaciones  con  las  potencias  extranjeras  para  su- 
primir los  armamentos  en  corso  en  las  guerras  maritímas 
que  surgieran  y  asegurar  así  la  libertad  de  navegación  y 
de  comercio  (2).  Iniciáronse,  pues,  algunos  tratados,  pero, 
desgraciadamente,  los  Estados- Unidos  fueron  los  únicos 
que  estuvieron  prontos  á  entrar  en  negociaciones  con  Fran- 
cia para  abolir  el  corso.  Inglaterra  ni  siquiera  respondió  á 
la  nota,  y  casi  lo  mismo  hicieron  las  demás  potencias  ma- 
rítimas, excepto  las  ciudades  de  Hamburgo  y  las  de  la  Liga 
ausheática  que  aceptaron  sin  reserva  las  proposiciones  de 
Francia,  aboliendo  la  Convención  nacional  el  corso  respecto 


(1)  Martens,  Recopilación,  tomo  iv,  pág.  47. 

(2)  Véase  las  actas  de  la  díscasion  en  Pístoya  y  Doverdi,  Tratado 
de  las  presas  marítimas,  tomo  1,  pág.  7  y  sig. 


dedlchas  ciudades  por  su  decreto  de  29  de  Marzo  de  1793. 

Seis  meses  después,  advertía  &  los  armadores  el  Conse- 
jo ejecutivo,  que  no  habiendo  aceptado  las  principales  po- 
tencias marítimas  la  invitación  que  se  tes  habla  dirigido 
para  abolir  el  corso,  no  se  podía  considerar  esle  prohibido 
por  ninguna  ley,  y  cualquier  francés  estaba  autorizado  & 
correr  armado  en  caso  de  guerra  con  dichas  potencias.  A 
consecuencia  de  esto  se  apeló  con  frecuencia  al  corso  en 
las  guerras  sostenidas  contra  Inglaterra  (1). 

Hiciéronse  después  nuevas  tentativas  para  abolir  el 
corso  con  motivo  déla  guerra  entre  Francia  y  España. 

En  aquella  ocasión  diriglóChateaubrland,  Ministro  de 
negocios  extranjeros  en  Francia,  una  nota  á  las  Cortes  ex- 
tranjeras, declarando  que  el  Gobierno  francés  no  habla  au- 
torizado ninguna  patente  de  corso  para  atacar  &  los  buques 
de  comercio  españoles;  y  después  añadía:  «La  marina  real 
sólo  secuestrará  los  buques  de  guerra  de  la  nación  espa- 
fiola;  no  secuestrará  los  buques  mercantes  españoles 
ó  extranjeros,  á  no  ser  en  el  caso  en  que  intenten  penetrar 
en  un  puerto  realmente  bloqueado  por  las  fuerzas  navales 
del  rey,  procurando  romper  a.sl  dicho  bloqueo.»  No  habien- 
doadoptado  España  el  mismo  sistema,  solamente  pidió  Fran- 
cia á  las  potencias  marltlmasque  no  recibiesen  en  sus  puer- 
tos ft  los  corsarios  españoles  que  quisieran  vender  en  ellos 
laspresas hechas.  El  Gabinete  Inglés  noacogló  tampocoesta 
petición,  y  respondió  que  aunque  deplorase  el  manteni- 
miento del  sistema  del  corso,  no  podía  derogar  el  uso  cons- 
tante, con  arreglo  al  derecho  marítimo,  de  permitirá  los 
corsarios  vender  sus  presas  en  los  puertos  neutrales. 

1423.  Una  tentativa  más  formal  hlzose  en  aquel  mismo 
año  por  el  presidente  de  los  Estados-Unidos,  Monroe,  que 
en  el  mes  de  Diciembre  de  1823  propuso  un  proyecto  de 
convenio  internacional  para  regularizar  los  principios  de 
la  neutralidad  comercial  y  marítima.  La  base  fundamental 
de  este  proyecto  era  el  principio  déla  inviolabilidad  de  la 
propiedad  privada  en  la  guerra  marítima.  El  art.  4.'  dispo- 
nía, en  efecto,  lo  siguiente:  «Todas  las  naves  de  comercio  6 
de  trasporte,  empleadas  en  el  cambio  de  productos  entre  las 


(1)    Conf.:  Qalchard,  Código  de  laspreías  marilímas ,  etc.,  y  Whea- 
ton,  Hiatoria.    , 
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,  contribuyendo  de  este  modo  &  generalizar 
>  de  las  cosas  necesarias,  útiles  ó  agrada- 
a,  estarán  autorizadas  para  navegar  libre- 
¡táculos.  Ninguna  de  las  partes  contratan- 
ar  sus  barcos  de  guerra  para  capturar  6 
naves,  ni  dará  á  ningún  buque  particular 
>o  la  comisión  de  secuestrar  ó  destruir  los 
Interrumpir  su  comercio.» 
itrina .  de  Monroe,  la  más  conforme  con  los 
i  de  justicia  que  cJeben  regular  los  derechos 
tes  en  la  guerra  marítima,  y  que  ha  sido  de- 
itemente  por  los  Estados-Unidos  Anglo- 
3  cuales  han  considerado  siempre  como 
idiñcío  del  derecho  internacional  marítimo 
erm,  el  principio  de  la  inviolabilidad  de  la 
da. 

riña  se  hubiese  aceptado  habría  destruido 
la  errónea  tradición  antigua,  aboliendo  la 
ó  sea  la  hecha  entre  particulares;  pero  los 
)s  indujeron  á  los  demás  gobiernos  á  no 
ropuesto,  á  pesar  de  que  se  reconocía  que 
Duenas  y  sólidas  razones,  que  el  Gobierno 
Jtados-Unidos  formulaba  en  su  nota  diplo- 
aaa  siguiente:  «El  principio  en  que  el  Gobier- 
■s-Unldos  se  funda  para  proponer  la  aboli- 
rá, es  que  la  Justicia,  la  caridad  y  la  paz, 
ncia  deben  acordar  las  naciones  cristianas 
i  propiedad  privada  terrestre  de  la  destruc- 
ipredaclones  de  la  guerra,  reclaman  tam- 
•n  de  la  propiedad  privada  marítima.  Entre 
nes  que  recomiendan  la  aceptación  de  este 
contarse  la  suma  facilidad  con  que  podría 
ues  no  es  más  que  el  complemento  de  un 
do  en  la  guerra  continental  donde  la  ejecu- 
lente  más  dificil»  (í). 

,rga  correspondencia  diplomática  á  la  Ini- 
3or  el  presidente  Monroe,  y  duraron  las  ne- 
ie  1823  &  1830;  pero  no  se  logró  el  acuerdo 

ly.  Del  respeto  á  la  propiedad  privada  en  iat  guer- 
g.  99y3ig. 
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de  las  pcteocias  marítimas  para  abolir  el  corso,  6.  pesar  de 
que  aisladamente  aparentaban  hallarse  animadas  de  los 
mejores  deseos. 

1424.  Calvo  refiere  otra  tentativa  hecha  «n  el  Congreso 
dePaoam&en  1826,  y  añade:  «Por  mas  que  la  tentativa  no 
diese  resultados  prácticos,  constituye,  sin  embargo,  por 
sus  tendencias  generales,  uno  de  los  antecedentes  históri- 
cos de  la  doctrina  proclamada  veinte  allos  después  en  el 
Congreso  de  París»  (i). 

1425.  En  la  guerra  de  Crimea  de  1854  fué  donde  se  resoN 
vio  definitivamente  la  cuestión  de  la  abolición  del  corso. 
Antes  de  que  se  declarase  dicha  guerra,  propuso  esta  abo- 
lición Lord  Clarendon.  EU  Ministro  americano  respondió  & 
la  invitación  en  nombre  de  su  Gobierno  en  los  términos  si- 
guientes: 

«En  las  presentes  circunstancias,  qs  imposible  á  los  Es- 
lados-Unidos  aceptar  la  abolición  del  corso,  A  menos  que 
todas  las  potencias  avancen  un  paso  más,  consintiendo  en 
abolir  en  el  mar  la  captura  de  la  propiedad  privada  del 
enemigo  lo  mismo  que  lo  está  por  tierra.  Moralmente  ha- 
blando, no  hay  ninguna  diferencia  real  entre  el  acto  de  un 
rucero  y  el  de  un  corsario  que  se  apodera  de  un  buque 
lercante  y  confisca  en  su  provecho  la  propiedad  privada 
ue  se  halla  &  bordo  del  mismo.  Supongamos  una  guerra 
antra  la  Gran  Bretaila.  Las  fuerzas  navales  inglesas  en 
arcos  de  guerra  son  muy  superiores  á  las  de  los  Estados- 
inidos.  El  único  medio  que  tenemos  para  contrarestar  en 
parte  esa  gran  superioridad  numérica  de  fuerzas,  es  con- 
vertir en  corsarios  nuestros  buques  mercantes  adecuados 
para  poder  emplearlos  en  las  operaciones  de  guerra,  y  pro- 
curar con  este  auxilio  causar  al  comercio  inglés  el  daRo 
que  sus  escuadras  puedan  hacer  al  comercio  americano.» 
De  este  modo  se  mostraba  el  Gobierno  de  los  Estados-Uni- 
dos consecuente  con  el  sistema  que  constantemente  ha  de- 
fendido. 

A  pesar  de  esta  respuesta,  las  potencias  aliadas  decla- 
raron que  no  darían  patentes  de  corso  ni  permitirían  el 
armamento  de  corsarios.  Como  consecuencia  de  esta  de- 
claración, decretaron  las  potencias  neutrales  que  sus  súb- 


:i)    Calvo,  Dcr.  íaí„  §  278. 
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ditos  no  podían  aceptar  patente  de  corso,  ni  se  permitiría 
&  los  corsarios  aproximarsq  á  sus  puertos  con  los  buques 
armados  en  esta  forma. 

1426.  Al  concluirse  la  paz  á  consecuencia  de  la  proposi- 
ción del  plenipotenciario  francéi^  conde  de  Walewski ,  con- 
vinieron las  potencias  aliadas  en  elevar  á  reglas  de  dere- 
cho marítimo  internacional  las  que  hablan  observado  du- 
rante la  guerra,  siendo  suscrita  de  este  modo  la  importan- 
te declaración  de  Í6  de  Abril  de  1856,  en  la  que  se  procla- 
maron los  siguientes  principios: 

1.**    Queda  abolido  el  corso. 

2."*  La  propiedad  enemiga  cubierta  por  pabellón  neutral 
debe  ser  respetada,  exceptuando  solamente  los  artículos 
que  puedan  caliñcarse  como  contrabando  de  guerra. 

a.'*  No  es  secuestrable  la  propiedad  neutral,  aun  cuando 
se  halle  cubierta  por  pabellón  enemigo. 

4/  El  bloqueo  sólo  es  obligatorio  cuando  sea  efectivo. 
Esta  declaración,  suscrita  por  los  plenipotenciarios  de 
Austria,  Francia,  Inglaterra,  Prusia,  Rusia,  Cerdefia  y  Tur- 
quía, fué  comunicada  después  á  todos  los  gobiernos  que 
estuvieron  representados  en  el  Congreso  de  París,  invitán- 
doles para  que  se  adhiriesen  áella,  verificándolo  cuarenta  y 
un  Estados  ó  ciudades  independientes,  y  negándose  á  eUo 
tres  solamente,  á  saber:  los  Estados-Unidos,  España  y  Mé- 
jico. El  secretario  de  Estado,  Marcy,  justificó  la  negativa  de 
su  Gobierno  declarando  que  éste  sería  siempre  fiel  á  sus 
proposiciones  anteriores,  subordinando  el  abandono  del  ar- 
mamento en  corso  á  la  condición  de  que  se  suprimiese  si- 
multáneamente el  .derecho  de  captura  de  los  buques  mer- 
cantes por  las  naves  de  guerra.  Por  lo  demás,  manifestó 
que  su  Gobierno  estaba  dispuesto  á  adherirse  á  los  otros 
tres  principios  proclamados  en  la  declaración.  Esta  propo- 
sición fué  aceptada  por  Francia,  Holanda,  Italia,  Prusia  y 
Rusia,  pero  no  por  Inglaterra,  que,  ateniéndose  estricta- 
mente á  la  letra  del  protocolo  suscrito,  que  no  consentía 
una  adhesión  parcial  á  la  declaración,  negó  además  la 
adhesión  condicional.  De  lo  expuesto  anteriormente  se  de- 
duce que,  según  el  derecho  internacional  vigente,  el  arma- 
mento de  corsarios  debe  considerarse  como  ilícito  y  con- 
trario al  derecho  por  todos  los  Estados  que  suscribieron  6 
se  adhirieron  á  la  mencionada  declaración  de  París. 


Foresto  razón  no  se  ha  concedido  ninguna  patente  de 
corso  durante  las  guerras  sostenidas  después  de  aquella 
declaración;  esto  es,  la  guerra  de  Italia  en  1859,  la  de  Pru- 
sia  y  Austria  contra  Dinamarca  en  1864,  de  Austria  contra 
Prusia  en  1866,  de  Francia  con  Alemania  en  1870,  y  de  Ru- 
sia contra  Turquía  en  1877. 

'  1437.  Respecto  de  nuestra  patria,  se  establece  la  aboll- 
tíon  del  corso  en  nuestro  Código  de  la  marina  mercante 
de  1865  y  1877,  cuyo  art.  208  dice  asi: 

«Queda  abolido  el  armamento  en  corso.  Podrá,  sin  em- 
bargo, autorizarse  este  armamento,  salvo  los  compromi- 
sos contraídos  por  el  Estado  en  la  Convención  de  París 
de  16  de  Abril  de  1856,  contra  aquellas  potencias  que  no  se- 
hubiesen  adherido  á  ella  ó  que  no  se  adhiriesen,  &  ña  de 
indemnizarse  mediante  las  represalias  de  las  presas  he- 
chas por  el  enemigo  en  nuestra  marina  mercante. 

«Las  condiciones  para  la  concesión  de  patentes  y  para 
el  ejercicio  del  corso,  se  determinarán  en  este  caso  por  un 
Real  Decreto . 

oPara  este  efecto,  si  la  potencia  enemiga  no  hubiese  re- 
nunciado previamente  al  apresamiento,  podrán  los  arma- 
dores de  los  buques  nacionales  dirigirse  &  la  autoridad  ma- 
rítima áñn  de  que  les  conceda  autorización  para  un  au- 
mento de  armas,  de  municloues  y  de  tripulación  sobre 
las  de  costumbre.» 

Con  estas  disposiciones  ha  resuelto  deñoftlvamente 
nuestro  legislador  toda  cuestión  resp'^cto  del  armamento 
en  corso.  Serla  Inútil  que  discutiéramos  sobre  si,  dada  la 
negativa  de  España,  de  los  Estados-Unidos  y  de  Méjico, 
debe  considerarse  como  regla  de  derectio  internacionat 
maritimo  ta  abolición  del  corso.  Nosotros  creemos  que 
puede  sustentarse  esta  opinión,  por  ia  razón  da  que  no  con- 
sideramos como  absolutamente  necesario  el  acuerdo  de  to- 
dos los  Estados  para  convertir  en  regla  de  derecho  positivo 
iatérnacional  un  principio  ya  proclamado  por  la  gran  ma- 
yoría de  los  publicistas,  y  entendemos  que  es  suficiente 
que  le  haya  prestado  su  asenso  la  mayoría  de  los  Estados, 
como  sucede  en  el  caso  de  que  se  trata.  De  cualquier  modo, 
DO  puede  negarse  que  aquélla  sea  una  verdadera  regla  de 
derecho  Internacional  positivo  para  los  cuarenta  y  un  Es- 
tados que  se  comprometieron  formalmente  4  abolir  el  ar- 


•    — 250  — 

mamento  en  corso;  pero  respecto  de  nosotros,  repetimos 
que  sería  inútil  esta  discusión,  porque  nuestro  legislado? 
ha  convertido  en  noi&xima  dicho  principio,  obligándose  & 
no  armar  corsarios  contra  cualquier  nación  que,  en  caso 
de  guerra  con  nosotros,  declare  previamente  que  no  los 
armará  tampoco. 

Nuestro  legislador  ha  resuelto  también  la  cuestión  de 
las  condiciones  legales  bajo  las  cuales  seria  lícito  excep- 
cionalmente  armar  corsarios.  Ha  dispuesto,  en  efecto,  que 
podrá  verificarse  dicho  armamento  á  título  de  represalias, 
contra  aquellos  que,  después  de  haberse  adherido  á  la 
Convención  de  París,  se  hubiesen  luego  arrepentido,  y  res- 
pecto de  los  demás  que  no  se  hubiesen  adherido.  El  le- 
gislador exige  que  la  renuncia  sea  prévic»,  con  lo  cual 
se  ha  reservado  el  derecho  de  autorizar  el  armamento 
en  corso  contra  los  desidentes,  cuando  éstos  no  hayan  re- 
nunciado previamente  al  armamento  de  corsarios. 

El  legislador  ha  admitido  además  dos  excepciones  al 
principio  de  la  abolición  con  las  disposiciones  consagra- 
das en  los  arts.  209  y  210,  cuyo  texto  es  como  sigue: 

«Art.  209.  Cuando  los  buques  mercantes  sean  atacados 
por  otros,  aunque  éstos  sean  de  guerra,  podrán  defenderse 
y  aun  apresarlos,  así  como  también  acudir  á  la  defensa  de 
otros  buques  nacionales  ó  aliados,  y  concurrir  con  ellos  á 
la  presa. 

«Art.  210.  Si  un  buque  enemigo  intentase  apresar  otro  á 
la  vista  de  las  costas  del  Estado,  además  de  las  providen- 
cias tomadas  por  la  fuerza  militar  para  rechazar  la  tentati- 
va, será  lícito  á  cualquier  ciudadano  armar  sus  naves  para 
acudir  en  socorro  del  buque  agredido.» 

El  principio  consagrado  en  el  art.  209  no  es  más  que  la 
aplicación  del  derecho  de  legítima  defensa,  del  derecho  de 
rechazar  la  fuerza  con  la  fuerza,  que  es  un  derecho  natural, 
y  no  se  necesita  autorización  alguna  del  Gobierno  para  ejer- 
citarlo. El  legislador  no  lo  ha  considerado  como  un  derecho 
personal  cuando  se  trata  de  defenderse  contra  el  extranje- 
ro, por  lo  cual  ha  establecido  que  los  buques  mercantes  son 
solidarios  para  defenderse  cuando  sean  atacados,  y  pueden 
acudir  á  la  defensa  recíproca. 

El  art.  210  supone  el  caso  de  una  tentativa  de  captura  á 
la  vista  de  las  costas  del  Estado,  y  además  de  las  providen- 
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cias  que  pudieran  tomar  las  autoridades  públicas  milita 
res,  hace  un  Ilamamieoto  &  los  ciudadanos,  invitándolos 
armarse  para  recliazar  la  tentativa  sin  necesidad  de  auto- 
rización especial.  Es,  pues,  evidente,  que  la  tentativa  de 
presa  por  parte  de  UQ  buque  enemigo,  es  condición  indis- 
pensable para  legitimar  el  socorro  de  la  nave  agredida,  y 
puede  ser  suflciente  que  dicha  tentativa  se  lieve  &  cabo  cer- 
ca de  las  aguas  terñtoriales  italianas,  para  que  pueda  con- 
siderarse cometida  &  la  vista  de  nuestras  costas. 

1428.  Respecto  de  los  Estados  que  se  hayan  adherido  & 
ladeclaracion  de  París,  es  claro  qqe  el  derecho  de  presa 
marítima,  tal  como  hoy  se  ejerce,  no  sólo  puede  atribuirse 
á  los  barcos  de  guerra  del  Estado,  sino  también  &  los  cor- 
sarios. Hallamos,  en  eCecto,  que  en  la  guerra  sostenida  por 
los  Estados  seiiaratistas  de  la  América  de  1860  á  1865  fue- 
ron armados  los  corsarios,  y  los  perjuicios  ocasionados  por 
los  mismos  al  comercio  debieron  ser  un  poderoso  argu- 
meato  contra  los  que  todavía  se  inclinaban  á  restablecer  en 
principio  el  corso  moderando  sus  abusos  (1). 


(1)  Habo  una  disensión  en  este  sentido  en  la  Academia  ^e  Cienoias 
montes  de  Francia  cinco  años  después  de  suscrita  la  declaración  de 
París.  El  co^so,  vivamente  atacado  por  Chevaller,  Pasay,  Pellat  y 
Garnier,  foé  defendido  por  Qirand  j  Dupain.  Estos  opinaban  que  podía 
sersaflciente  para  reprimir  los  abusos,  pero  Chevalier  decía,  oon  ra- 
un,  qae  nada  podía  obtenerse  de  lo3  corsarios  desde  el  momento  que 
ae  les  antoriíase  á  andar  errantes  por  el  vasto  Océano,  siendo  asi  que 
aquéllos  arriesgaban  sn  vida  no  por  la  patria  ni  por  el  honor,  aíno  por 
tainsaciable  sed  de  botin. 

Ed  la  guerra  entre  los  Estados-Unidos  de  América,  las  pérdidas  su- 
bidas por  el  comercio  i  coasecnencia  del  armamento  en  corso  Aieron 
tales,  que  horrorizaron  al  mondo  civilizado.  Casi  la  qnincaagésima 
parte  de  la  inmensa  flota  mercante  de  los  Betados-Unidos  fué  «prosada 
6  destrnida,  j  los  armadoras  federales  se  vieron  obligados  á  vender  á 
loSmo  precio  &  toa  extranjeros  más  de  800,000  toneladas  de  mercan- 
eiaa.  Los  reglamentos  del  presidente  Davis  fueron  impotentes  para  dia- 
ciplinar  á  los  corsarios;  éstos  no  tenían  otro  Código  que  su  capricho  ni 
elro  fin  qne  confiscar  todas  las  naves  qae  encontraban,  ya  fresen  ene- 
migas ó  neutrales;  para  símpliflcar  el  procedimiento,  quemaban  en  alta 
mar  sus  presas  despnes  de  haberlas  saqueado,  y  abandonaban  las  tri- 
pulaciones casi  desnadas  en  el  primer  puerto  que  encontraban.  Despnes 
de  saber  que  habla  terminado  la  guerra,  quemó  el  comandante  del  cor- 
sario Shenandoah  quince  naves.  Francia  judicial.  Dio.  18S3,  pág.  49. 


CAPITULO  IX 

ILITAR  Y  SOS  CONSECUENCIAS  JURÍDICAS 


una  de  lu  opttuintN  d«  gnem  lídtu.— 1430. 
linde  u  «teotira  uta  «euptunan.— 1432,  CntwntB- 
1483.  Ntttmltu  del  gabiHBcdtoonpMian.— 1434, 
ruallajt.— 1435.  Senoluí  putonÜM  d*  Im  iúl- 
b  fitot  aoB  «1  (jfedto  d«  oenpadan. — 1437.  hm- 
-1438.  Pod«il«KÍilktÍTi>.— 1439.  Dartoko  Fsaftl.— 
lHnuñpiM.— 1441.  CódiKBpeaftlnüUtaiitoliuo. 
t43.  AdninútruioD  de  jutioú— 1444.  Beglu  n- 
—1445.  I)«n«b«idelTenB«dorubieloibieaMpart«- 
—1446.  Impoerto».— 1447.  Ptapiedad  de  lo»  pirU- 
ou  de  gnem.  —1449.  Imprtttitei  fonoiM.— 1450, 
I  tnliajo. — 1451.  KeglM  HsaoBtdu  p»  la  legit- 
ribnaionHdBfoem.— 14B2.  Bl  oeapaate  debe  atan - 
-1453.  Obligadimei  de  1m  fnnnonatiM  pibUtw.— 
la. — 145(.  BeladoMi  eon  1»  nbetanaa  de  otra  l^ 
«delaiaou^ita. 

!e  la  guerra  conseguir  la  -victoria  para 
■econocer  en  el  tratado  de  paz  el  dere- 
i  el  vencedor  debilitar  &  su  adversa- 
e  mayor  ó  menor  de  su  territorio  para 
sus  beneficios  y  aprovecharse  él  á  su 
le  traiga  consigo  la  posesión  de  dicho 
)n  militar  del. país  enemigo  es  una  de 
I  de  guerra,  y  puede  equivaler  á  u" 
produce  por  s!  mismo  varias  conse- 
e  son  tanto  más  extensas  y  conslde- 
lelon  tiene  un  carácter  más  estable, 
i  ocupación  puede  ser  también  un  he- 
lonquistar  el  territorio  ocupadocuan- 
ncion  de  someter  de  un  modo  permR- 
dominlo  del  vencedor,  obligando  al 
tratado  de  paz  el  territorio  ocupado- 
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Antes  de  examinar  cuáles  sean  las  consecuencias  jurí- 
dicas que  de  la  ocupación  militar  se  derivan,  conviene  de- 
terminar y  definir  en  qué  consiste  ésta» 

1430.  La  ocupación  militar  es  distinta  de  la  invasión,  la 
cual  denota  el  hecho  del  beligerante  que  penetra  en  el  ter- 
ritorio del  enemigo,  ejecuta  en  él  operaciones  de  guerra, 
ocupa  posiciones,  aprovisiona  sus  tropas,  exige  contribu- 
ciones, pero  sin  dar  á  su  permanencia  carácter  de  estabili- 
dad. En  esta  hipótesis  el  poder  militar  ejercita,  sin  embar- 
go, algunos  derechos  sobre  las  personas  y  las  cosas  per- 
tenecientes al  enemigo,  pero  recordamos  lo  dicho  en  el  ca- 
pitulo anterior,  al  fijar  las  reglas  según  las  cuales  deben 
ejercitarse  tales  derechos. 

Mientras  la  lucha  dure  y  pueda  continuarse  con  éxito 
dudoso,  no  es  suficiente  por  si  mismo  el  hecho  de  la  inva- 
sión para  atribuir  al  vencedor  la  facultad  de  cambiar  la  ju- 
risdicción nactonal,  y  sustituir  á  la  misma  la  del  Estado 
ocupante,  ejercitando  el  dominio  y  los  dei-echos  soberanos 
en  el  territorio  invadido;  únicamente  podrá  sacar  partido 
de  la  posición  adquirida,  para  tomar  las  disposiciones  ne- 
cesarias, legitimadas  por  las  exigencias  de  la  guerra,  á  fin 
de  mantenerse  en  la  posesión  de  sus  posiciones. 

La  ocupación  militar  propiamente  dicha  tiene  cierto  ca- 
rácter de  estabilidad  que  la  distingue  perfectamente  de  la 
simple  invasión,  y  tiene  lugar  cuando  teniendo  el  belige- 
rante intención  de  conservar  el  territorio  ocupado,  estable- 
ce un  Gobierno  provisional,  apoderándose  de  hecho  del  ejer- 
cicio del  poder  soberano  en  el  territorio  ocupado  ya  mili- 
tarmente; provee  á  la  administración  y  al  despacho  de  los 
asuntos  civiles,  á  los  servicios  públicos  y  á  la  administra- 
ción de  justicia;  limita  las  libertades  y  los  derechos  políti- 
cos; sustituye  en  una  palabra  su  acción  como  poder  supre- 
mo gubernativo  á  la  de  la  soberanía  nacional,  ejerciendo  el 
imperiurriy  la  pública  auetoritas,  los  derechos  de  soberanía 
en  el  territorio  ocupado,  subrogándose  al  antiguo  sobera- 
no con  intención  bien  determinada  de  exqluir  á  éste  último 
del  ejercicio  de  los  derechos  de  soberanía  mientras  dure 
la  ocupación,  y  obtener  quizá  la  cesión  definitiva  del  país 
ocupado  y  su  incorporación  al  territorio  propio. 

Este  acto  no  debe  confundirse  en  realidad  con  la  con- 
quista, la  cual  sólo  puede  verificarse  al  terminar  la  guerra, 
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cuando  en  el  tratado  de  paz  se  acuerda  la  desmembración 
del  territorio  vencido,  y  su  incorporación  al  del  vencedor, 
de  lo  que  hablaremos  en  su  lugar  oportuno. 

También  es  distinta  de  la  ocupación  militar,  que  puede 
acordarse  en  un  tratado  de  paz  para  garantir  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  contraidajs  por  el  vencido,  de 
lo  cual  tenemos  un  ejemplo  en  el  tratado  entre  Francia  y 
Prusia,  en  el  que  se  convino  que  las  tropas  alemanas  ocu- 
parían durante  cinco  años,  á  lo  sumo,  ciertas  ciudades  y 
posiciones  militares,  sin  perjudicar  los  derechos  de  sobe- 
ranía, sino  con  el  fin  único  de  asegurar  el  cumplimiento  do 
las  obligaciones  contraidas  por  el  Gobierno  de  la  Defensa 
Nacional.  Esto  se  llama  con  más  propiedad  derecho  de 
guarnición. 

La  ocupación  militar  de  que  tratamos  no  es  la  invasión, 
ni  la  conquista,  ni  el  derecho  de  guarnición,  sino  uno  de 
los  medios  y  de  las  operaciones  legítimas  de  guerra,  y 
consiste  en  privar  al  enemigo  de  la  posesión  temporal  de 
una  parte  mayor  6  menor  de  su  territorio,  sustituyéndole 
en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  soberanía.  La  definimos, 
pues,  diciendo  que  es  la  sumisión  actual  de  los  habitantes 
del  país  ocupado  á  la  autoridad  del  vencedor  que  de  hecho 
ejercita  los  derechos  y  las  funciones  de  la  soberanía,  y  tiene 
poder  y  fuerza  para  obligar  áMichos  habitantes  á  ejecutar 
sus  órdenes,  coincidiendo  con  esto  la  cesión  del  ejercicio 
público  de  dichas  funciones  por  parte  del  Estado  á  que  di- 
cho país  pertenecía. 

1431.  Claro  es  que  la  sumisión  de  los  habitantes,  la  ce- 
sación de  las  hostilidades  y  la  toma  de  posesión  del  país, 
son  requisitos  indispensables  para  considerar  un  territorio 
como  militarmente  ocupado.  Esta  sumisión  por  parte  de 
los  habitantes  puede  ser  la  natural  consecuencia  de  una 
capitulación,  6  por  haberse  visto  obligados  por  imperiosas 
necesidades  á  reconocer  la  autoridad  del  enemigo  ó  á  so- 
meterse de  hecho  al  mismo. 

1432.  De  cualquier  modo  que  esto  ocurra,  debe  conside- 
rarse, sin  embargo,  como  regla,  que  cuando  los  habitantes 
hayan  cesado  de  oponer  resistencia  y  el  enemigo  haya  ocu- 
pado el  país,  se  establece  entre  unos  y  otros  una  especie 
de  contrato  moral,  cierta  comunidad  dederecho  que  impone 
á  los  habitantes  el  deber  de  abstenerse  de  todo  acto  de  hos- 
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2.'*  En  relación  á  los  límites  en  que  el  gobierno  de  ocu- 
pación y  el  nacional  deben  ejecutar  los  derechos  y  las  fun- 
ciones de  la  soberanía; 

3.*  En  lo  que  se  refiere  á  las  relaciones  que  tal  acto  pue- 
de tener  con  los  soberanos  extranjeros; 

4."  En  las  consecuencias  que  pueden  derivarse  de  la  re- 
conquista respecto  de  los  hechos  civiles  y  políticos  llevados 
&  cabo  durante  la  ocupación. 

1433.  La  intención  del  vencedor  de  proceder  á  la  anexión 
^  definitiva,  no  puede  ser  por  sí  misma  fuente  de  nuevos  de- 
rechos ó  dar  origen  á  nuevas  relaciones  jurídicas  entre  el 
ocupante  y  los  habitantes  antiguos,  ni  modificar  esencial- 
mente el  ejercicio  de  los  derechos  de  soberanía  en  el  país 
ocupado.  Estos  se  derivan ,  según  veremos,  del  estado  de 
hecho,  que  produce  por  sí  mismo  ciertos  efectos  jurídicos, 
y  halla  en  sí  y  en  la  naturaleza  de  las  cosas  reglas  y  prin- 
cipios á  que  debe  ajustar  sus  actos  y  funciones  el  gobierno 
ocupante.  La  intención  de  éste  puede  justificar  ó*  legitimar 
el  aplazamiento  del  término  de  la  ocupación  más  allá  de 
ciertos  límites;  pero  así  como  aquélla  no  se  trasforma  en 
conquista  sólo  por  la  intención,  y  es  por  sí  misma  un  acto 
de  índole  provisional  hasta  la  conclusión  de  la  paz,  así 
tampoco  puede  autorizar  al  gobierno  de  ocupación  á  tratar 
á  los  habitantes  del  país  ocupado  como  verdaderos  súbdis- 
tos,  ni  á  ejercer  sobre  ellos  la  plena  soberanía.  La  intención, 
en  una  palabra,  no  pudiendo  ser  fundamento  de  nuevos 
derechos,  sólo  puede  tener  valor  bajo  el  punto  de  vista  de 
la  oportunidad  y  del  interés  político  del  vencedor,  para  am- 
pliar la  esfera  de  sus  poderes  en  las  provincias  ocupadas. 
El  gobierno  de  ocupación  debe,  pues,  considerarse  como 
un  gobierno  de  hecho  que,  por  la  naturaleza  de  las  cosas, 
necesita  atender  á  su  conservación  ó  su  convalidación.  La 
razón  de  ser  de  sus  funciones  se  funda  en  tres  principios 
indiscutibles.  Es  el  primero,  que  ninguna  comunidad  de 
personas  puede  subsistir  sin  que  alguien  ejerza  el  poder 
soberano  para  mantener  el  orden  público  y  proteger  los 
derechos  dé  los  asociados.  Es  el  segundo,  que  todo  aquel 
que  se  halle  en  posesión  de  la  soberanía  puede  ejercer  de 


quemyns,  Rev.  de  Der.  int.,  1870, 1871  y  1875,  pág3.  666.  312  y  472; 
Loening,  Ibid,  1873,  pág.  74. 
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los  habitantes  del  territorio  colocado  de  hecho  bajo  la  de- 
pendencia del  vencedor,  deberán  obedecer  á  éste,  aunque 
obligados  por  la  necesidad  de  las  cosas.  Esta  obligación  de- 
be considerarse  por  otra  parte  temporal  por  su  misma  na- 
turaleza, esto  es,  mientras  dure  la  ocupación  misma,  por  lo 
que  sí  ésta  cesase,  sea  durante  la  guerra  ó  al  hacerse  la 
paz,  cesarla  también  aquélla.  Además,  dicha  obligación  no 
puede  considerarse  como  absoluta  é  incondicional,  f»ues- 
toque  permaneciendo  siempre  vivas,  aunque  ineficaces  y 
suspensas,  las  relaciones  entre  los  habitantes  y  su  sobe- 
rano no  podrán  aquéllos  ser  obligados  á  tomar  respecto  de 
este  último  la  posición  del  enemigo  mientras  se  hallen  sub- 
sistentes los  lazos  con  la  antigua  patria.  Es,  pues,  eviden- 
te que  el  gobierno  de  ocupación  no  puede  exigir  el  juramen- 
to de  fidelidad  por  parte  de  los  magistrados  y  de  los  em- 
pleados civiles  del  país  ocupado,  como  si  se  hubiese  ya 
convertido  en  soberano  legitimo;  lo  más  que  podría  exigir 
sería  la  palabra  de  honor  de  los  funcionarios  públicos— que 
por  la  necesidad  de  las  cosas  continuasen  desempeñando 
sus  cargos— de  obedecer  temporalmente  al  gobierno  de 
ocupación  mientras  permanezca  siendo  dueño  del  terri- 
torio. El  juramento  de  fidelidad  propiamente  dicho,  ade- 
más de  ser  una  falsa  garantía,  sería  una  manifiesta  viola- 
ción de  la  fé  política  que  el  vencedor  está  obligado  á  res- 
petar en  el  vencido. 

1435.  Debe,  pues,  considerarse  como  absolutamente  con- 
trario al  derecho  internacional  y  á  los  principios  de  la  mo- 
ral, y  como  una  verdadera  felonía,  el  obligar  á  los  habitan- 
tes de  los  países  ocupadois  á  prestar  servicio  militar  y  lle- 
var á  cabo  actos  de  hostilidad  contra  su  patria.  Semejante 
conducta  por  parte  del  vencedor  podría  legitimar  la  resis- 
tencia por  parte  de  los  que  se  hallasen  sometidos  al  gobier- 
no de  ocupación,  y  la  resistencia  sería  para  ellos  un  deber 
aunque  fuese  un  esfuerzo  inútil  é  ineficaz,  pues  el  hombre 
debe  preferir  la  muerte  á  volver  las  armas  contra  su  patria 
por  salvar  la  vida. 

Por  lo  demás,  el  ocupante  no  podrá  castigar  á  los  habi- 
tantes del  país  ocupado  que  quieran  marcharse  con  inten- 
ción de  unirse  al  ejército  nacional  para  pelear  por  su  pa- 
tria. Los  vínculos  que  con  éáta  ligan  al  ciudadano  son  sa- 
grados é  inviolables,  y  no  pueden  considerarse  rotos  por 
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pante  sólo  podrá  impedir  que  en  el  territorio  ocupado  se 
hagan  alistamientos  públicos  para  reforzar  el  ejército  ene- 
migo. También  podrá  considerar  como  pertenecientes  al 
ejército  á-aquellos  qiie  se  hallasen  dispuestos  á  partir  con  la 
intención  manifiesta  de  ir  á  pelear^bajo  las  banderas  de  su 
patria;  pero  esto  sólo  implicará  el  derecho  de  retenerlos^ 
como  .prisioneros  de  guerra,  no  el  de  castigarlos.  Conclui- 
mos, pues,  de  aquí  que  no  será  lícito  considerar  como  tales 
prisioneros  á  todos  los  habitantes,  porque  no  pueden  serla 
los  ciudadanos  pacíficos  que  no  cometan  actos  de  hostili- 
dad, ni  habría  derecho  á  castigar  á  los  que  quisieran  ir  á 
tomar  las  armas,  pues,  según  el  derecho  de  guerra,  no  pue- 
de tratarse  á  los  soldados  sino  como  tales  prisioneros. 

1436.  Para  precisar  mejor  la  posición  en  que  se  hallan 
los  habitantes  del  territorio  militarmente  ocupado  por  ol 
otro  beligerante,  conviene  repetir  que  la  ocupación  crea 
entre  aquéllos  y  la  soberanía  de  éste  una  posición  muy 


Art.  6.®    Los  prefectos  formarán  y  comprobarán  las  listns  en  pre- 
sencia de  todos  los  habitantes  varones. 

Art.  7.®    El  producto  de  las  confiscaciones  ingresará  en  las  csgas  del 
Gobierno  general. 

Art.  8.^    Bi  regreso  del  destierro  será  castigado  con  la  pena  impues- 
ta por  el  art.  33  del  Código  penal. 

Art.  9.^    Este  decreto  se  pondrá  en  vigor  desde  el  día  mismo  de  sn 
publicación. 

Dado  en  el  Cuartel  general  de  Versal  les  á  15  de  Diciembre  de  1870. 
— Guillermo. — De  Biamark.-^De  Roon.)^ 

Nosotros  calificamos  ese  decreto  como  una  maníñesta  y  arbitraría 
violación  de  los  principios  del  derecho  internacional  y  como  un  aten- 
tado inútil  contra  la  libertad  individual,  que  no  podrá  justificarse  bsgo 
ningún  aspecto.  Los  derechos  más  ó  menos  fundados  de  Prusia  sobre 
la  Alsacia  y  la  Lorena,  no  podrán  autorizar  al  ejército  de  ocupación  á 
considerar  como  desnacionalizados  á  los  habitantes  del  país  ocupado. 
El  derecho  de  ocupación  es  un  derecho  de  guerra  que  no  varía  esen- 
cialmente los  derechos  do  soberanía,  y  únicamente  modifica  su  ejerci- 
cio ha^ta  la  conclusión  de  la  paz.  Aunque  pudiera  justificarse  el  dere- 
cho del  ocupante  á  impedir  que  los  habitantes  del  país  ocupado  se  incor- 
porasen á  las  tropas  enemigas,  no  podrían  justificarse  en  modo  alguno 
las  sererlsimas  penas  con  que  amenaza  el  citado  decreto,  que  debe 
considerarse  como  una  patente  violación  del  derecho  internacional  de 
la  guerra. 
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particular,  de  la  cual  se  derivan  relaciones  jurídicas  espe- 
ciales. 

Los  hat)itantes  sujetos  sietopre  á  su  soberanla-nacional, 
deben  reconocer,  sin  embargo,  la  dQl  ejército  de  ocupación, 
y  someterse  á  la  autoridad  del  mismo;  mas  no  por  esto  se 
convierten  en  subditos  del  ocupante,  aunque  deben  obser- 
var respecto  al  mismo  una  actitud  meramente  pasiva  y 
neutral,  sobre  todo  en  lo  que  concierne  á  los  asuntos  mi- 
litares y  &  las  exigencias  de  la  guerra.  El  ocupante  á  su 
vez  puede  exigir  que  los  habitantes  reconozcan  su  autori- 
dad, y  puede  tratar  como  enemigos  ó  rebeldes,  según  las 
leyes  de  la  guerra,  á  aquellos  que  comprometiesen  su  se- 
guridad y  las  condiciones  necesarias  para  conservar  el 
territorio  ocupado,  considerando  en  suspenso,  pero  no  ro- 
tas, las  relaciones  con  la  soberanía  nacional. 

Establecemos,  pues,  las  reglas  siguientes: 

a)  El  beligerante  que  ocupe  <=^1  país  enemigo  podrá  exi- 
gir de  los  ciudadanos  la  sumisión  á  su  autoridad  y  obligar- 
los &  la  obediencia;  pero  no  podrá  imponerles  prestación 
alguna  que  implique  una  violación  de  sus  derechos  y  de- 
beres respecto  de  su  patria. 

b)  Los  habitantes  del  país  militarmente  ocupado  deben 
reconocer  la  suspensión  de  la  autoridad  del  Gobierno  na- 
cional^ en  cuanto  dicho  gobierno  sea  impotente  para  ejer- 
cer sus  funciones,  y  reconocer  temporalmente  la  soberanía 
del  ocupante,  observando  respecto  de  éste  una  actitud  pa- 
siva, absteniéndose  de  realizar  cualquier  acto  que  pueda 
comprometer  directamente  la  seguridad  del  ocupante  ó  sus 
actuales  intereses. 

c)  El  ocupante,  no  sólo  puede  reprimir  las  violaciones, 
sino  prevenirlas  con  la  intimidación,  promulgando  leyes  y 
penas  severísimas  contra  cualquier  atentado  á  su  existen- 
cia ó  á  su  seguridad;  pero  deberá  considerarse  contrario  á 
los  principios  de  la  justicia  internacional  el  decretar  ejecu- 
ciones sumarias  para  condenar  á  pena  de  muerte  sin  un 
procedimiento  regular  y  con  el  solo  objeto  de  aterrar  á  las 
pobleu^íones. 

1437.  Incumbe  al  Estado  beligerante  organizar  en  el  país 
enemigo  militarmente  ocupado  un  Gobierno  provisional 
que  ejerza  el  poder  supremo  con  arreglo  á  las  leyes  de  la 
humanidad,  de  la  justicia  y  del  honor,  y  los  derechos  y  fun- 
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clones  de  la  soberanía  según  las  leyes  vigentes  y  los  usos? 
reconocidos  por  los  pueblos  civilizados. 

Determinar  los  justos  límites  en  que  el  gobierno  de  ocu- 
pación  debe  ejercer  dicjios  derechos  y  funciones  en  el  psi^ 
ocupado,  es  cuestión  muy  delicada  y  difícil.  El  gobierno  de 
ocupación  es  gobierno  de  hecho,  y  nadie  puede  desconocer 
que  éste,  aunque  temporalmente,  reemplaza  al  gobierno 
del  vencido,  y  que  puede  ejercer  &  su  vez  los  derechos  de 
soberanía;  pero,  como  ya  hemos  dicho,  debe  éste  confiar  al 
tiempo  y  &  los  acontecimientos  la  plenitud  de  su  ser  y  su 
convalidación.  Es  necesario  que  ejerza  los  poderes  y  las 
funciones  de  la  soberanía  en  los  límites  de  la  necesidad  -y 
del  fin  inmediato  de  la  ocupación. 

Los  límites  de  la  necesidad  pueden  fijarse  evaluando  la.s 
medidas  que  deben  considerarse  indispensables  para  pro- 
teger las  condiciones  de  existencia  y  de  seguridad,  el  orden 
público  y  los  derechos  de  los  habitantes.  El  fin  inmediato 
no  puede  confundirse  con  el  definitivo.  Este  podrá  ser  la 
conquista  ó  la  anexión  del  territorio  ocupado;  pero  como 
esto  no  puede  realizarse  hasta  la  conclusión  de  la  guerra, 
si  la  intención  del  ocupante  hubiera  de  tenerse  en  cuenta 
para  determinar  el  ejercicio  de  sus  poderes,  haría  esto  que 
fuesen  inciertos  y  mal  definidos  los  límites  del  mismo,  Máfí 
que  á  sus  intenciones  y  al  fin  definitivo,  deberá  atenderse 
al  objeto  inmediato,  esto  es,  al  que  se  deriva  de  la  natura- 
leza de  las  cosas,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  del  acto  de.  la  ocu- 
pación considerada  en  sí  misma  como  una  operación  de 
guerra. 

Bajo  este  punto  de  vista,  los  límites  que  según  el  dere- 
cho internacional  y  los  principios  racionales  deben  asig* 
narse  al  ejercicio  de  los  poderes  del  ocupante,  tiene  su  fun- 
damento en  el  derecho  de  defender  su  posesión  y  prevenir 
cualquier  perturbación  y  aprovecharse  de  aquélla  sacando 
todas  las  ventajas  posibles  del  territorio  por  él  poseído. 

1438.  Fijando  la  atención  en  este  fin  Inmediato,  pueden 
establecerse  reglas  racionales  para  el  ejercicio  de  las  fun- 
ciones de  la  soberanía.  Y  comenísando  por  la  facultad  de 
cambiar  las  leyes  constitucionales,  las  civiles  y  las  pena- 
les del  país  ocupado,  creemos  que  todo  debe  depender  de 
las  necesidades  del  momento,  consideradas  en  sus  relacio- 
jies  con  los  fines  de  la  guerra  y  de  la  ocupación.  El  carác- 


cion,  no  puede  justiUcarmodiflcacioQes  sustanciales  en  la 
constitución  política  del  país  ocupado,  y  únicamente  podrá 
suspenderse  ó  limitarse  su  aplicación  hasta  donde  sea  ne- 
cesario para  restablecer  y  aáanzar  la  seguridad  pública  y 
el  orden  social.  No  puede  negarse  al  ocupante  el  derecho  & 
atender  á  su  seguridad  y  conservación  mediante  órdenes, 
dncretos,  leyes  ó  bandos  militares.  £1  limitar  las  garantías 
constitucionales,  el  restringir  la  libertad  de  imprenta  y  la 
de  reuniones,  el  suspender  ciertas  layes  protectoras  de  la 
libertad  Individual,  comoelAa6ea«corpu8,  y  el  tomar  todas 
las  medidas  de  policía  necesarias  para  mantener  el  orden  y 
prevenir  cualquier  rebelión  6  insurrección  por  parte  de  los 
habitantes,  debe  considerarse  no  solamente  como  uq  dere- 
cho sino  como  un  imperioso  deber  del  ocupante. 

Suspendido  por  el  hecho  de  la  ocupación  el  derecho  de 
legislar  que  el  Gobierno  nacional  tenfa,  es  indudable  que 
este  derecho  debe  ser  ejercido  por  el  ocupante  dentro  de  los 
limites  impuestos  por  las  exigencias  de  la  guerra.  El  tras- 
lomar  sin  razón  la  legislación  civil  de  un  país  ocupado, 
mientras  la  ocupación  sea  un  hecho  provisional,  será 
un  verdadero  abuso  y  una  falta  de  prudencia  política,  de  la 
que  nos  dejaronjejemplos  dignos  de  imitación  los  Romanos, 
que  concedían  álos  vencidos  el  derecho  de  regirse  por  sus 
propias  leyes. 

U39.  En  cuanto  &  las  leyes  penales,  puede  ser  necesaria 
su  modificación  en  el  país  ocupado.  El  derecho  que  tiene  el 
ocupante  de  exigir  de  los  habitantes  una  actitud  neutral  y 
pasiva  lo  autoriza  á  castigar  severamente  &  los  que  come- 
tan actos  hostiles.  Esto  no  podrá  justificar,  sin  embargo,  el 
cambio  esencial  de  los  principios  del  derecho  penal  en  lo 
que  se  refiere  á  la  gradación  de  las  penas,  á  la  justificación 
de  las  impuestas  ó  á  la  responsabíUdfid  penal  y  al  procedi- 
miento y  orden  de  los  juicios. 

El  gobierno  militar  puede,  sin  duda,  promulgar  la  ley 
marcial  en  el  país  ocupado,  proclamar  en  estado  de  sitio, 
recurrir  á  ciertas  medidas  de  rigor  según  las  necesidades 
de  la  situación,  y  tiene  el  deber  supremo  de  mantener  el  or- 
den en  el  país  ocupado  6  de  impedir  la  insurrección;  pero  no 
puede  aplicar  las  penas  arbitrariamente  ni  castigar  un  acto 
sin  que  previamente  se  haya  promulgado  por  medio  de  un 
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bando,  una  orden  ó  en  cualquier  otra  forma,  la  pena  que  M 
acto  lleva  consigo. 

Las  penas  deben  ser  más  severas  que  en  tiempo  de  paz, 
porque  de  otro  modo  no  serían  eficaces.  La  seguridad  del 
ejército,  la  tendencia  á  cometer  infracciones  estimulados 
por  el  patriotismo,  que  hace  que  se  consideren  ciertos  ac- 
tos como  irreprensibles  y  á  veces  como  un  deber,  legitiman 
la  mayor  severidad  en  la  represión;  pero  la  exageración 
serla  censurable  y  hasta  contraproducente.  Si  con  el  sólo 
objeto  de  intimidar  se  empleasen  medios  de  represión  que 
por  su  severidad  debieran  considerarse  contrarios  á  la  ra- 
zón y  la  moral,  si  se  castigase  &  los  inocentes  en  sustitu- 
ción de  los  culpables,  esto  provocarla  la  reacción  y  la  ven- 
ganza. 

El  procedimiento  rápido  y  sumario  de  los  consejos  de 
guerra  y  la  necesidad  de  que  á  toda  infracción  siga  inme- 
diatamente la  pena  para  que  ésta  pueda  ser  eficaz,  hace  di- 
fícil el  graduar  las  penas  con  la  misma  precisión  que  en 
tiempo  de  paz;  pero  el  condenar  con  la  pena  de  muerte  por 
cualquier  delito  cometido  durante  la  ocupación  militar,  de- 
berá considerarse  contrario  á  los  principios  del  derecho 
penal  de  la  guerra. 

1440.  En  la  de  1870  se  declaró  responsables  á  los  munici- 
pios de  toda  infracción  cometida  en  su  territorio  contra  la 
seguridad  del  ejército  por  cualquier  persona  que  no  perte- 
neciese al  ejército  francés.  Esta  disposición  sólo  puede  jus- 
tificarse (a)  como  un  medio  de  obligar  á  la  autoridad  muni- 
cipal á  tomar  todas  las  medidas  convenientes  para  mante- 
ner la  seguridad  en  su  propio  territorio,  evitando  así  la 
pena;  pero  si  se  admite  como  regla  que  perlas  exigencias  de 
la  guerra  pueda  sustituirse  la  responsabilidad  individual 
por  la  colectiva,  conduciría  esto  á  legitimar  todos  los  abu- 
sos y  trastornar  todo  el  sistema  de  la  responsabilidad  en 


(a)  Esta  disposición  no  puede  justificarse,  á  juicio  nuestro,  de  ningún  modo.  Que 
no  cabe  en  la  reg^a  general,  lo  reconoce  y  confiesa  el  autor  en  este  mismo  párrafo, 
y  si  pudiera  considerarse  como  excepción  ó  como  medida  preventiva,  equivaldría 
esto  á  dar  una  forma  distinta,  á  establecer  de  una  manera  indirecta  la  misma  re- 
gla general  qué  directamente  con  tan  valiosas  razones  rechasa  Mr.  Piore. 

Aquí  no  cabe  escusa  de  ningún  género;  hay  que  confesar  sencillamente  que,  á 
pesar  de  su  reconocida  ilustración,  los  ejércitos  alemanes  cometieron  tantos  actos 
de  barbarle  cuantas  fuesen  las  ocasiones  en  que  aplicasen  tan* Irracional  procedi- 
miento.HN-  ^t^  T.) 
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bardeo  á  aquellos  municipios  en  cuyo  territorio  se  ha- 
yan cometido  actos  de  hostilidad  contra  el  ejército  ocupan- 
te, el  castigar  en  conjunto  á.  los  habitantes  de  un  barrio  por 
un  delito  común  en  él  cometido  cuando  no  entregasen  ó  de- 
nunciasen á  su  autor,  estas  y  otras  medidas  análogas,  que 
tenderían  á  trasformar  &  los  habitantes  del  municipio  en 
agentes  del  ejército  de  ocupación,  sirviendo  como  espfas  y 
delatores,  equivaldría  á  extralimitar  la  represión,  hacer  al 
inocente  responsable  do  los  actos  de  los  criminales ,  y  cas- 
tigar en  masa  y  sin  distinción  con  objeto  de  intimidar  y 
aterrar  á  los  ciudadanos  contra  todo  principio  de  justicia, 
exasperando  á  las  poblaciones  é  impulsándolas  á  hacer  una 
resistencia  desesperada. 

Concluimos,  pues,  (Jo  lo  dicho,  que  el  derecho  penal  de  la 
guerra  tiene  también  sus  principios  y  sus  leyes,  y  el  dere- 
cho y  el  deber  que  tiene  la  autoridad  militar  de  aprovechar 
todos  los  medios  para  proveer  á  su  seguridad  y  hacer  que 
se  reconozca  su  autoridad  en  el  territorio  ocupado,  pueden 
autorizar  una  gran  severidad,  pero  no  derogar  por  comple- 
to los  principios  del  derecho  penal  ni  legitimar  las  penas 
arbitrarias  impuestas  por  la  autoridad  misma. 

Nuestro  legislador  ha  provisto  convenientemente  á  esto 
mediante  las  disposiciones  contenidas  en  el  Código  penal 
del  ejército  y  en  el  Reglamento  para  el  servicio  de  las  tro- 
pas italianas  en  campaña.  En  el  preámbulo  del  citado  Re- 
glamento se  dice:  «El  respeto  á  la  propiedad  es  el  comple- 
mento de  las  cualidades  morales  del  ejército  de  una  nación 
civilizada.  En  armonía  con  este  principio,  deben  proscri- 
birse absolutamente  todos  los  actos  pt^rjudiciales  á  la  pro- 
piedad ó  las  personas  y  que  ao  estén  justificados  por  las 
necesidades  de  la  guerra,  aun  cuando  se  cometan  en  país 
enemigo.»  El  art.  252  del  Código  penal  dispone  lo  siguiente: 
«El  que  sin  orden  superior  ó  sin  verse  obligiado  á  ello  por 
la  necesidad  de  la  defensa  prendiese  voluntariamente  fue- 
go en  país  enemigo  á  una  casa  ó  ú  otro  cualquier  edificio, 
será  castigado  con  la  pena  de  muerte,  previa  la  degrada- 
ción correspondiente;  y  si  la  casa  ó  el  edificio  no  estuvie- 
sen habitados  ó  el  daño  no  excediese  de  500  liras,  la  pena 
se  disminuirá  de  uno  á  tres  grados.» 

El  legislador  italiano  castiga  además  el  saqueo  con  la 
pena  de  muerte  (ant.  275).  Por  las  contribuciones  de  guerra 
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Ya  hemos  dicho  que  el  ocupante  no  debe  derogar  la 
legislación  vigente  en  el  territorio  que  ocupe ,  pues  os 
natural  que  en  materias  civiles  sentencien  los  jueces  apli- 
cando las  leyes  de  su  pais.  Los  magistrados  no  deben  ne- 
garse &  continuar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  sea  ea  la 
administración  de  justicia,  pues  éstos  no  son  en  realidad 
funcionarios  de  la  autoridad  política,  sino  sacerdotes  de  la 
ley,  llamados  á  proclamar  el  derecho  en  interés  de  la  po- 
blación, y  nq  podrán  por  razones  políticas  suspender  sus 
funciones  sin  faltar  al  principal  de  sus  deberes.  Sólo  tienen 
derecho  y  deben  reclamar  una  condición  esencialisima,  á 
saber,  que  se  reconozca  y  respete  religiosamente  su  com- 
pleta independencia. 

Bajo  este  aspecto,  no  podría  justificarse  la  pretensión  del 
gobierno  de  ocupación  de  imponer  á  la  magistratura  del 
país  ocupado  la  obligación  de  administrar  justicia  en  nom- 
bre de  la  soberanía  del  Estado  ocupante,  pues  esto  implica- 
ría la  obligación  de  reconocer  el  cambio  definitivo  de  sobe- 
rano, á  quien  corresponde  dar  fuerza  ejecutiva  á  la  senten- 
cia pronunciada,  y  sería  contrario  á  la  independencia  judi- 
cial, que,  como  ya  hemos  dicho,  debe  ser  escrupulosamen- 
te respetada.  Los  magistrados  no  pueden  ser  obligados  á 
hacer  declaraciones  políticas,  ni  puede  considerarse  tam- 
poco sustituida  definitivamente  la  soberanía.  Por  consi- 
guiente, si  no  hubiese  otro  medio  de  conciliar  las  pretensio- 
nes del  ocupante  y  el  respeto  debido  á  la  independencia  de 
los  magistrados,  debería  adoptarse  el  temperamento  de 
pronunciar  las  sentencias  en  nombre  de  la  ley,  que  en  rea- 
lidad sería  la  fórmula  mejor  y  más  lógica  (1). 


(i)  Dorante  la  guerra  de  1870,  habieado  ocupado  el  ejército  prusia- 
no la  Lorena,  se  pretendió  que  los  Tribunales  de  Naney  4xue  adminis- 
trasen justicia,  encabezasen  las  sentencias:  En  el  nombre  de  las  Alias 
Poteneiaa  alemanas  que. ocupan  la  Alsacia  y  la  Lorena,  etc.  Dichos 
Tribunales  se  negaron  á  emplear  esta  fórmula  y  prefirieron  encabezar- 
las: En  nombre  del  pueblo  y  del  Gobierno  francés,  etc.,  y  por  no  re- 
sultar avenencia  en  este  punto,  suspendieron  provisionalmente  sus  fun- 
ciones. Esto  mismo  hicieron  los  Tribunales  de  Lahon  y  de  Versalles. 
Respecto  de  estos  documentos,  véase  Calvo,  Der,  int,  §  1896. 

El  Tribunal  de  Strasburgo  evitó  las  cuestiones  adoptando  la  siguien- 
te  fórmula  que  fué  reconocida  por  el  Tribunal  de  Casación  de  París:  «El 
Tribunal  de ha  dictado  la  siguiente  sentencia En  su  conseeuen- 
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Prusia  por  el  tratado  de  28  de  Febrero  de  1871,  surgiendo  la 
duda  de  si  era  admisible  el  recurso,  siendo  asi  que  el  de- 
partamento del  Alto  Rliin  habla  dejado  de  pertenecer  á 
Francia. 

El  Tribunal  de  casación  sostuvo  con  razón  la  afirmativa, 
por  las  siguientes  razones  que  reproducimos  textualmente: 
«El  dia  en  que  Loubert,  ciudadano  francés,  interpuso  legal- 
mente  el  recurso  de  casación  contra  la  sentencia  que  le  ha- 
bla condenado,  tenia  indiscutiblemente  el  derecho  de  somie- 
ter  al  Tribunal  de  casación  la  sentencia  dictada  por  una  au- 
toridad judicial  francesa.  Resulta  de  aquí,  que  si  los  acon- 
tecimientos de  la  guerra  no  hubiesen  opuesto  ningún  obs- 
táculo al  envío  de  los  autos  al  Ministerio  de  justicia  dentro 
del  término  legal,  habría  sido  admisible  el  recurso.  Que  ha- 
bla en  esto  á  favor  del  recurrente  un  derecho  adquirido  del 
que  no  podía  privársele  por  el  tratado  bu  que  Francia  había 
cedido  la  Alsacia  á  Prusia,  sin  dar  á  este  tratado  un  efecto 
retroactivo  contrario  á  las  leyes  de  todos  los  países  civili- 
zados. Que  para  que  el  recurrente  hubiese  sido  privado  de 
su  derecho,  habría  sido  necesario,  ó  que  el  tratado  contuviese 
respecto  de  este  punto  una  estipulación  expresa,  lo  cual  no 
sucede,  oque  al  decidir  acerca  de  este  recurso  pudiese  el 
Tribunal  perjudicar  los  derechos  de  la  soberanía  extranjera 
sobre  aquella  parte  del  territorio,  lo  cual  sucede  en  el  pre- 
sente caso.  Es,  en  efecto,  una  regla  de  derecho  internacio- 
nal, que  la  soberanía  extranjera,  al  tomar  posesión  del 
nuevo  territorio,  no  sólo  sucede  en  los  derechos  sino  tam- 
bién en  los  deberes  á  la  antigua  soberanía  territorial  á  quien 
sustituye,  que  ésta  debe  por  consiguiente  mandar  que  se 
ejecuten  las  sentencias  y  respetar  los  derechos  adquiri- 
dos (1). 
1444.    Proponemos,  pues,  como  reglas: 

a)  En  los  territorios  enemigos  continuarán  aplicándose 
durante  la  ocupación  militar  las  leyes  relativas  á  la  orga- 
nización judicial,  á  las  jurisdicciones  y  á  las  competencias, 
á  no  ser  que  la  autoridad  militar  haya  dispuesto  lo  con  - 
trario. 

b)  Corresponde  al  ocupante  respetar  la  organización  ju- 


(1)    Trib.  de  Gas.  fraac,  21  de  Setiembre  de  1871;  Sirey,  1871, 1, 108. 
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dicial  y  las  jurisdicciones  del  pais  ocupado  para  no  retra- 
sar ó  impedir  la  administración  de  justicia,  salvo  siempre 
el  derecho  &  establecer  jurisdicciones  excepcionales  y  la 
competencia  de  los  consejos  de  guerra  por  las  necesidades 
militares,  hasta  que  las  hostilidades  hayan  terminado  por 
completo,  ó  siempre  que  haya  motivo  para  temer  que  pue- 
dan renovarse. 

c)  En  materia  civil,  sobre  todo,  deberá  el  Gobierno  pro- 
visional conservar  el  stato  quo,  é  invitar  á  los  Tribunales 
ordinarios  á  que  funcionen  sin  proveer  por  su  iniciativa  & 
la  administración  de  justicia,  sino  cuando  los  Tribunales 
faltasen  á.  su  deber  de  proseguir  sus  funciones  y  no  se  pu- 
diese aplazar  este  asunto. 

1445.  El  beligerante  que  ocupe  el  territorio  enemigo  tie- 
ne derecho  á  sacar  de  la  ocupación  todas  las  ventajas  posi- 
bles y  á  impedir  que  las  saque  el  gobierno  contrario.  Puede 
ante  todo  secuestrar  el  numerario,  los  fondos  y  valores  exl- 
gibles  ó  negociables  pertenecientes  al  Estado,  ora  exista  ya 
este  numerario  en  las  cajas  del  Tesoro,  ora  proceda  de  cré- 
ditos contra  los  particulares,  siempre  que  se  trate  de  crédi- 
tos vencidos  6  que  venzan  durante  la  ocupación.  Podrá 
apropiarse  además  los  depósitos  de  armas,  y  en  general  la 
propiedad  mueble  del  Estado  que  pueda  servir  de  algún 
modo  para  las  operaciones  de  la  guerra.  También  puede 
secuestrar  y  emplear  para  su  exclusivo  uso  los  materiales 
de  trasporte  (trenes,  barcos,  etc.),  los  telégrafos,  los  mate- 
riales de  construcción,  etc.,  siempre  que  se  trate  de  cosas 
pertenecientes  al  Estado.  En  cuanto  á  los  objetos  que  cons- 
tituyen la  propiedad  pública  ó  el  patrimonio  inmueble  del 
Estado,  no  pueden  ser  sus  derechos  más  extensos  que  los 
que  correspondían  al  gobierno  enemigo. 

El  derecho  del  vencedor  sobre  el  territorio  ocupado  con- 
siste, en  efecto,  en  la  mera  toma  de  posesión  temporal  de 
todos  los  bienes  pertenecientes  á  la  propiedad  pública  del 
Estado  enemigo,  y  en  la  percepción  de  sus  frutos  y  rentas . 
No  tiene  derecho  á  disponer  definitivamente  de  dichos  bie- 
nes inmuebles,  á  no  ser  que  fuese  necesaria  la  enajenación 
de  una  parte  de  ellos  por  las  exigencias  de  la  guerra  ó  por 
la  urgente  necesidad  de  proporcionarse  los  medios  de  pro- 
seguirla. En  este  caso  seria  válida  la  enajenación  de  dichos 
bienes  respecto  de  aquellos  que  los  hubiesen  adquirido. 
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siempre  que  ésta  se  hubiese  verificado  con  arreglo  alas  le- 
yes vigentes  durante  la  ocupación .  Fuera  de  este  caso,  con- 
viene considerar  como  máxima  indiscutible  que  la  oceupatio 
belliea  no  es  por  si  misma  un  titulo  perfecto  para  apropiar- 
se las  cosas  pertenecierites  al  dominio  público,  si  bien  pue- 
de legitimar  el  secuestro  de  las  rentas,  sustituyendo  previ  - 
sionalmente  el  vencedor  al  soberano  desposeído.  Podrá, 
pues,  aquél  realizar  todos  los  actos  administrativos  como 
administrador  provisional  de  aquellos  bienes,  y  apropiarse 
las  rentas  de  los  montes,  de  las  minas,  etc.,  pero  sin  facul- 
tades para  disponer  de  los  bienes  mismos  fuera  de  los  lími- 
tes de  la  necesidad,  ni  deteriorarlos,  salvo  el  caso  en  que 
así  lo  exigiesen  las  necesidades  de  la  guerra. 

1446.  En  cuanto  á  los  impuestos,  es  regla  general  que  el 
Estado  que  ocupe  el  país  enemigb  tiene  derecho  á  cobrar 
todas  las  contribuciones  existentes  en  la  forma  y  con  arre- 
glo á  las  leyes  y  usos  vigentes  en  el  país  ocupado.  Respec- 
to á  la  facultad  de  modificar  la  legislación  financiera,  su- 
primiendo algunos  impuestos  existentes,  creando  otros 
nuevos  ó  variando  el  sistema  de  percepción  ó  cobranza, 
etc.,  corresponde  á  las  atribuciones  que  tiene  el  ocupante 
para  modificar  las  leyes  del  país  ocupado,  y  queda  resuelto 
con  los  principios  anteriormente  expuestos. 

Podría  surgir  una  grave  dificultad  práctica  respecto  á  la 
percepción  de  los  impuestos  si  todos  los  funcionarios  pú- 
blicos nombrados  por  el  antiguo  gobierno  para  los  cargos 
correspondientes  se  negasen  á  continuaren  ellos.  jNo  pue- 
de negarse  que  estaban  en  su  derecho  al  hacerlo;  pero  se- 
ría preferible  que  no  usasen  de  tal  derecho  para  no  empeo- 
rar la  situación  de  la  población,  autorizando  así  al  beli- 
gerante para  adoptar  sistemas  quizas  más  onerosos  y  ve- 
jatorios con  objeto  de  recaudar  el  producto  de  los  impues- 
tos. La  ocupación  militar  es  un  acontecimiento  público, 
tanto  más  desastroso  cuanto  más  se  obstina  la  población 
del  país  ocupado  en  hacer  una  resistencia  inútil,  tomando 
una  actitud  hostil,  más  ó  menos  indirecta. 

El  beligerante,  que  tiene  el  derecho  de  aprovecharse  de 
los  recursos  financieros  del  país  durante  todo  el  tiempo  de 
su  ocupación,  estarfa  autorizado  á  imponer  á  los  munici- 
pios una  contribución  única,  declarando  á  las  corporacio- 
nes responsables  del  pago,  y  no  sería  ciertamente  venta- 


• 
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des  de  la  lucha,  pues  en  tal  caso  se  convierten  las  contri- 
buciones en  un  verdadero  despojo,  y  la  dificultad  estriba  en 
precisar  los  justos  límites  de  las  contribuciones  de  guerra. 

El  principio  que  debe  regular  el  ejercicio  de  este  derecho 
puede  fijarse  en  estos  términos:  que  no  se  reconozcan  al 
vencedormayores  atribuciones  que  las  quecompetían  al  Es- 
tado vencido.  El  derecho  á  imponer  contribuciones  está  en 
general  sujeto  á  la  regla  de  que  jamás  debe  ser  la  contri- 
bución tan  onerosa  que  impida  á  los  propietarios  disfrutar 
sus  capitales.  El  Estado  debe  arreglar  sus  recursos  finan- 
cieros á.  los  del  país,  apropiándose  una  parte  de  las  rentas 
sin  que  disminuyan  los  capitales,  á  cuya  regla  debe  ajus- 
tarse el  límite  de  que  no  debe  exceder  la  contribución  de 
guerra,  sopeña  de  degenerar  en  un  verdadero  despojo. 

Algunos  escritores  han  sostenido  que  el  derecho  de  im- 
poner contribuciones  corresponde  lógicamente  al  belige- 
rante, puesto  que  preserva  la  propiedad  privada  de  la  de- 
predación y  del  saqueo.  Tal  es  la  opinión  de  Vattel,  el  cual 
escribe:  «Al  pillaje  y  al  saqueo  de  los  campos  y  lugares  in- 
defensos ha  sucedido  un  uso  mucho  más  humano  á  la  vez 
que  mucho  más  ventajoso  para  el  soberano  que  hace  la 
guerra,  á  saber:  el  de  las  contribuciones.  Todo  el  que  sos- 
tiene una  guerra  justa  está  en  su  derecho  al  obligar  al  país 
á  contribuir  al  mantenimiento  del  ejército  y  á  los  demás 
gastos  de  la  guerra  (1). 

Legitimando  la  contribución  bajo  este  aspecto,  se  llega- 
ría á  destruir  el  principio  de  inviolabilidad  de  la  propiedad 
privada,  y  se  ampliarían  los  justos  límites  de  la  contribu- 
ción de  guerra,  la  cual,  repetimos,  no  puede  ser  justa  sino 
cuando  es  proporcionada  á  los  recursos  del  país,  y  no  co- 
loca á  los  ciudadanos  en  la  imposibilidad  de  disfrutuar  los 
capitales  si  han  de  poder  pagarla.  El  beligerante  no  puede 
atacar  la  propiedad  ni  aun  por  este  medio  indirecto,  y  asi 
como  sería  injusto  confiscar  la  propiedad  privada,  también 
lo  sería  si  el  beligerante  se  la  apropiase  por  el  medio  indi  - 
recto  de  las  contribuciones. 

1449.  Podría  asimismo  suceder  que  el  beligerante  tuvi(^- 
se  necesidad  de  numerario  para  reponer  las  cajas  militares, 
en  cuyo  caso  no  podría  negársele  el  derecho  de  procurar- 


ía   Vattel,  Derecho  de  gentes,  lib.  in,  §  165. 
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«Art.  1206.  Las  contribuciones  de  guerra  pueden  ser  de 
cuatro  clases,  á  saber: 

a)  Contribuciones  impuestas  por  razones  políticas; 

b)  ídem  idem  para  reponer  las  cajas  militares; 

c)  ídem  idem  en  sustitución  de  los  servicios  no  pres- 
tados; 

d)  Contribuciones  impuestas  á  manera  de  castigo. 
»Art.  1207.    Sólo  el  general  en  jefe  del  ejército  esta  faculr 

tado  para  ordenar  el  cobro  de  las  contribuciones  de  guerra. 
Esta  orden  la  dará  bajo  su  responsabilidad  personal.  La 
misma  facultad  puede  concederse  también  por  el  general 
en  jefe  á  los  generales  de  los  cuerpos  de  ejército  llamados 
&  llevar  á  cabo  operaciones  aisladas  en  otro  teatro  de  la 
guerra. 

))Art.  1208Í.  Por  regla  general,  el  ejército  que  ocupe  un 
pais  enemigo  no  cobrará,  más  que  los  impuestos  existentes 
establecidos  en  beneficio  del  Estado,  y,  á  ser  posible,  en  la 
forma  y  con  arreglo  á  los  usos  vigentes  en  el  país  mismo  y 
con  el  concurso  de  las  autoridades  locales. 

»Art.  1209.  Los  impuestos  cobrados  los  empleará  tam- 
bién en  los  gastos  de  administración  del  país  en  la  medida 
á  que  estaba  obligado  el  Gobierno  de  aquel  Estado. 

»Art.  1210.  No  pudiendo  verificarse  la  recaudación  en  la 
forma  establecida  anteriormente,  podrá  el  general  en  jefe 
imponer  al  país  otra  contribución  de  guerra  equivalente  á 
los  impuestos  que  hubieran  debido  cobrarse. 

)>Art.  1211.  Las  contribuciones  impuestas  para  reponer 
las  cajas  militares  revisten  el  carácter  de  empréstito  forzo- 
so, é  implican  el  derecho,  para  los  países  y  las  personas  so- 
bre que  se  impusieron,  á  un  reembolso  eventual  y  futuro 

»Art.  1212.  Cuando  se  imponga  á  un  país  una  requisa  de 
víveres  ó  de  otras  cosas  análogas,  ó  una  prestación  cual- 
quiera, y  él  declare  no  poder  satisfacerla,  si  se  funda  en  un 
motivo  que  acuse  malevolencia,  ó  haber  expdrtado  ú 
ocultado  los  géneros  pedidos,  puede  ordenar  el  general  en 
jefe  que  se  sujete  dicho  país  á  una  contribución  en  dinero, 
equivalente  al  valor  de  la  prestación  que  se  le  impuso. 

»Art.  1213.  También  puede  imponerse  á  título  de  castigo 
una  multa  en  dinero  al  país  que  hubiere  violado  las  leyes 
internacionales  cuando  no  se  crea  conveniente  recurrir  i'i 
otro  castigo. 
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Durante  la  ocupación  militar  de  la  Alsa  cia  y  de  la  Lo- 
ena,  debía  un  g  uarda  forestal  redac  tar  un  acta,  y  siendo 
necesario,  según  el  Oódigo  forestal  francés,  la  presencia 
de  un  delegado  del  ejército  prusiano,  el  Tribunal  de  casa- 
ción consideró  este  acta  como  ilegal  por  haber  violado  el 
principio  de  que  ningún  acto  de  jurisdicción  podía  verlfl- 
carse  en  el  territorio  nacional  en  nombre  de  un  soberano 
extranjero  (1).  Sin  embargo,  en  nuestra  opinión,  este  prin- 
cipio puede  y  debe  aplicarse  con  mucha  parsimonia  en  las 
condiciones  normales;  pero  cuando  el  Gobierno  nacional 
ha  suspendido  de  hecho  el  ejercic  lo  de  su  autoridad  en  el 
territorio  ocupado  por  el  enemigo,  y  lo  ha  reemplazado 
éste  en  el  ejercicio  del  imperium  y  la  auetoritas,  no  pueden 
por  menos  los  funcionarios  públi  eos  de  reconocer  el  esta- 
do de  hecho;  y  sus  actos  no  es  taran  destituidos  de  toda  le- 
galidad, como  sucedería  en  las  condiciones  ordinarias. 

Entiéndase  bien  que  los  funcionarlos  públicos  deben 
ejercer  siempre  sus  cargos  d  e  conformidad  con  las  leyes 
de  su  propio  país  mientras  éstas  no  hayan  sido  expresa- 
mente suspendidas  ó  modificadas  por  el  gobierno  de  ocu- 
pación. Por  esto  es  por  lo  que  todas  las  prohibiciones  y 
prescripciones  de  las  leyes  nacionales  y  las  penas  impues- 
tas por  las  mismas  á  las  Infracciones,  están  en  pleno  vigor 
y  deben  ser  aplicadas  durante  la  ocupación  del  territorio 
por  el  enemigo,  como  lo  eran  antes,  hasta  que  dichas  dis- 
posiciones sean  expresamente  derogadas  por  el  ejército  de 
ocupación.  Debe  siempre  considerarse  como  máxima  que 
la  ocupación  del  territorio  por  parte  del  enemigo  no.  lleva 
consigo  la  suspensión  del  derecho  político  y  del  derecho 
civil  del  país  ocupado. 

1454.  Es  natural  que  el  gobierno  de  ocupación  procuro 
que  se  satisfagan  las  necesidades  del  país  ocupado;  debe, 
pues,  continuar  las  obras  publicas,  atender  al  entreteni- 
miento de  los  caminos  y  demás  vías  de  comunicación,  á 
los  servicios  postales,  telegráficos,  marítimos  y  de  ferro- 
carriles, destinando  á  este  objeto  una  parte  de  los  impues- 
tos percibidos  durante  la  ocupación.  El  soberano  de  hecho 
subroga  al  legítimo  en  cuanto  á  los  derechos  y  obllgaclo- 


(1)    Cas.  crím.,  29  de  Jnnio  de  1872;  Glunet,   Diario  de  derecho  etc. 
1874,  pág.  124. 
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ternacíonal  de  los  referidos  actos  (1).  Por  otra  parte,  los 
Estados  neutrales  que  tuviesen  necesidad  de  tratar  asuntos 
diplomáticos,  podrán  hacerlo  indudablemente  mediante  no- 
tas 6  convenciones,  ó  arreglar  de  otro  cualquier  modo  estas 
relaciones  según  las  necesidades  de  las  cosas,  y  proveer  á 
la  protección  y  seguridad  de  los  ciudadanos  en  el  territo- 
rio ocupado,  sin  que  tales  correspondencias  y  relaciones 
impliquen  ningún  reconocimiento  de  los  hechos  consuma- 
dos ni  de  la  soberanía  del  ocupante  en  el  territorio  ocupado. 
Para  lo  demas^  remitimos  al  lector  á  lo  dicho  en  el  párraT 
fo  320  y  siguientes  del  tomo  I. 

1456.  Por  lo  que  se  refiere  á  las  consecuencias  que  pue- 
den derivarse  en  el  caso  de  que  el  territorio  ocupado  sea 
reconquistado  por  el  soberano  legítimo  en  lo  tocante  á  los 
actos  civiles  y  políticos  verificados  durante  la  ocupación, 
nos  ocuparemos  de  ello  después,  al  tratar  del  derecho  de 
poslliminio. 


(1)  Las  disposiciones  contenidas  en  los  Estatutos  33  y  34  Vitoria^  ca  - 
pUtüo  XC,  acerca  del  alistamiento  ilegal  y  de  la  construcción  dé  nares 
por  cuenta  de  un  Estado  extranjero  en  guerra  con  otro  Estado  amigo 
de  la  Gran  Bretafia,  se  han  declarado  aplicables  por  el  art.  30  de  dicha 
ley  cuando  sean  exigidos  en  un  país  en  que  se  halle  establecido  un  go- 
bierno de  hecho,  esto  ea,  un  gobierno  que  asuma  el  ejercicio  del  poder 
soberano. 
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CAPITULO  X 

DE  LAS  CONVENCIOHES  DE  LA  ^UEmRA     * 


(Suspensión  de  las  hostilidades,  armisticios,  capiiulaeiones.) 

1457.  Katvnlfltt  dalas  WBTiniñonw  de  la  giiim.^1458.  Sui  etpodet.— 1459. 
Be  la  faipeasioB  de  lai  lioitilidadee.— 1460.  06mo  debe  eetipiilane. — 1461.  Sus 
eonfeeaenoias  juridioas. — 1462.  Del  armistieio.— 1463.  Su  oai¿oter  jurídieo.» 
1464.  Máximas  de  eai¿oter  pesiÜTO. — 1465.  Kl  amdstieio  bo  sospeBde  el  es- 
iade  de  guerra.— 1466.  OoBdioioBes  para  la  Talidei  del  mismo. — 1467.  Dere- 
ékos  j  delmres  de  los  beligeraBtes  dorante  el  armisiioio. — 1468.  Gémo  debeesti- 
fdazM.— 1469.  Guando  la  eenreaeioB  es  obligatoria.— 1470.  De  las  eapitnla- 
eunee. — 1471.  Valor  jnxidieo  de  las  ooBdiáoBes  ooBYeBidas.— 1472.  0¿mo  de- 
ben ser  qeeatadas. — 1473.  Del  salYO-oe&diieto. — 1474.  De  la  salTaguardia.— 
1475.  De  las  lieeneias. 

1457.  Siempre  que  ocurra  á  los  beligerantes  estipular 
acuerdos  ó  convenio  en\re  si  durante  la  guerra,  de  imponer 
ó  que  le  impongan^  según  las  circunstancias  del  caso,  por 
el  fin  que  las  inspira,  se  llaman  convenciones  de  guerra,  las 
cuales  son  distintas  de  los  acuerdos  y  convenios  qije  se  es- 
tipulan durante  la  paz  y  en  previsión  de  la  lucha,  y  que^ 
refiriéndose  al  estado  de  guerra,  no  son  obligatorias  hasta 
que  esta  condición  se  cumple.  A  esta  segunda  categoría 
pertenecen  la  Convención  de  Ginebra  relativamente  á  los 
heridos  en  la  guerra;  la  Declaración  de  San  Petersburgo, 
para  proscribir  el  empleo  de  las  balas  explosivas,  y  todas 
las  demás  convenciones  ya  estipuladas  6  que  en  adelante 
puedan  serlo  relativas  al  estado  de  guerra.  Respecto  de  és- 
tas, convendrá  admitir  como  regla  que  ningún  pueblo  civi- 
lizado puede  considerar  rota  la  obligación  de  ejecutar  leal- 
mente  y  de  buena  fé  los  compromisos  contraidos,  ni  preva- 
lerse del  estado  de  guerra  para  excusar  la  violación  de  la 
té  prometida.  El  precepto  de  San  A^guslin  Jldes  etiam  hosti- 
bus  servanda  esty  se  considera  hoy  como  un  precepto  de 
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moral  universal  por  todos  los  publicistas,  y  quedaría  des- 
honrado el  pueblo  culto  que  no  cuídase  de  su  fiel  y  leal  ob- 
servancia. 

1458.  Los  convenios  concluidos  durante  la  guerra  pue- 
den ser  varios  según  el  objeto  que  los  motive ,  y  diversas 
sus  particulares  condiciones,  según  el  fin,  la  duración  y  la 
situación  más  ó  menos  importante  á  que  se  refieran.  La  au- 
toridad militar  sólo  puede  concluir  tales  convenios  en  las 
limites  de  sus  atribuciones  propias,  según  los  intereses  mi- 
litares eventuales  y  las  momentáneas  necesidades  del  ejér- 
cito; pero  los  convenios  estipulados  para  toda  la  guerra,  y 
los  que,  por  la  elevación  de  su  objeto,  se  refieren  á  los  in- 
tereses generales  de  los  ejércitos,  sólo  pueden  concluirse 
por  la  suprema  autoridad  del  Estado. 

A  esta  categoría  pertenecen  todos  los  convenios  estipu- 
lados entre  los  beligerantes  por  toda  la  duración  de  la  lucha, 
como  son,  por  ejemplo,  los  que  regulan  el  modo  de  tra- 
tar á  las  poblaciones  de  los  países  invadidos  ó  militarmen- 
te ocupados;  los  que  regulan  los  intereses  comerciales  re- 
cíprocos de  las  partes  beligerantes;  los  relativos  á  la  pro- 
piedad privada,  á  las  comunicaciones  postales  y  telegráfi- 
cas en  los  territorios  respectivos,  al  tratamiento  de  los  pri- 
sioneros, de  los  enfermos ,  etc.,  etc^ 

Se  hallan  además  comprendidos  en  la  misma  categoría 
loa  convenios  de  carácter  general  que  por  su  fin  interesan 
á  las  operaciones  militares  de  ambas  partes  beligerantes, 
como  son  la  suspensión  de  las  hostilidades,  el  armisticio  y 
las  capitulaciones. 

A  todos  se  aplica  la  misma  regla  que  á  los  convenios 
establecidos  en  general  para  los  casos  de  guerra;  pero  co- 
mo algunos  de  ellos  por  su  importancia  y  por  el  fin  á  que 
se  refieren  están  sujetos  á  reglas  particulares,  trataremos 
de  cada  cual  separadamente. 

1459.  La  suspensión  de  las  hostilidades  es  temporal  por 
su  naturaleza,  y  consiste  en  suspender  las  operaciones  de 
la  guerra  por  un  tiempo  determinado,  generalmente  muy 
limitado  (de  algunas  horas,  ó  de  algunos  dias  á  lo  sumo), 
en  una  localidad  determinada,  por  un  interés  de  carácter 
general,  como,  por  ejemplo,  para  dar  sepultura  á  los  sol- 
dados muertos  en  el  campo  de  batalla,  para  verificar  el 
canje  de  prisioneros  ó  de  enfermos,  para  procurar  concluir 
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ataque  6  cualquier  otra  operación  emprendida,  por  la  simple 
aparición  del  parlamentario  autorizado  para  tratar  do  la 
suspensión. 

1461.  Estipulada  ésta,  será  obligatoria  para  las  tropas  la 
cesación  de  las  hostilidades,  desde  el  momento  en  que  la 
suspensión  se  tiaya  pactado,  hasta  que  espire  el  término 
prefijado  para  su  duración. 

Sin  embargo,  los  actos  verificados  por  las  tropas  antes 
de  que  la  suspensión  se  les  hubiese  comunicado  por  sus 
respectivos  jefes,. no  podrán  considerarse  como  una  vio- 
lación de  las  condiciones  pactadas,  &  no  ser  que  la  comu- 
nicación debiera  considerarse  como  hecha  por  haber  tras- 
currido el  tiempo  suficiente  para  ello. 

Incumbe,^pues,  á  los  jefes  comunicar  á  la  mayor  bre- 
vedad posible  la  estipulación  llevada  &  cabo,  y  podrá  con- 
siderarse el  retraso  como  una  desleal  violación  de  las  con- 
diciones y  del  fin  de  la  suspensión  concertada. 

Una  vez  que  haya  espirado  el  plazo  fijado  en  el  conve- 
nio, podrán  reanudarse  sin  más  las  hostilidades,  á  no  ha- 
berse pactado  expresamente  la  próroga.  También  podrán 
reanudarse  inmediatamente  las  hostilidades  en  el  caso  de 
patente  violación  de  las  condiciones  estipuladas,  por  parte 
del  enemigo. 

1462.  La  tregua  ó  armisticio  tiene  también  por  objeto 
la  suspensión  de  las  hostilidades,  pero  es  generalmente 
do  más  duración,  y  hasta  puede  celebrarse  por  tiempo  in- 
determinado, cuando  so  acuerda  con  objeto  de  preparar 
la  paz. 

Ordinariamente  produce  su  efecto  en  todo  el  teatro  de  la 
guerra,  en  cuyo  caso  se  denomina  armisticio  general;  pero 
puede  convenirse  también  en  él  que  sólo  cesen  las  hostili- 
dades en  ciertos  y  determinados  lugares,  y  entonces  se  de- 
nomina armisticio  parcial. 

El  armisticio  propiamente  dicho  es  el  general,  esto  es, 
el  que  se  aplica  á  toda  clase  de  hostilidades  y  $.  todos  los 
lugares,  el  cual,  aunque  provisionalmente,  produce,  sin 
embargo,  los  mismos  efectos  y  tiene  la  misma  importancia 
que  una  paz  temporal,  y  por  esto  se  rige  por  los  mismos 
principios  que  regulan  la  conclusión  de  un  tratado  dé  paz, 
tanto  en  lo  de  ser  la  autoridad  suprema  la  sola  competente 
para  concluirlo,  cuanto  en  lo  que  se  refiere  á  las  reglas 
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Supremo  de  casación,  cuyo  artículo  dispone  que  no  pueden 
ser  objeto  de  casación  las  sentencias  pronunciadas  por  los 
Tribunales  militares  en  tiempo  de  guerra.  Sostuvo  nues- 
tro Tribunal  que  <cla  expresión,  en  tiempo  de  guerra,  emplea- 
da en  dicho  artículo,  no  excluye  su  aplicación  en  el  caso 
en  que  las  partes  beligerantes  hayan  acordado  un  armisü- 
do,  pues  éste  no  concluye  el  estado  de  guerra,  sino  que 
suspende  solamente  las  hostilidades  durante  el  tiempo  que 
han  convenido  las  partes.» 

Otra  aplicación  de  la  misma  regla  hizo  ^1  Tribunal  de 
apelación  de  Milán  en  su  sentencia  de  3  de  Julio  de  1882  (1). 
Tratábase  de  apreciar  las  consecuencias  jurídicas  del  ar- 
misticio concluido  por  el  general  en  jefe  del  ejército  austría- 
co en  Salasco  el  9  de  Agosto  de  1848,  hasta  el  tratado  de 
paz  de  Milán,  concluido  el  6  de  Agosto  de  1849,  y  el  Tribunal 
decidió  que  debía  considerarse  persistente  hasta  esta  últi- 
ma fecha  el  estado  de  guerra  con  todas  las  -consecuencias 
jurídicas  que  del  mismo  se  derivan. 

En  las  instrucciones  para  los  ejércitos  de  los  Estados- 
Unidos  de  América,  se  sanciona  la  misma  teoría  en  su  ar- 
tículo 143,  que  dice:  «Un  armisticio  no  es  una  paz  parcial  ó 
temporal,  sino  una  suspensión  de  las  operaciones  milita- 
res, en  la  medida  que  han  convenido  las  partes.» 

El  legislador  italiano  ha  Ajado  también  la  misma  máxi- 
ma en  el  Código  penal  militar  de  1869.  El  art.  248  dispone 
que  «el  armisticio  no  suspende  la  aplicación  de  las  leyes  de 
la  guerra,  á  no  decidirse  lo  contrario  por  un  Real  decreto.» 
1465.  De  conformidad  con  estos  precedentes,  sostenemos 
que  debe  considerarse  como  regla  de  derecho  internacio- 
nal, que  el  armisticio  no  es  la  paz,  ni  equivale  en  un  todo 
á  ésta,  puesto  que  la  paz  es  á  perpetuidad,  y  el  armisticio, 
aunque  se  estipule  por  un  período  más  ó  menos  largo,  es 
temporal  por  su  naturaleza.  En  efecto,  éste  tiene  lugar  en 
medio  de  las  hostilidades ,  no  para  terminarlas  definiti- 
vamente, sino  para  interrumpirlas. 

Esta  distinción  no  carece  de  consecuencias  jurídicas, 
pues  aunque  deba  entenderse  que  persiste  todavía  la  guerra 


(i)  Véase  el  Moruior  de  los  Tribunales  de  Milán,  1882,  p.  715, 
que  trae  una  larga  y  concienzuda  sentencia  muy  importante  para  esta 
clase  de  cuestiones. 
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sino  después  de  haberlo  ratificado  el  rey;  pero  el  regla- 
mento, en  su  artículo  1143,  dispone  que  «también  antes  de 
la  ratificación  tendrá  efecto  provisional  el  armisticio  esti- 
pulado entre  dos  generales  en  jefe.» 

En  nuestra  opinión,  debe  considerarse  esto  como  la  regla 
general  aplicable  &  la  materia.  Todo  jefe  de  un  ejército  está 
investido  por  la  necestdad  misma  de  las  cosas  y  por  las 
exigencias  mismas  de  la  guerra,  de  los  poderes  necesarios 
para  concluir  todas  las  convenciones  justificadas  por  las 
circunstancias  y  relativas  á  las  funciones  que  ejerce,  sin 
necesidad  de  la  ratificación  de  la  autoridad  suprema  para 
dar  validez  á  los  pactos  por  aquél  estipulados.  Salvo,  pues, 
el  convertir  el  armisticio  en  definitivo,  observando  las  for- 
mas exigidas  por  las  leyes  constitucionales  de  ambos  Es- 
tados, será  siempre  una  verdad  que  el  armisticio  celebrada 
por  los  generales  en  jefe  délos  ejércitos  enemigos,  tiene 
provisionalmente  todos  los  caracteres  del  armisticio  pro- 
piamente dicho,  y  produce  antes  de  la  ratificación  todas  la$ 
obligaciones  cuya  observancia  estricta  y  rigurosa  el  deber 
militar  impone.  Entiéndase  bien  que,  en  esta  hipótesis,  los 
generales  en  jefe  que  hubiesen  concluido  el  armisticio,  de- 
berán fijar  el  término  en  que  habrá  de  concederse  ó  negai^se 
la  ratificación,  trascurrido  el  cual  sin  haber  tenido  efecto, 
deberá  considerarse  espirado  el  plazo  y  podrán  reanudarse 
las  hostilidades  sin  más  prórogas.  Pero  salvo  el  ser  el  ar- 
misticio asi  concluido  provisional  y  temporal,  por  lo  demás, 
produce  los  mismos  efectos  y  lleva  consigo  las  mismas 
obligaciones  que  el  armisticio  definitivo. 

1467.  Lo  que  pueden  hacer  leis  partes  beligerantes  y 
aqif ello  de  que  han  de  abstenerse  durante  el  armisticio»  pue- 
de fijarse  en  el  mismo  convenio  que  lo  estipula. 

Debe  considerarse  como  regla,  que,  durante  el  armisticio 
no  pueden  las  partes  beligerantes  cambiar  esencialmente 
sus  respectivas  posiciones  militares;  pero  no  puede  privár- 
seles de  que  hagan  loque  el  enemigo  tendría  interés  en  Impe- 
dir, y  que  quizá  hubiera  impedido  sin  la  tregua;  el  belige- 
rante podrá  pues,  con  tal  que  no  varié  su  posición  militar, 
hacer  en  los  lugares  que  ocupe  todo  lo  que  pueda  contribuir 
á  hacerla  más  fuerte  y  sólida.  Podrá,  por  ejemplo,  ins- 
truir sus  tropas,  armarlas,  fabricar  armas  y  municiones, 
equipar  buques  y  hacer  todo  aquello  que  en  tiempo  de  paz 


searla  licito.  Debe  considerarse  como  absolutamente  prohi- 
bido y  contrario  al  honor  militar,  el  verificar  cualquier  mo- 
vimiento que  pueda  cambiar  la  posición  reciproca,  como, 
por  ejemplo,  el  hacer  trabajos  de  defensa  que  puedan  cam- 
biar esencialmente  la  situación  propia;  reconstruir  las  obras 
destruidas,  ocupar  una  posición  militar.  Impulsar  y  ade- 
lantar las  operaciones  necesarias  para  dirigir  el  ataque, 
etcétera. 

Debe  también  considerarse  contrario  al  honor  militar  y 
como  una  violación  de  la  tregua  el  construir  obras  de  for- 
tificación é  introducir  en  una  fortaleza  sitiada  municiones 
para  prolongar  la  resistencia,  caso  de  que  se  reanuden  las 
hostilidades.  Lo  mismo  debe  decirse  de  la  reparación  de  las 
brechas  en  una  plaza  sitiada  y  de  la  continuación  de  los  mo- 
vimientos de  asedio  por  parte  del  sitiador,  pues  estas  y  otras 
cosas  cambiarían  la  posición  militar  de  las  partes,  y  no  de- 
berían llevarse  &  cabo  durante  la  tregua  &  no  ser  que  Inter- 
viniese un  acuerdo  expreso  entre  las  partes  contratantes. 
En  lo  que  se  reflere  &  aprovisionar  una  plaza  sitiada  ó 
bloqueada,  no  puede  admitirse  la  completa  libertad  de  ha- 
cerlo por  parte  del  asediado,  puesto  que,  si  le  fuese  licito 
proveerse  á  su  placer  de  víveres,  le  pondría  esto  en  situa- 
ción de  resistir  más  largo  tiempo  contra  aquel  que  lo  atacó 
ó  lo  asedió  para  obligarlo  &  rendirse  por  hamiire.  Mas  si 
por  otra  parte  no  pudiese  la  guarnición  introducir  algunas 
provisiones  durante  la  tregua,  la  pondría  esto  en  condición 
de  sufrir  las  penosas  consecuencias  de  las  operaciones  de 
sitio  &  pesar  de  que  la  tregua  habla  interrumpido  las  hosti- 
lidades. A  ñn  de  que  no  varíe  la  posición  militar  de  ambas 
partes,  es  natural  que  se  conceda  á  la  guarnición  la  facul- 
tad de  introducir  en  la  plaza  la  cantidad  de  víveres  que  ne- 
cesite para  el  consumo  diario,  y  que  debe  determinarse  pre- 
viamente por  las  partes. 

1468.  El  convenio  de  armisticio  debe  redactarse  por  es- 
crito, é  incumbe  &  las  partes  el  emplear  la  mayor  precisión 
y  claridad  en  la  redacción  del  acta,  &  fin  de  evitar  toda  equi- 
vocación y  dificultad  en  la  determinación  de  las  obligacio- 
nes contraídas.  Es  esencial  que  se  establezca  en  dicho  con- 
venio el  dia  y  hora  en  que  habrá,  de  comenzar  y  terminar 
oí  armisticio;  y  cuando  éste  se  estipule  por  un  tiempo  de- 
terminado ó  hasta  que  no  sea  denunciado,  será  esencial  en 

PIORE.— TOMO  ni.  19 


—  290  — 

9Ste  caso  Ajar  con  claridad  y  precisión  el  dia  en  que  han 
de  poder  reanudarse  las  hostilidades  después  de  hecha  la 
denuncia. 

Deberán  además  las  partes  contratantes  fijar  las  condi- 
ciones bajo  las  cuales  podrán  6  no  reanudar  los  particula- 
res de  ambos  pueblos  sus  relaciones  generales  y  comercia- 
les, y  en  qué  límites  y  localidades.  Cuando  nada  se  haya 
dispuesto  relativamente  á  este  punto,  serán  libres  las  par- 
tes para  conceder  ó  negar  el  acceso  á  los  individuos  del 
pais  enemigo,  como  en  tiempo  de  paz,  ó  de  determinar  las 
condiciones  para  la  libre  circulación  de  los  habitantes  á  tra- 
vés y  dentro  de  las  líneas. 

Conviene  también  que  la  respectiva  posición  militar  de 
las  partes  sea  bien  determinada,  indicando  las  líneas  prin- 
cipales que  marcan  los  límites  de  la  posición  respectiva. 

1469.  El  convenio  de  armisticio  comienza  á  ser  obligato- 
rio desde  el  momento  en  que  se  concluye .  La  cuestión  tan 
debatida  entre  los  intérpretes  de  las  leyes,  sobre  si  el  dia 
a  quo  se  computa  en  el  término,  y  si  el  tiempo  debe  medirse 
por  momentos,  queda  resuelta,  á  nuestro  juicio,  en  el  sentí- 
do  de  que  debe  computarse  en  el  plazo  el  dia  en  que  se  con- 
cluyó el  armisticio,  y  que  el  término  debe  comenzar  desde 
el  momento,  no  pudiendo  suponerse  en  los  contratantes  la 
intención  de  atacarse  en  el  mismo  día  del  acuerdo.  De  aquí 
que  el  armisticio  concluido  deberá  notificarse  inmediata- 
mente á  las  autoridades  competentes  para  que  cesen  Isis 
hostilidades  y  se  consideren  como  nulos  los  actos  hostiles 
nevadosa  cabo  después  de  la  conclusión  del  armisticio, 
quedando  sujeto  el  gobierno  responsable  de  éstos  á  pagar 
las  indemnizaciones  correspondientes  por  las  pérdidas  oca- 
sionadas, si  no  ha  hecho  la  notificación  enseguida. 

Se  aplicarán  también  al  armisticio  las  reglas  expuestas 
para  la  suspensión  de  las  hostilidades  y  para  las  conse- 
cuencias de  la  violación  de  las  cláusulas  en  él  acordadas . 

Debe  además  tenerse  presente  que  los  actos  de  hostili- 
dad cometidos  por  iniciativa  particular  durante  el  armisti- 
cio, sólo  darán  derecho  á  reclamar  de  la  autoridad  compe- 
tente el  castigo  de  los  culpables,  pero  no  autorizarán  á  la 
otra  parte  para  reanudar  inmediatamente  las  operaciones 
de  la  guerra,  si  no  en  el  caso  en  que  la  violación  pueda  im- 
putarse al  gobierno.  El  beligerante  que  cogiese  á  un  sóida- 


do  de  la  parte  enemiga  en  flagrante  delito  contra  el  armis- 
ticio, podrá  tratarlo  como  prisionero  de  guerra,  y  pedir 
además  el  castigo  del  oflcial  que  hubiese  dado  la  orden 
para  cometer  la  violación. 

El  armisticio  no  se  entenderá  concluido  sin  el  convenio 
expreso;  y  cuando  el  objeto  del  mismo  sea  llegar  al  tratado 
■  de  paz,  no  podrá  considerarse  contrario  al  honor  militar  el 
<iue  las  partes  no  suspendan  las  operaciones  de  guerra 
mientras  los  plenipotenciarios  estén  reunidos  para  discutir 
y  concluir  las  condiciones  de  la  tregua. 

1470.  Las  capitulaciones  de  guerra  son  aquellos  conve- 
nios en  que  se  estipulan  las  condiciones  de  la  entrega  de 
una  fortaleza,  de  una  posición 'fortiñcada  ó  de  un  cuerpo 
de  ejército  que  deja  de  hacer  resistencia.  La  capitulación 
puede  concluirse  por  el  gobernador  de  la  fortaleza  ó  por  el 
Jefe  de  la  posición  fortiñcada  ó  de  las  tropas  obligadas  á 
rendirse.  Lo  mismo  éste  que  los  demás  convenios  de  que 
hemos  hablado,  deben  ejecutarse  de  buena  fé  y  con  la  leal- 
tad que  honor  militar  exige. 

1471.  Las  condiciones  de  la  capitulación,  pacta  deditio- 
nis,  se  fijan  ordinariamente  por  acuerdos  particulares  entre 
los  respectivos  jefes.  Por  lo  demás,  sólo  pueden  éstosacor- 
dar  las  condiciones  que  se  hallen  dentro  de  los  limites  de 
sus  funciones  y  del  objeto  de  la  capitulación  misma,  como 
son  las  relativas  á  las  operaciones  militares,  &  la  condición 
de  las  personas,  á  los  bienes  pertenecientes  á  los  soldados 
6  á  todos  los  habitantes  del  país  que  se  ve  obligado  é.  capi- 
tular. Pueden,  pues,  convenir  los  jefes  acerca  del  tratamien- 
to de  las  tropas,  la  forma  y  modo  de  salir  de  la  fortaleza, 
la  manera  cómo  se  ha  de  efectuar  la  entrega  de  las  armas, 
del  material  de  guerra  y  cuanto  deba  cederse,  el  modo  de 
ocupar  la  fortaleza  y  sus  dependencias,  ó  las  posiciones  en 
sucaso,  por  parte  de  las  tropas  vencedoras,  etc.,  etc.  El  jefe 
podrá  rendirse  á  discreción  cuando  se  vea  obligado  &  ello 
por  la  necesidad  de  las  cosas. 

Debe,  sin  embargo,  considerarse  contrario  al  honor  mi- 
litar y  comoun  verdadero  abuso  de  lafuerza  el  imponer  á 
una  fortaleza  ó  á  un  cuerpo  de  ejército  una  capitulación 
deshonrosa  para  éste  ó  para  su  jefe. 

Cuando  el  beligerante  hubiese  Impuesto  y  obtenido  la 
entrega  &  discreción,  deberá,  sin  embargo,  respetar  las  le- 


yes  morales  y  de  humanidad,  y  no  tendrá  otro  derecho  que 
el  de  apoderarse  de  la  fortaleza  ó  posiciones  y  *  de  todo  el 
material  dé  guerra,  y  declarar  prisioneros  &  los  soldados^ 
de  conformidad  con  los  usos  establecidos. 

Si  el  jefe  hubiese  dado  su  palabra  de  que  ni  él  ni  la  gruar*- 
nlcion  volverán  á  tomar  parte  en  la  guerra,  deberá  cumplir 
lealmente  su  compromiso.  Lo  mismo  decimos  de  las  con- 
diciones estipuladas  para  la  seguridad  de  los  habitantes  y 
de  sus  bienes,  para  la  conservación  de  los  objetos  destina- 
dos al  culto  de  su  religión,  de  los  hospitales,  de  los  establo- 
cimientos  públicos  y  otros  análogos. 

Todas  las  condiciones  indicadas  y  otras  semejantes  no 
exceden  de  las  atribuciones  de  los  jefes,  y  cuando  se  hayan 
acordado  como  condiciones  de  la  capitulación,  deben  cum- 
plirse con  exactitud  como  cualquier  obligación  contraída 
por  un  funcionario  público  en  el  desempeño  de  su  misión. 

No  podría  decirse  lo  mismo  si  un  comandante  prome- 
tiese alguna  cosa  que  estuviese  fuera  de  los  limites  de  su-s 
atribuciones,  como  si  pactase  acerca  de  la  situación  políti- 
ca ó  administrativa  del  país  que  capitulase  ó  de  otro  terri- 
torio perteneciente  al  Estado  vencido.  Si  se  acordasen  tales 
cláusulas  como  condiciones  de  la  capitulación,  no  puede 
sostenerse  que  el  Estado  esté  obligado  á  cumplir  semejan- 
tes condiciones  como  las  anteriormente  enumeradas.  No 
debe  admitirse,  en  efecto,  como  regla,  que  pueda  un  Esta- 
do quedar  legal  y  jurídicamente  obligado  en  virtud  de  lo 
prometido  ó  pactado  por  quien  no  tiene  facultades  para 
ello,  6  por  quien  prometió  cosas  que  estaban  fuera  de  los 
limites  de  sus  atribuciones,  faltándole  asi  la  capacidad  para 
obligarse.  No  se  puede  desconocer,  sin  embargo,  que  el 
crédito  y  el  honor  de  un  Estado  se  resentirían  considera- 
blemente si  su  gobierno  dejase  de  ratificar  las  promesas 
de  un  general  en  jefe,  6  si  los  compromisos  contraidos  por 
éste  acerca  de  la  suerte  política' y  administrativa  del 
país  que  hubiese  capitulado  no  fuesen  lealmente  conte- 
nidos. 

Sin  embargo,  en  el  terreno  del  derecho,  es  evidente  que 
un  gobierno  no  estarla  obligado  á  ello;  pero,  según  las  le- 
yes del  honor,  jamás  debería  el  soberano  negarse  á  man- 
tener con  lealtad  los  compromisos  contraidos  por  un  gene- 
ral en  jefe,  tanto  más  cuanto  que  podría  presumirse  síem- 


—  293  — 
fire  que  aqliél  habla  prometido  estando  debidamente 
rizado  por  su  propio  gobierno  (1). 

1472.  En  la  capitulación  debe  fijarse  con  toda  clari 
precisión  cuanto  pueda  servir  para  determinar  los  der 
y  los  deberes  recíprocos . 

En  cuanto  se  flrm'j  la  capitulación  deberá  comenz 
ejecución  de  buena  fé;  y  sería  contrario  al  honor  m 
causar  desperfectos  en  las  obras  de  defensa,  destru 
armas,  las  provisiones  ó  las  municiones  mientras  se 
ejecutando  la  capitulación  ya  ñrmada. 

Además  de  las  obligaciones  que  puede  contraer  ui 
ó  una  autoridad  militar  medíante  acuerdos  formales, 
el  honor  la  estricta,  rigurosa  y  leal  ejecución  de  las  ot 
ciones  contraidas  por  los  mismos  con  actos  unllatei 
como,  por  ejemplo,  mediante  proclamas  y  promesa: 
chas  en  cualquier  forma.  El  respeto  k  los  derechc 
hombre  y  de  la  familia,  de  la  vida  y  de  la  propieda< 
siempre  un  deber  en  tiempo  de  guerra,  y  seria  una 
feloBla  que  un  j3fe  militar  los  violase  después  de  haber 
metido  solemnemente  respetarlos  (3). 


(1>  Vétse  en  PhiUimore,  Dar.  int.,  g  123,  el  diacnrso  de  M 
to9h,  i  propósito  de  la  promesa  de  indspendeneia  Uecba  i  Oéno 
el  general  en  Jef4  del  ^ército  inglés  en  la  proclama  pablicada 
en  14  de  Marzo  de  i814,  en  la  qae  ínTÍtd  á  los  OenoTeses  á  ren 
oompromiso  que  do  faé  leal  mente- mantenido  por  el  Gobierno  ingl 

(2)  En  los  documentos  presentados  al  Parlamento  inglés,  rol 
i  lá  guerra  sostenida  entra  Rusia  y  Turquía  on  1877,  se  hacen  n 
denuncias  contra  ios  generales  del  ejército  ruso,  atestigaadas  p 
despachos  oficiales  del  cónsul  inglés  y  de  la  Comisión  internacio 
invsstigkoion,  y  comunicados  por  Mr.  Hall  al  Instituto  de  Derec 
tarnaeional,  reunión  de 'París.  Butre  ellos,  referiremos  la  sigu 
S^fsnnn  despacho  del  cónsul  de  Filipópolis,  pareos  que  el  genera 
iaritd  por  medio  de  una  proclama  A  los  refagiados  turóos  qne  a 
bfan  ocultado  en  las  montaOas  en  número  de  algunos  millares, 
Tolriesen  á  su  pais,  prometiéndoles  protección.  A  consecuencia  d 
proclama  bajaron  gran  número  de  musulmanes  á  la  llannra;  pe 
se  les  dio  la  protección  prometida,  permitiéndose,  por  el  contra 
los  Búlgaros  que  los  saqueasen  y  disparasen  sobre  ellos  en  el  ca 
TÍoIando  además  impunemente  á  las  mujeres. 

Loa  0803  de  la  guerra  no  pueden  Justificar  jamás  tales  enormi 
dI  el  foltar  tan  deslealmente  i  la  té  prometida. 
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1473.  El  beligerante  puede  conceder  por  escrito  ft  de- 
terminadas personas  el  derecho  de  atravesar  el  temtorio 
ocupado  por  sus  tropas  sin  ser  aquéllas  perseguidas  ^i 
molestadas.  Este  documento  se  denomina  comunoiente 
salvo-bonducto,  y  puede  darse  por  el  general  en  jefe  6  por 
los  generales  de  cuerpo,  dentro  de  los  limites  de  la  zona 
ocupada  por  las  tropas  de  su  mando. 

El  salvo-conducto  puede  ser  temporal  ó  permanente.  El 
primero  sólo  tiene  valor  por  el  tiempo  que  en  él  se  indica; 
el  segundo  es  válido  durante  toda  la  guerra. 

Cuando  no  se  ha  estipulado  otra  cosa,  está  sujeto  el  sal- 
vorconducto  á  las  reglas  siguientes: 

1.*  La  licencia  de  visitar  un  lugar  determinado  com- 
prende también  la  de  poder  regresar,  siempre  que  esto  re- 
sulte del  objeto  para  que  se  concedió  el  salvo-conducto; 

2.'  La  licencia  para  salir  de  un  lugar  determinado  Im- 
plica la  protección  á  la  persona  durante  el  viaje,  hasta  ha- 
ber pasado  las  fronteras  del  territorio  ó  las  líneas  de  la 
zona  ocupada  por  las  tropas; 

3.*  El  salvo-conducto  es  válido  para  la  persona  en  cuyo 
favor  se  expidió,  y  no  puede  trasferirse  ni  aun  á  las  perso- 
na;^ de  la  familia,  cuando  no  se  indique  expresamente;  ni 
implica  la  facultad  de  trasportar  mercancías,  para  lo  cual 
será  necesario  ir  provisto  de  un  permiso  especial.  ^ 

Pero  si  se  concediese  un  salvo-conducto  á  un  agente  di- 
plomático de  una  potencia  neutral  acreditado  cerca  del  go- 
bierno enemigo,  implicarla  esto  la  facultad  de  ser  acompa- 
ñado por  las  personéis  que  según  los  usos  internacionales 
forman  parte  del  séquito  oficial  de  un  agente  diplomáticOi. 
y  tienen  ordinariamente  las  mismas  garantías  y  disfrutan 
iguales  privilegios. 

El  salvo-conducto  concedido  á  una  clase  de  personas^ 
como  son,  por  ejemplo,  los  corresponsales  de  periódicos 
nacionales  ó  extranjeros,  los  oficiales  de  las  potencias  neu- 
trales mandados  al  campamento  á  estudiar  las  operaciones 
militares,  comprende  á  todas  las  personas  de  cualquier 
grado  que  acompañen  al  individuo  seguij  su  jerarquía. 


Véase  Anuario  del  Instituto  de  derecho  internacional,  1879  á  80^ 
pág.  42. 
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Cuando  ocurriese  que  el  portador  del  salvo-conducto 
temporal  se  viese  imposibilitado  por  fuerza  mayor  para 
atravesar  el  territorio  ocupado  por  las  tropas,  las  autori- 
dades militares,  después  de  haber  indagado  y  comprobado 
las  circunstancias  del  hecho,  y  teniendo  en  cuenta  el  objeto 
del  salvo-conducto,  deberán  continuar  dispensándole  su 
protección. 

El  salvo-conducto  puede  anularse: 

a)  Por  cualquier  autoridad  superior  á  la  que  lo  hubiese 
concedido. 

b)  Por  cualquier  autoridad  militar,  cuando  la  persona 
que  de  él  fuese  provista  abusase  del  mismo  en  perjuicio 
del  ejército. 

En  todo  caso  debe  darse  parte  de  ello  á  la  autoridad  que 
lo  hubiese  expedido. 

El  salvo-conducto  no  termina  por  la  muerte  ni  por  la 
destitución  de  la  autoridad  que  lo  concediera. 

1474.  La  salvaguardia  es  una  protección  especial  que 
el  beligerante  puede  conceder  á  ciertas  personas  y  á  ciertas 
localidades.  Generalmente  se  concede  á  los  agentes  diplo- 
máticos y  consulares  de  las  potencias  neutrales,  y  á  los 
higares  y  establecimientos  que  merecen  una  protección  es- 
pecial, como  los  hospitales,  los  establecimientos  públicos 
de  instrucción  6  de  beneficencia,  los  lugares  sagrados,  los 
archivos  y  museos,  los  monumentos,  etc. 

Las  inmunidades  de  la  salvaguardia  consisten  en  colo- 
car las  personas  y  los  lugares  fuera  de  las  leyes  de  la  guer- 
ra; pero  no  tendrán  efecto  cuando  las  personas  abusen  en 
perjuicio  de  los  beligerantes,  ó  las  cosas  puestas  bajo  la  sal- 
vaguardia se  empleen  para  los  fines  de  la  guerra. 

Los  beligerantes  deben  tener  gran  respeto  á  las  locali- 
d€tdes  puestas  bajo  la  salvaguardia,  y  no  sólo  castigar 
&  los  militares  que  se  introduzcan  en  ellas  sin  autoriza- 
ción, sino  también  respetar  á  los  soldados  de  la  parte  ene- 
xtilga  que  hubiesen  quedado  en  dichas  localidades  al  ocu- 
parlas el  enemigo,  en  el  servicio  correspondiente,  y  «n  vez 
de  declararlos  prisioneros  de  guerra,  deberán  proveerlos 
de  un  salvo-conducto  para  que  puedan  incorporarse  á  sus 
respectivos  cuerpos. 

1475.    Entre  los  Estados  que  tienen  prohibido  todo  co- 
mercio con  el  enemigo  durante  la  guerra,  puede  permitirse 
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traficar  medíante  líceacias,  llamadas  patentes  de  comercio, 
qud  equivalen  á  salvo-conductos,  y  llevan  consigo  la  facul- 
tad de  continuar  las  operaciones  comerciales  sin  temor  de 
ser  capturados  de  conformidad  con  las  leyes  generales  de 
la  guerra. 

La  patente  de  comercio  extendida  en  debida  forma ,  es 
válida  y  constituye  un  compromiso  de  honor  por  parte  del 
Estado  de  no  aplicar  las  leyes  de  la  guerra  á  aquellos  á  quie- 
nes se  concedió  dicha  licencia.  Pero  así  como  en  la  aplica- 
ción de  esta  regla  se  sobreentiende  siempre  la  condición 
de  que  el  concesionario  no  abuse  de  ella  para  comerciar  fue- 
ra de  los  límites  marcados  ó  hacerlo  en  provecho  de  otros, 
siendo  así  que  la  licencia  es  por  su  naturaleza  rigurosa- 
mente personal,  en  cambio  han  andado  los  Tribunales  muy 
discordes  al  decidir  respecto  del  valor  de  dichas  conce- 
siones, y  al  apreciar  las  circunstancias  de  los  diversos  ca-- 
sos  particulares. 

No  creemos  deber  entrar  en  más  detalles,  porque  el  de- 
recho del  comercio  pacífico  en  tiempo  de  guerra  repetimos 
que  es  un  derecho  individual  que  no  se  deriva  del  Estado 
ni  puede  negarse  á  nadie,  ni,  por  tanto,  concederse  á  alguien 
como  un  privilegio  personal.  Para  aquellos  países  en  que  el 
derecho  de  comerciar  con  el  enemigo  durante  la  guerra  s61o 
se  admite  en  el  caso  de  tener  una  licencia  expresa ,  propo-*- 
nemos  una  sola  regla,  á  saber:  La  licencia  concedida  por 
la  autoridad  competente  debe  respetarse  de  buena  fé  por  los 
Tribunales  del  Estado,  sin  anular  su  valor  con  interpreta- 
ciones sofisticas,  y  debe  también  usarse  de  ella  de  buena  fé. 
por  el  concesionario,  que  necesita  atenerse  estrictamente  á 
los  términos  de  la  concesión  (1). 


(1)  Las  licencias  especiales  concedidas  á  los  ciudadanos  de  la  parta 
enemiga  para  traficar  con  segaridad  dorante  la  gaerra,  han  dado  mo« 
tíTO  á  innumerables  conflictos  ante  los  Tribunales  de  presas,  y  han 
sido  muy  diferentes  las  decisiones  que  sobre  ellos  han  recaído,  siendo 
tan  inciertos  los  principios,  que  es  muy  difícil  formular  una  teoría  ra* 
cionaL  Para  estos  detalles  remitimos  al  lector  á  la  obra  de  Calvo,  Dere- 
cho internacional,  %n2Zj  Bigwi&ni^^,  y  las  autoridades  por  él  ci- 
tadas. 


SECCIÓN  PRIMKRA 
D«  la  noBtralUUUI. 


1476.  (Tnoejto  geaenl  da  U  nantnlidad.— 1477,  Otii«U  4a  li  ptMaata  sacdoB. 

1476.  Debemos  ahora  examinar  la  condición  jurídica-  en 
que  se  hallan  los  Estados  que  al  sobrevenir  la  guerra  se 
abstienen  por  completo  de  tomar  parte  en  ella,  esto  es,  lo? 
que  permanecen  completamente  extraños  y  observan  una 
conducta  del  todo  imparcial  respecto  de  los  pueblos  belige- 
rantes, ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  no  hacen  nada  que  pueda 
redundar  en  beneñcio  ó  en  penuicio  de  ninguna  de  las  par- 
tes para  los  flnes  de  la  guerra. 

Estos  Estados  se  denominan,  según  el  lenguaje  moder- 
no,  Estados  neutrales,  cuya  denominación  no  hallamos  en- 
tre loa  antiguos,  porque  no  conocieron  la  neutralidad  pro- 
piamente dicha,  tal  como  hoy  la  entendemos.  Sostenfan,  en 
efecto,  que  el  derecho  internacional  de  la  paz  sOlo  era  apli- 
cable entre  los  Estados  aliados,  considerando  y  tratando  á 
los  demás  como  á.  enemigos.  Por  esto  hallamos  que  la  dis- 
tinción entre  aquellos  que  toman  parte  activa  en  la  guerra 
y  los  que  permanecen  extraflos  á  ella  fué  hecha  por  prime- 
ra vez  por  Grocio,  que  designó  á  éstos  con  el  nombre  de 
medü,  tratando  de  ellos  en  capitulo  aparte  bajo  et  titulo  De 
his  qui  in  bello  medii  sunt.  Pero  esta  denominación  no  fué 
generalmente  aceptada,  y  al  tratar  de  ellos  Bynkershoek 
los  denominó  non  hoaíes,  en  un  capitulo  que  lleva  et  titulo 
De  beUi  statu  ínter  non  hostes  (1). 

En  nuestros  días  ha  ñjado  la  ciencia  el  concepto  d^  la 
neutralidad,  y  los  publicistas  están  acordes  en  designar  con 


(1)  El  capitulo  IX  ea  «1  de  las  qucettiOnttjarU  publici.  Non  hoates 
appeüo,  decía  este  autor,  qal  neutrarum  partium  tunt,  nee  ex /cederé 
hie  iliUve  qmdquam  debent:  $i  quid  debeant , /oíderaii  aunt,  non 
tímpUeiter  amlei. 


el  nombre  de  neutrales  á  los  Estados  que  se  abstienen  en 
absoluto  de  tomar  parte  en  la  guerra  y  observan  una  con- 
ducta indiferente  respecto  de  los  beligerantes;  pero  no  están 
de  acuerdo  al  fijar  los  derechos  y  los  deberes  que  de  la 
neutralidad  se  derivan,  asi  como  las  condiciones  bajo  las 
cuales  debe  considerarse  como  subsistente  ó  como  perdi- 
da; por  lo  que  será  siempre  difícil  determinar  jurídica- 
mente todos  los  efectos  del  estado  de  guerra  respecto  de 
los  neutrales,  y  las  modificaciones  que  éste  aporta  á  los 
derechos  y  á  los  deberes  de  los  mismos  respecto  de  los  be- 
ligerantes. 

1477.  Este  será  el  objeto  de  nuestras  investigaciones  en 
los  capítulos  de  esta  sección.  Antes  de  exponer  el  concepto 
jurídico  de  la  neutralidad  según  el  derecho  moderno,  con- 
vendrá exponer  sumariamente  las  principales  fases  por 
que  la  neutralidad  ha  pasado.  La  condición  de  los  neu- 
trales, desconocida  en  un  principio,  mal  determinada  des- 
pués, ha  ido  determinándose  poco  á  poco,  y  creemos  indis- 
pensable hacer  la  historia  de  este  proceso,  para  compren- 
der y  explicar  las  continuas  oscilaciones  y  la  incertidum- 
bre  que  reina  todavía  respecto  de  ciertos  puntos  contro- 
vertidos y  las  dificultades  halladas  para  disipar  muchos 
errores  tradicionales  y  establecer  sobre  principios  racio- 
nales el  concepto  jurídico  de  la  neutralidad. 


CAPITULO  I 

CONSIDERACIONES  HISTÓRICAS  ACERCA  DE  LA  NEUTRALIDAD 


1478.  Oo&dioionai  de  lot  nratnlM  en  U  uitigttedad. — 1479.  ídem  daqpoM  del 
ieioabnmiaato  de  Amdilea. — 1480.  DlfloulUdee  aoeroa  del  eomeiüio  de  loe 
minuM. — 1481.  Regles  propueitai  por  el  Oonralado  del  mar.— -1482.  Poeieioa  de 
lot  neatndee  eegnn  diekM  reglM.— 1483.  Lu  ordenassas  firanoeeas  empeoraren 
eeU  poiioíeii.— 1484.  Reglamento  de  Lvie  ZV.— 1485.  Reglamento  de  Lnii  XVI. 
— 14^.  11  dereeho  y  la  jnriipriideneia  franoeea  eitableoieron  la  m&zima:  «Mer- 
eanoCa  enemiga  oonflioa  meroaneia  j  nave  amiga.» — 1487.  Ordenanns  de  lipa- 
Sa. — 1488.  Legielaeion  ingleea. — 1489.  Pretensionee  exageradas  del  Oobiene  in- 
gl¿B  durante  la  gnerra  de  17fi6.— 1490.  Oómo  proonraron  jnatifloarlas.— 1491. 
Teoria  ingleea  aoerea  del  Moqnee. — 1492.  Rwrindieaoion  de  loe  dereehoe  de  loe 
neutrales  por  las  oinda4M]ianfe¿tioai.-rl493.  Holanda.— 1494.  Sneoiay  Ho- 
raega. — 1495.  Disensiones  entre  Inglaterra  y  Pmsia  para  fijar  los  deredios  de 
ks  nsíatrales. — 1496.  Ineíirta  posieion  de  los  neutrales  hasta  él  siglo  xviii.— 
1497.  Dflieehos  de  los  neutrales  proolamados  por  Rusia. — 1498.  Primera  liga 
de  nevitralidad  armada:  su  importaneia.— 1499,  Los  Bst^dos-ünidos  de  Améri- 
a  fiíTsceoieron  la  oansa  délos  neutrales. —1500.  Retrooeso  dorante  la  Rtfo* 
luóon  franeesa. — 1501 .  Prineipios  proolamados  por  la  segunda  liga  de  neutra- 
lidad armada  (1800).— 1502.  Oposieion  de  Inglaterra:  reglas  estipuladas  por  la 
misma  en  1801.—1503.  Setas  mismas  reglas  ñieron  violadas  en  la  prdetiea.— 
1504.  Prineipios  que  lian  preraleeido  después  del  Congreso  de  Yiena. — 1505. 
Bsftianos  para  preelamar  la  regla:  «el  pabellón  eubre  la  mereaneia.»— 1506.  Re- 
glas adoptadas  durante  la  guerra  de  Oriente  de  1854.^1507.  Deelaraeion  de 
París  de  1856.--1508.  NegatiTa  de  los  Istados-ünidos  i  adherirse  i  ella.— 
1509.  Importaaeia  de  dioha  deelaraeion.— 1510.  Urge  resolver  otras  euestiones 
aenea  de  los  dereehos  y  deberes  délos  neutrales. 

1478.  La  antigüedad  vio  los  mares  infestados  de  piratas 
que  confiscaban  sin  distinción  los  bienes  pertenecientes  á 
los  extranjeros,  siendo  aquella  una  época  de  confusión  y  de 
verdadera  anarquía,  en  la  que  la  fuerza  ocupó  el  lugar  del 
derecho.  Cuando  se  constituyeron  las  monarquías  sobre  la 
base  de  las  relaciones  feudales  y  los  reyes  combatían  em- 
pleando en  la  guerra  los  ejércitos  que  les  suministraban 
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ios  Estados  vasallos,  no  podían  los  que  se  hallaban  ligados 
por  lazos  feudales  permanecer  neutrales  al  sobrevenir  una 
guerra,  y,  ó  hablan  de  ser  aliados,  6  se  les  trataba  como 
enemigos. 

Sólo  cuando  los  Estados  de  Europa  adquirieron  fuerza  y 
poder  para  afirmar  su  independencia,  fué  cuando  se  pudo 
comenzar  &  tener  en  cuenta  la  posición  de  aquellos  qué  no 
toms^ban  parte  en  la  guerra,  y  á  reconocer  en  su  favor  el 
derecho  á  no  ser  tratados  como  enemigos;  pero  faltando 
los  principios  para  determinar  la  posición  de  los  mismos, 
fué  ésta  incierta,  precaria  é  indefinida,  sobre  todo,  en  las 
guerras  marítimas.  Contribuyó  á  esto,  de  una  parte,  la  falta 
de  reglas  jurídicas  y  la  tendencia  de  los  beligerantes  á  am- 
pliar los  efectos  de  las  guerras  niarltlmas,  promovidas 
principalmente  por  las  rivalidades  comerciales  y  por  el  in- 
terés mercantil;  de  otra,  la  conducta  de  los  mismos  Estados 
que,  mientras  afirmaban  que  deseaban  ser  neutrales,  aban- 
donaban fácilmente  su  posición,  bien  por  sacar  provecho 
de  su  situación,  bien  por  la  movilidad  misma  de  la  política; 
lo  cual,  á  la  vez  que  hacía  precaria  la  posición  en  que  se 
colocaban,  hacía  también  incierta  su  condición  jurídica. 

1479.  Después  del  descubrimiento  de  América  y  del 
nuevo  camino  para  el  comercio  de  las  Indias  orierttales,  se 
consideraron  los  Intereses  mercantiles  como  la  base  de  la 
política  de  los  Estados  marítimos:  todos  abrigaban  el  pen- 
samiento de  adquirir  la  supremacía  comercial,  creyendo 
también  que  para  asegurarla  era  necesario  aniquilar  6 
paralizar  el  comercio  de  los  demás,  oponiendo  obstáculos  á 
la  libertad  y  al  desarrollo  de  la  producción,  y  confiscando 
en  beneficio  suyo  el  monopolio  de  los  cambios  y  de  las  ex- 
portaciones; por  lo  que  ocurrió  que,  así  como  en  otro 
tiempo  habían  impulsado  á  las  empresas  belicosas  la  am- 
bición de  conquistas  ó  las  creencias  religiosas,  esto  mismo 
vino  á  hacer  el  interés  comercial  después  del  descubri- 
miento del  Nuevo  Mundo. 

Era  natural  que,  en  tal  estado  de  cosas,  tendiendo  cada 
potencia  marítima  á  conquistar  la  soberanía  de  los  mares 
y  á  monopolizar  el  ejercicio  del  comercio,  y  emprendien- 
do con  esta  mira  las  guerras  marítimas,  no  pudiera  con- 
cederse á  los  pueblos  neutrales  el  comerciar  ni  aun  el 
navegar  durante  la  guerra  como  durante  la  paz,  sino  que 
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se  buscasen  toda  clase  de  pretextos  para  oponer  obstácu- 
los &  la  navegación  y  al  comercio  de  los  neutrales.  Esta 
fué  la  causa  de  las  restricciones  impuestas  á  la  navega- 
elon  y  al  comercio  de  los  pueblos  neutrales,  y  de  las  viola- 
ciones más  ó  menos  graves  de  los  derechos  de  los  mismos, 
mantenidos  por  la  fuerza  y  sufridos  por  debilidad,  tiasta 
que  los  referidos  Estados  formaron  alianzas  y  unieron  sus 
fuerzas  para  proclamar  y  defender  sus  derechos  por  me- 
dio de  las  armas. 

1480.  La  cuestión  más  importante,  tan  vivamente  deba- 
tida y  resuelta  de  tan  diverso'  modo,  era  la  del  ejercicio  del 
derecho  de  captura,  correspondiente  al  beligerante  respec- 
to al  buque  y  á  la  mercancía  neutral,  esto  es,  si  al  belige- 
rante correspondía  el  derecho  de  capturar  la  mercancía 
neutral  trasportada  á  bordo  de  un  buque  enemigo,  y  el  bu- 
que neutral  que  trasportase  mercancía  enemiga.  En  efecto, 
admitido  como  indiscutible  el  derecho  de  capturar  la  pro- 
piedad enemiga,  no  podia  negarse  al  beligerante  el  derecho 
de  apoderarse  del  buque  perteneciente  al  enemigo;  pero 
¿podía  hacerlo  también  de  la  mercancía  neutral  que  hallase 
abordo? 

La  otra  dificultad,  no  menos  grave  por  cierto,  surge  de 
la  consideración  de  la  mercancía  enemiga  hallada  en  bu- 
que neutral.  Teniendo  derecho  el  beligerante  para  capturar 
la  propiedad  enemiga,  ¿podía  verificarlo  también  cuando  fue- 
se trasportada  en  buque  neutral?  Y  en  este  caso,  ¿podía  cap- 
turar igualmente  el  barco  que  la  conducía,  comunicando 
así  la  mercancía  su  carácter  hostil  al  medio  de  trasporte? 

1481.  Estas  cuestiones  se  han  resuelto  de  muy  diverso 
modo.  El  Consulado  del  mar  establecía  las  siguientes  re- 
glas, en  las  que  está  formulada  la  primera  norma  ju- 
rídica relativa  á  la  neutralidad: 

«Cuando  un  barco,  armado  para  un  viaje  ó  yendo  en 
corso,  encontrare  un  buque  mercante,  si  éste  y  el  cargamen- 
to perteneciesen  al  enemigo,  es  inútil  hablar  de  ello,  porque 
todo  el  mundo  sabe  lo  que  debe  hacer,  y  en  este  caso  son 
innecesarias  las  reglas;  pero  si  el  buque  apresado  pertene- 
ciese á  los  amigos,  y  la  mercancía  que  llevase  á  bordo  á  los 
enemigos,  el  capitán  del  buque  armado  podrá  obligar  al  de 
la  nave  que  hubiese  detenido  á  entregarle  cuanto  pertenezca 
á  los  enemigos,  y  deberá  acompañarla  hasta  que  se  halle 
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erí lugar  seguro;  pero  todo  con  la  obligación,  por  parte 
del  capitán  del  buque  armado,  de  pagar  al  otro  el  flete  Inte- 
gro que  hubiera  debido  percibir  si  hubiese  trasportado  el 
cargamento  al  lugar  de  su  destino,  con  arreglo  á  lo  que 
constase  en  el  registro. 

«Además,  si  el  capitán  ú  otro  que  hiciese  sus  veces,  se  di- 
rigiesen á  un  lugar  donde  pudiera  quedar  segura  la  presa, 
y  quisiera  que  el  buque  condujese  la  mercancía  conñscada, 
no  podrá  el  patrón  negarse  á  ello;  pero  deberá  hacer,  res- 
pecto de  este  punto,  un  convenio,  y  el  capitán  ó  quien  haga 
sus  veces  habrá  de  ejecutar  y  respetar  lo  convenido.  Si  no 
hubiese  mediado  contrato  alguno,  cuando  llegaren  al  igual 
lugar  designado,  deberá  entregarse  6d  patrón  una  suma 
ó  mayor  de  la  que  habría  percibido  por  el  flete  en  el  viaje 
que  habla  emprendido. 

»En  el  caso  en  que  el  cargamento  fuese  todo  ó  la  mayor 
parte  mercancías  enemigas,  si  el  patrón  del  buque  detenido 
se  negase  á  trasportarlas  á  un  puerto  en  que  estuviesen 
en  seguro  para  el  capturante,  tendrá  éste  derecho  á  echar 
á  pique  la  nave  salvando  su  tripulación. 

»Si  el  buque  perteneciese  al  enemigo  y  el  cargamento  á 
ciudadanos  de  un  pueblo  amigo,  no  serán  confiscables  di- 
chas mercancías.  En  este  caso,  si  los  propietarios  de  ellas 
quisieran  rescatar  la  nave  por  un  precio  razonable ,  deberá 
consentir  en  ello  el  capturante;  pero  cuando  dichos  propie- 
tarios se  negasen  á  rescatarla,  podrá  ser  llevada  como  bue- 
na presa  á  un  puerto  del  que  la  captura,  ó  donde  se  resti- 
tuirán las  mercancías  pagando  los  propietarios  al  captu- 
rante el  flete  como  si  las  mercancías  hubiesen  ll^gaulo  al 
lugar  de  su  destino. 

»Sl  el  capturante  se  hubiese  negado  á  cualquier  transac- 
ción razonable  con  los  propietarios  de  las  mercancías,  no 
deberán  pagar  éstos  flete  alguno  por  el  trasporte; 'por  el 
contrario,  dichos  propietarios  no  sólo  deberán  obtener  la 
restitución  de  sus  mercancías,  sino  que  se  les  deberá  in- 
demnizar de  los  daflos  que  hayan  sufrido  á  consecuencia 
de  la  interrupción  de  su  viaje.» 

1482.  Dichas  reglas,  consagradas  en  el  Consulado  d^l 
mar,  sancionaron  con  la  mayor  claridad  y  precisión  el  prin- 
cipio de  que  corresponde  al  beligerante  el  derecho  de  apo- 
derarse de  la  propiedad  enemiga,  pero  con  la  obligación  de 
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respetar  en  absoluto  la  propiedad  neutral  (i),  y  proveyeron 
rigurosamente  á  asegurar  la  observancia  de  las  reglas  pres- 
critas. En  efecto,  ponían  á  salvo  los  principales  objetos  de 
la  propiedad  privada  marítima  cuando  pertenecían  &  los 
neutrales ,  esto  es ,  la  mercancía ,  la  nave  y  el  precio  del 
trasporte.  Es  verdad  que  justificaba  el  derecho  de  capturar 
ios  bienes  del  enemigo  aun  á  bordo  del  buque  neutral,  con 
lo  cual  se  limitaba  el  derecho  que  tienen  los  neutrales  á  co- 
merciar libremente,  no  sólo  entre  si,  sino  también  con  los 
países  beligerantes,  impidiéndoles  el  comercio  de  comisión 
y  de  flete  de  objetos  pertenecientes  al  enemigo,  sujetando  & 
la  confiscación  los  objetos  trasportados;  pero  se  salvaba  el 
derecho  del  patrón  del  barco  á  que  se  le  pagase  el  flete 
de  las  mercancías  confiscadas,  como  si  las  hubiese  llevado 
al  lugar  de  su  primitivo  destino .  Lo  que  podía  considerarse 
como  verdaderamente  favorable  á  los  neutrales ,  era  el  ha- 
ber consagrado  el  Consulado  el  respeto  absoluto  á  la  pro- 
piedad neutral  á  bordo  del  buque  enemigo,  y  el  respeto  al 
buque  neutral  &un  cuando  su  cargamento  correspondiese 
al  enemigo. 

No  puede  sostenerse,  sin  embargo,  que  la  condición  de 
los  neutrales  respecto  de  la  libertad  de  navegación  y  co- 
mercio fuese  durante  la  guerra  lo  mismo  que  durante  la 
paz,  según  las  reglas  del  Consulado  del  mar.  Era,  en  efec- 
to, un  grave  obstáculo  para  la  libertad  del  tráfico,  y  muy 
gravoso  para  los  neutrales,  el  deber  de  sujetarse  á  la  visi- 


(i)  El  Consolado  del  mar  fné  uno  de  los  Códigos  marítimos  más  im- 
portantes vigentes  en  las  costas  del  Mediterráneo,  de  España,  de  Italia 
j  hasta  del  archipiélago,  despaes  de  Carlos  V.  Háse  disentido  mncho 
acerca  del  carácter  y  del  origen  de  dicho  Código,  para  lo  cnal  debe  leer- 
se á  Pardessus  fCole^cton  de  le^e^  marift'ma^,  tomo  II,  cap.  xii),  el 
cnal  ha  hecho  concienzudas  y  minuciosas  Investigaciones  respecto  de 
este  punto.  Sostiene  que  fuá  publicado  quizá  en  el  siglo  xni,  pero  de 
seguro  antes  de  la  segunda  mitad  del  xiv.  Es  evidente  que  es  posterior 
á  las  Listas  de  Dieron,  y  contiene  los  usos  marítimos  de  los  pueblos 
que  traficaban  en  el  Mediterráneo;  y  si  no  se  publicó  oficialmente  en 
ningún  país,  tuvo«  sin  embargo,  una  autoridad  indiscutible,  siendo  la 
base  del  actual  derecho  marítimo.  Las  reglas  dadas  en  él  ftaeron  reco- 
nocidas en  los  tratados  y  seguidas  en  la  práctica  hasta  fines  del  si- 
glo xvii. 
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ta  por  el  derecho  que  correspondía  al  beligerante  de  cercio- 
rarse de  si  iba  &  bordo  mercancía  enemiga,  cuyo  estado  de 
cosas  empeoraba  por  la  tendencia  general  &  apelar  &  cual- 
quier pretexto  durante  las  guerras  marítimas  para  oponer 
obstáculos  al  comercio  de  los  neutrales,  por  lo  que  ocurría 
que  los  beligerantes  aducían  muchas  veces  la  sospecha  de 
qué  la  mercancía  bajo  bandera  neutral  pudiera  pertenecer 
al  enemigo ,  para  justificar  sus  arbitrarias  vejaciones, 
conducir  á  sus  puertos  los  buques  neutrales  y  someterlos 
á  un  juicio  ante  el  Tribunal  de  presas,  para  conocer  su  con- 
dición jurídica  la  de  la  mercancía.  Según  los  principios  de 
justicia,  había  razón  para  decir  que  el  hecho  de  los  neu- 
trales que  trasportasen  mercancías  del  enemigo,  no  siendo 
contrabando  de  guerra,  no  tenía  por  sí  mismo  un  carácter 
hostil  ni  podía  legitimarlos  obstáculos  puestos  por  el  beli- 
gerante al  trasporte;  y  bajo  este  punto  de  vista,  las  reglas 
del  Consulado  eran  un  injusto  atentado  á  la  independencia 
y  á  los  derechos  esenciales  de  los  pueblos  amigos.  Habría 
sido,  sin  embargo,  favorable  á  la  condición  de  los  neutra- 
les que  las  reglas  del  Consulado  del  mar  se  hubiesen  apli- 
cado lealmente.  Algunas  veces  se  procuró  con  nuevos  pre.-  ' 
textos  y  subterfugios  empeorar  la  condición  de  los  neu- 
trales aplicando  más  severamente  los  derechos  de  la 
guerra. 

1483.  En  efecto,  Francia  agregó  una  segunda  regla,  á 
saber:  que  cuando  el  buque  neutral  iba  cargado  de  mer- 
cancías enemigas,  no  sólo  pudiese  el  beligerante  confiscar 
dichas  mercancías,  sino  también  el  buque  neutral  que  las 
trasportaba.  Este  principio,  que  fué  consagrado  por  las  or- 
denanzas de  1538  y  1584,  fué  adoptado  también  por  otras 
potenclasmarltimas,  tratando  de  justificarlas  por  su  ana- 
logía con  los  principios  sancionados  en  el  Derecho  romano 
y  principalmente  con  los  del  jurisconsulto  Paulo,  que  de- 
claraba que,  en  caso  de  contrabando  de  aduana ,  podía  se- 
cuestrar el  fisco,  no  sólo  la  mercancía,  sino  también  el  bu- 
que (1).  El  art.  69  del  edicto  sobre  el  Almirantazgo,  dado  por 
Enrique  III  en  Marzo  de  1584,  modificó  también  la  otra  re- 
gla del  Consulado  del  mar,  disponiendo  que  se  pudiese  con- 


O)    LeyliZ)íV.,§2,39,4, 


I  neutrales  á  bordo  del  buque 
resta disposicionj  alegándola 
mercancías  enemigas  se  sus- 
a  captura,   haciéndolas  apa- 
os  neutrales.  Pero  de  hecho 
tu  característico  de  las  autt- 
tendencla  6.  legalizarla  pira- 
!  las  reglas  fueron  má.s  ó  me- 
nú» riguiusuiiiuiitu  upiiuMxus,  seguo  el  mayor  ó  menor  in- 
terés que  habla  en  alentar  &  los  corsarios  y  el  deliberado 
propósito  de  perjudicar  el  comercio  de  los  neutrales.  En  1639 
mitigó  Luis  Xin  su  aplicación  rigurosa,  y  con  la  declaración 
de  1 ."  de  Febrero  de  1650,  volvió  &  poner  en  vigor  la  máxima 
del  Consulado  del  mar,  que  disponía  el  respeto  á  la  mer- 
cancía neutral,  y  su  restitución  al  propietario  (!).  Pero  bajo 
Luis  XIV  fué  cuando  se  publicó  el  Reglamento  de  la  marina 
"61,  que  todos  los  pueblos  han  tomado  luego  por  mode- 
orque  se  dice  que  contenía  los  principios  délos  usos 
nacionales  y  del  derecho  marítimo,  y  sobre  todo  el  que 
>]ece  que  la  mercancía  del  enemigo  confisca  la  del 
;o,  que  fué  solemnemente  sancionada.  En  efecto,  dis- 
Lse  en  ella  lo  siguiente:  «Toda  nave  que  se  hallase  car- 
,  de  efectos  pertenecientes  á.  nuestros  enemigos,  y  las 
:ancias  ds  nuestros  subditos  ó  aliados  que  se  hallaren 
n  buque  enemigo,  se  considerarán  como  buena  presa.» 
Ddía,  sin  embargo,  templarse  el  rigor  de  esta  dlsposi- 
apllci^ndola  solamente  &.  los  ciudadanos  franceses  y  Ó. 
liados  de  esta  nación,  según  la  letra  de  la  ley,  conside- 
o  respecto  de  ellos  la  confiscación  como  una  pena  con- 
i  prohibición  justifícada  Impuesta  &.  éstos  y  ó.  sus  alia- 
pero  la  jurisprudencia  francesa  ha  entendido  siempre 
sposiclon  de  aquel  articulo  de  un  modo  general,  y  ha 
Iderado  conflscable,  contra  la  máxima  del  Consulado 
lar,  la  mercancía  neutral  á  bordo  del  buque  enemiga 
Liede  también  sostenerse  que  Luis  XIV  legalizó  la  pi- 
la mejor  que  sus  predecesores,  sancionando  el  prln- 
de  que  la  bandera  enemiga  hace  enemigo  el  cárga- 
lo neutral,  que  el  cargamento  enemigo  hace  enemi- 


Yéase  el  art.  6.*  de  diclua  ordenanzas,  inserto  entre  los  dooo- 
¡a  jostiflcatíToa  por  Valin,  Tratado  de  los  presas. 
noRB.— TOMO  in.  20 
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ga  la  nave  neutral  que  lo  trasporta,  y  que  en  ambos  casoar 
puede  conñscarse  la  propiedad  de  los  neutrales. 

1484.  Los  principios  sancionados  en  el  reglamento  cita- 
do, se  templaron  álgun  tanto  por  el  de  21  de  Octubre  de  1744, 
promulgado  por  Luis  XV,  en  el  que  se  confirmaba  la  má- 
xima de  que  las  mercancías  enemigas  á  bordo  de  buques 
neutrales  podían  ser  confiscadas;  pero  en  cuanto  á  las  na- 
ves, prescribía  dicho  reglamento  que  debían  restituirse  al 
neutral,  según  se  disponía  en  el  Consulado  del  mar.  Debe- 
mos notar,  sin  embargo,  que  salvo  esta  templanza  equita- 
tiva, el  resto  del  citado  reglamento  de  Luis  XV  era  muy 
desfavorable  á  los  neutrales,  declarando  confiscables,  no 
sólo  las  mercancías  que  realmente  pertenecían  al  enemigo, 
sino  también  las  pertenecientes  á  los  neutrales,  cuando  pu- 
diera presumirse  que  procedían  de  las  fábricas  del  ene- 
migo. 

1485.  Es  una  disposición  verdaderamente  favorable  á 
los  neutrales  la  que  se  halla  en  el  reglamento  de  26  de  Ju- 
lio de  1773,  publicado  por  Luis  XVI,  en  cuyo  reglamento  se 
halla  implícitamente  consagrada  la  máxima  que  la  bande- 
ra neutral  neutraliza  también  la  mercancía  enemiga;  pero 
en  este  mismo  reglamentó  se  halla  igualmente  confirmada 
otra  máxima,  esto  es,  la  de  que  el  pabellón  enemigo  con- 
vierte también  en  enemiga  la  mercancía  neutral  á  bordo  de 
la  nave  correspondiente,  y  como  tal  quedaba  sujeta  á  la 
confiscación. 

1486.  De  esta  breve  exposición  resulta  que  los  princi- 
pios relativos  al  comercio  neutral  consagrados  en  los  re- 
glamentos y  en  las  ordenanzas  francesas,  eran  muy  one- 
rosos para  los  neutrales  y  tendían  á  legitimar  el  despojo, 
aumentando  en  daño  de  los  mismos  el  derecho  de  captura. 
En  vez  de  mejorar  las  reglas  del  Consulado  del  mar,  el  de- 
recho y  la  jurisprudencia  francesa  han  empeorado  la  con- 
d^icion  de  los  neutrales. 

El  Consulado  del  mar  no  perjudicaba  al  buque  neutral 
que  trasportaba  mercancías  del  enemigo,  y  únicamente  de- 
claraba confiscables  éstas,  dejando  al  buque  libre  de  conti- 
nuar su  camino,  y  obligaba  al  beligerante  á  pagar  al  ca- 
pitán de  la  nave  todo  el  flete  estipulado  por  el  trasporte 
de  la  mercancía  secuestrada;  lo  cual,  según  hace  notar 
Binkershoak  equivalía  á  pagarle  más  de  lo  que  se  le  de- 
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en  resumen,  es  un  hecho  que,  hasta  la  guerra  de  Oriente  de 
1854,  los  principios  justos  relativos  al  comercio  de  los  neu- 
trales, consignados  en  el  Consulado  del  mar,  fueron  cada 
vez  más  abiertamente  violados  por  el  derecho  y  por  la  ju- 
risprudencia francesa;  y  lo  que  más  debe  llamar  la  aten- 
ción es  que  hasta  mediados  del  siglo  XVIII  estuviesen  de 
acuerdo  los  mismos  publicistas  en  sostener  que  no  debía 
considerarse  como  absolutamente  contrario  al  derecho  y  á 
la  justicia  la  confiscación  de  la  mercancía  enemiga  á  bordo 
de  un  buque  neutral,  siempre  que  no  se  secuestrase  el 
mismo  buque  y  la  mercancía  amiga  que  se  hallase  á  bordo. 

1487.  En  los  demás  paisas  se  adoptaron  las  mismas  re- 
glas sancionadas  por  las  ordenanzas  francesas.  Esto  hizo 
España  que  consagró  en  las  ordenanzas  de  1702  y  de  1718 
las  máximas  que  Luis  xiv  habla  sancionado  en  las  de  1681. 
España  declaró  confiscables  las  mercancías  pertenecientes 
á  los  amigos  y  aliados  halladas  á  bordo  de  un  buque  ene- 
migo y  la  mercancía  enemiga  á  bordo  de  un  buque  amigo 
ó  aliado,  así  como  el  barco  que  la  trasportase.  Cuando  me- 
joró la  condición  de  los  neutrales  por  el.  reglamento  de 
Luis  XVI,  adoptó  España  el  mismo  temperamento,  sancio- 
nándolo en  la  ordenanza  de  1.*"  de  Julio  de  1779. 

1488.  La  legislación  inglesa  no  ha  sido  de  hecho  más  U* 
beral  para  los  neutrales.  En  teoría,  ha  afirmado  la  Gran 
Bretaña  que  quería  seguir  los  principios  del  Consulado  de) 
mar,  y  observar,  respecto  á  la  confiscación  del  buque  y  del 
cargamento  neutral,  el  derecho  marítimo  consuekidínario 
Las  máximas  seguidas  en  la  práctica  han  sido,  sin  embar- 
go, las  siguientes:  en  cuanto  á  la  mercancía  enemiga  á 
bordo  del  buque  neutral,  ha  sostenido  siempre  que  debía 
ser  confiscada;  en  lo  que  se  refiere  á  la  propiedad  neutral 
á  bordo  del  buque  enemigo,  aun  aceptando  como  máxi- 
ma el  principio  del  Consulado  del  mar,  ha  opuesto  dicho 
gobierno  tantas  dificultades  respecto  de  la  prueba  de  neu- 
tralidad del  cargamento,  que  en  realidad  ha  hecho  ilusoria 
su  exención  de  la  confiscación .  Además,  Inglaterra,— que 
siempre  ha  sometido  la  guerra  marítima  al  fin  de  conso- 
lidar y  aumentar  su  poder  comercial,— ha  apelado  siempre  á 
nuevos  pretextos  para  oponer  obstáculos  al  comercio  de 
los  neutrales,  y  les  ha  Impuesto  por  la  fuerza  leyes  arbi- 
trarlas. Así,  en  las  frecuentes  guerras  contra  Francia,  di6 
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el  Gobierno  inglés  tai  extensión  &  la  definición  del  contra- 
bando de  guerra,  que  excluyó  del  libre  comercio  el  traspor- 
te de  machos  objetos  que  no  tenían  relación  alguna  con  la 
guerra;  por  ejemplo,  no  sólo  declaraba  ilícito  el  trasporte 
de  maderas  de  construcción,  de  cuerdas,  de  lienzo  para 
las  velas,  de  hierro,  de  pez,  etc.,  sino  que  prohibió  también 
^1  de  víveres  y  de  vestidos,  y  aumentando  las  prohibicio- 
nes con  sólo  declararlo  todo  contrabando,  concluyó  por  de- 
jar solamente  &  los  neutrales  la  facultad  de  cargar  sus  na- 
ves de  objetos  de  moda  y  de  lastre. 

1489.  Entre  las  pretensiones  de  Inglaterra  para  poner 
obstáculos  al  comercio  de  los  neutrales,  debe  incluirse  la 
expuesta  durante  la  guerra  con  Francia  en  1756,  y  consis- 
tía en  querer  impedirles  de  un  modo  general  y  absoluto 
el  emprender  nuevo  comercio  durante  la  guerra.  Conviene 
recordar  que  el  comercio  con  las  Colonias  lo  hacía  exclu- 
sivamente el  Estado  á  que  aquéllas  pertenecían,  y  se  ne- 
gaba &  los  extranjeros  el  derecho  &  hacerlo  aun  durante 
la  paz.  Habiendo  Francia  concedido  á  los  Países-Bajos  el 
comercio  de  géneros  coloniales  mientras  aquella  nación 
se  hallaba  en  guerra  con  Inglaterra,  sostuvo  el  Gobierno 
inglés  que  el  Estado  beligerante  no  podía  conceder  &  los 
neutrales  el  derecho  á  hacer  el  comercio  marítimo  con  sus 
propias  colonias  durante  la  guerra,  siendo  así  que  durante 
la  paz  se  reservaba  el  monopolio  de  dicho  comercio. 

Mucho  más  dificil  es  conciliar  esta  protesta  del  Gobier- 
no inglés  con  los  principios  de  la  razón  y  del  derecho. 
¿Cómo  demostrar,  en  efecto,  que  el  comercio  de  los  pue- 
blos neutrales  debe  estar  condenado  á  una  completa  inamo- 
vilidad  durante  la  guerra,  ó.  que  este  mismo  comercio 
con  las  colonias  del  beligerante  puede  ser  calificado  co- 
mo ilícito  y  contrario  al  derecho  internacional?  ¿Podía 
acaso  negarse  al  soberano  el  derecho  de  suprimir  durante 
la  guerra  ciertos  privitegios  comerciales  reservados  &  los 
propios  ciudadanos  durante  la  paz,  para  sostener  que  los 
neutrales  que  de  tales  concesiones  se  aprovechaban  se 
convertían  por  esto  en  enemigos? 

Y  sin  embargo,  pospusieron  los  principios  de  la  razón 
y  de  la  justicia  á  la  imperiosa  necesidad  de  crear  obstácu- 
los de  todas  clases  al  comercio  de  las  potencias  rivales 
para  obtener  el  fin  principal  de  hacer  servir  la  guerra  para 
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asegurar  la  preponderancia  comercial,  y  en  su  consecuen- 
cia, capturaron  los  Ingleses  en  dicha  guerra  los  buques 
holandeses  autorizados  para  comerciar  con  las  colonias 
francesas,  declarando  buena  presa  el  buque  y  su  carga- 
mento. No  sirvió  á  Holanda  invocar  el  tratado  concluido- 
con  Inglaterra  en  1675,  que  consagraba  el  principio  de  la 
libertad  de  bandera;  los  Tribunales  ingleses  decidieron  que 
debía  considerarse  válida  la  captura,  porque  los  buques 
holandeses  se  habían  convertido  por  una  especie  de  adop- 
ción en  naves  francesas,  sirviendo  á  los  intereses  de  Fran- 
cia en  el  mero  hecho  de  comerciar  con  sus  colonias. 

1490.  El  juez  Jenkinson  adujb  para  justificar  tan  grave 
atentado  á  la  independencia  de  los  neutrales,  que  la  guerra 
no  debía  ser  para  éstos  una  ocasión  de  lucro,  permitiéndo- 
les enriquecerse  durante  un  estado  de  cosas  que  arruina- 
ba á  otros;  que  si  se  concediese  á  los  neutrales  la  facultad 
de  sacar  ventajas  del  estado  de  guerra,  podía  impulsarles 
esto  á  cooperar  para  prolongarla  y  poder  disfrutar  por 
más  tiempo  de  dichas  ventajas  (1). 

Sin  embargo,  estos  no  son  más  que  fútiles  pretextos  es- 
cogitados para  dar  una  apariencia  de  justicia  á  una  medida 
tan  injusta  y  tan  rigurosa  que  sólo  tenía  su  verdadera  ra- 
zón en  lo  que,  según  varias  veces  hemos  dicho,  animaba 
la  política  de*  las  potencias  marítimas,  esto  es,  en  hacer 
servir  la  guerra  para  enriquecerse  con  perjuicio  de  los  be- 
ligerantes y  de  los  neutrales,  oponiéndose  al  comercio  de 
unos  y  otros,  y  ampliando  con  nuevos  pretextos  el  derecho 
de  confiscación.  A  consecuencia  del  mismo  principio  pro- 
hibía también  Inglaterra  el  comercio  de  cabotaje  ejercido 
por  el  neutral  en  el  país  del  beligerante,  porque  también 
este  comercio  especial  se  reservaba  á  los  nacionales  du- 
rante la  paz. 

Estas  pretensiones  fueron  apoyadas  por  algunos  publi- 
cistas, sobre  todo  por  aquellos  que  consideraban  como 
principal  deber  de  la  neutralidad  el  continuar  el  estado *de 
cosas  anterior  á  la  guerra.  Decían  éstos  que  ejerciendo  el 
neutral  el  comercio  de  cabotaje  en  el  país  del  beligerante,  no 


(1)  La  prohibición  á  que  nos  referimos  se  conoce  con  el  nombre  de 
Regla  de  la  guerra  de.  1756  (véase  PhíUimore,  Comentarios,  tomo  iii» 
pág.  9,  cap.  X.) 
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cia,  en  las  que  con  una  simple  ordenanza  declaró  bloquea-^^ 
das  todas  las  costas  francesas:  como  lo  verificó  en  1689, 
cuando  mediante  la  declaración  de  22  de  Agosto ,  dispuso 
que  «todo  comercio  de  cualquier  clase  con  los  puertos  fran- 
ceses por  parte  de  cualquier  subdito  de  otro  rey,  principe  ó 
Estado,  será  prohibido,  sopeña  de  la  confiscación  del  buque 
y  de  la  mercancía.» 

Sin  entrar  en  otros  detalles,  prueba  lo  dicho  hasta  ahora 
que  la  guerra  marítima  se  ha  hecho  arbitrariamente  y  con 
la  más  evidente  violación  de  los  principios  del  derecho  en 
perjuicio  de  los  neutrales,  para  satisfacer  los  intereses  de 
las  potencias  marítimas  más  fuertes  y  aguerridas. 

1492.  Veamos  ahora  de  qué  modo  se  han  proclamado  los 
principios  racionales  relativos  á  los  derechos  de  los  neu- 
trales, y  cómo  han  sido  solemnemente  reconocidos. 

Era  natural  que  los  medios  y  arbitrios  del  beligerante 
sostenidos  por  la  fuerza  fuesen  también  atacados  del  .mis* 
mo  modo  por  el  otro  l)eligerante.  La  primera  confederación 
organizada  con  este  objeto  fué  la  formada  por  las  ciudades 
hanseáticas^  esto  es,  por  las  situadas  en  las  costas  del  Bál- 
tico, las  cuales,  impulsadas  por  la  necesidad  de  extender  su 
comercio  y  asegurar  su  poder,  reunieron  sus  fuerzas  para 
proteger  sus  intereses.  No  se  cuidaron  verdaderamente  de 
proclamar  los  principios  de  la  neutralidad  y  defenderlos  en 
interés  de  todos,  sino  que  se  preocuparon  principalmente 
de  obtener  privilegios  especiales  para  ejercer  con  seguridad 
su  comercio.  Estos  privilegios  fueron  concedidos  sucesiva- 
mente por  Luis  XI  en  1464  y  1484;  por  Carlos  VIII  en  1489; 
por  Francisco  I  en  1536;  por  Enrique  II  en  1552;  y  por  Enri- 
que IV  en  1604.  Reconocieron  además  formalmente  en  un 
tratado  que  dichas  ciudades  concluyeron  en  10  de  Mayo 
de  1655,  en  cuyo  art.  3."*  se  estipuló  expresamente  que  la 
mercancía  del  enemigo  no  hacía  confiscable  la  del  amigo,  y 
que  los  buques  pertenecientes  á  las  ciudades  hanseáticas 
serían  libres  y  podían  trasportar  libremente  las  mercancías 
á  pesar  de  que  fuesen  propiedad  del  enemigo  (1). 

1493.  Holanda  fué  la  que  procuró  en  seguida  asegurar 
en  su  favor  el  principio  de  que  el  pabellón  neutral  cubre  la 
mercancía  enemiga.  No  teniendo  en  su  estrecho  y,  estéril 


(i)    Flassan,  Historia  de  la  diplomaeia  francesa,  cap.  ni,  p.  194. 
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territorio  elementos  de  producción  para  alimentar  el  co- 
mercio, se  industriaba  haciendo  lo  que  se  llama  comercio 
de  economía,  empleando  las  naves  de  su  marina  en  el 
trasporte  y  la  distribución  de  los  productos  extranjeros  por 
todos  los  puertos  de  Europa.  Interesaba,  pues,  á  los  Holan- 
deses que  pudiese  continuar  en  tiempo  de  guerra  el  cabo- 
taje internacional  sin  obst&culos  por  parte  de  los  belige- 
rantes, intentándolo  todo  &  fin  de  obtener  mediante  una  con- 
vención la  derogación  de  la  máxima  entonces  vigente,  esto 
es,  que  era  confiscable  la  mercancía  enemiga  que  se  halla- 
ba á  bordo  de  la  nave  amiga.  Ya  en  18  de  Abril  de  1646  ha- 
bían concluido  éstos  un  tratado  con  Francia  sobre  la  base 
naoe  Ubre,  mercancta  libre.  En  efecto,  en  el  art.  1 ."  se  esti- 
pulaba que  los  buques  de  las  Provincias  Unidas  que  trafi- 
casen con  la  patente  del  Almirantazgo  de  dichas  provincias^ 
serian  libres,  asi  como  su  cargamento,  á  pesar  dií  que  lle- 
vasen grano,  legumbres  ú  otras  cosas  pertenecientes  al  ene- 
migo, exceptuando  solamente  las  que  fuesen  contrabando 
deguerra.  Este  mismoprincipio  fué  confirmado  porLuisXIV 
en  el  tratado  de  1678  con  que  concluyó  la  paz  de  Nimega. 

1494.  También  Suecia  y  Dinamarca  procuraron  soste- 
ner con  energía  los  derechos  de  la  neutralidad,  los  cuales 
hallaron  en  Hübner  un  ardiente  defensor.  Tenían  dichas  po- 
tencias gran  interés  en  continuar  durante  la  guerra  el  co- 
mercio de  madera  da  construcción,  de  hierro  y  de  alqui- 
trán, por  lo  cual  procuraron  restringir  por  medio  de  trata- 
dos el  contrabando  de  guerra. 

1495.  También  hallamos  entre  los  Estados  sostenedo- 
res de  la  causa  de  los  neutrales  contra  las  arbitrarias  pre- 
tensiones de  las  grandes  potencias,  á  la  Prusia  durante  el 
reinado  de  Federico  el  Grande.  A  pesar  de  que  ésta  era 
más  bien  un  Estado  continental  que  marítimo,  en  el  asunto 
del  empréstito  silesiano  sostuvo  contra  Inglaterra  una  em- 
peñada lucha  diplomática  en  favor  de  los  neutrales,  lucha 
<iue  dio  por  resultado  definir  los  principios  de  la  neutrali- 
dad contra  las  pretensiones  del  Gobierno  británico. 

La  discusión  entre  el  Gobierno  prusiano  y  el  de  Ingla- 
terra respecto  al  comercio  de  los  neutrales,  tuvo  lugar  á 
mediados  del  siglo  XVIII.  Habiendo  comenzado  en  1744  la 
guerra  entre  la  Gran  Bretaña  de  una  parte  y  Francia  y  Es- 
paña de  la  otra,  el  rey  de  Prusia,  á  fin  de  proteger  el  co- 
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mercio  de  sus  propios  subditos  durante  la  guerra,  invitó 
al  Gobierno  inglés  por  medio  de  su  representante  &  mani- 
festar qué  regla  había  adoptado  respecto  de  los  subditos 
prusianos.  Diciio  gobierno  contestó  muy  vagamente,  ase* 
gurando  en  términos  generales  que  se  respetarla  la  bande- 
ra prusiana  al  igual  de  las  de  las  potencias  aliadas  de  In- 
glaterra, á  condición  de  que  no  se  emplease  para  traspor- 
tar municiones  de  guerra  &  sus  enemigos;  pero  de  hecho 
secuestráronse  muchos  buques  prusianos,  y  fueron  con- 
denados como  buena  presa  por  el  Tribunal  del  Almiran- 
tazgo. 

A  consecuencia  de  este,  procedimiento,  pidió  el  Gobierno 
prusiano  por  medio  de  su  representante  M.  Michel  una  de- 
claración formal  escrita  respecto  de  las  reglas  para  el  co- 
mercio de  los  neutrales,  y  en  1747,  después  de  serías  discu- 
siones diplomáticas  entre  ambos  gobiernos,  declaró  el  Ga- 
binete inglés  que  «no  había  tenido  ni  tendría  jamás  inten- 
ción de  oponer  ningún  obstáculo  á  la  navegación  de  los 
ciudadanos  prusianos  mientras  ejerciesen  el  comercio  de  un 
modo  lícito  y  de  conformidad  con  los  antiguos  usos  esta- 
blecidos y  reconocidos  por  las  potencias  neutrales».  Una 
declaración  tan  vaga  no  podía  contener  las  arbitrarias  de- 
predaciones por  parte  de  los  armadores  ingleses,  los  cua- 
les continuaron  capturando  con  diversos  pretextos  los  bu- 
ques prusianos,  y  muchos  dinamarqueses,  suecos  y  holan- 
deses, todos  neutrales,  fletados  én  todo  ó  en  parte  por  los 
prusianos,  y  los  Tribunales  ingleses  hallaban  siempre  ra- 
zones aparentes  para  declarar  buenas  las  presas,  pues  no 
habiendo  declarado  terminantemente  su  gobierno  lo  que 
entendía  por  comercio  licito,  había  dejado  abierta  la  puerta 
para  que  cada  cual  lo  entendiera  con  arreglo  á  sus  inte- 
reses. 

Así  continuaron  las  cosas  hata  1751,  en  que  el  rey  de 
Prusia  procuró  hacerse  justicia  por  sí  mismo,  y  para  obte- 
ner la  reparación  de  las  pérdidas  experimentadas  por  sus 
ciudadanos,  secuestró,  á  título  de  represalia,  los  capitales 
pertenecientes  á  los  negociantes  ingleses  y  garantizados 
con  las  hipotecas  establecidas  en  su  favor  sobre  la  Silesia. 
Discutióse  entonces  diplomáticamente  la  cuestión  entre 
ambos  gobiernos,  siendo  invitados  por  éstos  los  hombres 
de  Estado  y  los  publicistas  más  notables  á  debatir  las  ra- 


zones  expuesuis  por  una  y  otra  parte,  y  &  declarar  los 
principios  de  derecho  iaternacional  relativos  al  comercio 
de  los  neutrales.  El  resultado  fué  que  el  Gobierno  inglés 
sostuvo  que,  según  el  derecho  de  gentes,  las  cosas  perte- 
necientes al  enemigo  podían  ser  secuestradas  aun  abordo 
de  la  nave  amiga,  y  el  Gobierno  prusiano  demostré  que 
debían  considerarse  como  máxima  constante  del  derecho 
internacional  que  la  nave  Ubre  hace  también  libre  la  mer- 
cancía. Respecto  de  las  cosas  propiedad  del  amigo  ha- 
lladas abordo  del  buque  enemigo,  estaban  de  acuerdo  am- 
bos gobiernos  en  que  debían  ser  entregadas  al  propieta- 
rio; pero  el  Gobierno  inglés,  consecuente  con  su  política 
que  tiende  siempre  &  aumentar  los  motivos  de  confisca' 
clon,  sostuvo  que,  cuando  abordo  de  una  nave  amiga  se 
hallan  mercancías  que  se  dice  pertenecen  al  neutral,  pue- 
den declararse  buena  presa,  si  no  se  prueba  hasta  la  evi- 
dencia la  verdad  de  este  aserto.  De  este  modo  buscaba  In- 
glaterra el  medio  de  justificar,  bajodiversos  pretextos,  las 
depredaciones  llevadas  á  cabo  por  sus  armadores,  y  con 
la  dificultad  de  la  pFueba  destruir  de  hecho  la  misma  má- 
xima de  que  las  cosas  pertenecientes  al  neutral  debían  res- 
tituírsele aunque  se  hallasen  á  bordo  de  un  buque  enemigo. 
Esta  importante  discusión  diplomática  terminó  convi- 
niendo en  que  el  Gobierno  prusiano  desistiría  del  secues- 
tro de  la  deuda  de  la  Silesia  mediante  el  pago  de  20.000  li- 
bras esterlinas  por  parte  de  Inglaterra  (1). 

1496.  Sin  entrar  en  detalles  minuciosos,  nos  limitaremos 
aqui  &  notar  que,  en  todos  los  tratados  concluidos  durante 
el  siglo  XVII,  no  puede  decirse  que  se  fijó  con  certeza  el  de- 
recho correspondiente  &  los  neutrales  de  comerciar  libre- 
mente con  el  enemigo.  Adoptáronse  en  muchos  tratados 
las  dos  reglas:  nave  libre,  mercancía  libre;  y  nace  enemiga, 
mercancía  enemiga;  y  fueron  reconocidas  en  otras,  y  algu- 
nas veces  hasta  se  adoptó  una  sola  regla  sin  hacer  mención 
expresa  de  la  otra,  no  faltando  ocasiones  en  que  las  mis- 
mas reglas  adoptadas  fueron  constantemente  violadas  en 
la  práctica.  En  general,  puede  decirse  que  la  tendencia  que 
prevaleció  en  el  derecho  convencional  del  siglo  ?,vn  fué  feí- 


(J)    VéaxVnlens,  Causas  célebres  del  derecho  d«  ge  lites,  t,  ni. 
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vorable  á  la  adopción  del  principio  general  de  que  la  condi- 
ción del  cargamento  seguía  la  de  la  nave,  pero  esta  tenden- 
cia no  fué  verdaderamente  decisiva  hasta  ol  siglo  XVIII;  y 
por  lo  que  respecta  &  la  proclamación  de  los  principios  ge- 
nerales y  á  la  determinación  de  los  derechos  de  la  neutrali- 
dad, no  pudo  verificarse  sino  después  de  la  alianza  armada 
de  los  Estados  neutrales,  los  cuales  se  reunieron  para  pro- 
clamar sus  derechos  y  defenderlos  con  lajs  armas  en  la 
mano  contra  las  arbitrariedades  de  los  beligerantes,  como 
sucedió  en  el  año  1780  y  en  el  1800. 

Antes  de  verificarse  este  acto,  era  imposible  contraba- 
lancear la  preponderancia  de  Inglaterra,  que,  además  de  su 
posición  privilegiada  por  mar,  habla  logrado  concentrar  en 
sus  manos  el  mayor  poder  militar,  y  con  las  riquezas  acu- 
muladas con  su  comercio  y  sus  colonias  se  habla  conver- 
tida en  la  verdadera  señora  de  los  mares.  Las  tentativas 
hechas  por  las  ciudades  hanseáticas,  por  Escandinavia, 
por  Suecia  y  por  Dinamarca,  para  sostener  la  causa  delíJs 
neutrales  no  podían  ser  suficientes  para  Impedir  al  Gobierno 
de  Inglaterra,  que  habla  llegado  al  colmo  del  poder  y  de  la 
riqueza,  que  hiciese  incierta  é  insegura  la  condición  de  los 
neutrales,  porque  eran  inciertos,  precarios  y  mal  definidos 
los  derechos  de  los  mismos  durante  la  guerra.  Agregúese 
á  esto  que  la  jurisprudencia  no  era  uniforme  en  modo  al- 
guno, y  que  las  demás  potencias  marítimas,  como  Francia, 
España  y  Rusia,  seguían,  ora  una  política  liberal,  ora  una 
política  conquistadora,  qiie  se  revelaba  en  el  derecho  ma- 
rítimo, según  tenían  interés  en  oponer  resistencia  ó  en  ase- 
gurar con  la  fuerza  el  monopolio  de  ciertos  comercios.  Es, 
pues,  evidente,  que  era  indispensable  la  constitución  de 
una  neutralidad  marítima  fuerte  y  poderosa,  y  el  estable- 
cimiento de  un  gran  Estado  neutral  fuerte  é  independiente. 
Lo  primero  se  realizó  mediante  la  alianza  organizada  por 
Rusia  en  1780;  lo  segundo  con  la  formación  de  los  Estados- 
Unidos  de  América. 

1497.  Importa  poco  discutir  sobre  si  la  neutralidad  ar- 
mada de  1780  fué,  como  quieren  algunos,  obra  espontánea 
de  Catalina  II,  ó  de  la  habilidad  del  conde  de  Panin;  lo  cier- 
to es  que  la  nueva  política  proclamada  por  el  Gobierno  ruso 
para  sostener  la  gran  causa  de  los  neutrales,  produjo  una 
verdadera  revolución  en  el  derecho  marítimo. 


solemnidad,  que  no  ^ii- 
Empunemente  la  líber- 
33,  y  en  el  mes  de  Mar- 
dres,  de  Veraalles,  de 
agüe,  una  declaración 
ite,  en  la  que  se  procla- 
tralidad,  cuyo  respeto 
aso.  Dicha  declaración 
a  la  libertad  marítima 

avegar  libremente  de 
e  las  naciones  que  se 

!S  &  los  ciudadanos  de 
<  se  encuentren  á  bordo 
s  excepto  los  artículos 

eciflcacion  de  éste,  se 
lo  en  los  arts.  JO  y  11 
an  Bretaña  (1),  cxten- 
las  potencias  bellge- 

eriza  el  bloqueo  de  un 
1  si  no  &  aquel  en  que 
lo  ataque  con  buques 
lardar  laentrada,  haya 

-oveyó  respecto  de  la 
wrdo  de  un  buque  ene- 
que  se  hallaba  empe- 
i,  no  ofrecía  gran  Inte- 
costumbre  de  dejar  al 
neutral  de  los  buques 


tre  la  Orao  Bretafia  y  Rn- 
laniciones  de  guerra,  apli- 
lorteros  y  demás  armas  de 
9,  espadas,  oananas,  o«rtfl- 
cantidad  necesaria  para  el 
pág.  396. 
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enemigos  &  condición  de  considerar  libre  la  mercancía 
enemiga  á  bordo  de  buques  neutrales  (1). 

1498.  Cuando  dicha  declaración  se  comunicó  á  las  po- 
tencias neutrales,  éstas,  no  sólo  se  adhirieron  á  los  princi- 
pios en  ella  formulados,  sino  que  se  obligaron  á  asegurar 
el  respeto  de  los  mismos,  defendiéndolos  con  las  armas. 
Esto  hicieron  Dinamarca,  Suiza,  Holanda,  Prusia,  Austria, 
Portugal,  las  dos  Sicillas,  Francia  y  España.  Sin  embargo, 
estas  potencias  no  entraron  formalmente  en  la  liga  armada 
para  defenderse  reciprocamente  en  el  caso  de  que  se  viola- 
sen con  perjuicio  de  alguna  de  ellas  los  principios  procla- 
mados. Esto  lo  hicieron  solamente  Dinamarca,  Suecia  y 
Prusia,  que  se  pusieron  de  acuerdo  é  hicieron  una  alianza 
defensiva  para  mantener  con  las  armas  los  derechos  de  la 
neutralidad.  Era  natural  que  Inglaterra  quedase  un  tanto 
confusa  y  se  negase  á  entrar  en  la  liga  de  los  neutrales, 
para  continuar  aplicando  en  la  práctica  las  reglas  incier- 
tas y  equívocas  sostenidas  por  ella  en  materia  de  presas. 
Sin  embargo,  su  actitud  y  su  resistencia  egoísta  no  consi- 
guieron detener  el  impulso  dado,  y  ella  misma  se  vló  obli- 
gada á  templar  las  violentas  y  arbitrarias  medidas  que 
acostumbraba  á  practicar  en  perjuicio  délos  neutrales,  im- 
poniendo en  efecto  á  sus  corsarios  el  deber  de  ser  más  mo- 
derados en  su  conducta,  y  concediendo  que  las  mercancías 
procedentes  del  Levante  y  de  las  Antillas,  pudieran  ser  tras- 
portadas libremente  bajo  cualquier  bandera  neutral.  El  sis- 
tema de  principios  proclamados  por  la  liga  de  la  neutrali- 
dad armada,  es  una  de  las  más  importantes  fases  del  dere- 
cho marítimo  internacional,  y  establece  una  línea  divisoria 
entre  el  derecho  marítimo  anterior,  que  era  incierto,  vaci- 
lante, y  diversamente  definido  según  el  distinto  interés  de 
las  potencias  marítimas,  y  el  derecho  marítimo  de  los 
tiempos  modernos,  fundado  en  principios  ciertos  y  racio- 
nales, que  deben  considerarse  hasta  ahora  como  la  expre- 


(1)  Para  todos  loa  particulares  relativos  al  origen  de  la  declaración 
de  Catalina  II,  y  á  los  esfuerzos  hechos  por  el  príncipe  de  Potenktn 
para  impedir  sn  promulgación,  véase  Flnssan,  Historia  de  la  diplo- 
macia, tomo  vil,  pág.  267  á  273;  Schcel,  Historia  de  los  tratados, 
tomo  iv;  Wheaton,  Historia  de  los  progresos  del  derecho  de, gentes; 
Conchi,  El  derecho  maritimo  internacional,  tomo  ii,  pág.  260. 
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sion  de  la  conciencia  jurídica  délos  pueblos  civilizados. 
Aquellos  principios  fueron  el  punto  de  partida  de  la  gran 
reCopma  que  ha  tenido  su  completo  desarrollo  en  época  re- 
ciente. 

£1  tratado  de  paz  deflnltivocon  que  se  puso  término  á  la 
guerra  de  la  independencia  americana,  concluido  en  Ver- 
salles  en  1783,  recordó  y  confirmó  el  tratado  de  Utrecht 
de  1713,  y  dio  nueva  forma  &  los  convenios  relativos  &  la 
navegación  de  los  neutrales,  á  la  que  se  habla  provisto  en 
dicho  tratado  (1).  Los  principios  de  la  neutralidad  armada 
fueron  conñrmados  de  un  modo  más  evidente  en  los  trata- 
dos concluidos  entre  los  diferentes  Estados  en  el  intervalo 
que  media  entre  la  paz  de  1783  y  el  comienzo  de  la  Revolu- 
ción francesa. 

1499.  Los  Estados-Unidos  sobre  todo,  que  estaban  Inte- 
resados en  consolidar  la  independencia  adquirida,  y  con- 
trabalancear la  preponderancia  del  Gobierno  inglés  procu- 
raron mostrarse  favorables  á  los  neutrales,  y  en  los  trata- 
dos estipulados  con  Holanda  en  1782,  con  Suecia  en  1783  y 
con  Prusla  en  1785,  fijaron  la  máxima,  nave  Ubre,  mercan- 


(1)  El  art.  17  del  tratado  de  Comercio,  conclDÍdo  en  Utrecht  ell  1  Je 
Ajiril  de  1713  entre  Francia  ¿Inglaterra,  disponía  lo  aiguieate:  aSerá 
permitido  á  loa  ciadadanos  del  Rej  Cristianisimo'y  i  los  de  la  Reina  de 
la  Oran  Bretafla,  navegar  con  sns  buques  con  toda  segnridad  y  liber- 
tad (j  9in  diatincion  alguna  por  loa  duefloa  de  las  mercancías  gne  tras- 
porten) en  cualquier  puerto  ó  lagar  en  qne  ae  hallen,  por  maa  qne  ea- 
tm  en  guerra  con  el  Rey  Criatianfsimo  ó  con  la  Reina  de  la  Oran  Bre- 
tafiaj»  Dumont,  tomo  vui,  pág.  345. 

Una  disposioton  completamente  análoga  hallamos  inserta  en  el  tra- 
tado de  navegación  y  comercio  concluido  entre  Francia  é  Inglaterra  en 
1786;  y  como  dicha  disposición,  después  de  la  declaración  de  principios 
hecha  por  la  liga  de  los  nentralea,  podía  interpretarse  como  un  recono- 
cimiento indirecto  de  loa  mencienados  principios,  promoviéronse  vivas 
diacnsiosGs  en  el  Parlamento  inglés,  y  el  marqués  de  Lanadowne  atacú 
anéi^ícamente  al  gobierno  para  que  declarase  qne  con  aquel  articulo 
no  ae  habla  querido  adherir  á  la  declaración  rusa  de  Í730,  y  asi  tuvo 
o  el  Ministerio,  manifeatando  qne  no  se  trataba  de  un  com- 
>n  los  demás  pueblos,  aino  únicamente  con  Francia.  De  cual- 
o,  no  puede  desconocerse  que  la  misma  Inglaterra  se  vio 
reconocer  los  derechos  sagrados  de  la  neutralidad,  áconse- 
la  actttnd  adoptada  por  los  Estados  neutrales  armados. 


—  320  — 

cía  libre  (1).  Dieron^  pue3,  un  paso  más  importante  en  el  ca- 
mino del  progreso,  tomando  una  generosa  iniciativa  cuan- 
do concluyeron  con  Prusia  el  tratado  de  1785,  en  el  que  no 
sólo  establecieron  como  regla  la  libertad  de  comercio,  sino 
también  el  pacto  que  tendía  &  abolir  el  corso.  En  efecto,  el 
articulo  23  de  dicho  tratado,  debido  &  la  iniciativa  de  Fran- 
klin,  disponía  lo  siguiente:  «Sí  sobreviniese  una  guerra  en- 
tre ambas  partes  contratantes,  todos  los  buques  mercantes 
y  comerciales  empleados  en  el  cambio  de  productos  de  las 
diferentes  regiones,  y  destinados  en  consecuencia  &  facili- 
tar la  distribución  de  los  objetos  propios  para  satisfacer  las 
necesidades  ó  las  comodidades  de  la  vida,  viajarán  libre- 
mente y  sin  ser  molestados,  y  las  dos  potencias  contratan- 
tes se  comprometen  á  no  conñar  misión  alguna  á  las  naves 
armadas  en  corso,  que  pudiera  autorizarlas  á  robar  ó  &  des- 
truir dichos  buques  mercantes  6  &  interrumpir  el  comercio». 


(l)  La  tendencia  del  gran  Estado  neutral  que  se  formó  en  América 
á  favorecer  el  progreso  del  derecho  internacional  marítimo,  se  reveló 
en  el  primer  tratado  que  aquel  Estado  concluyó  con  Francia  para  ase* 
gurarse  el  concurso  de  la  misma  en  la  ¡poderosa  lucha  que  sostenía  con 
Inglaterra.  En  efecto,  el  art.  23  del  tratado  del  6  de  Febrero  de  1778  en- 
tre los  Estados-Unidos  y  Francia,  dispone  lo  siguiente:  «Los  buques 
libres  asegurarán  igualmente  la  libertad  de  las  mercancías  y  se  consi- 
derarán libres  todos  los  objetos  que  se  hallaren  á  bordo  de  los  buques 
pertenecientes  á  los  ciudadanos  de  una  de  las  partes  contratantes,  á 
pesar  de  que  el  cargamento  ó  parte  de  éste  pertenezca  á  los  enemigos 
de  una  de  dichas  partes.» 

Puede  decirse  con  razón  que  el  pueblo  americano  tiene  el  mérito  de 
las  grandes  iniciativas  que  tienden  á  favorecer  el  respeto  á  la  libertad 
y  á  la  justicia.  Su  política  se  ha  inspirado  también  constantemente  eo, 
su  interés,  pero  siempre  de  acuerdo  con  lo  justo;  y  por  esto  es  por  lo 
que  en  las  grandes  cuestiones  internacionales  se  han  mantenido  general- 
mente los  Estados-Unidos  dentro  de  la  equidad  y  de  la  moderación* 
Esta  es  la  política  tradicional  iniciada  en  aquellos  Estados  por  uno  de 
los  políticos  más  grandes  y  más  hábiles,  por  Washington:  «Es  digno 
de  un  pueblo  ilustrado  y  liberal,  decía,  y  por  consiguiente,  de  un  gran 
pueblo,  dar  el  ejemplo  tan  sublime  como  nuevo,  de  mostrarse  constan- 
temente guiado  por  la  justicia  y  por  la  benevolencia.  ¿Quién  podrá  du- 
dar que  esta  conducta  os  devolverá  centuplicados  los  medios  que  sa- 
criñqueis  momentáneamente,  obrando  de  esta  manera ?»^Correspa/i<- 
dencia  d»i  Washington,  publicada  por  Guizot  en  1840,  edic  Grosselin, 
t.  VI,  p.  166. 
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s  anormales  condiciones  en  que 
irras  de  la  Revolución  francesa, 
iusa  de  los  neutrales,  y  rena- 
jsos  antes  condenados.  Dinamar- 
re  la  base  de  los  principios  de  la 
Rusia  se  negó  á  unirse  &  ellas 
ílaterra,  Austria,  Rusia  y  Espafla 
pactado  las  potencias  coaligadas 
para  obligar  &  Frauda  &  concluir 
iclones  que  quisieran  imponerle, 
iolencias  y  arbitrariedades  antes 
rrales,  justiflcándolas  con  el  pré- 
ñela. 

ido  el  principio  de  que  los  buques 
jducir  en  los  puertos  franceses 
Inglaterra,  sobre  todo,  se  mostró 
en  el  maniñesto  publicado  en  8 
ae  JUDIO  ae  iTy»  para  sus  corsarios  y  sus  buques  de  guer- 
ra, no  sólo  proclamó  vigentes  los  más  vejatorios  procedi- 
mientos y  adoptó  como  m&xiraa  «el  pabellón  no  cubre  la 
mercancía»,  sino  que  dispuso,  con  severidad  injustiflcable, 
que  toda  nave  cargada  de  grano  ó  de  otros  víveres  con 
destino  á  Francia,  fuese  detenida  y  conducida  &  los  puertos 
ingleses;  y  que  se  capturase  también  cualquier  barco  que 
hubiese  intentado  violar  el  bloqueo,  sin  necesidad  de  noti- 
ficar la  existencia  de  éste .  Kn  la  instrucción  de  6  de  No- 
viembre de  1793,  volvió  &  poner  en  vigor  la  regla  de  la 
guerra  de  1756,  &  la  que  nos  hemos  referido  anteriormente, 
declarando  buena  presa  todos  los  buques  cargados  de 
mercancías  coloniales  francesas. 

Esta  conducta,  que  tendía  evidentemente  &  producir  la 
escasez  en  Francia,  debía  provocar  la  reacción  y  legitimar 
las  represalias,  por  lo  que  también  la  Convención  francesa 
se  separó  de  los  principios  de  la  neutralidad  armada,  y 
isiderando  que  no  era  respetada  por  los  enemigos  de 
iincia  la  bandera  de  los  neutrales;  que  eran  violados  los 
idamentos  de  derecho  internacional,  y  que  no  debía  el 
iblo  francés  respetar  tampoco  en  tal  situación  la  coraple-  ■ 
libertad  del  comercio  y  de  la  navegación  neutral,  decretó 
los  buques  de  guerra  y  los  corsarios  franceses  esta- 
autorizadqs  para  apresar  y  trasportar  &  los  puertos  de 
pioRB.— TOMO  m.  21 


í 
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la  República  los  barcos  neutrales  cargados  en  todo  ó  ea^ 
parte,  ora  de  comestibles  pertenecientes  á  los  neutrales  y 
destinados  á  los  puertos  de  los  enemigos,  ora  de  mercan- 
cías pertenecientes  &  éstos. 

Marchando  siempre  por  el  camino  de  ía  violencia  y  de 
las  arbitrariedades  reciprocas,  continuaron  siendo  cada  vez 
más  incaliñcables  las  rigurosas  medidas  decretadas  por 
una  y  otra  parte  para  destruirse.  En  las  instrucciones  adi- 
cionales dadas  por  el  Gobierno  inglés  en  6  de  Noviembre  de 
1793  y  8  de  Enero  de  1794,  prescribía  Hood,  que  se  declarase 
buena  presa  á  todo  buque,  de  cualquier  nación  que  fuese, 
destinado  á  un  puerto  francés  ó  que  saliese  de  él,  sin  tener 
en  cuenta  la  naturaleza  del  cargamento,  y  el  Gobierno  de 
Francia  adoptó  á  su  vez  por  represalias  medidas  igualmen-  • 
te  arbitrarias,  bastando  recordar  que  la  ley  de  18  de  Enero 
de  1798  disponía,  que  el  estado  de  los  buques,  en  lo  que  con- 
cierne &  su  cualidad  de  neutrales  ó  de  enemigos,  se  deter- 
minaría por  el  cargamento  de  los  mismos,  declarando  como 
consecuencia  de  este  principio  buena  presa  todos  los  bar- 
cos neutrales  cargados  de  mercancía  enemiga,  calificando 
de  tal  toda  mercancía  procedente  de  Inglaterra  ó  de  las  po- 
sesiones inglesas. 

1501.  No  continuaremos  detallando  las  arbitrariedades 
y  represalias  llevadas  á  cabo  durante  las  guerras  de  la  Re- 
volución francesa.  Cometiéronse  toda  clase  de  excesos,  pre- 
tendiendo excusarlos  como  medidas  excepcionales  que  las 
circunstancias  extraordinarias  de  la  guerra  hacían  necesa- 
rias. La  reacción  sobrevino  cuando,  no  pudiendo  Rusia  se- 
guir en  su  camino  &  Inglaterra,  se  separó  de  ésta  y  se  mos- 
tró nuevamente  dispuesta  &  declarar  vigentes  los  princiíio"6 
de  la  neutralidad  armada,  invitando  por  una  declaración 
de  16  de  Agosto  de  1800  á  los  reyes  de  Prusia,  Dinamarca  y 
Suecia  á  renovar  la  Convención  de  neutralidad  de  1780. 

Celebróse  este  nuevo  tratado  en  San  Petersburgo,  de  14  al 
16  de  Diciembre  del  año  1800,  estableciéndose  las  bases  de 
la  segunda  neutralidad  armada,  de  conformidad  con  los 
principios  proclamados  en  1780,  y  aún  se  fué  más  lejos, 
adoptando  en  favor  de  los  neutrales  las  dos  siguientes  má- 
ximas que  se  agregaron  á  las  precedentemente  acordadas: 
1.*  Un  neutral  sólo  es  culpable  de  violación  de  bloqueo 
ouando,  después  de  haber  sido  advertido  por  un  corsario 


[a  linea  apelando  á  la  astucia  ó  á  la  fuerza. 

2.*  Cuando  los  buques  mercantes  neutrales  viajen  escol- 
tados por  un  barco  de  guerra  neutral,  no  deben  estar  suje- 
tos á  la  visita,  debiendo  considerarse  suficiente  la  declara- 
ción hecha  por  el  comandante  del  convoy  de  que  no  va 
abordo  nada  que  pueda  considerarse  como  contrabando  de 
guerra. 

Prusla  se  adhirió  &  la  segunda  neutralidad  armada  me- 
díante el  tratado  de  18  do  Diciembre  de  aquel  mismo  año, 

1503.  Inglaterra  hizo  toda  ciase  de  esfuerzos  pai a  des- 
truir la  alianza  armada,  y  declaró  la  guerra  é.  Dinamarca, 
bombardeando  é,  Copenhague  el  2  de  Abril  de  1801,  abrien- 
do &  la  vez  tratos  con  Rusia  para  conseguir  que  ésta  rom- 
piese la  liga  de  neutralidad  armada.  La  muerte  de  Pablo  I, 
emperador  de  Rusia,  ocurrida  en  23  de  Marzo  de  1801,  fa- 
voreció las  miras  del  Gobierno  inglés,  que  logró  ultimar 
el  convenio  marítimo  de  17  de  Junio  de  I80i,  en  el  cual  se 
estipuló  el  principio  el  pabellón  no  cubre  la  mercancía,  po- 
niendo nuevamente  en  vigor  la  máxima  precedente,  que  la 
libertad  de  los  buques  de  los  neutrales  y  del  comercio  de 
los  mismos  no  alcanzaba  á  la  propiedad  enemiga  traspor- 
tada en  dichos  buques. 

Las  potencias  del  N.,  Suecia  y  Dinamarca,  abandonadas 
por  Rusia,  tuvieron  que  acceder  á  la  Convención  de  1801, 
que  es  una  especie  de  resumen  da  las  reglas  d^e  derecho 
internacional  marítimo  aceptadas  por  Inglaterra,  y  acor- 
dadas mediante  tratados  con  las  demás  naciones;  reglas 
que  han  venido  rigiendo  en  la  práctica  hasta  el  Congreso 
de  Parts  de  1856. 

Conviene  exponer  dichas  reglas  tal  y  como  se  esti- 
pularon en  aquel  tratado,  porque  fueron,  como  dice  Heffter, 
el  ultimátum  de  las  concesiones  Jiechas  por  parte  de  Ingla- 
terra en  materia  de  neutralidad. 

1.*  Los  buques  neutrales  podrán  navegar  libremente 
hacia  los  puertos  y  á  lo  largo  de  las  costas  de  los  belige- 
rantes. 

2'  Las  mercancías  abordo  de  los  buques  neutrales  se- 
rán libres,  excepto  las  llamadas  contrabando  de  guerra  y 
las  de  propiedad  enemiga;  la  mercancía  que  tenga  este  ori- 
gen, pero  que  haya  sido  adquirida  y  sea  trasportada  por 


—  324  — 

un  neutral,  conservará  siempre  los  beneficios  anejos  á  esta 
bandera. 

3.*  Para  evitar  toda  mala  ó  torcida  inteligencia  acerca  de 
los  artículos  que  constituyen  el  contrabando  de  guerra,  se 
refieren  las  partes  contratantes  al  art.  11  del  tratado  de  co- 
mercio concluido  entre  ellas  el  21  de  Febrero  de  1797. 

4.*  No  se  considerará  como  puerto  bloqueado  sino  aquel 
cuya  entrada  ofrezca  un  peligro  real  á  consecuencia  del  nú- 
mero de  buques  de  guerra  encargados  de'  impedir  el  ac- 
ceso. 

5/  La  acción  judicial  contra  los  buques  neutrales  se- 
cuestrados por  fundadas  sospechas  ó  por  actos  evidente- 
mente culpables,  se  emprenderá  sin  demora,  y  el  procedi- 
miento será  estrictamente  legal  y  uniforme. 

Respecto  de  la  visita  de  los  buques  mercantes  en  con- 
voy, formuláronse  los  principios  relativos  á  ella  de^  la  lAa- 
nera  siguiente  (art.  4.**): 

1.''  El  derecho  de  visitar  los  buques  mercantes  pertene- 
cientes á  una  de  las  dos  potencias,  y  que  naveguen  escol- 
tados por  un  barco  de  guerra  del  Estado  á  que  pertenece, 
estará  exclusivamente  reservado  á  los  buques  de  la  misma 
clase  del  Estado  beligerante,  y  no  podrá  ejercitarse  por  los 
armadores  particulares  ni  por  los  corsarios. 

2.''  Los  propietarios  de  buques  destinados  á  partir  en 
convoy  escoltados  por  un  buque  de  guerra,  antes  de  reci- 
bir las  cartas  correspondientes,  deberán  presentar  al  jefe 
del  mismft  sus  pasaportes  y  sus  certificados  marítimos  en 
la  forma  determinada  por  este  tratado. 

3.**  Cuando  se  encontrase  un  convoy  con  un  buque  de 
guerra  de  las  partes  beligerantes,  deberá  éste  mantenerse 
fuera  del  alcance  de  un  tiro  de  cañón,  á  no  ser  que  lo  impi- 
da el  estado  del  mar  ó  el  lugar  en  que  se  verifique  el  en- 
cuentro, y  enviar  una  lancha  ó  uno  de.  sus  buques  de  con- 
voy para  proceder  de  oomun  acuerdo  al  examen  de  las  car- 
tas y  certificados  que  muestren  que  está  autorizado  para 
escoltar  tales  ó  cuales  buques  con  tal  ó  cual  cargamento, 
desde  el  puerto  A.  al  puerto  B.,  y  que  pertenece  además  ala 
marina  real  6  imperial  del  Estado  cuya  bandera  enarbola. 

4.**  Una  vez  reconocidas  y  halladas  en  regla  las  cartas, 
no  deberá  abrigarse  ninguna  sospecha  legitima.  En  ca^o 
contrario,  el  comandante  del  convoy  después  de  invitado  en 
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debida  forma  por  el  beligerante,  deberá  detenerse  el  tiempo 
necesario  para  que  el  buque  de  guerra  pueda  verificar  la 
visita  de  las  naves  que  componen  el  convoy. 

5.*  Si  después  del  examen  de  los  documentos  cree  el  ca- 
pitán del  buque  de  guerra  tener  justas  razones  para  rete- 
ner uno  ó  más  barcos  de  los  escoltados,  estará  en  su  dere- 
<2ho  al  hacerlo,  entregando  antes  el  capitán  y  la  tripulación 
al  jefe  del  convoy  escoltado,  el  cual  tendrá  á  su  vez  el  dere- 
cho de  llevar  abordo  de  los  barcos  secuestrados  uno  de 
sus  oficiales  para  vigilar  el  proceso  instruido.  El  barco  cap- 
turado será  en  este  caso  conducido  al  puerto  de  la  nación 
beligerante  que  esté  más  inmediato  y  sea  más  á  propósito 
para  llevar  á  cabo  una  investigación  regular  (1). 

En  el  mismo  tratado  se  hallan  también  otras  disposicio- 
nes favorables  á  los  neutrales,  como  las  indemnizaciones 
debidas  á  éstos  en  caso  de  detención  injustificada,  las  pres- 
cripciones para  impedir  el  abuso  de  bandera,  etc. 

1503.  Si  todas  las  disposiciones  mencionadas  fuesen 
lealmente  ejecutadas  y  observadas,  habría  razón  para  con- 
siderar la  declaración  de  los  principios  estipulados  en  di- 
cho tratado  como  el  comienzo  de  un  verdadera  progreso  y 
el  abandono  definitivo  de  la  política  arbitraria  del  Gabinete 
inglés,  y  de  su  constante  resistencia  á  proclamar  principios 
claros  y  precisos  respecto  de  los  derechos  de  los  neutra- 
les. De  cualquier  modo,  fué  ya  un  gran  paso  el  haber  podido 
obtener  del  Gobierno  inglés  una  declaración  de^  principios 
como  los  contenidos  en  dicho  tratado,  los  cuales,  aunque 
no  del  todo  conformes  con  los  proclamados  por  las  ligas  de 
neutralidad  armada  de  1780  y  de  1800,  fueron  una  verdade- 
ra transacción  entre  los  principios  tradicionales  arbitrarios 
y  las  reglas  de  derecho  proclamadas  en  las  declaraciones 
de  las  potencias  aliadas;  pero  el  gran  mal  fué  que  los  mis- 
mos principios  fijados  en  dicho  tratado  fueron  desconocidos 
al  poco  tiempo. 


(t)  Véase  Martens,  Recopilación,  sup.  II,  p.  472  á  476.  Encuén- 
trase allí  también  la  correspondencia  entre  Inglaterra  y  las  potencias 
aliadas  por  el  tratado  de  1800.  Diclia  correspondencia,  en  la  que  In- 
glaterra sostenía  que  se  había  celebrado  la  alianza  con  miras  hostiles 
á  ella,  preparó  el  tratado  concluido  con  Rusia,  de  que  antes  nos 
hemos  ocupado. 
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No  vamos  á  referirnos  á  los  excesos  cometidos  durank<> 
las  guerras  de  la  Revolución  francesa^  en  las  que  se  justi- 
ficó la  arbitrariedad  y  la  violencia  con  la  necesidad  de  ven- 
cer  á  Francia  á  toda  costa  y  por  todos  los  medios.  La  orden 
del  Consejo  de  16  de  Mayo  de  1806,  por  la  que  el  Gabinete 
inglés  notificó  &  las  potencias  neutrales  el  bloqueo  de  todos 
los  puertos,  radas,  costas  y  rios  comprendidos  entre  la  des- 
embocadura del  Elba  y  el  puerto  de  Brest  inclusive,  y  el 
decreto  de  Milán  de  17  de  Setiembre  de  1807,  en  el  que  decla- 
ró Napoleón  que  confiscaría  toda  nave  que  pagas*e  cual- 
quier derecho  al  Tesoro  británico,  declarando  también  blo- 
queadas todas  las  islas  británicas,  son  una  prueba  clara 
de  la  confusión  que  entonces  reinaba  en  las  guerras  marí- 
timas. 

Lo  más  notable  es  que  Inglaterra  faltó,  en  1807,  á  los 
principios  estipulados  en  1801,  respecto  de  Dinamarca,  que 
se  había  adherido  á  ellos  por  el  tratado  de  23  de  Octubre  del 
mismo  año.  A  consecuencia  de  esto,  Rusia  notificó,  por  su 
declaración  de  26  de  Octubre  de  1807,  que  no  consideraba 
vigente  el  tratado  de  17  de  Junio  de  1801,  sino  que  volvía  A 
reconocer  los  principios  de  la  neutralidad  armada,  alo  cual 
respondió  el  Gobierno  inglés  con  la  contra-declaración  de  18- 
de  Diciembre  de  1807,  manifestando  que  consideraba  vigen- 
tes los  principios  del  derecho  marítimo,  contra  los  cualea 
se^había  organizado  la  neutralidad  armada.  Tal  fué  la  causa 
de  que  tuviese  una  vida  de  corta  duración  la  declaración  de 
principios  hecha  en  dicho  tratado,  y  en  el  celebrado  en  18 
de  Julio  de  1812  entre  Inglaterra  y  Rusia  no  volvió  á  poner- 
se en  vigor  el  tratado  de  1801. 

1504.  El  Congreso  de  Viena,  que  puso  fin  á  la  larga  guer- 
ra sostenida  contra  Francia,  y  fundó  sobre  nuevas  bases  el 
sistema  de  las  relaciones  internacionales  de  los  Estados 
europeos,  no  determinó  nada  respecto  á  los  diversos  pun- 
tos controvertidos  en  el  derecho  marítimo.  Procuró  arreglar 
la  navegación  de  los  rios,  pero  nada  dispuso  respecto  de 
dicha  navegación  en  caso  de  guerra.  La  cuestión  sobre  si 
la  mercancía  debía  ó  no  seguir  la  condición  del  pabellón  que 
la  cubre  en  tiempo  de  guerra,  ha  continuado  discutiéndose 
con  distintos  criterios,  y  regulándose  por  tratados  en  que  se 
ha  atendido  á  ar;'eglar  la  condición  de  los  neutrales,  sin  ha- 
ber establecido  nada  con  certeza  respecto  de  los  mismos. 
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Los  publicistas  han  continuado  apreciando  de  diverso  modo 
dicha  condición  y  los  derechos  y  deberes  pertenecientes  á 
los  mismos;  los  gobiernos  los  han  entendido  con  arreglo  á 
las  miras  particulares  de  la  política  reinante  y  á  sus  pe- 
culiares intereses. 

Durante  un  periodo  de  cerca  de  cuarenta  afíos  no  se  tur- 
bó la  paz  de  Europa  con  grandes  guerras,  es  decir,  desde  el 
tratado  de  Viena  en  1815  hasta  la  guerra  de  Oriente  en  1854. 
Sin  embgirgo,  las  discusiones  relativas  &  los  derechos  y  á 
los  deberes  de  los  neutrales  han  sido  bastante  animadas,  é 
Inglaterra  se  ha  mostrado  constantemente  firme  en  el  sos- 
teiiimiento  de  sus  principios,  que  eran  los  consagrados  en 
el  Consulado  del  mar,  .esto  es,  que  corresponde  al  belige- 
rante el  derecho  de  apoderarse  en  el  mar  de  la  propiedad 
enemiga  en  cualquier  lugar  que  la  encuentre;  que  habiendo 
la  obligación  de  respetar  solamente  la  propiedad  neutral, 
no  puede  negársele  el  derecho  á  investigar  á  quien  corres- 
ponde el  buque  y  los  objetos  que  lleva  abordo,  si  son  en 
totalidad  del  enemigo  ó  del  neutral  ó  si  es  mixto  el  carga- 
mento; que  combinando  estos  derechos  y  deberes,  puede  el 
beligerante,  por  simple  presunción  ó  sospecha  -de  que  la 
nave  ó  la  mercancía  pertenecen  al  enemigo,  secuestrarla  y 
admitir  al  neutral  &  probar  lo  contrario  ante  los  Tribunales 
del  capturante. 

F&cil  es  comprender  que  este  sistema  debía  perjudicar 
grandemente  &  los  neutrales  y  á  la  libertad  comercial  de 
los  mismos.  El  derecho  de  probar  ante  los  Tribunales  del 
capturante  es  una  débil  é  incompleta  garantía.  Admitido 
que  el  beligerante  puede  secuestrar  la  nave  ó  su  cargamen- 
to por  simple  sospecha,  y  que  el  secuestro  así  verificado  de- 
be considerarse  como  una  justa  y  legal  presunción  en  favor 
suyo,  que  sólo  puede  destruirse  mediante  prueba  en  contra- 
rio; considerando  que  esta  prueba  debía  hacerse  ante  el  Tri- 
bunal llamado  á  decidir  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  de  la 
confiscación  en  interés  del  Estado  capturante,  y  las  grandes 
dificultades  para  evidenciar  las  pruebas  de  la  propiedad 
son  las  que  únicamente  podrá  destruir  la  presunción  de 
que  aquélla  pertenece  al  enemigo,  resulta  evidente  que  el 
sistema  inglés  debe  dar  lugar  en  su  aplicación  á  graves 
dificultades  y  &  los  mayores  abusos  y  vejaciones. 

1505.    Era  natural  que  los  Estados  que  necesitaban  la 


-~  328  — 

libertad  comercial  pusieran  gran  cuidado  en  simpliflcar  la 
navegación  de  los  neutrales  durante  la  guerra,  y  evitar  los 
pretextos,  abusos  y  vejaciones  contra  los  mismos,  lo  cual 
no  podía  obtenerse  sino  proclamando  la  regla  «eZ  pabellón 
cubre  la  mercancía  .yi^  En  efecto,  admitiendo  el  principio  de 
que  la  condición  jurídica  del  cargamento  debe  depender  de 
la  condición  de  la  nacionalidad  de  la  nave,  que  puede  pro- 
barse hasta  la  evidencia  con  el  acta  correspondiente  que 
existe  abordo,  y  sin  otro  retraso  que  el  necesario  para 
examinar  dicha  acta,  se  muestra  claramente  que  el  co- 
mercio de  los  neutrales  puede  ejercerse  durante  la  guerra 
lo  mismo  que  en  tiempo  de  paz,  no  est&ndoles  prohibido 
más  que  trasportar  aquellos  artículos  que,  según  el  dere- 
cho internacional  consuetudinario,  se  califican  como  con- 
trabando de  guerra,  y  el  cargar  su  propiedad  abordo  de 
los  buques  de  los  beligerantes. 

Los  Estados-Unidos  de  América  se  han  mostrado  siem- 
pre fieles  á  los  antecedentes  establecidos  en  1778,  segua 
antes  hemos  indicado,  y  en  los  tratados  estipulados  han 
procurado  siempre  fijar  como  máxima:  nave  libre,  mer- 
cancía libre. 

Esto  hicieron  en  el  tratado  con  Colombia  en  1824,  en  el 
del  Brasil  en  1828,  en  el  de  la  América  Central  en  1825,  en- 
el  celebrado  con  Chile  en  16  de  Mayo  de  1852,  y  en  otros  va- 
rios. Para  obtener  aquel  gobierno  el  reconocimiento  de  la 
máxima  el  pabellón  cubre  la  mercancía,  se  ha  mostrado 
siempre  dispuesto  á  conceder  la  confiscación  de  los  bienes 
neutrales  bajo  bandera. enemiga;  no  quiere  decir  esto  que 
haya  considerado  absolutamente  necesario  asociar  estos 
dos  principios,  sino  más  bien  por  dar  á  Inglaterra  en  par- 
ticular una  compensación,  como  si  dicho  gobierno  se  mos- 
trara dispuesto  á  conceder  la  facultad  de  secuestrar  lá 
mercancía  neutral  cargada  abordo  de  la  nave  enemiga,  á 
condición  de  que  se  renunciase  al  derecho  de  secuestrar  la 
mercancía  enemiga  abordo  de  un  buque  neutral,  siempre 
con  el  fin  de  simpliflcar  la  difícil  prueba  de  la  propiedad  de 
la  mercancía,  y  reducirlo  todo  á  la  prueba  de  la  bandera, 
por  ser  fácil,  expedita  y  segura. 

Este  principio,  que  se  halla  estipulado  en  el  art.  13  del 
tratado  con  Chile,  lo  está  asimismo  en  el  art.  18  del  tratado 
de  9  de  Diciembre  de  183*4  estipulado  entre  Francia  y  Boli- 
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Via.  Lo  mismo  en  el  uno  que  en  el  otro  se  halla  establecido 
el  principio  «que  las  mercancías  cubiertas  con  bandera 
neutral,  se  consideran  neutrales  aun  cuando  pertenezcan  & 
enemigos  de  la  otra  parte  contratante».  Después  se  añade: 
cSe  ha  convenido  igualmente  en  que  la  libertad  de  la  ban- 
dera asegura  la  de  las  personas,  y  en  que  el  individuo  per- 
teneciente &  una  potencia  enemiga  el  cual  se  Iialle  abordo 
de  un  buqué  neutral,  no  puede  ser  hecho  prisionero,  &  no 
ser  que  sea  militar  y  esté  en  aquel  momento  al  servicio  del 
enemigo.  * 

«A  consecuencia  del  mismo  principio  sobre  la  asimila- 
don  de  la  bandera  y  de  la  mercancta ,  la  propiedad  neutral 
hallada  abordo  de  un  buque  enemigo  será  considerada 
como  enemiga,  &  no  haberse  verificado  el  cargamento  An- 
tes de  la  declaración  de  guerra  ó  antes  de  haber  tenido  co- 
nocimiento de  esta  declaración  en  el  puerto  de  donde  partió 
la  nave.» 

Estos  mismos  principios  hallamos  en  Ips  tratados  cele- 
brados con  Tejas  en  1839,  con  el  Ecuador  y  Venezuela 
en  1843,  y  en  los  demás  concluidos  posteriormente  entre  las 
repúblicas  americanas .  También  en  los  mencionados  tra- 
tados se  ha  fijado  como  máxima,  que  las  partes  contratan- 
tes aplicarán  las  mismas  reglas  respecto  de  las  demás  po- 
tencias con  tal  que  éstas  las  hayan  reconocido.  Respecto  á 
los  deberes  de  neutralidad,  como  por  ejemplo,  en  lo  que  se 
refiere  al  alistamiento  en  el  territorio  del  Estado  neutral,  á 
la  venta  y  al  suministro  de  armas. y  municiones  de  guerra, 
existen  algunas  disposiciones  formuladas  en  los  tratados, 
habiéndose  establecido  otras  por  las  Cámaras  legislativas, 
y  siendo  todas  obligatorias  para  los  ciudadanos  del  Estado 
que  hubiese  declarado  la  neutralidad.  Asi,  pues,  en  los  Es- 
tados-Unidos de  América  se  determinaron  los  deberes  de 
los  ciudadanos  en  la  ley  de  1818,  y  en  Inglaterra  en  la 
del  1819,  denominada  Foreign  enlistment  act. 

Los  demás  Estados  que  no  tenian  leyes  especiales  rela- 
tivas á  este  punto,  solian  proclamar  los  deberes  de  la  neu- 
tralidad y  las  reglas  obligatorias  para  ellos  y  sus  subditos, 
medíante  declaraciones  ó  notas  diplomáticas,  publicadas  á 
la  vez  que  su  declaración  de  neutralidad  (1). 

(i)    Una  de  I9S  notas  diplomáticas  importantes^ en  qae  se  afirmaron . 
los  principios  de  la  neatralidad,  es  la  publicada  por  Suecia  el  8  de 
Abril  de  1854,  en  la  que  se  establecieron  las  sigaientes  reglas: 
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1506.  Tal  era  el  estado  de  cosas  cuando  ocurrió  la  guer* 
ra  de  Oriente  de  1854,  en  la  que,  habiéndose  aliado  Ingla- 
terra con  Francia,  fué  necesario  que  se  pusieran  de  acuer- 
do acerca  de  los  principios  generales  que  respecto  de  los 
neutrales  debían  observar  los  ejércitos  aliados.  En  aquella 
ocasión  tomó  el  Gabinete  francés  la  iniciativa  para  obtener 
del  de  S.  M.  británica  el  abandono  de  los  principios  hasta 
entonces  sostenidos  en  materia  de  neutralidad,  no  mos- 
trándose contrario  á  ello  el  Gobierno  inglés.  En  la  corres- 
pondencia diplomática  entre  ambos  gobiernos,  reconocien- 
do la  misma  Inglaterra  la  necesidad  de  abandonar  su  prác- 
tica tradicional,  propuso  que  se  adoptasen  las  siguientes 
reglas: 

1/    El  pabellón  cubre  la  mercancía; 

2.*  Los  aliados  no  concederán  patentes  de  corso  y  pro- 
cesarán como  piratas  á  los  que  lo  ejerciesen; 

3.*  El  ejercicio  del  derecho  de  visita  en  alta  mar  iendrá 
por  único  fin  asegurarse  de  la  nacionalidad  del  buque  y  de 
si  existe  ó  no  abordo  contrabando  de  guerra  ó  correspon- 
dencia dirigida  al  enemigo. 

En  resumen,  fijáronse  las  bases  del  acuerdo,  y  el  resul- 
tado fué  la  declaración  de  principios  publicada  en  la  Gf€ic8- 


<cEI  sisrtema  que  S.  M.  el  rey  de  Suecia  y  Noraega  entiende  que 
debe  seguir  constantemente  es  el  de  una  estricta  neatralidad»  ítandada 
en  la  buena  fé  é  imparcialidad  j  en  el  respeto  á  los  derechos  de  todas 
las  potencias.  Esta  neutralidad  impone  al  Grobíerno  de  S.  M.  las  si- 
guientes obligaciones,  en  cambio  de  las  ventigas  que  cree  debe  reser- 
varse: 

1.*  Abstenerse,  durante  el  conflicto,  de  toda  participación  directa  ó 
indirecta  en  favor  de  cualquiera  de  las  partes  contendientes. 

2.*  Admitir  en  los  puertos  de  Suecia  y  Noruega  los  buques  de  co- 
mercio de  las  partes  beligerantes,  reservándose  el  Gobierno  la  facul- 
tad de  negar  la  entrada  en  los  puertos  fortiflcados  de  Stokolmo,  Gris- 
tiania,  Horten,  Carlsten,  Garlscrona,  Slito  y  de  la  isla  de  Gotland.  Di- 
chos buques  observarán  naturalmente  las  leyes  sanitarias  y  de  policía 
que  las  circunstancias  hagan  necesarias.  Los  corsarios  no  serán  admi- 
tidos en  los  puertos  ni  tolerados  en  los  Estados  de  S.  M.  el  rey  de 
Suecia  y  Noruega. 

3.*  Conceder  á  los  buques  de  las  potencias  beligerantes  la  facilidad 
de  procurarse  en  los  puertos  de  los  reinos  unidos  todas  las  provisiones 
que  puedan  necesitar^  excepto  los  artículos  considerados  como  centra- 
bando  de  guerra. 
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ta  Oficial  de  Londres  y  en  el  Monitor  Universal  francés, 
con  fecha  90  de  Marzo  de  1854,  concebida  en  los  términos 
siguientes: 

ftS.  M.  la  reina  del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  é  Ir- 
landa, obligada  &  tomar  las  armas  para  ayudan  aun  alia- 
do, desea  hacer  la  guerra  lo  menos  onerosa  posible  para 
las  i>otencias  con  quienes  se  encuentra  en  paz. 

«A  fin  de  preservar  el  comercio  de  los  neutrsdes  de.  los 
impedimentos  y  molestias  consiguientes,  consiente  S.  M.  en 
renunciar  por  el  presente  &  unaj>arte  de  los  derechos  de 
beligerante  que  le  corresponden  con  arreglo  al  derecho  de 
gentes. 

«Es  imposible  para  8.  M.  renunciar  al  derecho  de  se- 
cuestrar los  articules  de  contrabando  de  guerra  y  de  impe- 
dir &  los  neutrales  trasportar  despachos  al  enemigo;  y  debe 
mantener  también  el  derecho  que  tiene,  como  potencia  beli- 
gerante, &  impedir  &  los  neutrales  violar  un  bloqueo  efec- 
tivo, esto  es,  aquel  que  pueda  establecerse  con  una  fuerza 
suficiente  contra  los  fuertes,  las  costas  ó  las  radas  del  ene- 
migo. 

«Pero  S.  M.  renuncia  al  derecho  de  secuestrar  la  pro- 
piedad del  enemigo'  hallada  abordo  de  un  buque  neutral, 
no  siendo  contrabando  de  guerra. 

«No  intenta  S.  M.  reclamar  el  derecho  de  confiscar  la 
propiedad  del  neutral  hallada  abordo  de  un  buque  enemi- 
go, no  siendo  contrabando;  declarando  además  S.  M.  que, 
ansiosa  de  disminuir  hasta  donde  sea  posible  los  males  de 
la  guerra  y  de  restringir  las  operaciones  de  la  misma  á  las 
fuerzas  regularmente  organizadas  del  país,  no  tiene  inten- 
ción de  conceder  patentes  autorizando  el  armamento  en 
corso.» 

1507.  Esta  declaración  del  Gobierno  inglés  inauguró  de 
hecho  un  nuevo  sistema  de  derecho  marítimo  respecto  de 
los  neutrales,  y  fué  el  principio  de  la  reforma  definitiva,  con- 
sagrada después  en  el  protocolo  suscrito  el  16  de  Abril  de 
1856  en  Paris  plor  las  potencias  aliadas,  entre  las  que  se  ha- 
llaba también  Cerdeña.  En  dicho  protocolo  se  comprome- 
tieron las  potencias  que  lo  suscribían  &  respetar  las  reglas 
de  derecho  marítimo  observadas  durante  la  guerra  de  1854, 
y  á  emplear  y  dirigir  todos  sus  esfuerzos  á  obtener  que 
los  demás  Estados  aceptasen  y  observasen  dichas  reglas. 
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SUS  Gobiernos  para  generalizar  dichas  máximas,  se  verán 
coronados  por  un  éxito  completo. 

La  presente  declaración  no  es  ni  puede  ser  obligatoria 
sino  entre  las  potencias  que  k  han  hecho  ó  que  se  adhie- 
ran á  ella». 

Esta  declaración  fué  suscrita  por  los  plenipotenciarios 
de  Austria,  Francia,  Inglaterra,  Prusia,  Rusia,  Cerdeña  y 
Turquía.  Después  fué  comunicada  á  los  demás  Estados, 
adhiriéndose  á  ella  sucesivamente  todos,  excepto  España, 
que  manifestó  que  no  podfa  aceptar  la  declaración  integra, 
porque  no  consideraba  oportuno  adoptar  el  primer  princi- 
pio, esto  e»,  el  que  se  refiriere  á  la  abolición  del  corso,  pero 
que  se  aceptaba  los  tres  restantes;  Méjico  dio  la  misma 
respuesta. 

1508.  Como  ya  en  otro  lugar  hemos  indicado,  negaron 
también  los  Estados-Unidos  su  completa  adhesión,  siendo 
él  motivo  de  su  negativa,  especificado  en  la  nota  de  28  de 
Julio  de  1856,  que  Marcy,  ministro  de  Negocios  Extranjeros 
de  los  Estados-Unidos,  dirigió  á  M.  de  Sartiges,  embajador 
francés  en  Washington,  y  cuyo  texto  literal  es  el  siguiente: 

«El  Gobierno  de  los  Estados-Unidos,  reconociendo  que 
el  Congreso  de  París  se  ha  inspirado  para  sus  decisiones 
en  sentimientos  humanitarios,  ha  observado,  sin  embargo, 
que  se  ha  detenido  en  lá  mitad  del  camino,  siendo  asi  que 
debió  declarar  la  propiedad  privada  enemiga  inviolable  en 
alta  mar  durante  la  guerra  lo  mismo  que  lo  está  en  el  con- 
tinente. Que  si  se  hubiese  aceptado  esta  proposición,  los 
Estados-Unidos  habrían  accedido  gustosos  á  la  abolición 
del  corso,  lo  mismo  que  á  los  demás  puntos  que  la  decla- 
ración contiene.  Pero  estando  basado  el  sistema  de  defensa 
americano  en  el  empleo  de  voluntarios  en  la  guerra  conti- 
nental, y  de  corsarios  en  la  guerra  marítima,  no  podía  con- 
sentir el  Gobierno  en  una  modificación  de  los  principios  del 
derecho  internacional,  que  le  obligarían  á  mantener  un 
ejército  y  una  marina  de  guerra  permanente.» 

La  nota  ponía  además  de  manifiesto  los  daños  que  oca*- 
sionaria  el  sistema  consagrado  en  la  conferencia  á  las  po- 
tencias marítimas  de  segundo  y  tercer  orden,  que  no  dis- 
ponían de  los  medios  necesarios  para  mantener  grandes 
escuadras  de  guerra  como  las  grandes  potencias. 

1509.  Salvo  las  excepciones  por  parte  de  los  Estados  án- 
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CAPITULO  II 

CONCEPTO  jurídico  DE  U  KEÜTBALIDAD:  Sí  DEFISICIOH 


]511.  Conwpta  da  la  ntatnJidad.— 1512.  A  qujnsonwpraladteUzuh,— 1513. 
Sidafliiid<n.~1514.  ImpuoUlilal  iil  untnl.— 1516.  Ia  ntntnlütd  ao  m 
ÜTÚibla.— 1516.  OiftiM  de  U  ttaríft  d«  ÉKlntti.— 1517.  Ha  h  puad*  ht  i  U 
TWklisdayBeatnl.— 1518.  Li  uatnlUcd  graanl  í  ptipitot.— 1519.  IiU 
n  hiJU  btjo  k  ítnatít  oolwtin  d«  Im  IiUdM.— 1&20.   La  antnlídad  u- 


1511.  La  neutralidad  es  poi-si  misma  unestado  de  hecho, 
y  consiste  en  la  abstención  completa  de  todo  acto  liostil  con- 
tra uno  de  los  beligerantes,  y  de  toda  acción  que  pueda  re- 
dundar en  beneñcio  de  cualquiera  de  ellos  respecto  de  los 
fines  de  la  guerra.  Denominase,  pues,  Estado  neutral  aquel 
que  no  toma  parte  alguna  directa  ni  indirecta  en  La  guerra. 
La  declaración  de  neutralidad  es  una  consecuencia  de  la 
libertad  é  independencia  del  Estado,  el  cual  tiene  el  indis- 
cutible derecho  de  conservar  con  los  beligerantes  las  mis- 
mas relaciones  que  en  tiempo  de  paz,  absteniéndose  rigu- 
rosamente de  hacer  cualquier  cosa  que  pueda  favorecer  o 
perjudicar  &  uno  de  los  beligerantes  en  lo  que  se  refiere  á 
los  fines  de  la  guerra. 

No  debe  creerse,  por  otra  parte,  que  sea  necesario  decla- 
rar solemnemente  la  neutralidad  para  ser  considerados 
como  neutrales  en  una  guerra.  Las  relaciones  ordinarias 
entre  ios  Estados  son  las  de  amistad  y  comercio  paclflco; 
por  lo  cual  deben  considerarse  subsistentes  mientras  no  se 
declaren  rotas  por  la  guerra  ó  por  una  alianza  con  quien  la 
haya  declarado.  El  beligerante  no  tendrá  ningún  dereciio  á 
tratar  como  enemigo  &  quien  al  comenzar  la  guerra  no  haya 
hecho  declaración  de  neutralidad.  Sin  embargo,  hay  la  cos- 
tumbre de  hacer  dicha  declaración  para  evitar  errores  A 
malas  interpretaciones. 

FIORB.— TOMO  in.  22 
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1512.  La  declaración  de  neutralidad  debe  hacerse  por  ia 
persona  ó  personas  que  representen  al  Estado  y  ejérzanlos 
derechos  de  la  soberanía  en  el  mismo.  Conviene,  pues,  re- 
cordar las  reglas  expuestas  en  el  tomo  primero  relativas  á 
la  representación  internacional  del  Estado  compuesto  y  del 
Estado  confederado,  para  poder  decidir,  si  la  declaración 
de  neutralidad  hecha  por  el  jefe  del  Estado  implica  ó  no  uaia 
verdadera  obligación  internacional.  En  la  hipótesis  de  unión 
personal  y  siendo  distinta  la  personalidad  internacional  de 
ambos  Estados,  puede  suceder  que  la  misma  persona  de- 
clare la  neutralidad  en  nombre  de  uno  de  ellos  y  tome  par- 
te en  la  guerra  en  nombre  del  otro. 

Debemos  también  notar/ que  el  soberano  de  un  Estado 
que  hubiese  declarado  la  neutralidad,  podría  tomar  perso- 
nalmente parte  en  la  guerra,  aceptando  el  puesto  de  oficial 
en  el  ejército,  lo  cual  no  impediría  la  neutralidad  del  Esta- 
do. Puede,  e»  efecto,  el  soberano  realizar  como  individuo 
actos  que  no  impliquen  responsabilidad  Internacional  del 
Estado  mismo,  y  si  agradasen  á  dicho  soberano  las  aven- 
turas Je  la  guerra,  no  podría  negársele  el  derecho  de  alis- 
tarse en  el  ejército  beligerante,  ni  este  hecho  cambiaría  la 
posición  internacional  del  Estado,  puesto  que  no  seria  éste 
el  que  tomaba  parte  en  la  guerra,  porque  en  ese  acto  de- 
terminado el  soberano  dejaba  de  representar  al  Estado,  ha- 
biendo aceptado  voluntariamente  la  posición  de  cualquier 
otro  oficial  particular  á  riesgo  de  caer  prisionero  de  guerra. 

1513.  Los  publicistas  han  definido  la  neutralidad  de  di- 
versos modos.  Bynkershcek,  que  fué  de  los  primeros  que 
discurrieron  respecto  de  los  derechos  y  de  los  deberes  de 
los  neutrales,  definió  la  neutralidad:  «La  abstención  de  todo 
acto  de  guerra,  manteniéndose  bajo  un  pié  de  perfecta  igual- 
dad respecto  de  todos  los  beligerantes  en  lo  concerniente  á 
los  buenos  oficios  de  humanidad  (1). 


(1)  Bynkershcek  trató  despaes  de  Grocio  las  principales  cuestiones 
relativas  á  la  neutralidad.  En  ellas  discutió  en  general  acerca  de  la 
influencia  del  estado  de  guerra  sobre  los  puebios  que  permaneoé^ü  en 
paz,  en  el  cap.  IX,  libro  I,  De  statu  belU  ínter  non  kostes.  Se  ocupó 
del  contrabando  de  guerra,  De  his  quw  ad  amicorum  nottrorwn  hos- 
te$  non  recte  ddüehuntur.  Trató  del  comercio  con  los  pbertos  blo- 
queados, de  la  confiscación  de  las  mercancías  inofensivas  trasportadas 


y  en  la  imparcialidad  m&s  perfecta  manirestada  en  los  he- 
chos respecto  de  los  beligerantes»  (1). 

Gallanl  la  deñnfa  en  estos  términos:  La. posición  del 
principe,  que  hallándose  en  relación  de  paz,  de  alianza  ó  de 
amistad  con  otros  soberanos  que  se  hallen  en  paz  entre 
si,  continué  en  el  mismo  estado  aun  cuando  haya  sobre- 
venido entre  éstos  una  ruptura  y  comenzado  la  guer- 
ra. (2). 

Azuni  dice  también  que  la  neutralidad  es  la  continua- 
ción del  estado  de  paz  de  una  potencia,  que,  al  sobrevenir  la 
guerra  entre  dos  ó  más  naciones,  se  abstiene  en  absoluto 
da  tomar  parte  on  ella  (3). 

Calvo,  que  trascribe  lasdeflniciones  dadas  por  otros  mu- 
chos publicistas,  dice:  «La  neutralidad,  en  la  acepción  más 
lata  de  la  palabra,  es  la  no  participación  en  una  lucha  en- 
tre dos  ó  más  naciones  (4). 

Puede,  pues,  añrmarse  que  los  escritores  están  de 
acuerdo  respecto  del  concepto  jurídico  de  la  neutralidad,  y 
que  el  distinto  modo  de  deñnirla  depende  de  que  algunos 
han  querido  comprender  en  la  deñnicion,  no  sólo  su  carác- 
ter, sino  tanbien  sus  condiciones,  indicando  los  deberes  y 
las  obligaciones  que  de  ella  se  derivan.  Por  lo  demás  to- 
dos convienen  en  que  no  se  puede  ser  neutral  sin  la  com- 
pleta abstención  de  todo  acto  hostil;  y  si  alguna  divergen- 
cia existe,  se  refiere  sólo  á  la  imparcialidad,  esto  es,  si  de- 
be considerarse  ésta  para  la  neutralidad  tan  esencial,  que 
forme  como  un  elemento  constitutivo  de  la  misma. 

1514.  Hemos  creido  deber  seguir  en  esto  la  opinión  de 
Phillimore  que  considera  como  esencial  para  un  Estado 
neutral  la  conservación  de  la  más  absoluta  Imparcialidad 


con  las  de  contrabando,  j  de  las  encontradas  á  bordo  del  baque  ene- 
migo, De  amieorum  bonia  in  navibua  Uottium  reperUa. 

(1)  Hübner,  De  la  captura  de  loa  buque»  neutrales ,  Parte  segunda, 
oap-  II,  §  11. 

{2>  De  loi  deberes  de  loa  príncipe»  neutrales.  Axiomas  y  deflni- 
eiotMS. 

{i)    Derecho  marítimo  europeo,  cap.  I,  art-  3.°. 

(4)    Derecho  internacional,  §  2.204. 
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entre  los  beligerantes.  Entiéndase,  empero,  que  la  impar- 
cialidad á  que  se  refiere  es  la  que  hace  relación  á  la  guer- 
ra, é  implica  la  abstención  de  todo  acto,  que,  siendo  favora- 
ble al  uno,  perjudique  al  otro;  pero  esta  imparcialidad  lio 
significa  la  abstención  de  toda  manifestación  de  simpa- 
tía hacia  la  causa  del  uno  ó  del  otro,  cuya  manifestaciou 
sólo  puede  ser  prohibida  cuando  sea  tan  marcada  que  que- 
pa considerarla  como  una  intervención  moral,  en  cuyo  ca- 
so podría  calificarse  de  hostil,  porque  daría  fuerza  á  una 
parte  contra  la  otra. 

De  aquí  que  no  deba  considerarse  en  oposición  con  la 
neutralidad  el  simpatizar  con  la  causa  de  uno  de  los  beli- 
gerantes é  interponer  sus  buenos  oficios  para  procurar  la 
conciliación  de  los  adversarios  y  poner  un  término  á  la  lu- 
cha. Puede,  pues,  expresar  pacíficamente  sus  deseos  un  Es- 
tado neutral  y  manifestar  sus  simpatías;  dar  consejos  amis- 
tosos &  uno  ú  otro  gobierno;  evidenciar* las  reglas  de  dere- 
cho porque  convendría  determinar  los  deberes  internacio- 
nales de  las  partes  contendientes  ó  deducir  dichos  deberes 
de  los  tratados  estipulados  por  las  mismas  partes,  y  ejerci- 
tar de  cualquier  modo  la  acción  diplomática  pacífica  para 
poner  un  término  &  la  guerra  empeñada.  Este  procedimien- 
to, por  mas  que  pudiera  apreciarse  como  favorable  &  una 
de  las  partes,  no  podría  calificarse  de  parcial,  puesto  que  no 
constituye  lo  qne  se  denomina  intervención,  sino  simple- 
mente una  mediación  pacífica,  que  no  puede  ser  considera- 
da como  un  acto  de  hostilidad,  y  puede  ofrecerse  siempre 
por  aquellos  Estados  que  procuran  cumplir  el  deber  moral 
de  evitar  los  males  de  la  guerra. 

1515.  Lo  que  interesa  mucho  consignar,  es  que  la  neu- 
tralidad no  es  por  sí  misma  divisible,  como  algunos  han 
opinado.  Klüber,  entre  otros,  dice  que  la  neutralidad  puede 
ser  perfecta,  ó  imperfecta,  absoluta  y  calificada  (1). 

El  Estado,  dice  este  escritor,  que  desea  conservarla 
C9mpleta  neutralidad,  debe  observar,  en  todo  lo  que  se  re- 
fiere á  la  guerra,  una  conducta  absolutamente  igual  res- 
pecto de  las  potencias  beligerantes.  Cuando  por  el  contra- 
rio estuviese  obligado  por  un  tratado  anterior  á  prestar  á 
su  aliado  algún  auxilio  en  caso  de  guerra,  &  enviarle  un 


(1)    Derecho  de  gentes. 
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cuerpo  de  ejército  auxiliar  ó  darle  un  subsidio  de  otra  cual- 
quier clase^  6,  cederle  una  plaza  fuerte  ó  un  puerto,  ó  & 
permitir  el  paso  de  tropas  por  su  territorio,  ó  que  en  él  se 
hagan  reclutamientos,  etc.  etc.,  y  sólo  hiciese  aquello  &  que 
está  obligado  por  el  tratado,  la  neutralidad  que  éste  obser^ 
varia  se  limitarla  d  todos  los  demás  actos  á  que  no  se  hu- 
biese obligado  por  el  citado  convenio.  Esta  distinción  ño 
puede  concillarse  con  los  principios  del  derecho  ni  con  la 
naturaleza  de  las  cosas. 

La  neutralidad  es,  según  hemos  dicho,  un  Estado  de 
hecho,  y  no  puede  existir  como  tal  sino  bajo  la  condición 
de  abstenerse  de  toda  participación  en  la  guerra.  Siempre 
que  un  Estado  envié  recursos  ó  favorezca  de  cualquier  mo- 
do á  una  de  las  partes  en  lo  que  se  reñere  á  los  asuntos  de 
la  guerra,  deja  de  ser  neutral,  siendo  completamente  indi- 
ferente que  la  participación  haya  tenido  lugar  en  virtud  de 
un  tratado  preexistente,  ó  de  una  convención  estipulada 
después  de  la  declaración  de  guerra.  El  tratado  puede  ser- 
vir, en  efecto,  para  establecer  la  obligación  contraída  6  la 
extensión  de  la  misma,  á  fin  de  determinar  el  carácter  y  li- 
mites del  auxilio  entre  las  partes  que  lo  estipularon;  pero 
no  puede  cambiar  la  esencia  de  la  cosa  respecto  al  belige«- 
te  contra  quien  se  prestó  el  auxilio,  puesto  que  no  puede 
variarse  el  carácter  parcial  y  hostil  del  acto. 

En  la  historia  de  las  guerras  marítimas  hallamos  que 
algunos  Estados  han  pretendido  el  privilegio  de  la  neutra- 
lidad limitida,  según  el  concepto  de  Klüber,  y  no  faltan  asi- 
mismo ejemplos  de  neutralidad  general  y  de  neutralidad 
parcial,  de  las  cuales  la  primera  se  extendía  á  todo  el  terri- 
torio del  Estado,  y  la  otra  comprendía  sólo  una  parte,  como 
por  ejemplo,  el  territorio  continental  y  no  el  marítimo,  ó 
ciertas  provincias  solamente  (1). 

Explicanse  tales  anomalías  recordando  que  la  política  y 
la  necesidad  han  obligado  al  beligerante  á  considerar  como 


(1)  Moser  cita  de  ello  varios  ejemplos.  La  conrencion  de  neutrali- 
dad relativa  á  la  fortaleza  de  Konigstein,  concluida  en  1756,  y  la  de  igual 
clase  concerniente  á  la  neutralidad  de  los  Países  Bajos  austríacos  y  de 
las  provincias  prusianas  de  Westfalia;  la  de  la  navegación  del  Rhin  de 
15  de  Agosto  de  1804,  y  otros  ejemplos  de  neutralidad  parcial  acorda- 
da en  los  tratados. 
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neutral  al  que  verdaderamente  no  lo  era,  á  fin  de  no  obli- 
garlo á  ponerse  con  todas  sus  fuerzas  al  lado  del  enemigo; 
pero  no  son  conciliables  con  los  principios  del  derecho,! 
porque  nojpuede  haber  ningún  estado  intermedio  entre  to- 
mar yi^nojtomar  parte  activa  en  la  guerra. 

1516.  Las  razones  aducidas  por  Hübner,  que  ha  admiti- 
do también  el  concepto  de  la  neutralidad  limitada,  son  in- 
fundadas. Sostenía  éste,  que  cuando  el  tratado  hubiera 
sido  estipulado  antes  de  la  declaración  de  guerra  y  el  Esta- 
do sólo  hubiese  prestado  el  auxilio  á  que  en  aquél  se  había 
obligado,gno  podía  considerarse  el  acto  como  verdadera- 
mente hostil,  siendo  el  cumplimiento  de  una  obligación 
contraída.  Debía  en  cambio  admitirse  que,  aun  en  la  hipóte- 
sis de  que  la  alianza  no  se  hubiese  hecho  contra  un  Estado 
determinado  y  en  la  especliva  de  una  guerra  con  el  mismo, 
en  cuyo  caso  seria  evidente  la  intención  de  causarle  daño^ 
el  acto  sería  siempre  perjudicial,  puesto  que  el  aliado,  pres- 
tando los  auxilios  convenidos  en  el  tratado,  aumentaba  las 
fuei^zas  del  enemigo;  y  si  era  justo  cumplir  la  obligación 
contraída,  no  lo  era  menos  que  el  beligerante  lo  tratase 
como  enemigo,  cuando  al  cumplirla  haya  hecho  efectiva- 
mente más  fuerte  &  su  adversario.  Por  esto  debe  conside- 
rarse contrario,  á  la  esencia  de  la  neutralidad  el  contribuir 
directa  ó  nidirectamente  &  hacer  más  fuerte  á  uno  de  los 
beligerantes.  Tampoco  debe  considerarse  suficiente  para 
tratar  á  un  Estado  como  enemigo  el  haber  estipulado  un 
tratado  por  el  que  se  obligase  á  auxiliar  á  otro  en  caso  de 
guerra,  si  de  hecho  no  ejecuta  lo  convenido  ni  presta  los 
auxilios  estipulados.  El  tratado  es  por  sí  mismo  indiferente 
para  los  fines  de  la  neutralidad,  la  cual  depende  esencial- 
mente de  contribuir  ó  no  á  aumentar  las  fuerzas  del  beli-» 
gerante. 

1517.  De  estos  principios  puede  deducirse  que,  si  el  Esta- 
do estuviese  en  guerra  al  mismo  tiempo  con  dos  naciones 
distintas  y  un  tercero  fuese  aliado  suyo  en  la  guerra  con- 
tra una  de  éstas,  no  deberla  pretenderse  tampoco  que  se  le 
considerase  neutral  respecto  de  la  otra.  No  faltan  en  la  His- 
toria, respecto  de  este  punto,  ejemplos  favorables  para 
sostener  la  afirmativa;  pero,  según  el  derecho  y  la  razón  de 
las  cosas,  no  puede  ciertamente  admitirse  que  aquel  que 
directamente  contribuye  á  hacer  más  fuerte  el  ataque  con- 
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También  el  Luxemburgo  disfruta  el  privilegio  de  la  neu- 
tralidad absoluta.  El  tratado  de  1839  había  colocado  al  Graa 
Ducado  bajo  la  protección  de  las  cinco  Grandes  Potencias^ 


siglo,  y  garantida  por  los  tratados,  es  hoy  protegida  por  la  Constitn- 
oion  federal  de  1859,  qae  en  su  artícalo  90,  §  9.*  (a),  tratando  de  las  atri- 
baciones  del  Consejo  federal,  confía  á  este  el  encargo  de  vigilar  y  de- 
fender «la  seguridad  exterior  de  Sniza  y  mantener  su  independencia  y 
sn  neutralidad.n 

Creemos  oportnno  advertir  que  por  la  declaración  suscrita  en  París 
el  20  de  Noviembre  de  1815  entre  Francia  y  las  cuatro  grandes  Poten- 
cias aliadas,  se  reconoció  deflnitivamente  la  neutralidad  de  Suiza  y  ae 
extendió  esta  neutralidad  á  una  parte  de  Saboya,  esto  es,  á  las  provin- 
cias de  Ghiablese  y  de  Fosigní,  y  al  territorio  que  se  halla  al  norte  de 
Ugina.  Habiendo  pasado  la  Saboya  á  Francia  por  el  tratado  de  Turín 
de  1860,  surgió  la  cuestión  de  si  el  cambio  de  soberanfa  del  territorio 
neutralizado  había  modiflcado  los  pactos  establecidos  acerca  de  la  neu- 
tralidad del  dicho  territorio. 

Esta  cuestión  ha  sido  muy  discutida  en  nuestros  dias,  demostrán- 
dose con  razenes  muy  fundadas  que  el  referido  tratado  de  24  de  Marzo 
no  modificó  en  nada  los  actos  internacionales  relativos  á  la  neutralidad 
de  Suiza  y  de  los  territorios  adyacentes;  que  la  Saboya  no  había  podü-  > 
do  cederse  por  el  rey  de  Gerdeña  que  la  poseía,  sino  con  los  derechos 
'  que  él  mismo  ejercía  sobre  aquel  territorio;  que  se  debían,  por  tanto, 
considerar  obligatorios  para  Francia  los  pactos  internacionales,  aun- 
que se  limitó  el  ejercicio  de  la  soberanía  en  dicho  territorio. 

Los  Franceses  han  opinado,  por  el  contrario,  que  la  cuestión  debe 
discutirse  bajo  otro  punto  de  vista,  esto  es,  que  habiéndose  estableci- 
do la  neutralidad  de  Saboya  en  interés  del  antÍ!?uo  reino  de  Gerdeña, 
como  sostenía  el  mismo  Gobierno  francés  contra  lo  que  pensaba  el  Go- 
bierno suizo,, y  cambiada  la  condición  de  las  cosas  y  la  posesión  ter- 
ritorial, subsiste  todavía  aquel  pacto  hoy  que  la  Saboya  pertenece  ya 
á  Francia. 

Puede  observarse,  por  el  contrario,  con  razón,  que  la  neutralización 
de  aquella  parte  de  la  Saboya  se  estipuló  para  asegurar  la  neutralidad 
de  Suiza  é  impedir  que  pudiera  llevarse  el  teatro  de  la  guerra  á  una 
zona  contigua  al  cantón  de  Ginebra  y  al  territorio  neutralizado.  En 
todo  caso  deberá  prevalecer  siempre  la  regla,  que  ninguna  de  las  par- 


(a)  Debe  referirse  el  autor  á  la  ConstUuclon  de  1848,  deto|;ada  por  la  de  1974, 
cuyo  art.  102  equivale  al  que  el  autor  cita,  sin  más  que  liireras  variantes  en  los  nú- 
meros 5  y  13.  Véase  nuestra  obra  titulada  Instituciones  políticas  de  los  estados  /!?- 
derales,  tomo  i,  págs.  40  y  41. 

(N.dblT.) 


pero  la  noutralldad  acordada  para  Bélgica,  no  parecía 
que  pudiera  extenderse  al  Luxemburgo.  Para  evitar  toda 
duda,  se  acordó  en  la  conferencia  reunida  en  Londres 
en  1867  (11  de  Mayo)  proclamar  la  neutralidad  absoluta  del 
gran  ducado  en  un  tratsido  suscrito  por  Austria,  Francia, 
Holanda,  Inglaterra,  Italia,  Prusiay  Rusia. 

Debemos,  finalmente,  incluir  entre  los  paises  que  dis- 
frutan la  neutralidad  convencional  las  islas  Jónicas,  de 
conformidad  con  el  tratado  concluido  en  Londres  el  14  de 
Noviembre  de  1863  entre  Austria,  Inglaterra,  Francia,  Ru-  - 
sia  y  Prusia,  y  por  el  de  29  de  Marzo  de  1864  entre  Inglater- 
ra, Francia,  Rusia  y  Grecia.  A  consecuencia  de  estos  tra- 
tados, disfrutan  las  islas  Jónicas  las  ventajas  de  una  neu- 
tralidad perpetua  aun  después  de  liaber-se  unido  al  reino  de 
Grecia,  y  por  esto  no  es  licito  estacionar  en  las  aguas  ter- 
ritoriales de  dichas  islas  fuerza  armada  ó  buques  de  guer- 
ra, excepto  los  estrictamente  necesarios  para  conservar  el 
orden  y  proveer  &  la  percepción  de  las  rentas  públicas. 

1519.  Siempre  que  la  neutralidad  de  un  Estado  sea  ab- 
soluta y  perpetua  medíante  un  tratado  suscrito  por  las 
Grandes  Potencias  debe  considerarse  garantida  colectiva- 
mente por  los  grandes  Estados  que  suscribieron  el  tratado. 
De  aquí,  que  si  uno  de  ellos  ó  un  tercer  Estado  llevase  á. 
cabo  un  acto  de  hostilidad  en  el  territorio  declarado  abso- 
lutamente neutral,  podria  impedirse  tal  violación  por  los 
Estados  que  hubiesen  garantido  la  neutralidad,  los  cuales 
tendrían  siempre  derecho  á  ejercitar  su  acción  colectiva 
para  impedir  ó  reprimirla  violación.  También  podrían  im- 
pedir que  dicho  Estado  tome  una  actitud  contraria  &  los  de- 
beres que  la  neutralidad  impone.  La  neutralidad  perpetua 
debe  considerarse  siempre  establecida  en  interés  general, 
por  lo  que  ni  los  demsis  Estados  ni  el  mismo  declarado  per- 
petuamente neutral,  podrán  violarla  sin  ofensa  del  derecho 
internacional. 

1520.  Toda  potencia  neutral  puede,  al  sobrevenir  una 
gnerra,  continuar  manteniendo  sus  ejércitosen  las  mismas 


las  obligadas  por  aa  tratado  general  eatipnlado  entre  ellos  puede  'wn- 
Biderarse  desligada,  por  sa  propia  autoridad,  de  obserTar  lo  pactado,  Bi 
sa  pretensión  no  se  reconoce  cOmo  andada  en  derecho  por  las  demás 
partes  interesadas. 


CAPITULO  lil 


DEBERES  DE  LOS  ESTADOS  NEUTRALES 


1521.  El  n«atnJ  delM  itr  Impuoial.— 1522.  No  « lieito  prestar  soeonoi  á  am- 
bas putss.— 1523.  AutorisasioA  dada  al  bsligoranis  para  pasar  coa  sos  ^droi- 
tos  por  al  ttrriiorio  neatral.— 1524.  Paso  sin  autorisaoion. — 1525.  Paso  do 
bnqMS  ds  goarra. — 1526.  Boolutamiaiito  do  tropas  por  euonta  del  beligara&ts: 
opiíüoii  da  Galiani,  ds  Vattsi,  y  Aasstras  observadoiiss.— 1527.  El  nsntral 
90  débeimpsdir  á  los  eiadadanos  d«l  Estado  bellgorants  alistarse  para  ir  á  la 
gnarra.  ^1528.  Armamento  j  sqnipo  de  bnqnes  de  ^oerra. — 1529.  Bei^las  se- 
gnn  al  tratado  de  Wasliington  de  1871.— 1530.  No  estin  oonformes  oon  los 
pnBdpios  dsl  dsreoko. — 1531 .  Deberes  ds  la  nentralidad  se^rvn  el  Instituto  ds 
dereobo  intemaeional.  — 1532.  Ordenanza  italiana.  — 1533.  Prohibioioa  de 
aoeptar  patentes  de  corso. — 1534.  Venta  de  armas  y  mnnioiones. — 1535.  Res- 
ponsabilidad del  gobierno  neatral. — 1536.  Nuestra  opinión. — 1537.  Gomereio 
do  ▼ÍYeres.-*1538.  Snbsidios  peeoniarios,— 1539.  uso  de  los  puertos  neutrales. 
— 1540.  Faeultadde  entrar  en  ellos  eon  la  presa  y  de  yenderla. — 1541.  Justos 
principios  admitidos  en  la  legislación  italiana. — 1542.  H  gobierno  neutral  debe 
reprimir  las  violaciones  de  la  neutralidad  por  los  particulares. — 1543.  In  qué 
caaos  sari  responsable  de  la  falta  de  diligencia. — 1544.  Principios  para  deter* 
minar  al  grado  de  culpabilidad. — 1545.  Aplicación  becba  en  la  causa  del  «Ala* 


1521.  El  derecho  que  corresponde  á  todo  Estado  in- 
dependiente para  ser  tratado  como  neutral  durante  la 
guerra,  está  subordinado  á  la  condición  sirte  qua  non  de 
que  cumpla  los  deberes  de  la  neutralidad.  Estos  deberes  se 
derivan  inmediatamente  del  concepto  jurídico  mismo  déla 
neutralidad  que^  como  hemos  dicho,  consiste  en  abstenerse 
leal  y  completamente  de  todo  acto  de  hostilidad,  y  no  hacer 
cosa  alguna  que  directa  ó  indirectamente  pueda  debilitar  á 
uno  ó  dar  más  fuerza  á  otro  de  los  contendientes.  Las  bue- 
nas relaciones  amistosas  entre  el  Estado  que  hubiese  de- 
clarado la  neutralidad  y  uno  de  los  beligerantes^  no  podrá  le* 
gltimar  una  conducta  parcial  respecto  de  éste,  puesto  que, 
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>osiderarse  contrario  á  los  deberes  do 

íde  hdcerse  Ucitamente  dicha  coDCe- 

slOQ,  aunque  se  liaya  esUpulado  en  un  tratado.  El  concluido 

en  1815  é  impuesto  por  la  Tuerza,  no  puede  alegarse  como 

antecenta  para  este  objeto. 

1S24.  Puede  suceder,  sin  embargo,  que  el  beligerante 
atraviese  el  territorio  neutral  con  un  cuerpo  de  ejército  sin 
hal>er  obtenido  autorización  para  ello,  en  cuyo  caso  surge 
la  cuestión  de  si  el  Estado  neutral  debe  oponerse  é  impedir 
el  paso  por  medio  de  la  fuerza. 

Grocio,  considerando  que  las  vías  de  comunicación  de- 
ben utilizarse  en  beneficio  común,  ha  sostenido  que  compe- 
te al  beligerante  el  derecho  de  utilizar  dichas  vías  para  sus 
necesidades,  puesto  que  siempre  que  un  Estado  pueda  sa- 
car gran  ventaja  de  un  acto  Un  perjuicio  real  para  el  otro, 
tieúe  derecho  á  realizarlo,  cuyo  principio  sostiene  que  es 
aplicable  &  las  vias  destinadas  por  la  naturaleza  misma  & 
poner  en  comunicación  lugares  lejanos,  cuando  su  uso  sea 
inofensivo  para  el  propietario  del  suelo,  ora  se  sirva  de  ellas 
un  Estado  para  el  comercio,  ora  para  los  fines  y  necesida- 
des de  la  guerra,  concluyendo  de  aquí  que  no  puede  Impe- 
dirse el  paso  sin  violar  las  leyes  naturales. 

Esta  doctrina  no  parece  sostenible  en  principio,  pues  se 
derivarla  de  ella  que  el  territorio  de  cada  Estado  puede  ser 
objeto  de  servidumbre  perpetua  de  ios  demás,  siendo  asi 
que  el  soberano  territorial  puede  negar  6.  los  extranjeros, 
aun  en  tiempo  de  paz,  el  derecho  &  servirse  del  territorio, 
cuyo  derecho  es  más  indiscutible  en  tiempo  de  guerra. 
Aun  cuando  el  paso  sea  Inofensivo  para  el  propietario,  no 
puede  verificarse  sin  su  consentimiento,  por  lo  que  decía 
Galiani  en  su  tiempo,  que  era  tan  cierta  la  no  existencia  del 
derecho  al  paso,  que  la  Historia  no  registra  ejemplo  alguno 
de  uñ  Estado  neutral,  verdaderamente  poderoso,  respecto 
del  cual  haya  hecho  valer  el  beligerante  este  pretendido  de- 
recho. 

En  cuanto  &  lo  de  oponerse  con  la  fuerza,  no  puede  de- 
cirse que  sea  un  deber  permanente  para  el  neutral,  ni  éste 
se  hallará  siempre  en  circunstancias  de  defender  de  esta 
manera  sus  propios  derechos.  Deberá,  pues,  considerarse 
suficiente  para  excluir  la  violación  de  sus  deberes,  que  el 
neutral  no  haya  accedido  espontáneamente  al  paso  ni  lo 
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los  beligerantes;  y  deberá  además  abstenerse  de  favorecer 
la  formación  debandas  ó  partidas  reclutadas  en  su  terri- 
torio. 

Pero  ¿qué  deberla  decirse  en  la  hipótesis  de  que  se  hiciese 
el  alistamiento  por  cuenta  de  ios  beligerantes,  y  fuese  sólo 
tolerado  por  el  Estado  neutral?  jDeberá  considerarse  esta 
tcderanciacomosuflciente  para  hacer  que  se  pierdan  las 
ventajas  de  la  neutralidad,  y,  sobre  todo,  si  con  imparciali- 
dad completa  tolerase  el  neutral  el  reclutamiento  por  cuen- 
ta de  ambos  beligerantes? 

1527.  Discurriendo  Galiani  acerca  de  este  punto,  opi- 
naba que  si  un  soberano  permitiese  reclutar  tropas  en  su 
Estado,  no  dejarla  de  ser  neutral  si  no  se  manifestaba  par- 
cial, pues  sustenta  nuestro  autor,  que  el  soberano  no  hada 
otra  cosa  que  dejar  &  sus  subditos  la  libertad  de  expatriar- 
se, cuyo  derecho  nadie  podrá,  negarle  ni  habría  razón 
para  quejarse  de  que  lo  ejercitase.  Pero  éste  mismo  ailade 
con  mucha  oportunidad,  que  para  resolver  la  cuestión  es 
necesario  examinar  los  hábitos,  las  costumbres  y  las  leyes 
del  país.  Si  una  nación  tuviese  costumbre  da  permitir  el 
reclutamiento  de  tropas  en  tiempo  de  paz,  no  debei-ia  ne- 
gársele esta  facultad  al  sobrevenir  la  guerra.  Si  por  el  con- 
trario no  tuviese  el  soberano  la  costumbre  de  permitir  & 
sus  subditos  el  servir  como  soldados  ó  marinos  en  otras 
potencias,  se  dudarla  con  razón  que  pudiera  hacerlo  por 
primera  vezdurante  laguerra  entre  dos  pueblos  amigos.  aY 
no  valdría  decir  que  habia  ofrecido  &  ambos  iguales  facili- 
dades, porque  podría  ser  tan  desigual  la  necesidad  de  les 
combatientes,  que  mientras  uno,  por  su  escasez  de  hom- 
bres recibiría  con  dicho  permiso  un  poderoso  é  inaprecia- 
ble auxilio,  quizá  al  otro  le  seria  completamente  inútil  (1).» 
Vattel  establece  como  principio  general  que  «todo  aque< 
lio  que  una  nación  hace  usando  de  su  derecho  y  única- 
mente en  vista  de  su  propio  bien,  sin  parcialidad,  sin  de- 
signio de  favorecer  á  una  potencia  con  perjuicio  de  otra, 
todo  esto,  dice,  no  puede  considerarse  contrarío  &  la  neu- 
tralidad». De  aquí  que  si,  para  ocupar  y  ejercitar  en  las  ar- 
mas á  sus  propios  ciudadanos,  tuviese  un  pueblo  la  cos- 


(1)    Obracitada,  partel.*,  cap.  IX,S4- 
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tumbre  de  permitir  la  leva  de  tropas  en  favor  de  una  po- 
tencia y  hubiese  hecho  esta  concesión,  no  podrá  conside- 
rar como  hostil  aquel  acto  el  enemigo  de  esta  potencia,  á 
no  ser  que  el  reclutamiento  se  haya  permitido  para  inva- 
dirla ó  para  la  defensa  de  una  causa  odiosa  ó  manifiesta- 
mente injusta  (1). 

En  nuestro  sentir,  si  los  ciudadanos  de  un  Estado  qoe 
hubiese  declarado  la  neutralidad  acudiesen  espontánea- 
mente y  por  su  propia  iniciativa  á  alistarse  bajo  las  ban- 
deras de  los  combatientes,  y  el  gobierno  no  hiciese  nada 
por  su  parte  para  impedirlo,  no  constituirla  esto  una  vio- 
lación de  la  neutralidad.  El  derecho  de  expatriarse  es  un 
derecho  del  hombre,  y  no  puede  ser  limitado  en  interés  de 
^ningún  beligerante.  El  gobierno  que  en  tales  circunstan- 
cias hubiese  tolerado  la  formación  de  expediciones  de  vo- 
luntarios, habría  hecho  lo  que  debía,  esto  es,  no  limitar  la 
libertad  de  expatriarse.  Por  lo  demás,  las  leyes  interiores 
son  las  encargadas  de  regularizar  la  expatriación  y  las 
consecuencias  del  alistamiento  en  los  ejé^rcitos  extranjeros. 
La  mayor  parte  de  éstas  consideran  el  alistamiento  para 
el  extranjero  sin  autorización  del  Gobierno,  como  una  de 
las  causas  de  la  pérdida  de  la  ciudadanía. 

Las  leyes  de  otros  paises  castigan  más  ó  menos  severa- 
mente á  los  ciudadanos  que  sin  autorización  del  gobierno 
van  á  alistarse  en  los  ejércitos  extranjeros,  bastando  re- 
cordar  que  el  estatuto  IX  y  XX  de  Jorge  I,  promulgado  con 
objeto  de  impedir  la  formación  de  las  legiones  de  jacobinos 
en  Francia  y  en  España,  castigaba  con  la  pena  de  muerte 
á  los  que  se  alistasen  en  los  ejércitos  extranjeros  sin  la 
real  autorización.  Estas  penalidades  fueron  mitigadas  por 
los  estatutos  posteriores,  pero  no  desaparecieron  del  todo, 
tanto  que  hallamos  sancionada  con  una  pena  la  prohibición 
en  el  estatuto  XXXIII  y  XXXIV  Victoria,  cap.  XC,  del  9  de 
Agosto  de  1870  (2). 


(1)  Vattel,  Derecho  de  gentes,  lib.  III,  cap.  VII,  §  140, 

(2)  El  acta  citada  relativa  al  alistamiento  ilegal>  publicada. en  1870« 
dispone  lo  sigaiente:  «Si  una  persona,  siendo  ciudadano  británico,  há- 
llese dontro  ó  fuera  de  los  dominios  de  S.  M.,  aceptase  ó  consintiese 
en  aceptar  sin  permiso  del  gobierno  una  comisión  ó  alistamiento  psira 
el  servicio  militar  ó  naval  de  un  Estado  extranjero  que  se  halle  en 
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reclutamiento  para  el  extranjero  de  los  propios  ciudadanos 
por  iniciativa  de  los  mismos,  con  tal  que  no  se  modifiquen 
para  ello  las  leyes  vigentes  ni  se  suspenda  su  ejecución. 

Si  el  reclutamiento  se  hiciese  por  cuenta  del  beligerante, 
por  comisarios  del  mismo  que  empleasen  abierta  y  noto- 
riamente toda  clase  de  medios  para  organizar  en  el  terri- 
torio neutral  cuerpos  de  voluntarios,  no  podría  ser  conci- 
liable la  tolerancia  del  gobierno  del  país  con  los  deberes 
que  la  neutralidad  impone,  pues  el  carácter  de  publicidad 
que  revistiria  el  reclutamiento  implicarla  la  tácita  aproba- 
ción porparte  delgobierno.  El  derecho  dehacer  levas  de  sol- 
dados corresponde  exclusivamente  al  soberano  del  Estado  y 
no  puede  ejercerse  por  cuenta  de  una  soberanía  extranjera, 
en  un, país  que  hubiese  declarado  la  neutralidad.  Tampoco 
podrá  presumirse  que  el  gobierno  haya  podido  tolerar  de 
buena  fé  el  que  se  haga  públicamente  el  reclutamiento  de 
soldados,  queriendo  observar  lealmente  sus  deberes  de 
neutralidad,  porque  el  hecho  de  reclutar  el  beligerante  sus 


Grant  el  22  de  Agosto  de  1870,  con  motivo  de  la  guerra  franco-prnsían» . 
Dicha  ley  castiga  severamente  los  siguientes  actos: 

i.^  Aceptar  una  comisión  de  servicio  en  los  ejércitos  de  mar  ó  de 
tierra  de  uno  de  los  beligerantes. 

2.^  Alistarse  O  inducir  á  otra  persona  á  que  se  aliste  en  el  ejército 
ó  en  la  marina  de  guerra  de  uno  de  los  beligerantes,  ya  sea  como  sol- 
dado ya  como  simple  marinero. 

3.^  Preparar  ó  proteger  la  preparación  de  una  expedición  ó  empresa 
miUtar  dirigida  desde  el  territorio  de  los  Estados-Unidos  al  de  uno  de 
]o9  beligerantes. 

En  ia  legislación  francesa  no  hay  ninguna  ley  especial  relativa  á 
los  alistamientos  en  tiempo  de  neutralidad,  pero  los  actos  prohibidos 
y  castigados  por  las  otras  leyes  Ajan  diversas  sanciones  penales  que 
serian  aplicables  al  caso.  Las  agencias  de  reclutamiento  sin  autoriza'» 
cion  del  gobierno,  cuando  tienen  tal  carácter  que  se  les  pueda  conside- 
rar como  una  empresa  militar,  caen  bajo  la  disposición  del  art.  84  del 
Código  penal,  que  castiga  los  actos  que  expongan  á  ÍF*rancia  á  nna  de- 
claración de  guerra.  Al  francés  que  se  alistase  en  los  ejércitos  extran- 
jeros beligerantes  le  será  aplicable  el  art.  21  del  Código  civil  que  im- 
pone la  pérdida  de  la  ciudadanía,  y  las  disposiciones  del  decreto  de  26 
de  Agosto  de  1811,  y  si  el  alistado  fuere  un  soldado  del  ejército  ó  de 
la  armada,  será  castigado  con  las  penas  impuestas  por  el  Código  penal 
en  el  titulo  que  se  ocupa  de  la  deserción. 
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Esta  cuestión,  conocida  comunmente  con  la  célebre  áe^ 
nomineicion  de  CiLestion  de  la  Alabama  j  terminó  él  14  de 
Setiembre  de  1872  con  la  sentencia  pronunciada  por  el  TK* 
bunal  arbitral  de  Ginebra,  constituido  por  común  acuerdo^ 
conforme  al  tratado  estipulado  en  Washington  el  8  de  Mayo 
de  1871.  Dicha  sentencia,  aplicando  los  principios  estipu- 
lados en  este  tratado,  sostuvo  como  obligatorias  para  la 
observancia  de  los  deberes  de  neutralidad  las  reglas  si- 
guientes: 

1530.  Un  gobierno  neutral  está  obligado: 

!.•  A  adoptar  las  medidas  convenientes  para  prevenir 
el  armamento  de  guerra  6  el  equipo,  en  los  límites  de  sii 
jurisdicción,  de  toda  nave  que  pueda  sospecharse  racio- 
nalmente que  está  destinada  &  crucero  ó  á  hacer  la  guerra 
contra  una  potencia  con  la  que  dicho  gobierno  se  halle  en 
paz;  &  emplear  la  misma  diligencia  para  impedir  la  salida^ 
fuera  de  sus  límites  jurisdiccionales,  de  cualquier  buquo 
destinado  &  crucero  ó  á  hacer  la  guerra,  como  antes  hemos 
indicado,  cuando  dicho  buque  se  haya  empleado,  en  todo  6 
en  parte,  dentro  de  los  mencionados  limites,  en  usos  be- 
licosos. 

2."  A  no  permitir  6  tolerar  que  una  de  las  partes  beli- 
iterantes  haga  uso  de  sus  puertos  y  de  sus  aguas  (las  del 
neutral)  como  base  de  sus  operaciones  marítimas  contra 
su  enemigo,  ni  para  renovar  6  aumentar  sus  municionefi 
militares  ó  su  armamento,  6  para  reclutar  soldados. 

3.'  A  ejercer  la  debida  vigilancia  en  sus  puertos  ó  en 
sus  aguas,  para  impedir  que  cualquiera  viole  dentro  de  sti 
término  jurisdiccional  las  obligaciones  y  deberes  indi- 
cados. 

1531.  Hasta  ahora  las  reglas  aceptadas  por  Inglaterra 
y  por  los  Estados-Unidos  no  puede  decirse  que  lo  hayan 
sido  por  otras  potencias;  pero  no  por  eso  hemos  de  consi- 
derarlas meramente  como  la  expresión  del  derecho  con* 
vencional  acordado  entre  dos  Estados,  antes  bien,  deben 
tenerse  por  verdaderas  reglas  de  derecho  internacional, 
porque  en  sustancia  son  la  aplicación  de  Un  principio  ge- 
neral, &  saber:  que  todos  los  Estados  que  no  estén  empe- 
ñados en  la  lucha  deben  impedir  que  en  su  territorio  se  or- 
ganicen expediciones  6  se  hagan  armamentos  contra  cual- 
quiera de  los  beligerantes.  La  obligación,  pues,  de  ejercer 


/ 
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tomar  parte  alguna  Indirecta  en  la  guerra  mediante  U  pres- 
tación de  auxilios  militares  á  uno  de  los  beligerantes  ó  & 
ambos,  y  de  vigilar  á  fin  de  que  su  territorio  no  sirva  de 
centro  de  organización  ó  punto  de  partida  de  expediciones 
hostiles  á  uno  de  ellos  ó  á  ambos. 

«No  puede,  por  consiguiente,  el  Estado  neutral  poner  A 
disposición  de  uno  de  los  beligerantes,  ni  vender  los 
buques  de  guerra  ni  los  de  trasportes,  como  tampoco  el 
material  de  sus  arsenales  ó  de  sus  almacenes  militares 
para  ayudarle  á  proseguir  la  guerra.  El  Estado  neutral  se 
halla  además  obligado  á  vigilar  á,  ñn  de  que  las  demás  per- 
sonas no  pongan  buques  de  guerra  á  disposición  de  cual- 
quiera de  los  Estados  beligerantes  en  sus  puertos  ó  en  la 
parte  de  mar  que  de  su  jurisdicción  dependa»  (1). 

Aplicando  dichas  reglas,  debemos  sostener  que  el  Estado 
neutral  está  jurídicamente  obligado  á  impedir,  por  todos  los 
medios  que  estén  á  su  alcance,  que  en  sus  puertos  ó  en  sus 
aguas  territoriales  se  construyan,  6  se  celebren  contratos 
para  la  construcción  de  buques  destinados  á  los  usos  de  la 
guerra,  ó  para  el  equipo  y  armamento  de  los  mismos,  como 
debe  también  impedirse  la  celebración  de  contratos  para 
el  servicio  de  los  beligerantes  y  para  los  fines  de  la  guerra> 
cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  dichos  contratos,  con 
tal  que  se  manifieste  Ja  intención  de  los  contratantes  de  to- 
mar mediante  aquéllos  parte  alguna  en  las  operaciones 
de  la  guerra.  Incumbe  á  todo  gobierno  ejercer  la  (ñas  rigu- 
rosa vigilancia  respecto  de  tales  hechos,  pudiendo  obligár- 
sele á  responder  de  cualquier  culpable  negligencia. 

1533.  La  citada  ordenanza  italiana  concerniente  á  la  neu- 
tralidad (2)  dispone  en  su  art.  4.**  lo  siguiente:  «Está  prohi- 
bido á  los  ciudadanos  italianos  aceptar  las  proposiciones 
que  le  hicieren  las  partes  beligerantes  para  el  armamento 
de  buques  de  guerra  6  para  tomar  parte  de  cualquier  modo 
en  el  equipo  ó  armamento  de  dichos  buques  ó  de  un  corsa- 
rio de  las  naciones  beligerantes.» 

En  caso  de  violación  de  la  citada  ordenanza,  se  recuerda 


•   (1)    Véase  las  conclnslones  de  las  deliberaciones  del  Instítato  adop- 
tadas en  la  reunión  de  La  Haya,  Anuario  de  1877,  p.  139. 
(2)    Véase  la  notará  la  pág.  352  y  sig. 


p 
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razones  deberá  estar  exento  de  respon- 
10  que  hubiese  adoptado  todas  las  me- 
¡e  podía  disponer,  y  hubiese  procurado 
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;  existentes  en  la  legislación  vigente  so- 

íjemplo  la  legislación  francesa,  y  exa- 
a  las  leyes,  reglamentos  y  demás  me- 
mo puede  disponer  y  emplear  legitiroa- 
r  que  en  su  territorio  se  cometan  actos 
te  pudiera  querellarse  considerándoles 
de  los  deberes  de  neutralidad, 
ibles  sobro  esta  materia  son  los  artfcu- 
CO  penal,  que  dispone  lo  siguiente: 


"■■  "^Bfff^'.fS 
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■Art.  84,  Todo  aquel  que  con  actos  hostiles  no  aprobi 
t>or  el  gobierno  hubiese  expuesto  al  Estado  á  una  decl 
clon  de  guerra,  será  castigado  con  destierro,  y  si  esta! 
la  lucha,  con  la  deportación. 

•Art.  85.  Todo  aquel  que  con  actos  hostiles  no  app 
dos  por  el  gobierno  hubiese  expuesto  &  los  Belgas  &  s 
represalias,  será  castigado  con  destierro.» 

Conformes  con  estas  disposiciones  se  hallan  ías  del 
digo  italiano,  artículos  174  y  175,  excepto  en  lo  refere 
las  penas  que  son  mayores  en  nuestro  Código. 

Ahora  bien:  es  indudable  que  aplicando  estas  diS] 
cioaes  podría  el  gobitírno  impedir  y  reprimir  todos  lo: 
tos  hostiles  no  aprobados  i>or  él  que  pudiesen  expon 
Estado  6  una  declaración  de  guerra,  y  á  los  ciudadar 
A  sufrir  represalias. _ 

Por  regla  general,  podrán,  pues,  impedirse  y  reprin 
todas  las  violaciones  de  la  neutralidad  que  pudlerar 
margen  á  una  declaración  de  guerra;  pero  el  decidir  s 
acto  de  que  el  beligerante  se  haya  quejado  es  ó  no  una 
lacion  de  la  neutralidad  corresponde  al  magistrado, 
éste  juzgase  que  el  hecho  no  es  un  acto  hostil  de  aqu 
á.  que  se  refieren  los  artículos  citados,  deberá  el  Gobi 
respetar  aquella  decisión  y  podrá  oponerla  al  beligei 
para  descargar  cualquier  responsabilidad  respecto  del 
mo.  No  podrá  decirse  en  este  caso  que  el  sistema  lej 
de  procedimiento  penal  vigente  en  Francia  es  tan  impe 
to  que  implique  la  responsabilidad  del  Estado  por  no  h 
hecho  el  gobierno  todo  lo  necesario  para  cumplirlos  <3 
res  internacionales. 

Si  de  los  hechos  y  de  las  circunstancias  resultare 
el  gobierno  habla  deferido  de  buena  fé  la  cuestión  al  F 
judicial,  no  le  cabria  ninguna  responsabilidad  por  ind( 
aplicación  de  la  ley.  Tampoco  podría  sostenerse  en  la  1 
tesis  de  que  el  beligerante  tuviese  derecho  á  requerir 
gobierno  para  que  modificase  el  organismo  de  su  sis' 
legislativo  para  servir  mejor  los  intereses  del  mismo 
gerante  y  mantener  con  más  rigor  su  neutralidad,  si 
asi  que  semejante  pretensión  no  siempre  será  razón 
debiendo  considerarse  á  veces  contrario  á  la  indeper 
ciade  todo  Estado  el  pretender  obligar  á  un  gobiei 
proteger  con  excesivas  precauciones  los  Intereses  d 
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beligerantes,  y  Ifmitarse  en  beneficio  de  los  mismos  la  li- 
bertad de  los  ciudadanos,  aumentando  al  mismo  tiempo  los^ 
motivos  de  responsabilidad  propia. 

Cuando  las  instituciones  de  un  país  no  se  opongan  y  las- 
circunstancias  particulares  sobrevenidas  durante  la  guer- 
ra ocasionen  al  beligerante  un  daño  especial  y  el  gobierna 
pueda  impedirlo  por  medios  legales  directos  ó  indirectos^ 
ha  de  considerarse  como  un  deber  el  hacerlo,  puesto  qne  lo 
es  el  tomar  cualquier  resolución  para  mantener  escrupulo- 
samente la  neutralidad  respecto  de  los  beligerantes,  é  im- 
pedir y  reprimir  la  violación  de  los  deberes  de  la  neutrali- 
dad  misma  por  parte  de  los  ciudadanos. 

1544.  En  tal  supuesto  es  cuando,  al  surgir  la  cuestiou 
de  la  diligencia  exigida  de  parte  de  un  gobierno,  es  muy  di- 
fícil establecer  el  grado  de  imputabilidad  por  falta  de  dili- 
gencia, y  determinar  si  se  está  en  el  caso  de  la  culpa  lata^ 
culpa  levis  ó  culpa  levísima.  Respecto  de  este  punto,  remiti- 
mos al  lector  á  los  principios  generales  anteriormente  esta- 
blecidos á  propósito  de  la  responsabilidad  del  Estado  (1),  y  es- 
tablecemos como  regla:  que  la  diligencia  con  que  un  gobier^ 
no  ha  de  atender  á  que  se  respeten  los  deberes  de  la  neutra- 
lidad, está  en  razón  directa  de  las  circunstancias  que  hacen 
más  ó  menos  inminente  el  peligro  y  del  daño  que  podía  pre- 
veerse  que  sufrirla  el  beligerante.  Su  responsabilidad  esVi 
en  razón  directa  de  los  medios  de  que  podía  disponer  para 
impedir  el  suceso  ó  alejar  ó  disminuir  el  daño  real  del  beli- 
gerante, y  de  la  mayor  ó  menor  solicitud  en  emplear  dichos 
medios. 

Con  esta  regla  no  se  evitan,  sin  embargo,  todas  las 
cuestiones,  puesto  que  no  pueden  establecerse  reglas  abs- 
tractas para  determinar  la  responsabilidad  y  el  grado  de 
imputabilidad.  Los  principios  de  derecho  no  son  sufi- 
cientes para  fijar  la  extensión  que  se  ha  de  dar  al  deber  de 
diligencia  y  solicitud  por  parte  de  un  neutral,  y  el  punto 
hasta  donde  éste  se  halla  obligado  á  emplear  su  iniciativa 
para  obligar  álos  ciudadanos  á*  mantener  la  neutralidad. 
Todo  depende  de  las  investigaciones  y  de  las  circunstan- 
cias de  hecho. 


(1)    Véase  el  1. 1.^  lib.  III,  cap.  4.°,  Responsabilidad  de  los  Estados. 
en  esta  misma  obra, 
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La  culpa  lata  existe  en  realidad  si  sabiendo  un  gobier- 
no que  en  su  territorio  se  cometía  ó  se  Intenti 
un  acto  que  podía  causar  un  dailo  real  al  belígf 
niendo  noticia  de  ello  en  tiempo  oportuno  para  ii 
lo  hubiese  iiecho.  La  ignorancia  del  hecho  ce 
proyectado  no  eximirá  siempre  de  responsabili 
que  la  ignorancia  misma  podría  considerarse 
'Culpable,  según  las  circunstancias.  Supóngame 
ministrase  á  un  gobierno  datos  é  informes 
posteriores  al  hecho  por  parte  de  personas__que 
tengan  un  cargo  oficial,  podía  creerse  por  su  el 
cion  que  dichos  informes  eran  fundados,  y  que 
que  debía  hacer  todo  lo  necesario  para  informe 
biese  hecho  nada;  en  tal  caso,  no  podría  eludir 
la  responsabilidad  con  la  excusa  de  que  ignora 
Podría  tanibien  darse  el  caso  de  que  un  gol 
rase  lealmente  y  de  buena  fé  el  hecho,  mlénti 
ba  á  cabo,  y  hubiese  tenido  noticia  de  él  despue 
mado  pero  á  tiempo  para  impedir  el  daño  qu( 
ocasionarse  al  beligerante,  ó  para  disminuirlo  e 
■te,  y  también  en  esta  hipótesis,  si  hubiese  obrac 
mente  que  no  hubiera  llegado  á  tiempo  deim] 
nuar  el  daño,  como  debía  y  podía,  no  cabria 
exención  de  responsabilidad  por  haber  faltado 
y  diligencia  debidas. 

De  lo  cual  resulta  evidentemente,  que  todo 
una  relación  entre  el  deber,  los  medios  leglt¡m< 
pedir  el  suceso,  las  circunstancias  y  el  het 
que  es  por  si  misma  la  cuestión  de  imputab 
cuestión  compleja.  El  beligerante,  por  ejemí 
drá  exigir  del  Estado  neutral,  que  para  cumi 
beres  cpr respondientes,-  aumente  sus  fuerzas 
,  roodiflque  su  siste'ma  ordinario  de  defensa,.pud 
der,  por  consiguiente,  que  conociendo  un  gobiei 
laciones  cometidas  en  el  territorio  neutral,  se  hi 
luntarlamente  en  la  posición  especial  de  no  pod 
las,  en  cuyo  caso  no  le  serán  imputables,  con  I 
biese  desaprobado  y  censurado  publicamente  el 
La  Impotencia  del  Estado  neutral  para  impec 
cton  de  los  deberes  de  la  neutralidad,  excluye 
responsabilidad  del  gobierno,  y  por  consiguien 
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cho  del  beligerante  á  considerar  responsable  de  esta  viola- 
ción al  Estado  mismo. 

Por  lo  demás,  todas  las  cuestiones  relativas  á  esta  mate- 
ria son  de  aquellas  que  debían  deferirse  al  conocimiento  de 
un  Tribunal  arbitral,  que  fallando  con  arreglo  á  la  equidad 
y  al  derecho,  pudiera  fljar  con -arreglo  á  los  hechos,  á  las 
circunstancias  y  á  los  principios  de  la  jurisprudencia  in- 
ternacional,  la  responsabilidad  del  Estado  neutral,  y  decidir 
si  se  estaba  ó  no  en  el  caso  de  obligarlo  á  que  pagase  una  in- 
demnización á  quien  resulte  lesionado. 

1546.  La  discusión  y  aplicación  más  importante  do  las 
reglas  expuestas  en  este  capítulo  fué  la  que  tuvo  lugar  con 
motivo  del  conflicto  entre  Inglaterra  y  los  Estados-Unidos 
en  el  asunto  del  Alabama  (1),  que,  con  arre  gloal  tratado  df> 


(1)  El  hecho  principal  qae  dio  lugar  á  la  cuestión  entre  los  Estados- 
Unidos  de  América  y  el  Gobierno  inglés  fué  la  construcción  de  algu- 
nos buques  llevada  á  cabo  dentro  de  los  límites  jurisdiccionales  de  la 
nación  británica  por  cuenta  del  Gobierno  de  los  Estados  separatistas 
del  Sur-  De  estos  buques  citaremos,  entre  otros,  el  Florida,  el  Georgia^ 
el  Shenandaah  y  el  Alabama,  que  fué  el  de  mayor  importancia  por 
los  grandes  perjuicios  que  dicho  buque  corsario  ocasionó  á  la  marina 
de  los  Estados-Unidos,  y  por  los  daños  reclamados  á  consecuencia  de 
las  pérdidas  sufridas.  El  Alabama  fué  construido  en  Mersey  y  botado 
al  marel  29  de  Julio  de  1862,  sin  ir  armado,  pero  se  leprovéyó  de  tripu- 
lación, de  armamento,  de  uniformes,  etc.,  en  las  aguas  de  Liverpool^  y 
habiendo  enarbolado  la  bandera  de  los  Estados  separatistas,  recorrió 
los  mares  durante  dos  años,  perjudicando  notablemente  al  comercio  de 
los  Estados-Unidos.  La  apatía  demostrada  por  Inglaterra  para  impeflir 
que  en  sus  arsenales  se  construyesen  estos  y  otros  buques,  fué  el  obje- 
to principal  de  la  reclamación  por  parte  de  los  E»tados-Unidos. 

Los  hechos  alegados  en  apoyo  de  esta  reclamación  fueron  formula- 
dos del  siguiente  modo  en  el  discurso  de  Sumner: 

i.^  Cuando  el  buque  se  hallaba  todavía  en  el  arsenal  de  Liverpool, 
era  ya  publico  que  se  destinaba  á  practicar  el  corso  al  servicio  de  los 
Estados  del  Sur  en  la  guerra  civil  americana.  Por  mas  que  el  embs^a- 
dor  americano  en  Londres  y  el  cónsul  del  mismo  gobierno  en  Liverpool 
señalaron  diariamente  el  daño  al  Gobierno  inglés  y  á  las  autoridades 
inglesas,  y  por  mas  que  pidieron  la  confiscación  del  corsario,  éste  pudo 
dejar  á  Liverpool  sin  ser  molestado.  La  orden  de  secuestro  llegó  ya 
muy  tarde. 

2.^  El  corsario  surista  halló  después  de  su  salida  un  refugio  en  un 
puerto  no  muy  conocido  del  país  de  Gales,  permaneciendo  treinta  y 
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;  veces  han  obligado  por 
rosos  á  los  Estados  nei 
atentando  asi  á  la  iudei: 

'eflere  &  los  derechos  de  soberanía 
i  que  el  Estado  neutral  tiene  la  facul- 
cho  de  jurisdicción  y  el  poder  sobe- 
>rÍo  lo  mismo  que  durante  la  paz,  y 
rantes  respeten  sus  declaraciones  y 

:  comprende  todos  los  dominios  con- 
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tineiitales  del  Estado  y  las  aguas  territoriales  del  mismo. 
Debe,  pues,  admitirse  que  todo  Estado  neutra!  puede  pro- 
veer con  la  más  completa  independencia  &,  la  protección  de 
los  derechos  de  las  personas  y  de  sus  bienes,  impidiendo 
que  eo  sus  dominios  se  cometa  cualquier  acto  de  hostilidad 
cuntra  las  personas  y  los  bienes  de  las  partes  contendien- 
tes, y  defendiendo  por  todos  los  medios  que  estén  á.  su  al- 
cance sus  derechos  soberanos  contra  él  poder  militar  y  los 
f'jércitos  de  los  beligerantes. 

Este  derecho  es  hoy  generalmente  reconocido  por  los 
Estados  civilizados.  En  las  instrucciones  del  Ministro  de 
Marina  italiano,  promulgadas  el  20  de  Junio  de  18G6,  se  dis- 
pone lo  siguiente;  (Art.  4,°)  «Téngase  presente  que  es  nece- 
sario abtenerse  de  iodo  acto  de  hostilidad  en  los  puertos  y 
en  las  aguas  territoriales  de  las  potencias  neutrales,  advir- 
lir:-ndo  que  el  limite  de  dichas  aguas  se  extiende  hasta  el 
Icance  de  un  caflon  disparado  desde  la  orillas  (1).    - 
1549.    Reconócese  también  generalmente  que  el  simple 
ISO  por  las  aguas  territoriales  verificado  por  un  buque  de 
aerra  beligerante  no  es  por  si  mismo  una  violación  del 
rritorio  neutral,  puesto  que  el  paso  no  es  en  realidad 
n  acto  de  hostilidad,  ni  podría  Impedirse  sin  atentar  &  la 
bertad  de  navegación;  pero  so  considera  como  iilcito  é  ile- 
ü  todo  acto  de  hostilidad  llevado  á  cabo  en  dichas  aguas, 
ni  aun  se  admite  que  la  acción  empeñada  fuera  de  éstas 
ueda  continuarse  en  las  mismas  para  asegurar  la  victoria. 
sta  opinión  fué  sostenida  por  Binkershcek,  que  admitien- 


(1)  Esta  probibicion  se  halla  también  en  los  reglamentoa  de  fecha 
iterior.  En  el  del  gran  dncado  de  Toscana  'de  1 ."  de  Agosto  de  1778 
!  dispone  lo  aigniente:  «No  podrá  ¡levarse  á  cabo  ningún  acto  de  hos- 
lidad  entre  naciones  beljgerautes  en  el  pnerto  y  playade  Llbnrnia, 
jntro  del  semicircnlo  formado,  asi  al  Levante  como  al  Poniente,  por 
,  litofal  de  la  Torre,  arrecife  y  línea  de  la  Melorla,  y  en  los  mares 
tyaceutas  á  los  demás  puertos,  escollos,  torres  y  playas  del  gran  du- 
ido.  No  podrá  cometerse  ningnn  acto  de  hostilidad  en  una  distancia 
le  se  OJarA  en  el  alcance  de  un  cañón,  y  en  sn  consecuencia,  en 
dio  espacio  se  probibirá  todo  despajo,  persecución,  intimación  de 
tediencia,  viaita,  y  en  general,  todo  acto  de  Tiolencia  y  de  supe- 
oridad,  debiendo  los  buijues  de  cualquier  nación  disfrutar  una  segu- 
dadcompletapor  la  protección  qne  tes  concedemos  en  Ia9  aguas  ad- 
Lcentea  á  nuestro  gran  dacado. 
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do  en  principio  que  no  puede  llevarse  &  cabo  en  el  territo- 
rio neutral  ningún  acto  de  guerra,  exceptuaba  el  caso  de 
un  combate  comenzado  en  alta  mar  y  terminado  en  las 
aguas  neutrales,  y  no  negaba  al  buque  poder  terminar  su 
acción  en  dichas  aguas  para  asegurar  la  victoria  y  apode- 
rarse del  barco  por  él  perseguido;  pero  fué  combatida  por 
muchos  publicistas,  tales  como  Azunl,  Hübner,  Wheaton. 
Hautefeuille.  No  puede  establecerse  diferencia  alguna,  dio^ 
Wheaton,  entre  el  combate  comenzado  en  alta  mar  y  el  co- 
menzado en  el  mar  territorial  mismo;  no  puede  señalarse 
ninguna  excepción  á  la  regla  que  admite  que  toda  entrada 
voluntaria  en  territorio  neutral  con  intenciones  hostiles  e> 
absolutamente  ilegal  (1).  Do  aquí  que  deba  admitirse  el 
principio  de  la  inviolabilidad  el  territorio  neutral  aun  cuan- 
do se  trate  de  asegurar  el  fruto  del  combate  comenzado  en 
otra  parte,  sin  que  pueda  justiflc^irse  por  ninguna  excep- 
ción cualquier  acto  de  guerra  en  dicho  territorio. 

No  se  nos  oculta,  por  otra  parte,  que  la  historia  de  las 
guerras  marítimas  registra  muchas  violaciones  de  esto 
principio-,  pero  el  hecho  de  que  los  Estados  neutrales  más  dé- 
biles hayan  tolerado  las  ofensas  inferidas  á  sa  soberanía 
sin  hacer  las  consiguientes  reclamaciones,  no  cambia  la 
naturaleza  de  la  cosa,  esto  es,  que  deba  considerarse  como 
ilícito  é  ilegal  cualquier  acto  belicoso  realizado  en  territorio 
neutral,  lo  cual  es  muy  importante  consignar  para  decidir 
respecto  de  la  legalidad  é  ilegalidad  de  la  presa  según  los 
principios  del  derecho  internacional. 

1550.  Para  el  Estado  neutral  es  siempre  una  cuestión  de 
fuerza  y  de  poder  el  hacer  que  se  respeten  sus  propios  de- 
rechos; pero  caso  de  que  por  su  debilidad  no  le  fuese  dado 
obligar  á  los  más  fuertes  á  respetar  suS  derechos  sobera- 
nos, no  legalizarla  esto  el  arbitrarlo  procedimiento  del  be- 
ligerante que  hubiese  abusado  de  la  fuerza;  y  puesto  que 
la  captura  en  las  aguas  territoriales  del  Estado  neutral 
debe  considerarse  ilegal  á  consecuencia  de  la  violación  do 
los  principios  del  derecho  internacional,  deberla  también 
tenerse  por  nula,  en  consideración  á  estos  mismos  princi- 
pios é  independientemente  de  las  reclamaciones  de  dicho 


(1)    Wheaton,  Derecho  internacional,  t.  ii,  cap.  III,  §  10. 
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integridad  de  su  territorio. 
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(1)  Wheaton,  Ob.  cit.,  %  U. 

(2)  Véase  el  1. 1,  lib.  III,  sección 

(3)  No  fkltan  templos  de  repan 
cnencia  de  atentados  i  la  ínviolabida 
guerra.  Varios  de  ellos  cita  Calvo  en 
§  S734  y  sig.  De  hecho  también  la  r 
laorensa  hechaá  la  soberanía  terrí 
guerra  a  sos  dominios,  ba  sido  coni 
segnn  la  fuerza  6  la  debilidad  del 
menor  energía  con  que  ha  sostenido 
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3S  el  dereclio  convencional,  hallamos 
iles  han  ejercido  el  de  conceder  el 
te  la  guerra  que  durante  la  paz.  Unas 
3o  por  medio  de  tratados  la  concesión 
sus  buques  de  guerra  y  corsarios 
vino  verificándolo  en  Inglaterra  has- 
reglamento  de  31  de  Enero  de  1862, 
pulado  con  Francia  en  1786;  cuanto  en 
Istados-Unidos  de  América,  en  los 
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á  Aw  una  satiafáccion  á  Portngal  por  haber 
isouadra  fraDcesa. 
de  In  diplomatía.  t.  iv. 


bídos  en  los  respectivos  puertos  y  que  se  concederla  el  a^^i- 
lo  aun  &  los  corsarios  y  6.  sus  presas. 

1553.  Según  los  principios  racionales,  aparece  claro  que. 
concediendo  el  derecho  de  asilo  á  los  beligerantes  lo  mis- 
rao  que  en  tiempo  de  paz,  se  les  concede  una  asistencia  iii  - 
conciliable  con  los  deberes  de  la  neutralidad  y  las  exigen- 
cias de  la  guerra.  La  misión  de  todo  buque  de  guerra  es 
hostilizar  al  enemigo,  y  todo  aquello  que  lleva  á  cabo  du- 
rante la  lucha  debe  considerarse  naturalmente  coordinado 
con  el  objeto  flnal  á  que  se  dirigen  todas  las  operaciones  dfí\ 
ejército  y  de  la  armada,  esto  es,  á  perjudicar  al  enemigo  y 
vencerlo.  Si,  pues,  dicho  buque  entrase  en  los  puertos  neu- 
trales sin  verse  obligado  á  ello  por  la  necesidad  {en  cu^o 
caso  entrarla  para  pedir  refugio,  y  éste  no  serla  el  caso  del 
asilo),  es  indudable  que  entrarla  para  llevar  á  cabo  una 
operación  de  guerra;  y  el  permitir  que  en  el  territorio  neu- 
tral se  llevase  ésta  á  cabo,  serla  contrario  á  los  deberes  de 
neutralidad  y  equivaldría  á  una  verdadera  asistencia  mili- 
tar, puesto  que  se  concedía  al  buque  hacer  lo  que  esti- 
mase conveniente  para  colocarse  en  situación  de  empren- 
der 6  reanudar  las  hostilidades. 

Proponemos,  pues,  como  regla,  que,  salvo  el  derecho  de 
conceder  el  refugio  en  caso  de  peligro,  no  podrá  ningún  Es- 
tado dar  asilo  á  los  buques  de  guerra  de  una  escuadra  be- 
ligerante sin  faltar  á  los  deberes  de  la  neutralidad. 

Ni  aun  parece  sostenible  que  pueda  concederse  al  Esta- 
do el  ejercicio  de  este  derecho  durante  la  guerra',  bajo  con- 
dición de  tratar  con  perfecta  Imparcialidad  &  los  buques  de 
ambos  beligerantes,  pues  aunque  el  asilo  propiamente  di- 
cho sea  una  asistencia  militar,  no  cambia  su  naturaleza  pol- 
la igualdad  de  trato,  por  las  mismas  razones  anteriormente 
expuestas  respecto  &.  los  auxilios  concedidos  imparcial- 
mente  &  las  dos  partes. 

1554.  Podrá,  ocurrir  un  caso  muy  especial,  cual  es  el  de 
que  un  buque  de  guerra  perseguido  por  el  enemigo  busque 
refugio  en  un  puerto  neutral.  Es  indudable  que  los  deberes 
de  humanidad  imponen  el  de  recibir  dicho  buque  comocual- 
quier  otro  que  quisiese  arribar  para  escapar  de  un  peligro 
inminente;  pero  ¿deberá  permitírsele  reparar  las  averias 
sufridas  y  volver  &  emprender  las  hostilidades? 

Oeneralmente  se  concede  á  los  buques  de  guerra  refugia 
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aceptada,  la  de  que  las  re 
deben  ser  inmediatamente 
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1558.  Debe  también  considerarse  como  un  derecho  del 
:5oberano  neutral  el  de  conceder  á  los  heridos  atravesar  el 
territorio  de  aquél  para  volver  &  su  patria.  Respecto  de  és- 
tos, habrán  de  mirarse  los  deberes  de  humanidad  como  su- 
periores á  todas  las  exigencias  de  la  guerra  (1). 

No  podrá  decirse  lo  mismo  en  cuanto  á  los  prisioneros. 
£1  neutral  que  permitiese  al  beligerante  servirse  de  su  ter- 
ritorio para  conducirlos  con  más  seguridad,  prestaría  al 
mismo  un  auxilio  y  cometería  un  acto  de  hostilidad.  Así 
piensan  Bluntschli  y  Calvo:  el  Estado  neutral,  dice  este  úl- 
timo, que  preste  el  apoyo  de  la  fuerza  pública  para  mante- 
ner prisioneros  á  los  soldados  de  uno  de  los  beligerantes 
ilutante  su  permanencia  en  el  territorio  de  aquél,  toma  par- 
te indirecta  en  la  guerra,  y  comete  una  flagrante  violación 
de  la  neutralidad  (2). 

1559.  Sería  un  caso  completamente  especial  el  de  un  bu- 
que de  guerra  que  se  viese  obligado  á  entrar  en  un  puerto 


Francia.  A  loa  oñciaies  les  concedió  también  nna  libertad  relativa  en 
cambio  de  sa  palabra  de  honor.  Ambos  gobiernos  proveyeron  iealmen- 
te  al  mantenimiento  de  las  tropas  internadas,  y  el  belga  no  pidió  in- 
ilemi^izacion  alguna.  El  Gobierno  saizo  conservó  los  cañones,  las  ar- 
mas, las  municiones  y  los  carros  de  guerra  en  compensación  de  los 
gastos  hechos  para  el  mantenimiento  del  ^ército  francés,  obligándose 
á  restituirlo  todo  cuando  fuese  reembolsado  de  dichos  gastos. 

(1)  Durante  la  misma  guerra,  habiendo  oflciado  al  Gobierno  belga 
para  que  permitiese  pasar  por  su  territorio  los  heridos  ñ*anceses  y 
prusianos,  declaró  que  accedería  á  la  demanda  a^  ambas  partes 
beligerantes  se  aprovechaban  de  este  beneñcio;  pero  habiendo  notifica- 
do el  Gobierno  francas  qne  consideraría  el  paso  de  los  heridos  prusia- 
nos como  una  violación  de  los  deberes  de  neutralidad,  no  pudo  el  Go- 
bierao  belga  acceder  á  la  petición.  (Véase  las  declaraciones  del  Minis- 
tro de  Estado  al  Parlamento  belga  en  la  sesión  del  25  de  Agosto  de  1870.) 

A  juicio  nuestro,  no  es  contrario  á  los  deberes  de  neutralidad  el 
permitir  trasportar  los  heridos  por  el  propio  territorio,  sino  el  cum- 
plimiento de  un  deber  de  humanidad,  y  el  Gobierno  neutral  puede 
conceder  esta  autorización  sin  preocuparse  de  la  aprobación  ó  desapro- 
bación de  las  partes  beligerantes,  pues  no  puede  obligársele  á  mostrar- 
se cruel  é  inhumano  para  secundar  el  interés  de  las  mismas. 

(2)  Bluntschl,   §  785.— Calvo,  §  2343. 

En  la  guerra  de  1859  concedió  Baviera  á  Austria  el  paso  por  su 
territorio  de  los  prisioneros  de  guerra  franceses.  Esta  conducta  dio 
lugar  á  vivas  reclamaciones. 


'         * 


jara  desembarcar  en  él 
)  ocurriese  por  circuns 
el  caso  de  epidemia  áb( 
eberes  de  humanidad  io 
poder  verificarlo,  y  úi 
tidicion  la  de  que  los  p 
en  la  libertad  dando  su  ; 

n  á  tomar  las  armas  duraiiu;  aqueiia  {guerra  (i;. 
articipamos  en  esta  cuestión  de  la  opinión  <f" 
ili,  que  afirma  que  el  soberano  neutral  tiene  den 
ner  en  libertad  á  los  prisioneros  de  guerra  refugií 
u  territorio,  y  que  el  beligerante  cuyos  soldados  11 
territorio  neutral  después  de  hechos  prisionero; 
idir  que  le  sean  entregados.  Sostenemos  que  elsc 
leutral  puede  y  debe  proteger  á  los  soldados  qi 
i  su  territorio  contra  el  beligerante  enemigo  áe  éf 
ual  no  debe  permitir  conducir  los  prisioneros  pi 
trio  neutral  ni  tenerlos  como  tales  prisioneros,  e 
rritorio,  mas  tampoco  puede  dejarlos  en  liberts 
índoles  volver  á  la  lucha,  sino  que  debe  ponerlos 
icn  de  la  autoridad  militar  de  su  propio  país,  segí 
ndicado  anteriormente  (2). 

El  derecho  de  proteger  las  personas  y  los  biem 
rapios  ciudadanos  en  el  exterior,  debe  ejercitar! 
Estados  neutrales  lo  mismo  durante  la  guerra  qi 
la  paz. 

en ,  por  tanto,  dichos  Estados  continuar  teniem 
•esentantes  diplomáticos  cerca  de  los  gobiernos  < 
dos  beligerantes,  y  no  podrá  negarse  á  aquéllos 
■respondencla  con  sus  propios  gobiernos,  salvo 
da  los  beligerantes  á  sujetar  dicha  corresponden- 
municaciones  &  ciertas  reglas  por  las  exigencias  de 
■a. 

870,  cuando  el  ejército  prusiano  cercó  á  París  de 
je  hizo  imposible  la  circulación  fuera  del  radio  de 
iguas,  los  agentes  diplomáticos  acreditados  cerca 
erno  francés  fueron  á  establecerse  en  Tours;  pero 

Ivo,  §2378.— E3te  opina,  que  los  prisioneros  desembaroddos 
onerse  inmediatameate  en  libertad. 
Ili;  Der.  int,  §  785, 
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•a  franco-prusiana,  encargóse 
le  lo9  Tranceses  residentes  en  j? 
is  do  la  de  los  ciudadanos  de  I 
leí  Norte  residentes  en  Francí 
coasentimiento  del  gobierno  ; 
)n  diplomática  es  sin  duda  u 
cuando  dicho  gobierno  acuerd 
íligerante,  no  son  necesarias 
)l¡r  su  misión  en  el  pais  de  aq 
litados  como  tales  agentes  dip 
)s  bienes  pertenecientes  á  1 
[•ritorio  de  un  Estado  beligeram 
smo  que  en  tiempo  de  paz.  E? 
lien  á  los  buques  mercantes  qu 
el  beligerante,  los  cuales  no  p( 
los  usos  de  la  guerra,  como, 
ir  tropas  ó  para  prestar  otros  í 
rir  que  el  beligerante  se  vea  o 
5  operaciones  militares  á  ser 
no  debe  admitirse  como  regla 
ierra  puedan  legitimar  cualqu: 
leutral  ni  autorizar  alsoberan 
luieraálos  buques  neutrales 
tos. -Los  publicistas  antiguos  a 
pretendido  derecho,  que  ellos  < 
i.rias,yiw  angariárum,  y  que  < 
.dos  sobre  todo  en  los  siglos  x 
este  pretendido  derecho  con  le 
todo  puedií  justificarlo,  y  háse 

ssponde  al  soberano  el  derecha  u^  Q...p.<^a.  i^..  ^^^^y^- 
uerra  los  buques  extranjeros  y  sus  tripulaciones,  me- 
te salario,  en  servicios  belicosos,  contra  la  voluntad 
►s  propietarios  y  de  los  capitanes  de  dichos  buques, 
.zunl  intentó  legitimar  este  discutible  derecho,  consi- 
ndale  como  uno  de  los  derechos  de  regalía,  y  sostuvo 
cuando  el  soberano  paga  los  servicios  de  los  buques 
Einjeros,  tiene  la  facultad  de  utilizarlos.  Esta  opinión  no 
,  sin  embargo,  bien  fundada.  La  inviolabilidad  de  la 
liedad  se  deriva  del  derecho  natural,  y  si  bien  puede 
ñcarse  la  e.x.propiac!on  forzosa  por  causa  de  utilidad 
ica  respecto  de  los  ciudadanos  del  Estado,  los  cuaieí^ 
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<teben  contribuir  á  soportar  solidariamente  las  cargas  que 
trae  consigo  la  convivencia,  no  puede  extenderse  este 
principio  más  allá  de  los  límites  territoriales  del  Estado,  ni 
admitir  como  regla:  que  todo  soberano  puede  por  causa  de 
utilidad  pública  expropiar  aun  á  los  extranjeros.  El  precio 
pagado  á  título  de  indemnización  no  debe  ser  nunca  sufi- 
ciente para  reparar  los  daños  que  puede  esto  ocasionar  al 
comercio.  En  los  tratados  estipulados  desde  el  siglo  xviii 
hastta  nuestros  dias  se  ha  suprimido  por  completo  el  pre- 
tendido derecho  de  angarias. 

Por  regla  general,  no  podemos  admitir  que  el  belige- 
rante pueda  atentar  á  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  pri- 
vada extranjera,  aun  cuando  se  propusiese  resarcir  los 
danos  ocasionados  á  las  personas  lesionadas.  Cuando  en 
el  caso  de  necesidad  imperiosa  por  las  exigencias  milita- 
res se  sirviese  de  las  cosas  pertenecientes  á  los  neutrales 
para  los  usos  de  la  guerra  estas  necesidades  sólo  podrían 
servir  como  excusa,  debiendo  considerarse  en  todo  caso 
como  regla  la  de  que  las  í>ersonas  lesionadas  deberán  ser 
indemnizadas  por  completo. 

1562.  La  facultad  de  comerciar  libremente  durante  la 
guerra  debe  considerarse  también  como  un  derecho  evi- 
dente de  los  Estados  neutrales.  Es,  en  efecto,  un  derecho 
natural  la  libertad  de  comercio,  y  no  deberá  ser  limitada 
ni  aun  respecto  de  los  particulares  pertenecientes  á  los  Es- 
tados beligerantes.  Todo  lo  que  éstos  pueden  buenamente 
exigir  es  que  los  neutrales  no  abusen  de  su  libertad  para 
prestar  auxilio  y  asistencia  en  las  operaciones  de  guerra. 
Podrán ,  pues ,  prohibir  el  trasporte  de  contrabando  de 
guerra  y  el  comercio  con  los  puntos  bloqueados.  En  el 
«mpítulo  siguiente  diremos  como  deben  entenderse  estas  li- 
mitaciones. # 

Establecemos,  pues,  como  regla,  que  la  guerra  no  mo- 
difica las  relaciones  comerciales  entre  los  Estados  neutra- 
les y  entre  los  beligerantes;  por  lo  cual,  debe  respetarse,  lo 
mismo  durante  la  guerra  que  durante  la  paz,  la  libertad 
de  navegación  y  de  comercio  de  los  pueblos  neutrales, 
salvo  la  prohibición  del  contrabando  y  por  causa  de  blo- 
queo. 

Ninguna  duda  puede  surgir  respecto  de  la  aplicación 
de  esta  regla  al  comercio  de  los  pueblos  neutrales  entre 


libertad  comercial 
otras  restricciones  ( 
existentes.  Podrán  s 
de  los  neutrales  con 
ra  impedir  que  aquéll 
:ias  para  dar  al  come 
xtension  de  la  que  en 
:  ¿deberá,  la  libertad  í 
ite  la  guerra  estar  gi 

ejerza  el  comercio  d 
nos  límites  que  duran 

autorizar  durante  li 
hacer  un  comercio 
empo  de  paz,  y  que 

terminada  la  guerra 
i'itar  que  aquélla  aprc 
e  un  modo  considerat 
)n  surgió  en  1756,  seg 
;laterra  pretendió  imp' 
leutral  el  derecho  de  < 
La  misma  diñcultad  ] 
érelo  de  cabotaje,  qi 
á  los  nacionales,  excli 
ISO  en  que  estuviesen 
id  de  un  tratado  estipi 
1  tratado  estipulado  en 
íríca  en  26  de  Febrero 
este  punto,  estableció 
á  permitido  &  los  clu 
ados-Unidos  navegai 

seguridad  (sin  distin 
I  de  las  mercancías  qu 
■to  á  los  puntos  perten 
;n  la  actualidad  ó  en  e 
asparles  cqntratante 
}  ciudadanos  navegar 
el  comercio  con  la  mi 
yas,  puertos  y  radaí 
mbas  ó  de  una  de  h 
isturbio,  de  suerte  qui 
del  enemigo,  antes  ci 


—  393  - 

trates,  sino  también  de  uno  á  otro  puerto  perteneciente  átin 
adversario,  aunque  estén  bajo  la  jurisdicción  de  una  ó  más 
potencias.» 

Este  pacto  se  halla  conforme  con  los  principios  genera- 
les del  derecho. 

1564.  No  hay  duda  que  todo  soberano  tiene  derecho  á 
prohibir  ó  á  autorizar  ciertos  comercios  especiales  en  su 
territorio,  y  no  se  podría  limitar  esta  facultad  sin  atentar  á 
su  libertad  y  á  su  independencia. 

Si  un  Estado  cree  conveniente  á  sus  intereses  reservar 
él  cabotaje  á  sus  propios  ciudadanos,  sólo  él  es  competen- 
te para  decidir  si  debe  concederse  ó  no  durante  la  guerra 
este  comercio  á  los  Estados  neutrales.  Estos,  á  su  vez,  de- 
berán poder  ejercer  libremente  todo  comercio  lícito  de 
cualquier  materia  que  no  tenga  relación  directa  ó  inmedia- 
ta con  la  guerra,  y  que  se  halle  autorizada  en  el  territorio 
en  que  se  ejerce  el  comercio. 

Ahora  bien,  es  evidente  que  el  comercio  de  cabotaje  es 
inofensivo  para  los  fines  de  la  guerra,  que  no  constituye 
una  inmixtión  en  las  hostilidades,  y  que,  cuando  este  co- 
mercio haya  sido  autorizado  donde  se  í^jerce,  debe  poder 
hacerse  libremente  lo  mismo  que  en  tiempo  de  paz.  La  ra- 
zón aducida  por  los  impugnadores  de  esta  opinión,  esto  es, 
por  los  que  sostienen  que  los  neutrales  no  deben  aprove- 
charse de  las  circunstancias  de  la  guerra  para  enriquecer- 
se, á  fin  de  evitar  que  estén  interesados  en  prolongarla,  ca- 
rece de  criterio  jurídico  y  práctico.  No  puede,  en  efecto, 
condenarse  el  comercio  á  la  inmovilidad  é  impedir  á  los 
ciudadanos  pacíficos  aprovecharse  de  la  libertad  comercial. 
Los  daños  que  de  la  guerra  se  derivan  para  el  comercio 
son  tan  superiores  á  las  pequeñas  ventajas  que  puede  traer 
el  comercio  de  cabotaje,  que  serla  un  verdadero  contrasen- 
tido el  suponer  que  los  neutrales  pudieran  estar  interesa- 
dos en  que  se  prolongase  la  guerra  por  los  beneficios  que 
sacaban  de  este  comercio. 

Por  lo  demás,  las  citadas  cuestiones  pudieron  tener  ver- 
dadera importancia  cuando  la  guerra  marítima  se  hacia 
principalmente  al  comercio,  y  cuando  se  admitía  el  derecho 
de  confiscar  la  propiedad  enemiga;  entonces  podían  las  po- 
tencias marítimas  estar  interesadas  en  Impedir  que  los  neu- 
trales buscasen  durante  la  guerra  nuevas  fuentes  de  rique- 
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eos,  no  tiene  derecho  &  hacerlo,  á  pesar  de  que  este  reco- 
nocuniento  pueda  considerarse  como  intempestivo  por  el 
gobierno  contra  quien  se  hace  la  guerra. 

No  podemos  desconocer  que  el  calificar  como  beligeran- 
tes á  aquellos  á  quienes  califica  de  rebeldes  un  gobierno 
constituido,  da  á  éstos  un  gran  apoyo  moral,  puesto  que 
los  coloca  en  condición  de  ejercitar  moralmente  todos  los 
derechos  de  guerra  que  corresponden  á  los  Estados  inde- 
pendientes; pero  aun  cuando  esta  conducta  pueda  juzgarse 
como  una  manifestación  de  simpatía  hacia  el  partido  in- 
surrecto y  un  procedimiento  de  no  buena  amistad  hacia  el 
gobierno  constituido,  no  puede  negarse,  sin  embargo,  al 
gobierno  neutral  el  derecho  de  manifestar  esas  simpatías, 
ni  semejante  acto  podrá  considerarse  como  hostil  é  incon- 
ciliable con  los  deberes  de  la  neutralidad,  según  los  princi-. 
pios  del  derecho  de  gentes.  Cada  gobierno  puede  adoptar  en 
su  conducta  política  aquellos  criterios  que  mejor  cuadren 
á  sus  miras,  sean  éstas  6  no  favorables  alas  de  los  otros 
gobiernos.  Nada  hay  en  esto  que  pueda  hacer  á  dicho  go- 
bierno responsable  de  su  acto  con  arreglo  á  los  principios 
_del  derecho  internacional;  pudiendo  serlo  únicamente  ante 
los    representantes '  del  país,  si  hubiera  seguido  una  li- 
nea de    conducta  política  contraria  á  los  intereses   del 
pueblo. 

Establecemos,  pues,  como  máxima  la  de  que  todo  Esta- 
do tiene  derecho  á  arreglar  libremente  su  conducta  políti- 
ca respecto  de  las  partes  empeñadas  en  una  guerra,  y  que, 
con  tal  que  no  viole  los  principios  del  derecho  común,  pue- 
de manifestar  ciertas  simpatías  por  cualquiera  de  las  par- 
tes beUgerantes,  según  el  punto  de  vista  de  sus  intereses  ó 
de  su  conveniencia.  Aun  cuando  un  gobierno  reconociese 
intempestivamente  como  beligerante  al  partido  insurrecto, 
y  se  demostrase  que  este  acto  era  una  falta  política  según 
las  miras  de  los  representantes  de  la  nación,  no  cometería 
por  esto  una  violación  del  derecho  de  gentes,  ni  podría  ca- 
lificarse como  un  acto  de  hostilidad  fa). 

(a)  llr.  David  Dudley  Field,  en  su  Proyecto  de  Código  interruKHonal,  artlcaloB 
706  ál  709,  establece  casi  la  misma  doctrina,  aunque  en  términos  algo  diferentes, 
.  puesto  qvLe,  si  se^^n  el  art.  707  puede  una  nación  exigir  que  los  demás  pueblos  con» 
sideren  como  beligerantes  á  los  insurrectos  para  todo  aquello  que  les  perjudique, 
no  seria  razonable  la  pretensión  de  que  no  se  les  trate  como  tales  beligerantes  en 
€n  lo  que  les  fiíYoresca . 


CIPITULO  V 
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1566.  U  Mnnpfa  juridÍM  dal  «Dtrhbtndo  áa  gatni  m  üudarto  j  9 
finido. —1567.  DetamlIahiiUiieoda  MteaaiiMipta.— 1568.  SLtgi^ 
poi  Itelia  »  U>  lajM  7  n  Im  tnttwlM.-~1569.  Ttoii»  qna  pnniK 
Um. — 1577.  OrdtauíM  nueai.— 1571.  Fimdpioi  qiu  pnraltec 
da.— 157S,  OritDanift  daiuiirú.— 1573.  TtiiaJí  oneitionH  i  ^ 
•1  «wtnbMtdo  da  gnaRs. — 1574.  DÍTttMt  twifu  i»  loi  poblieiit 
Taorú  del  tntoi.— 1676.  CouMpta  Aal  ocntrtbftndo  Mgim  «I  daneho  j 
1577.  Tiupoito  d«  nldadot  de  ana  d«  las  putas  mamigu. — 1578 
d«  duptelLM. — 1579.  Objatot  qva  pnadan  ealiflouM  «unt  «intnbg 
trtUdm  ó  por  Ui  lajaa.— 1580.  El  trfttporta  d«  loa  ratigndoi  i  da 
diplomiÜCM  un  pnada  oonaidaiuia  mmii  eootnbutdo. 


1566.  El  derecho  correspondiente  á  los  neutral* 
merciar  libremente  durante  la  guerra,  encuentra  u 
limitación  en  el  deber  que  tienen  de  no  prestar  £ 
ninguno  de  los  beligerantes;  de  donde  se  deducí 
pueden  trasportar  las  materias  que  se  conocen  con 
mfnacion  de  contrabando  de  guerra,  pudiéndolos 
dientes  impedir  que  los  neutrales  abusen  de  su  libe 
merciat,  llevando  al  teatro  de  la  guerra  todo  aqu 
pueda  servir  para  alimentarla. 

La  prohibición  del  trasporte 'del  contrabando  de 
se  deriva  del  mismo  derecho  primitivo  y  del  concei 
dico  de  la  neutralidad,  que,  según  hemos  dicho,  in 
abstención  completa  de  todo  auxilio. 

Toda  la  dificultad  consiste  en  determinar  los  obj 
deben  considerarse  comprendidos  ó  excluidos  de  1í 
clon  del  contrabando.  Es  cierto  que  el  neutral  r 
abusar  de  la  libertad  de  comercio,  suministrand 
auxilio  ¿cualquiera  de  los  beligerantes;  también  1 
aquéldebesufl'ir  la  limitación  de  su  derecho,  siei 


I  necesaria  de!  e 
la  extensión  de  ia 
uellos  objetos  qu 
dos  á  los  usos  de 

r,  que  es  una  asibiíi..v.ia  t.  oiiiuíuí^híii  lu» 
•o  respecto  de  otros  muchos  objetos,  cuyo 
te  más  crecido,  y  que  pueden  aplica,rse 
de  la  guerra  lo  mismo  que  á.  las  de  la 
1  determinar  si  el  trasportarlos  libremeii- 
uede  negarse  ó  no  por  las  mismas  exi- 
i-ra.  Si  se  atribuye  á  éste  la  facultad  de 
:io  de  ciertos  objetos  que  crea  perjudicia- 
3,  se  llegará  de  este  modo  fi  destruir  la  li- 
ie  los  pueblos  neutrales,  dejando  ésta  al 
rante,  que  tendría  en  tal  caso  pleno  de- 
restringir  dicha  libertad,  declarando  lícito 
fines  de  la  guerra  el  trasporte  de  ciertos 

en  el  derecho  primitivo  no  encontramos 
a  decidir  en  todo  caso  si  el  trasporte  de 
ue  pueden  servir  tanto  para  las  necesida- 
;omo  de  la  paz,  puede  considerarse  como 
r  las  circunstancias  particulares  de  una  y 
)rendido,  por  tanto,  en  el  contrabando  de 

;to,  darse  casos  en  los  cuales  el  trasporte 
uso  no  sea  exclusivo  para  la  guerra,  pue- 
I  á  una  verdadera  asistencia,  cuando  ^ 
quien  tenia  de  él  necesidad  urgente,  pu- 
consiguiente,  grandes  ventajas. 
irse,  por  ejemplo,  de  la  madera  de  cons- 
tada á  quien  carezca  de  ella  por  completo, 
construir  buques  para  los  servicios  de  la 
negarse  como  regía  general  al  beligeran- 
ipedir  el  trasporte  de  la  madera  de  cons- 
;unstancias  expuestas,  puesto  que  el  Iras- 
irsario  equivaldría  &  suministrar  al  mis- 
in  medio  de  hacer  la  guerra.  Pero  si  sa 
gerante  mismo  el  derecho  de  decidir  si 
tcias  del  caso  equivalía  á  un  auxilio  el 
ijeto  dado,  se  incurriría  en  el  inconvenien- 
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sarío  que  éste  pueda  servir  inmediatamente  y  sin  ninguna 
ulterior  operación  ó  modificación  para  el  uso  &  que  se  des- 
tina. Debe,  pues,  considerarse  permitido  indistintamente 
el  trasporte  del  salitre  y  del  azufre,  por  mas  que  puedan 
emplearse  como  primeras  materias  para  hacer  la  pólvora; 
permitido  también  el  trasporte  de  ios  metales  que  sirven 
para  la  construcción  de  cañones  ó  de  proyectiles,  la  made- 
ra para  las  construcciones  navales,  las  cuerdas,  las  balas, 
el  oro,  la  plata  y  toda  clase  de  víveres,  y  de  todos  los  de- 
mas  objetos  que  no  pueden  servir  inmediatamente  para 
hacer  la  guerra  marítima  ó  terrestre. 

1569.  En  los  tratados  concluidos  entre  los  demás  Esta- 
dos y  en  los  estipulados  por  Italia  con  Rusia  y  con  Ingla- 
terra, no  se  expresa  la  enumeración  de  los  objetos  de  con- 
trabando. Inglaterra,  sobre  todo,  ha  procurado  con  verda- 
dera persistencia  reservarse  la  más  amplia  facultad  para 
enumerar  y  determinar  los  objetos  de  contrabando  al  prin- 
cipio de  toda  guerra,  y  especificar  dichos  objetos  prohibi- 
dos en  las  ordenanzas  especiales  por  ella  publicadas  eiI 
principiar  las  hostilidades,  bajo  el  nombre  de  order  in 
Council. 

Dicho  gobierno  considera  como  máxima  la  teoria  sosteni- 
da por  los  publicistas  de  su  país,  esto  es,  que  el  determinar 
las  materias  de  contrabando  es  un  derecho  del  beligerante,  y 
que  éste  puede  ampliar  con  entera  libertad,  según  las  cir- 
cunstancias, la  enumeración  dedichos  objetos,  cuando  no  se  . 
haya  estipulado  otra  cosa  en  los  tratados.  A  consecuencia 
de  esta  teoría  fué  por  lo  que  aquel  gobierno  impuso  &  Sue- 
cia  y  á  Dinamarca,  después  de  rota  la  segunda  alianza  de 
la  neutralidad  armada ,  el  concepto  del  contrabando  de 
guerra  tal  y  como  él  lo  entendía;  y  en  la  guerra  de  1854, 
mientras  convenia  con  el  Gobierno  francés  las  bases  rela- 
tivas al  comercio  de  los  neutrales  durante  la  lucha,  no 
consintió  que  se  formulasen  de  común  acuerdo  las  reglas 
del  contrabando,  ni  se  enumerasen  los  objetos  que  debían 
considerarse  comprendidos  ó  excluidos  de  aquel  concepto, 
por  lo  que,  en  29  de  Junio  de  aquel  año,  declaró  dicho  go- 
bierno que  consideraba  comprendidos  en  la  designación  de 
contrabando  de  guerra,  no  sólo  las  armas  y  las  municio- 
nes, ^oo  también  los  víveres,  la  madera  de  construcción, 
las  cuerdas,  la  pez  y  el  alquitrán;  y  Sir  James  Graham, 
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tirse  eñ  el  Parlamento  inglés  la  ley  para  el  alistamiento  en 
el  exterior.  El  Procurador  general  (attorney)  decía 
para  decidir  si  un  objeto  determinado  debía  6  no  i 
en  el  contrabando  de  guerra,  no  podía  el  Gobiern 
resolver  esta  cuestión  con  arreglo  al  derecho  de 
sino  á  la  ley  del  país,  á  no  ser  que  se  opusiesen  á 
tratados. 

1570.  La  misma  incertidumbre  hallamos  en  ios 
nios  celebrados  por  los  demás  Estados,  y  en  las 
eiones  legislativas  que  se  refieren  á  esta  materii 
todo  para  aquellos  objetos  que  se  consideran  comí 
eomo  contrabando  relativo. 

En  la  ordenanza  sueca  publicada  en  8  de  Abril 
hallamos,  entre  los  artículos  de  contrabando,  las  a 
las  municiones  de  guerra,  y  todos  los  objetos  que 
servir  directamente  para  el  uso  de  ésta.  Semejant 
cion  seria  más  restringida  que  la  adoptada  por  el  ( 
inglés;  pero  deja  también  ancho  campo  &  la  arbitr 
siendo  así  que  no  se  limita  á  los  objetos  que  puede 
inmediata  y  únicamente  para  hacer  la  guerra,  sino 
tiende  la  prohibición  á  aquellos  otros  que  puedei 
directamente  para  los  usos  de  la  misma. 

1571.  El  Gobierno  francés  ha  seguido  principios 
Clónales  al  determinar  los  objetos  comprendidos  ej 
trabando,  limitando  la  prohibición  á  los  consignad 
declaración  hecha  por  la  neutralidad  armada;  sint 
de  lo  cual,  en  la  guerra  de  Oriente  de  1854,  incluyó 
los  caballos,  las  máquina^,  las  partes  de  éstas  y  t( 
mercancías  que  pudieran  favorecer  la  navegación, 
dad,  por  otra  parte,  que  el  decreto  de  24  de  Febr 
prohibióla  exportación  do  dichos  objetos,  se  dirig 
ciudadanos  franceses,  y  sólo  respecto  de  éstos  se 
su  comercio,  declarando  su  exportación  contrab 
guerra. 

1572.  En  la  ordenanza  de  Austria-Hungrfa,  publ 
29  de  Julio  de  1870  con  motivo  de  la  guerra  franco-a 
se  disponía  lo  siguiente: 

«Art.  1."  Queda  prohibido  el  trasporte  en  las  na 
enarbolen  la  bandera  austro-húngara  de  tropas 
cíenles  á  los  Estados  beligerantes,  6  de  objetos  quf 
el  derecho  internacional  y  los  reglamento»  publica 
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■'■irnos  beligerantes,  se  consideren  como  contraban- 
erra. 

buques  austro-húngaros  que  se  hallen  en  relación 
03  países,  no  podrán  tener  á  bordo  objetos  de  dicha 
lo  en  el  número  ó  cantidad  estrictamente  necesaria 
uso  ó  para  su  defensa. 

)  el  que  viole  la  prohibición  mencionada  no  podrá 
p  protección  alguna  del  Gobierno  si  los  beligeran- 
ístrasen  6  conñscasen  las  mercancías.» 

ya  disposición  resulta  evidente  q'ie  en  Austria  se 
i  teoría  del  Gobierno  inglés,  relativa  á  que  cada 
nte  tiene  derecho  á  especificará  al  comenzar  la 
los  objetos  que  considere  contrabando,  y  que,  cuan- 

especiñcacion  se  haya  publicado,  deberá  consíde- 
mo  obligatoria;  de  modo  que  el  ciudadano  austro- 
I  que  contra  el  veto  del  beligerante  trasportase  ob- 
*  éste  prohibidos,  no  podrá  invocar  la  protección 
bierno,  si  al  trasportar  las  mercancías  se  aplicasen 
I  las  regias  que  se  aplican  contra  los  que  traspor- 
los  calificados  de  contrabando  de  guerra,  con  arre- 
irecho  internacional. 

Sin  extendernos  en  más  consideraciones,  creemos 
;e  lo  dicho  hasta  ahora  para  establecer  que  la  da- 
ción exacta,  precisa  y  segura  de  los  objetos  que  de- 
iiderarse  comprendidos  bajo  el  titulo  de  contrabaíi- 
ierra,nose  encuentra  en  los  tratados  ni  en  las 
iones  legislativas  referentes  á  esta  materia.  Res- 

un  punto  puede  decirse  que  existe  acuerdo  casi 
3,  á  saber:  respecto  á  considerar  absolutamente 
lo  el  comercio  de  las  armas  y  municiones  de 
y  de  lodos  aquellos  objetos  ó  instrumentos  prepa- 

fabricados  expresa  y  únicamente  para  hacer  la 
:ontinental  ó  marítima.  La  disidencia  versa  siem- 
■e  aquellas  materias  que  pueden  destinarse  ó  no  al 
Ejército  ó  de  la  escuadra  enemiga,  según  las  cir- 
cias.  ¿Puede  el  beligerante  declarar  prohibido  el  ce- 
le estos  objetos,  publicando  la  prohibición  al  co- 
la guerra?  ¿Puede  aplicar  al  comercio  do  los  obje- 
irados  por  él  prohibidos  por  medio  de  una  orde- 
ebidamente  promulgada,  las  mismas  reglas  que  se 

según  los  principios  del  derecho  internacional,  á  los 
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a  y  únicamente  destinados  á  hacer  la  guerra  continental 
p  marítima  pueden  ser  considerados  como  tal  contraban- 
lo.  Phillimore,  por  el  contrario-,  sostiene  la  teoría  de  su  Go- 
Dieroo,  incluyendo  entre  los  objetos  de  contrabando  los  de- 
aomínados  de  contrabando  relativo,  como  la  madera  de 
construcción,  los  caballos,  el  carbón,  y  otros  análogos  (1). 
-Bluntschli  acepta  un  concepto  que  se  presta  á  las  más 
amplias  explicaciones.  Considera,  por  regla  general,  como 
contrabando  de  guerra  los  objetos  trasportados  á  uno  de 
los  beligerantes  con  el  fln  de  facilitar  las  operaciones  mili- 
tares, y  de  las  cuales  pueda  servirse  para  emprender  y 
sostener  la  lucha;  pero  hablando  del  trasporte  de  los  obje- 
tos que  sirven  para  satisfacer  las  necesidades  de  la  vida, 
aun  las  prendas  de  vestir,  el  dinero,  caballos,  la  madera  de 
construcción,  el  carbón,  etc.;  dice  que  sólo  por  excepción 
podrá  calificarse  como  contrabando  de  guerra  el  tráfico 
de  tales  objetos  si  se  hubiese  estipulado  en  los,  tratados  ó 
si  pudiera  demostrarse  que  dichos  objetos  estaban  deslina- 
dos  á  la  guerra,  y  eran  trasportados  con  intención  de  pres- 
tar auxilio  &  uno  de  los  beligerantes  (2). 

Calvo,  después  de  referir  las  opiniones  de  los  publicistas 
modernos,  declarando  61  mismo  que  existe  tal  divergencia 
de  opiniones  que  íís  necesario  renunciar  á  sacar  de  sus 
teorías  y  sistemas  principios  fijos  y  ciertos,  lleva  la  cues- 
tión al  campo  del  derecho  convencional,  y  después  de  expo- 
ner las  reglas  consiguientes,  concluye  diciendo  «que  el  de- 
recho internacional  no  ha  conseguido  aún  establecer  una 
regla  general  aceptada  y  respetada  universalmente  en  lo 
que  concierne  al  carácter  distintivo  del  contrabando  de 
guerra»  (3). 

1575.  A  juicio  nuestro,  la  del  contrabando  de  guerra  es 
una  cuestión  compleja,  y  para  poder  resolverla  con  arre- 
glo &  los  principios  del  derecho  es  necesario  precisar  el 
punto  de  vista  bajo  que  se  la  quiere  discutir.  Puede,  en  efec- 
to, investigarse: 
1."    Si  el  beligerante  tiene  derecho  á  limitar  la  libertad 


(1)    Hantefeuilte,  ¡derecho  de  tos  neutrales,  t.  XI,  pág.  315. 
^)    Derecho  inlemaeional  eodijleado,  §  805, 
(3)    Véase  la  correspondencia  diplomática  relativa  á  la  captura  del 
boque  Trent  en  Calvo,  Derecho  iniernaeional,  t.  IV. 
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del  comercio  de  los  neutrales  y  haí 
siderarse  legitimo  este  derecho; 

3."  Si  puede  obligar  á  los  neutra 
hibicion  yexiglrles  el  respeto  y  la( 
los  deberes  de  la  neutralidad  que 
común; 

3.°  Cuáles  son  los  medios  de  ( 
conseguir  su  fin. 

Hemos  dicho  ya,  que  aun  cuand 
con  los  Estados  con  los  cuales  se  e 
derecho  natural,  no  pueden  los  neu 
luto  su  comercio  en  tiempo  de  guei 
paz.  Sucede  esto  porque,  según  el 
al  sobrevenir  el  estado  de  guerra,  £ 
del  beligerante  á.  disminuir  las  fu< 
impedir  &  los  que  quieren  permant 
ra,  aumentar  de  cualquier  modo  di 
pues,  negarse,  por  regla  general,  e 
de  impedir  al  neutral  proveer  al  en 
radós  y  fabricados  que  puedan  ser 
más  fuerte  en  la  lucha.  Toda  la  din. 
siguiente,  en  determinarlos  Justos 
citarse  este  derecho. 

Lo  que  ha  introducido  la  confuí 
el  haber  querido  fijar  los  public  ista 
te  las  clasificaciones  y  la  especiñcs 
comercio  debe  prohibirse,  sin  ests 
fundamentales  para  determinar  lo 
y  lo  que  no  puede  prohibir  á  todos 
puede  tener  eficacia  internacional, ; 
la,  teniendo  en  cuenta  todo  lo  refer 
citivos  para  reprimir  ó  impedir  el  i 
Proponemos,  pues,  las  sigulent 

a)  Compete  á  los  neutrales,  seg 
la  facultad  de  comerciar  librementi 
mismo  que  en  tiempo  de  paz,  con  t 
no  presten  auxilio  ó  asistencia  dir< 
guerra; 

b)  El  beligerante  puede  prohíbii 
al  enemigo  ciertos  objetos,  cuando 
sidere  necesaria  por  las  exigencias 


^"f 
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c)  La  extensión  de  la  prohibición  no  puede  considerar- 
se eficaz  para  todos  sus  efectos  con  arreglo  al  derecho  in- 
ternacional, sino  cuando  se  halle  dentro  de  los  justos  y  es- 
trechos limites  de  dichas  necesidades. 

d)  Sólo  debe  considerarse  dentro  de  estos  límites  la 
prohibición  de  suministrar  al  enemigo  aquellos  objetos, 
que,  según  los  principios  del  derecho  de  gentes,  pueden 
servir  inmediata  y  únicamente  para  la  guerra  continental 
ó  marítima. 

é)  Sin  embargo,  el  beligerante  puede  ampliar  el  námero 
de  dichos  objetos,  ya  sea  en  virtud  de  pactos  expresamente 
establecidos  en  los  tratados,  ya  mediante  órdenes  promul- 
gadas por  él  al  principio  de  la  guerra  y  formalmenteacep- 
tadas  por  los  gobiernos  de  los  Estados  neutrales. 

/)  Uno  de  los  deberes  generales  de  la  neutralidad  es  el 
de  abstenerse  de  suministrar  al  enemigo  los  objetos  que, 
según  el  derecho  de  gentes,  deben  considerarse  destinados 
expresamente  á  hacer  la  guerra.  Ha  de  considerarse,  pues, 
como  un  deber  particular  de  los  ciudadanos  de  un  Estado 
neutral,  el  de  abstenerse  de  suministrar  los  objetos  prohibi- 
dos por  un  tratado,  y  lo  mismo  puede  decirse  respecto  de 
los  ciudadanos  de  aquellos  Estados  que  hayan  impuesto 
formialmente  á  los  mismos  la  obligación  de  respetarla 
prohibición  promulgada  por  el  beligerante  mediante  orde- 
nanzas al  comienzo  de  la  guerra. 

g)  Ningún  beligerante  puede  arrogarse  jurisdicción  al- 
guna sobre  los  ciudadanos  de  los  Estados  extranjeros,  que 
no  se  hallen  en  las  condiciones  indicadas  en  la  regla  prece- 
dente, prohibiéndoles  suministrar  al  enemigo  objetos  que 
na  se  hallen  determinados  en  la  regla . 

h)  Deben,  pues,  considerarse  nulas  ó  de  ningún  valor 
las  ordenanzas  promulgadas  por  él  al  comenzar  la  guerra 
y  que  extiendan  más  allá  de  los  límites  fijados  la  prohibición 
respecto  de  todos  los  Estados  que  no  hubiesen  estipulado 
con  él  tratado  alguno  relativo  áeste  punto,  ó  que  al  comen- 
zar la  guerra  no  hubiesen  aceptado  formalmente  los  regla- 
mentos promulgados. 

í)  Las  sanciones  penales  aplicables  con  arreglo  al  dere- 
cho internacional  al  trasporte  del  contrabando  de  guerra, 
deben  considerarse  eficaces  para  todos  indistintamente. 
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UDa  jurisdicción  en  alta  mar  y  la  facultad  de  limitar,  con 
arreglo  &  sus  miras  particulares,  la  libertad  absoluta  de  co- 
mercio, siendo  asi  que  esta  libertad  la  tienen  los  neutrales 
por  derecho  natural,  y  no  puede  restringirse  adlit 
el  beligerante,  fuera  de  los  limites  estrictamente  flj 
las  necesidades  de  la  guerra,  y  reconocidos  tale 
eonseníus  gentium. 

Podran  sobrevenir  circunstancias  completamen 
clónales  por  las  quesea  lícito  proliibirque  se  sumin 
enemigo  ciertos  objetos  que  necesite  de  un  moi 
miaote,  y  cuya  carencia  produjese  cierta  debilid 
continuar  la  guerra.  Asi  sucedería,  por  ejemplo,  si 
se  por  completo  de  azufre  ó  de  salitre,  y  lo  pidiese 
bricar  pólvora,  ó  si  tuviese  necesidad  urgente  de  ci 
veres  por  haber  sobrevenido  la  carestía  y  el  beliger 
siera  aprovecharse  de  esta  circunstancia  para  obli 
adversario  á  concluir  la  paz. 

No  decimos  que  en  estos  casos  se  atacarla  á  la 
natural,  si  el  beligerante  impidiese  al  neutral  suc 
&  su  enemigo  las  cosas  que  necesitare;  mas  no  por 
dría  aquél  declarar  contrabando  de  guerra  el  tras 
dichos  objetos,  sujetando  á  aquellos  que  faltasen  í 
den  á  las  sanciones  para  la  represión  del  com 
contrabando,  pues  no  podría,  sin  atentar  a  los  der 
otro  soberano,  ejercer  dicha  jurisdicción  en  un  espa 
cialmente  libre,  como  es  la  alta  mar,  y  obligar  á  todc 
do  á  respetar  la  ley  por  él  promulgada.  Podría  in 
sin  embargo,  á  condición  de  hacer  por  su  parte  tod 
cesario  para  reintegrar  al  neutral  de  las  pérdidas 
interés  particular  del  beligerante  hubiese  sufrid 
limitación  de  su  libertad  de  comerciar. 

Conviene  por  otra  parte  considerar  que  toda  Si 
tiene  el  derecho  y  el  deber  de  proteger  á  sus  propic 
danos,  é  impedir  que  su  libertad  natural  sea  viola 
tra  los  principios  dei  derecho  Internacional.  De  aqi 
el  beligerante,  por  la  necesidad  de  la  defensa"  ó  de 
ampliase  el  número  de  los  objetos  que  pueden  com 
contrabando  de  guerra,  comprendiendo  en  éstos  ci 
DO  podrían  ser  consideradas  de  este  modo  con  a: 
derecho  de  gentes,  tendrían  los  Gobiernos  neutral 
cuitad  de  apreciar  las  razones  que  podrían  jusí 
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prohibición,  y  apreciarlas  en  el  sentido  que 

más  razonable.  Cuando  éstos  obliguen  á  su: 

dadanos  á  respetar  la  prohibición;  imponiénd( 

de  decretos  ó  de  leyes  el  deber  de  do  sumic 

gerante  los  objetos  cuyo  comercio  hubiese  e! 

do,  en  este  caso  los  ciudadanos  estarán  oblii 

terse  á  las  disposiciones  dictadas  por  su  gob 

nerse  de  hacer  dicho  comercio,  y  si  lo  hiciere 

cuenta  y  riesgo,  sin  poder  invocar  la  protecc 

no  contra  el  beligerante  que  aplicase  las  peni 

bia  conminado  á  los  que  verificasen  el  tráfiec 
Si  por  el  contrario  considerase  uno  ó  más 

bitraria  la  prohibición  del  comercio  de  algunc 

sólo  podrían  aquéllos  desconocer  la  ordenar 

bien  impedir  que  se  aplicase  á  sus  propios 

no  negar  á  los  mismos  su  protección  si  el  b 

biese  extendido  la  aplicación  de  los  principii 

contrabando  de  guerra  más  allá  de  los  limite 

tido  por  el  derecho  de  gentes,  y  habria  llegs 

una  contradeclaracion  colectiva  por  parte  d( 

tados  neutrales  que  no  quisiesen  aceptar  la  o: 
curando  asegurar  de  este  modo  el  respeto  í 
de  sus  propios  ciudadanos,  por  todos  los  me 
recho  interuacional  suministra. 

1576.  Reducida  á  estos  límites  la  tan  ag 
relativa  á  lo  que  puede  ó  no  considerarse  co 
do  de  guerra,  creemos  que  todo  se  reduce  í 
terpretacion  de  la  regla  rf.,  esto  es,  á  enume 
los  objetos  que,  según  los  principios  del  dere 
pueden  servir  inmediata  y  únicamente  para 
ra  continental  ó  marítima.  ■ 

Desaparecerla  toda  duda  si  todos  ó  la  maj 
Estados  se  pusiesen  de  acuerdo  para  designi 
tos  y  evitar  cualquier  equivocación  résped 
rios  conque  debe  fijarse  la  especificación  dei  coniraDanao 
de  guerra.  Este  seria  el  complemento  necesario  de  los  prin- 
cipios promulgados  en  la  Declaración  dé  París  en  1856.  La 
libertad  de  comerciar  garantizada  á  los  neutrales  no  esta- 
rá al  abrigo  de  cualquier  arbitrariedad  sino  después  de  fi- 
jadas con  certeza  las  limitaciones  que  pueden  imponérsele 
por  las  necesidades  de  la  guerra. 
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Hasta  que  do  se  llegue  &  esto,  el  signiñcado  del  contraban- 
do de  guerra  con  arreglo  al  derecho  de  gentes,  deberá  con- 
siderarse restringido  al  tráfico  hecho  con  el  enemigo,  en  ar- 
mas, utensilios  y  municiones  de  guerra,  y  de  los  objetos 
fabricados  y  dispuestos  para  servir  inmediatamente  para 
las  operaciones  de  la  guerra.  En  esto  hallamos  conformes 
á.  todos  los  publicistas  y  á  todas  las  Potencias  marítimas, 
que  han  reconocido  como  absolu  tamente  prohibido  en  tiem- 
po de  guerra  el  comercio  de  dichos  objetos,  y  encontramos 
estipulada  la  misma  prohibición  en  los  tratados  por  ellas 
concluidos,  y  además  en  las  declaraciones  de  la  neutrali- 
dad armada.  Por  esto  no  se  puede  menos  de  considerarla 
ajustada  á  los  principios  del  derecho  de  gentes. 

Como  ejemplo  de  objetos  que  deben  considerarse  com- 
prendidos en  esta  primera  categoría,  indicamos  todas  las 
armas,  sin  necesidad  de  distinguir  ni  enumerar  las  armas 
de  fuego  ni  las  blancas.  Todas  las  pólvoras  y  sustancias 
explosivas,  como  la  dinamita,  nitro-  glicerina,  etc; 
Los  buques  de  guerra; 

Toda  clase  de  máquinas  é  instrumentos  adecuados  ex- 
clusivamente'para  el  uso  y  armamento  de  las  tropas,  car- 
hicheras,  proyectiles,  cinturones,  etc.,  etc. 

1577.  El  trasportar  los  soldados  del  enemigo,  no  sólo 
debe  considerarse  como  prohibido  á  la  par  que  el  traspor- 
te de  mercancías  consideradas  como  contrabando  de  guer- 
ra, sino  que  constituye  un  acto  más  grave,  absolutamente 
incompatible  con  ios  deberes  de  neutralidad,  y  que  coloca- 
rla al  barco  que  á  sabiendas  y  voluntariamente  se  hubiese 
prestado  i  desempeñar  este  servicio  por  cuenta  del  adver- 
sario, en  la  condición  de  ser  tratado  como  nave  enemiga. 
Hemos  dicho  á  sabiendas  y  voluntariamente,  para  ex- 
cluir los  casos  queno  implicasen  responsabilidad  del  buque. 
Tal  sucedería  en  la  hipótesis  deque  la  nave  neutral  hu- 
biese sido  obligada  por  fuerza  á  prestarse  á  trasportar 
soldados  ó  marinos  al  enemigo.  No  podría,  en  efecto,  de- 
cirse que  era  culpable  de  violación  de  neutralidad  el  buque 
obligado  por  fuerza  mayor  á  hacer  lo  que  sabia  que  no  le 
era  lícito,  y  se  hubiese  resistido  á  hacerlo. 

■  Algunos  publicistas  han  sostenido  que  puede  ser  sufi- 
ciente el  hecho  de  haber  prestado  la  nave  un  servicio  al 
enemigo,  para  autorizar  al  beligerante  &  tratarla  como 
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enemiga.  Esto  piensan  Phillimore  y  otros,  que  quieren  am- 
pliar sienipre  los  derechos  del  beligerante  á  capturar  bu- 
ques neutrales;  pero  no  debe  considerarse  como  conforme 
é.  los  principios  de  la  justicia  natural  el  tratar  como  ene- 
migo á  quien  no  haya  cometido  voluntariamente  ningiin 
acto  hostil,  puesto  que  fué  obligado  á  ello  por  la  necesidad. 

Lo  mismo  debe  decirse  de  la  nave  que  sin  saberlo  preste 
servicios  al  beligerante,  como  sucedería  en  el  caso  de  que 
abordo  de  un  buque  se  embarcasen  oficiales  y  soldados  en 
calidad  de  pasajeros.  Entiéndase,  sin  embargo,  que  no  li- 
brarla de  responsabilidad  la  mera  circunstancia  de  la  de- 
claración hecha  por  los  que  se  embarcaron,  cuando  por  su 
número  y  por  otras  razones  no  podía  ignorar  el  capitán, 
sin  grave  negligencia,  la  verdadera  cualidad  de  aquéllos, 
1578.  Esto  mismo  podría  decirse  del  buque  consagrado 
á  trasportar  despachos  de  uno  á  otro  puerto  enemigo,  ó  del 
'  que  &  sabiendas  y  voluntariamente  se  prestase  á  hacer  el 
servicio  de  la  correspondencia  entre  los  funcionarios  pú* 
bllcos  pertenecientes  al  mismo  Estado  beligerante. 

Lo  que  puede  servir  para  calificar  de  hostil  el  acto  reali- 
zado por  el  barco  que  se  haya  avenido  á  esto,  es  el  haber 
prestado  á  sabiendas  y  voluntariamente  su  ayuda  al  beli- 
gerante. De  aquí  que,  para  considerarse  como  un  auxilio 
hostil  el  hecho  de  conducir  la  correspondencia,  debe  consi- 
derarse indispensable  que  los  despachos  recibidos  por  el 
buque  procedan  de  un  funcionario  público  del  Estadp  beli- 
gerante y  vayan  dirigidos  á  otro  funcionario  del  estado 
mismo. 

Este  conocimiento  daría  al  beligerante  contrario  el  de- 
recho de  tratar  al  buque  como  enemigo.  En  cualquier  otro 
caso  no  podría  negársele  el  derecho  de  oponérsele  con  la 
fuerza  á  que  cumpliese  el  buque  su  misión,  pero  no  debería 
considerar  el  acto  del  neutral  como  un  auxilio  hostil. 

A  este  propósito,  creemos  oportuno  recordar  lo  que  es- 
cribió sobre  este  punto  Alberico  Gentile.  Proponiéndose 
distinguir  quien  es  enemigo  y.quien  se  convierte  en  tal  por 
sus  actos,  dice:  «Es  cierto  que  en  esto  entra  por  mucho  la 
causa  del  hecho,  y  no  ya  el  hecho  mismo,  y  por  esto  debe 
observarse  si  el  forastero  ha  hecho  espontáneamente  al- 
guna cosa  que  redunde  en  beneficio  del  enemigo,  en  cuyo 
caso  se  convertirla  también  en  tal,  del  mismo  modo  que 
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caoíon  de  armas  y  munfcioaes  de  g 
el  acero,  el  azuft'e,  el  salitre,  la  rnad 
plomo  en  barras  y  lodo  lo  que  sirve 
reforma  deJos  buques,  la  pez,  el  alqu 
cuerdas,  lino,  cáñamo,  áncoras,  pl: 
cobre  y  arboladura  para  las  naves; 

Los  víveres  y  todas  las  sustancii 
el  aceite; 

Las  máquinas  de  vapor,  los  objet 
so  las  telas  para  tiendas  de  campan: 
las  tropas; 

El  oro,  y  la  plata  acuñados  6  en  b 

Los  buques  mercanti^s; 

El  carbón  de  piedra;  . 

Y,  en  general,  todos  los  demás  oi: 
único  y  exclusivo  para  la  guerra,  ó 
de  la  ciencia  no  hayan  siJo  aplicado 
la  misma,  como  medio  directo  é  Inm< 
1580.  No  puede  considerarse  comí 
los  deberes  de  la  neutralidad,  el  habe 
á  trasportar  á  los  emigrantes  de  uno 
Aun  cuando  se  hayan  embarcado  pai 
ejércitos  de  su  patria. 

Tampoco  puede  considerarse  con 
portar  &  boi'do  los  agentas  diplomáti 
gerante  que  se  dirijan  á  un  país  neu^ 
,  intereses  y  la  causa  de  su  patria, 
efecto,  á  los  Estados  beligerantes  el 
relaciones  diplomáticas  con  los  Esta 
consiguiente,  enviar  sus  agentes  con 
El  beligerante  podrá  prohibir  que  di 
sen  su  territorio  para  trasladarse  al 
pero  no  podrá  impedir  al  buque  neút 
teniendo  dicho  buque  en  alta  mar  ó 
ríales  qjje  no  se  hallen  sujetas  á  su 
agentes  mismos,  declarándolos  pris 
un  punto  extraño  á  su  jurisdicción. 

Esta  cuestión  fué  discutida  durant 
los  Estados-unidos  de  América  en  186 
Gobierno  de  los  Estados  confederado! 
nados  con  una  misión  diplomática  c 


CAPITULO  VI 


EL  BLOQUEO 


1581.  Fuidamtnto  del  dtraolLO  áe  bloqueo  reepeoto  de  los  neatrftles. — 1582.  Opi^ 
aion  de  HantefeuUle.— 1583.  Nuestras  obserTaoiones  sobre  él  fimduienio  jiirí- 
dieo  del  derecho  de  bloqueo, — 1584.  Gondidones  legales  para  va  subsistmeia.^ 
1585.  Bl  bloqueo  fioiieio  es  injustifleable. — 1586.  Góao  se  estableoid  la  regla  de 
que  ú  bloqueo  debe  ser  efeeiiyo. — 1587.  Observa(ñones  sobre  la  deolaraebn  de 
París  de  1856. — 1588.  Gondioiones  para  que  sea  efeotiyo  el  bloqueo. — 1589. 
Guindo  puede  decirse  que  se  ha  suspendido  ó  que  ha  oesado. — 1590.  La  notifies- 
don  del  bloqueo. — 1591.  Diversas  especies  de  notifieaoion.— 1592.  La  notíflca- 
eion  del  bloqueo  á  las  autoridades  del  puerto  que  se  trata  de  bloquear.— 1593. 
Opiniones  de  los  escritores  acerca  del  valor  de  la  notificación  diplomática  y  de  la 
especial. — 1594.  Nuestra  opinión. — 1595.  Son  necesarias  la  notificación  d^lo- 
mitica  y  la  especial.— 1596.  Máximas  generales  relativas  al  bloqueo.— 1597. 
Buques  neutrales  que  se  encuentran  en  los  puertos  bloqueados. — 1598.  Luguw 
susceptibles  de  bloqueo. — 1599.  Desembocadura  de  los  ríos. — 1600.  Istreehoe 
y  canales. — 1601.  Puertos  nacionales. — 1602.  Efectos  jurídicos  del  Uoqueo 
1603.  Guindo  cesa  éste.— 1604.  Del  bloqueo  en  tiempo  depax. 

1581.  Ya  hemos  hablado  anteriormente  del  bloqueo  y 
del  asedio,  al  tratar  de  las  operaciones  de  guerra  lícitas 
con  arreglo  al  derecho  internacional;  ahora  vamos  á.  dis- 
currir de  ellos  con  relación  á  los  Estados  neutrales.  El  beli- 
gerante que  con  sus  fuerzas  haya  atacado  las  costas  y  puer- 
tos del  enemigo  con  el  propósito  de  interrumpir  toda  comu- 
nicación con  los  lugares  atacados  para  obligar  al  enemigo 
á  rendirse  por  hambre,  puede  prohibir  á  los  neutrales  el  ha- 
cer cualquier  especie  de  comercio  con  dichos  lugares  por 
él  bloqueados. 

Esta  es  una  restricción  impuesta  á  la»  libertad  de  los 
neutrales  para  comerciar,  mucho  más  general  que  la  deri- 
vada del  contrabando  de  guerra,  puesto  que  no  sólo  pro- 
hibe el  trasportar  estas  ó  las  otras  materias,  sino  que  se 
extiende  la  prohibición  á  todo  comercio  ó  comunicación 
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<5on  los  puertos  bloqueados,  y  les  impone  el  deber  de  res- 
petar su  prohibición,  conminando  con  las  penas  establecí- 
ÚBS  por  el  derecho  internacional  á  aquellos  que  contraven- 
gan. ¿De  dónde  se  deriva  este  derecho  de  los  Beligerantes? 
¿En  qué  se  funda  la  obligación  de  los  Estados  neutrales  de 
reconocer  y  respetarla  prohibición  de  comunicar  con  los 
lugares  bloqueados? 

Según  la  opinión  sostenida  por  algunos  escritores,  los 
-derechos  que  del  bloqueo  se  derivan  respecto  de  los  neutra- 
les, tienen  su  fundamento  en  el  hecho  de  la  ocupación.  En 
efecto,  en  el  supuesto  de  que  el  beligerante  pueda  cercar 
un  puerto  con  sus  fuerzas  navales  ó  una  parte  de  las  costas 
enemigas,  si  hubiese  ocupado  dicho  puerto  y  mantuviese 
en  él  una  fuerza  naval  suficiente  para  impedir  toda  comu- 
nicación por  mar  con  el  lugar  bloqueado,  deberá  admitir- 
se, según  aquéllos,  que  la  potencia  bloqueante  se  ha  con- 
vertido en  soberana  del  mar  territorial,  y  que  mediante  la 
ocupación  debe  considerarse  como  sustituyendo  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  al  soberano  del  puerto  bloqueado, 
pudiendo  impedir,  por  consiguiente,  el  paso  por  las  aguas 
territoriales  sujetas  á  su  dominio  por  haberlas  conquistado 
de  hecho . 

1582.  Hé  aquí  la  opinión  de  Hautefeuille:  «La  parte  del  ter- 
ritorio ocupado  se  considera  ya  como  conquistada;  el  ejér- 
cito sitiador  se  halla  de  hecho  en  posesión  de  una  porción 
del  país  enemigo;  el  soberano  ejercita  allí  todos  los  derer 
chos  de  jurisdicción  como  en  su  propio  país...i»  Aplicando 
estos  principios  al  bloqueo  marítimo,  veremos  que,  desde 
el  momento  en  que  un  beligerante  ha  bloqueado  un  puerto 
de  su  adversario,  ha  verificado  la  conquista  de  esta  parte 
de  los  dominios  del  enemigo,  que  nosotros  hemos  denomi- 
nado mar  territorial,  y  que  aquél  tiene  derecho  á  imponer 
allí  las  leyes  que  considere  más  adecuadas  para  favorecer 
sus  proyectos,  y  por  consecuencia  puede  prohibir  á  todos 
los  buques  extranjeros  el  paso  por  él  para  ejercer  el  comer- 
cio con  el  puerto  bloqueado.  De  este  modo  priva  &  la  plaza 
del  beneficio  que  podría  reportarle  el  comercio.  Es  tan  com- 
pleto para  el  beligerante  este  derecho,  como  aquél  en  virtud 
del  cual  puede  prohibir  á  los  extranjero^  hacer  el  comercio 
en  general,  ó  uno  especial,  en  su  propio  Estado.  Puede,  por 
consiguiente,  no  sólo  promulgar  su  prohibición,  sino  de- 
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cretar  penas  contra  aquellos  quo  intentasen  violar  esta  ley, 
puesto  que  el  lugar  en  que  se  ha  cometido  la  falla  está  so- 
metido á  su  jurisdicción. 

Con  este  razonamiento  llega  Hautfeuille  &  concluir  qué 
«el  derecho  de  bloqueo  tiene  su  fundamento  en  la  ley  divi- 
na ó  primitiva,  y  que  el  contrabando  de  guerra  se  deriva 
del  deber  natural  de  los  pueblos  neutrales;  el  bloqueo  pro- 
cede de  un  derecho  del  beligerante»  (1). 

De  la  misma  opinión  son  Hübner,  Klüber,  Martens,  Or- 
tolan  y  Massé,  y  entre  los  italianos  Casanova,  Sandoná, 
Vidari,  Marco  y  Schiattarella . 

1583.  A  juicio  nuestro,  no  debe  seguirse  la  opinión  de  es- 
tos escritores  que  conduce  á  legitimar  una  especie  de  sobe- 
ranía sobre  el  mar,  atribuyendo  al  beligerante  la  facultad 
de  dictar  la  ley  á  todos,  ocupando  una  parte  de  aquél  y 
obligando  á  todo  el  mundo  á  reconocer  su  autoridad.  Sos- 
tienen dichos  escritores  que  las  aguas  ocupadas  por  el  so- 
berano que  bloquea,  deben  considerarse  conquistadas  por 
éste,  y  que  por  el  hecho  de  la  ocupación  sustituye  á  su  ad- 
versario en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  soberanía. 

Debemos  contestar  ante  todo,  que  la  ocupación  tempo- 
ral no  puede  confundirse  con  la  conquista,  refiriéndonos  á 
lo  dicho  anteriormente  á  propósito  de  la  ocupación  militar 
en  la  guerra  continental,  y  observando  además,  que  asi  co- 
mo el  ejercicio  temporal  de  los  derechos  de  soberanía,  en 
los  límites  exigidos  por  la  necesidad  de  la  ocupación  mis- 
ma, sólo  puede  verificarse  en  lo  que  pertenece  al  soberano 
de  la  parte  contraría,  así  no  puede  tampoco  admitirse  su- 
brogación alguna  fuera  de  los  límites  de  las  aguas  territo- 
riales, por  que  únicamente  éstas  están  sujetas  á  una  juris- 
dicción soberana. 

De  donde  se  sigue  que,  para  entrar  en  el  orden  de  ideas 
que  impugnamos,  sería  necesario  que,  al  establecer  el  dere- 
cho de  bloqueo,  las  fuerzas  navales  estacionadas  para  im* 
pedir  las  comunicaciones  se  hallasen  situadas  solamente 
en  las  aguas  territoriales,  siendo  así  que,  dependiendo 
todo  de  la  sustitución  de  una  soberanía  á  la  otra,  no  serla 


(1)    Hantefeuille,  Derechos  y  deberes  de  la$  naciones  neuirales, 
t.  II,  pág.  190. 
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p  t-oh  iblcíon  .estableciendo  alg  un 
todos  los  buques  que  contiiiuasi 
res  bloqueados.  Asi  lo  practicar 
1689,  en  1701,  en  1744  y  en  1765. 
15S5.  Con  este  sistema  de  blo 
ó  de  {gabinete,  se  cometió  el  má. 
la  libertad  de  los  pueblos  neutra 
prohibición  á  muchos  puertos  c 
simple  ordenanza  promulgada  ■ 
térra,  entre  otras,  hizo  amplio  u 
guerra  contra  Francia,  cuando 
los  puertos  franceses  por  una  s 
á  pesar  de  la  vivísima  protesta 
capturó  muchos  buques  neutra 
aquellos  puertos  (l).  Esta  fué  la 
de  la  teoría  sostenida  por  Seldei 
ranla  de  los  mares  que  se  arro; 
Para  justificar  tan  enorme  al 
ceptar  las  comunicaciones  con  i 
mí!is  que  la  notiñcacion  diploma 
debía  considerarse  como  er'?cti\ 
hubiese  declarado  tuviera  una  t 
hacerlo  tal;  que  lo  de  estacic 
dear  realmente  las  costas  bloq 
rarse  Indispensable  cuando  la  p 
hubiese  hecho  y  notiñcado  pul 
después  revocada.  Habiendo  so 

trina  hasta  principios  de  nuestro  siglo,  durante  la  g'uerra 
de  la  Revolución  francesa  bloqueó  todas  las  costas  de  esta 
nación,  desde  Brest  hasta  el  Elba,  y  para  mostrarse  conse- 
cuente, preguntó  antes  á  su  almirante  Forster  si  tn'nla  real- 
mente fuerzas  navales  suficientes  para  mantener  el  bloqueo 
en  una  costa  tan  extensa,  y  obtenida  la  respuesta  añrmatj- 
va,  notificó  inmediatamente  el  bloqueo,  sin  hacer  otra  cosa 
para  mantenerlo  que  consignarlo  en  la  comunicación. 

Creemos  inútil  detenernos  á  impugnar  esta  teoría,  que 
está  en  contradicción  con  todo  principio  de  justicia.  El  sos- 
tener que  un  bloqueo  existe  realmente  sólo  porque  un  Esta- 


(1)    Flassan,  Historia  de  la  diplomacia,  t.  VI,  p.  64.— Haatereai' 
He,  Historia  del  derecho  maritimo,  tit.  V,  p.  32a. 
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do  se  halla  en  la  posibilidad  de  mantenerlo,  equivale  á  con- 
fundir con  esta  una  cuestión  de  hecho.  El  bloqueo  pura- 
mente nominal  fué  una  invención  astuta.de  los  Estados 
marítimos  más  fuertes,  sugerida  por  la  ri  vialidad  mercan- 
til, para  justificar  la^u^M•ra  á  los  neutrales  y  hacer  más 
gravosa  su  condición,  destruyendo  todo  su  comercio. 

•  1586.  Era  natural  que  la  neutralidad  armada  de  1780  re- 
chazase las  pretensiones  británicas  y  proclamase  princi- 
pios más  conformes  con  la  justicia  y  con  la  libertad  de  los 
neutrales.  En  el  tratado  constitutivo  de  dicha  liga  se  dio 
una  especie  de  definición  del  bloqueo  y  del  puerto  bloquea- 
do, disponiéndose  lo  siguiente:  «Sólo  se  da  esta  denomina- 
ción á  aquel  en  que  por  la  disposición  de  la  potencia  que  lo 
cerca  con  buques  estacionados  y  suficientemente  próximos, 
corre  un  peligro  evidente  el  que  entre  en  él » (1). 

En  todos  los  tratados  concluidos  posteriormente  se  re- 
conoció el  principio  de  la  realidad  del  bloqueo  hasta  el 
punto  de  poder  decirse  con  razón  que  todos  los  Estados  de 
Europa  y  los  anglo-americanos  aceptaron  en  principio  que 
la  realidad  del  bloqueo  era  una  condición  indispensable 
para  que  su  declaración  obligase  á  los  neutrales.  Sola- 
mente Inglaterra  no  asintió  á  esta  máxima,  que  fué  de  nue- 
vo confirmada  por  parte  de  los  demás  Estados  en  el  trata- 
do concluido  en  1800  por  la  segunda  liga  de  neutralidad  ar- 
mada. 

Únicamente  en  un  tratado  concluido  con  Rusia  en  1801, 
se  avino  Inglaterra  á  aceptar  la  definición  del  bloqueo  dada 
por  la  liga  de  los  neutrales,  y  se  insertó  en  aquel  tratado 
dicha  definición  con  las  mismas  palabras;  pero  con  finísi- 
mo arte  modificó  esencialmente  su  valor,. cambiando  la 
conjunción  y  en  ó.  Asi,  donde  decía  «con  buques  estaciona- 
dos y  suficientemente  próximos»,  sustituyendo  esta  expre- 
sión con  la  de  «d  suficientemente,  etc.,»  pudo  el  Gobierno 
inglés  continuar  sosteniendo  su  sistema,  esto  es,  el  de  que 
sólo  un  pequeño  buque  de  guerra  colocado  junto  á  una  cos- 
ta de  quinientas  leguas  de  extensión,  era  bastante  para 
constituir  un  bloqueo  real,  porque  estaba  suficientemente 
próximo.  De  aquí  que,  cuando  en  el  Parlamento  inglés  tu- 


(1)    V/hesíion^  Historia  del  progreso  del  derecho  de  gentes,  t.  I. 
pig.3dl. 
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YO  lugar  la  célebre  discusión  entre  Brid'Oíson  y  Pitt,  pudo 
decir  éste  último  que  el  tratado  de  1801  habla  consagrado 
el  sistema  inglés,  considerando  suficiente  para  establecer 
el  bloqueo  enviar  uno  ó  dos  buques  como  cruceros  para  vi- 
gilar é  impedir  el  comercio  de  los  neutrales. 

Sólo  en  la  guerra  de  Oriente  de  1854,  aliada  Inglaterra 
con  Francia,  se  vio  aquélla  obligada  á  admitir,  aun  en  las 
cuestiones  de  derecho  marltimO;  las  ideas  de  esta  última 
nación  (1),  sacriflcando  en  parte  su  sistema  en  materia  de 
bloqueo,  consignándose  el  principio  de  la  realidad  de  éste 
en  la  declaración  de  27  de  Marzo  de  1854,  por  lo  que  ambos 
Gobiernos,  el  inglés  y  el  francés,  notificaron  &  los  neutrales 
que  les  estaba  prohibido  Violar  cualquier  bloqueo  efectico, 
ó  sea  el  mantenido  por  fuerzas  suficientes  colocadas  de- 
lante de  los  puertos,  radas  y  costas  del  enemigo;  declara- 
ción que  se  desí^rrolló  mejor  por  el  Ministro  de  la  Guerra 
ante  la  Cámara  de  los  Lores,  cuando  dijo  que  el  Gobierno 
inglés  renunciaba  &  establecer  lo  que  se  denominaba  co* 
munmente  bloqueo  sobre  el  papel. 

Al  estipularse  la  paz,  entre  los  principios  de  derecho  ma- 
rítimo afirmados  en  la  declaración  del  16  de  Abril  de  1856, 
se  fijó  la  regla  para  la  existencia  del  bloqueo  á  que  antes 
nos  hemos  referido. 

1587.  Háse  observado  con  razón  (2)  que  la  definición  dada 
en  1856,  es  menos  precisa  que  las  dos  de  la  neutralidad  ar- 
mada, puesto  que  no  especifica  lo  que  constituye  un  bloqueo 
efectivo,  sino  que  se  limita  únicamente  á  consignar  el  prin- 
cipio. Habla  de  una  fuerza  suficiente  para  impedir  aproxi- 
marse á  las  costas  del  enemigo,  pero  siempre  queda  algu- 
na duda  para  determinar  de  hecho  cuándo  los  buques  esta- 
cionados constituyen  la  fuerza  suficiente  de  que  habla  el  ar- 
ticulo antes  citado.  El  tratado  de  la  neutralidad  armada 
había  precisado  mejor  este  concepto,  exigiendo  que  los  bu- 
ques debían  hallarse  estacionados,  y  tan  inmediatos  al 


(1)  Francia,  sobre  todo  en  las  guerras  posteriores  al  1815,  ha  apli- 
cado escrapalosamente  en  materia  de  bloqaeo  la  regla  de  hacerlo  efec- 
tivo para  considerarlo  obligatorio.  Los  bloqueos  de  los  puertos  de  Ar- 
gel, que  duraron  desde  1827  á  1839,  los  de  la  guerra  de  Méjico  en  1838 
y  los  de  la  Plata  fueron  todos  efectivos. 

^2)    Gessner,  Del  derecho  de  los  neutrales,  p.  183. 
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cido  este  bloqueo  á  pesar  dfi  las  repetidas  protestas  1i5)Í.^ . 

por  el  Gobierno  ie  los  Estados  del  Sur,  que  alogaba  ellwbcr 
íado  muchas  naves  impugnemente  el  cordón  de  blo- 
)ara  deducir  que  éste  no  podía  considerarse* efec- 

ite  propósito  conviene  recordar  que  muchos  pubh- 
tian  discutido  si  el  haber  atravesado  sin  daño  uno 
buques  p1  cordón  de  bloqueo  podía  ser  una  prueba 
,  de  no  haber  en  realidad  fuerza  suficiente  para  con- 
•loQÍectivD. 

a  verdaderamente  abusivo  pretender  que,  para  que 
jueo  fuese  real,  debían  las  fuerzas  enemigas  inter- 
de  un  modo  absoluto  la  comunicación  con  el  lugar 
ado,  de  modo  que  con  pasar  siquiera  una  nave,  pu- 
leclararse  que  el  bloqueo  no  existía, pues  suele  suce- 
le  aprovechándose  los  barcos  de  vapor  ligeros  de  la 
ódel  mal  tiempo, Tuerzan  impunemente  el  bloqueo 
ectivo  (2).  ¿Cómo  ha  de  pretenderse  con  visos  de  ra- 
e  destruya  este  hecho  la  realidad  del  bloqueo? 
indo  no  es  fácil  entrar  ó  salir  del  puerto  bloqueado 
oonerse  al  daño  grave  é  inminente  de  los  fuegos  del 
;o,  aun  cuando  p:>r  excepción  consigan  uno  ó  más 
5  eludir  la  vigilancia,  no  es  este  un  hecho  decisivo 

'éanse  las  notas  diplomáticas  entre  el  Gi>l)ierBO  británico  y  los 
nado3  por  los  Rstadoa  del  Sur,  y  el  discurso  de  Lord  GranvUle 
3ion  de  1t>  de  Mayo  de  l&St. 

)urante  la  guerra  separatista  se  consagraran  los  Ingleses  á  in- 
enetrai'en  los  puertos  americanos  del  Surque  se  hallaban  blo- 
,  y  establecieron  una  verdalera  especulación,  organizando  su 
i  en  grande  escala,  haciendo  construir  al  efecto  naves  moy  hl- 
idas  de  color  gris,  para  pasar  sin  dificultades  y  sin  aw  vistas. 
an  trasportar  las  mercancías  diriffidas  á  los  puertos  bloquea- 
I  pequeño  puorto  de  la  isla  inglesa  Nueva-providencia,  may 
3  á  la  costa  de  la  FioríJa,  pnerto  que  antes  estaba  desierto  y 
desconocido.  De  a'li  prncnraban  y  consejufan  muchas  voca 
las  naves  burlar  la  vigilancia  y  violar  impunemente  el  bloqueo, 
do  el  riesgo  las  sociedades  de  seguros.  Es  indudalile  qae 
procedimiento  tan  hábil  y  contando  con  tantos  medios,  poede 
t  impunemente  cualquier  bloqueo  efectivo. 
ard.  Noticia  histórica  de  la  neutralidad  de  la  Gran  Breta^ 
s  la  guerra  civil  americana,  p.  243. 
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asi  que  no  podia  considerarse  como  efectivo  lo  que  eo  aquel  ' 
momento  no  existía.  Aun  cuando  la  interrupción  sólo  h\>: 
bicse  durado  algunos  dias  ó  algunas  horas  como  sucedi^en 
Galveston,  y  sobre  todo  en  Charleston,  estando  líMí^mar 
y  no  impedido  el  paso,  los  buques  neutrales  habrían  podi- 
do atravesarlo  sin  obstáculo  para  llegar  al  puerto  enemi- 
go. Estos  podrían  creer,  en  erecto^  que  el  bloqueo  habla  cf- 
sado,  como  si  la  escuadra  se  hubiese  visto  obligada  á  ale- 
jarse dispersada  por  las  fuerzas  superiores  de  la  parte  ene- 
miga, 6  como  si  hubiese  abandonado  por  un  espacio  de 
tiempo  considerable  las  operaciones  del  bloqueo. 

1590.  Réstanos  hablar  de  la  otra  condición  que  debe 
considerarse  igualmente  indispensable  para  constituir  un 
bloqueo,  esto  es,  de  la  notiñcacion  previa  del  mismo. 

El  Estado  que  quiere  bloquear  un. puerto  debe  notificar 
públicamente  su  intención,  dándolo  &  conocer  á  todos  los 
Estados  neutrales  con  quienes  sostenga  relaciones  diplo- 
máticas, 4  fin  de  que  puedan  éstos  hacerlo  saber  con  tiem- 
po á  sus  ciudadanos  propietarios  de  buques. 

Conviene  advertir  que  una  declaración  de  bloqueo  es  un 
acto  de  alta  soberanía,  y  que  producCj  según  el  derecho,  mu- 
chas consecuencias  jurídicas,  sobre  todo  respecto  de  los 
neutrales,  é  implica  el  ejercicio  del  alto  poder  soberano,  por 
lo  cual  seexige  que  la  declaración  de  bloqueóse  haga  por  el 
mismo  jefe  del  Estado.  Debe,  sin  embargo,  admitirse  que  éste 
pueda  delegar  el  ejercicio  de  semejante  derecho  enlapersona 
á  quien  confió  el  mando  supremo  en  una  guerra  marítima, 
lo  cual  puede  ser  y  es  indispensable  en  las.guerras  soste- 
nidas en  los  mares  lejanos.  Es,  sin  embargo,  necesario 
en  esta  hipótesis,  que  el  almirante  de  la  escuadra  comuni- 
que á  su  gobierno  que  ha  establecido  el  bloqueo,  y  que  esta 
operación  sea  aprobada  y  ratificada  por  el  jefe  del  Estado. 

1591.  Distinguen  los  publicistas  tres  formas  distintas 
de  notificación,  á  saber:  la  que  se  hace  por  el  almirante  de 
la  escuadra  que  establece  el  bloqueo,  á  las  autoridades  de 
la  plaza  bloqueada;  la  notiflcaciondiplomática  ó  general  que 
debe  hacerse  á  todos  los  Elstados  con  quienes  se  esté  en  re- 
laciones amistosas;  y  la  notiñcacion  especial,  que  debe  ha- 
cerse á  cada  nave  que  se  presente  cerca  de  la  línea  de  blo- 
queo con  dirección  á  dicho  puerto. 

1592.  De  estas  tres  formas  de  notificación,  la  primera. 
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que  tiene  por  objeto  manifestar  á  las  autoridades  del  puer- 
to bloqueado  y  á  los  neutrales  que  se  hallen  en  dicho  puer- 
to, que  principia  el  bloqueo,  debe  hacerse  siempre  de  modo 
que  no  pueda  ésto  adquirir  carácter  obligatorio  como  ope- 
ración de  guerra,  hasta  el  momento  en  que  el  beligerante 
haya  notificado  su  comienzo.  Esta  notificación  debe  hacer- 
se &  los  cónsules  de  las  potencias  neutrales  que  se  hallen 
en  el  lugar  bloqueado  y  considerarse  indispensable  para  la 
existencia  jurídica  del  bloqueo  respecto  de  los  buques  neu- 
trales que  se  hallen  en  aquel  puerto.  No  creemos  que 
pueda  ser  jurídicamente  obligatorio  el  bloqueo  respecto  de 
dichas  naves  sin  establecer  con  exactitud  el  comienzo  y  la 
extensión  del  mismo,  mediante  la  formal  notificación  de 
haberlo  establecido. 

Proponemos,  pueis,  la  siguiente*  regla: 
a)  El  almirante  de  las  fuerzas  navales  que  quiera  esta- 
blecer un  bloqueo,  debe  hacer  pública  su  intención,  notifi- 
cando á  los  representantes  de  los  Estados  neutrales  resi- 
dentes en  el  círculo  de  sus  operaciones  militares,  el  co- 
mienzo del  bloqueo.  Esta  formalidad  debe  considerarse  in- 
dispensable para  hacerlo  jurídicamente  obligatorio  y  para 
establecer  con  exactitud  su  principio  y  su  extensión.  No 
creemos  que  deba  considerarse  necesaria  además  la  notifi- 
cación del  comienzo  del  bloqueo  á  las  autoridades  locales 
del  puerto  ó  puertos  respectivos;  pues  siendo  aquélla 
una  operación  de  guerra  contra  la  otra  parte  beligerante, 
no  puede  exigirse  que  se  prevenga  al  enemigo  lo  que  con- 
tra él  va  á  hacerse.  Respecto  de  los  neutrales,  creemos  ne- 
cesaria la  fijación  exacta  del  dia  en  que  comenzará  el  blo- 
queo, puesto  que,  según  las  prácticas  y  las  reglas  estable- 
cidas en  los  tratados,  debe  concederse  siempre  á  los  buques 
neutrales  un  plazo  determinado  para  salir  de  dicho  puerto; 
por  lo  cual  es  necesario  que  conozcan  con  exactitud  el  co- 
mienzo y  la  extensión  del  bloqueo,  para  aprovecharse,  de 
aquel  plazo  y  poder  salir  del  puerto  bloqueado  en  tiempo 
oportuno. 

En  las  instrucciones  francesas  de  25  de  Julio  de  1870  se 
dispone  lo  siguiente  en  su  art.  7.**:  «El  establecimiento  de 
todo  bloqueo  deberá  ser  objeto  de  una  formal  notificación  á 
las  autoridades  de  los  puertos  bloqueados.»  A  juicio  nues- 
tro, se  halla  más  conforme  con  los  principios  de  justicia  la 
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máxima  establecida  en  el  reglamento  prusiano  de  presas, 
cuyo  artículo  21  dispone  lo  siguiente:  aEl  almirante  encar- 
gado de  ejecutar  un  bloqueo,  debe,  después  de  su  llegada  al 
lugar  conveniente,  notificarlo  por  escrltc  &  todos  los  cóo- 
sules  residentes  en  el  puerto  bloq^ueado,  é  invitar  al  mismo 
tiempo  á  los  buques  neutrales  que  se  hallen  anclados  en 
aquél  para  que  lo  abandonen  dentro  de  un  plazo  que  se  fija- 
rá después  que  los  capitanes  de  los  buques  hayan  hecho 
sus  proposiciones  respecto  de  este  punto.» 

Establecemos,  pues,  como  complemento  de  la  preceden- 
te regla,  las  siguientes: 

a)  El  plazo  estipulado  en  los  tratados  para  los  buques 
neutrales  anclados  en  el  puerto  bloqueado  que  quisieseo 
salir,  principiará,  á  correr  desde  el  dia  en  que  se  notifique  al 
cónsul  allí  residente  el  co'mienzo  del  bloqueo. 

b)  Si  el  plazo  de  que  se  trata  no  se  ba  establecido  en  el 
convenio,  debfirá  fijarse  por  e!  almirante  según  sus  apre- 

'  elaciones  y  los  principios  de  equidad  (1),  y  comenzará  á 
correr  desde  el  dia  en  que  se  haya  hecho  por  escrito  la  no- 
tificación á  los  cónsules  del  lugar  bloq  ue&áo. 

1593.  Respecto  á  las  otras  dos  notificaciones,  esto  es,  & 
la  denominada  notificación  general;  que  debe  hacerse  por  la 
via  diplomática  álos  gobiernos  neutrales,  y  la  especial  que 
debe  hacerse  por  el  comandante  del  buque  que  se  halle 
en  la  linea  á  lo  largo  del  cordón  del  bloqueo  por  donde  mar- 
che el  barco  que  quiere  atravesarlo,  no  se  hallan  de 
acuerdólos  publicistas,  ni  en  lo  que  se  refiere  á  la  necesidad 
de  hacer  dichas  notificaciones  para  establecer  la  existencia 
jurídica  del  bloqueo  ni  en  lo  concerniente  á  la  naturaleza  de 
las  notificaciones  y  á  la  obligación  de  hacerlas  para  los 
efectos  que  de  ellas  puedan  derivarse  en  caso  de  una  vio- 
lación. 

Hay  algunos  que  consideran  ambas  notificaciones  iodis- 
pensables  para  la  existencia  jurídica  del  bloqueo,  y  asi 
pensaba  entre  otros  Gessner,  que  sostiene  que  «la  notifica- 


(t)  Durante  la  gaem  franco-alemana  de  IS70,  en  la  deelancioB  da 
bloqueo  de  12  y  15  de  Agosto,  se  concedió  á  los  boqaas  mercantes  ni- 
elados en  loa  puertos  alemanes  del  mar  dal  Norte  y  de)  BáltioouB 
plazo  de  dieí  dias  para  completar  sn  cargamento  y  salir  de  dichos 
puertos. 


'l^^  i*. 
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don  general  es  una  de  las  condiciones  necesarias  para 
la  existencia  jurídica  del  bloqueo,  y  que  la  notificación  espe- 
cial sólo  concierne  á  la  teoría  de  la  violación  del  mismo,  te- 
niendo ésta  por  objeto  dar  á  conocer  á  los  buques  neutra- 
les que  el  puerto  á  que  se  dirigen  está  bloqueado  y  justifi- 
car de  este  modo,  en  caso  tle  violación  de  bloqueo  después 
de  haber  consignado  dicha  notificación  por  escrito  en  el  li- 
bro correspondiente  del  barco,  que  éste  no  iba  de  buena  fé 
al  intentar  entrar  en  el  puerto  bloqueado,  después  de  serle 
conocido  el  estado  de  cosas». 

Dicho  escritor  llega  hasta  sostener  que  la  notificación 
general  tiene  una  importancia  análoga  á  la  de  la  publicación 
para  la  validez  de  las  leyes,  por  lo  que  la  considera  como 
una  de  las  condiciones  necesarias  perra  la  legalidad  del  blo- 
queo. «No  basta,  dice,  para  que  una  ley  obligue  á  quien 
está  sujeto  á  ella,  que  esta  ley  exista,  es  necesario  además 
que  se  haya  publicado.»  Es  verdad,  por  otra  parte,  que  el 
mencionado  escritor  procura  atenuar  las  consecuencias 
que  en  rigor  se  derivarían  de  su  peligrosa  máxima,  esto  es, 
de  asimilar  la  notificación  diplomática,  para  la  validez  de 
un  bloqueo,  á  la  promulgación  para  la  validez  de  una  ley. 
Admite,  en  efecto,  que  dicha  notificación  debe  considerarse 
jurídicamente  eficaz  cuando  el  almirante  de  la  escuadra  de 
bloqueo  haya  hecho  lo  necesario  para  significar  oficialmen- 
te á  las  potencias  neutrales  el  estado  de  cosas  existentes, 
y  que  no  ocurre  esperar  á  que  dicha  notificación  se  proraul 
ge  realmente  por  los  gobiernos  neutrales:  que  cuando  un 
bloqueo  se  ha  notificado  diplomáticamente  no  es  necesario 
para  que  cese  que  se  haga  la  notificación  contraria,  y  otras 
restricciones  análogas  con  las  cuales  destruye  la  asimila- 
ción de  la  notificación  diplomática  para  la  existencia  jurídi- 
ca del  bloqueo,  á  la  promulgación  de  la  ley  para  que  ten- 
ga ésta  un  carácter  obligatorio.  Llega  á  destruirla,  porque 
si  hubiera  de  admitirse  que  una  cosa  equivalía  á  la  otra, 
deberían  aplicarse  todos  los  principios  que  regulan  la  pro- 
mulgación de  las  leyes.  Pero  dejando  esto  aparte,  consig- 
naremos, en  resumen,  lo  que  es  esencial  en  la  teoría  de 
Gessner,  esto  es,  que,  á  su  modo  de  ver,  la  notificación  di- 
plomática debe  considerarse  como  condición  esencial  para 
la  validez  del  bloqueo,  de  modo  que,  si  no  se  hubiera  hecho 
por  el  almirante  de  la  escuadra,  no  podría  considerarse  el 
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bloqueo  como  jurídicamente  existente,  ni  condenar  legal- 
mente  un  buque  por  la  violación  de  aquél,  aun  cuando  las 
demás  condiciones  se  hubiesen  cumplido  perfectamente-, 
teoría  á  la  cual  no  podemos  suscribir  como  indicaremos 
más  adelante  (1). 

Otros  escritores,  entre  los  que  se  halla  Heffter,  recono- 
ciendo también  la  necesidad  de  ia  notificación  para  advertir 
á  los  neutrales  la  existencia  del  bloqueo,  sostienen  que  pue- 
de hacerse  indistintamente  por  la  vía  diplomática,  y  por 
medio  de  advertencias  locales  ó  personales.  De  donde  con- 
cluye el  citado  escritor  que  la  declaración  hecha  por  el  al- 
mirante de  la  escuadra  encargada  del  bloqueo  al  capitán 
de  un  buque  neutral  para  advertirle  de  que  el  puerto  en  que 
quiere  penetrar  está  bloqueado,  equivale  á  una  notificación 
hecha  por  la  vía  diplomática. 

Esta  teoría  no  la  encontramos  tampoco  aceptable,  si  quie- 
re elevarse  á  regla  el  que  una  de  las  dos  notificaciones  pue- 
da equivaler  á  la  otra.  Tal  ha  sido  la  verdadera  doctrina 
sostenida  por  el  Gobierno  inglés,  el  cual,  aduciendo  que  la 
notificación  diplomática  implicael  conocimiento  del  bloqueo, 
ha  concluido  que  debe  admitirse  xina. prcesuntio  juris  et  de 
jure  de  la  existencia  de  aquél,  cuando  se  haya  notificado 
diplomáticamente,  y  que  no  debe  considerarse  necesario 
hacer  la  notificación  especial  á  cada  buque  neutral  que 
pretenda  entrar  en  el  puerto.  Aplicando  estos  principios,  hu 
querido  justificar  la  Gran  Bretaña  muchos  abusos  contra  el 
comercio  de  los  neutrales,  y  -ha  llegado  hasta  sostener  la 
eficacia  del  bloqueo  de  gabinete  que  antes  hemos  combati- 
do. El  pensamiento  de  Heffter  no  era  seguramente  soste- 
ner que  la  notificación  diplomática  pudiera  equivaler  á  la 
especial,  en  el  sentido  de  que  pudiera  omitirse  ésta,  lo  cual 
serla  contrario  á  la  declaración  de  París,  es  decir,  que  el 
bloqueo  debe  ser  efectivo  para  ser  obligatorio;  pero  de  ia 
teoría  del  citado  escritor  podría  deducirse  que  no  es  nece- 
saria la  notificación  diplomática,  y  que  ésta  puede  suplirse 
por  las  advertencias  locales  y  personales  hechas  por  el  al- 
mirante, de  la  escuadra  al  capitán  del  buqne  neutral,  cuya 


(1)  Gessner,  Derechos  de  los  neutrales  en  el  mar,  segunda  edicioa. 
pág.  198,  203  y  207.  Véase  en  el  mismo  sentido  á  Boeck,  La  propiedad 
prioada  enemiga,  §  687. 
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Todos  los  publicistas  se  hallan  en  efecto  de  acuerdo  en 
reconocer,  que  para  la  existencia  de  hecho  del  bloqueo  es 
indispensable  que  exista  realmente  bajólas  condiciones  an- 
teriormente enunciadas,  y  para  hacerlo  jurídicamente  obli- 
gotorio  y  dar  vida  á  las  obligaciones  que  el  bloqueo  efecti- 
vo impone  á  los  neutrales^  es  indispensable  poner  en  su  co- 
nocimiento la  existencia  del  bloqueo.  £1  situar  los  buques 
de  guerra  delante  del  puerto  enemigo  no  basta  para  esta- 
blecer un  bloqueo  obligatorio  para  los  neutrales,  sino  que  es 
necesario  que  se  les  participe  la  existencia  de  aquél ,  sin  lo 
cual  no  están  obligados  &  abstenerse  de  comerciar  con  el 
puerto  bloqueado,  ni  puede  imputárseles  la  violación  corres 
pondiente,  si  hubiesen  traspasado  la  linea  á  pesar  de  la  pro- 
hibición. Debe,  pues,  considerarse  como  regla,  queel  bloqueo 
efectivo  de  un  puerto  ó  de  una  parte  de  las  costas  enemigáis 
no  puede  ser  jurídicamente  obligatorio  para  los  neutrales, 
sino  mediante  la  previa  notificación  formal  del  mismo.  Es 
también  evidente,  que  no  es  eficaz  para  ello  lanotiflcacioo  di- 
plomática, puesto  que,  habiéndose  establecido  después  de  la 
declaración  de  París  que  no  existe  bloqueo  obligatorio  que 
no  sea  efectivo  ó  mantenido  por  una  fuerza  suficiente  para 
impedir  la  aproximación  al  litoral  bloqueado,  no  pued(^ 
existir  violación  del  bloqueo  sino  cuando  el  buque  se  haya 
asegurado  de  que  el  puerto  está  rodeado  efectivamente,  6 
sea  cuando  se  le  haga  la  advertencia,  correspondiente  por 
uno  de  los  buques  que  forman  el  cordón  del  bloqueo.  No  es 
solamente  necesaria  esta  declaración  para  establecer  la 
mala  fé  del  buque  que  haya  traspasado  la  línea,  sino  tam- 
bién para  probar  la  efectividad  del  bloqueo,  con  arreglo  al 
sentido  y  alcance  de  la  declaración  de  París. 

Nosotros  no  podetmos  admitir  que  la  notificación  especial 
pueda  suplirse  por  la  diplomática,  como  recientemente  ha» 
sostenido  Fuck-Brentano  y  Sorel,  los  cuales  opinan  que 
.  cuando  la  notificación  se  haya  hecho  al  Estado  y  sea  efecti- 
vo el  bloqueo,  no  se  necesita  más  para  condenar  los  buques 
neutrales  que  intenten  forzarlo,  porque  ya  conocían  el  peli- 
gro á  que  se  exponían  aproximándose  al  puerto  (1). 

Según  hemos-dicho,  esta  es  la  teoría  aplicada  por  los 
Tribunales  ingleses  en  materia  de  presas,  y  que  el  Magis- 


(1)   Manual  del  derecho  de  gentes;  p.  415. 
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trado  Scot  formuló  concretamente  en  una  sentencia,  en  la 
que  se  dice  entre  otras  cosas:  «El  efecto  de  la  notificación 
hecha  por  el  gobierno  extranjero  debe  comprender  á  todos 
los  individuos  de  esta  nación,  y  sería  inútil  si  dichos  indi- 
viduos pudieran  ser  admitidos  á.  probar  su  ignorancia  en  la 
materia.  Es  un  deber  del  gobierno  extranjero  comunicar  la 
notificación  á  sus  propios  ciudadanos,  cuyos  intereses  está 
obligado  á  proteger.  Sostenemos,  pues,  que  un  capitán  de 
buque  neutral  no  puede  ser  admitido  &  probar  su  ignorancia 
con  relación  á  una  notificación  de  bloqueo.  Si  la  ignorase 
verdaderamente,  podría  esto  dar  lugar  á  una  queja  contra 
su  gobierno,  y  á  una  reclamación  para  obtenerla  indemni- 
zación de  daños  por  parte  del  mismo,  pero  no  podrá  ser  un 
medio  de  defensa  ante  el  Tribunal  del  beligerante»  (1). 

Rechazamos  esta  teoría,  porque  la  obligación  de  los  neu- 
trales de  no  comerciar  con  el  lugar  bloqueado,  no  se  deriva 
del  hecho  de  que  el  beligerante  ejerza  jurisdicción  alguna 
sobre  los»  mismos  para  dictarles  la  ley  é  imponerles  su  ob- 
servanoia,  sino  que  es  una  consecuencia  de  los  deberes 
generales  de  la  neutralidad,  en  virtud  de  los  cuales,  los 
que  quieren  permanecer  extraños  á  la  guerra,  deben  abste- 
nerse de  hacer  cosa  alguna  que  pueda  favorecer  al  enemi- 
go y  equivaler  á  una  asistencia  para  los  fines  de  la  guerra, 
y  no  turbar  las  operaciones  de  ésta  dispuestas  por  el  belige- 
rante contra  su  adversario.  Si,  pues,  la  prohibición  de  no  co- 
merciar con  el  puerto  bloqueado  es  la  consecuencia  del  blo- 


(i)  Robinson,  Memorias  del  Almirantazgo;  26.112.— Durante  la 
guerra  de  Oriente  aplicó  el  Gobierno  inglés  sn  teoría  en  el  caso  del  bu- 
que dinamarqués  la  Union, 

Dirigíase  éste  al  puerto  de  Riga,  bloqueado  por  los  Ingleses,  y  di- 
plomáticamente notificado.  Llevaba  el  capitán  instiucciones  de  asegu- 
rarse de  la  realidad  del  bloqueo,  y  si  aun  no  hubiese  cesado,  arribar  á 
otro  puerto.  No  habiéndose  hecho  al  buque  la  intimación  de  no  traspa- 
sar el  cordón,  creyó  el  capitán  que  había  cesado  el  bloqueo.  Habiendo 
sido  secuestrado  el  buque  el  25  de  Mayo,  discutióse  respecto  de  la  va- 
lidez de  la  captura,  y  el  ministro  Graban  sostuvo  ante  la  Cámara  de 
los  Comunes  que  no  era  necesaria  la  notiflcion  especial;  que  cuando  el 
bloqueo  se  ha  notificado  diplomáticamente,  cualquiera  que  sea  el  punto 
del  Océano  en  donde  sa  halle,  debe  presumirse  conocido  por  todos,  de- 
biendo también  considerarse  efectivo  contra  todos  los  neutrales  cuando 
se  haya  hecho  la  notificación  diplomática  al  Gobierno. 
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Queo  como  operación  de  guerra, 
liibicion  debe  intimarse  á  la  naví 
linea,  y  que  sólo  entonces  puedt 
tencja  jurídica  y  obligatoria  parí 
sas  se  deduce  tanibien  que  no  ei 
diplomática  para  la  existencia  ji 
que  éste  sea  obligatorio.  Si  se  ad 
como  consecuencia  necesaria,  qt 
fuese  efectivo,  no  deberla  respet 
cion  llegase  al  Estado  neutral,  1( 
noscabarla  la  eficacia  del  bloque 
ra.  Puede,  en  efecto,  suceder  qu( 
en  puertos  muy  lejanos,  y  que  m 
diplomática  del  mismo,  sino  muí 
existencia  efectiva-  ¿Pretenderá 
operación  debe  combatirse  por  fi 
mátlca,  hasta  el  punto  de  consid 
ridicamente  el  bloqueo  sino  cuac 
cialmente? 

Durante  la  guerra  dé  Oriente 
el  Monitor  prusiano  del  22  de  Al 
oñcial  prusiana  del  21,  un  mensí 
el  que  se  notificaba  que  habia.pa 
del  golfo  de  Riga,  con  objeto  dé  I 
rusos  de  los  golfos  deBosnia  y 
Londres  no  promulgó  la  exlstei 
de  Junio.  Habría  podido,  pues, 
ques  podían  impunemente  atra' 
obstante  la  intimación  dirigida  p 
dra  bloqueante  de  que  no  pasas 
putable. 

Si  se  admitiese  la  teoria  de  ( 
que  sostienen  que  la  notiflcacior 
diciones  para  la  existencia  juric 
consecuencia  legitima  que  aquél 
mente  existente  como  efectivo  hi 
do  por  la  vía  diplomática.  En  nu< 
nocimiento  del  bloqueo  nos  pare 
blecer  la  violación  del  mismo,  bs 
mercante  que  se  aproxime  al  p 
no  pBise,  inscribiendo  esta  intimación  en  las  cartas  á  bor- 
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do,  consignando  la  fecha  del  dia  en  que  la  intimación  se 
hace;  y  aun  cuando  sucediese  todo  esto  antes  de  hacer  la 
notificación  diplomática,  deberla  bastar  para  que  la  nave 
fuese  responsable  de  violación  de  bloqueo,  si  intentase  rom- 
per el  cordón  después  de  hecha  la  intimación  indicada.  En 
una  palabra,  á  juicio  nuestro,  la  notificación  especial  no 
sólo  es  indispensable  para  establecer  la  existencia  jurídica 
del  bloqueo,  sino  que  es  la  única  condición  exigible  para  ha- 
cer á  la  nave  responsable  de  violación,  debiendo  siempre 
considerarse  el  bloqueo  como  publicado  y  notificado  al  bu- 
que, con  la  meranotificacion  especial. 

Por  lo  demás,  no  vaya  á  pretenderse  concluir  de  aqut  que 
la  notificación  diplomática  es  una  sin^ple  formalidad,  y, 
como  tal,  no  obligatoria.  Esto  nos  parece  también  un  error. 
Corresponde  al  beligerante  la  obligación  de  hacer  la  notifi-  • 
cacion  diplomática,  pero  no  para  que  el  bloqueo  tenga  exis- 
tencia jurídica,  sino  por  otra  razón  muy  distinta.  El  dere- 
cho de  interceptar  toáas  las  relaciones  comerciales  con  la 
costa  bloqueada  es  un  derecho  que  debe  admitirse  por  las 
necesidades  de  la  guerra;  pero  como  ocasiona  siempre 
graves  perjuicios  álos  neutrales,  es  necesario  que  se  ejer- 
za de  manera  que  limite  en  lo  posible  los  perjuicios  consi- 
guientes. El  beligerante  no  puede  colocar  á  los  neutrales  en 
condición  de  sufrir  las  gravísimas  pérdidas  que  ocasiona- 
rían los  preparativos  hechos  por  ellos' para  emprender  el 
viaje  y  dirigirse  al  lugar  bloqueado,  ignorando  la  existencia 
de  tal  estado  de  cosas.  Debe  aquel,  por  tanto,  procurar 
no  perjudicar  los  intereses  generales  del  comercio  más  de 
lo  que  estrictamente  exigen  las  necesidades  de  la  guerra; 
luego  debe  notificarse  el  bloqueo  á  los  gobiernos  neutrales, 
para  colocar  á  los  mismos  en  condiciones  de  advertir  á  sus 
nacionales  que  suspendan  las  operaciones  comerciales  con 
el  puerto  bloqueado.  Este  no  es  sólo  un  deber  de  cortesía  ó 
de  humanidad,  sino  una  verdadera  obligación  jurídica  que 
se  deriva  del  deber  general  de)  beligerante,  denoperjudi- 
carcon  sus  operaciones  miíitares  á  los  que  son  extraños  á 
la  guerra  más  de  lo  que  las  necesidades  imponen.  Por  con- 
siguiente, si  se  hubiese  omitido  la  notificación  del  bloqueo 
mediante  una  declaración  diplomática,  é  ignorando  los  ciu- 
dadanos de  los  Estados  neutrales  el  verdadero  estado  de 
cosas^  hubiesen  continuado  armando  y  cargando  buques 
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con  destino  al  puerto  bloqueado 

trido  las  pérdidas  consiguientes,  podría  sercon  razón  con- 
denado el  gobierno  que  no  hubiese  hecho  la  notiñcacíon 
al  pago  de  los  dafios  causados  &  los  particulares  á.  quienes 
la  falta  de  notificación  hubiese  perjudicado  (I). 

Es,  pues,  evidente,  ajuicio  nuestro,  que  tanto  la  notiftca- 
cion  diplomática  como  la  especial,  son  igualmaente  nece- 
sarias y  obligatorias;  que  para  la  obligación  del  bloqueo  se 
exige  la  notiñcacíon  especial,  y  que  la  general  no  es  para 
esto  necesaria,  porque  la  validez  de  aquél  depende  siempre 
de  que  sea  efectivo,  y  el  que  obligue  jurídicamente  depen- 
de de  la  intimación  correspondiente  dirigida  al  barcoque  se 
aproxima;  analmente,  que  cuando  la  notificación  diploma- 
tica  se  haya  hefiho'y  promulgado  debidamente  por  el  Esta- 
'  do  neutral,  los  ciudadanos  de  dicho  Estado  podrán  no 
obstante  dirigirse  ai  lugar  bloqueado  para  comprobar  la 
realidad  del  bloqueo,  haciendo  asi  un  viaje  inútil,  si,  siendo 
aquél  efectivo,  se  les  intimase  no  traspasar  la  linea;  pero, 
viajando  aquéllos  por  su  cuenta  y  riesgo,  no  podrían  por 
esto  ser  declarados  reos  de  violación  de  bloqueo.  Si  el 
beligerante  hubiese  omitido  hacer  en  tiempo  oporlunola 
correspondiente  notificación  diplomática,  y  por  las  cir- 
cunstancias del  caso  resultase  culpable,  debería  estar  obli- 
gado á.  pagar  una  indemnización. 

Resiimiendo  los  principios  desarrollados  hasta  ahora, 
establecemos  las  conclusiones  siguientes: 

1595.  a).  Corresponde  á  todos  aquellos  que  quieran  ob- 
servar los  deberes  esenciales  de  la  neutralida^lel  reconocer 
el  bloqueo  establecido  por  el  beligerante  contra  su  enemigo, 
cuando  dicho  bloqueo  sea  realmente  efectivo,  y  haya  sido 
legalmente  notificado. 

b)    El  bloqueo  sólo  debe -considerarse  real  y   efectivo 


(1)  HálUae  un  precedente  en  este  sentido  con  ocasión  del  bloqneo 
establecido  por  el  Oobierno  francés  en  1334  á  35  en  Us  costas  de  Por- 
tendick,  durante  la  guerra  contra  loa  moros -trarzas,  bloqaeo  qae  do 
fué  regularmente  notiflcado  at  Gobierno  inglés.  A  consecnencU  de  las 
reclamaciones  de  los  comerciantes  ingleses  perjudicados  por  esta  falta 
de  notificación,' eligieron  ambos  gobiernos  como  Arbitro  al  rey  de  Prn- 
sia,  qne,  por  ana  decisión  arbitral,  fecha  39  de  Noviembre  de  tS43,  con- 
dena á  Francia  á  pagar  una  indemnización. 


I  de  au  i;ai6<«""^i»"  4"=  ""  oco  wu- 

no  ser  que  después  de  haber  reci- 
6  asedio  por  el  comandante  de  una 
n  parte  de  las  fuerzas  bloqueantes, 
lecha  por  el  mismo  en  las  cartas  del 
ionando  la  fecha  y  la  latilud  ó  lon- 
taclon  se  hace,  Intentase  de  nuevo 

3  lo  hallamos  en  la  declaración  de 
ría  Puerta  alas  potencias  neutra- 
,  en  cuyo  art.  4.°  dice:  «Respecto  & 
se  de  viaje  ignorasen  el  estado  de 
selo  la  escuadra  otomana  at  llegar 
3queadas.  Sí  después  de  esta  iiotifi- 
ísen  dichas  naves  en  avanzar,  serán 
3  como  enemigase, 
s  buques  neutrales  que  se  hallasen 
menzar  el  bloqueo,  ya  hemos  dicho 
is  de  la  equidad,  debe  concedérseles 
su  cargamento.  También  han  exa- 
si  la  notificación  especial  es  una 
:er  la  existencia  de  la  violación  del 
is  naves  que  intentasen  salir  del 
ne  la  negativa,  apoyándose  en  aten- 
o,  habiéndose  adoptado  como  regla 
)loqueo  &  todos  los  cónsules  resi- 
queados,  deberá  considerarse  como 
fon.  Puede,  sin  embargo,  objetarse 
lalian  en  el  puerto  cercado  tienen 
orarse  de  que  el  bloqueo  es  efecti  vo, 
el  derecho  convencional  la  máxima  . 
hos  buques  es  necesaria  la  notiQca- 
11a  establecido  en  los  tratados  con- 
-ünidos  con  el  Brasil,  Perú  y  Chile, 
)n  Italia  en  1871,  en  coyo  articulo  14, 
na  nave  que  hubiese  entrado  en  el 
«rse  el  bloqueo  tomase  luego  car- 
i.  advertírsele  por  las  fuerzas  blo- 


en  este  caso  no  es  directa  sino  Indirectamente.  Oonclulmos, 
pues,  afirmando  que  ei  beligerante  es  el  juez  de  las  opera- 
ciones de  guerra  que  convienen  para  conseguir  su  objeto, 
y  que  no  se  puede  restringir  su  dereciio  de  bloqueo  única- 
mente &  los  puertos  militares  6  fortiflcados. 

Otro  de  los  puntos  controvertidos  es  el  de  si  las 
bocaduras  de  los  ríos  pueden  ser  bloqueadas.  En 
a  opinión,  es  evidente  que,  siendo  el  bloqueo  una 
ion  de  guerra,  sólo  puede  emplearsfe  contra  el  beli- 
e,  y  por  consiguiente,  no  hay  ningún  obstáculo  en 
ar  la  desembocadura  de  un  rio  que  corra  por  el  ter- 
enemigo;  pero  si  atravesase  el  de  varios  Estados,  y 
al  fuese  un  rio  internacional  cuya  navegación  debie- 
libre  para  las  necesidades  comerciales  de  todos  los 
s,  no  puede  impedirse  aquélla  para  ejercer  el  comer- 
i  los  puertos  pertenecientes  á  los  neutrales  en  las 
de  dicho  rio,  porque  esto  equivaldría  &  bloquear 
3s  puertos.  Estará,  pues,  conforme  con  los  principios 
•echo  el  bloquear  los  puertos  del  enemigo  que  se  ha- 
el  rio  internacional,  debiendo  aplicarse  6.  los'  mis- 
is  principios  que  se  aplican  al  bloqueo  de  los  puertos 
mos. 

aprendemos  que  limitando  el  bloqueo  á  los  puertos 
ímlgo,  serta  efimera  é  ineficaz  la  medida,  no  estan- 
ihibido  el  comercio  por  tierra,  y  pudiendo  hacerse 
inracllldad,  una  ve2;  concedidoel poder  comerciar  11- 
nte  con  los  puTtos  neutrales  que  se  hallen  en  la 
iuperfop  6  inferior  del  rio;  pero  esto  no  es  una  razen 
ale  para  derogar  ios  principios  del  derecho.  Es  indu- 
]ue  ninguna  operación  de  guerra  puede  ser  licita 
los  Estados  con  quienes  estemos  en  paz,  y  por  tan- 
t  no  puede  serio  tampoco  bloquear  la  desembocadura 
rio  ó  de  un  estrecho,  si  esta  medida  afecta  &  los 
s  neutrales.  Si  el  beligerante  no  puede  conseguir  su 
,0  depende  de  la  naturaleza  misma  de  las  cosas.  Las 
le  ferro-carriles  permiten  é.  los  Estados  bloqueados 
se  de  los  puertos  neutrales,  y  continuar  sin  dificultad 
do  el  comercio  por  las  vías  terrestres.  jPodrA  acaso 
ierse  también  que  es  lícUo  prohibir  el  comercio  en 
irtos  neutrales  para  hacer  ineñcaces  las  operaciones 
]ueof 
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canal  neutralizado,  con  tal  que  no  cometan  acto  alguoelle 
hostilidad. 

Ampliando  el  alcance  de  estas  reglas,  debería  estable- 
cerse como  principio  de  derecho  internacional:  que  las 
desembocaduras  de  los  rios  internacionales,  de  los  estre- 
chos y  de  los  canales  interoceánicos,  deben  ser  protegidas 
por  la  neutralidad  perpetua,  y  estar  exentos  de  cualquier 
otra  operación  de  guerra. 

1601.  Las  reglas  relativas  al  bloqueo,  no  pueden  aplicar 
se  en  el  caso  deque  un  soberano  declare  cerrado  al  co-. 
mercio  uno  ó  muchos  de  sus  puertos  en  tiempo  fie  guerra. 
Es  indudable  que  éste  puede  hacerlo,  establecer  sanciones 
penales  para  los  que  no  observen  sus  órdenes,  y  hasta  em- 
plear la  fuerza  contra  los  buques  neutrales  que  quisieran 
penetrar  en  los  puertos  propios  cerrados  al  comercio;  pero 
no  podría  aplicar  á.  dichos  buq'ies  las  leyes  que  regulan  el 
bloqueo  con  arreglo  al  derecho  internacional,  pues  éstas 
consideran  aquél  como  una  operación  de  guerra  contra 
los  puertos  del  enemigo,  y  serla  un  contrasentido  bloquear 
los  puertos  propios. 

Distinto  seria  si  los  puertos  nacionales  hubiesen  caldo 
en  poder  dul  enemigo,  y  durante  la  ocupación  militar  fue- 
sen bloqueados  por  el  Estado  á  que  antes  pertenecían.  Du- 
rantelaguerra  franco-prusiana  de  1870,  habiendo  los  ejér 
cltos  alemanes  ocupado  los  puertos  de  Rouen,  Dieppe  y  Fe- 
camp,  notificó  el  Gobierno  de  la  Defensa  Nacional  el  bloqueo 
de  dichos  puertos.  Es  indiscutible  que  leu  la  el  derecho  de 
hacerlo  y  de  aplicar  las  leyes  internacionales  del  bloqueo  ó 
los  puertos  franceses  que  habían  caldo  en  poder  de  su  ad- 
versario. Como  durante  la  ocupación  militar  ejercita  pro- 
visionalmente los  derechos  de  soberano  el  que  lo  es  de  he- 
cho, puede  considerarse  como  enemigo  bajo  el  punto  de 
vista  de  las  operaciones  de  la  guerra  el  territorio  nacional 
ocupado  por  el  adversario. 

1602.  Los  efectos  del  bloqueo  jurídicamente  existente 
son  principalmer.te  hacer  aplicables  &  los  neutrales  reco- 
nocidos como  culpables  de  violación  de  bloqueo,  las  reglas 
del  derecho  Internacional.  Más  adelante  exponemos  cuando 
el  buque  neutral  puede  ser  declarado  culpable,  y  á  qué  pe- 
nas puede  sujetársele. 

Una  de  las  consecuencias  ordinarias  del  bloqueo,  es  la 


en  el  convenio  correspont 
para  hacerlo  cesar,  6  par 
X604.  Vahemos  habla 
tiempo  de  paz  (1),  el  cual  no  alcanza  &  terceros  Estados 
como  fil  bloqueo  en  tiempo  de  guerra.  Ningún  Estado  puede 
imponer  la  ley  á  los  demás,  y  si  los  derechos  de  bloqueo 
están  fundados  únicamente  en  las  necesidades  de  la  guer- 
ra y  en  ios  deberes  de  la  neutralidad,  claro  es  que  sólo  pue- 
den nacer  después  de  la  declaración  de  aquélla.  Puede,  sin 
embargo,  ser  eficaz  el  bloqueo  durante  la  paz,  si  esta  medi- 
da coercitiva  adoptada  por  un  Estado  contra  otro  sin  decla- 
rarle la  guerra,  se  reconoce  como  fundada  en  el  buen  de- 
recho de  los  demás  gobiernos,  y  es  declarada  por  ellos  obli- 
gatoria para  sus  propios  ciudadanos.  De  este  modo  la  pro- 
hibición de  comerciar  emanada  de  varios  Estados  que  co- 
lectivamente hubiesen  decretado  el  bloqueo,  sería  obligato- 
ria para  los  respectivos  subditos,  por  razón  de  la  obligación 
general  que  éstos  tienen  de  obedecer  las  leyes  emanadas 
de  su  Soberano  propio.  No  será,  pues,  por  razón  de  los  prin- 
cipios del  derecho  Internacional  como  nacerá,  en  esta  hipó- 
tesis, la  obligación  de  no  comerciar,  sino  en  virtud  de  los 
principios  de  derecho  público  interior,  que  ligan  los  ciuda- 
danos á  la  soberanía  de  su  propio  país,  y  obligan  á  los 
mismos  á  reconocer  la  ley  que  emana  de  aquélla  y  á  some- 
terse á  las  sanciones  penales  promulgadas  por  la  misma 
para  asegurar  su  respeto. 

El  bloqueo  en  tiempo  de  paz  tendrá,  pues,  un  alcance 
limitado,  y  llevará  consigo  la  interrupción  de  las  comuni- 
caciones marítimas,  sólo  por  parte  de  los  ciudadanos  de  los 
Estados  que  colectivamente  hubiesen  decretado  el  bloqueo, 
ó  de  aquellos  que  con  una  ordenanza  legalmente  promulga- 
da lo  hubieren  impuesto  á  sus  propios  ciudadanos,  autori- 
zando las  sanciones  penales  con  arreglo  al  derecho  inter- 
nacional contra  aquellos  que  contraviniesen  á  lo  dispuesto. 

Esta  podría  ser  una  de  las  medidas  coercitivas  ajenas  á 
la  guerra,  para  asegurar  ei  respeto  al  derecho  internacio- 
nal, que  se  halla  bajo  la  tutela  colectiva  de  los  Estados  ci- 
vilizados. 


(I)    Véase  el  capitulo  ultimo. 


C&PITULO 

SEL  DERECHO  DI 


!  <i05.  IdM  y  fudumnta  dd  danoho  d«  nút 
Dónds  ptitd»  vtriflguM  I»  tíüU.— 16l 

irtoadtna.  — 1600.  PanoD»  qns  pntdui 
«zontMdela  TÍtiU.— ICll.  HododaaJBeiii 
BM  7  pMqniMi.— 1613.  Oañonuo.— 1614 
ows. — ^1615.  DiipAiioioasi  del  Ttglunasto 
i  U  TÍaita  da  h»  tnqoM  en  aonvoj. 

1605.  El  derecho  de  visita  cor 
rantes,  es  uno  de  los  medios  ind 
práctica  por  los  usos  internaclor 
raercio  de  los  neutrales,  dentro 
por  el  derecho  internacional.  I 
de  que  hasta  ahora  nos  hemos  o 
el  beligerante  no  tuviese  modo 
neutrales  no  abusaban  de  su  lib 
ifan  actos  de  hostilidad  (i). 


(1)  BI  dereclioide  visita  eJds  orlgei 
citarlo  se  hallan  en  el  Consalado  del  n. 
atentos  marttimos  de  Francia  y  de  Ing 
alganaa  disposícionos  en  los  tratados  e: 
pero  las  reglas  más  precisas-y  mejor  i 
los  tratados  de  los  siglos  xvii  y  xyiii.  1 
más  importantes  en  qoe  se  especiñcan 
se  hallan  en  el  Tratado  de  los  Pirineos 
paña  el  7  de  Noviembre  de  lfó9.  Vtíaní 
reeho  internacional,  §  2709  y  sig.;  Ha 
marüimo;  Canchy,  Derecho  martíimí 
neutralea.  Todos  los  escritores  están  c 
sidad  de  la  visita,  excepto  unos  pocos  ( 
Moe  se  hallan  Bronemann  y  Meno-Pohl 
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La  visita  es  distinta  de  la  pesquisa,  y  consiste  en  el  exa- 
men de  las  cartas  de  á  bordo,  para  cerciorarse  prima  fade 
de  la  nacionalidad  del  Jbuque  y  de  la  naturaleza,  orígren  y 
destino  de  su  cargamento.  Lo  primero  es  necesario  para 
establecer  el  carácter  jurídico  del  buque;  estoes,  para  ver 
si  es  enemigo  ó  neutral;  lo  segundo,  una  vez  comprobada 
su  neutralidad,  es  necesario  para  asegurarse  que  no  falta 
á  los  deberes  neutrales,  traficando  en  contrabando  de  guer- 
ra, asi  como  también  para  averiguar  si  liay  á  bordo  objetos 
perteneciíntes  al  Estado  enemigo,  que  serían  asimismo  cap- 
turables,  mientras  se  halle  vigente  el  derecho  moderno, 
que  sólo  declara  cubierta  por  la  bandera  neutral  la  propie- 
dad privada  del  enemigo.  La  visita  puede  ser  útil,  además, 
para  saber  si  el  buque  se  dirige  á  un  puerto  bloqueado,  á 
fin  de  vigilarlo,  por  si  á  pesar  del  aviso  rompiese  el  cordón 
de  bloqueo. 

Es  indudable  que  el  derecho  de  visita  es  una  consecuen- 
cia necesaria  de  la  guerra,  que  no  puede  justificarse  con  los 
principios  generales  del  derecho,  que  excluyen  todo  acto 
jurisdiccional  sobre  los  buques  extranjeros  en  alta  mar,  y 
deroga  la  libertad  absoluta  de  navegación  de  los  mismos, 
pe^o  que  debe,  sin  embargo,  admitirse  como  uno  de  los  ma- 
les Inevitables  que  se  derivan  del  estado  de*  guerra,  como 
legitimado  por  las  necesidades  en  que  se  hallan  los  belige- 
rantes de  defenderse  contra  todos  los  de  la  parte  enemiga, 
y  poderlos  conocer,  y  de  impedir  los  actos  de  hostilidad,  áim 
cuando  provengan  de  parte  de  los  neutrales. 

El  derecho  de  visita  es  uno  de  los  derechos  excepciona- 
les que  se  derivan  del  derecho  natural  de  defensa,  y  debe 
admitirse  como  una  necesidad  de  la  guerra,  que  legitima 
ciertas  restricciones  del  derecho  en  tiempo  de  paz.  Toda  la 
dificultad  consiste  en  determinar  jurídicamente  cómo  debe 
ejercitarse  tal  derecho,  á  fin  de  restringirlo  á  los  límites  d^* 


tan  de  acnerdo  en  admitir  este  derecho  y  acerca  de  los  límites  á  qoc 
debe  reducirse  so  ejercicio  para  evitar  los  abasos.  Véase  Calvo,  Ob.  c. 
Ortolan,  Diplomaeia  del  mar,  t.  II»  libro  III,  c.  VII;  Blontschlii  Dere- 
cho internacional;  Perels,  Manual  de  derecho  maritimo,  §  53  y  si- 
guientes; Bulmerincq»  De  las  presas  maritimas;  Boeck,  De  la  propie- 
dad privada  enemiga,  §  708  y  siguientes. 
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las  exigencias  de  la  guerra,  y  sean  menos  dañosos  y  perju- 
<ilciales  posible  para  los  neutrales. 

1606.  Establecemos,  pues,  como  regla,  que  el  derecho 
<Jel  beligerante  es  el  de  visitar  y  revisar  las  cartas  de  á  bor- 
do, y  cuando  no  haya  una  razón  fundada  para  sospechar 
del  carácter  de  la  nave  y  de  la  naturaleza  y  destino  de  su 
cargamento,  debe  dejárselaj  sin  más,  proseguir  libremente 
su  camino.  Sólo  cuando  de  las  cartas  de  &  bordo  resultase 
algún  motivo  de  sospecha  grave  y  fundado,  podrá  el  belige- 
rante hacer  sus  pesquisas  para  comprobar  la  nacionalidad 
de  la  nave  y  asegurarse  que  no  lleva  al  enemigo  contraban- 
do de  guerra.  Debe,  pues;  tenerse  por  regia  que; 

Todo  acto  de  pesquisa  por  parte  de  un  beligerante  que 
detenga  en  alta  mar  un  buque  neutral,  debe  considerarse 
como  un  atentado  á  la  libertad  y  á  la  independencia  del  ter- 
ritorio neutral,  si  no  hay  motivos  de  sospecha  grave  y 
bien  fundada  que  puedan  legitimarla.. 

1607.  Siendo  la  visita  un  acto  de  guerra,  claro  es  que  el 
beligerante  no  puede  ejercitar  este  derecho  sino  en  su  pro- 
pio territorio,  es  decir,  en  sus  puertos,  en  sus  aguas  terri- 
toriales, en  las  aguas  territoriales  del  enemigo,  en  los  ríos 
de  éste,  y  Analmente,  en  alta  mar. 

A  juicio  nuestro,  puede  también  ejercerse  la  visita  en 
las  aguas  de  un  Estado  aliado  en  la  misma  guerra,  sin  que 
para  ello  sea  necesario  el  consentimiento  expreso  ó  tácito 
del  mismo,  que,  según  otros  escritores,es  siempre  indis- 
pensable, y  entre  ellos,  lo  creen  as!  Heffter  y  Gessner.  En 
nuestra  opinión,  el  ser  aliados  en  la  misma  lucha  y  el  In- 
terés de  defenderse  contra  el  enemigo  común,  Justifica  na- 
turalmente los  actos  de  guerra  en  las  respectivas  aguas 
nacionales.  Por  consiguiente,  á  no  ser  que  el  aliado  hubie- 
se prohibido  expresamente  proceder  á  la  visita  en  sus 
aguas  Jurisdiccionales,  deberá  considerarse  ilícito  sujetar 
á  ella  las  naves  encontradas  en  éstas.  Está  prohibido  pro- 
ceder á  la  visita  en  las  aguas  territoriales  de  un  Estado 
neutral,  no  siendo  licito  llevar  &  cabo  acto  alguno  de  hos- 
tilidad en  sus  términos  jurisdiccionales. 

1603.  Las  personas  que  pueden  proceder  á  la  visita  son 
exclusivamente  los  comandantes  de  las  fuerzas  navales. 
Este  derecho  compete,  pues,  á  los  buques  de  guerra  y  aun  á 
tos  corsarios  debidamente  autorizados,  si  el  Estado  no  hu- 
biese renunciado  al  corso. 
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Compréndese  fácilmente,  que  siendo  la  visita  un  derecho 
de  guerra,  sólo  puede  ejercitarse  durante  ésta  para  todos^ 
sus  efectos,  respecto  de  los  buques  neutrales;  puede,  pues, 
comenzar  después  de  la  declaración  de  guerra  en  for- 
ma, y  debe  concluir  en  cuanto  hayan  cesado  las  hostilida- 
des. 

Podrá  ejercerse  igualmente  durante  el  armisticio,  por- 
que, como  ya  hemos  dicho,  éste  no  suspende  la  guerra,-  sino 
únicamente  las  operaciones  militares. 

1609.  Por  lo  que  se  refiere  á  las  formalidades  con  que 
debe  procederse  á  la  visita,  no  hallamos,  en  verdad,  un  re- 
glamento internacional  que  haya  fijado  todos  los  detalles. 
Según  los  usos  observados  desde  remotos  tiempos,  hay, 
sin  embargo,  tal  uniformidad,  que  puede  establecerse,  res- 
pecto de  este  punto,  una  especie  de  derecho  consuetudina- 
rio, que  todos  los  Estados  marítimos  observan  lealmente. 
Estos  usos  se  refieren:  *al  cañonazo  para  invitar  al  buque 
á  detenerse;  á  la  distancia  á  que  puede  aproximarse  la  nave 
que  quiera  proceder  á  la  visita;  al  número  de  las  personas 
que  puede  enviarse  á  bordo,  y  al  examen  de  las  cartas  ó 
documentos.  Creemos  oportuno  referir  estas  formalidades 
con  arreglo  á  las  instrucciones  italianas  dadas  por  el  mi- 
nistro de  Marina  el  20  de  Junio  de  1876,  en  las  que  se  dis- 
pone lo  siguiente: 

«Si  bien  es  verdad  que  el  derecho  de  visita  en  tiempo  de 
guerra  puede  ser  ilimitado  (salvo  lo  que  se  dice  en  el  pár- 
rafo de  la  letra  e),  recomendamos,  sin  embargo,  que  se  ^er- 
cite  sólo  en  los  lugares  y  en  las  circunstancias  que  den  mo- 
tivos fundados  para  creer  que  de  este  ejercicio  puede  resul- 
tar la  confiscación  del  buque  visitado. 
Se  procederá,  pues,  del  siguiente  modo: 

a)  Cuando  hubiese  que  reconcoer  y  visitar  un  buque 
mercante,  se  izará  la  bandera  nacional,  acompañándola 
con  un  cañonazo  de  pólvora  sola,  á  cuya  señal  deberá  res- 
ponder el  buque  izando  su  propia  bandera.  Si  no  obedecie- 
se, deberá  procederse,  en  consecuencia,  según  los  regla- 
mentos de  á  bordo,  hasta  que  lo  verifique; 

bj  Si  el  buque  mercante  se  detuviese  inmediatamente,  t^ 
izase  su  propia  bandera,  se  aproximará  la  nave  de  guerra 
á  la  distancia  que  crea  prudencial,  según  el  estado  de  la 
mar  y  del  tiempo,  6  cualquier  otra  circunstancia  que  na 
sea  posible  prever.  En  esta  contingencia,  recomendamos 


—  455  — 

el  mayor  cuidado,  porque  la  moderación  debe  ir  unida  al 
acto  de  que  se  trata . 

c)  Inmediatamente  que  el  buque  mercante  se  halle  &  la 
conveniente  distancia,  se  enviará  una  lancha  mandada  por 
un  oficial  que,  acompañado  sólo  de  dos  ó  tres  hombres,  su- 
birá ñ.  bordo  y  procederá  á  reconocer  la  nacionalidad  y  la 
clase  del  buque,  y  si  se  dedica  ó  no  á  un  comercio  ilícito, 
esto  es,  si  lleva  artículos  comprendidos  en  el  contrabando 
de  guerra.  Para  esto  exigirá  el  oñcial  que  le  presente  el  ca- 
pitán la  patente  de  nacionalidad,  la  lista  de  la  tripulación, 
la  patente  de  sanidad  del  punto  de  partida,  y  los  documentos 
que  justiflquen  la  clase  de  cargamentoi  y  si  del  examen  de 
éstos  resultase  que  el  buque  no  lleva  contrabando  de  guer- 
ra por  cuenta  ó  con  destino  al  enemigo,  se  dará  por  termi- 
nada la  visita,  y  el  baroo  quedará  en  libertad,  haciendo  la 
respectiva  anotación  en  sus  cartas  de  á  bordo. 

Mas  si  estos  documentos  probasen  la  existencia  de  con- 
trabando de  guerra,  será  capturado  el  buque,  se  le  recoge- 
rán sus  cartas  y  documentos,  y  se  procederá  conrorme  alas 
diaposiciones  de  los  reglamentos  de  &  bordo,  advirtiendo 
que  tampoco  en  este  caso  deberá  mandarse  abrir  las  car- 
lingas ni  otros  escondrijos,  con  el  fin  de  reconocer  si  hay 
otras  cartas  ó  mercancías  sospechosas. 

d)  Entiéndase,  sin  embargo,  que  to  indicado  en  los  pár- 
rafos de  este  articulo  no  altera  en  nada  las  reglas  prescri- 
tas, en  caso  de  que  se  tratase  de  romper  el  bloqueo. 

e)  Deberá  tenerse  presente,  que  si  circunstancias  fortui- 
tas trastornasen  la  linea  de  bloqueo  y  llevasen  los  buques 
á  las  aguas  territoriales  de  un  país  neutral,  deberá  cesar 
allí  el  derecho  de  visita,  según  se  establece  en  el  precedente 
articulo  4.° 

Las  reglas  contenidas  en  la  ordenanza  italiana  resumen 
los  principios  del  derecho  internacional  eu  este  punto.  En 
efecto,  para  mantener  el  ejercicio  del  derecho  de  visita  en 
sus  justos  limites,  es  necesario  conciliar  los  intereses  del 
beligerante  con  el  respeto  &  los  derechos  generales,  á  Igual- 
dad é  independencia  de  jurisdicción  que  corresponden  á 
los  Estados  soberanos.  El  fin  de  la  visita  debe  determinar, 
en  efecto,  la  extensión  del  derecho  y  el  modo  de  ejercitarlo, 
por  lo  cual  tiene  aquélla  doble  objeto,  á  saber:  1."  Recono- 
cer la  nacionalidad  del  buque  encontrado  y  su  dirección; 
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2.*"  En  caso  de  que  se  dirija  &  un  puerto  enemigo  de  quien 
procede  á  la  visita,  asegurarse  que  no  lleva  contrabando  de 
guerra. 

1610.  Es  claro  que  ninguna  visita  podrá  ser  legítima  si 
no  estuviese  justiñcada  por  su  fin;  de  donde  resulta  que,  en 
los  mares  muy  lejanos  del  teatro  de  la  guerra,  y  en  los 
cuales  por  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  no  debe  sur- 
gir sospecha  alguna  de  violación  de  la  neutralidad,  se  ha- 
rá uso  indebido  de  las  facultades  propias,  sujetando  los 
buques  á  la  visita. 

De  las  mismas  premisas  resulta  igualmente  que  no  de- 
ben someterse  á  ella  los  buques  de  guerra  y  démas  que  for- 
men parte  de  la  escuadra  de  un  Estado  neutral,  por  lo  que, 
para  reconocer  su  nacionalidad,  debe  considerarse  suficien- 
te la  palabra  de  honor  del  comandante  de  dichos  buques, 
sin  tratar  de  investigar  si  á  bordo  existe  contrabando,  pues- 
to que  los  buques  de  guerra  tienen  derecho  á  llevar  todas 
las  municiones  que  para  su  uso  crea^i  necesarias.  También 
deberán  estar  exentos  de  la  visita  los  vapores  postales  del 
Estado  neutral,  mandados  por  un  oficial  de  marina  en  eBbti- 
vo  servicio;  pero  esto  sólo  deberá  observarse  con  los  bu- 
ques dedicados  exclusivamente  al  trasporte  de  la  corres- 
pondencia: para  los  que  hiciesen  un  servicio  mixto,  esto 
es,  para  los  que  trasporten  correspondencia  y  mercancías, 
no  parece  que  el  hallarse  á  bordo  un  oficial  de  marina  dé 
base  suficiente  para  que  la  nave  quede  exenta  de  la  visita, 
siendo  asi  que  dicho  oficial  no  seria  naturalmente  el  en- 
cargado del  cargamento,  y  la  visita  podría  ordenarse  para 
conocer  la  naturaleza  de  éste. 

1611.  Otra  regla  que  también  resulta  de  la  naturaleza 
misma  del  derecho  de  visita,  es  la  de  usar  en  el  procedi- 
miento la  posible  moderación  y  omitir  todas  las  formalida- 
des inútiles  y  vejatorias,  así  como  las  que  pu4iesen  poner 
en  peligro  la  nave  que  se  quiere  someter  á  la  visita.  La  mo- 
deración debe  ser  la  regla  general  al  proceder  al  examen  de 
las  cartas  y  demás  documentos  relativos  á  la  expedición  y 
al  cargamento.  El  examen  de  los  documentos  deberá  ha- 
cerse á  bordo  del  buque  visitado,  y  no  obligar  al  capitán  á 
llevarlos  á  bordó  de  la  nave  que  quiere  proceder  á  la  visita. 

El  derecho  de  ésta  en  alta  mar  impone  una  restricción 
considerable  al  principio  de  que  el  mar  es  libre  y  que  nía- 
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gun  soberano  puede  ejercer  actos  de  jurisdicción  sobre  i 
buques  que  por  aquél  navegan.  St  por  las  necesid 
solutas  de  la  guerra  ha  de  admitirse  una  derogaci< 
rechocomuD,  no  debe,  sin  embargo,  extenderse 
de  los  limites  necesarios  este  derecho  especial  atr 
beligerante,  ni  conceder  al  mismo  la  facultad  de  ej 
tos  de  autoridad  y  de  jurisdicción  sobre  los  buqi 
trales  que  encuentre,  ordenando  al  patrón  ó  capitE 
los  documentos  á  bordo  de  la  nave  visitante,  pan 
Darlos.  Es  más  conforme  &.  los  buenos  principios  q 
mandante  envié  un  oñcial  á.  bordo  del  buque  neu 
examinar  las  cartas  de  &  bordo.  Esta  dette  ser  en 
opinión  la  regla  cuando  no  se  haya  convenido  otra 
medio  de  un  tratado,  y  está  conforme  con  *  lo  estif 
el  de  los  Pirineos,  cuyo  art.  17  dispone  que  ael  ex 
las  cartas  sólo  debe  tener  lugar  á  bordo  de  la  naví 
da;  que  estas  cartas  no  pueden  ser  trasladadas,  y 
ningún  pretexto  puede  obligarse  al  capitán,  &  lo 
les  Di  á  los  tripulantes  á,  trasladarse  &  bordo  de  la  ¡ 
quiera  proceder  á  la  vlsitd». 

En  el  examen  de  las  cartas  y  de  su  contenido  ce 
prescindir  en  absoluto  de  todas  las  sutilezas  y  pe( 
para  negar  la  fé  debida  &  tas  mismas,  y  prescindi 
cer  un  examen  minucioso  para  justificar  deduccioi 
cionales,  cuando  no  hubiese  ninguna  razón  fundí 
poner  en  duda  el  carácter  inofensivo  del  buque,  de 
mentó  y  de  su  destino. 

EloHcial  que  procedeá  la  visita  noesunjuezinsti 
debe,  por  tanto,  desmentir  que,  en  todas  las  relacio 
rentes  al  comercio,  ha  de  presidir  la  buena  fé  come 

De  aquí  que,  si  el  examen  de  las  cartas  presenl 
diese  lugar  &  ninguna  observación  j  usta,  resultase 
te  de  la  correspondiente  acta  la  nacionalidad  del 
el  diario  de  á  bordo  mostrase  también  el  puerto  de 
aquel  á  donde  se  dirige,  y  todo  lo  demás  estuviese  ■ 
Qia  con  lo  que  puede  deducirse  de  la  lista  de  trlpul 
los  pasaportes,  de  los  documentos  de  aduana  relí 
eargamento,  del  contrato  de  flete,  de  las  facturas , 
cualquier  otra  indagación  deberá  considerarse  cor 
toria  é  inútil. 

Habremos,  por  consiguiente,  de  establecer  com 
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que  cuando  el  examen  de  las  cartas  no  dé  lugar  prima  fa- 
cía á  ninguna  observación  fundada,  y  el  oficial  que  procede 
á  la  visita  pueda  asegurarse  de  que  los  documentos  presen- 
tados se  refieren  realmente  al  buque  visitado,  debe  autori- 
zarse á  éste  para  continuar  la  navegación  sin  más  mo- 
lestias. 

Cualquier  acto  de  investigación  ó  pesquisa  después  de 
bien  determinadas  la  nacionalidad  del  buque,  la  naturaleza 
del  cargamento  y  su  destino  sin  que  haya  lugar  á  ninguna 
sospecha  racional,  debe  considerarse  como  vejatorio.  Ya 
hemos  dicho  que  compete  al  beligerante  averiguar  la  na- 
cionalidad del  buque,  examinando  las  cartas  y  documentos 
á  bordo,  pues  el  verdadero  objeto  del  derecho  de  visita  son 
dichos  documentos,  por  los  cuales  debe  conocerse  si  el  bu- 
que es  enemigo  ó  neutral,  y  si  siendo  lo  último  puede  ó  no 
ser  tratado  como  enemigo.  El  beligerante  no  puede  exten- 
der su  derecho  hasta  pretender  visitar  la  nave  y  el  carga- 
mento, puesto  que  sería  un  verdadero  acto  de  jurisdicción 
ejercido  en  territorio  neutral,  y  un  atentado  á  la  libertad  de 
navegación  en  alta  mar.  El  derecho  de  visitar  al  buque  ó  el 
cargamento,  sólo  puede  nacer  cuando  existan  serios  y 
graves  motivos  para  dudar  de  la  veracidad  de  los  docu- 
mentos, ó  en  caso  de  faltar  los  relativos  á  la  nacionalidad, 
al  viaje  ó  al  cargamento,  ó  de  alteración  manifiesta  de  las 
cartas  de  á  bordo,  de  encontrar  documentos  duplicados,  y, 
en  general,  cuando  haya  serios  motivos  para  presumir  que 
á  bordo  se  encuentran  objetos  destinados  á  la  guerra. 

Será  un  mT)tivo  fundado  para  dudar  de  la  buena  fé  de  la 
nave  que  ésta  no  obedezca,  deteniéndose  inmediatamente 
después  de  la  invitación  del  crucero,  y  sobre  todo  si  se 
opusiese  á  la  visita. 

1612.  Cuando  llegue  el  caso  de  proceder  á.  la  investigación 
y  &  las  pesquisas,  deb^n  llevarse  &  cabo  con  moderación. 

Según  el  reglamento  italiano  no  es  licito  obligar  á  abrir 
las  carlingas  ni  registrar  todos  los  rincones  y  secretos  con 
el  fin  de  averiguar  si  hay  en  ellos  cartas  ó  mercancías  sos- 
pechosas. La  misma  disposición  hallamos  en  el  reglamento 
dinamarqués  de  16  de  Febrero  de  1864,  el  cual  dice  además 
que  no  debe  examinarse  arbitrariamente  todo  lo  que  se 
halle  esparcido  sobre  cubierta ;  ^agregando  también  que, 
cuando  haya  sospechas  de  que  el  contrabando  de  guerra  ó 


cartas  se  hallen  escondidos  en  cualquier  p 
mandante  mandar  al  patrón  abrir  los  d 
que  recaigan  dichas  sospechas.  No  es  p< 
regias  precisas  respecto  de  este  punto,  y  : 
las  investigaciones  y  requisas  no  hechas  < 
na  fé  y  moderación  deben  considerarse  c( 
arbitrario  é  indebido  de  sus  '.tribuciones. 

1613.  Para  no  poner  en  ratigro  la  nave  i 
sitar,  debe  antes  el  crucepj  advertirle  que  s 
so  ha  de  darse  enarbo)^.ndo  la  bandera  r 
rando  un  cañonazo.  H^cho  esto  debe  parai 
cierta  distancia,  respecto  de  la  cual  no  esli 
tratados  ni  los  reglaiTientos.  En  algunos  di 
distancia  en  el  alc&nce  de  un  canon^  en  otr 
gunos  más,  y  en  varios  la  mitaxl  de  esta  di 
esto  no  parece  oportuno  establecer  reglas  ; 
cunstancias  en  que  se  procede  á.  la  visita,  ( 
y  las  condiciones  del  lugar  pueden  hacer  r; 
ó  menor  aproximación  para  que  no  peltgn 
que  deben  embarcarse  en  la  lancha  para  pi 
ta.  Hoy  sobre  todo  que  el  alcance  da  un  ca 
de  ocho  millas,  llegaría  á,  hacerse  ilusoria 
nave  si  debiera  detenerse  &  más  de  esa  dls 
regla  que  puede  establecerse  en  la  práctlcf 
puladá  entre  los  Estados-Unidos  y  Chile  t 
1832,  esto  es,  la  de  detenerse  á  la  mayor  di 
mita  el  objeto  de  la  visita  y  el  estado  del  m 
Se  reconoce  genemlmente  que  cuand 
guerra  ha  invitado  á  otro  mercante,  que  ei 
mar,  á  pararse  para  someterse  &  la  visita, 
decido  á  la  invitación,  puede  obligarle  &  el) 
Tuerza.  Acostúmbrase,  sin  embargo,  ordin 
parar  un  cañonazo  con  pólvora  sola,  &  ñn 
antes  de  disparar  con  bala. 

J614.  Debemos  examinar  ahora  si  el  p 
gozan  los  buques  de  guerra  de  hallarse  ex 
ta,  puede  extenderse  &  los  buques  mercí 
por  uno  de  aquéllos,  esto  es,  &.  los  que  s( 
munmente  convoyes  de  buques,  6  convoy* 
uso  de  éstos  es  indudablemente  antiquisim 
en  un  principio  la  costumbre  de  escoltar  lo 


uques  de  guerra  para  protegerlos  contra  los  pK 
'a  los  peligros  déla  navegación.  En  el  siglo  xvui 
esta  costumbre  para  exceptuar  &,  los  buques 
le  la  obligación  de  someterse  á  la  visita.  Crtsti- 
i  fué  de  las  primeras  en  recurrir  á  este  expe- 
lues  intentó  Holanda  recabar  este  privilegio 
]ues  de  su  marina  mercante,  pero  Inglaterra, 
pre  de  su  dominación  marítima,  no  quería  ad- 
triccion  al  ejercicio  de  derecho  de  visita,  y  pre- 
3S  convoyes  mercantes  escoltados  por  buques 
ibian  estar  sujetos  ft  la  visita  como  los  demás 
i  nados  al  comercio. 

e  el  lugar  oportuno  para  exponer  las  cuestíO' 
surgido  respecto  de  este  punto  (1).  Una  de  las 
intes  fué  la  suscitada  entre  Inglaterra  y  Dina- 
aflo  ISOO,  cuando  una  escuadra  inglesa  captu- 
mvoy  escoltado  por  un  buque  de  guerra  dina- 
Freja,  que  se  habla  opuesto  á  que  se  sujetasen 
is  buques  por  él  escoltados  (2). 
•eno  de  los  principios,  reconocemos  fundadas 
aducidas  por  el  conde  Bernstorff  para  rechazar 
ones  del  Gobierno  inglés:  «La  visita  ejercida 
irlos  ó  Ins  buques  de  guerra  dé  las  potencias 
respecto  de  los  barcos  neutrales  que  naveguen 
está  fundada  en  el  derecho  de  reconocer  la 
Laminar  las  cartas.  No  se  trata  más  que  de 
íu  neutralidad  y  la  legalidad  dé  su  expedición, 
¡artas  de  &  bordo  están  en  regla,  no  puede  veri- 


033  fueron  las  discusiones  sostenidas  antre  Holanda  y 
,  y  en  1862  entro  Holanda  é  Inglaterra.  La  primera  nen- 
a  de  1780,  no  se  ocupó  de  la  cuestión  de  convoyes;  pero 
tralidad,  en  el  tratado  estipaladoen  16  de  Diciembre 
■ó,  entre  otras,  en  su  art.  3.'  las  sigaieutea  reglas:  «La 

oficial  comandaíite  de  la  nave  ó  naves  de  la  marina  real 
acompañen  el  convoy  de  uno  .ó  mis  buques  mercantes 

bordo  ninguna  mercancía  de  contrabando,  debe  bastar 
risita  í  bordo  de  dicho  buque  y  de  los  que  vayaa  en 
aás  detalles,  véase  Calvo,  Der.  inl.,  g  2742  y  síg. 
Vheaton,  Hittoria  de  lo»  pragreiot  del  derecho  de 
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ílcarse  legtilmeate  ninguna  visita  ulterior,  y  por  conse- 
cuencia, la  autoridad  del  gobierno  en  c"'"  ""■«*"•-  "-  ^ — 
redactado  y  expedido  estos  documento 
potencia  beligerante  la  seguridad  exig 
-blerno  neutral,  mandando  escoltar  los 
de  sus  ciudadanos  por  un  buque  de  gui 
las  potencias  beligerantes  una  garanl 
aún  más  positiva  que  la  que  resulta  de 
que  dicho  buque  va  provisto,  no  ca>>en 
das  ni  sospeclias,  que  serian  tan  injuri 
por  parte  de  los  que  las  hubiesen  conce 
tasen.  Sí  se  admitiese  como  principio  q 
dida  por  un  soberano  no  garantiza  los  1 
píos  subditos  ni  los  exceptúa  de  la  visi 
guerra  ó  corsarios  extranjeros,  seguir 
m&s  formidable  escuadra  no  serla  basi 
buques  conñados  á  su  protección,  de  lai 
sario  m&s  insigniñcante»  (I). 

1615.  En  el  reglamento  italiano  de 
disposición  análoga  relativa  á  los  co 
«No  deberán  visitarse  los  barcos  que  se 
voy  escoltado  por  buques  de  guerra  nei 
á  pedir  al  comandante  de  aquél  una  1 
puestos  bajo  sU  dirección,  con  una  dec 
que  á  bordo  de  aquéllos  no  existe  conti 
por  cuenta  ó  con  destino  al  enemigo.  Si 
diera  suponerse  que  habia  sido  sorprem 
dicho  comandante,  se  le  comunicaran  la 
mo,  el  cual  girará  sólo  la  visita  al  buqi 
el  tratado  entre  los  Estados-unidos  é  li 
siguiente  en  el  articulo  19:  «Queda  convf 
siciones  contenidas  en  el  presente  tratad 
sita  y  al  examen  de  un  buque  sólo  serár 
líos  que  naveguen  sin  convoy,  y  en  el  c 
suficiente  la  declaración  verbal  del  com: 
labra  de  honor,  de  que  las  naves  puesta 
pertenecen  á  la  nación  cuya  bandera  en 


(1)    V^ase  Hartens,  Suecas  causas  célebres 
t.  II,  cansa  5.*. 


vayan  dirigidas  á  un  puerto  enemigo,  con  la  de  que  no  lle- 
van contrabando  de  guerra.» 
1616.    En  nuestra  opinión,  las  reglas  sancionadas  por  el 

— 1.: "aiiario  son  las  más  conformes  con  los  principios 

y  del  derecho.  El  derecho  de  visita  se  funda, 
smos  dicho,  en  el  de  defensa,  y  puede  ejercitar- 
nterese  averiguar  la  nacionalidad  del  buque  y 
z&  de  su  cargamento;  pero  cuando  la  neutrali- 
luques  escoltados  y  laclase  de  su  cargamento 
itestiguadas  por  el  comandante  del  buque  de 
tinado  &  escoltarlas,  no  tiene  razón  de  ser  la 

LSe  hten,  sin  embargo,  que  es  potestativo  en 
no  reglamentar  la  organización  de  los  convo- 
los;  é  imponer  á  los  comandantes  de  los  bu- 
iscolta  el  deber  de  asegurarse  el  carácter  ino- 

cargamento  y  del  destino  de  los  buques  que 
3nvoy,.y  no  aceptarlos  sin  haber  examinado  án- 
lente  los  documentos,  y  comprobado  con  un  de- 
len  de  los  mismos,  que  no  hay  &  bordo  contra- 
ierra.  Para  exceptuar  de  la  visita  los  buques 
i  es  condición  indispensable  un  reglamento 
specto  de  este  servicio.  Esta  exención  puede  pe- 

consideracion  debida  al  Estado  neutral  y  á  sus 
3uya  declaración  formal  debe  por  regla  general 
Itero  crédito. 

mos,  pues,  como  regla  que  los  convoyes  deben 
ís  de  la  visita,  con  tal  que  los  comandantes  de 
le  guerra  que  los  escolten  .hagan  una  formal 

respecto  de  la  nacionalidad  del  buque,  de  la 
y  destino  de  su  cargamento,  y  que  esta  declara- 
%n  bajo  su  palabra  de  honor  cuando  asi  se  les 

i  del  convoy  debe  considerarse  legitima  si  ei 
í  del  buque  de  guerra  se  niega  &  dar  la  declara- 
i,  ó  la  da  de  un  modo  incompleto  ó  no  satis- 
indo  las  circunstancias  sean  tales  que  den  mo- 
para  sospechar  que  el  jefe  del  convoy  abusa  de 
,  6  cuando  haya  razones  fundadas  para  creer 
taberse  sorprendido  la  buena  fé  del  mismo,  ó 
s  barcos  que  van  en  el  convoy  hay  alguno  que 
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pueda  ser  presunto  culpable  de  violación  de  la  neutralidad. 
Cuando  estas  ú'otras  circunstancias  hiciesen  necesaria  la 
visita,  deberá  procederse,  respecto  de  dichos  buques,  como 
si  no  fuesen  escoltados,  llevándose  aquélla  á  cabo  con  todo 
el  rigor  que  se  crea  necesario  dentro  de  los  límites  antes 
establecidos. 

Sería  una  grave  presunción  contra  un  buque  del  convoy 
la  circunstancia  de  que  se  hubiese  unido  á  éste,  sin  que  el 
comandante  se  hubiese  informado  de  ello,  que  se  hallase 
allí  por  azar,  ó  que  hubiese  sustituido  á  otro  que  antes  ve- 
nia en  el  convoy  y  se  habla  separado  del  mismo.  En  caso 
que  debiera  procederse  á  la  visita  debía  confiarse  ésta  al 
mismo  comandante  de  la  escolta,  y  si  scUevase  á  cabo  por 
el  mismo  crucero  no  podría  negarse  al  comandante  del 
convoy  el  derecho  á  enviar  un  oficial  para  asistir  á  la  vi- 
sita. 

Ésta  es  condición  indispensab  le  que  debe  preceder  á  la 
detención  de  la  nave,  y  una  vez  hecha,  incumbe  al  coman- 
dante del  crucero  anotarlo  en  los  libros  de  á  bordo.  Ya  he- 
mos dicUo  que  la  resistencia  á  la  visita  puede  autorizar  el 
empleo  de  la  fuerza;  después  diremos  cuándo  puede  auto- 
rizarse el  secuestro  del  buque. 


Á 


CAPITULO  Vil 

SAMCIOH  JURIDICA'BE  LOS  DERECHOS  DE 

SECUESTRO. V  CAPTURA  BE  LO! 
1617.  Qnn  oósfOiion  qiw  niu  ut  m»terík  i»  f 


1617.  El  derecho  correspondiente 
pedir  cualquier  acto  de  asisteocía  poi 
favor  del  enemigo  de  aquél;  el  deber 
les  de  observar  lealmente  y  de  buena 
clones  que  de  la  neutralidad  se  deriv 
mos  hablado  hasta  ahora,  serian eflm 
necesaria  sanción  y  sin  las  penas  pi 
de  violación.  Debemos,  pues,  examfi 
camente  los  medios  coercitivos  con  qi 
de  obligar  á  los  neutrales  á  observar 
las  penas  para  los  que  violan  la  neut 
dimíento,  y  cuál  el  tribunal  competei 
tenciar. 

La  falta  de  principios  ciertos  y  de 
por  todas  las  potencias  marítimas, 
para  mantener  todavía  la  gran  confuf 
materia,  y  hacer  que  prevalezcan  tale 
timen  los  despojos  verificados  por  los 
de  esc  pretendido  derecho,  denominat 

No  puede  negarse  que  es  al  belif 
atribuirse  el  derecho  de  reprimir  las  ■^ 
traUdad,  sin  lo  cual  sería  su  derecho  c 
ilusorio;  pero  en  materia  de  penas  es  i 
prevalecer  el  principio  de  la  igualdad  ; 
derecho,  para  evitar  las  arbitrariedad 
ees,  que  habiendo  dispuesto  los  gobio 
rltimas  para  apoderarse  de  los  despoJ< 


timar  la  piratería,  lian  extendido  el  derecl;io  de  presa 
captura  á.  los  buques  neutrales  hasta  anular  la  libi 
comercial  de  los  mismos,  proclamando  en  cada  caso  i 
cular  las  reglas  que  mejor  podían  acomodarse  para  Ju 
carel  pretendido  derecho  de  presa.  Es  verdaderament 
plorable  la  incertidurabre  que  reina  en  lajurisprudenci 
tablecida  en  materia  de  presas,  tanto  acerca  de  los  cas 
que  puede  haber  lugar  al  secuestro  cuanto  respecto 
extensión  del  derecho  de  captura.  También  es  gram 
confusión  que  reina  en  cuanto  á  las  pruebas  que  debei 
mitirse  ó  excluirse  en  los  juicios  relativos  á  las  presas 
dría  decirse  que  en  esta  materia  el  común  sentir  de  Is 
tícia  humana  y  los  principios  elementales  del  derecho 
mitivo  han  sido  sacrificados  á  una  sola  idea,  á.  la  de  li 
mar  las  espotíaciones.  En  Inglaterra,  sobre  todo,  hai 
quirido  una  triste  celebridad  publicistas  y  juriscons 
eminentes!,  como  Sir  Marriot,  Jekinson  y  William  Scot! 
la  gran  habilidad  que  han  demostrado  en  sutilizar  los 
ci[dos  del  derecho  en  las  cuestiones  relativas  &  las  pr 
Hase  querido  atribuir  al  beligerante,  no  sólo  el  dei 
de  prevenir  y  de  Impedir  el  mal  que  podría  ser  la  ct 
cuencla  de  la  asistencia  por  parte  del  neutral,  cooflsc 
los  objetos  destinados  al  enemigo  para  hacerlo  más  v 
roso,  sino  también  el  de  castigar  &  los  que  trasporta 
cho3  objetos,  secuestrando  en  su  perjuicio  la  mercancli 
fensiva  y  la  nave  que  la  trasportaba.  El  buque  secues^ 
ha  sido  colocado  en  la  situación  de  un  reo  presunto, 
quedado  sujeto,  por  regla  general,  &  la  captura,  para  1 
¿r  la  cual  no  habla  otro  medio  que  probar  su  in( 
cia,  sin  dejarle  emplear  todos  los  que  pudiera  tener  i 
mano  para  evldenclarsus  razones  ysu  derecho,  sino  ú 
mente  aquellos  de  que  podía  disponer  en  el  momento  ei 
se  veriñcó  el  secuestro,  como  si  el  ñn  del  juicio  no  fu( 
de  establecer  la  verdad,  sino  el  de  hallar  el  modo  de  d 
rar  buena  la  presa.  Por  otra  parte,  la  tarea  de  aplicar  i 
reglas  se  ha  conflado  por  lo  común  &  jueces  nombí 
por  el  mismo  gobierno  interesado  en  hacer  suya  la  p 
los  cuales  han  resuelto  con  frecuencia  las  cuestiones  d 
recho'ínteroaclonal  de  conformidad  con  las  leyes  pátri 
1618.  Para  proceder  con  orden  en  esta  materia,  con 
distinguir,  ante  todo,  lo  concerniente  al  secuestro  < 
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.  nave  de  lo  que  se  refiere  á  la  < 
misma. 

El  secuestro  de  ta  embarca 
cuencla  de  la  visita,  es  por  si 
preparatorio  y  conservador  qu 
toma  de  posesión  de  la  nave  qu 
poderla  someter  al  juicio  del 
averiguar  si  ha  habido  6  no  vi 
aeutralidad,  y  sentenciar  si  pi 
mercancia  secuestrada  y  la  d 
pues,  un  acto  que  en  nada  inflt 
de  la  nave  y  de  los  objetos  secu 
más  que  el  resultado  de  un  juií 
bunal  competente  para  juzgar  e 
cidir,  con  arreglo  á  los  priucípit 
si  el  buque  y  los  objetos  sec 

adjudicados  al  beligerante.  Conviene,  pues,  establecer  ante 
todo  cuáles  son  los  casos  en  que  se  puede  proceder  al  se- 
cuestro de  la  nave,  cuáles  las  formalidades  que  deben 
observarse  para  nevarlo  á  cabo;  examinar  después  los 
casos  en  que  debe  admitirse  que,  existiendo  la  violación  de 
los  deberes  de  la  neutralidad,  puede  legitimarse  la  confisca- 
ción, y  determinar  si  ésta  debe  limitarse  á  la  mercancía 
que  va  &  bordo,  ó  sólo  &  la  nave,  ó  á  la  vez  á  ambas:  fijar 
cuál  debe  ser  el  Tribunal  competente  para  juzgar  en  mate- 
ria de  presas,  la  organización  del  mismo,  la  forma  del  pro- 
cedimiento y  de  la  instrucción  en  los  juicios  en  materia  de 
presas,  de  lo  cual  nos  ocuparemos  en  párrafos  separados . 
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§  I.**— i)e¿  secuestro  de  la  nave. 


(619.  Caaos  «n  ^ue  puede  prooedene  al  seoneetro  de  la  nave.'— 1620.  PrnalMi  de  la 
saemialidad. — 1621.  Seenestro  por  trasporte  de  eontralAiido  de  firnerra.— 1622. 
Be  la  oonÜBiiidad  del  TÍaje,  en  easo  de  trasportar  eontralAndb. — 1623.  Cnes- 
tíon  del  bvqae  Spríagbok. — 1624.  Nuestra  opinión. — 1625.  Seenestro  por  ne* 
^tÍTa  i  someterse  i  la  risita. — 1626.^  Seonestro  por  yiolaoion  de  bloqueo. — 
1627.  Ho  puede  secuestrarse  la  nave  dirigida  al  lugar  bloqueado.— -1628.  Im- 
pugnación de  la  teoría  de  la  continuidad  del  viaje. — 1629.  Formalidades  para 
«jeoutar  el  secuestro. — 1630.  En  qué  casos  puede  echarse  i  pique  la  nave 
secuestrada. — 1631.  Derechos  sobre  las  personas  que  se  bailen  i  bordo. — 1632. 
Eesponsabilidalá  consecuencia  del  secuestro. 


1619.  El  secuestro  de  la  nave  es  por  si  mismo  un  acto 
legítimo,  cuando  reúne  las  dos  condiciones  siguientes: 

1."*  Que  se  verifique  en  las  circunstancias  y  en  los  casos 
i^n  que,  según  el  derecho  internacional,  es  lícito  proceder  al 
secuestro  de  la  nave;  2."*,  que  lo  lleve  á  cabo  quien  para  ello 
esté  autorizado,  con  las  formalidades  legales  establecidas 
por  el  derecho  internacional  y  con  las  convenidas  en  los 
tratados. 

Los  casos  en  que  es  lícito  proceder  al  secuestro  de  los 
tiuques  mercantes  son  los  siguientes: 

1  .^  Cuando  de  la  visita  que  debe  preceder  siempre  al  se- 
<:;uestro  resulte  que  no  están  en  regla  las  cartas  de  á  bordo; 

2."  Cuando  la  visita  y  las  pesquisas  den  por  resultado 
establecer  de  hecho  una  violación  de  ki  neutralidad,  ó  den 
lugar  á  sospechas  fundadas; 

Estas  sospechas  deben  admitirse: 

a)  Cuando  el  buque  tuviese  documentos  duplicados,  ó 
aparentemente  falsos  ó  falsificados; 

b)  Cuando  no  fuese  provisto  de  documentos  ó  resultase 
que  habían  sido  destruidos; 

c)  Si  el  buque  no  hubiese  obedecido  cuando  se  le  hizo  la 
señal  para  que  se  parase,  hubiese  intentado  oponerse,  ó  se 
hubiese  opuesto  á  la  visita; 

d)  Si  el  capitán  se  hubiese  opuesto  á  las  pesquisas  ó  re- 
í]?lstro  de  los  sitios  en  que  se  presumía  que  podían  hallarse 


^ 


cartas  de  6,  bordo  6  contrabaí 
negado  &  abrir  los  armarios, 

3."  Cuando  la  nacionalidac 
ñcado  plenamente; 

4."  Cuando  de  la  visita  ó  d< 
la  nave  detenida  trasportaba 
cuenta  y  con  destino  al  enem 

5."  Cuando  fuese  sorprent 
el  bloqueo; 

6.'  Cuando  el  buque  hubie 
lidades,  estuviese  destinado  é 
tado  de  hacerlo  inmediatamei 
El  buque  deberá  considerE 
trasporte  al  enemigo  tropas, 
ejército,  sea  portador  de  despi 
re  &  defender  un  barco  enemi^u  pci  ac^uiuu. 

1620.  Por  lo  que  se  refiere  á  la  prueba  de  la  nacionalidad, 
recordamos  aquí  lo  dicho  anteriormente  (1),  y  admitimos 
como  regla  que,  respecto  &  la  legitimidad  del  secuestro,  de- 
berá comprobarse  la  nacionalidad  del  buque  con  las  cartas 
existentes  á  bordo,  y  que  todos  los  documentos  habrán  de 
evaluarse  teniendo  en  cuenta  la  ley  nacional  del  buque. 
Después  diremos  lo  que  se  necesita  para  establecer  la 
prueba  de  la  nacionalidad  en  el  juicio  relativo  &  la  confis- 
cación del  buque  secuestrado. 

Las  cartas  de  á  bordo  que  deben  siempre  reconocerse 
con  arreglo  á  los  principios  del  derecho  internacional,  son 
las  siguientes: 

a)  Los  documentos  relativos  á  la  propiedad  del  buque; 

b)  El  contrato  de  flete  del  que  resulte  la  propiedad,  na- 
turaleza y  destino  del  cargamento; 

c)  La  lista  de  la  tripulación  con  indicaciones  acerca  ác 
la  nacionalidad  de  ésta  y  del  patrín  ó  comandante; 

d)  Certificado  de  la  nacionalidad  cuando  no  se  halle 
comprendido  en  la  lista  de  la  tripulación. 

e)  El  diario  de  &  bordo  para  comprobar  el  destino  y  la 
ruta  de  la  nave. 


el)    Véase  laconaolUáePradier-Foderéen  el  asunlo  del  ¿ueaor, 
Lima  1679. 


•r^.. 
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to,  castigar  á  lo^  autores  de  contrabando;  ¿á  qué  conduci- 
ría, pues,  el  secuestro  de  la  embarcación  que  hubiese  ya 
terminado  la  operación  de  desembarcar  el  contrabando? 

Diremos,  por  consiguiente,  que,  á  nuestro  modo  de  ver. 
no  compete  al  beligerante  el  derecho  de  confiscar  la  nave 
contrabandista,  aun  cuando  la  hubiese  secuestrado  hallán- 
dose todavía  á  bordo  los  objetos  de  contrabando,  y  por  lo 
mismo,  el  barco  que  fuese  cargado  con  mercancía  lícita  j* 
mercancía  de  contrabando,  no  debe  estar  sujeto  al  secues- 
tro cuando  la  mayor  parte  del  cargamento  fuese  de  las  pri- 
meras, y  que  en  este  casó  debería  permitirse  al  buque  dete- 
nido entregar  espontáneamente  al  crucero  de  la  parte  beli- 
gerante los  objetos  de  contrabando  y  proseguir  su  viaje  li- 
bremente. 

El  derecho  de  secuestrar  el  buque  cargado  de  contra- 
bando puede  ejercerse,  á  nuestro  modo  de  ver,  cuando  toda 
él  vaya  cargado  de  dichos  objetos,  6  constituyan  éstos  la 
mayor  parte  del  cargamento.  En  el  primer  caso  cabria 
dudar  si  la  nave  se  hallaba  6  no  al  servicio  del  adversario^ 
y  podría,  por  consiguiente,  tratársela  como  enemiga;  en  el 
segundo,  el  secuestro  del  buque  sería  necesario  para  tras- 
portar el  contrabando  á  lugar  seguro. 

Por  otra  parte,  .el  aceptar  estas  reglas  depende  de  ex- 
cluir en  absoluto  de  la  confiscación  la  nave  que  trasporta 
contrabando,  cuya  cuestión  la  trataremos  en  el  párrafo  si- 
guiente; pero  si  se  quisiese  también  admitir  como  licito  el 
secuestro  de  la  nave,  deberla  en  todo  caso  considerarse 
como  ilegitimo  por  sí  mismo  el  secuestro  de  la  nave  que  ya 
hubiese  desembarcado  las  mercancías  prohibidas. 

El  secuestro  por  contrabando  de  guerra  puede  ser  lícito 
por  consiguiente,  cuando  la  nave  sea  cogida  infraganti, 
esto  es,  mientras  viajaba  con  destino  á  un  puerto  enemigo, 
llevando  á  bordo  objetos  de  contrabando  (1). 


(1)  Sobre  la  cuestión  de  la  continuidad  del  viaje,  véase  Travers- 
Twís>  La  teoría  de  la  continuación  del  maje  aplicada  al  contraban- 
do de  guerra,  y  Gessner,  Derechos  de  los  neutrales,  p.  232.  Para  los 
detalles  en  el  asanto  del  Springbók,  véase  Calvo,  §  2475,  y  la  Retisia 
de  derecho  internacional,  1875,  las  sentencias  eñ  e)  negocio  del  Spring* 
bok,  comentadas  por  D.  C.  L.  y  el  Anuario  del  Instituto^  año  1872. 
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era  Nasau,  puerto  neutral  y  de  comercio,  sino  uno  de  los 
puertos  enemigos  bloqueados.  En  estas  circunstancias,  dijo 
el  juez  Chase,  en  nombre  del  Tribunal  Supremo:  «Cuando  el 
destino  final  de  las  mercancías  es  un  puerto  de  uno  de  los 
Estados  beligerantes,  pero  dichas  mercancías  son  traspor- 
tadas, en  primer  lugar,  por  un  buque  neutral  que  ha  parti- 
do de  un  puerto  también  neutral,  y  esto  se  haga  de  buena 
fé  y  sin  intención  fraudulenta  por  parte  del  propietario  del 
buque,  en  lo  concerniente  al  destino  final  del  cargamento, 
puede  ser  secuestrada  la  nave  para  permitir  el  secuestro 
del  contrabando;  pero  no  puede  ser  confiscada  y  declarada 
buena  presa  (1). 

1624,  A  juicio  nuestro,  en  caso  de  trasporte  de  objetos  de 
contrabando,  el  destino  hostil  de  la  mercancía  puede  ser  ra- 
zón suficiente  para  secuestrarla,  á  fin  de  impedir  que  llegue 
al  lugar  á  que  va  dirigida. 

En  efecto,  el  derecho  del  beligerante  es  impedir  que  su 
enemigo  se  haga  más  fuerte,  sirviéndose  de' los  objetos  des- 
tinados al  mismo  para  las  necesidades  de  la  guerra.  Para 
esto,  sólo  es  necesaria  una  cosa,  á  saber,  que  se  pueda  estar 
cierto  y  probar  el  destino  hostil  de  la  mercancía.  No  entende- 
mos, sin  embargo,  por  esto,  que  sea  admisible  la  teoría  de 
la  continuidad  del  viaje,  según  se  ha  entendido  por  los  Tri- 
bunales ingleses  y  americanos,  esto  es,  que  los  viajes  marí- 
timos constituyen  una  unidad  indivisible,  cuando  tengan  el 
mismo  objeto  final  y  puedan  considerarse  como  anillos  de 
la  misma  cadena,  de  modo  que  cada  uno  sea  una  parte 
esencial  de  un  todo  contín  uo ;  teoría  peligrosa ,  sobre  todo 
si  se  quiere  prescindir  de  la  buena  ó  de  la  mala  fé,  y  con- 
siderar únicamente  el  destino  ulterior  como  suficiente  para 
legitimar  la  captura  de  la  mercancía  y  la  culpabilidad  de  la 
nave  que  la  trasporte,  haciendo  prevalecer  las  presuncio- 
nes legales  para  probar  el  destino  final  de  aquélla.  De  este 
modo,  verdaderamente  anormal ,  fu  eren  tendida  la  teoría  del 
viaje  continuo  por  los  Tribunales  de  los '  Estados-Unidos 
enia  cuestión  del  Springbok;  pero  nosotros  la  rechazamos 
en  absoluto  como  contraria  &  los  principios  del  derecho  in- 
ternacional y  del  derecho  penal,  según  más  adelante  de- 


(1)    Véase  el  Anuario  citado,  1882  á  83,  p.  114. 
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mostraremos.  Admitimos,  sin  embargo,  como  licito  el  se- 
cuestro del  contrabando  de  guerra  destinado  al  enemigo, 
aun  durante  el  viaje  al  puerto  neutral ,  en  donde  debe  ser 
trasbordado  para  trasladarlo  al  enemigo,  puesto  que  el  se- 
cuestro en  este  caso  nada  decidiría  acerca  déla  culpabilidad 
del  buque  y  de  la  confiscabilidad  del  mismo,  porque  el  se- 
cuestro sería,  como  ya  hemos  dicho,  un  acto  de  conserva- 
ción, teniendo  aquél  en  este  caso  un  fln  legítimo;  el  de  impe- 
dir que  los  objetos  propios  para  la  guerra  lleguen  al  lugar 
de  su  destino.  Debe,  pues,  bastar  que  éste  sea  hostil,  y  que 
esto  pueda  ser  probado  directa  y  evidentemente,  para  auto- 
rizar al  beligerante  A  verificar  el  secuestro  durante  el  pri- 
mer viaje,  sin  esperar  á  que  los  objetos  sean  trasbordados 
en  el  puerto  neutral  y  vueltos  é,  cargar  con  destino  al  ene- 
migo, para  secuestrarlos  durante  el  segundo  viaje. 

Por  lo  demás,  el  beligerante  que  verifica  el  secuestro  lo 
hace  siempre  por  su  cuenta  y  riesgo ,  y  no  podrá  eximirse 
de  la  obligación  de  reparar  todos  los  daños  que  pueda  traer 
como  consecuencia  su  acto,  si  llevase  á  cabo  un  secuestro 
ilegítimo  ó  sin  causa,  y,  á  nuestro  modo  de  ver,  le  corres- 
ponde á  él  la  prueba  para  legitimarlo,  debiendo  ser  ésta 
siempre  plena  y  directa.  Por  estas  consideraciones  admiti- 
mos como  lícito  el  secuestro  en  el  caso  de  que  se  trata,  por- 
que no  es  decisivo  en  modo  alguno,  siendo  así  que  concier- 
ne al  beligerante  aplicar  las  penas  impuestas  por  el  dere- 
cho internacional  á  la  nave  que  trasporta  contrabando,  res- 
pecto de  la  cual  no  podrán  considerarse  como  anillos  de 
una  cadena  ó  como  una  unidad  compuesta  de  varios  facto- 
res, sino  cuando  el  destino  definitivo  constare  desde  el 
principio  del  viaje,  y  el  traslado  ó  descanso  en  el  puerto 
neutral  intermedio  fuese  escogitado  para  disimular  el  des- 
tino real  al  puerto  enemigo,  de  modo  que  no  pudiese  negar- 
se la  mala  fé. 

Añadimos  además  que,  en  el  caso  de  que  se  trata,  si  el 
capitán  que  de  buena  fé  trasportase  al  puerto  neutral  el 
contrabando,  ofreciese  entregar  al  beligerante  los  objetos 
considerados  como  tal,  y  que  el  mismo  beligerante  señála- 
se como  destinados  al  enemigo,  deberá  ser  autorizado  para 
verificarlo;  pero  si  el  beligerate,  además  de  las  mercancías 
quisiera  también  secuestrar  la  nave  durante  el  primer  via- 
je, serla  siempre  responsable  respecto  de  aquélla,  á  no  ser 
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que  dicho  secuestro  fuese  necesario  para  trasportar  á  lugar 
seguro  el  contrabando,  6  se  pudiese  probar  que  su  destino 
al  puerto  neutral  era  fraudulento  y  simulado^  y  que  hubie- 
se de  ello  fundadas  presunciones  para  declarar  al  baque 
sujeto  á  la  confiscación  y  someterlo  al  juicio  del  Tribunal 
competente.  En  una  palabra,  no  eremos  que  se  pueda  acep- 
tar la  teoría  de  la  continuidad  del  viaje,  bajo  el  aspecto  de 
depender  del  destino  y  del  objeto  final  upa  presunción  legal 
de  culpabilidad^  y  únicamente  lo  aceptamos  en  el  caso  de 
contrabando,  porque  el  secuestro  tiene  por  objeto  impedir 
que  aquél  llegue  á  poder  del  enemigo. 

El  secuestro  por  trasporte  de  contrabando  puede  llevar- 
se á  cabo  contra  cualquier  buque  mercante,  sea  nacionaJ, 
neutral  6  enemigo. 

Finalmente,  respecto  de  la  cantidad  de  mercancías  de 
contrabando  que  puede  legitimar  el  secuestro,  debemos 
advertir  que  no  estando  prohibido  á  los  buques  mercantes 
llevar  á  bordo  las  armas  y  municiones  necesarias  para  la 
defensa  del  buque  y  de  la  tripulación,  no  puede  legitimar 
secuestro  alguno  el  hallazgo  de  una  pequeña  cantidad  de 
este  contrabando,  en  proporción  á  las  necesidades  de  la  de- 
fensa. 

1625.  En  nuestra  opinión,  caso  de  negarse  á  someterse 
á  la  visita,  sólo  debe  admitirse  el  secuestro  en  la  hipótesis 
de  que  la  nave  haya  empleado  la  fuerza  al  oponerse,  pues 
entonces  habría  cometido  actos  de  hostilidad  manifiesta,  y 
si  entre  dicha  nave  y  el  crucero  se  hubiese  empeñado  una 
especie  de  combate,  el  uno  por  obligarlo  y  la  otra  por  opo- 
nerse, la  nave  que  así  hubiese  procedido,  podría  ser  trata- 
da como  enemiga;  pero  el  simple  hecho  de  no  haberse  so- 
metido á  la  intimación  y  de  haber  emprendido  la  fuga,  pue- 
de sin  duda  legitimarla  persecución  y  autorizar  al  crucero 
á  emplear  la  fuerza  para  obligarla  á  pararse,  empleando 
contra  ella  primeramente  el  cañonazo  con  pólvora  sola  ó  á 
bala  perdida,  para  intimidarla,  y  después  todo  medio  de 
ataque;  mas  cuando  se  hubiese  detenido,  y  de  las  cartas  y 
documentos  de  á  bordo  resultase  claramente  y  sin  equívo- 
cos su  nacionalidad  y  lo  inofensivo  de  su  cargamento,  el 
secuestrarla  por  la  simple  tentativa  de  sustraerse  &  la  vi- 
sita sería  contrario  á  todo  principio  de  justicia. 

¿Cómo  legitimar  en  esta  hipótesis  el  secuestro?  ¿Tiene 
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acaso  el  beligerante  la  alta  jurisdicción  sobre  los  buques 
que  encuentre,  no  sólo  para  obligarlos  á  observar  sus  ór- 
denes, sino  también  para  castigarlos  si  no  las  respetan?  Todo 
el  derecho  que  le  compete  se  deriva  del  derecho  de  defen- 
sa. No  puede  castigar,  porque  no  tiene  jurisdicción  sobre 
las  personas;  por  loque,  cuando  de  las  circunstancias  re- 
sulte la  inocencia  de  la  nave,  y  de  las  investigaciones  y 
pesquisas,  legitimadas  por  la  fuga,  no  pueda  deducirse 
sospecha  alguna  seria  para  impugnar  la  fuerza  probatoria 
de  sus  documentos,  será  ilegítimo  y  no  tendrá  excusa  el  se- 
cuestro. 

1626.  Pasemos  ahora  á  averiguar  cuándo  acontece  el 
caso  de  proceder  al  secuestro  por  violación  de  bloqueo . 

En  las  instrucciones  italianas,  se  dispone  respecto  de 
este  punto  lo  siguiente:  «La  violación  del  bloqueo  resulta, 
tanto  de  la  tentativa  para  penetar  en  el  lugar  bloqueado, 
cuanto  de  lo  hecho  para  salir  de  él  después  de  la  procla- 
mación del  bloqueo,  á  no  ser  que  en  este  último  caso  se 
trate  de  buques  en  lastre,  ó  con  cargamento  tomado  antes 
del  bloqueo,  ó  dentro  del  término  fijado  por  el  jefe  de  la  es- 
cuadra bloqueante,  término  que  deberá  ser  suficiente  para 
proteger  la  navegación  y  el  comercio  de  buena  fé. 

«Art.  7.**  El  bloqueo  no  debe  ser  jurídicamente  conocido 
por  un  barco  que  se  dirija  hacia  el  puerto  bloqueado,  sino 
después  de  haberse  inscrito  en  sus  cartas  de  á  bordo  la 
notificación  especial  por  uno  de  los  buques  de  guerra  allí 
estacionados.» 

Según  el  proyecto  de  reglamento  en  materia  de  presas, 
del  Instituto  internacional,  debe  establecerse  la  siguiente 
regla: 

«  §  48.  Todo  buque  mercante  podrá  ser  secuestrado  por 
violación  de  bloqueo,  cuando  sin  poder  probar  que  ignoraba 
el  estado  en  que  se  hallaba  el  puerto,  hubiese  intentado  pe- 
netrar en  él  por  la  fuerza  ó  por  la  astucia,  atravesando  la 
linea  de  bloqueo ,  especialmente  si  después  de  haberlo 
vuelto  una  vez,  hubiese  intentado  de  nuevo  penetrar  en  el 
mismo  puerto  bloqueado.» 

Según  esta  regla,  no  se  fija  como  máxima  invariable  que 
la  notificación  especial  sea  condición  indispensable  para 
establecer  la  violación  del  bloqueo,  como  lo  es,  según  el  re- 
glamento italiano.  El  conocimiento  del  bloqueo  se  conside- 
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ra  suñciente  para  que  exista  la  violación  cuando  se  haya 
intentado  atravesar  la  línea  del  bloqueo,  y  sólo  se  exige  la 
notificación  especial  cuando  se  prueba  que  el  buque  mer- 
cante que  se  aproxima  al  puerto  bloqueado  no  ha  tenido 
conocimiento  del  bloqueo  declarado  y  efectivo. 

Salvando  el  respeto  debido  A  los  eminentes  publicistas 
que  han  compilado  dicho  proyecto  de  reglamento,  creemos 
hallar  en  la  regla,  tal  y  como  se  ha  redactado,  cierta  in- 
determinación que  podría  conducir  á.  sustituir  la  notifica- 
ción diplomática  á  la  especial,  y  hacer  dudosa  la  prueba  de 
la  efectividad  del  bloqueo,  siendo  así  que,  en  nuestro  sentir, 
la  notificación  especial  es,  como  ya  hemos  dicho,  condi- 
ción indispensable  para  la  existencia  jurídica  del  bloqueo,  y 
para  establecer  que  este  es  efectivo,  lo  cual  no  podría  presu- 
mirse si  el  buque  hubiese  podido  pasar  libremente  sin  ser 
invitado  á  alejarse  del  puerto  bloqueado. 

Se  impone  además  la  obligación  de  la  prueba  á  la  nave 
acusada  de  la  violación,  lo  cual  equivale  á  presumir  que  no 
podía  ignorar  la  existencia  del  bloqueo  á  no  probar  lo  con- 
trario; pero  ya  hemos  dicho  que  el  buque  tiene  derecho, 
aun  teniendo  conocimiento  del  bloqueo,  á  convencerse  de 
que  éste  es  efectivo,  y  que  no  puede  admitirse  que  la  entrada 
ó  la  salida  delpuerto  bloqueado  se  impida  mediante  un  nú- 
mero suficiente  de  buques  de  guerra  estacionados  de  un 
modo  permanente  formando  el  cordón  del  bloqueo,  si  la  no- 
tificación especial  no  se  hace  por  uno  de  dichos  buques  á 
aquel  que  se  aproxime  para  atravesar  la  línea.  No  pode- 
mos, pues,  admitir  comomáxima  la  violación  del  bloqueo 
efectivo,  sino  cuando  medie  tentativa  de  entrada  6  salida, 
atravesando  la  línea  después  de  hecha  la  notificación  espe- 
cial de  la  existencia  del  bloqueo. 

Solamente  en  ún  caso  puede  admitirse  violación  de  blo- 
queo sin  la  notificación  especial  inscrita  en  las  cartas  de  & 
bordo,  &  saber,  cuando  dicha  notificación  no  haya  podido 
hacerse  regularmente  por  haber  intentado  la  nave  atrave- 
sar el  cordón  fraudulentamente  ó  por  la  astucia;  pero  en 
este  caso  sucedería  que  el  buque  sería  cogido  mientras 
atravesaba  por  la  fuerza  ó  la  astucia  el  cordón  de  bloqueo, 
y  la  prueba  plena  del  fraude  deberla  competir  al  jefe  de  la 
escuadra  bloqueante.  Ahora  bien;  cuando  se  hubiese  pro- 
bado el  fraude,  y  la  nave  no  pudiese  probar  claramente  y 
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Sin  equívocos  que  ignoraba  el  estado  en  que  se  hallaba  el 
puerto,  la  violación,  que  legitimaría  el  secuestro,  se  deri- 
varla del  hecho  fraudulento  de  la  nave  que  empleó  subter- 
fugios para  impedir  que  se  le  hiciese  la  notificación  espe- 
cial, atravesando  la  línea  de  bloqueo  que  ella  no  descono- 
cía, burlando  la  vigilancia  del  jefe,  y  eludiendo  la  notifica- 
ción correspondiente.  El  fraude  debe  presumirse  siempre 
que  la  nave  atraviese  la  línea  de  bloqueo  sin  cuidarse  de 
responder  k  las  señales  con  que  la  invitan  á  detenerse. 

Reconocemos  que  la  regla  propuesta  por  el  Instituto 
puede  interpretarse  en  la  misma  forma  que  nosotros  indi- 
camos; pero  habría  sido  mejor,  para  evitar  todo  equívoco, 
establecer  que  la  notificación  especial  es  absolutamente 
necesaria,  salvo  el  caso  en  que  el  buque  hubiese  impedido, 
apelando  á  la  fuerza  ó  al  fraude,  que  dicha  notificación  se 
llevase  á  cabo. 

Las  graves  consecuencias  que  pueden  derivarse  del  se- 
cuestro por  la  violación  de  bloqueo,  que  legitima,  en  último 
término,  la  confiscación  de  la  nave  secuestrada,  hacen  ne- 
cesario consignar  sin  equívocos  cuándo  existe  ó  no  viola- 
ción de  bloqueo. 

Para  constituir  esta  violación  son  indispensables  dos 
extremos:  la  intención  de  atravesar  la  línea  conociendo  la 
prohibición,  y  los  actos  realizados  para  verificarlo.  Aun 
cuando  las  presunciones  sean  bien  fundadas,  no  deberán 
bastar  en  esta  materia,  y  para  evitar  toda  arbitrariedad,  no 
hay  más  medio  que  la  notificación  especial  que  impide 
todo  error  respecto  de  las  intenciones;  en  cuanto  á  los  ac- 
tos de  ejecución,  no  puede  admitirse  que  en  ellos  exista  vio- 
lación, ni  proceda  el  secuestro  legítimo  de  la  nave  cuando 
haya  un  comienzo  inequívoco  de  ejecución  para  traspasar 
el  cordón  del  bloqueo. 

1627.  El  simple  hecho  de  dirigirse  un  buque  de  comercio 
á  un  punto  bloqueado,  ó  de  estar  fletado  con  destino  á  aquel 
puerto,  no  puede  justificar  el  secuestro  por  violación  de 
bloqueo.  Aun  cuando  la  intención  de  violarlo  pudiera  pro- 
barse de  un  modo  inequívoco,  no  bastarla  esto  para  legiti- 
mar el  secuestro  de  la  nave,  si  ésta  no  hubiese  llevado  & 
cabo  actos  que  fuesen  un  principio  de  ejecución  evidente. 

Podría  contestarse  que  un  barco  que,  conociendo  la  exis- 
tencia de  un  bloqueo  declarado  y  efectivo,  se  dirige  al  puer- 
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to  bloqueado,  comete  actos  inequívocos  de  traducir  ea  he- 
chos su  intención  de  violar  el  bloqueo,  y  puede  por  esta 
razón  ser  sscuestrado .  Esta  ha  sido  verdaderamente  la 
teoría  sostenida  por  el  Gobierno  inglés  y  por  el  de  los  Esta- 
dos-Unidos, qué  han  considerado  suficiente  el  hecho  de  em- 
prender un  viaje  con  la  intención  de  romper  el  bloqueo,  por 
reconocer  en  este  hecho  un  principio  de  ejecución  para  lle- 
var á  cabo  dicha  violación.  En  realidad,  sí  se  admitiese 
que  podía  bastar  la  notificación  diplomática  del  bloqueo., 
podría  decirse  que,  cuando  la  intención  de  violarlo  fuese 
evidente,  y  la  resolución  quisiera  realizarse  dirigiéndose 
con  el  buque  cargado  de  mercancías  hacia  el  puerto  blo- 
queado, no  serla  necesaria  otra  cosa  para  secuestrar  la  na- 
ve, porque  no  faltaría  en  este  caso  el  principio  de  ejecución, 
el  cual  resultaría  del  destino  del  buque.  Itero  si,  como  ya 
hemos  dicho  varias  veces,  es  condición  sirte  qua\non  para 
hacer  el  bloqueo  obligatorio  la  de  notificar  á  las  naves  que 
se  aproximen  al  lugar  bloqueado  la  orden  de  no  pasar  la 
línea,  claro  es  que  la  nave  que  se  dirige  hacia  el  puerto  no 
traduce  en  actos  su  intención  de  delinquir,  porque  ésta  sólo 
existe  cuando  se  haya  notificado  la  prohibición  antes  men- 
cionada; por  consiguiente,  sólo  los  actos  de  ejecución  pos- 
teriores á  dicha  orden  son  los  que  pueden  hacer  responsa- 
ble á  la  nave  de  la  violación  de  que  se  trata  y  legitimar  en 
su  consecuencia  el  secuestro. 

1628.  Los  Tribunales  ingleses  yamericanos  han  admiti- 
do una  teoría  aún  más  peligrosa  en  materia  de  bloqueo,  á 
saber:  que  una  nave  que  emprende  un  viaje  con  destino  á 
un  puerto  neutral  no  bloqueado,  pero  con  la  intención  de 
trasbordar  allí  sus  mercancías  para  trasportarlas  á  un 
puerto  bloqueado,  puede  ser  secuestrada  por  violación  de 
bloqueo,  en  virtud  del  principio  de  la  unidad  del  viaje;  pero 
esta  es  la  más  injustificable  y  peligrosa  aplicación  de  la 
teoría  de  la  unidad  del  viaje  continuado,  y  conduce  á  las 
más  absurdas  consecuencias. 

En  efecto,  siendo  una  de  las  condiciones  indispensables 
para  que  la  violación  exista  el  haber  la  nave  forzado  ó  in- 
tentado forzar  el  bloqueo  atravesando  el  cordón,  dichos  tri- 
bunales han  considerado  suficiente  la  intención  para  dar 
por  cometida  la  «violación.  De  este  modo  resolvieron  los 
Tribunales  americanos  la  famosa  cuestión  del  Springbok, 
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1629.  Pasemos  ahora  &  oc 
que  deben  observarse  en  el  in 
secuestro  y  después  de  realiz 
El  secuestro  es  un  acto  de 
beligerante;  debe,  por  tanto, 
responsabilidad,  en  el  sentld< 
como  improcedente,  esto  es,  i 


del  dqrecho  internacional  que  pueden  legitimarlo,  el  Gobier- 
no en  cuyo  nombre  se  hubiese  veriflcado  el  secuestro,  es- 
'ia  obligado  á  la  indemnización  de  todos  los  daQos  que 
diera  ocasionar  su  procedimiento  arbitrario,  según  se  re- 
nocerla  y  consignaría  por  el  Tribunal  competente.  Es, 
es,  evidente  la  necesidad  de  establecer  las  circunstancias 
que  se  hubiese  veriflcado  el  suceso  para  decidir  con 
reglo  &  ellas  la  cuestión  de  responsabilidad  en  caso  de 
e  surgiere. 

El  hecho  principal  en  estos  casos  es  el  acta  del  secues- 
>,  del  estado  de  la  nave  y  del  cargamento  en  el  día  y  hora 
queseveríñcó  la  detención,  de  la  latitud  y  longitud  en 
e  tuvo  lugar  aquélla,  y  las  circunstancias  que  la  moti- 
pon. 

El  comandante  del  crucero  debe  sellaE  ante  todo  los  do- 
mentos  y  las  cartas  de  á  borbo,  después  de  hecho  su  ín- 
ntario  suscrito  por  él  y  por  el  patrón  de  la  nave  secues- 
ida,el  cual  tendríi  también  derecho  á  estampar  sus  sellos, 
ibera  además  redactar  el  inventario  de  la  nave  y  del  car- 
mento,  hacer  una  lista  de  las  personas  que  se  hallen  & 
rdo,  y  cerrar,  antes  de  hacer  el  Inventario,  todos  los  ar- 
arlos y  departamentos,  poniéndoles  sus  respectivos  se- 
s. 

Siendo  este  acta  el  documento  decisivo  para  determinar 
;  circunstancias  que  motivaron  el  secuestro  y  las  del  pro- 
jimiento,  debe  considerarse  hecha  en  interés  del  secues- 
tnte  ydel  secuestrado,  debiendo,  porconslguiente,  exten- 
rse  de  común  acuerdo;  y  en  caso  de  disentimiento,  no 
drá  el  comandante  del  crucero  negarse  &  insertar  en  elacta 
circunstancia  de  hacho  que  el  patrón  exija,  ni  á.  observar 
}  mayores  formaUdades  legales  en  el  acto  de  inventariBr, 
llar,  etc.,  &un  cuando  las  considerase  completamen- 
inüliles. 

Terminada  el  acta  y  suscrita  por  ambos,  corresponde  al 
mandante  del  buque  de  guerra  velar,  hasta  donde  sea  po- 
3le,  por  la  conservación  de  la  nave  secuestrada  y  de  su 
rgamento,  sin  variar,  consumir,  ni  distraer  nada,  á  no 
brevenir  urgentes  necesidades.  Pero  si  el  cargamento 
nsistiése  en  cosas  fáciles  de  averiarse,  ó  si  ya  lo  estuvie- 
n,  podria  el  «comandante  tomar  las  providencias  más  coo- 
nientcs  para  la  conservación  de  las  mismas  cosas,  aun- 


los  pueblos  civilizados,  ni  entendemos  que  las  exigencias 
de  la  guerra  puedan  justíñcarlo. 

Hemos  repetido  muchas  veces  qUe  la  confiscación  de  los 
buques  mercantes  no  puede  influir  de  un  modo  decisivo  en 
los  fines  de  la  guerra,  y  si,  como  después  diremos,  puede 
ser  licito  en  un  caso  excepcional  confiscar  la  nave  neutral 
secuestrada,  debe  notarse  que  son  muy  raros  los  casos  en 
que  la  confiscación  puede  legalizarse,  y  que  nunca  podrá 
serlo  hasta  después  de  celebrado  el  juicio  y  pronunciada  la 
sentencia  por  el  Tribunal  competente. 

El  comandante  del  crucero  que  verifique  un  secuestro, 
no  puede  hacer  suyo  el  buque,  sólo  por  haberlo  secuestra- 
do; ¿cómo,  pues,  ha  de  tener  derecho  á  quemarlo  Ó  echarlo 
á  pique,  siempre  que  lo  secuestrase  y  concurriesen  las 
condiciones  enumeradas  en  el  citado  reglamento?  fSeria 
acaso  juez  él  mismo?  ¿Podría,  por  ventura,  ejecutar  la 
sentencia  declarando  culpable  la  nave  y  quemarla  por  la 
sola  razón  de  estar  demasiado  lejano  el  puerto  donde  debía 
conducirla  para  ponerla  en  lugar  seguro?  ¿Es  necesario 
esto  por  las  exigencias  de  la  guerra,  siendo  asi  que  el 
buque  de  comercio  apenas  si  puedj  utilizarse  para  este 
objeto? 

Ajuicio  nuestro,  es  excesivamente  rigurosa  la  disposi- 
ción consignada  en  el  §  50  del  reglamento  de  presas  proyec- 
tado por  el  Institutode  derecho  internacional.  Admitimos  el 
derecho  de  destruir  ó  quemar  toda  la  mercancía  de  contra- 
bando, porque  esto  interesa  á  los  fines  de  la  guerra,  para 
impedir  que  dichos  objetos  lleguen  al  lugar  de  su  destinoj 
aumente  la  fuerza  del  enemigo  y  que  pueda  echar  ¿pi- 
que un  buque  cargado  por  completo  ó  en  su  mayor  parte  de 
contrabando,  porque  asi  lo  impongan  las  exigencias  déla 
guerra,  y  que  pueda  hacerse  siempte  que  haya  peligro  de 
perder  la  presa;  pero  en  cualquier  otro  caso  creemos  que 
el  comandante  deberla  abandonar  la  nave  después  de  ha- 
berla descargado  de  todos  los  objetos  sometidos  al  secues- 
tro, y  haberlos  arrojado  al  mar  si  no  pudiese  trasportarlos, 
conservando  el  acta,  todos  los  papeles  de  &  bordo,  y  cuan- 
to pueda  interesar  para  la  investigación  oficial  que  hada 
decidir  acerca  de  la  legalidad  del  acto. 

Cuando  esto  no  pueda  hacerse,  deberá  la  nave  secuestra- 
da ser  conducida  al  puerto  más  inmediato  del  Estado,  don- 
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comandante  hubiese  verificado  un  secuestro  sin  causa  i 
comprendiendo  en  éste  lo  que  no  debía  comprenderse,  ó  vio- 
lado indebidamente  los  derechos  de,  los  interesados,  no  ob- 
servando convenientemente  su  deber  acerca  de  la  conser- 
vación y  custodia  del  buque  y  de  los  objetos  secuestrados, 
ó  si  en  el  ejercicio  de  su  poder  hubiese  procedido  indebida- 
mente bajo  cualquier  aspecto,  de  todas  las  consecuencias 
que  pudieran  derivarse  del  uso  arbitrario  é  ilegal  de  sus 
atrrtíúciones,  estarla  obligado  á  responder  su  gobierno, 
puesto  que,  como  hemos  dicho,  del  secuestro,  como  actodf 
soberanía,  sólo  el  jefe  del  Estado"  puede  asumir  la  respon- 
sabilidad internacional  que  resultare. 

Por  lo  demás,  estas  cosas  deben  debatirse  ante  el  Tri- 
bunal competente  para  juzgar  acerca  de  la  legitimidad  \ 
validez  del  secuestro,  y  para  sentenciar  la  confiscación  df 
la  mercancía  ó  de  la  nave  secuestrada  en  beneficio  del  beli- 
gerante. Corresponde,  pues,  á  dicho  Tribunal  resolver  e:. 
juicio  contradictorio  acerca  de  las  razones  que  legitiman  c\ 
secuestro,  y  sentenciar  respecto  de  los  daños  y  de  la  óblig? 
clon  de  indemnizarlos. 
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ambas,  á  pesar  de  que  cada  cual  se  refiere  á  puntos  diver- 
sos, esto  es,  la  primera  á  decidir  acerca  de  los  daños  y  de 
los  gastos  que  son  consecuencia  de  un  secuestro  ilegal,  in- 
justo é  inmotivado;  la  segunda  á  decidir  relativamente  á  la 
adjudicación  de  las  cosas  secuestradas  y  á  la  expropiación 
de  las  mismas. 

Para  que  los  derechos  de  la  guerra  se  mantengan  en  los 
limites  de  la  justicia  y  del  derecho,  no  basta  garanti2raLr  las 
personas  de  la  parte  neutral,  sino  que  debe  además  pro- 
teger otro  derecho  aun  más  sagrado,  el  derecho  de  propie- 
dad, y  Qjar  con  reglas  ciertas  é  inequívocas  en  qué  casos 
puede  el  neutral  ser  privado  de  ella. 

1634.  Esta  cuestión  no  puede  decidirse  con  arreglo  alas 
prescripciones  legales  de  los  Estados  beligerantes  en  ma- 
teria de  presas,  puesto  que,  no  teniendo  soberanía  ni  juris- 
dicción respecto  de  los  Estados  neutrales,  no  pueden  dic- 
tarles la  ley  ni  imponerles  sanciones  penales;  por  lo  que, 
cuando  haya  que  admitir  la  confiscación,  no  puede  lle- 
varse á  cabo  como  una  consecuencia  civil  de  la  ley  inte- 
rior  de  cada  país,  sino  del  derecho  internacional  vigente 
durante  la  guerra,  el  cual  puede  atribuir  al  beligerante  la 
facultad  de  apropiarse  las  cosas  en  virtud  de  aquel  de- 
recho. 

Es,  pues,  evidente  que  mientras  no  se  estipule  un  regla- 
mento internacional  en  materia  de  secuestro  y  de  presas 
durante  la  guerra  marítima,  no  estará  suficientemente  ga- 
rantida ni  será  bastante  respetada  la  inviolabilidad  de  la 
propiedad  y  de  los  derechos  de  aquellos  que  no  toman  par- 
to en  la  guerra,  y  mucho  más  si  se  tiene  en  cuenta  que  las 
máximas  establecidas  en  la  jurisprjidencia  relativas  á  las 
presas  contribuyen  más  bien  á  aumentar  la  confusión  en 
esta  materia,  que  á  evitarla,  porque  son  el  eco  de  la  teoría 
predominante  en  cada  país .  La  cuestión  de  la  confiscación 
de  las  presas  es  una  verdadera  cuestión  internacional, 
puesto  que  no  se  ventila  entre  el  gobierno  secuestrante  y  el 
particular  secuestrado,  sino  entre  los  dos  gobiernos.  Los 
derechos  y  deberes  de  la  neutralidad  son,  en  efecto,  dere- 
chos y  deberes  públicos  que  corresponden  á  todos  aquellos 
que  son  ciudadanos  del  Estado  que  haya  proclamado  la 
neutralidad,  y  como  tales,  están  bajo  la  tutela  de  cada  sobe- 
ranía y  del  derecho  internacional.  Los  derechos  de  guerra 
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Tomemos,  por  ejemplo,  la  confiscación  por  causa  de 
contrabando.  Se  admite  generalmente  el  derecho  de  captu- 
rar la  nave  cargada  de  contrabando  de  guerra,  y  cada  re- 
glamento enumera  los  objetos  de  contrabando  con  mayor  ó 
menor  extensión,  según  el  criterio  ó  los  intereses  del  go- 
bierno q\ie  lo  dicta. 

Respecto  de  la  nave  que  trasporta  contrabando  de  guer- 
ra y  mercancías  que  no  lo  son,  hallamos  que,  según  el  re- 
glamento ruso  de  1869,  no  puede  aquélla  confiscarse  cuan- 
do el  patrón  haya  declarado  voluntaria  y  espontáneamente 
el  contrabando  (§  76);  pero  si  dicho  patrón  no  hubiese 
hecho  esta  declaración  voluntaria,  podrá  ser  secuestrado 
el  buque,  á  no  ser  que  el  capitán  pruebe  que  ignoraba  la 
existencia  de  dicho  contrabando  á  bordo.  Y  notemos  que  la 
existencia  de  la  confiscación  de  la  nave  puede  aplicarse  aun 
cuando  sólo  una  pequeña  parte  de  la  mercancía  fuese  con- 
trabando de  guerra;  no  existiendo  en  el  reglamento  nada 
concreto  respecto  de  este  punto. 

Al  contrario,  en  el  reglamento  austríaco  de  2  de  Julio 
de  1866,  sólo  se  admite  la  confiscación  de  la  nave  que 
lleve  contrabando  de  guerra,  cuando  dicho  contrabando 
sea  muy  considerable  en  proporción  al  resto  del  carga- 
mento. 

El  Código  italiano  de  la  marina  mercante,  dispone  en 
su  art.  215,  que  cuando  un  buque  neutral  vaya  cargado,  en 
todo  ó  en  parte,  de  géneros  que  constituyan  contrabando  de 
guerra,  dirigidos  á  un  país  enemigo,  podrán  confiscarse  la 
nave  y  la  mercancía  de  contrabando,  dejando  las  restantes 
á  disposición  de  los  propietarios. 

No  entrando  en  más  detalles,  diremos  sólo  que  los  di- 
versos reglamentos  en  materia  de  presas  los  ha  reprodu- 
cido Bulmerincq  en  su  notable  é  interesante  relación  presen- 
tada al  Instituto  de  derecho  internacional,  para  la  compila- 
ción del  proyecto  de  reglamento  para  las  presas  marítimas. 
El  citado  escritor  evidencia  la  necesidad  de  una  radical  re- 
forma en  esta  materia,  estando  nosotros  completamente  de 
acuerdo  con  él  en  el  deseo  expresado  de  que  «los  Estados 
marítimos  procuren  entenderse  para  establecer  un  regla- 
mento internacional  de  presas  que  reemplace  á  los  diferen- 
tes reglamentos  actuales ,  y  que  la  Incertidumbre  actual 
del  derecho  de  guerra  marítima,  que  los  Estados  ya  deplora- 
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cioa  trasportar  á  un  enemigo  ciertos  objetos,  sé  declara 
confiscable  la  nave  neutral  secuestrada,  cuando  lleve  á 
bordo  los  objetos  que  por  una  ordenanza  publicada  al  prin- 
cipio de  la  guerra  hayan  sido  declarados  contrabando. 

No  sabemos  en  verdad  con  qué  tttulo'puede  justificarse 
este  grave  atentado  al  derecho  inviolable  de  la  propiedad  de 
un  ciudadano  extranjero  que  debe  hallarse  protegido  por 
la  soberanía  del  Estado  á  que  pertenece.  No  puede  ser  con 
el  título  de  pena,  porque  ésta  supone  una  ley  emanada  de 
quien  tiene  autoridad  y  jurisdicción,  y  también  supone  la 
violación  de  un  derecho  protegido  por  dicha  ley.  El  derecho 
de  castigar  lleva  consigo  la  competencia  jurisdiccional,  ó 
i>ea  el  derecho  del  superior  sobre  el  inferior,  &  regular, 
apreciar  y  reprimir  las  acciones  de  aquellos  que  están  su- 
jetos á  su  poder  soberano,  y  además  el  hecho  criminal  y 
punible. 

Ahora  bien,  ¿cómo  justificar  la  confiscación  con  este  tí- 
tulo? ¿Tiene,  por  ventura,  el  soberano  extranjero  autoridad 
y  jurisdicción  en  alta  mar?  ¿Puede  calificar  á  su  manera 
los  hechos  que  ocurran?  ¿Puede  acaso  atribuir  la  califica- 
ción de  delito  á  lo  que  no  lo  es  con  arreglo  al  derecho  co- 
mún de  gentes?  Si  el  soberano  del  Estado  neutral  no  hu- 
biese prohibido  á  sus  propios  subditos  aquel  comercio,  y 
los  ciudadanos  de  dicho  país  lo  hubiesen  ejercido  no  están- 
doles  vedado,  ¿cómo  podría  calificarse  este  hecho  dé  delito 
por  un  soberano  extranjero,  y  someterlo  á  ías  sanciones  pe- 
nales impuestas  por  el  mismo? 

Tales  anomalías  sólo  podrán  desaparecer  estipulando 
un  tratado  internacional  para  fijar  con  reglas  ciertas,  bien 
determinadas  y  seguras  el  derecho  de  confiscar  ciertos  ob- 
jetos por  las  exigencias  de  la  guerra  marítima;  sólo  en- 
tonces, haciendo  cada  soberanía  obligatorias  para  sus  pro- 
pios subditos,  las  reglas  estipuladas  en  el  tratado,  estará 
conforme  con  la  razón  y  la  justicia,  la  aplicación  de  las 
sanciones  penales  contra  aquéllos  que  hubiesen  ejercido  el 
comercio  por  su  cuenta  y  riesgo  durante  la  guerra. 

1637.  Veamos  ahora  enfiles  deben  ser  en  el  actual  esta- 
do de  cosas  los  principios  con  arreglo  á  los  cuales  conven- 
dría determinar  el  derecho  de  confiscar  que  corresponde  á 
los  beligerantes. 

El  principio  fundamental  que,  á  juicio  nuestro,  debería 
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cargamento  y  al  buque,  ó  la  confiscación  de  la  nave  cogí 
infraganti,  etc.,  etc.  El  beligerante,  repetimos,  no  pued 
tar  la  ley  al  mundo,  ni  tiene  derecho  á  castigar  á  los  que  no 
quieran  respetarla;  su  derecho  está  limitado  &  su  legitima 
defensa  y  consiste  en  la  facultad  de  rechazar  é  impedir  los 
actos  hostiles  procedentes  de  los  neutrales.  Es,  pues,  evi- 
dente, que  el  derecho  de  confiscación  sólo  puede  existir 
cuando  sea  necesario  para  la  defensa,  y  no  puede  ejerci- 
tarse en  virtud  del  derecho  de  guerra  fuera  de  los  limites 
fijados  por  las  exigencias  de  la  defensa. 

Por  esto  sucede,  que  no  siendo  la  confiscación  una  pena, 
sino  una  especie  de  expropiación  legal  por  razón  de  la  de- 
fensa, el  derecho  correspondiente  al  beligerante  debe  ser 
de  estricta  y  rigurosa  interpretación,  y  la  cuestión  entre 
éste  y  el  secuestrado  debe  ser  considerada  en  toda  su  ex- 
tensión y  desenvolvimiento,  como  una  consecuencia  civil 
reconocida  por  el  derecho  internacional  como  garantía  ne- 
cesaria para  el  ejercicio  del  derecho  de  guerra. 

1638.  Considerando  este'concepto  como  fundamento  de 
las  cuestiones  relativas  &  las  presas,  sería  decisivo  para 
determinar,  ante  todo,  los  casos  en  que  deberla  ser  admi- 
tido el  derecho  de  confiscación,  y  para  trasformar  todo  el 
procedimiento  relativoá  laadjudicacionde  las  presas, —esto 
es,  el  exigido  para  convalidar  el  secuestro  y  atribuir  al  Es- 
tado secuestrante  la  propiedad  de  los  objetos  secuestrados, 
— un  proceso  civil  internacional,  que  debería  desarrollarse 
siendo  partes  el  gobierno  del  Estado  en  cuyo  nombre  se 
hubiese  llevado  á  cabo  el  secuestro  (cuya  parte  serla  la 
actora  para  hacer  reconocer  la  legalidad  del  secuestro  y 
pedir  la  adjudicación  de  las  cosas  secuestradas,  mercan- 
cías ó  nave),  y  el  propietario  ó  el  armador  y  los  interesa- 
dos en  la  nave  y  en  el  cargamento  cómo  demandados; 
proceso  que  sólo  podría  desarrollarse  ante  un  tribunal  in- 
ternacional, según  después  diremos. 

Partiendo  de  estos  principios  examinemos  ahora  en  qué 
casos  y  con  arreglo  A  qué  fundamentos  de  la  razón  y  del 
derecho  deberá  concederse  la  confiscación  de  los  objetos 
secuestrados  á  favor  del  belig.^rante. 

Estando  vigente  el  derecho  actual,  que  permite  al  beli- 
gerante capturar  la  nave,  propiedad  del  enemigo,  y  todo  lo 
que  pertenece  al  otro  Estado  aunque  se  halle  á  bordo  de  un 
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mentos  existentes  á  bordo,  es  evidente  que  si  los  documen- 
tos exhibidos  por  el  patrón  O  capitán  del  buque  no  fuesen 
suficientes  para  probar  clara  y  evidentemente  la  nacionali- 
dad, no  deberla  el  gobierno  ser  responsable  de  nada.  Los 
interesados  que  hubiesen  sufrido  un  perjuicio  ,  podrían 
tener  la  acción  contra  los  que  fueron  causa  de  aquél, 
pero  dirigiéndose  al  tribunal  nacional  de  la  nave,  el  cual 
deberá  decidir  con  arreglo  &  las  leyes  interiores  del  Es- 
tado. ^ 

Respecto  de  la  conflscabilidad  del  buque,  serla  una  ver- 
dadera injusticia  admitir  que  éste  no  pudiese  justificar  su 
nacionalidad  sino  con  los  documentos  existentes  á  bordoen 
el  momento  en  que  fué  secuestrado.  Estos  constituyen  evi- 
dentemente la  base  de  la  prueba,  pero  sin  excluir  la  con- 
traria ó  más  completa  que  pudieran  resultar  .de  otros 
documentos  presentados  en  el  curso  del  juicio.  ¿Puede 
acapo  negarse  el  valor  legal  de  las  pruebas,  ó  admitir  prin- 
cipios excepcionales  en  esta  materia  con  el  único  objeto  de 
justificar  la  confiscación? 

Proponemos,  pues,  como  regla:  que  en  el  juicio  relativo 
á  la  confiscación  por  falta  de  justificar  la  neutralidad  del 
buque,  puede  probarse  la  nacionalidad  del  mismo  con  ar- 
reglo á  la  ley  del  Estado  á  que  pertenece  y  con  todos  los 
medios  legales  de  prueba.  Si  de  ésta  resultase  que  el  buque 
y  su  cargamento  pertenecen  al  enemigo,  podrá  sin  más  ser 
confiscado;  pero  deberán  respetarse  los  derechos  de  co- 
propiedad de  los  neutrales.  Lo  mismo  podría  decirse  en  la 
hipótesis  de  que  las  mercancías  cargadas  perteneciesen  á 
los  neutrales,  aun  cuando  fuese  enemigo  el  barco  que  las 
trasportaba;  debiendo  en  este  caso  limitarse  la  confiscación 
á  la  parte  del  cargamento  correspondiente  al  enemigo  y 
dejando  el  resto  á  disposición  del  propietario  neutral. 

16-11.  También  puede  confiscarse  el  buque  neutral  que 
con  sus  actos  haya  tomado  realmente  parte  en  las  hostili- 
dades, debiendo  en  este  caso  considerarse  como  desnacio- 
nalizado. 

Esta  participación  deberla  admitirse: 

a)  Cuando  el  buque  se  hubiese  prestado  voluntariamen- 
te y  á  sabiendas  á  trasportar  soldados  del  enemigo; 

b)  Cuando  en  la  misma  forma  se  hubiese  prestado  á  lle- 
var despachos; 


—  496  — 

til  el  trasportar  despachos  de  uno  á  otro;  por  otra  parte, 
han  creído  que  podía  suceder  que  se  llevase  un  despacho  á 
un  buque  de  guerra  que  accidentalmente  se  hallase  en  las 
aguas  territorriales  neutrales,  deduciendo  de  todo  que  no 
debe  considerarse  como  decisivo  para  apreciar  como  acto 
hostil  cometido  por  quien  se  prestase  á  trasportarlo,  el 
punto  de  partida  ó  el  de  llegada  de  un  despacho,  sino  que 
todo  deberá  depender  del  carácter  del  funcionario  público 
que  expidiese  la  comunicación,  y  de  aquel  á  quien  se  diri- 
giese, esto  es,  que  cuando  ambos  fuesen  de  la  parte  enemi- 
ga deberá  considerarse  culpable  la  nave  que  lo  hubiese 
trasportado.  Otros  entienden  que  debe  tenerse  en  cuenta  el 
despacho,  niostrando  que  faltarla  el  cuerpo  del  delito  si  el 
despacho  trasportado  no  tuviese  relación  alguna  con  las 
operaciones  de  la  guerra. 

Nosotros  entendemos  que  el  acto  hostil  suficiente  para 
considerar  al  buque  como  privado  de  los  derechos  de  la 
neutralidad,  deberá  ser  el  de  haber  aceptado  á  sabiendas  y 
voluntariamente  un  despacho  de  un  funcionario  público  del 
Estado  beligerante.  Aun  cuando  el  despaciio  no  tuviese  re- 
lación alguna  con  las  operaciones  de  la  guerra,  no  por  esto 
dejaría  de  existir  el  acto  hostil  de  la  nave,  siendo  así  que 
éste  consiste  siempre  en  haberse  encargado  voluntariamen- 
te y  á  sabiendas  de  trasportar  dicho  despacho  que  consti- 
tuiría el  cuerpo  del  delito,  y  no  podría  descargarse  la  nave 
de  esta  acusación  aun  cuando  el  contenido  de  dicho  despa- 
cho no  se  relacionara  con  las  operaciones  de  la  guerra.  El 
cuerpo  del  delito  objetivo  lo  constituiría  el  hecho  del  tras- 
porte y  el  conocimiento  de  que  aquel  despacho  iba  .dirigido 
por  uno  á  otro  funcionario  público  del  Estado  enemigo. 

Esto  constituiría  el  acto  hostil  y  colocarla  al  buque  en 
condición  de  ser  tratado  como  enemigo,  sin  necesidad  de 
que  la  nave  neutral  sea  fletada  especialmentente  para  tras- 
portar la  correspondencia  oficial,  como  opinaba  Hautefeui- 
lle,  siendo  siempre  suficiente  el  hecho  del  trasporte  para  es- 
tablecer su  culpabilidad. 

1644.  Respecto  de  la  nave  que  se  prestase  á  servir  de  es- 
pía, sería  evidente  la  intención  de  auxiliar  á  uno  de  los  be- 
ligerantes, y  no  cabe  duda  que  puede  ser  tratada  como  ene- 
i^iga,  y  como  tal  confiscada.  Parece,  sin  embargo,  que  en 
este  caso  sería  necesario  comprobar  que  la  nave  había 


aceptado  á  sabiendas  y  voluntariamente  una  misión  por 
cuenta  del  enemigo,  ordenada  con  el  fin  de  adquirir  y  comu- 
nicar con  manejos  secretos  y  falsos  pretextos  informes  úti- 
les para  los  fines  de  la  guerra;  pero  no  podría  tratarse  ni 
castigarse  como  espía  la  nave  que  se  hubiese  consagrado 
expresamente  al  servicio  del  enemigo.  Supongamos  que  el 
capitán  de  aquélla,  por  razones  especiales  de  comercio,  hu- 
biese recogido  en  su  viaje  informes  útiles  á  un  beligerante, 
como  por  ejemplo,  los  relativos  á  la  posición  de  la  escuadra 
enemiga  y  á  las  operaciones  de  la  misma,  y  las  Jiubiese  co- 
municado á  quien  tenía  interés  en  conocerla.  En  este  caso 
no  podría  admitirse  responsabilidad  alguna  penal  contra 
el  capitán  ó  patrón,  porque  no  siendo  éste  ciudadano  del 
Estado  beligerante,  no  podría  ser  declarado  traidor  ni  de- 
bería castigarse  la  nave,  porque  no  estando  ésta  al  servi- 
cio del  enemigo,  no  podría  considerársela  como  desnacio- 
nalizada ni  tratarla  como  enemiga.  El  caso  propuesto  por 
nosotros  es  el  de  la  nave  que  á  sabiendas  y  voluntariamen- 
te se  preste  á  hacer  un  servicio  al  enemigo  como  espía,  y 
liubiese  emprendido  su  navegación.  También  en  este  caso, 
si  hubiese  simulado  una  empresa  comercial,  probada  la  si- 
mulación y  la  intención  culpable,  podrá  ser  confiscada  por 
haber  servido  de  espía. 

1645.  Por  lo  que  se  refiere  á  la  resistencia  á  sujetarse 
á  la  visita  ó  al  secuestro,  admitimos  el  derecho  de  tratar 
al  buque  como  enemigo,  pero  sólo  en  el  caso  de  resisten- 
cia con  la  fuerza  activa,  acudiendo  avías  de  hecho.  Conviér- 
tese, en  efecto,  en  enemigo,  y  como  tal  puede  ser  tratado, 
el  que  durante  la  guerra  usa  una  fuerza  efectiva  y  lucha  á 
mano  armada  para  impedir  el  ejercicio  de  los  derechos  de 
guerra.  De  aquí  que  no  podría  tratarse  como  enemiga  á  la 
nave  neutral  sólo  por  no  haber  obedecido  la  intimación  ó 
por  haber  intentado  de  cualquier  modo  sustraerse  á  la 
visita,  emprendiendo  la  fuga  por  ejemplo.  ¿Habría  en  esto 
también  una  falta  contra  los  deberes  de  la  neutralidad,  es- 
tando los  neutrales  obligados  durante  la  guerra  á  dar  á 
conocer  su  cualidad,  sujetándose  á  la  visita?  El  simple 
acto  de  sustraerse  sin  resistir  con  la  fuerza  efectiva,  no 
bastaría  para  que  la  nave  perdiese  su  cualidad  de  neutral, 
y  únicamente  autorizaría  al  beligerante  á  perseguir  á  la 
que  intentara  sustraerse  á  la  visita,  y  á  emplear  los 
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medios  de  fuerza  para  obligarla.  Sólo  cuando  el  buque  así 
perseguido  hiciese  frente  al  crucero,  cometerla  un  verda- 
dero acto  de  hostilidad  que  le  haría  perder  su  carácter  de 
neutral  y  autorizarla  al  beligerante  para  tratarlo  como  bu- 
que enemigo. 

1646.  Pasemos  ahora  á  discurrir  acerca  de  la  confisca- 
ción de  la  nave  que  trasporta  objetos  prohibidos  en  tiempo 
de  guerra. 

Recordamos  ante  todo  lo  dicho  anteriermente  á  propó- 
sito del  contrabando,  y  proponemos  como  regla  general, 
que  no  puede  existir  ningún  derecho  de  confiscación  ni  limi- 
tación alguna,-  á  excepción  hecha  de  los  objetos  trasporta- 
dos entiempo  de  guerra,  que  deban  considerarse  como  con- 
trabando, según  los  principios  del  derecho  internacional. 
Habiendo  dicho  ya  que  el  trasporte  de  los  mencionados  ob- 
jetos puede  considerarse  contrario  á  los  deberes  de  la  neu- 
tralidad únicamente,  cuando  vayan  destinados  ai  enemigo, 
claro  está  que  el  destino  de  los  mismos  debe  mirarse 
como  condición  principalísima  para  que  sean  confiscables. 
Este  destino  puede  probarse  contra  el  secuestrante,  ante 
todo  con  los  documentos  existentes  á  bordo,  y  por  los  de- 
mas  medios  de  prueba  que  puedan  posteriormente  allegar- 
se al  juicio  relativo  á  la  confiscación. 

Juzgamos  oportuno  observar  también,  en  cuanto  á  este 
punto,  que  es  siempre  necesario  distinguir  respecto  de  la 
apreciación  de  las  pruebas  relativas  á  la  legalidad  del  se- 
cuestro, á  la  responsabilidad  del  Estado  secuestrante  y  á 
la  apreciación  de  las  pruebas  en  orden  á  la  confiscación  de 
los  objetos  trasportados.  Relativamente  al  primer  punto,  el 
simple  hecho  de  que  el  destino  que  indicasen  los  documen- 
tos de  á  bordo  pudiera  sospecharse  con  algún  fundamento 
como  simulado,  bastaría  para  legalizar  el  secuestro;  mas 
para  decidir  acerca  de  la  adjudicación  del  contrabando, 
deberla  probarse  si  iba  6  no  destinado  al  enemigo  para  po- 
der aplicar  las  reglas  referentes  á  aquél,  puesto  que  siendo 
dicho  destino  el  extremo  jurídico  necesario  para  constituir 
el  contrabando  de  guerra,  deberá  comprobarse  aquél  para 
aplicar  las  reglas  mencionadas.  Expuestas  estas  observa- 
ciones, examinemos  ahora  á  fondo  la  cuestión  que  se  pre- 
senta en  caso  de  contrabando,  á  saber:  si  cogida  la  nave  en 
flagrante  delito  de  trasportar  objetos  de  contrabando  desti- 
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cía,  reproducido  en  las  instrucciones  para  la  guerra  de 
Oriente  de  1864,  y  en  las  dictadas  para  la  guerra  franco- 
alemana  de  1870.  En  efecto,  en  las  instrucciones  comple- 
mentarias comunicadas  á  los  oficiales  de  la  marina  fran- 
cesa el  23  de  Julio  de  1870  se  dice  en  el  artículo  9."*  que  en 
caso  de  contrabando  de  guerra  pueden  -ser  confiscados  el 
baque  y  el  cargamento,  cuando  dicho  contrabando  consti- 
tuya las  tres  cuartas  partes  de  éste. 

Según  el  reglamento  prusiano,  publicado  por  el  real  de- 
creto de  20  de  Junio  de  1864,  se  extiende  &  la  nave  el  derecho 
de  confiscación  en  caso  de  contrabando,  cuando  aquélla 
vaya  cargada  de  mercancía  ilícita,  pero  si  ésta  no  fuese 
más  que  una  parte  la  confiscación  se  limitaría  &  ella,  con- 
cediéndose al  patrón  la  facultad  de  desembarcar  el  contra- 
bando en  el  puerto  más  inmediato,  y  continuar  el  viaje. 

Según  la  ley  que  actualmente  regula  en  Inglaterra  la 
cuestión  de  presas,  bs  variable  la  clasificación  de  los  obje- 
tos de  contrabando,  y  se  acostumbra  á  no  confiscar  nada 
más  que  aquellos  que  lo  son  siempre  y  necesariamente  con 
arreglo  á  la  teoría  inglesa,  y  mostrarse  más  indulgentes 
con  aquellos  objetos  que  hayan  sido  declarados  contraban- 
do por  circunstancias  especiales  de  la  guerra,  comprándo- 
los por  su  valor  en  el  mercado,  aumentado  con  un  beneficio 
razonable,  que  suele  sex  generalmente  el  10  por  100.  La 
nave  que  trasporta  el  contrabando  no  es  ordinariamente 
sometida  á  otra  penalidad  que  la  de  la  pérdida  de  tiempo, 
del  fiete  y  de  Jos  gastos.  Pero  si  el  buque  y  el  cargamento 
pertenecen  al  mismo  propietario,  sí  el  dueño  de  la  nave  ó 
su  agente  tienen  participación  en  el  trasporte  de  los  objetos 
de  contrabando,  6  si  se  intenta  disimular  la  verdadera  na- 
turaleza de  la  expedición,  indicando  con  cartas  falsas  un 
falso  destino,  puede  ser  también  condenado  el  buque. 

En  Austria  ha  sido  modificado  el  derecho  vigente  en 
esta  materia  por  la  Ordenanza  de  9  de  Julio  de  1866,  con  mo- 
tivo de  la  guerra  con  Italia.  En  dicha  ordenanza* se  dispone 
respecto  del  contrabando  de  guerra,  que  la  nave  que  lo 
trasporte  sólo  puede  ser  confiscada  cuando  la  cantidad  del 
contrabando  sea  considerable  en  relación  con  el  resto  del 

m 

cargamento  (§  5 .  •). 

En  la  legislación  italiana  se  rige  esta  materia  por  la  dis- 
posición contenida  en  el  art.  215  del  Código  de  la  marina 
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en  caso  de  cargamento  licito,  é  ilícito  se  salven  siempre  las 
meccancias  inofensivas,  sean  declarados  conflscables,  jun- 
tamente con  la  mercancía  ilícita,  los  buques  cogidos  en  fla- 
grante delito  de  contrabando  de  guerra  propio  y  directo, 
salvo  que  los  interesados  en  la  nave  demuestren  su  bue- 
na fé. » 

1649.  Deseando  resolver  la  cuestión  propuesta  con  arre- 
glo á  los  principios  de  derecho,  no  creemos  nosotros  que 
sea  muy  laudable  el  voto  formulado  en  el  Congreso  de 
Ñapóles.  En  efecto,  esto  sería  disfrazar  el  justo  concepto 
de  la  conñscacíon  en  caso  de  contrabando  y  prolongar 
indeñnidamente  el  ejercicio  del  derecho  de  confiscar  la 
propiedad  neutral,  fuera  de  los  justos  limites  consentidos 
por  la  razón  y  por  el  derecho. 

El  derecho  de  confiscar,  dado  el  actual  estado  de  cosas, 
tiene  su  fundamento  verdadero,  según  ya  hemos  dicho,  en 
el  derecho  natural  de  la  defensa,  del  que  es  una  garantía. 
No  puede  desconocerse  que  el  beligerante  tiene  un  interés 
legítimo  en  impedir  el  tráfico  de  armas  y  municiones,  pero 
no  puede  demostrase  quesea  una  garantía  necesaria  de  su 
derecho  á  confiscar  la  nave,  por  la  sola  razón  de  que  tras- 
porte mercancías  ilícitas  con  las  lícitas. 

Podría,  sin  embargo,  objetarse  que  si  la  confiscación  df  1 
buque  no  es  medio  necesario  de  garantía,  es  por  lo  menos 
el  medio  más  eficaz,  porque  sabiendo  precisamente  los  neu- 
trales que  trasportando  contrabando  de  guerra  corrían  el 
riesgo  de  perder  el  resto  del  cargamento  lícito  y  el  buque, 
sería  tal  temor  un  contrapeso  adecuado  á  la  codicia  de  unu 
ganancia  incierta,  reprimiendo  así  con  más  eficacia  el  con- 
trabando; á  lo  cual  contestamos  nosotros:  que  el  derecho 
de  reprimir  las  violaciones  de  los  deberes  de  la  neutralidad 
con  determinadas  penas,  sólo  corresponde  á  la  soberanía 
respecto  de  sus  propios  subditos,  no  al  beligerante  por  la 
consideración  de  su  defensa;  ésta  puede  autorizarlo  á  ale- 
jar todos  los  medios  por  los  que  pueda  temer  ser  atacado, 
y,  por  consiguiente,  á  confiscar  los  objetos  de  contrabando, 
pero  no  el.buque  y  las  demás  mercancías;  que  si  respecto 
de  las  penas  impuestas  por  quien  tiene  competencia  y  ju- 
risdicción para  prohibir  y  castigar,  debe  admitirse  como 
regla  inconcusa  que  la  justicia  de  la  pena  no  se  deriva  de 
su  mayor  fuerza  para  atemorizar,  y  no  cfebe  exceder  en 
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Entendemos,  pues^  en  conclusión,  que  en  ningún  caso 
en  que  la  nave  trasporte  contrabando  de  guerra  puede  ser 
confiscada  por  el  simple  hecho  de  trasportarlo;  pero  qu€ 
puede  ser  lícitamente  secuestrada  y  obligada  á  llevar  el 
contrabando  á  lugar  seguro,  sin  derecho  á  pedir  indemni- 
zación alguna  por  el  retraso  de  viaje,  y  con  la  obligación 
de  soportar  todos  los  gastos  del  secuestro  que  seria  la  na- 
tural consecuencia  de  sus  actos  (1). 

Sólo  en  un  caso  debe  admitirse  la  confiscación  del  buque, 
&  saber:  cuando  la  misma  nave  sea  contrabando,  pero  esta 
no  es  una  excepción  de  la  regla,  estando  todos  conformes 
en  sostener  que  el  contrabando  está  sujeto  á  confiscación, 
además  de  que  la  nave  destinada  al  enemigo  es  ya  enemi- 
ga por  su  destino,. y  como  tal  está  sujeta  á  la  confíscacioa. 
1650.  Bluntschli  establece  como  regla  la  de  que  la  nave 
que  trasporta  contrabando  no  puede  ser  detenida  ni  confis- 
cada cuando  éste  sólo  constituya  una  pequeña  parte  del 
cargamento;  pero  añade  que  el  buque  podrá  ser  declarado 
buena  presa  por  el  capturante,  siempre  que  su  propietario 
tenga  conocimiento  de  que  aquél  se  dedicaba  al  contraban- 
do y  lo  hubiese  autorizado  para  ello. 

De  esta  misma  opinión  es  G^sner,  el  cual  dice  que,  se- 
gún los  principios  generales  del  derecho,  no  se  puede  ha- 
cer objeción  alguna  á  la  confiscación  de  la  nave  en  caso  de 
contrabando,  sobre  todo,  si  aquélla  y  el  cargamento  prohi- 
bido perteneciesen  á  dos  personas  diferentes;  no  pudiendo 
oponerse  en  este  caso  lo  que  se  opone  en  el  contrario,  esto 
es,  que  el  propietario  de  la  nave  queda  castigado  con  la 
pérdida  del  cargamento*.  Lo  esencial,  bajo  el  punto  de  vista 
jurídico,  añade,  es  que  el  propietario  haya  tenido  conoci- 
miento del  objeto  á  que  se  destinaba  su  buque,  dando  ex- 
presa ó  tácitamente  su  consentimiento  (2).  Este  razona- 
miento tiende  á  dar  á  la  confiscación  del  contrabando  el 
carácter  de  pena,  y  hacer  entrar ,  por  consiguiente,  el 
elemento  subjetivo,  esto  es,  el  del  previo  conocimiente  por 


(1)  Esta  opinión  ha  sido  ya  sostenida  por  mí  y  fué  tambieo  acep- 
tada y  apoyada  con  valiosos  argumentos  por  Degioannis,  De  la  con- 
ñscaeion  por  contrabando  de  guerra.  Wattel,  lib.  3.**,  cap.  7.';  y  Or- 
toian,  t  iT,  p.  196  y  sig. 

(2)  Blontschli,  S  810;  y  Gessner,  Ob,  ett.,  p.  147  (de  la  segunda 
edición). 
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cion  militar  del  beligerante,  luego  toma  parte  activa  en  las 
hostilidades,  y  puede  ser  tratado  como  enemigo.  Además 
de  esto,  las  razones  que  excluirían  la  competencia  jurisdic- 
cional del  beligerante  y  el  derecho  de  castigar  en  caso  de 
contrabando,  no  militará  en  favor  del  caso  de  violación  de 
bloqueo.  La  escuadra  bloqueante  que  rodea  efectivamente  un 
puerto,  que  adquiere  la  posesión  de  aguas  ocupadas,  y  que 
puede  impadir  el  paso  á  través  de  la  línea,  puede  ejercer 
una  judisdiccion  real  sobre  las  mismas  aguas,  y  obligar  á 
todo  el  mundo  á  no  turbar  sus  operaciones  militares,  ame- 
nazando con  la  pena  de  confiscación  á  los  que  contravengan 
á  su  orden.  La  confiscación  de  la  nave  y  del  cargamento 
por  violación  de  bloqueo,  está  conforme  con  los  principios 
de  la  razón  y  el  derecho,  pues  no  falta  en  este  caso  un  mo- 
tivo para  la  pena  ni  autoridad  competente  para  imponerla. 
Si  con  arreglo  á  los  principios  generales  del  derecho  ex- 
tiende la  soberanía  su  poder  jurisdiccional  al  espacio  ocu- 
pado por  el  ejército,  debe  extenderse  también  este  poder  so- 
bre ias  alguas  efectivamente  ocupadas  por  la  esfcuadra  blo- 
queante, y  considerar  eficaz  la  ley  del  beligerante  que  prohi- 
be atravesar  la  línea;  y  en  caso  de  violación  no  es  excesiva 
la  pena  de  la  confiscación  de  la  nave  y  del  cargamento. 

Lo  que  debe  considerarse  como  indispensable  para  legi- 
timar la  confiscación  es  que  la  nave  sea  cogida  infraganti, 
esto  es,  en  el  momento  en  que  intente  atravesar  la  línea  de 
bloqueo,  que  sea  sorprendida  en  el  puerto  bloqueado,  don- 
de penetró  por  la  fuerza  ó  con  la  astucia,  ó  que  sea  cogida 
después  de  haber  atrevesado  la  línea  de  bloqueo,  si  fuese 
perseguida  por  uno  de  los  buques  del  beligerante. 

Opina  Bluntschii  que  el  cargamento  de  la  nave  que 
haya  violado  el  bloqueo,  no  puede  ser  confiscado  cuando 
el  propietario  de  la  mercancía  pruebe  de  un  modo  sufi- 
ciente que  la  violación  tuvo  lugar  contra  su  voluntad. 
«Si  el  propietario  de  la  mercancía,  dice  este  autor,  pu- 
diese demostrar  que  ignoraba  la  existencta  del  bloqueo 
cuando  la  expidió  con  destino  al  puerto  bloqueado,  6  que  al 
entregó  de  buena  fé  al  capitán  con  la  obligación  de  respetar 
los  bloqueos,  en  una  palabra,  si  demostrase  que  el  capitán 
había  obrado  por  su  cuenta  y  riesgo,  de  un  modo  contrario 
á  las  órdenes  recibidas,  sería  injusto  imponer  la  con- 
fiscación de  las  mercancías.» 
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regla  que,  cuando  el  buque  secuestrado  por  el  beligerante 
fuese  conducido  á  lugar  seguro,  verificada  de  este  modo  su 
presa,  aquel  que  la  hubiese  recobrado  podía  considerarla, 
juntamente  con  el  cargamento,  como  cosa  del  enemigo; 
pero  si  el  buque  hubiera  sido  recobrado  antes  de  ser  condu- 
cido &  lugar  seguro,  debía  restituirse  á  los  propietarios 
mediante  una  retribución  proporcionada  á  los  gastos  y  á 
los  esfuerzos  hechos  para  recobrarla. 

Kn  los  tiempos  modernos  se  ha  regularizado  esta  ma- 
teria por  Ordenanzas  y  leyes  interiores. 

La  ordenanza  francesa  para  la  marina  dictada  en  1681, 
daba  reglaos  especiales  respecto  de  este  punto,  las  cuales 
todavía  en  vigor,  han  sido  reproducidas  en  las  instruccio 
nes  de  1870,  que  dispone  lo  siguiente: 

Art.  11.  En  caso  de  desgracia  de  un  buque  nacional  ó  de 
que  sea  capturado  por  el  enemigo,  le  prestará  el  co- 
mandante toda  su  ayuda  y  asistencia,  ó  se  esforzará,  por 
recobrarla. 

Este  salvamento  ó  recobro  no  dará  lugar  á  ningún  dere- 
cho sobre  el  buque  socorrido  ó  recobrado;  pero  en  el  caso 
en  que  un  buque  neutral  fuese  recobrado  del  enemigo,  será 
dicho  buque  considerado  como  enemigo,  sí  ha  estado  más 
de  veinticuatro  iioras  en  poder  de  nuestro  adversario,  sal- 
vo las  circunstancias  excepcionales,  cuya  apreciación  se 
reserva  el  gobierno. 

Si  el  buque  no  ha  permanecido  veinticuatro  horas  en 
poder  del  enemigo,  se  le  dejará  pura  y  simplemente  e» 
libertad». 

Según  la  Ordenanza  austríaca  de  3  de  Marzo  de  1864,  los 
buques  de  esta  nación  cogidos  por  el  enemigo  y  recobrados 
del  mismo,  se  consideraban  como  buena  presa;  pero  según 
la  Ordenanza  de  9  de  Julio  de  1866,  dichos  buques  deben 
restituirse  siempre  á  sus  propietarios,  sin  otra  deducción 
que  la  de  los  gastos  hechos  para  salvar\ps. 

El  art.  219  del  Código  italiano  de  la  marina  mercante, 
dispone  lo  siguiente:  «Cuando  un  buque  de  comercio  nacio- 
nal haya  sido  apresado  por  el  enemigo,  y  recobrado  des- 
pués por  un  corsario,  será  restituido  al  propietario,  el  cual 
pagará  la  quinta  parte  del  valor  de  los  objetos  recobrados, 
si  la  presa  hubiese  permanecido  durante  veinticuatro  ho- 
ras en  poder  del  enemigo,  y  la  décima,  si  hubiese  sido  reco- 
brada antes  de  ese  plazo. 
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1654.  De  lo  anteriormente  expuesto  se  deduce  que  el 
derecho  vigente  sobre  esta  materia  está  sumamente  dis- 
cordó, y  no  se  ajusta  por  cierto  al  principio  que  debe  pre- 
valecer siempre,  de  respetar  la  propiedad  privada  en  tiem 
po  de  guerra,  y  no  sujetarla  á  la  confiscación  sino  en  los 
casos  previstos  por  el  derecho  internacional;  antes  por  el 
contrario,  tiende  á  legitimar  la  confiscación,  admitiendo  sólo 
alguna  templanza  en  favor  de  los  buques  nacionales  reco- 
brados. En  todos  los  reglamentos  antes  citados  predominad 
principio  establecido  por  Grocio,  de  conformidad  en  el  con- 
sagrado en  las  leyes  rpmanas,  esto  es,  el  de  que  el'dere- 
cho  de  guerra  da  la  plena  propiedad  de  los  bienes  quitados 
al  enemigo,  del  que  deducía  el  mismo  Grocio  que,  cuando 
el  beligerante  se  apoderaba  de  la  cosa  de  tal  manera  que  el 
enemigo  á  quien  la  habla  arrebatado  debía  probablemente 
haber  perdido  la  esperanza  de  recobrarla,  podía  el  belige- 
rante considerarse  coma  propietario  de  la  cosa  por  dere- 
cho de  guerra;  concluyendo  de  aquí  que  los  buques  y  las 
cosas  de  que  el  beligerante  se  había  apoderado  en  el  mar, 
podían  ser  consideradas  como  presas  del  capturante  cuan- 
do éste  las  hubiese  conducido  á  un  puerto  6  rada  propios, 
ó  en  alta  mar  las  hubiese  entregado  á  una  escuadra,  ó  lo 
que  lo  es  mismo,  cuando  las  hubiese  puesto  en  lugar  se- 
guro, porque  sólo  entonces  comenzaba  el  enemigo  á  per- 
der la  esperanza  de  recobrarlas. 

Este  es  el  concepto  que  predomina  todavía  en  los  regla- 
mentos modernos  relativos  al  recobro  de  presas,  haciendo 
depender,  en  efecto,  el  considerar  como  propiedad  las  co- 
sas secuestradas  al  enemigo,  de  haberlas  tenido  ó  no  éste 
en  su  poder  durante  veinticuatro  horas. 

De  lo  expuesto  anteriormente  por  nosotros  puede  dedu- 
cirse, con  toda  claridad,  que  no  admitimos  el  orden  de  ideas 
consagrado  en  los  reglamentos,  ni  el  expuesto  antes  por 
Grocio  para  decidir  la  cuestión  de  la  conftscabilidad  de  las 
naves  recobradas  del  enemigo  que  las  habla  secuestrado. 

En  efecto;  admitido  como  principio  que  el  secuestro  es 
un  acto  provisional  y  no  decisivo  para  atribuir  la  propie- 
dad de  los  buques  secuestrados  al  beligerante,  considera- 
da como  regla  general  la  de  que  la  adjudicación  de  las  co- 
sas secuestradas  debe  ser  el  resultado  de  un  juicio  y  de 
una  sentencia  dictada  por  un  tribunal  competente,  resulta 
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pues  que  la  nave  le  hubiere  sido  adjudicada  por  el  mismo 
tribunal  competente,  puesto  que  faltarla  el  titulo  de  la  sub- 
rogación. 

El  beligerante  podría  provocar,  en  efecto,  la  adjudica- 
ción del  buque  mercante  enemigo  por  *el  principio  de  que 
la  propiedad  privada  enemiga,  mientras  rija  el  derecho 
actual,  puede  ser  confiscada  por  derecho  de  guerra;  y  es 
evidente,  que  el  Estado  que  hubiese  recobrado  la  nave  de 
un  ciudadano  no  puede  subrogarse  á  su  enemigo  en  el  de- 
recho de  confiscar  la  propiedad  de  los  nacionales. 

El  beligerante  podrá  provocar  la  adjudicación  dé  los  bu- 
ques neutrales  y  de  su  cargamento,  cuando  por  una  viola- 
ción de  los  deberes  de  neutralidad  se  hubiese  impuesto  con 
arreglo  al  derecho  internacional  la  pena  de  la  confiscación 
de  la  nave  ó  de  las  mercancías,  ó  de  ambas  cosas  á  la  vez. 
Debemos  notar,  sin  embargo,  que  el  título  para  confiscar, 
cuando  haya  lugar  á  esto,  resultará  de  la  falta  cometida 
contra  los  deberes  de  la  neutralidad,  esto  es,  de  la  indebida 
é  ilegal  asistencia  prestada  por  el  neutral  secuestrado  con- 
tra el  primer  secuestrante.  Ahora  bien;  en  el  supuesto  de 
que  el  buque  fuese  recobrado  por  el  otro  beligerante  antes 
de  la  condenación,  podría  éste  hacerlo  condenar  en  su  pro- 
vecho, por  la  ilegal  asistencia  que  á  él  mismo  le  había  pres- 
tado. 

Es,  pues,  evidente  que  también  en  esta  hipótesis  faltaría 
el  título  de  la  subrogación  para  provocar  la  condenación 
del  buque  y  la  adjudicación  del  mismo.  La  razón  y  la  justi- 
cia exigen  que  el  buque  y  el  cargamento  deban  restituirse 
sin  más  á  sus  propietarios  legítimos  y  sin  retribución  al- 
guna si  hubiere  sido  recobrado  por  un  barco  de  guerra  del 
Estado,  y  con  la  obligación  de  resarcir  los  gastos  y  dar  un 
premio,  en  otro  caso,  como  ya  hemos  indicado. 

En  la  segunda  hipótesis,  esto  es,  en  la  de  que  la  nave 
secuestrada  hubiese  llegado  accidental  6  voluntariamente 
á  un  puerto  de  su  país,  siendo  de  este  modo  recobrada  por 
el  gobierno  ó  por  las  autoridades  de  aquel  puerto,  sostene 
mos  que  dicho  gobierno  debería  custodiar  la  nave  ó  mante- 
ner el  secuestro,. subrogándose  al  beligerante  que  lo  hubie- 
se verificado,  hasta  que  quedase  decidida  por  el  Tribunal 
competente  la  cuestión  de  la  confiscabilidad  del  buque  ó  del 
cargamento.  En  esta  hipótesis  no  faltaría  título  para  probo- 
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gerante,  ó  la  restitución  de  las  mismas  &  sus  legítimos 
propietarios. 

Todos  están  de  acuerdo  en  reconocer  que  este  juicio  debe 
deferirse  á  un  Tribunal  especial,  el  cual,  en  el  actual  estado 
de  cosas,  se  halla  oi^ganizado  en  cada  pais  con  arreglo  alas 
leyes  en  él  vigentes  ó  á  Jas  reglas  acordadas  en  los  trata- 
dos, admitiéndose  generalmente  que  la  competencia  para 
juzgar  sobre  esta  materia  corresponde  exclusivamente  al 
Tribunal  del  beligerante  que  verificó  el  secuestro  y  conduyo 
la  presa  á  sus  puertos. 

1657.  Respecto  de  esta  competencia  exclusiva  de  los  Tri- 
bunales de  dicho  Estado,  se  ha  discutido  mucho  entre  los 
publicistas  modernos. 

En  efectc^  en  lo  que  se  refiere  al  fundamento  de  esta 
competencia,  se  han  manifestado  opiniones  muy  diversas.^ 
Algunos  han  atribuido  la  competencia  exclusiva  á  los  Tri- 
bunales del  Estado  capturante,  por  la  consideración  de  que 
el  gobierno  de  dicho  Estado  es  el  que  se  halla  obligado  á 
responder  de  la  conducta  de  los  que  en  su  nombre  llevaron 
á  cabo  el  secuestro,  y  que,  por  consiguiente,  sólo  á  él  debe 
corresponder  el  derecho  de  examinar  la  validez  de  los  actos 
realizados  en  su  propio  interés,  y  decidir  si  se  han  obser- 
vado ó  no  las  condicidhes  necesarias  para  la  validez  de  la 
presa.  Según  este  modo  de  ver,  la  competencia  del  sobera- 
no capturante  se  fundarla  en  el  derecho  que  tiene  á  poner 
á  cubierto  su  responsabilidad  moral,  y  comprobar  la  ma- 
nera cómo  han  ejercido  el  derecho  de  presa,  delegado  por 
él  en  los  corsarios  autorizados  ó  en  sus  dependientes  (1). 

1658.  No  falta,  sin  embargo,  quien  niega  todo  funda- 
mento á  esta  jurisdicción,  entre  los  que  se  halla  Hübner, 
que  sostiene  que  no  puede  atribuirse  ninguna  competencia 
al  soberano  capturante .  «No  podrá  atribuírsele,— dice  este 
autor,— ninguna  jurisdicción  sobre  las  personas  de  la  tri- 
pulación como  tales,  siendo  éstas  extranjeras,  ni  por  su 
voluntaria  sumisión,  habiéndose  empleado  la  fuerza,  ni 
por  razón  de  delito,  porque  aun  cuando  se  hubiese  probado 
éste,  se  habría  cometido  en  alta  mar.»  De  lo  cual  concluía 
el  citado  escritor  que  el  soberano  capturante  no  puede  bajo 


(i)    Destéck,  Ensayos,  p.  82. 
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1660.  Lampredí,  por  el  contrario,  ha  procurado  rebatir 
los  argumentos  de  Hübner  y  de  Galiani,  demostrando  que 
carecen  de  fundamento,  y  ha  sostenido  que  la  práctica  de 
las  naciones  europeas  de  que  el  soberano  capturante  juz- 
gu^  acerca  de  la  legitimidad  de  las  presas ,  se  halla  ajusta- 
da á  los  principios  de  la  razón  y  del  derecho  (1).  Considera 
&  los  buques  en  alta  mar  como  un  territorio  nullius  y  suje- 
tos en  tal  sentido  al  derecho  de  gentes:  considera  por  otra 
parte  á  los  Estados  en  sus  relaciones  mutuas,  como  regi- 
dos por  la  ley  natural,  de  lo  cual  concluye,  que  el  beligeran- 
te tiene  derecho  á  someter  á  su  jurisdicción  á  todos  aque- 
llos que  navegan  en  alta  mar,  y  que  no  son  subditos  de  nin- 
gún gobierno,  porque  siendo  aquél  el  injuriado,  el  juicio  de 
la  realidad  de  la  injuria  y  de  la  forma  de  la  reparación  de- 
be dejarse  á  su  arbitrio,  no  al  del  injuriante. 

Añade,  por  último,  que  siendo  aquel  juicio  de  un  poder 
soberano,  no  podrá  someterse  á  la  comprobación  de  ningún 
otro;  que  si  se  hubiese  juzgado  mal  por  ignorancia  ó  por 
malicia,  aquellos  que  hubiesen  sufrido  la  lesión,  el  daño  ó 
elperjuicio,  no  tendrán  otro  remedio  que  la  repetición  por 
las  vías  pacíficas;  y  en  caso  de  negativa,  por  medio  de  la 
guerra.  También  Hautefuille  se  halla  entre  los  escritores 
que  sostienen  que  los  tribunales  del  beligerante  que  verificó 
el  secuestro ,  deben  ser  los  competentes  para  juzgar  las 
naves  capturadas  por  violación  de  los  deberes  de  neu- 
tralidad.  (íEsta  competencia,  dice,   se  funda  principal- 
mente en  la  solidaridad  de  los  soberanos  neutrales  con 
sus    subditos  culpables  de  violación  de  sus  deberes  en 
el  carácter  hostil  que  la  infracción  imprime  á  los  que  la  han 
cometido,  y  en  la  especie  de  abandono  por  parte  de  la  na- 
ción d§l  culpable^  cuya  conducta  ésta  no  quiere  sostener 
Dicho  abandono  se  extiende  á  todos  los  ciudadanos  neu- 
trales culpables  de  haber  violado  los  deberes  impuestos 
por  la  ley  primitiva,  por  la  ley  secundaria,  esto  es,— por 
las  reglas  consagradas  por  los  tratados—y,  por  último,  por 
las  leyes  especiales  de  las  naciones  interesadas,  consagra- 
dasporlos  tratados  todavía  vigentes  entre  ellas.  Pero  dicha 


(1)    Lampredí,  Del  comercio  de  los  pueblos  neutrales  en  tiempo  de 
guerra,  parte  1.*,  §  14,  p.  208. 
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&  cuyos  autores  remitimos  á  aquellos  que  deseea  couocer 
estos  detalles  (1). 

1663.  Reconocemos  que  la  doctrina  de  la  mayor  parte 
de  los  escritores  se  halla  conforme  con  el  derecho  vigen- 
te, según  el  cual,  las  cuestiones  relativas  al  secuestro  y  á 
la  confiscación  durante  la  guerra,  son  decididas-  por  los 
tribunales  nacionales  organizados  de  conformidad  con  la 
ley  interior  de  cada  país;  pero  no  consideramos  correcta 
esta  competencia  exclusiva  atribuida  á  los  tribunales  del 
Estado  secuestrante,  aun  cuando  sea  universalmente  reco- 
nocida, ni  laudables  los  argumentos  que  los  publicistas 
han  empleado  para  justificarla.  Sostenemos,  por  el  con 
trarlo,  que  el  atribuir  dicha  ley  la  competencia  á  los  tribu- 
nales del  Es4ado  capturante,  y  el  reconocer  que  el  soberano 
de  dicUo  Estado  tiene  jurisdicción  para  decidir  eon  arreglo 
á  8U8 propias  leyes  una  cuestión  de  derecho  internacional, 
confiando  á  sus  jueces  la  aplicación  de  aquéllas,  es  una 
anomalía  tan  deplorable  como  la  de  que  antes  hemos  ha- 
blado, esto  es,  la  que^leva  la  ley  interior  de  cada  Estado  á 
la  categoría  de  ley  internacional,  y  atribuye  allsoberano  de 
dicho  Estado  el  poder  de  dictar  la  ley  al  mundo  mediante 
sus  ordenanzas. 

Ya  hemos  demostrado  que  pa^a  que  desaparezcan  tales 
anomalías  es  necesario  que  los  Estados  civilizados  se  pon- 
gan de  acuerdo  para  proclamar  y  sancionar  los  principios 
de  derecho  marítimo  durante  la  guerra,  y  sobre  todo  los 
relativos  á  los  derechos  y  á  los  deberes  de  los  Estados 
neutrales  y  á  las  justas  penas  por  la  violación  de  la  neu- 
tralidad . 

Cuando  todo  esto  se  haya  realizado,  será  natural  aten- 
der &  la  organización  del  tribunal  competeate  para  decidir 
las  cuestiones  que  puedan  surgir  durante  la  guerra,  con- 
fiando al  mismo  la  aplicación  de  las  reglas  de  derecho  ma- 
rítimo que  se  hubiesen  acordado.  Es  evidente  que  el  Tribu- 
nal no  puede  componerse  de  jueces  nombrados  por  el  Es- 
tado interesado,  porque  no  se  debe  ser  al  mismo  tiempo 
juez  y  parte.  Que  si  toda  la  cuestión  debe  reduciree  en  últi- 
mo término  á  examinar  si  el  beligerante  ha  respetado  en 


(1)    Calvo,  Derecho  internaeional,  %  2835,  y  sig. 
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se  ha  convertido  una  cuestión  de  derecho  internacional  «A 
una  de  derecho  interior,  ^ 

Partiendo  de  este  cambio^  era  natural  que  se  llegara  á 
sostener  la  competencia  exclusiva  del  soberano  en  cuyo 
nombre  se  llevó  á  cabo  el  secuestro.  Toda  la  cuestión  se 
ha  reducido,  en  efecto,  á  examinar  si,  aplicando  las  reglas 
establecidas  mediante  la  ordenanza  bajo  las  penas  impues- 
tas por  el  soberano  mismo  que  promulgó  dicha  ordenanza/ 
puede  legitimarse  el  secuestro  ó  la  captura  de  las  cosas 
pertenecientes  al  neutral.  Ahora  bien:  si  todo  pudiera  redu- 
cirse á  esto,  habría  tenido  Massé  razón  para  afirmar  que 
el  gobierno  en  cuyo  nombre  se  ha  hecho  la  presa,  no  pue- 
de reconocer  juez  alguno  para  decidir  acerca  de  la  legiti- 
midad de  sus  actos,  y  que  si  éste  condesciende  en  interés 
de  todos  á  examinar  judicialmente  el  t>roceder  de  sus  dele- 
gados, sólo  él  puede  ser  competente,  para  ello. 

¿Pero  puede  un  soberano  variar  con  sus  ordenanzas  los 
principios  del  derecho  internacional?  ¿Puede  hacer  que  se 
decida  por  los  tribunales  nombrados  por  él  mismo  un 
asunto  de  esta  índole?  Colocada  la  cuestión  bajo  este  punto 
de  vista,  repetimos  que  ni  aun  en  el  actual  estado  de  cosas 
puede  atribuirse  una  competencia  exclusiva  á  los  Tribuna- 
les del  Estado  que  verificó  el  secuestro.  En  efecto,  ya  sea 
para  la  legalidad  de  éste,  ya  para  la  adjudicación  de  las 
cosas  secuestradas,  es  la  de  que  se  trata  una  verdadera 
cuestión  internacional  que  puede  reducirse  á  examinar  si, 
con  arreglo  á  los  principios  del  derecho  internacional  que 
regulan  el  ejercicio  de  los  derechos  de  guerra,  puede  el 
beligerante  proceder  legalmente  al  secuestro,  y  á  confiscar 
después  en  beneficio  suyo  las  cosas  secuestradas. 

Ahora  bien:  para  nosotros  es  evidente  que  esta  cuestión 
no  puede^resolverse  sino  bajo  la  misma  norma  que  se  re- 
suelve toda  otra  cuestión  de  carácter  internacional,'  por  lo 
que  sostenemos  que  el  juicio  deberla  deferirse  á  un  tribu- 
nal arbitral  internacional  (1). 


^ 


(i)  El  Instituto  de  Derecho  iaternacionali  en  la  reunión  celebrada 
en  La  Haya  en  1875,  nombró  una  comisión  encargada  de  formular  un 
proyecto  de  organización  de  nn  tribunal  internacional  de  preaas  ma- 
rítimas, reconociendo  que  el  actual  sistema  de  tribunales  y  de  admi- 
nistración de  la  justicia  en  materia  de  presas  es  muy.  defectuoso,  y 


•V 
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¿Puede  acaso  el  tribunal  de  un  Estado  decidir  en  interés 
propio  si  ciertas  leyes  tienen  6  no  un  cjtrácter  interna- 
cional indubitable?  Si  esto  fuese  el  objeto  de  la  cuestión,  fal- 
taría evidentemente  la  base  de  la  competencia,  con  arreglo 
á  las  mismas  ideas  de  HautefeulUe,  y  esto  creemos  que  es, 
en  el  actual  estado  de  cosas,  el  objeto  de  la  controversia, 
porque  siendo  distintos,  por  falta  de  derecho  marítimo  co- 
mún déla  guerra,  los  principios  relativos  al  concepto  mismo 
de  contrabando,  á  la  violación  que  se  deriva  del  trasporte 
del  mismo,  á  los  extremos  referentes  á  la  del  bloqueo,  et- 
cétera, etc.,  la  cuestión  sobre  si  la  violación  imputada  al 
neutral  tiene  6  no  el  carácter  de  violación  indiscutible  del 
derecho  Internacional,  es  también  una  verdadera  cuestión 
internacional,  que  debe  deferirse  á  un  tribunal  arbitral  de 
esta  misma  índole,  á  semejanza  de  todas  las  demás  cues- 
tiones que  afectan  intereses  internacionales  (1).  Conclui- 
mos, pues,  de  aquí  que  el  sistema  actual  que  declara  á  los 
Tribunales  del  Estado  que  ha  de  confiscar  la  presa  en 
provecho  suyo,  exclusivamente  competentes  para  juzgar 
acerca  de  las  presas  hechas  durante  la  guerra,  es  contra- 
rio á  los  principios  de  la  justicia,  de  la  equidad  y  del  de- 
recho. ^ 

Admitimos,  como  decíamos  en  la  primera  edición  de 


(2)  Para  la  composición  de  dicho  Tribunal  arbitral,  debería  proce* 
derse  por  las  reglas  generales  en  todo  lo  concerniente  á  la  designacioD 
de  los  arbitros.  Sólo  eremos  oportuno  observar  que,  como  las  cuestio- 
nes en  materia  de  presas  no«pueden  considerarse  de  interés  exclusivo 
de  las  partes  que  contienden,  y  por  consiguiente,  la  misión  del  tribu- 
nal es  una  verdadera  misión  internacional,  deben  protegerse  ios  intere- 
ses de  la  generalidad  á  la  vez  que  los  de  las  partes.  Pof  estas  conside- 
raciones creemos  más  conforme  á  los  principios  racionaleSi  que  dicho 
tribunal  se  compusiese  de  cinco  jueces,  de  los  que  cada  parte  belige- 
rante designarla  uno,  otro  lo  sería  por  el  Estado  neutral  que  estuviese 
principalmente  interesado  en  la  cuestión,  teniendo  en  cuenta  el  valor 
de  las  presas  hechas  contra  los  ciudadanos,  y  los  dos  restantes  podrían 
ser  designados  por  todos  los  Estados  neutrales  que  quisiesen  ejercitar 
este  derecho,  presumiendo  la  tácita  renuncia  de  todos  los  Estados  que 
no  lo  ejercitasen  dentro  de  un  término  racional  previamente  estableci- 
do, y  considerando  como  designados  los  dos  que  hubiesen  reunido  ma- 
yor número  de  votantes  efectivos. 


este  libro,  que  el  belígera 
tro  pueda  someter  á  sus 
los  del  AlmiranftLZgo  tod< 
lo  hecho  por  aquellos  que 
no  en  el  sentido  de  atrib 
tencia  internacional,  con 
de  pronunciar  una  senté 
capturado.  El  juicio  del' 
se  para  examinar  la  con< 
del  gobierno  secuestrare 
en  el  caso  de  dejar  en  lik 
ñscacion  de  la  misma.  E 
contra  el  capturante,  sinc 
en  examinar  todas  las  c 
asumir  la  responsabilids 
especial  con  este  objeto, 
lugar  &  ninguna  cuestioi 
buirla  é,  dicho  tríbuHal  r 
*ado  y  de  los  funcionar 
ble. 

También  podría  sucec 
do  á  decidir  ¡icecca  de  la 
coD  arreglo  á  los  princlp 
su  sentencia  fuesa  acept 
resada. 

En  este  caso  dicha  se 
6un  para  el  capturado,  [ 
sumí  ion  de  la  parte  inte 

Lo  que  hemos  querid 
mente,  es  que  el  tribunal 
cía  de  derecho  internaclt 
buir  al  mismo  el  poder  ij 
6  á  sus  reglamentos  una 
pronunclacao  una  senté 
capturado- 

1664.  Ahora  debemos 
■  del  procedimiento  ante  li 
respecto  de  éstos,  como 
inteligencia  para  adopta: 

Hasta  que  no  se  llegí 
principios  de  derecho  re 
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de  los  juicios,  teniendo  en  cuenta  que,  siendo  la  del  tribu- 
nal en  estas  causas  una  misión  de  interés  internacional, 
convendrá  atenerse  en  los  casos  dudosos  IL  los  principios 
del  derecho  internacional,  más  bien  que  á  los  especiales 
consagrados  en  los  reglamentos  del  propio  país. 

El  procedimiento  se  divide  naturalmente  en  dos  partes: 
el  preliminar  ó  instructor  destinado  á  establecer  los  hechos 
alegados  y  de  los  cuales  puede  exigirse  prueba  para  decidir 
acerca  de  la  legalidad  del  secuestro  ó  de  la  confiscación,  y 
el  que  se  refiere  al  orden  del  juicio  y  á  la  sentencia  que 
debe  pronunciarse. 

1665.  Hoy  se  admite  una  competencia  especial,  determi- 
nada en  cada  país  por  la  ley  propia  y  se  cree  también  gene- 
ralmente que  las  formas  procesales  ante  dicho  tribunal 
deben  regirse  por  la  misma  ley.  Sería  de  desear  que  los 
principios  de  derecho  común  relativos  al  procedimiento  y 
á  las  reglas  en  que  deben  apoyarse  los  motivos  de  la  sen- 
tencia de  los  tribunales,  fuesen  respetados  y  lealmente 
aplicados.  Ha  sucedido  á  veces  que  los  gobiernos  han  im- 
puesto á  los  tribunales  de  presas  reglas  verdaderamente 
excepcionales  en  materia  de  procedimiento,  y  que  los 
mismos  tribunales  se  han  mostrado  inclinados  á  sacrificar 
los  justos  principios  para  satisfacer  los  intereses  políticos 
y  la'ogoista  avidez  de  sus  gobiernos. 

Respecto  de  este  punto,  pueden  allegarse  numerosas 
pruebas  tomadas  de  las  colecciones  de  jurisprudencia  en 
materia  de  presas,  en  las  que  hallamos  consagradas  las 
más  contradictorias  máximas.  Bastará  sólo  recordar  que 
en  el  secuestrado  ha  querido  hallarse  un  culpable,  consi- 
derando el  secuestro  como  título  suficiente  para  legitimar 
la  confiscación,  salvo  cuando  se  rechazase  la  culpa  impu- 
tada con  pruebas  ciertas  y  evidentes  por  parte  del  que  su- 
frió el  secuestro;  y  para  hacer  más  difícil  la  prueba  de  la 
propia  defensa  por  dicha  parte,  hasta  se  han  negado  algu- 
nas veces  los  Tribunales  á  admitir  en  el  juicio  otros  medios 
de  prueba  que  los  existentes  á  bordo  en  el  momento  de  la 
captura. 

1666.  Incumbe  al  tribunal  decidir  si  el  buque  debe  ser 
condenado  ó  quedar  libre,  y  en  este  caso,  si  debe  quedar 
libre  pura  y  simplemente,  ó  si  há  lugar  á  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  por  la  ilegalidad  del  secuestro. 


.  j.r 


SECCIÓN  SEGUNDA 
Fin  de  la  guerra 


1667.  Objeto  de  Mta  seoeion. 

1667.  Para  completar  nuestras  investigaciones  relativas 
al  derecho  de  la  guerra,  réstanos  examinar  cómo  termina 
ésta  y  cómo  se  restablece  la  paz. 

De  conformidad  con  todo  lo  dicho  al  principio  de  este  li- 
bro, la  guerra  puede  ser  en  ciertos  casos  necesaria  y  legi- 
tima, pero  debe  ser  siempre  un  medio  de  restablecer  el 
orden  jurídico,  esto  es,  la  paz.  En  efecto,  las  relaciones  de 
paz  son  las  relaciones  naturales  entre  los  Estados;  de  otro 
modo  no  puede  ser  lícito  hacer  la  guerra  para  conseguir 
la  paz . 

Debemos,  pues,  investigar  cuándo  termina  la  guerra  y 
cuándo  recobra  su  vigor  y  autoridad  el  derecho  de  paz. 

Esto  constituirá  el  argumento  de  la  presente  sección;  y 
como  todo  viene  á  resumirse  en  establecer  cómo  y  cuándo* 
debe  decirse  terminada  la  guerra,  trataremos  de  ello  en  un 
solo  capítulo. 

Hemos  juzgado  oportuno  hablar  también  de  ciertas 
consecuencias  que  pueden  derivarse  de  los  hechos  de 
guerra,  tratando  en  el  último  capítulo  de  los  daños  causa- 
dos por  la  misma.  Esta  cuestión  entra  realmente  en  el  cam- 
po del  derecho  privado;  pero  como  para  resolverla  es  ne- 
cesario aplicar  los  principios  del  derecho  internacional,  no 
hemos  querido  dejar  de  tratar  aunque  sumariamente  de 
las  relaciones  qu(^  tiene  con  el  derecho  internacional  públi- 
co de  guerra. 
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suficiente,  á  nuestro  modo  de  ver,  para  terminar  la  guerra, 
aun  cuando  sea  la  consecuencia  de  un  armisticio  general 
para  concluir  la  paz,  porque,  como  hemos  dicho  anterior- 
mente, el  armisticio  sólo  suspende  las  operaciones  de  la 
guerra,  no  la  concluye,  y  recomendamos  las  razones  alli 
expuestas  para  establecer  la  diferencia  entre  ambos 
casos  (1) . 

La  conquista  del  territorio  ó  de  uno  de  los  Estados  beli- 
gerantes hecha  por  el  otro  no  creemos  que  pueda^er  por  sí 
misma  uno  de  los  medios  de  concluir  legalm^nte  la  guer- 
ra, según  opina  Hall.  No  sabemos,  en  verdad,  qué  debe  en- 
tenderse por  conquista  ni  cuándo  puede,  considerarse  rea- 
lizada de  pleno  derecho,  considerándola  eficaz  para  fljar  el 
término  legal  de  la  guerra.  Aun  cuando  el  beligerante  hu- 
biese sometido  á  su  poder  los  habitantes  de  una  parte  del 
territorio,  y  el  otro  suspendiese  las  hostilidades  por  con- 
siderarse impotente  para  reconquistar  el  territorio  perdido, 
no  bastarla  esto  para  considerar  la  guerra  legalmente  ter- 
niinada,  debiendo  mirarse  aquel  hecho  como  ocupación 
militar,  y  por  consiguiente,  como  un  hecho  transitorio  por 
sí  mismo,  hasta  tanto  que  la  cesión  del  territorio  ocupa* 
do  haya  sido  reconocida  mediante  un  tratado  formal  de 
cesión,  ó  por  otros  actos  inequívocos  equivalentes  &  un 
tratado,  como  son  los  del  reconocimiento  formal  del  nuevo 
Estado,  creado  mediante  la  incorporación  de  un  territorio, 
de  lo  cual  nos  ocupamos  en  el  tomo  primero  (2), 

Por  otra  parte,  en  tales  casos  no  sería  la  conquista  lo 
que  podría  terminar  legalmente  la  guerra,  sino  el  reconoci- 
miento de  la  incorporación  que  equivaldría  al  tratado  de 
.cesión.  Mientras  no  se  verificase  la  una  ni  la  otra,  existiría 
una  suspensión  de  hostilidades,  pero  no  una  paz  definitiva, 
porque  la  ocupación  sería  siempre  un  hecho  transitorio. 

Háse  dicho  que  la  guerra  puede  terminar  con  la  absolu- 
ta é  incondicional  sumisión  de  un  beligerante  al  otro;  pere 
nosotros  no  consideramos  exacto  tal  concepto,  sino  en  ca- 
so de  una  guerra  civil.  En  efecto,  si  el  partido  queluchapara 
derribar  al  gobierno  y  sustituirlo  por  otro,  ó  por  separarse 
delEstado,  y  formar  un  Estado  &  parte,  fuese  sometido, 


(1)  Véase  el  §  1463  y  sig. 

(2)  Véase  el  1. 1,  §  305  y  sig. 


*  •  f. 
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permaneciesen  indiferentes  y  completamente  extraños  á  re- 
conocer medíante  un  tratado  las  condiciones  de  la  paz. 

De  aqui  se  deduce  que  el  único  modo  verdadero  y  legal 
de  terminar  la  guerra,  es  el  estipular  un  formal  tratado  de 
paz,  y  no  creemos  que  con  arreglo  al  derecho  internacional 
moderno  haya  otro  medio  legítimo  de  terminarla. 

Ya  hemos  dicho  varias  veces  que  conviene  establecer 
sin  equívocos  el  momento  jurídico  en  que  deja  de  ser  apli- 
cable el  derecho  de  guerra  y  vuelve  á  estar  en  vigor  el  de 
paz,  siendo  también  necesario  consignar  el  momento  en 
que  comienza  á  ser  aplicable  jurídicamente  el  derecho  de 
guerra  (1).  Por  esta  razón  entendemos  cjue  no  es  oportuno 
elevar  á  regla  general  de  derecho  internacional  la  estable- 
cida por  Bluntschli,  á  saber:  «La  guerra  puede  terminar  sin 
tratado,  á  consecuencia  de  la  cesación  de  las  hostilidades 
y  de  la  reanudación  de  las  relaciones  pacíficas  entre  los  be- 
ligerantes.» El  mismo  escritor#hace  nc^ar  que  el  momento 
en  que  cesa  la  guerra  para  dar  lugar  á  la  paz,  es  incierto 
en  el  caso  por  él  propuesto,  lo  cual  es  un  gravísimo  incon- 
veniente. Si  la  aplicación  de  los  derechos  excepcionales  de 
guerra  sólo  es  legítima  cuando  ésta  existe  realmente,  no 
debe  quedar  abierto  ningún  camino  al  error  cuando  ocurra 
establecer  con  exactitud  el  momento  en  que  el  estado  de 
guerra  debe  considerarse  como  terminado  jurídicamente. 
El  acto  internacional  indispensable  para  fijar  dicho  momen- 
to, es  el  tratado  de  paz,  por  lo  cual  establecemos  las  si- 
guientes reglas: 

a)  El  único  modo  de  concluir  legalmente  la  guerra  es  la 
estipulación  del  tratado  de  paz. 

b)  En  caso  de  cesación  de  hostilidades,  deberán  aplicar- 
se, para  estipular  el  tratado  de  paz,  las  reglas  anterior- 
mente expuestas  relativas  al  armisticio. 

1669.  Debemos  ahora  examinar  cuáles  son  las  condicio- 
nes esenciales  para  la  validez  del  tratado  de  paz,  y  cuáles 
son  las  condiciones  de  ésta  que  pueden  acordarse  median- 
te tratado. 

No  cabe  que  discurramos  aquí  de  todo  lo  concerniente 


(1)    Véase  lo  dicho  anteriormente  respecto  de  la  necesidad  de  la  de- 
claración de  guerra. 
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al  poder  competente  para  concluir  la  paz,  ni  de  la  capaci- 
dad exigida  para  estipular  el  convenio. 

Los  principios  para  resolver  estas  cuestiones  son  dis- 
tintoSy  según  las  leyes  constitucionales  de  cada  país,  y 
conviene  referirse  á  la  Constitución  del  Estado  para  decidir 
cuál  es  el  poder  competente  para  concluir  la  paz  y  estable- 
cer sus  condiciones,  y  qué  formalidades  son  indispensa- 
bles para  dar  vida  á  la  obligación  Internacional  del  Estado, 
contraída  mediante  un  tratado  de  paz.  Recordamos  á  este 
propósito  las  reglas  expuestas  anteriormente  (1),  y  de  con- 
formidad con  ellas  proponemos  las  siguientes: 

a)  El  poder  de  estipular  el  tratado  de  paz  corresponde  á 
aquellos  que,  según  la  Constitución  nacional,  son  compe- 
tentes para  estipular  ^los  demás  tratados  con  las  naciones 
extranjeras,  salvo  el  caso  de  que  la  misma  Constitución  li- 

^  mite  el  poder  general  de  ajustar  el  tratado  de  paz  ó  de  fijar 
las  condiciones  de  la  misma; 

b)  Faltando  en  la  Constitución  una  disposición  expresa, 
debe  presumirse  competente  para  estipular  dicho  tratado  & 
quien  ejerza  de  hecho  el  poder  soberano  y  tenga  la  repre- 
sentación del  Estado; 

c)  Debe  considerarse  en  la  indiscutible  posesión  de  la 
autoridad  suprema  á  la  persona  6  personas  que  ejerzan  di- 
cho poder  con  el  consentimiento  expreso  ó  tácito  del  pueblo, 
á.un  cuanda  un  partido  nacional  haya  establecido  un  go- 
bierno interino  en  sustitución  del  gobierno  del  legítimo  so- 
berano vencido  6  prisionero,  ó  que  haya  abdicado,  ó  que, 
por  cualquier  razón,  se  halle  impedido  para  ejercer  el  poder 
soberano  (2); 

(1)  Véase  el  §971. 

(2)  Las  bases  preliminares  de  la  paz  entre  Francia  y  Prusia  se  fir- 
maron en  Vepsalles  el  28  de  Enero  de  1871  por  el  Gobierno  de  la  De- 
fensa nacional;  aquel  f aé  verdaderamente  un  convenio  de  armisticio 
para  conclakr  la  paz  definitiva;  las  condiciones  de  la  paz  propiamente 
dicha  fueron  discutidas  y  autorizadas  por  la  asamblea  elegida  con  este 
objeto  por  los  Franceses  para  decidir  si  debía  ó  no  continuarse  laguer- 
ra  y  en  qué  condiciones  podía  estipularse  la  paz.  Los  actos  realizados 
por  el  Gobierno  de  la  Defensa  nacional  fueron  con  razón  considerados 
como  obligatorios  para  Francia,  habiendo  dicho  gobierno  concentrado 
en  sus  manos  todos  los  poderes  y  el  ejercicio  de  los  derechos  de  la  so* 
beranfa. 
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rf)  Cuando  no  se  disponga  expresamente  lo  contrario, 
debe  suponerse  que  el  poder  general  de  celebrar  tratados 
de  paz  implica  además  el  de  estipular  las  condiciones  de^ 
ésta. 

1670:  Una  de  las  materias  más  controvertidas  es  la  de 
si  la  cesión  de  una  parte  del  territorio  del  Estado  ó  de  la 
propiedad  pública  del  mismo  puede  imponerse  por  el  ven- 
cedor al  vencido  como  condición  dé  la  paz. 

La  cesión  de  parte  del  territorio  puede  ser  una  de  tantas 
eventualidades  de  la  guerra  y  una  condición  legítima  de  la 
paz,  ora  se  imponga  por  el  vencedor  al  vencido  para  resar- 
cirse de  este  modo  de  los  sacrificios  hechos  durante  la  guer- 
,ra,  ora  para  castigar  á  su  enemigo  que  la  haya  provocado, 
sobre  todo  si  ésta  es  injusta  por  parte,  del  mismo,  6  por  últi- 
mo, para  tener  una  seguridad  en  el  porvenir  ó  impedir  fu- 
turas causas  de  guerra. 

Los  sacrificios  territoriales  no  deben  considerarse  como 
el  fin  que  el  vencedor  pueda  proponerse  en  la  guerra,  por- 
que ésta  no  puede  tener  por  objeto  la  conquista,  ni  aun  po- 
dría considerarse  la  cesión  en  sí  misma  como  un  derecho 
inherente  al  de  guerra,  porque  el  derecho  de  conquista  no 
existe.  No  puede,  sin  embargo,  censurarse  siempre  y  en 
absoluto  al  vencedor  que,  para  realizar  á  sus  propósitos 
ponga  como  condición  de  la  paz  la  cesión  de  una  parte  del 
territorio,  cuando  por  las  circunstancias  pueda  presumirs* 
que  dicha  cesión  sea  un  medio  necesario  para  consolidar 
la  paz. 

Hablando  Alberico  Gentile  del  derecho  del  vencedor, 
atribuía  al  mismo  la  facultad  de  castigar  las  injurias  pasa- 
das y  las  futuras.  Observaba  que  la  pena,  ultiOy  puede  traer 
consigo  dos  cosas,  la  satisfacción  de  la  injuria,  y  la  segu- 
ridad para  el  porvenir  (1).  No  pretendemos  con  esto  justi- 
ficar la  cesión  á  título  de  .pona,  pero  sí  la  admitimos  en  el 
segundo  caso. 

1671.  Puede  haber,  en  efecto,  circunstancias  en  que  la 
cesión  territorial  sea  indispensable  para  evitar  en  lo  futun> 
nuevos  motivos  de  guerra,  como  sucedería  en  caso  de  una 


(1)    Alberico  Gentile,  Del  derecho  deguerray  cap.  XIII;  tradaccion 
de  Fioriní,  Libuma,  1877. 
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condición  de  la  paz,  cuando  esta  exigencia  se  halle  justifl- 
cada  por  consideraciones  evidentes  de  moralidad  y  de  jus- 
ticia y  por  el  interés  general  de  conservar  la  paz. 

Para  la  aplicación  de  esta  regla  conviene  recordar  lo 
dicho  &  propósito  de  las  agregaciones  ó  anexiones  legíti- 
mas según  el  derecho  internacional  (1),  y  de  los  tratados 
de  cesión  territorial  (2).  Es  evidente  que,  cuando  la  cesión 
del  territorio  se  ha  heclio  de  conformidad  6  con  el  consen- 
timiento tácito  ó  expreso  de  la  población  del  jnísmo,  puede 
indudablemente  justificarse;  mas  para  decidir  si  la  falta  de 
este  consentimiento  es  suficiente  por  sí  misma  para  invali- 
dar la  cesión  impuesta  como  condición  de  la  paz,  nos  re- 
mitimos á  las  reglas  propuestas  anteriormente  relativas  á 
los  efectos  del  tratado  de  cesión,  en  cuanto  al  cambio  de 
nacionalidad  de  los  habitantes  delterritorio  cedido  (3). 
1672.    Respecto  de  los  demás  pactos  que  pueden  impo- 


(1)  Véase  el  tomo  I,  libro  III,  sección  primera,  capítalo  I,  §  267  y 
siguientes. 

(2)  Véase  el  tomo  H,  lib.  V,  cap.  IX. 

(3)  Durante  la  ocupacian  militar  de  la  Alsacia-Lorena  por  parte 
del  ejército  prusiano,  los  ciudadanos  de  dichas  provincias  tomaron 
parte  en  las  elecciones  de  los  diputados  de  la  Asamblea  francesa  que  se 
reunió  en  Burdeos  para  deliberar  acerca  de  la  conclusión  de  la  paz. 
Hicieron  estopor  un  decreto  de  la  Cancillería  federal  de  2  de  Febrero 
de  1871,  el  cual  dispuso  que  tuvieran  lugar  las  elecciones  aun  en  las 
provincias  militarmente  ocupadas,  sin  ninguna  influencia  por  parte  de 
las  autoridades  alemanas.  Este  procedimiento  fué  correcto  bago  todos 
los  puntos  de  vista:  la  Alsacia  y  la  Lorena  eran  provincias  francesas 
y  continuaron  siéndolo  durante  la  ocupación  militar  por  parte  de  las 
tropas  alemanas,  hasta  que  por  el  tratado  de  paz  de  11  de  Mayo  de  1871 
quedaron  unidas  al  Imperio  alemán.  Era  natural  que  al  discutirse  una 
cuestión  que  interesaba  á  toda  la  Francia,  esto  es,  la  de  si  debía  ó  no 
continuarse  la  guerra  y  con  qué  condiciones  podía  hacerse  la  paz,  de* 
bían  aquellas  provincias  estar  representadas  y  elegir  sus  diputados 
I>ara  la  Asamblea.  La  conclusión  de  los  preliminares  de  la  paz  acorda- 
dos sobre  la  base  de  la  cesión  de  dichas  provincias,  que  la  Prusia  po- 
nía como  condición  del  tratado  definitiro,  no  podía  considerarse  sufi- 
ciente para  consumar  el  cambio  de  nacionalidad  de  los  habitantes  de 
aquellas  provincias,  y  hacer  perder  á  los  mismos  el  derech^o  que  les 
correspondía,  como  ciudadanos  franceses,  de  estar  representados  en  la 
Asamblea  nacional. 


*7 


—  536  — 

y  la  seguridad  común,  no  basta  que  las  partes  hayau  sus- 
crito el  tratado  para  hacer  eficaces  las  obligaciones  con- 
traidas, antes  bien  convendría  llamar  á  los  Estados  hoj- 
interesados  para  poner  en  armonía  las  condiciones  de  la 
paz  con  sus  derechos  y  sus  intereses  colectivos,  y  con  las 
exigencias  de  la  civilización. 

No  queremos  decir  con  esto  que  la  guerra  no  pueda  con- 
siderarse terminada  hasta  que  se  reconozca  que  las  condi- 
ciones de  la  paz  están  en  armonía  con  los  principios  del 
derecho  internacional  y  con  los  intereses  colectivos  ó  indi- 
viduales de  los  demás  Estados.  Nó:  la  guerra  termina  con 
la  estipulación  del  tratado  de  paz .  Respecto  de  las  partes 
beligerantes  debe  considerarse  como  formalmente  resta- 
blecida una  vez  estipulado  el  tratado,  debiendo  consi- 
derarse siempre  respecto  de  ellas  el  acto  como  perfecto  y 
eficaz  para  terminar  la  guerra  bajo  las  condiciones  estipu- 
ladas. Mas  como  dicho  acto  no  puede  tenerse  por  eficaz  y 
definitivo  respecto  de  los  terceros  interesados  en  las  con- 
diciones de  la  paz,  no  debe  negarse  á  éstos  el  derecho  de 
examinarlas  y  modificarlas  en  lo  que  se  refiere  &  las  con- 
secuencias relativas  á  los  intereses  generales  de  la  huma- 
nidad, de  la  paz  y  de  la  civilización,  y  á  los  particulares  de 
los  demás  Estados.  Este  derecho  deberá,  considerarse  re- 
servado, aun  cuando  no  lo  hubiere  sido  expresamente  en 
el  tratado,  teniendo  siempre  entendido  que  esta  reserva  no 
podrá  modificar  las  relaciones  entre  las  partes  beligeran- 
1 3S  que  hubiesen  concluido  la  paz. 

1674.  Las  condiciones  de  ésta  podrán  también  ser  so- 
metidas á  la  revisión  colectiva  de  los  Estados  por  iniciati- 
va de  la  parte  que,  habiendo  aceptado  tales  condiciones,  la 
considerase  como  una  lesión  enormísima  de  sus  legítimos 
derechos.  Como  ya  hemos  dicho,  los  supremos  principios 
de  la  justicia  y  del  derecho  se  hallan  bajo  la  tutela  de  los 
Estados  que  viven  en  sociedad  de  hecho,  los  cuales  debe- 
rán también  considerarse  solidariamente  interesados  en 
contener  al  vencedor  en  los  justos  límites  fijados  por  la  ra- 
zón .  La  parte  que  hubiese  suscrito  el  tratado  de  paz  y  que 
al  ejecutarlo  hallase  que  existía  una  lesión  enorme  de  sus 
derechos  legítimos  é  imprescriptibles,  no  podría  por  sí  mis- 
ma hallar  en  esto  una  razón  suficiente  para  declarar  no 
obligatorio  el  tratado  y  negarse  á  su  ejecución,  porque  si 
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rio  de  la  parte  beligerante,  ignorando  la  conclusión  de  la 
paz,  hubiere  secuestrado  un  buque  enemigo,  no  podría  ser 
condenado  á  ninguna  indemnización  de  daños,  siempre 
que  probase  que  había  verificado  el  secuestro  por  igno- 
rar la  paz  ajustada. 

En  los  tiempos  modernos  prevalece  el  uso  de  estipular 
entre  las  condigiones  de  paz,  que  todos  los  buques  y  carga- 
mentos cuya  confiscación  no  se  haya  verificado  antes  de  la 
conclusión  del  tratado,  deben  ser  restituidos  á  sus  legítimos 
propietarios. 

Respecto  de  este  punto  nada  tenemos  que  observar. 
Todo  gobierno  puede  renunciar  expresamente  &  su  dere- 
cho de  confiscar,  como  puede  restituir  también  las  cosas 
confiscadas,  ó  las  secuestradas  cuya  confiscación  aún  no 
se  haya  resuelto  al  concluirse  la  paz.  Pero  si  nada  se  hu- 
biese dispuesto  respecto  de  este  asunto,  debe  admitirse 
como  regla  que,  como  de  los  hechos  ocurridos  durante  la 
guerra  son  competentes  para  juzgar  los  tribunales  espe- 
ciales aplicando  las  leyes  de  la  misma,  nada  se  opone  & 
que  continúen  juzgando  los  tribunales  de  presas,  acerca  de 
la  validez  de  los  secuestros  llevados  á  cabo  antes  de  la  con- 
clusión de  la  paz.  El  aplicar  las  leyes  de  la  guerra  á  los  he- 
chos que  tienen  conexión  con  ésta  y  que  han  ocurrido  du- 
rante la  misma,  no  es  un  acto  de  hostilidad. 

1677.  Una  de  las  consecuencias  de  la  conclusión  de  la 
paz  es  la  amnistía  {lex  oblivionis),  que  entraña  la  recíproca 
declaración  de  las  partes  de  considerar  terminada  toda 
enemistad  entre  las  mismas  y  resuelta  toda  cuestión  rela- 
tiva A  la  materia  que  dio  OQasion  á  la  guerra.  Acostúmbra- 
se generalmente  á  renunciar  en  el  tratado  mismo  á  toda 
pretensión  que  á  la  cosa  controvertida  se  refiera,  así 
como  también  á  todo  derecho  de  reclamaciones.  Mas,  aun- 
que no  se  exprese  tal  renuncia  general,  debe  considerarse 
sobreentendida,  y  ampliada  á  toda  clase  de  acciones  por 
parte  de  uno  y  otro  Estado,  relativas  á  los  hechos  de  guer- 
ra, y  Aun  á  los  acontecimientos  políticos  y  militares  verifi- 
cados durante  ésta. 

No  debe  decirse  lo  mismo  de  las  acciones  de  los  parti- 
culares que  puedan  ser  consecuencia  de  aquellos  hechos, 
en  cuya  categoría  van  incluidas  todas  las  acciones  civiles 
que  puedan  derivarse  de  los  contratos  concluidos  durante 
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Estado  que  estipuló  el  tratado,  fuese  la  ratificación  por  par- 
te de  las  Cámaras  una  condición  indispensable  para  esti- 
pular válidamente  las  modiñcaciones  territoriales  ó  las 
condiciones  de  la  paz,  la  ejecución  de  diclio  tratado  y  su  ple- 
na eficacia  deberían  considerarse  subordinadas  á  la  condi- 
ción suspensiva  de  la  ratificación,  la  cual,  cuando  llegue  & 
verificarse  debidamente,  retrotraerá  sus  efectoS  al  momento 
en  que  se  flrmó,  de  manera  que  los  derechos  adquiridos  en 
virtud  dedtcho  tratado  deberán  considerarse  efectivos  desde 
el  dia  en  que  se  firmó  aquél,  y  no  desde  que  se  cambiaron 
las  ratificaciones.  Está  regla  puede  aplicarse  para  decidir 
acerca  de  la  adquisición  de  pleno  derecho  de  la  soberanía 
territorial  délas  provincias  cedidas, el  cual  debe  considerar- 
se adquirido  desde  el  momento  en  que  se  firmó  el  tratado' 
no  desde  el  dia  de  su  ratificación.  De  aquí  que,  &  contar 
desde  la  fecha  de  la  firma,  el  ejercicio  de  los  derechos 
del  territorio  cedido  no  tendrá  por  fundamento  la  ocupación 
militar,  sino  la  soberanía  territorial  legftimamente  adqui- 
rida en  virtud  del  tratado  de  cesión  (1). 

No  habiendo  nada  en  contrario,  debe  servir  como  base 
para  la  estipulación  de  la  paz  el  statu  quo  resultante  de  los 
acontecimientos  de  la  guerra.  Debemos  advertir,  sin  embar- 
go, que  el  principio  del  uti  possideíts  puede  servir  en  todo  lo 
concerniente  á  la  posesión  de  las  cosas  pertenecientes  á  uno 
ú  otro  beligerante,  pero  no  puede  valer  para  la  adquisición 
de  los  derechos  de  soberanía  territorial,  respecto  de  los  cua- 
les todo  debe  depender  de  los  tratados  de  cesión,  teniendo 
en  cuenta  las  reglas  antes  expuestas. 

1680.  El  tratado  de  paz  debe  ser  ejecutado  en  cuanto  las 
circunstancias  lo  permitan,  con  lealtad  y  buena  fé.  Delie 
considerarse  como  necesario  para  devolver  su  antigua 
autoridad  al  derecho  de  paz,  cualquier  acto  de  ejecución 
que  asi  lo  indique.  Si  se  violase  el  tratado  antes  de  verifi- 


(1)  El  Tribnnal  de  casación  francés,  en  k  sentencia  de  12  de  Agosto 
de  1371  (Siroy,  1.*,  108),  sostuvo  que  la  cesión  de  la  Alsacia  7  de  la  Lo- 
Kna  consentida  por  el  tratado  de  paz  de  10  de  Mayo  de  1871,  no  pedia 
decirse  consamada  hasta  el  20  de  Mayo  en  qae  dicho  tratado  faé  rati- 
ficado. Esto  debe  caosiderarse  oomo  exacto  en  cuanto  concierne  á  la 
eficacia  de  la  cesión  y  á  la  perfección  de  la  misma. 
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pleno  goce  de  sus  derechos,  admitiéndose  por  una  ficción 
jurídica  que  no  había  sido  privado  de  la  libertad.  A  este  de- 
recho lo  denominaron  jus  postliminü,  ex  reditu  in  limen,  id 
estyftnes  públicos.  Por  la  misma  ficción  jurídica  considera- 
ban las  cosas  recobradas  del  enen)igo  por  el  primitivo  pro- 
pietario, como  si  éste  no  se  hubiese  visto  privado  de  ellas. 
1682.  Los  publicistas  modernos  han  queritlo  aplicar  el 
concepto  del  derecho  romano  á  las  relaciones  que  vuelven 
á  su  estado  primitivo  á  consecuencia  de  la  paz.  Debemos 
notar,  sin  embargo,  que  si  los  derechos  existentes  antes  de 
la  guerra,  y'cuyo  ejercicio  se  impidió  durante  la  misma, 
vuelven  en  ciertos  casos  al  estado  primitivo  al  concluirse 
la  paz,  no  puede  decirse  que  ocurra  esto  por  una  mera  fic- 
ción, como  sucedía  en  el  derecho  romano.  No  puede,  en 
verdad,  admitirse  que  el  simple  hecho  de  la  posesión  sé& 
siempre  un  título  legítimo  para  adquirir  durante  la  guerra 
la  propiedad  de  la  cosa,  excluyendo  al  primitivo  propie- 
tario. 

El  derecho  de  propiedad  es  sagrado  é  inviolable  lo  mis- 
mo durante  la  guerra  que  durante  la  paz,  y  si  la  posesión 
por  parte  del  legítimo  propietario  se  ha  interrumpido  por 
un  acto  belicoso,  y  la  cosa  vuelve  al  primitivo  poseedor 
antes  que  el  beligerante  la  haya  confiscado  legalmente  en 
su  provecho,  dicho  propietario  vuelve  á  entrar  en  el  goce 
de  sus  derechos,  no  por  una  ficción  jurídica,  sino  en  virtud 
del  derecho  real  indiscutible  que  tiene  sobre  la  cosa,x5on 
tal  que  no  la  haya  renunciado  voluntariamente  ó  no  haya 
sido  legalmente  expropiado  de  ella,  en  los  casos  y  con  las 
formalidades  establecidas  por  las  leyes. 

Aplicando  este  principio  al  hecho  de  recobrar  un  buquo 
secuestrado  por  el  beligerante,  se  vé  claramente,  que,  asi 
como  el  simple  acto  del  secuestro  no  es  por  si  mismo  sufi- 
ciente para  la  expropiación  del  buque  mercante  contra  el 
propietario  y  adjudicar  la  propiedad  del  mismo  al  captu- 
rante, así  también,  si  el  propietario  vuelve  á  recobrar  su 
nave,  entrará  en  posesión  de  su  cosa  como  si  no  la  hubie- 
se perdido;  pero  no  ya  por  una  ficción  jurídica,  sino  en  vir- 
tud de  su  derecho  real  como  propietario.  Según  el  derecho 
romano,  era  la  oeupatio  belliea  un  titulo  suficiente  para 
adquirir  la  propiedad  y  para  atribuir  á  aquel  que  se 
apoderaba  de  las  cosas  del  enemigo  un  derecho  real  sobre 
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porque  conduce  á  confundir  ló  que  sucede  de  pleno  derecho 
con  lo  que  se  llama  una  ficción  jurídica. 

Queriendo  tomar  del  derecho  civil  los  principios  aplica- 
bles por  analogía  á  las  relaciones  de  derecho  privado  y  de 
derecho  público  que  durante  la  guerra  ó  &  la  conclusión  de 
la  paz  vuelven  á  su  condición  anterior  &  aquélla,  sería  me- 
jor apelar  á  aquellos  que  regulan  la  reintegración  ó  la  res- 
titución in  integrum,  salvo  las  modificaciones  que  se  deri- 
van de  la  diversa  naturaleza  de  las  relaciones. 

1684.  En  lo  que  se  refiere  á  los  derechos  de  la  soberanía 
territorial,  es  indudable  que,  si  el  antiguo  soberano  vuelve 
á  apoderarse  de  cualquier  modo  de  su  territorio  ocupado  en 
todo  ó  en  parte  por  el  enemigo,  entra  de  nuevo  en  el  pleno 
goce  de  todos  los  derechos  que  sobre  dicho  territorio  le  cor- 
responden, ipsojure.  ipsoque  facto^  la  vuelta  de  dicho  terri- 
torio á  la  condición  anterior  respecto  de  su  soberano,  no 
se  verifldará  por  derecho  de  postliminio,  sino  de  pleno  goce. 
El  soberano  se  hallaba,  en  efecto,  desposeído  de  sus  dere- 
chos, por  el  hecho  de  la  ocupación  militar  por  parte  del 
enemigo  ,  cesando  ésta  y  separado  así  el  obstáculo, 
nada  puede  impedir  que  ejercite  libremente  todos  sus  de- 
rechos. 

El  soberano  reintegrado  en  la  posesión  de  sus  derechos, 
puede  restablecer  inmediatamente  la  administración  pú- 
blica, revocar  los  actos  administrativos  llevados  á  cabo  du- 
rante  la  ocupación,  y  colocar  las  cosas  en  las  condiciones 
•en  que  se  hallaban  anteriormente.  Sólo  éste  se  hallaría  obli- 
gado á  respetar  las  consecuencias  legales  de  la  posesión  in- 
termedia por  parte  del  beligerante,  y  todos  los  derechos  ad- 
quiridos durante  la  ocupación,  ya  se  deriven  éstos  de  con- 
tratos legalmente  hechos,  yade  sentencias  dictadas  durante 
la  ocupación,  pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  con  tal 
que  dichos  derechos  sean  conciliables  con  el  derecho  cons- 
titucional y  con  el  orden  público.  Es  también  una  conse- 
cuencia de  los  mismos  principios,  que  el  soberano  no  puede 
ejercitar  sus  derechos  de  soberanía  de  un  modo  retroactivo, 
persiguiendo  los  hechos  ocurridos  durante  la  ocupación 
enemiga,  y  no  podría  volver  á  cobrar  los  impuestos  de 
conformidad  con  las  leyes  anteriormente  en  vigor,  y  sin 
tener  en  cuenta  las  leyes  y  los  reglamentos  promulgados 
por  la  autoridad  interina;  sólo  podrá  cobrar  los  impuestos 
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aún  no  pagados,  y  exigir  ademí 
tratos  hechos  durante  la  ocupai 
Por  lo  que  se  reñere  á.  la  con 
valecer  la  regla  de  que  todos  los 
cion  veriflcados  durante  la  ocupi 
derecho,  y  la  antigua  constltuc 
apenas  el  soberano  vuelve  &  tot 
cías  recobradas  del  enemigo. 

No  siendo  licitas  durante  la  c 
de  la  propiedad  pública,  podr&  < 
darlas  efectuadas  durante  aqu 
muebles  enajenados,  pagando 
desembolsada  por  ellos.  No  pu 
enajenación  de  la  renta  ó  del  pn 
minerales  y  otros  análogos,  qu 
hecha  durante  la  ocupación  ci 
pura  administración,  deberá  i 
considerada  como  válida  por 
taurado,  cuando  la  ocupación 
que  atribuyese  al  ocupante  e 
parte  de  los  bienes  de  dominio 
públicas  necesidades,  como  pi 
legítimo  observando  las  forms 
constitucional. 

Proponemos,  pues,  como  n 
restitución  in  integrum  á  todo; 
realizados  para  modiñcar  la  1 
cuya  autoridad  cesa  de  pleno 
restauración. 

Respecto  de  los  actos  admir 
sot>erano  restaurado  en  su  pl 
con  la  obligación  de  respetar  li 
ridos. 

16S5.  Cuando  llegue  el  casa 
das  durante  la  ocupación,  debe 
la  parte  tiene  dereclio  á  recobr 


(1)  La  máxima  ennociada  toé  aos 
ea  sa  senteocia  de  3  de  Agosto  de  1! 
de  casación  ttanoéa  ea  so  sentencia  i 
net,  Journal  du  droit  int.  prio.,  18' 

FIORtt.— TOMO  m. 
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hallaban  cuando  le  fueron  arrebatadas;  la  restitución  de  las 
cosas  lleva  también  consigo  el  ser  reintegrado  en  el  goce  de 
todos  los  derechos  anejos  &  las  mismas.  Por  lo  demás,  no 
puede  por  menos  de  respetarse  los  cambios  ocurridos,  los 
deterioros  que  hayan  sido  consecuencia  natural  de  los  he- 
chos y  de  las  operaciones  de  la  guerra. 

De  la  aplicación  de  estos  principios  se  deduce  que  una 
plaza  fuerte  debe  restituirse  en  las  condiciones  en  que  se 
hallaba  cuando  fué  tomada  por  el  enemigo,  siempre  que  se 
halle  en  dichas  condiciones  al  concluirse  la  paz,  no  siendo 
licito  deteriorarla;  pero  si  durante  la  guerra  hubiese  sido 
desartillada  dicha  plaza  y  derribadas  sus  fortificaciones,  y 
nada  se  hubiese  dispuesto  relativo  á  este  punto  en  el  trata- 
do de  paz,  debería  restituirse  la  fortaleza  en  el  estado  en 
que  se  hallase.  Si  el  beligerante  hubiese  hecho  durante  la 
ocupación  algunas  obras  de  fortificación,  podrái  destruirlas 
antes  de  restituir  la  plaza. 

1686.  Lo  dicho  hasta  ahora  sólo  es  valedero  en  la  hipóte- 
sis en  que  el  enemigo  haya  abandonado  libremente  el  ter- 
ritorio 4  su  adversario,  ó  que  haya  sido  obligado  á  cederlo 
por  la  fuerza;  pero  si  el  territorio  hubiese  sido  recobrado 
por  una  tercera  potencia  no  aliada  del  soberano  legitimo  en 
la  misma  guerra,  el  Estado  libertador  podrá,  al  restituir  las 
provincias  al  antiguo  soberano,  poner  alguna  condición 
sicerca  de  las  mudanzas  que  deben  introducirse  en  la  cons- 
titución política,  en  la  legislación  ó  en  la  condición  de  los 
habitantes,  lo  cual  será  objeto  de  particulares  convenciones 
entre  los  dos  Estardos. 

Notemos  además  que  la  restitución  in  integrujn  se  apli- 
ca para  la  reintegración  ocurrida  durante  ó  á  consecuencia 
de  la  misma  guerra,  y  no  á  la  que  pudiera  sobrevenir  con 
motivo  de  una  guerra  posterior. 

1687.  En  el  campo  del  derecho  privado,  notamos  ante 
todo  que  la  restitución  in  integrum  no  se  aplica  á  los  prisio- 
neros según  el  derecho  moderno,  como  se  aplicaba  segon 
el  derecho  romano  en  lo  que  se  refiere  á  la  libertad  perso- 
nal, puesto  que  la  cautividad  es  en  nuestros  dias  la  sus- 
pensión material  de  la  libertad  individual;  pero  así  como 
ésta  suspende  el  ejercicio  de  los  derechos  civUes  para  los 
que  es  necesaria  la  presencia,  así  también  puede  ad- 
mitirse la  restitución  in  integrum  respecto  de  los  pri- 
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nombre,  ó  si  no  quisiesen  aceptar  las  condiciones  de  la 
paz. 

Están  comprendidos  en  dictio  tratado  porque  adquie- 
ren el  derecho  de  aprovecharse  de  él  y  de  hacer  cesar  la 
guerra,  sin  que  pueda  el  adversario  atacar  &  los  aliado^ 
por  haber  prestado  auxilio  al  otro  beligerante,  ni  moles- 
tarles en  lo  más  mínimo.  La  paz  debe,  pues^  considerarse 
establecida  aun  con  ellos  mismos,  á  no  ser  que  declaren 
formalmente  que  no  quieren  aceptar  sus  condiciones. 


^i^^^ry/wVN^k^^rf^^^ 
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exige  que  todo  el  que  haya  sufrido  un  perjuicio  directo, 
aunque  sea  por  causa  de  utilidad  pública,  tengan  derecho  k 
la  indemnización  del  daño  sufrido. 

Conviene,  pues,  establecer  ciertas  máximas  generales 
para  decidir  si  los  particulares  que  no  toman  parte  en  la 
guerra  y  sufren,  sin  embargo,  daños  en  su  persona  ó  bie- 
nes>  tienen  derecho  á  una  indemnización.  Esta  cuestión  es 
en  extremo  complicada,  porque  puede  examinarse  ante 
todo  en  sus  relaciones  con  la  ley  interior  de  cada  país,  para 
decidir  cuándo  deben  indemnizarse  los  daños  y  cómo  pue- 
de ejercitarse  esta  acción,  cuál  es  la  autoridad  competente 
para  decidir  acerca  de  la  acción  por  daños,  esto  es,  si  di- 
cha acción  debe  ejercitarse  ante  los  tribunales  ordinarios 
6  por  la  Via  administrativa,  y  dar  lugar  á  todas  las  contro- 
versias que  pueden  surgir  en  la  aplicación  de  las  leyes  que 
protegen  los  derechos  civiles  de  los  ciudadanos  de  ua  Esta- 
do respecto  de  su  propio  gobierno,  y  que  determinan  la  mia- 
nera  de  ejercitar  los  derechos  que  se  derivan  de  la  ley. 

Las  cuestiones  indicadas  pertenecen  al  derecho. interior 
de  cada  país,  y  no  nos  correponde  á  nosotros  discutirlas  y 
examinarlas.  Incumbe  á  cada  gobierno  establecer  reglas  de 
derecho  común,  según  las  que  deban  decidirse  y  regularse 
durante  las  operaciones  de  la  guerra,  las  cuestiones  entre 
el  Estado  y  sus  ciudadanos,  relativas  á  los  daños  sufridos 
por  éstos. 

i691.  Dos  son  los  principios  que  informan  toda  la  ma- 
teria, á  saber:  que  la  acción  de  daños  sólo  compete  á  los 
particulares  contra  el  gobierno,  cuando  se  funda  en  la  ley 
civil  del  país  en  donde  se  causó  el  daño,  ó  por  un  hecho 
voluntario  por  parte  del  gobierno  mismo,  ó  por  una  omi- 
sión de  lo  que  estaba  obligado  hacer;  y  que  dicha  acción 
no  tiene  lugar  si  el  daño  ha  sido  consecuencia  de  un  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor.  A  la  manera  que  un  deudor  no 
Incurre  en  la  obligación  de  indemnizar  los  daños  cuando 
ha  sido  obligado  á  hacer  lo  que  por  propia  voluntad  nunca 
habria  hecho,  así  tampoco  podrá  incurrir  el  gobierno  en  la 
obligación  civil  de  indemnización  de  los  daños  ocasionados 
á  los  particulares  por  la  necesidad  pública  ó  por  fuerza 
mayor,  y  sólo  podría  hacerlo  por  consideraciones  de  equi- 
dad y  por  la  vía  administrativa. 

Toda  la  cuestión  se  reduce,  pues,  á  determinar  las  ope- 
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raciones  de  guerra  que  por  si  mismas 
za  mayor.  Respecto  de  este  punto  deb( 
regla  fundamental  la  de  no  extender  ir 
limites  el  concepto  de  la  necesidad  y 
que  van  ínevítablem3nte  unidas  &  la 
cluir  de  esta  manera  la  obligación  civi 
de  indemnizar  los  daños  causados. 

No  puede  negarse  que  la  guerra  tle 
cesidad  fatal  y  de  fuerza  mayor;  peí 
gobierno  puede  fiacer  y  emprender  j 
de  la  defensa  en  previsión  de  una  guei 
se  haya  declarado,  tiene  por  si  mismo 
.sidad  fatal.  La  guerra  inminente  6  de< 
ner  como  necesarios  ciertos  actos  > 
privada  y  autorizar  la  expropiación  p 
la  defensa  militar;  pero  lo  que  la  auti 
emprender  por  disposiciones  estratégi 
el  carácter  de  empresa  legitima  por  i 
lio  siempre  el  de  la  fatal  necesidad,  qi 
se  á  los  actos  llevados  &  cabo  du 
necesarios  para  resistir  al  enemigo  i 
para  comenzar  á  la  lucha.  El  no  dis1 
otra  conduce  A  falsear  el  fundamento ; 
de  guerra,  de  la  naturaleza  de  la  accic 
de  indemnizar  aquéllos. 

A  los  daños  ocasionados  por  el  int€ 
fensa  militar  se  aplican  las  leyes  relaf 
tes  de  la  expropiación  forzosa  por  cau 
ca,  puesto  que  aquéllos  deben  conside: 
como  legitimados  por  la  misma  utilid 
como  voluntariamente  ocasionados, 
confundir  estos  dailos  con  los  que  se 
prevista  é  inevitable  del  combate,  de  li 
tuales  hostilidades,  y  que  revisten  el  c 
tuito  [quod  nullum  hamanum  congiüu,r¡ 
de  la  fuerza  mayor  (cim  cui  resistí  non 
confusión  es  de  graves  y  trascendei 
prácticas,  puesto  que  la  obligación  de 
daños  y  el  aspecto  jurídico  de  la  acc 
compensación  de  éstos  son  diversos  t 
Cuando  la  utilidad  pública  lo  exija,  de 
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al  Estado  la  plena  propiedad  de  sus  cosas,  pero  é,  cambio  de 
una  indemnización  conveniente  determinada  por  la  ley; 
pudiendo  fundar  en  ésta  su  acción  misma  y  producirla 
ante  la  autoridad  Judicial,  puesto  que 'ejercita  un  derecho 
civil;  cuando,  por  el  contrario,  deba  considerarse  el  daño 
como  consecuencia  inevitable  de  la  fuerza  mayor  ó  del  caso 
fortuito,  no  compete  al  perjudicado  una  acción  civil  para 
obtener  la  indemnización  del  daño,  debiendo  considerarse 
el  sufrido  por  él  como  necesario  y  fortuito,.por  loque  po- 
dría competirle  únicamente  una  acción  por  la  vía  adminis- 
trativa, no  una  acción  judicial. 

Concluimos,  pues,  proponiendo  las  reglas  siguientes: 

a)  Se  extendería  más  allá  de  sus  justos  límites  el  con- 
cepto de  la  necesidad  fatal,  si  todo  lo  que  puede  hacerse  6 
emprenderse  con  un  previo  diseño  del  ataque  y  de  la  defen- 
sa,?y  se  reconozca  preventivamente  útil  en  caso  de  guer- 
ra inminente  6  efectiva,  se  quisiera  considerar  como  medi- 
da urgente  y  necesaria; 

6)  El  concepto  jurídico  de  la  urgencia  y  de  la  necesidad 
de  la  guerra,  del  cual  se  deriva  el  daña  de  guerra  propia- 
mente dicho,  debe  restringirse  á  todo  lo  que  se  haxie  ó  em- 
prende al  frente  del  enemigo,  ó  donde  se  empeña  la  luclia 
con  éste,  ó  circunscrito  al  punto  donde  la  acción  militar  se 
desenvuelve; 

e)  Solamente  los  daños  sufridos  por  la  propedad  priva- 
da mientras  está  empeñado  el  combate  ó  inmediatamen- 
te antes  ó  después  del  mismo  mientras  el  enemigo  está  pre- 
sente, son  los  que  deben  considerarse  como  daños  de  guer- 
ra, y  están,  por  consiguiente,  sujetos  á  las  leyes  y  regla- 
mentos que  á  ellos  se  refieren.  Todas  las  demás  destruc- 
ciones, devastaciones  y  expropiaciones  de  la  propiedad  pri- 
vada ocurridas  durante  la  guerra,  fuera  de  dicho  caso, 
proceden  también  de  la  misma  causa,  esto  es,  de  las  su- 
premas necesidades  de  la  lucha;  pero,  como  éstas,  revesti- 
rían el  carácter  de  medidas  voluntarias  y  preventivas,  si 
también  el  daño  afectaba  el  carácter  de  expropiación  por 
causa  de  utilidad  pública  (1). 


(1)  La  cuestión  de  daftos  de  guerra  se  ha  suscitado  y  debatido  en 
muchas  ocasiones  ante  los  Tribunales  italianos  con  motivo  de  las  accio- 
oes  ejercitadas  después  de  la  constitución  del  reino  de  Italia,  para  ob- 
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minarla  en  sus  relaciones  con  los  principios  del  derecho 
internacional. 

Puede  suceder,  en  efecto,  que  en  la  cuestión  de  dafios  y 
del  derectio  á  la  indemnización  de  éstos,  puedan  hallarse 
interesados  los  extranjeros  residentes  eú  el  paf s  en  donde 
se  desenvuelven  los  acontecimientos  de  la  guerra,  en  cuya 
hipótesis  podría  dudarse  si  el  Estado  está  obligado  á  resar- 
cir los  daños  ocasionados  &  los  extranjeros,  ajustándose  al 
mismo  criterio  que  respecto  á  sus  nacionales . 


en  el  asnnto  Masaroto  contra  la  Hacienda,  admitiendo  como  máxima  el 
principio,  lo  volneró  después  en  sa  aplicación,  sosteniendo  qne  la 
demolición  de  un  molino  situado  á  la  distancia  de  140  kilómetros  de 
donde  an  combate  se  había  empeñado,  debía  considerarse  como  da- 
ño de  guerra;  porque  la  conflagración  belUea  debe  considerarse  exten- 
dida á  todo  el  territorio  á  que  puede  extenderse  la  guerra.  {Monitor 
citado,  1880,  p.  195.) 

En  lo  que  se  reñere  á  la  cuestión  de  las  indemnizaciones  debidas  por 
las  medidas  de  defensa,  el  Consejo  de  Estado  francés  ha  establecido 
completamente  la  distinción  de  resolver  la  cuestión  de  indenmizaciones 
reclamadas  por  la  demolición  de  los  inmuebles  situados  en  la  zona  de- 
fensiva de  París.  Sobre  este  punto  ha  decidido  que,  siendo  esta  demoli- 
ción una  medida  preventiva  de  defensa  hasta  el  desastre  de  Sedan,  da- 
ba lugar  para  este  período  de  tiempo  á  una  indemnización  cuyo  cono- 
cimiento competía  á  la  autoridad  judicial,  mientras  que  después  del 
desastre  de  Sedan  esta  misma  demolición  constituía  un  hecho  de  guer- 
ra y  no  podía  dar  derecho  á  indemnización.  Consejo  de  Estado,  1.®  de 
Mayo  de  1874.  (D.  74,  3, 45.)  Véase  Cas.  Rec.,  27  de  Diciembre  de  1869. 
(Dalloz,  70, 1,  419.) 

Debe,  pues,  concluirse,  que  en  tiempo  de  guerra  es  siempre  necesa- 
rio el  carácter  de  fuerza  mayor  para  que  desaparezca  el  derecho  ¿  la 
indemnización.  El  Tribunal  de  casación  francés  decidió  que  los  daños 
ocasionados  á  la  propiedad  privada  por  trabs^os  ejecutados  en  casos  de 
urgencia  para  la  jlefensa  de  una  plaza  en  estado  de  sitiOi  dan  derecho  á 
una  indemnización,  siempre  que  no  constituyan  ún  caso  de  fuerza 
mayor.  Rec.  24  Febrero  1874.  (Dalloz.  74,  1,  346). 

Conf.  Mogliaza,  De  la  indemnización  de  los  daños  de  guerra,  Roma 
1876.— Gabba.  en  el  BetUni  1880,  p.  30,  y  en  el  Foro  italiano  1881, 
p.  284.— Nota  de  Pescatore  á  la  sentencia  del  Tribunal  de  casación  de 
Tnrin  de  8  de  Enero  de  1876,  publicada  en  los  Anales  de  jurispruden^ 
cia  italiana  y  reproducida  en  el  Diario  de  las  leyes  de  Qénova,  año 
VIIL— Fiore,  nota  á  la  sentencia  del  Tribunal  de  apelación  de  Lucca,  8 
de  Marzo  de  1880»  y  en  el  Diario  de  derecho  internacional  privado 
1883,  p.  78. 
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Otro  motivo  de  controversia 
los  danos  entre  los  gobiernos  d 
en  el  supuesto  de  que  en  el  trata 
visto  á.  esto,  y  de  que  la  sobera 
en  que  se  oiíasiooaron  diclios 
militares  enemigas  liaya  sufi 
consecuencia  del  tratado  de  pa: 

Respecto  á.  la  primera  de  di 
establecer  como  regla'la  de  que 
en  un  país  deben  soportar  toda: 
sas  de  la  gue^^a  y  no  pueden  a! 
legiado  para  obtener  una  Indem 
en  que  puedan  invocar  este  mis 
del  Estado.  Todo  lo  que  aquéll 
mente,  es  que  se  les  coloque  a 
por  lo  cual,  si  para  proveerá  la 
se  viese  obligado  el  soberano  ' 
la  propiedad  de  los  extranjeros 
decretar  la  exprx>piacion  de  la 
medidas  defensivas  ú  ofensivas 
nes  militares,  no  podrían  hacei 
derecho  excepcional  -de  indemí 
extranjeros,  ni  debían  negársel 
viles  ó  administrativas  corresf 
cuando  llegase  el  caso  de  podei 
según  la  ley  territorial. 

Todo  el  que  se  establece 
convierte  en  ciudadano  temporf 
rania  territorial  una  comunid 
imponfe  á  aquélla  el  deber  de 
ro  en  el  ejercicio  de  sus  der 
lar  protegido  la  obligación  co 
las  cargas  civiles,  y  los  acontec 
caso  fortuito  durante  el  tiempo 

1693.  Ha  sucedido  algunas  i 
sidentes  en  un  país  y  perjudica 
res  ó  hechos  de  guerra  por  par 
y  obtenido  el  apoyo  del  de  su  p 
sicion  privilegiada.  Semejante  < 
contraria  á.  los  principios  del  di 
la  acción  diplomática  paraobte 
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ciudadanos  lo  que  éstos  no  hayan  podido  conseguir  por  la 
vía  judicial.  Aun  cuando  la  conducta  del  gobierno  pudiera 
considerarse  poco  correcta  por  el  indebido  ejercicio  de  sus 
dereclios  de  soberanía  y  por  los  medios  empleados  para  re- 
primir una  insurrección  en  el  casó  de  guerra  civil,  no  po- 
dría esto  dar  origen  &  que  los  extranjeros  tuviesen  derecho 
á.  un  trato  más  favorable  que  el  que  las  leyes  del  país  ase* 
guran  &  los  nacionales.  Todo  Estado  independíente  puede 
proveer  á  su  seguridad  y  á  su  propia  conservación  por  los 
medios  más  eñcaces  para  conseguir  su  fin,  y  no  está  obli- 
gado á  dar  cuenta  á  los  demás  gobiernos  de  los  motivos  á 
que  obedece  su  conducta,  siempre  que  haya  hecho  uso  de 
la  fuerza  con  arreglo  á  los  principios  del  derecho  interna- 
cional y  á  las  leyes  de  la  guerra.  Si  haciendo  esto  hu- 
biesen inferido  algún  daño  á  los  extranjeros  establecidos 
en  el  país,  deberían  sufrirlo  igualmente  que  los  nacionales, 
y  no  pedir  el  apoyo  de  su  gobierno  para  obtener  una  in- 
demnización excepcional,  como  por  otra  parte  no  sería  con- 
veniente para  los  gobiernos  conceder  á  los  nacionales  el 
apoyo  exigido  en  tales  circunstancias,  como  sucedería  para 
cualquiera  otra  calamidad  producida  por  un  caso  fortuito  ó 
por  fuerza  mayor. 

1694.  Los  principios  de  que  se  trata  han  sido  amplia- 
mente discutidos,  á  propósito  de  los  dafios  sufridos  por  los 
extranjeros  por  causa  de  las  turbulencias  interiores  ó  de 
las  guerras  civiles.  Las  máximas  que,  ajuicio  nuestro,  de- 
berían regular  estas  cuestiones  son  las  siguientes: 

a)  Todo  gobierno  debe  hacer  cuanto  pueda  para  prote- 
ger la  vida  y  los  bienes  de  los  extranjeros  residentes  en  su 
país; 

6)  Los  extranjeros  á  su  vez  deben  estar  dispuestos  á 
sufrir,  lo  mismo  que  los  nacionales,  las  calamidades  pú- 
blicas y  los  daños  que  puedan  sobrevenir  á  consecuencia 
de  desórdenes  interiores  ó  de  guerras  civiles; 

c)  Corresponde  á  los  Tribunales  el  decidir  de  conformi- 
dad con  las  leyes  del  país,  si  la  parte  lesionada  puede  ejer- 
citar una  acción  para  obtener  la  indemnización  del  daño,  sin 
preocuparse  de  su  nacionalidad ; 

d)  La  intervención  de  los  gobiernos  en  semejantes  cues- 
tiones para  sustituir  la  acción  diplomática  á  las  ordina- 
rias, debe  considerarse  generalmente  como  irregular,  y 
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ciudadanos  residentes  en  un  país  para  asegurarles 
los  derechos  y  ventajas  que  las  leyes  territoriales  ge 
zan  &  los  nacionales  (1); 

e]  Debe  considerarse  siempre  conforme  con  los  j 
píos  de  la  equidad  el  resarcir,  hasta  donde  sea  pos 
los  particulares  de  las  pérdidas  sufridas  durante  la  g 
aun  cuando  no  pudiesen  ejercitar  contra  el  gobierno  i 
na  acción  por  dichas  pérdidas,  sobre  todo  cuando  éste 
empleado  ciertos  medios  de  ataque  consentidos  por  < 
recho  de  gentes,  pero  que  por  su  naturaleza  deben  < 
derarse  excesivos  é  injustificables,  como  sucede  < 
bombardeo  (2). 

Bn  cualquier  caso  en  que  seaadmisible  la  acción  di 
por  parte  de  los  extranjeros  perjudicados  incumbe 
mismos  la  prueba  de  la  realidad  del  datlo,  teniendo 


f1)  Véffse  las  diacufsiones  entre  los  diversos  gobiernos  ápi 
de  las  reclamaciones  contra  Toscaaa,  el  reino  de  Ñapóles  y  Ansí 
los  daflos  surtidos  dorante  las  insurrecciones  de  1848  á  49,  y 
España  oontra  los  Estados-Unidos  oon  m^otivo  de  los  desórdenes 
ridos  en  Nneva-Orleans  en  1851.  Lesur,  Anuario  1B50,  y  La^ 
Comentarios,  t.  III,  p.  128.  Cont.  Piora.  Agentes  diplomátieot 
j  Big.,  Ba  el  Digealo  italiano,  t,  II,  y  las  declaraciones  del  lU 
inglés  á  propósito  de  las  reclamaciones  de  los  comerciantes  i 
perjndicados  con  el  bombardeo  de  Greytown.  Haiisard,  Debate 
lamentarioí.  Lee,  3.',  t,  146.  p.  37  á  49,  Debate  ea  la  Cámara 
Comunes,  19  Junio  de  1857. 

(2)  Hemos  dicho  anteriormente  que  el  bombardeo  no  es  un 
licito  de  ataqne,  pero  se  admito  según  los  usos  de  la  guerra 
tiempos  modernos.  Sia  embargo,  incumbe  al  gobierno  qup  qnie 
plear  dicho  medio,  el  reparar  el  iafto  sulV-ido  por  los  comercian 
bajo  la  tutela  del  derecho  de  la  paz  ae  tiabian  establecido  en  la 
bombardeada.  El  Imperio  alemán  ha  indemnizado  á  los  ctudads 
la  Alsacia  y  de  la  Lorena  los  danos  sufridos  á  consecuencia  de  Ic 
bárdeos  durante  la  pasada  guerra.  Lo  que  no  hallamos  corréete 
baberse  negado  dicho  Imperio  á  indemnizar  el  daDo  causado  &  los 
bombardeados  en  Strasfanrgo  en  1870.  En  esto  ha  seguido  Frai 
camino  más  conforma  á  los  justos  principios,  estableciendo  en  si 
para  regalar  las  indemnizaciones  debidas  á  las  victimas  de  la 
de  1870,  máximas  generales  sin  distinción  de  nacionalidades.  Lt 
6  de  Setiembre  de  1371,  7  de  Abril  de  187S,  2S  de  Julio  de  1874, 
Junio  de  1873,  16  de  Agosto  de  1876. 
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regla,  que  no  pueden  solicitar  la  indemnización  sino  den- 
tro de  los  limites  del  verdadero  daño  sufrido,  esto  es,  de 
aquel  que  fué  una  consecuencia  directa  de  los  deterioros  de 
la  propiedad,  ó  que  mermó  ó  impidió  el  derecho  de  ejercer 
los  inherentes  á  la  propiedad  misma;  pero  no  podrán  ex- 
tender sus  pretensiones  hasta  pedir  la  indemnización  del 
beneficio  ó  ganancia  que  esperaban  realizar  con  su  indus- 
tria ó  su  comercio.  Las  ganancias  que  han  dejado  de  reali- 
zarse pueden  también  incluirse  en  la  indemnización  debi- 
da, cuando  el  daño  consiste  en  la  pérdida  del  lucro  que  ha- 
bría obtenido  el  que  ejercía  una  industria,  sí  hubiera  podido 
continuar  ejerciéndola  sin  impedimento  por  parte  del  go- 
bierno. Por  lo  demás,  estas  cuestiones  deben  apreciarse  y 
decidirse  con  arreglo  á  los  principios  del  derecho  común 
por  la  autoridad  judicial,  si  la  acción  de  daños  se  funda  en 
la  ley  civil  territorial,  y  por  la  autoridad  política  y  admi- 
nistrativa, si  sólo  se  funda  en  los  principios  dé  equidad. 

1695.  Por  lo  que  se  refiere  al  reparto  de  los  daños  y  per- 
juicios entre  ambos  gobiernos,  deberla  considerarse  como 
regla  general  que,  como  todas  las  cuestiones  referentes 
á  la  guerra  deben  considerarse  definivamente  arregladas 
por  el  tratado  de  paz,  los  daños  y  perjuicios  ocasionados 
por  aquélla  durante  la  invasi9n  del  ejército  del  uno  en  el 
territorio  del  otro,  no  deben  ocasionar  entre  las  partes  nue- 
vas cuestiones,  pues  de  otro  modo  nacerían  de  ellas  otros 
pretextos  de  guerra,  y  la  paz  sería  precaria  ó  poco  durade- 
rgi.  Cada  gobierno  debe,  pues,  soportar  las  pérdidas  ocasio- 
nadas por  la  guerra  en  su  propio  territorio,  é  indemnizar  á 
los  particulares  perjudicados,  á  no  ser  se  que  haya  provisto 
expresamente  á  esto  en  el  tratado  de  paz.  Por  lo  demás,  las 
indemnizaciones  de  guerra  proveen  ampliamente  al  resar- 
cimiento de  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  la  mis- 
ma. Corresponde  á  cada  gobierno  socorrer  á  los  que  sufrie- 
ran los  'males  de  la  guerra ,  hasta  donde  el  estado  financie- 
ro lo  consienta. 

No  podrá  pretenderse  que  los  indemnice  todos,  porque 
esto  sería  impracticable  é  imposible.  Los  ciudadanos  deben 
sufrir  los  males  de  la  guerra,  como  cualquier  otra  calami- 
dad pública,  las  inundaciones,  los  incendios,  etc.;  pero  del 
mismo  modo  que  el  gobierno  debe  socorrer  &  aquellos  que 
son  víctimas  de  las  calamidades  públicas,  teniendo  en  cuen- 


i 
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ta  la  importancia  de  los  males  sufridos  y  de  sus  recursos 
financieros,  asi  debe  también,  sino  reparar  por  completo, 
disminuir  en  lo  posible  los  males  de  los  que  fueron  victimas 
en  la  guerra.  A  esto  deben  proveer  las  leyes  interiores. 

La  cuestión  del  reparto  de  los  daños  de  la  guerra  entre 
los  dos  gobiernos,  puede  complicarse  en  el  supuesto  de  que 
una  parte  del  territorio  en  que  se  ha  luchado  haya  sido  ce- 
dida al  vencedor  en  el  tratado  de  paz.  En  este  caso  podría 
surgir  la  duda  de  si  el  gobierno  cesionario  debía  tomar  á  su 
cargo  en  lugar  del  gobierno  cedente  el  indemnizar  de  los 
daños  de  la  guerra  á  los  ciudadanos  de  las  provincias  ce- 
didas que  fueron  perjudicados,  6  en  otros  términos,  si  está 
obligado  el  Estado  á  quien  fueron  cedidas  algunas  provin* 
cias  á  pagar  las  indemnizaciones  por  daños  de  guerra  cuan- 
do se  debiesen  con  arreglo  &  los  principios  generales  del 
derecho,  en  vez  del  Estado  &  que  dichas  provincias  perte- 
necían. 

Respecto  de  este  punto,  debe  procurarse  que  en  el  trata- 
do de  paz  se  convengan  las  bases  indispensables  para  evi- 
tar toda  cuestión,  y  cuando  nada  se  hubiese  establecido  ex- 
presamente^ deberán  aplicarse  los  principios  generales  que 
regulan  la  sucesión  del  Estado  cesionario  en  todos  los  dere- 
chos, cargas  y  obligaciones  del  Estado  cedente,  y  de  los  que 
en  otro  lugar  nos  ocupamos  (I). 

1696.  La  regla  general  aplicable  á  toda  controversia  re- 
lativa A  este  punto,  es  la  de  que,  en  caso  de  cesión  de  ua 
territorio,  las  obligaciones  contraidas  por  el  Estado  respec-^ 
to  del  territorio  cedido,  pasan  con  éste  al  Estado  sucesor, 
de  donde  se  deduce  que,  indepedlentemente  de  cualquier 
convención  especial  y  con  arreglo  á  los  principios  del  dere- 
cho público  internacional,  está  obligado  el  último  á  satisfa- 
cer á  los  particulares  todas  las  obligaciones  contraidas  por 
el  Estado  cedente  y  no  satisfechas  por  el  mismo,  ora  se  de- 
riven de  contratos  regularmente  estipulados  y  relativos  al 
territorio  cedido,  ora  se  deriven  de  las  relaciones  ó  nego- 
cios jurídicos  referentes  al  territorio  mismo.  Entendemos 
que,  asi  como  el  Estado  cesionario  serla  subrogado  en  los 
derechos  y  en  las  obligaciones  del  Estado  cedente,  asi  tam- 
bién ocurriría  en  todo  caso  decidir  acerca  del  fundamento 


(l)    Véaseelt.  f,§345y  sig. 
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de  la  obligación,  de  conformidad  con  la  ley  vigente  en  el  ter- 
ritorio mismo  en  el  momento  en  que  nació  la  obligación;  y 
en  cuanto  á  la  indemnización  por  daños  de  guerra,  admitirla 
ó  rechazarla  por  parte  del  gobierno  cesionario,  según  que 
deba  admitirse  ó  rechazarse  esta  misma  obligación  por 
parte  del  gobierno  cedente. 

Estas  cuestiones  se  han  debatido  mucho  ante  los  Tribu- 
nales italianos  con  motivo  de  las  indemnizaciones  recla- 
madas por  los  ciudadanos  délas  provincias  italianas  cedi- 
das por  Austria  á  Italia  por  el  tratado  de  Zurich  de  10  de 
Noviembre  de  1850,  y  por  el  de  Viena  de  3  de  Octubre 
de  1866.  Nuestros  Tribunales  de  casación,  después  de  esta- 
blecido con  diversos  considerandos  el  concepto  jurídico  de 
los  verdaderos  daños  de  guerra,  y  habiéndose  confundido 
muchas  veces  éstos  con  los  procedentes  de  la  expropiación 
por  interés  púWico  y  militar  de  la  defensa,  ora  han  admiti- 
do, ora  rechazado  la  obligación  del  Gobierno  italiano  para 
resarcir  el  daño,  según  que  han  considerado  6  no  éste 
como  procedente  de  fuerza  mayor,  en  cuyo  caso  no  há  lu- 
gar á  ejercitar  una  verdadera  acción  civil  contra  el  Estado. 
No  podemos  entrar  en  estas  cuestiones,  y  remitimos  al  lec- 
tor á  las  citadas  sentencias.  El  Tribunal  de  Venecia  en  su 
sentencia  de  30  de  Marzo  de  1877  decidió  una  cuestión  ver- 
daderamente delicada.  Por  orden  del  general  en  jefe  del 
ejército  austríaco  en  Verona,  antes  que  Italia  hubiese  de- 
clarado la  guerra  al  Austria,  se  destruyó  mucho  arbolado 
en  una  vasta  zona  de  terreno  inmediato  al  fuerte  Archidu- 
que  Alberto,  Concluida  la  paz  entre  Italia  y  Austria  por  el 
tratado  antes  citado,  se  estipuló  en  el  art.  8.'  lo  siguiente: 
«El  Gobierno  de  S.  M.  el  rey  de  Italia  sucede  en  todos  los 
derechos  y  obligaciones  resultantes  de  los  contratos  legal- 
mente  estipulados  por  la  administración  austríaca  para 
asuntos  de  interés  público  concernientes  especialmente  al 
país  cedido.»  Discutíase,  si  con  arreglo  á  este  pacto  estaba 
obligado  el  Gobierno  italiano  &  indemnizar  el  daño  por  la 
destrucción  de  dicho  arbolado.  El  Tribunal  de  Venecia  sos- 
tuvo la  negativa  por  la  consideración  de  que  el  Gobierno 
italiano  no  podía  en  modo  alguno  ser  subrogado  al  austría- 
co en  las  obligaciones  resultantes  de  expropiaciones  ante- 
riores á  la  guerra;  pero  el  Tribunal  de  casación  de  Floren- 
cía,  en  sentencia  de  21  de  Julio  de  1878,  y  el  de  Luca  en  otra 


-  561  — 

del  3  de  Marzo  de  1880,  han  sostenido  que  el  Gobierno  ita- 
liano estaba  obligado,  en  atención  &  que  la  sucesión  de 
Estado  á  Estado  es  una  sucesión  in  universumjus. 

Debe  observarse,  sin  embargo,  como  ya  hemos  dicho 
antes,  y  como  el  citado  artículo  consigna  de  una  manera 
expresa,  que  la  sucesión  in  universum  jas  debe  admtirse 
para  las  obligaciones  contraidas  por  intereses  concernien- 
tes al  territorio  cedido.  Ahora  bien,  si  un  Estado,  para  pre-  / 
parar  un  plan  estratégico  de  defensa  llevase  á  cabo  ciertas 
obras  en  una  provincia  que  le  pertenecía,  y  por  las  expro- 
piaciones verificadas  estuviese  obligado  á  la  indemniza- 
ción del  daño  y  no  lo  hubiese  satisfecho,  no  se  podría  sos- 
tener con  arreglo  á  los  principios  generales  del  derecho 
que  las  expropiaciones  llevadas  á  cabo  en  dicha  provincia 
para  defensa  general  del  Estado  podían  considerarse  he- 
chas en  interés  especial  de  la  provincia  misma.  Por  consi- 
guiente, si  en  el  tratado  de  paz  el  Estado  cesionario  no  hu- 
biese asumido  expresamente  la  obligación  de  pagar  las 
indemnizaciones  debidas  por  cualquier  título  á  los  ciuda- 
danos de  dicha  provincia,  no  podrá  decirse  que  aquél  esté 
obligado  &  ello  por  los  principios  generales  del  derecho  que 
regulan  la  sucesión  entre  Estado  y  Estado,  siendo  así  que 
podría  decirse,  que  las  expropiaciones  hechas  en  interés 
general  de  la  defensa  de  un  Estado,  no  pudiendo  sostener- 
se que  lo  habían  sido  en  interés  especial  del  país  cedido^ 
deben  correr  á  cargo  del  Estado  que  atendió  de  este  modo  á 
su  defensa,  y  no  de  aquel  á  quien  cedió  la  provincia.  Para 
evitar  toda  cuestión  conviene  establecer  en  el  tratado  de 
paz  mismo  reglas  ciertas  é  inequívocas,  y  para  deshacer  la 
duda,  declarar  á  cargo  del  gobierno  cesionario  las  indem- 
nizaciones debidas  por  las  expropiaciones  de  cualquier  cla- 
se llevadas  á  cabo  en  las  provincias  cedidas. 

1697.  Los  Estados  beligerantes  pueden  estar  obligados 
á  la  indemnización  de  daños  aun  respecto  de  los  Estados 
neutrales,  cuando  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  guerra 
hubiesen  cometido  actos  no  conformes  con  los  principios 
del  derecho  internacional  y  con  los  usos  de  la  guerra;  mas 
para  determinar  cuándo  son  debidos  tales  daños,  es  nece- 
sario recordar  todo  lo  que  hemos  dicho  respecto  de  las  le- 
yes y  usos  con  arreglo  á  los  cuales  deben  ejercitarse  aque- 
llos derechos.  • 

FioRE.— TOMO  ni.  36 
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La  regla  general  aplicable  á  los  particulares,  esto  es, 
la  de  que  cualquiera  que  con  sus  actos  causa  un  daño  está 
obligado  &  responder  al  lesionado  sí  el  daño  se  realiza,  lo 
es  también  &  los  Estados.  En  este  caso  corresponderá  al 
Estado  neutral  probar  ante  todo  que  el  beligerante  hizo 
un  uso  indebido  y  arbitrario  de  los  derechos  de  guerra,  y 
probar  después  el  daño  sufrido,  para  obtener  la  indemni- 
zación correspondiente.  Además,  esta  es  una  cuestión  que 
deberá  decidarse  por  un  tribunal  arbitral. 


CON 


La  exposición  que  hi 
cipios  que  deberían  regul 
lo  mismo  durante  la  paz 
confirmar  lo  que  dijimos 
esto  es,  que  el  derecho  ir 
perfecto  en  muchas  de  si 
principios  fundaiíienlalef 
glas  que  de  los  mismos  í 
leyes  de  la  coexistencia  ( 
fin  de  convertir  la  socied 
ven,  en  una  verdadera  se 

Ño  hemos  llegado  ciei 
cer  estas  leyes,  y  si  nc 
máximas  y  reglas  que  1 
generales  de  la  ciencia,  i 
díficar,  sino  de  condensa 

La  codificación  del  de: 
obra  de  uno  solo,  sino  el 
los  científicos  y  de  la  pol 
diplomacia  de  los  países 
sien  de  los  principios  ge 
con  las  necesidades  de  li 
sin  embargo,  á.  cada  cu 
fuerzas,  por  medio  de  pi 
blica  y  de  cualquier  otro 
de  la  justicia  y  de  la  hun 
mente  se  desenvuelven  e 
blos  civilizados;  y  yo  h 
voluntad,  aportar  mi  gn 
del  grandioso  edificio  qu 
tiempo.  Además  de  esto, 
los  alumnos  que  frecuen 
pecie  de  gula  para  conoí 
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A  la  codificación  del  derecho  internacional  se  llegará  en 
un  porvenir  más  ó  menos  lejano,  y  serán  tanto  menores 
las  dificultades,  y  los  resultados  tanto  más  serios,  cuanto 
más  gradual  y  progresivamente  se  proceda,  comenzando 
por  aquellas  partes  que  menos  afecten  á  Iqs  intereses  tem- 
porales y  á  las  particulares  condiciones  sociales  de  los  di- 
versos países. 

El  triunfo  de  toda  reforma  útil  y  necesaria  es  cuestión 
die  tiempo,  y  es  un  hecho  que  la  incesante  extensión  de  la 
solidaridad  de  los  intereses  de  los  pueblos  que  se  hallan  al 
mismo  nivel  de  civilización  y  de  cultura,  hacen  necesario 
consolidar  y  asegurar  la  paz  y  proteger  la  libertad  de  co- 
mercio, la  división  internacional  del  trabajo,  y  la  facilidad 
de  los  cambios.  Para  satisfacer  esta  gran  necesidad  urgt» 
proclamar  el  derecho  y  asegurar  su  respeto. 

Hubo  un  tiempo  en  que  nada  había  cierto,  estable  ni 
universalmente  reconocido  en  las  relaciones  internaciona- 
les de  los  Estados,  ni  en  la  dirección  de  la  política  de  los 
gobiernos.  Los  intereses  de  los  pueblos  eran  .subordina- 
dos  y  sacrificados  á  los  de  las  dinastías;  la  moral  guberna- 
mental era  la  del  interés  del  propio  país,  y  la  fuerza  preva- 
lecía sobre  el  derecho.  Aunque  hoy  no  puede  decirse  aún 
que  el  derecho  predomine  en  la  política,  el  ideal  á  que  se 
tiende  es  el  de  colocar  sobre  los  intereses  eventuales  de 
cada  país  los  permanentes  de  la  humanidad;  y  el  homena- 
je más  grande  que  en  nuestro  tiempo  se  rinde  al  triunfo  de 
lo  justo  es  ese  movimiento  general  que  se  manifiesta  en 
todos  los  países  para  investigar,  precisar  y  formular  las 
reglas  de  justicia,  de  moral  y  de  fraternidad  que  deben  ser 
la  base  de  las  mutuas  relaciones  de  los  pueblos. 

A  favorecer  más  eficazmente  los  progresos  del  dere- 
cho internacional  contribuye  en  primer  término  el  Instituto 
organizado  por  Lieber,  Rolin-Jaequemyns  y  Moynier,  con 
el  fin  de  sustituir  á  la  acción  científica  individual  la  colecti- 
va. Esta  asociación  debe  considerarse  hoy  como  el  órgano 
déla  ciencia  jurídica  en  el  mundo  civilizado.  Reúne  en  su 
seno  los  más  eminentes  publicistas  de  Europa  y  América, 
los  cuales  han  asociado  sus  fuerzas  para  estudiar  en  co- 
mún gran  número  de  cuestiones  esencialmente  ligadas  al 
mantenimiento  de  la  justicia  y  de  la  paz  entre  los  pueblos, 
teniendo  siempre  á  la  vista  la  posibilidad  y  la  oportunidad 
déla  codificación. 
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El  resultado  de  las  deliberaciones  de  este  lastit 
pues  de  largas  y  meditadas  discusiones,  en  las  qu 
mado  parte  los  más  célebres  publicistas  cootemp 
y  entre  ellos  Asser,  Bar,  Bernard,  Bluntschli,  Broc 
merincq,  Gessner,  Mancini,  Martens,  Neuman,  Reí 
iin-Jaequemyns,  Travers,  Westlaque  y  otros,  res 
conclusiones  de  ¡DvestigacEones profundas,  que,  re* 
máximas  legislativas,  constituyen  ya  muchas  páí 
Código  internacional  que  trata  de  elaborarse,  y  enti 
se  hallan  las  leyes  de  la  guerra,  el  reglamento  d 
los  principios  relativos  á  los  conflictos  de  las  ley 
trasportes  internacionales,  al  arbitraje,  &  la  estrc 
tas  reglas  de  neutralidad  y  &  otras  muchas  cuestl 
al  derecho  internacional  interesan. 

El  acuerdo  entre  tantos  eminentes  publicistas  < 
sos  países  para  formular  las  reglas  que  se  deriva 
principios  generales  de  la  ciencia,  es  la  más  seria 
•  condición  para  la  gradual  y  progresiva  codiñcacio 
recho  internacional,  siendo  as!  que  la  autoridad  d< 
ximas  adoptadas  es  tanto  mayor,  cuanto  lo  sea  el 
de  los  clentlflcos  que  con  independencia  y  libertad 
lo  apoyan  y  sostienen. 

Es  indudable  que  la  autoridad  del  Instituto  de 
internacional  irá  siemprü  en  aumento,  no  sólo  en  < 
de  la  ciencia,  sino  también  en  el  de  la  política  inl 
nal.  Si  los  gobiernos  infrirglan  los  principios  del 
cuando  faltaban  reglas  precisas,  claras  y  gene 
aceptadas,  no  podrán  proceder  del  mismo  modo  a 
personas  tan  competentes ,  después  de  haber  iiiv 
profun4amente  las  reglas  que  deben  seguirse  en  1 
clones  entre  los  Estados,  so  hallan  de  acuerdo  pan 
larlas.  La  ciencia  colectiva  se  Impone  con  su  gran 
dad,  y  llegará  un  tiempo  en  que  el  derecho  se  sot 
á  la  política  ■ 

Para  realizar  este  Lriiinfo  liabrá  necesidad  de 
gran  potencia  tome  la  iniciativa,  y  que  aproveche  c 
ocasión  propicia  para  excitar  á  los  gobiernos  á  poi 
acuerdo,  reconociendo  y  proclamando  las  leyes  de 
laciones  reciprocas,  completando  la  obra  inlciaí 
Congreso  de  París  en  1856,  y  en  la  conferencia  de  1 
en  1874,' debiendo  reconocer,  sin  pasión,  que  Italia 
hoy  en  las  mejores  condiciones  para  poder  realiza 


-»  ■ — r 
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En  la  politica  popular  de  nuestro  gobierno^  prevalecen 
el  espíritu  de  moderación,  el  sentimiento  de  la  equidad  y 
los  principios  de  justicia.  Nosotros  no  estamos  ligados  por 
ciertas  viejas  tradiciones  que  impiden  á  los  gobiernos  de 
Estados  más  poderosos  tomar  la  iniciativa,  para  colocar 
los  intereses  de  la  humanidad  por  encima  de  los  acciden- 
tales de  su  propio  país.  Se  hallan  siempre  vivas  entre  noso- 
tros las  más  liberales  tradicciones,  alimentadas  por  los  pu- 
blicistas, entre  los  que  basta  recordar  á  Alberico  Gentile, 
que  echólas  bases  del  derecho  internacional,  á  Galiani, 
Lampredi,  Mancini  y  otros,  que  han  sostenido  las  más  li- 
berales é  importantes  reformas  de  las  relaciones  interna- 
cionales de  los  Estados.  Nuestros  legisladores  han  sanciona- 
do en  nuestros  Códigos  los  principios  más  liberales  del  dere- 
cho internacional  privado  y  del  marítimo;  han  aceptado  en 
el  reglamento  para  el  servicio  de  la  guerra  las  máximas 
liberales  formuladas  en  la  conferencias  de  Bruxelas;  han 
consagrado  los  resultados  más  avanzados  de  la  ciencia 
moderna  en  los  tratados  concluidos  con  los  pueblos  -que  no 
se  han  mostrado  reacios  para  marchar  por  el  camino  del 
progreso,  bastando  recordar  el  convenioestipulado  con  los 
Estados-Unidos  de  América. 

La  diplomacia  italiana  se  halla  en  las  mejores  con- 
diciones para  cumplir  la  misión  verdaderamente  noble  y 
humanitaria  de  consolidar  la  paz.  No  debe  considerar  como 
su  fin  principal  cultivar  y  mantener  las  buenas  relaciones 
entre  los  Estados,  sino  que  necesita  tener  á  la  vista  un  fin 
más  elevado,  á  saber:  el  de  prevenir  toda  ocasión  de  disen- 
timiento, invitando  á  los  gobiernos  de  los  demás  países  ci- 
vilizados á  proclamar  el  derecho  común  de  gentes,  ^sl  lle- 
gará á  convertir  la  sociedad  de  hecho  de  los  pueblos  en 
una  verdadera  sociedad  de  derecho. 

La  unidad  social  primitiva  fué  la  familia;  la  final  será  I» 
alianza  de  los  pueblos  civilizados. 


FIN 
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Estado  tiene  derecho  á  reclamarlos  del  extranjero  y  á  castigar- 

.  los  en  su  patria  por  ciertos  delitos,  471;  protección  debida  al 
ciudadano,  631;  su  responsabilidad  en  caso  de  guerra,  1254;  de- 
rechos en  caso  de  sitio,  1303;  ciudadanos  que  no  toman  parte 
en  la  guerra,  1348;  que  se  insurreccionan  contra  el  invasor,  1324. 

Ciudades  hanse^ticas:  Sostienen  los  derechos  de  los  neutrales, 
1492. 

Clerq:  Noticias  históricas,  263. 

Gobden:  Su  opinión  sobre  la  sanción  del  Derecho  internacio- 
nal, 578. 

Codificación:  Tentativa  hecha  por  Field  y  otros,  116  y  siguientes, 
opinión  de  Sprague  y  Lacombe  respeto  de  la  misma,  118;  opinión 
del  autor,  119;  oportunidad  de  codiñcar  las  leyes  de  la  guerra. 
1260  y  en  la  Conclusión. 

Colonias:  No  puede  justificarse  su  monopolio,  464  y  sig.;  régimen 
administrativo  de  las  mismas,  822;  esclavitud  en  las  colonias 
españolas,  887,  n.  1.';  comercio  con  ellas  en  tiempo  do  guerra, 
1489  y  1562. 

Colonización:  832  y  sig. 

Comercio:  Su  influencia  para  la  aproximación  de  los  pueblos,  11 
y  89;  fué  causa  de  prolongadas  guerras,  38;  su  importancia  se- 
gún Montesquieu,  68;  verdadera  teoría  de  la  libertad  comer- 
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cíal,  70;  la  dependencia  del  comercio  internacional  aproxímalos 
pueblos,  129;  reglas  relativas  á  la  libertad  comercial,  418  y  459; 
utilidad  de  los  tratados  de  comercio,  1050;  comercio  de  los  neu- 
trales durante  la  guerra,  1480  á  1511 . 

Comisarios  gubernativos,  1165. 

Comitas  gentlnm:  No  puede  regir  siempre  la  conducta  de  los  Es- 
tados, 190;  no  puede  ser  fundamento  del  derecho  de  propiedad. 
873;  observaciones  acerca  de  la  comitas  gentium,  874. 

Competencia:  Principios  sobre  la  competencia  de  los  Tribunales 
extranjeros  para  los  efectos  extraterritoriales  del  juicio,  397  y 
siguientes,  400  y  sig.,  y  404  y  sig.;  los  Tribunales  no  son  compe- 
tentes para  juzgar  los  actos  administrativos  de  un  Gobierno  ex- 
tranjero, 415;  competencia  respecto  de  los  Soberanos  extranje- 
ros, 492  á  505;  ídem  de  los  hechos  ocurridos  en  las  aguas  terri- 
toriales, 1515;  id.  de  los  delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques 
mercantes,  522  á  533;  Competencia  de  los  juicios  relativos  á  las 
presas,  1656  á  1667. 

Concilios  ecuménicos:  Derecho  de  los  príncipes  á  hacerse  repre- 
sentar en  ellos,  86. 

Concordatos,  1080. 

Condorcet:  Sus  ideas  sobre  la  libertad  y  éu  proyecto  de  Constitu- 
ción, 76  á  80. 

Confederaciones:  Inconvenientes  de  éstas,  112;  sus  varias  formas, 
329  y  sig. 

Confederación  Suiza:  Su  Constitución;  329  y  330,  n.  l.V 

Conferencia:  Su  carácter  jurídico,  1192;  suobjetoé  importancia,  1199. 

Conñscaciones:  Cuestiones  á  ella  relativas  durante  la  guerra,  1374 
á  1429,  y  1633  á  1659. 

Congreso  de  Viena:  Bases  del  equilibrio  europeo,  42;  resultado  de 
su  política,  43  y  siguientes;  ídem  de  París  de  1856, 105  y  siguien- 
tes; Ídem  internacional  marítimo  de  Ñapóles,  1648. 

Congresos:  Su  carácter  jurídico,  1192  y  1038,  n.  2,\  objeto  de  los 
Congresos,  1192  y  1197  y  siguientes;  su  organización,  1193  y  si- 
guientes; su  reorganización,  1196. 

Conqnista:  No  existe  el  derecho  de,  1669  y  sig. 

Consentimiento  para  concluir  un  tratado,  682. 

Conservación:  Derecho  del  Estado  á  proveer  á  la  suya,  443  y  si- 
guiente; opinión  de  Portalis,  477. 

Constitución:  Bs  indiferente  su  forma  para  las  relaciones  interna- 
cionales, 312  y  317;  opinión  de  Sclopis,  308,  n.  2.*;  sus  diferentes 
formas,  223  y  siguientes;  su  influencia  sobro  la  personalidad  del 
Estado,  326;  debe  regular  las  relaciones  del  Estado  con  los  Esta- 
dos extranjeros,  136. 

Consolado  del  mar:  Reglas  sobre  los  neutrales,  1481;  sobre  el  re- 
cobro de  las  naves,  1653. 
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i;  Su  carácter  y  sns  derechos,  1152  &  11S3;  son  compatibles 
con  el  estado  de  guerra,  1567. 

Contrabando:  Obligación  de  loe  Gobiernos  de  impedirlo,  615. 

ídem  de  gnepra:  Teoría,  absoluto,  convencional,  etc.,  1566  á  1581; 
secuestro  por  su  trasporte,  1631  y  sig.;  de  la  continuidad  del 
viaje  (para  el)  1622;  confiscación  por  contrabando,  1646  á  1651. 

Gontpatoa:  Erectos  de  la  cesión  de  una  parte  del  territorio  (aóbte), 
349;  Ídem  de  la  declaración  de  guerra,  1277. 

Contribución  de  gnerra:  Derechos  del  vencedor,  1448. 

Convención  de  Ginebra  para  los  heridos  en  la  (guerra,  1341  &  1346. 

Convención  nacional  francesa  de  1792,  308,  n.  3  *. 

ConvonclonM  de  gnerra;  Sus  clases,  etc.,  1457  y  sig. 

Convoyes  de  n^ves,  1614  y  sig. 

Corpeapondencla  diplomática,  434. 

Corsarios:  Si  forman  parte  de  la  armada,  1290. 

Corso;  Su  abolición  es  una  regla  absoluta  de  derecho  internacio- 
nal, 1291;  noticias  históricas  respecto  del  mismo,  1419  y  sig.;  su 
abolición,  1422  y  sig. 

Cosas  que  carecen  de  dueño,  818. 

Costumbre  como  fuente  de  derecho,  222. 

I>easy;  Su  opinión  sobre  la  uníon  de  Inglaterra  con  Hannover,  328. 

CriaUanimmo:  Su  doctrina  humanitaria,  Í9;  templó  los  rigores  de 
la  guerra,  1228. 

Crasadas:  Su  influencia  sobre  las  relacionas  Internacionales,  22. 

Gnartel:  Nei^ativa  á  darlo,  1321. 

Coeetlon  social  agravada  por  los  excesos  del  militariamo,  IS.Í  y  si- 
guientes. 

Coito:  Cómo  pueden  ejercerlo  los  extranjeros,  .697. 


Dante:  Definición  del  Derecho,  §  454. 

Dajanblo:  775  y  siguientes. 

Daflos  de  (nerra:  Principios  relativos  (á  loe)  1689  á  1697. 

Dardanelos,  (Véase  Eetrechos). 

Deberes  morales  de  los  Estados,  595;  idea  general,  544;  su  funda- 
mento, 599. 

Deberes  de  los  Estados  neutrales,  1521  &  1546, 

Declaración  de  guerra:  1248;  efectos  inmediatos  de  la  misma,  1266 
á  1278;  en  el  campo  del  derecho  privado,  1276  y  sig. 

De-Gioannla:  Noticias  históricas,  243. 

Delitos  cometidos  en  «I  extranjero:  Cómo  y  cuándo  son  punibles 
en  el  Estado,  480  á  486;  idem  cometidos  á  bordo  de  tos  buques 
mercaniea  en  las  aguas  territoriales,  524  y  siguientes;  id.  en  los 
buques  de  guerra,  538. 
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Deportación:  Es  contraría  á  los  deberes  íaternacionales^  693. 
Berecho:  Su  definición,  139;  su  diferencia  de  la  ley,  181;  idea  gene- 

.  ral  del  mismo,  265,  división  del  derecho  según  Modestino,  361; 
su  noción  como  facultad  del  Estado^  358;  división  general  de  loe 
derechos  del  Estado,  360. 
Derecho  de  cambio:  Utilidad  de  su  uniformidad,  1048. 
Derecho  privado  del  extranjero,  872  y  880;  ídem  sobre  el  buque 

mercante,  945;  consecuencias  de  un  tratado,  1016. 
Derecho  público:  Su  territorialidad,  874;  su  distinción  del  derecho 

privado,  875. 
Derecho  internacional:  Opinión  de  los  escritores  sobre  la  natura- 
leza de  este  derecho,  156  y  siguientes;  fundamento  del  mis- 
mo, 151;  según  Grocio,  158;  según  Hobbes,  163,  n.;  sus  límites,  88 
y  199;  victorias  pacíficas,  94;  contradicciones.  99  y  siguientes; 
confianza  en  los  futuros  progresos  de  esta  ciencia,  124;  carácter 
del  derecho  internacional  positivo,  148;  importancia. del  consen- 
timiento, 149;  dudas  acerca  de  su  autoridad  efectiva,  178;  divi- 
sión del  Derecho  internacional,  215;  debe  aplicarse  á  los  Estados 
como  ios  hechos  á  la  Historia,  296. 

Derecho  natural  de  los  Estados,  su  fundamento,  149  y  siguientes; 
cómo  se  manifiesta,  145  y  siguientes;  está  sujeta  al  desarrollo 
progresivo  como  regla  exterior;  id,  id,;  sí  tiene  la  autoridad  de 
la  ley,  183;  su  sanción,  186;  el  derecho  natural  es  un  titulo  jurí- 
dico, 187  y  siguientes;  los  Gobiernos  han  reconocido  muchas  ve- 
ces la  autoridad  de  este  derecho,  184.   • 

Derecho  positivo:  Su  carácter,  153;  su  sanción,  193. 

Derecho  internacional  privado:  Su  objeto,  379;  sus  afinidades  con 
el  derecho  público,  389,  n. 

Derecho  cientifico:  Su  importancia,  201  y  siguientes. 

Derecho  marítimo:  Principios  del  derecho  marítimo  estipulados  en 
el  Congreso  de  París  de  1856,  1507;  acontecimientos  que  prece- 
dieron á  la  declaración,  1478  á  1510. 

Derecho  penal,  durante  la  ocupación  militar,  1439. 

Derecho  histórico,  213. 

Derechos  reales,  876. 

Descartes:  Reforma  filosófica,  73  y  síg. 

Descvbrimientos  de  regiones  inexploradas,  838;  teoria  de  Phillí- 
mere  sobre  los  descubrimientos,  840. 

Deserción:  Si  puede  provocarse  en  tiempo  de  guerra,  1351. 

Destierros,  (Véase  Deportación), 

Destmedon  de  los  telégrafos  en  tiempo  de  guerra,  1362. 

Dignidad  de  los  fistados:  (Derecho  á  defender  la),  430  á  438. 

Diligencia:  Cuándo  es  imputable  á  un  gobierno  la  falta  de  este  re- 
quisito, 656. 


Economlatas:  Cómo  pueden  conducir  sua  tAoiias  á  I 
problema  internacional,  %  68;  la  perreccion  de  loB 
municacion  sirve  para  auxiliar  bus  ideas,  69  y  sig 

BTectoa  de  las  obligaciones  convencionales,  998  y  sí 
los  terceros,  1010, 

Egipto:  Sa  condición  jurídica  internacional,  368,  n.  I 

i;t«cacloji  de  lae  sentencias  de  los  Tribunales  extrat 
dad  de  un  derecho  uniforme,  1043  y  sig. 

B;]«ciiclon  de  los  tratados,  1000;  medios  para  aseg 
cuándo  puede  suspenderse,  1009. 

m^rclto;  Elementos  que  lo  forman,  1856. 

Elba:  (Derecho  relativo  á  la  nave(;acion  del),  77£. 

Embajadores,  (Véase  Agenteidiplomátíeoa.) 

Embargo.  1804. 

Emigración;  Su  libertad,  668;  razones  de  la  misma,  i 

Equilibrio  poUUco:  Cómo  se  entendió  en  los  slf^tos  x 
y  sig. 

Escalda:  Navegación  por  este  rio,  T73. 

XaclaTltDd,  92,  813  y  sig. 

Bselavos.  (Trata  de  los),  887. 

■sperson:  Noticias  históricas,  241. 

Espiaa  7  eapionaje,  1350. 

Estado:  Idea  teocrática  del  mismo,  25;  necesidad  de 
su  d«Barrollo,  693;  capacidad,  146,  n.;  debe  obrar 
217  y  sig.;  no  debe  confundirse  con  la  Nación,  2 
para  su  existencia  jurídica,  299;  cómo  termina  su  e: 
consecuencia  de  su  división,  351  y  356;  unión  de  vi 
Sb2;  misión  del  Estado,  666. 

Estado  federal,  329. 

Estados  barbaros,  335;  cómo  debe  aplicárseles  el  D 
nacional.  423  y  sig. 

Estados  comerciales,  9  y  119. 

Estados- Unidos  de  América:  Carácter  propio  de  su 
329;  importancia  de  su  Tribunal  Supremo,  374  y  n, 
vorecen  la  causa  de  los  neutrales,  1499  y  1505;  s 
adherirse  á  la  Declaración  de  París  de  1856, 1509. 

Estatuto  del  buque  comercial,  942  y  sig. 

Estatuto  personal  y  real,  854  y  bí¿.;  opinión  de  los  e 
y  sig. 

Estreobes:  (Propiedad  de  los)  y  doctrina  relativa  á  I 
navegar  por  ellos,  tasa  de  pasaje,  etc. ,  730  y  sig., 
DO  ser  bloqueados,  1600. 
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Estratagemas  de  guerra,  1310. 

Expatriación:  Derecho  de  expatriarse,  472. 

Extradición:  Es  un  deber  entre  los  Estados,  611;  cómo  se  aplican 
los  convenios  de  extradición  en  las  provincias  anexionadas,  355; 
conveniencia  de  un  derecho  uniforme,  1049. 

fiztraideros:  Cómo  están  sujetos  á  las  leyes  territoriales,  1495  y 
1692;  (libertad  personal  de  los).  683;  expulsión,  684,  1273  j  si- 
guientes; libertad  de  entrada,  permanencia  y  salida  en  y  del 
territorio  extranjero,  de  propiedad,  ¿te.,  682  á  697;  sus  derechos 
no  dependen  de  la  eomítas  gentium,  874;  sucesión,  876;  (impuesto 
sobre  los  bienes  de  los),  822;  obligaciones  en  caso  de  guerra,  1271; 
perjudicados  durante  la  guerra,  1692. 

Extraterritorialidad  de  las  personas  que  representan  al  Estado, 
487ysíg.;  ídem  del  Pontifico,  505;  id.  de  la  casa  del  Ministro 
extranjero,  509;  id.  del  buque  de  guerra,  532  y  síg.;  cómo  debe 
limitarse  la  extraterritorialidad,  534;  su  aplicación  á  los  Agen- 
tes  diplomáticos,  1122  y  sig.;  id.  de  los  agregados  á  las  legacio- 
nes, 1145. 


Fanchille:  Notificación  del  bloqueo,  §  1593. 

Ceciales  (Colegio  de  los),  18;  el  derecho  fecial,  199,  n.  1.* 

Federico  de  Prnsia:  Sus  ideas  sobre  el  equilibrio,  37;  sus  Memo- 
rias acerca  de  la  fidelidad  con  que  deben  guardarse  los  trata 
dos,  1008,  n.  3.* 

Félix:  Su  opinión  sobre  la  autoridad  de  las  leyes  extranjeras,  379. 

Fenelon:  Sus  ideas  acerca  del  derecho  á  hacer  la  guerra;  su  teoría 
acerca  del  equilibrio  político,  33  y  451. 

Fenicios:  Vasta  extensión  de  sus  empresas  comerciales,  9. 

Field:  Sus  ideas  acerca  de  la  compilación  de  un  Código  interna- 
cional, 116:  su  opinión  sobre  los  límites  del  Derecho  internacio- 
nal,  199;  observaciones  sobre  su  método,  208;  definición  de  la 
Nación,  278  y  878;  su  opinión  acerca  de  los  Estados  bárbaros,  335; 
noticias  históricas,  257;  su  opinión  acerca  de  la  necesidad  de  ra- 
tificar los  tratados;  id.  acerca  del  abandono  de  la  posesión,  836, 
nota;  id.  acerca  de  las  personas  que  acompañan  al  Ministro  en 
el  extranjero,  1141;  definición  de  la  guerra,  1237;  bloqueo  de  los 
puertos  comerciales,  1598. 

Filósofos  griegos:  Sus  teorías  acerca  de  las  relaciones  de  los  pue. 
blos,  13. 

ídem  romanos:  Su  teoría,  17. 

ídem  de  los  siglos  xvu  y  xviii.  Sus  principales  teorías  sobre  los 
problemas  sociales,  73. 

Fiorini:  Noticias  históricas,  242. 
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Fi«iiM-tlradorM:  Si  deben  conoide 

fuerza  pública,  1288, 
Pnantea  del  Derecho  Internikclonal, 
Foepsa  armada:  Sus  elementos,  128: 
Fmtoloiiariofl  piibUoos:  Cuándo  y  cót 

tado  de  las  consecuencias  de  aua  e 
Fnnck  Brentaao;  Observaciones  ace 

cacion  especial  de  las  hostilidades 


GaUant:  Sobre  la  neutralidad,  §  1513: 
sobre  el  alistamiento,  1526;  sobre  1 
rante  que  se  refugia  en  un  puerto  i 
teocia  del  Tribunal  dfi  presas,  1659 

Garante:  Obligaciones  del  que  garan 

Oarantla  para  la  ejacucíon  de  un  tre 

Oariatts:  Noticias  históricas,  51  y  n. 

Gamlsr-PacM:  Proyecto  para  la  in^ 
la  guerra,  1388,  n.  3.*;  sobre  el  bli 
cíales,  1598,  a. 

Gentil»  (Alberico):  Su  opinión  sobre 
los  Romanos.  18;  noticias  histórica 
52:  por  qué  no  fué  Jefe  de  escue 
estratagemas  de  la  guerra,  1307,  n 
sobre  la  destrucción  en  la  guerra, 
ridico  del  armisticio,  1463;  sobre  el 

GeMner:  Noticias  históricas,  268;  s 
queo,  1593;  confiscación  por  contra 

Globo:  Si<  uso  en  la  guerra,  1328. 

Ooblomo:  Responsabilidad  internaci< 
bierno  extranjero;  si  puede  ser  juz 
henales  del  Bstado,  497  y  sig. 

Gobierna  proTÍsiünal:  Consecuenciai 
guientes;  créditos  cobrados  por  él, 
sil  nombre,  id.;  relaciones  internai 

Gobierno  de  ocupación  militar,  1437  é 

OoUba:  Soberanía  de  éstos,  793. 

Corréalo:  Su  opinión  sobre  la  iafluen 
mo  de  las  lenguas,  672,  n.  1.* 

Gregorio  VII:  Su  política,  21;  sus  pre 

Grlecoa:  Su  teoría  sobre  las  relación 
gnientes;  su  humanidad  y  géneros] 

Grodo:  Noticias  históricas,  53;  defe 
consideró  los  reinos  como  patrlmo] 

PIORE.— TOMO  111. 


I 


■» 
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que  la  ley  era  necesaria  para  la^  sociedad,  144,  m;  sus  ideas  acer- 
ca del  derecho  natural,  158;  ídem  sobre  el  fundamento  del  Dere- 
cho internacional,  159  y  sig.;  importancia  que  dio  al  consenti* 
miento,  161;  legitimó  el  derecho  de  conquista,  id.;  su  opinión 
sobre  el  equilibrio  político,  449,  n.;  ídem  sobre  los  efectos  de  la 
guerra  civil,  316;  ídem  sobre  los  derechos  y  deberes  imperfec- 
tos, 160,  n.;  su  opinión  sobre  el  derecho  de  castigar  las  ofensas 
á  la  ley  natural  de  los  Estados,  579;  defiende  la  libertad  del 
mar,  705;  su  opinión  sobre  la  validez  de  las  cesiones,  1072;  sobre 
el  contrabando  de  guerra,  1574. 

Guerra:  Teoría  de  los  Indios,  5  y  6;  idem  de  Moisés,  7;  ídem  de  los 
nómadas,  8;  idem  de  los  Griegos,  12;  idem  de  los  Romanos,  16: 
idem  en  los  siglos  xvii  y  xviii,  35;  opinión  de  santo  Tomás,  46; 
idem  de  Vittoria,  47;  ídem  de  Gentile,  52;  idem  de  Locke,  64;  idem 
de  Montesquieu,  66;  sarcasmos  contra  los  guerreros,  72;  opinión 
de  Condorcet,  79;  idem  de  Guízot,  98;  idem  de  Proudhon,  98,  no- 
ta 2.*;  idem  de  Lúeas  ibid;  proyecto  acerca  de  las  reglas  de  la 
guerra,  102  y  sig.;  siéntese  la  necesidad  de  que  sea  menos  fre- 
cuente^ 108;  gastos  excesivos  que  ocasiona,  135,  n.;  el  estado  de 
guerra  no  es  natural  al  hombre,  144;  legitimidad  de  la  guerra, 
1211  y  3ig.;  sus  leyes,  1213;  su  deñnicion,  1237  y  sig»;  es  nna  re- 
lación de  Estado  á  Estado,  1254  y  sig.;  cómo  termina,  1668  y  sig. 

Guerra  civil:  Sus  consecuencias,  315  y  sig.;  responsabilidad  del 
Gobierno  respecto  de  sus  consecuencias,  66;  extranjeros  perju- 
dicados, 1692. 

Gatsot:  Sus  ideas  acercado  la  guerra,  98:  idem  sobre  el  derecho 
de  intervención,  553,  n«;  idem  acerca  de  la  ratiflccicion  de  los 
tratados,  976. 

H 

Hall:  Noticias  históricas,  §  262;  su  opinión  acerca  de  la  prescrip- 
ción, 835,  n. 

Halleck:  Su  opinión  acerca  de  la  guerra  civil,  316;  sobre  el  saqueo. 
1370,  n, 

Hautefeuille:  Su  opinión  acerca  de  la  visita  de  los  buques  en  tiem- 
po de  paz,  621,  n.;  fundamento  jurídico  del  derecho  de  bloqueo, 
1582;  sobre  la  confiscación  de  la  nave  que  trasporta  contraban- 
do de  guerra,  1643;  sobre  la  competencia  del  tribunal  de  presas. 
1657  y  sig. 

Hauterlve:  Su  opinión  acerca  de  los  efectos  del  sistema  comer- 
cial, 69. 

Hebreos:  Derecho  internacional  (de  los),  7. 

Heflter:  Noticias  bibliográficas,  244;  su  opinión  sobre  Wattel,  167; 
su  sistema,  173;  su  opinión  acerca  de  la  extraterritorialidad  del 
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no^  491,  n.;  idem  sobre  el  derecho  de  intervención,  559 
dem  sobre  los  hechos  ilicitos  cometidos  por  un  Gobierno, 

opinión  acerca  de  los  rios  navegables,  754;  idem  acerca 
(cupacion,  831;  deflnícióudela  guer^a,  1237;  notiñcacíon 
queo,  1593. 
Su  opinión  acerca  del  estudio  de  las  lenguas  comparadas, 

!.• 

Su  condición,  340;  su  conducción  por  territorio  neutral, 

líi  opinión  acerca  de  la  diferencia  del  derecho  internado- 
del  derecho  de  gentes,  162. 
.:  Ks  fuente  del  derecho,  296. 

N^oticias  históricas,  53;  su  opinión  sobre  el  derecho  de  na- 
za,  163,  n. 
l:  Diversas  lenguas  habladas  allí,  283,  n. 


I 


.d  de  los  Estados,  §§  419  á  442. 

tos:  Derechos  del  Estado,  §  809;  prerogatívas  de  los  Agen- 

plomáiicos,  1014  y  sig. 

clon  de  delitos  políticos;  los  acusados  deben  ser  alejados 

frontera,  614. 

o:  Si  es  ó  no  licito  en  tiempo  de  guerra,  1309. 
iraolon:  Cuándo  se  verifica  la  incorporación  de  un  Esta- 
42. 

ndencia:  Todo  Estado  es  independiente  de  cualquier  Jurís- 
on  extranjera,  373;  para  hacer  sus  leyes,  377;  para  admitir 
la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras,  378;  máximas  gene- 
3  relativas  á  la  independencia.  279  y  sig,;  la  independencia 
n  Estado  debe  armonizarse  con  los  derechos  de  los  demás, 
independencia  del  Poder  judicia-1;  cómo  debe  entenderse, 
f  sig.;  independencia  del  Poder  ejecutivo,  414  y  sig. 

Condiciones  sociales  y  políticas,  3  y  sig.;  guerra  de  con- 
sta. 27. 

doo,  en  sus  relaciones  con  los  Estados,  665  y  sig.;  derechos 
rnacionales  del  mismo,  682. 
tria  nacional:  Cómo  debe  protegerse,  1053. 
ración:  Libertad  (de  la),  688. 

lidad  de  los  Agentes  diplomáticos,  1112;  libertad  de  la  mis* 
,688. 

uto  de  derecho  internacional,  su  importancia  y  utilidad, 
,  n.;  sobre  la  neutralización  del  canal  de  Suez,  733  y  .siguien- 
proyecto  de  las  leyes  de  la  guerra,  1232,  n.;  reglas  de  la  nen» 


Á 
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tralidad,  1531;  secuestro  por  violación  de  bloqueo,  1626;  su  im- 
portancia y  utilidad,  conclusión. 

Interpretación  de  los  tratados,  117  á  131. 

Intervención,  546  á  593. 

ídem  moral,  569,  n.  4/ 

ídem  colectiva,  584;  para  regular  las  condiciones  de  la  paz,  16T: 

ídem  para  proteger  los  intereses  de  la  Iglesia  y  del  Papa,  588  y  s. 
guiente. 

Islas:  En  el  curso  de  un  rio,  766:  en  las  aguas  territoriales,  >^- 
y  837,  n. 


Jnrlsdicolon:  No  puede  atribuirse  á  los  Tribunales  del  Estado  ju- 
risdicción alguna  contraria  á  los  principios  del  Derecho  inter- 
nacional, §  397;  en  qué  consiste  la  jurisdicción,  y  cómo  se  ej6^ 
ce,  466;  jurisdicción  sobre  los  ciudadanos,  468;  ídem  sobre  lo; 
extranjeros,  477  y  sig.;  id.  sobre  los  delitos  cometidos  en  el  ex- 
terior, 481;  id.  sobre  el  territorio  y  sobro  las  cosas  que  en  él  si 
encuentran,  507;  id.  sobre  la  casa  del  Ministro  extranjero,  5«¿ : 
Ídem  sobre  el  territorio  ocupado  por  el  ejército  extranjero,  51^^ 
ídem  sobre  el  mar  territorial,  515  y  sig.;  id.  sobre  las  islas,  51^ 
Ídem  sobre  los  buques  mercantes,  522  á  532;  id.  sobre  los  bnqi» 
de  guerra,  532  á  540;  id.  sobre  los  países  de  Oriente,  541;  juris- 
dicción territorial  sobre  los  buques,  sobre  los  ríos,  sobre  el  mar 
territorial,  sobre  los  lagos  de  un  Estado  extranjero  (V.  estas  pa 
labras);  conveniencia  Je  una  jurisdicción  internacional  parJ 
hacer  observar  las  leyes  de  la  guerra,  1262  y  sig. 

K 

Kant:  Sobre  la  confederación  de  los  Estados,  §  113. 

Xent:  Su  opinión  sobre  el  Derecho  internacional,  174;  sobre  U 
autoridad  del  derecho  natural  de  los  Estados,  185;  noticias  b;- 
bliográñcas,  255;  sobre  el  comercio  de  contrabando,  618. 

Klfiber:  Noticias  bibliográñcas,  251;  defiende  la  libre  navegado 
de  los  ríos,  755. 


Lacombe:  Su  idea  acerca  de  la  compilación  de  un  código  interna 

cional,  §  118. 
liagoa:  Soberanía  de  éstos.  795. 
Lampredl:  Sobre  la  competencia  del  Tribunal  de  presas,  1660. 


% 
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Hcaaio):  Su  opinión  acerca  del  fundamento  del  derecho. 
Su  opinión  acerca  de  la  nacionalidad,  274;  ídem  sobre  el 
ir  feudal  de  la  legislación  inglesa,  868,  n.  2.^  id.  sobre  la 
son  al,  877. 

:e:  Noticias  bibliográficas,  247;  su  opinión  sobre  la  unión 
3ia  y  Noruega,  328,  n.  3.*;  sobre  la  guerra,  1234. 
)ara  la  redacción  de  un  tratado,  991. 
:  Su  opinión  acerca  del  fundamento  del  derecho  de  gen- 

• 

arénela  entre  la  ley  natural  y  la  positiva,  145  y  sig.;  ley 
il,  1272. 

ctra^Jeras:  Regla  para  su  aplicación,  386  y  sig.;  "sí  puede 
38  que  un  Estado  extranjero  varíe  sus  leyes,  si  nos  son 
leíales,  390;  consecuencias  de  una  legislación  extranjera 
fecta^  391;  debe  procurarse  que  se  respete  el  derecho  de 
nas  Estados,  ibidem;  ídem  que  se  protejan  los  intereses 
lies,  393;  responsabilidad  del  Estado  por  la  imperfección 
leyes,  657  y  sig. 

I:  Su  definición,  365,  n.;  cómo  debe  explicarse  la,  libertad 
Estados,  375. 

mercial,  151;  erróneos  conceptos  sobre  la  misma,  152. 
eimbio,  156. 

X  para  comerciar  durante  la  guerra,  1475. 
Su  opinión  acerca  de  la  nacionalidad,  279,  ídem  sobre  el 
de  los  plebiscitos,  176;  su  cooperación  en  el  Instituto  in« 
clonal.  Conclusión. 

Idea  general  de  sus  obras;  ensayo  sobre  el  Gobierno  ci- 
I;  sus  /deas  sobre  el  derecho  de  conquista,  66. 
r:  Solución  del  problema  internacional,  114;  su  proyecto  de 
icíon  europea,  1144  y  1198,  n. 

Su  opinión  sobre  la  guerra,  98;  cómo  podrá  realizarse  la 
ie  este  escritor,  137. 
i-Palli:  Noticias  bibliográficas,  238. 
tV:  Su  política,  36. 
noticias  bibliográficas,  51,  n. 


M 


Lvelo:  Su  gran  mérito,  §  63;  injusticia  de  las  acusaciones 
36  le  dirigen,  ¿&¿d6in;  ha  prestado  un  gran  servicio  á  la  cit- 
ación, ibidem, 

Qston:  Su  opinión  sobre  el  derecho  natural  de  los  Esta- 
182,  n.  3.';  idem  sobre  el  fundamento  de  la  justicia  interna- 
ai,  218. 
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I  Mamlai^:  Noticias  bibliográficas,  237;  sa  opinión  sobre  la  nació 

»  nalidad,  276;  idem  sobre  las  intervenciones,  550. 

I  Manclni:  Noticias  bibliográficas,  237;  ha  sacado  del  olvido  la  obrs 

de  Pierino-Bello,  52,  n.;  su  opinión  sobre  Grocio,  55;  su  teo 
ria  sobre  el  fundamento  del  Derecho  internacional,  176;  su  juíck 
sobre  el  carácter  de  ia  escuela  italiana,  177;  ídem  sobre  la  refor- 
ma del  Derecho  internacional,  231;  ha  reducido  á  sistema  cieo 
tinco  la  teoría  del  derecho  de  nacionalidad,  274  y  sig.;  su  opínio 
acerca  de  las  personas  del  Derecho  internacional,  299,  n.  2/ 
idem  sobre  las  condiciones  de  la  justicia  en  Egipto,  542,  n.  3/ 
su  teoría. sobre  los  estatutos,  860,  n.;  id.  sobre  la  trasformacío! 
del  coAcepto  de  soberanía,  863,  n,  2.*;  id.  sobre  la  ley  persc»- 
nal,  872,  n.  !.•;  id.  sobre  el  principio  de  nacionalidad,  778,  n.  2.' 
propuesta  del  arbitraje,  1001,  n.;  fórmula  de  la  cláusula  en  io^ 
tratados,  1002,  n.;  misión  oficiosa  para  concluir  un  tratado  ^e 
nerál,  145,  n. 

Malardier:  Su  opinión  sobre  la  guerra,  1215. 

Hanú:  Sus  leyes,  6. 

Mar:  Libertad  de  alta  mar,  703  y  síg.;  idem  durante  la  guerra,  72i(: 
jurisdicción  sobre  los  buques,  715;  mar  territorial,  786;  mar  cer- 
rado, 796. 

Marcas  de  fábrica  extr*.  njeras,  693;  marcas  de  fábrica  en  general 
904  á  937. 

Martens  secuaz  de  Vatlel,  171;  noticias  bibliográficas.  249;  su  opí 
nion  sobre  la  ocupación,  843;  Definición  de  la  guerra,  1237. 

Massé:  Noticias  bibliográficas,  261;  su  opinión  sobre  el  comerci' 
de  contrabando,  617;  Definición  de  la  guerra,  1237. 

Mazarlao:  Su  pt)lítica,  30, 

Mediación,  1176;  su  diferencia  de  la  intervención,  549. 

Mediador  en  la  conclusión  de  un  tratado,  iOlO  y  sig. 

Medidas:  Conveniencia  de  su  uniformidad,  627. 

Méjico:  Juicio  sobre  la  expedición,  370;  cómo  se  pretende  justiíi 

car,  633,  *i. 

Mercantllisiiio:  Consecuencias  de  las  rivalidades  comerciales,  89 } 
siguientes;  errores  del  sistema  mercantil,  41;  ha  influido  par] 
aumentar  los  motivos  de  guerra,  69. 

Método:  Cuál  es  el  más  conveniente,  206  y  sig.;  la  conciliación  d 
las  dos  escuelas  favorecerá  los  progresos  del  derecho,  210,  n 
método  histórico  de  Machiavelo,  63;  fué  seguido  por  Monte* 
quieu,  67;  defectos  del  método  de  Grocio,  55;  método  para  esta 
diar  las  relaciones  internacionales,  59. 

Meyer,  640,  n. 

Minas:  Su  uso  en  la  guerra,  1296. 

Moisés:  sus  preceptos  acerca  de  las  relaciones  internacionales, 


i:  Su  opinión  aobre  la  guerra,  1234; 
el  enemigo,  1307,  n. 

Honros:  Sobre  la  colonÍEacion  del  conti 
doctrina,  1423. 

Hontasne:  Sobre  la  gnepra,  1216. 

Montea  que  sirven  de  Umited,  605. 

Hontesquien:  Noticias  históricas,  67; 
principios  de  la  ifag'na  cicitat.  ibidem 
conquista,  68;  sus  ideas  sobre  la  impoi 
cómo  resume  e)  derecho  de  gentes,  16£ 

Horal:  Ixie  Batadoa  están  obligados  k  o 
rales;  217. 

KoMr:  Noticias  históricas,  162,  n.  5.* 

Hoertoa  en  el  campo  de  batalla,  1347.. 

HtUer:  Si  puede  ser  acreditada  como  agt 

Mnlaa:  Su  opinión  sobre  la  obra  de  Pier 

N 

Nadon:  Causas  do  los  caracteres  nación 
cíonal  no  se  confunde  con  la  cludadan 
loa  conceptos  de  Nación  y  Estado;  la  ni 
la  organización  de  loa  Estados,  677;  di 
la  Nación,  971  á  280. 

Nacionalidad:  Derecho  de  nacionalidad, 
gair  la  cuestión  del  derecho  internacio 
títucíonal,  299,  n.  2.*;  el  derecho  interi 
al  individuo  el  derecho  de  nacionalida 
nacionalidad  y  la  ciudadanía,  177  á  181 
sanizacion  do  los  Estados,  1068;  nació 
dagacion,  718;  reglas  para  -veriftcarl 
(acerca  de),  1402  á  1407;  prueba  de  la  n 
cuestro,  1620;  falta  de  prueba  para  la  < 

Napoleón  nX:  Su  opinión  sobre  la  conc 
nota;  gran  importancia  que  daba  á  \oí 

NatoraJlBaclon:  Su  car&cler,  472  á  476;  e 
del  marido  sobre  !a  ciudadanía  de  la  c 

lTatnralla»do:  Protección  que  le  es  debíi 
que  emigran  sin  estar  autorizados,  64C 

RanTlpaglo:  (Asistencia  en  caso  de),  605; 
va  á  este  punto,  605,  n.  10;  restos  del  i 

Nava:  Cómo  se  distinguen  las  de  guern 
la  territorialidad  de  las  naves.  522;deli 
jurisdicción  y  iniaion  de  loa  buques  d6 
ídem  de  los  adcritos  al  servicio  de  co 
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de  comercio,  938  á  951;  carácter  nacional,  1402;  no  está  sujeto  á 
captura  el  barcotde  pesca,  1396;  ni  la  nave  adscrita  á  una  mi- 
sión científica,  1398;  la  de  guerra  está  exenta  de  la  visita  1614. 

Navegación:  Se  ha  extendido  en  nuestros  días  la  libertad  de  na- 
vegación, 90;  en  qué  consiste,  713;  reglas  relativas  á  la  misnia, 
726  y  siguientes;  reglamentos  para  la  navegación  de  los  rios,  761; 
Tribunal  competente  para  las  cuestiones  relativas  á  la  navega- 
ción, 764;  navegación  en  el  mar  territorial,  787;  ídem  en  las 
bahías  y  en  los  golfos,  793;  idem  en  los  estrechos;  797;  ídem  en 
los  puertos,  800;  idem  para  colocar  un  cable  submarino,  807, 
y  n,2.*y3.* 

Necesidad:  Nopuede  ser  el  fundamento  de  un  derecho,  195;  opinión 
de  D.  Nicasio  Landa,  197,  n.  1/ 

Negociaciones  diplomáticas,  1173. 

Nenmann:  Noticias  bibliográficas,  250« 

Neatrales:  (Derechos  de  los  Estados),  1546  y  sig.;  deberes,  1521  y 
siguientes;  (comercio  de  los),  1537  y  1562  y  sig. 

Neatralidad:  Su  concepto,  1476  y  1511;  noticias  históricas^  1478  á 
1510;  reglas  de  la  neutralidad,  1529;  sanción  de  los  deberes. 
16 17 á  1632. 

Nómadas:  Costumbres  feroces  de  los  mismos,  8  y  1220. 

Nombre  comercial,  925'á  931. 


Obligaciones  consensnales :  Origen  y  efectos  de  las  mismas, 
§953á960. 

Obligacionea  internacionalea,  952;  tratado  de  las  mismas,  95;) 
á960. 

Ocnpacion,  825  á  846;  idem  en  tiempo  de  guerra,  850. 

Ooapacion  militar:  Derechos  contra  Iqs  habitantes,  1325  y  siguien- 
tes; consecuencias  jurídicas  de  la  ocupación  militar ,  1429 
ál456. 

Ortolan:  Política  exterior  de  los  Romanos,  16. 


PadeUeti:  Sobre  los  plebiscitos,  §  1076. 

Padres  de  la  Iglesia:  Sus  teorías  sobre  la  misión  del  Pontifica- 
do, 20  y  n. 

Palma:  Noticias  bibliográficas,  243. 

Palmerston:  Su  opijiion  sobre  la  inviolabilidad  de  la  propiedad 
privada  durante  la  guerra,  103,  n.  1.^  el  respeto  á  la  propiedad 
enemiga,  1380. 

Pai»  y  Papado,  (Véase  Pontifiee  y  Pontificado.) 


■.'Su  opinión  sob 

i:  Derechos 

Paludo:  Noticias  bibliogrí 

Pascal:  Sos  sarcasmos  con 

Patrlmento  d«  loa  Batados 

Paa:  Modo  de  restablecer) 

PmJm:  Abolición  de  los  m 

Pantapqnla:  (Política  de  la 

derecho  de  Jgualdad,  42£ 

Peiwelo:  Su  opinión  sobre 

viadoa  extranjarps,  489. 

Peraaa:  Derecho  de  guerra 

Personaa  de  la  sociedad  Jn 

non  personalidad  jurldici 

guientes. 

PMoa.-  Libertad  de  la  raisE 

siguientes. 

PUllimore:  Noticias  biblio 

dameoto  del  derecho  nal 

internacional,  175;  expoi 

miento,  310;  id.  sobre  el 

tícaj  564  y  sig.;  su  teori 

id,  respecto  de  losdescu 

ra,  1237;  sobre  la  neuti 

guerra,  1574;  sobre  el  blo 

Plarantonl;  Noticias  biblio 

vención,  547;  idem  eobn 

rios,  767. 

PUotBje  obligatorio  :    Res 

rial,  950. 
Plnfeelro-Ferpotra:  Su  opÍl 
Utos  cometidos  en  «1  ei 
guerra,  Ig-M,  n.  2.' 
Piratas:  Viajes  deconsen 
Piratería  lUolta,  460;  regla 
miento  en  caso  de  soBpe< 
Platón:  Su  teoría  acerca  d( 
Plebiscito:  Su  importancia 
Plaiilp(»t«oolarlos.  Su  capa 
malidades  esenciales.  98 
P*:  Su  navegación,  781. 
Podar  <JeoatlTo;  Su  compe 
Poder Jndiolal:  Su  indepeni 
PoUblo-.  Su  opinión  sobre  li 
guerra,  1307. 
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Politlca:  Esta  ciencia  auxilió  mucho  á  la  reorganización  de  los 
Estados,  61;  ñn  del  arte  político,  62;  fué  sustraída  por  Maquia- 
velo  á  la  autoridad  de  la  Iglesia,  63;  se  halla  en  lucha  con  el  de- 
recho, 82;  del^e  estar  en  armonía  con  la  moral,  219;  puede  ser 
una  de  las  fuentes  de  la  ciencia,  229. 

Pombal  sostuvo  los  derechos  de  su  país  contra  Inglaterra,  1550, 
nota  3/ 

Pontificado:  Sus  funestos  errrores,  20;  su  política,  21  y  sig.;  difí^ 
culta  la  unidad  de  creencias,  24,  n.  2/;  prepara  la  reacción  j  el 
cisma,  25;  discusiones  acerca  de  su  doctrina,  26  y  sig. 

Pontífice:  Su  extraterritorialidad,  505;  medios  legítimos  para  pro- 
teger su  inde^ndencia,  583;  su  situación  internacional,  593;  sa 
derecho  á  enviar  Agentes  diplomáticos,  1097. 

Portalís:  Su  opinión  sobre  el  derecho  de  soberanía  respecto  de  los 
extranjeros,  477;  la  soberanía  territorial,  862.  • 

Posesión  (Toma  de)  respecto  de  las  regiones  inexploradas,  842  á 
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—1590.  La  notificación  del  bloqueo.— 1591.  Diversas  espe- 
cies de  notificación.— 1592.  La  notificación  del  bloqueo  alas 
autoridades  del  puerto  que  se  trata  de  bloquear.— 1593.  Opi- 
niones de  los  escritores  acerca  del  valor  de  la  notificación  ai- 
plomática  y  de  la  especial.— 1594.  Nuestra  opinión.— 1595. 
Son  necesarias  la  notificación  diplomática  y  la  especial.— 
1596.  Máximas  generales  relativas  al  bloqueo.— 1597.  Bu- 

5ues  neutrales  que  se  encuentran  en  los  puertos  bloquea- 
os.—1598.  Lugares  susceptibles  de  bloqueo.— 1599.  Desem- 
bocadura de  los  ríos.— 1600.  Estrechos  y  canales.— 1601. 
Puertos  nacionales.— 1602.  Efectos  jurídicos  del  bloqueo.— 
1603.  Cuándo  cesa  éste.  —1604.  Del  bloqueo  en  tiempo  de  paz .      4^0 


I 


—  601  — 

F<.glna¿. 
CAPITULO  VII.— DEL  DBRKCHO  DE  VISITA. 

1605.  Idea  y  fandamento  del  derecho  de  yisita.— 1606.  Eaqaé  ' 

consiste. -1607.  Dónde  poede  verificarse  la  visita.— 1608. 
Reglas  según  las  cuales  debe  procederse.— 1609.  Personas 
que  pueden  verificar  la  visita.— 1610.  Buques  exentos  de  la 
visita.— 1611.  Modo  deejecucion  de  la  misma. —1612.  Inda- 
gaciones 7  pesquisas.— 1613.  Cañonazo.— 1614.  Cuestión  so- 
bre los  oonvoves  marítimos.— 1615.  Disposiciones  del  re- 
glamento italiano.— 1616.  PrincipiSs  relativos  á  la  visita  de 
los  buques  en  convoy 451 

CAPITULO  VIII.— SANCIÓN  JURÍDICA  DB  LOS  DERECHOS  DE  LOS 
BELIGERANTES.— SECUESTRO  Y  CAPTURA  DE  LOS  BUQUES. 

1617.  Oran  confusión  que  reina  en  materia  de  presas.— 1618. 
División  déla  materia ^ ; 464 

§  1.®— DeZ  secuestro  de  la  nace. 

1619.  Casos  en  que  puede  procederse  al  secuestro  de  la  nave. 
— 1620.  Prueba  de  la  nacionalidad. — 1621.  Secuestro  por 
trasporte  de  contrabando  de  guerra.-'-1622.  De  la  continui- 
dad del  vi^^e,  en  caso  de  trasportar  contrabando. — 1623. 
Cuestión  del  buque  Springhok. — 1624.  Nue^ttra  opinión  — 
1625.  Secuestro  por  negativa  á  someterse  á  la  visita.— 1626. 
Secuestro  por  violación  de  bloqueo. — 1627.  No  puede  secues- 
trarse la  nave  dirigida  al  lugar  bloqueado.— 1628.  Impug- 
nación de  la  teoría  de  la  continuidad  del  viaje.— 1629.  For- 
malidades para  ejecutar  el  secuestro.— 1630.  En  qué  casos 
pnede  echarse  á  pique  la  nave  secuestrada.— 1631 .  Dereches 

,  sobre  las  personas  que  se  hallen  á  bordo.— 1632.  Responsa- 
bilidad á  consecuencia  del  secuestro 467 

§  2.*— Con/lacae¿oA  de  las  cosas  secuestradas, 

1633.  Es  necesario  distinguir  bien  el  secuestro  y  la  confisca- 
ción.—1634.  Naturaleza  propia  de-  la  cuestión  relativa  á  la 
confiscación  de  las  cosas  secuestradas.— 1635.  Cómo  se  ha 
extraviado  esta  cuestión.— 1636.  Necesidad  de  un  reglamen- 
to internacional  en  materia  de  presas. — 1687.  Principios  re- 
lativos al  derecho  de  confiscación.- 1638.  Este  derecho  no 
pnede  ampliarse,  sino  que  debe  dársele  una  interpretación 
estricta.- 1639.  Planteamiento  de  Ja  cuestión  en  general. — 
1640.  Confiscación  del  buque  por  falta  de  justificación  de  la 
nacionalidad  neutral.— 1641.  Casos  en  que  puede  confiscarse 
la  nave  por  haber  tomado  parte  activa  en  las  hostilidades. — 
1642.  Naves  qne  trasportan  soldados.— 1643.  ídem,  Id.,  des- 
pachos.—1644.  ídem  que  sirven  como  espías.— 1645.  ídem 
que  rehusan  sujetarse  á  la  visita. — 1646.  Confiscación  por 
trasporte  de  contrabando  de  guerra.— 1647.  Principios  san- 
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clonados  en  los  reglamentos  de  los  diversos  Estados.—- 1648. 
Nuestras  observaciones. -1849.  Teoría  de  Bluntschli  y  de 
Gessner. — 1650.  Confiscación  por  violación  de  bloqueo.— 

1651.  Buque  recobrado  del  enemigo  que  lo  había  apresado.— 

1652.  Disposiciones  de  las  leves  de  los  diversos  países.  — 

1653.  Observaciones  sobre  las  leyes  vigentes". — 1654.  Se  re- 
suelve la  cuestión  sobre  si  el  buque  recobrado  puedo  ser 
confiscado : 485 

§  3.'— De¿  Tribunal  competente. 

1655.  La  legalidad  del  secuestro  y  de  la  confiscación  debe  re- 
conocerse por  el  Tribunal  competente. — 1656.  Cuestión  rela- 
tiva á  este  Tribunal.— 1657.  Opinión  de  Hübner. — 1658.  ídem 
de  Galiani.— 1659.  ídem  de  LampredL— 1660.  ídem  de  Haa- 
tefeuille.— 1661.  ídem  de  Massé  y  otros.— 1662.  Nuestra  opi- 
nión.—1663.  De  la  forma  del  procedimiento.— 1664.  Incon- 
venientes según  la  práctica  vigente. — 1666.  Objeto  del  jui- 
cio        513 


SECCIÓN    SEGUNDA 


PIN   D£  LA   GUERRA 


1667.  Objeto  de  estaseccion 526 

CAPITULO  I.— TERMINACIÓN   DE  LA  GUERRA.— EFECTOS  DEL 

TRATADO    DE    PAZ. 

1668.  El  tínico  modo  verdadero  y  legal  de  terminar  la  guerra 
es  el  estipular  un  tratado  de  paz. — 1669.  Condiciones  para  la 
validez  del  tratado  de  paz.— 1670.  La  cesión  de  una  parte 
del  territorio  puede  imponerse  como  condición  de  la  paz, — 
1671.  La  cesión  puede  ser  justificable  é  injustificable. — 1672. 
De  los  demás  pactos  impuestos  coxno  condición  de  la  paz. — 
1673.  El  tratado  de  paz  debe  considerarse  eficaz.— 1674. 
Comprobación  colectiva  de  otros  Estados.— 1675.  Reglas 
generales. —1676.  Efectos  del  tratado  de  paz. — 1677.  La 
amnistía.— 1678..  Los  tratados  vueltos  á  poner  en  vigor.—- 
1679.  Desde  qué  momento  obliga  el  tratado.— 1680.  De  qué 
modo  debe  ejecutarse.— 1681,  Del  postliminio.— 1682.  El 
concepto  moderno  y  el  concepto  romano.— 1683.  Reglas  coa 
arreglo  al  derecho  moderno.— 1684.  Aplicación  del  postlimi- 
nio en  caso  de  restauración  de  un  soberano. — 1685.  Restitu- 
ción de  las  cosas  poseídas  durante  la  ocupación. — 1686.  Ter- 
ritorio recobrado  por  un  tercer  Estado. — 1687.  Postliminio  en 
las  relaciones  del  derecho  privado.— 1688.  Interpretación  de 

los  tratados  de  paz .• 527 
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CAPITULO  ULTIMO.— DE  los  daños  causados  por  la 

GUERRA. 

1639.  Los  daños  son  la  consecuencia  inevitable  de  la  gaerra.— 
1690.  Es  necesario  Q^tablecer  las  reglas  para  la  indemniza- 
ción de  dichos  daños. — 1691.  Principios  generales  para  re- 
solver es|as  cuestiones •—1692.  Extraigeros  perjudicados.— 
1693.  No  es  lícito  sustituir  la  acción  diplomática  á  las  judi- 
ciales para  favorecer  á  los  nacionales  perjudicados  en  el  ex- 

'    tranjero. — 1694.  Reparto  de  daflos  entre  ambos  gobiernos  be- 
ligerantes.— 1695.  Principios  generales. — 1696.  Discusión  en 
treel  Gobierno  italiano  y  el  austríaco.— 1697.  Indemniza- 
ción de  daños  respectó  de  los  neutrales 549 
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PÜBIICACIONES  DE  LA  CASA  EDITORIAL  DE  GÓNGORA 


REVISTA  DE  LOS  TRIBUNALES: 

periódico  de  legislación  doctrina  y  Jurispru- 
dencia, dirigido  poruu  Consejo  de  Redac 
cion  formado  por  los  Excmo.  Sres.  Alonso 
Martínez  (D.  Manuel),  Hartos  (D.  Crlstino), 
Pedregal  D.  Manuel),  Pi  y  Margall  (D.  Fran- 
cisco), Romero  Girón  (D.  Vicente),  y  García 
López  (D.  Juao),  secretario,  con  la  colabora- 
ción de  emlnentesjurisconsultosnaclo nales 
y  extranjeros. 

Preeioa  Os  <u«er<o«'/n.  •Bn  Madrid;  un  afto, 
M  pesetas-^ProTinclas:  un  año,  28  pesetas; 
trimestre,?.— Extranjero  y  Filipinas;  un  año, 
40  pesetas.— CuJba  y  Pnerto-Kico:  un  año,  7 
pesos  oro.— (Pago  autlcipado). 

Repertorio-Golaooioaet  publioadoi  h&fU  hoy. 

!.•  RepertoriO'IHccionario  dé  Jurispru" 
deneia  Criminal.— Dos  tomos,  que  compren- 
den las  sentencias  del  Supremo  hasta  1.*  de 
Enero  de  1880:  20  pesetas  en  Madrid  y  22  en 
proTincia%  y 

Tomo  1.^6  sea  Apéndice  1.**  al  Diccioaario, 

Sue  comprende  las  publicadas  desde  l.*de 
ñero  de  1880^  á  fin  de  Diciembre  de  1881;  su 
precio  10  y  11  pesetas. 
Tomo  2. o,  o  sea  Apéndice  2.  o,  guecom- 

S rende  las  publicadas  desde  l.o  de  Enero 
e  1882,  á  fin  de  Diciembre  de  1883: 3a  precio 
10  V 11  Desetas. 

(La  corriente  ó  sea  la  de  1884,  se  reparte 
por  pliegos  según  va  apareciendo  en  la  Go- 
c€ta  y  formará  el  Apéndice  3.*) 

2.^  Repertorio  de  Jurisnrudenoia  Sipote- 
«arfa.— Comprende  todas  fas  Resoluciones  de 
la  Dirección  de  los  Registros  de  la  Propie- 
dad, etc.,  hasta  I.**  de  Enero  de  1880: 6  y  6*50 
pesetas. 

Tomo  2.^  que  comprende  las  publicadas 
desde  l.^  de  Enero  de  1880,  A  fin  ae  Diciem- 
bre del  1881:  su  precio  4  pesetas. 

Tomo  3.  o,  a ue  comprende  las  publicadas 
desde  1 .  o  de  Enero  de  1882,  á  fin  de  Diciem- 
bre de  1883.  Su  precio,  4  pesetas. 

(La  corriente  ó  sea  la  de  1884,  se  reparte 
por  pliegos  según  va  apareciendo  en  la  Qaee" 
ta.  y  formará  el  tomo  4.^) 

a.*»  Repertorios  áe  Jurisprudencia  Admi- 
nistrativa. —  Primera  parte.  —  Comprende 
desde  l.<»  de  Enero  de  1880,  á  fin  de  Diciembre 
de  1881:  su  precio  9  y  10  pesetas. 

Tomo  2.  o  Comprende  desde  1.  o  de  Enero 
de  1882,  A  fin  de  Diciembre  de  1888;  su  precio, 
Q  ^40  Dos^tas. 

/La  corriente,  6  sea  la  de  1884,  se  reparta 
por  pliegos,  según  va  apareciendo  en  la  Oa- 
ceta,  y  íorniará  el  tomo  3.  o) 

5.  o  Repertorio  de  Legislacion.'-'VtLn  pu- 
blicados: 

Tomo       I.— Año  1878 lOyllpts. 

»        II.      »     1879 10  y  11   » 

»        III.      »     1880 7y  8    » 

»        IV.      ».    1881 lOyll    » 

»         V.      »     1882 18yl4   » 

»        VI.       »     1883 lOyll    » 

(La  corriente,  ó  sea  la  de  1884,  se  reparte 
por  pliegos  á  los  suscritores,  y  formará  el 
tomo  VII.) 


1  4.*"  Repertorio  de  Jurisprudencia  Civil 
Española.  ^  Conaiti  de  once  tomos  en  4.  o 
mayor  á  dos  coinmnas,  y  su  precio  es  el 
de  135  pesetas  en  Madrid  y  146  en  proyinctas. 
La  obra  se  halla  dividida  en  despartes;  la 
primera  trata  de  los  Recursos  de  Nulidad  y 
Casación,  y  la  segunda  de  Competencia^.  De 
la  primera  parte  van.  publicados  nueve  to- 
mos, y  de  la  segunda  dos  tornos^  en  los  que  se 
hallan  incluidas  todas  las  sentencias  sobre 
Competencias  hasta  fin  de  1883. 

PARTE  PRIMERA 

Comprende  y  vale  cada  tomo 

Madrid  Proy. 
Ptas.    Ptas, 


Tomos. 


Recursos  de  nu^ 
lidad,   todas 
las  sentencias 
desde  1889  á. .  1879         8 
II  Recursos  de  ca- 
sación, todas 
las  senten- 
cias de  18S6á  1861        10 

IIi  De  1861  á 1864        15 

IV  Del864á 1867         15 

V  Del867á 1871         15 

VI  Dei871á 1875        15 

VII  Del875á 1879         15 

VIII  Del879á 1882         15 

IX  (VIII  bis)  de  1882  y.  1888        15 
(La  corriente,  ó  sea  la  de  1884,  se 

por  pliegos  y  formará  el  tomo  X.) 

PARTE  SEGUNDA 


11 
17 
17 
17 
17 
17 
17 
17 
reparte 


En  el  tomo  I  todas  las 

Competencias  de  1853 

áJufíode 1879        10  11 

El  tomo  Ii  desde  Julio  de 

1879áflnde 1883  4  4 

(La  corriente  vá  incluida  en  el  tomo  X,  de 
la  parte  primera.) 

COLECCIONES  DE  LA  REVISTA 

BN    SU     SBGUKDA    BPOCA 

Revista  (parte  doctrinal).  Tomo  1.^  corres- 
pondiente al  año  1878;  tomo  2.®  de  1879,  y  to- 
mo 3.**  de  1880,  30  pesetas. 

Boletin.  Tomo  1.*  de  1878;  tomo  ^.^  de  1879; 
3.''  de  1880;  4  de  1881,  y  5.*  de  1882  30  pesetas. 

Revista.  (Refundida  en  ésta  el  Boletin  y 
parte  doctrinal.)  Tomo  VI, correspondiente  al 
primer  trimestre  de  1883;  6  y  7  pesetas. 

Tomo  Vil,  correspondiente  al  segundo  se- 
mestre de  1888;  7  y  8  pesetas. 

Tomo  VIII,  correspondiente  al  primer  se- 
mestre de  1884;  8  y  9  pesetas. 

COLICGION  DE  CÓDIGOS  C1YILB8* 

ABCEBRICANOS  Y  BUBOPBOS 

Toroo  i.^—Código  civil  de  Méjico. ^Vnio- 
mo  en  4.*  mayor,  á  dos  columnas,  5  pesetas. 

Tomo  t.^— Código  Civil  de  la  Repübliea 
Oriental  de  Uruguay. -^yjnXomo  en  4.-  ma- 
yor, á  dos  columnas,  4  pesetas  en  Madrid.  4*60 
en  proyinctas  y  5  en  Ultramar  y  extranjero. 

Tomo  Z.^'^CÓdigo  civil  de  la  República  de 
Guatemala,  ün  tomo  en  4.^,  á  dos  columnas, 
4  y  4*50  pesetas. 


J 


la  del  Tribunal  de  j 

!  pese tos 


Us  opos  lelo  Dea  á  las  platas  de  aiptruKas  1 
Registros  de  la  Propiedad:  t  peMta. 

COHTB(T10ION  A   Kttm  PROQKjkJIA. 

Para  el  primer  ej^retcin; 


IdemdeLefflslaclonfafpatecaria,  t 
pesetas:  en.°  Legislación  aotarls 

fel  4.0  GuBstioT-.ía  Qe  Deracüo  A 
Ivo.  LeKlal»':ion  del  Impuesto  Bo^ro  Dere- 
-   -         y  TríBinlsioii  de  bienes  J  Pro- 


>.  1  t4;  ai«dis 
irial,  í  praeta?,- 
■M  AdmiDlslra- 


rhoa  Heali..,       

cedlmienlos  JudiclíL._,_  ,  __ 
Para  el  tegundo  ejercicio: 


S  isdicaelones 


>rd  Uae- 

rado  coD 
nerslndo 


de  los  temas  1.°  el  £3  InciusíTe  5  poetsf.' 
CuaderDO  I,  °  comprende  desde  el  Esma  S4 
al  50  Inclusive,  3  Desetaa. 


i>plaíat<le  atptratüeí  al  tnnltte- 
rlo  fiscal;  i  peseta. 

GISBERT.  —  Protuario  altabítico  de  lOf 
Aranceles/udicialesvleentesen  los  negocio! 
ctBtlet  y  eriminalet,  ealclon  de  1S79,  t  pe- 

itánual  de  Impueatot,  que  comprende  ti 
ley  provisional  de  la  reata  del  Timbre  dei 
Estado  con  su  reEtamento,'  la  ley  de  contri' 
buclon  é  inipuesloa  sobre  derechos  reales  ^ 
trasmisión  de  bleoes,  con  su  reglamenta,  se- 
' '  >s  del  Real  decreto  en  que  se  estableces 
Icinas  llautdadoras  para  la  recaudacian 
de  estos  derechos  y  de  la  Real  orden  de  15  de 
Enero  de  188!,  dictando  reglas  para  la  proxl- 
slon  de  estas  platas;  eu  precio  ir  pesetas. 

Manual  de  impuesloi  lObre  el  timbre,  tí- 
dtilai  personales  y  sal;  1  peseta. 

PISA  PklKK&B.— Derecho  romano,  acerca 
de  la  valldei  y  subsistencia   del  testmmento 
otorgado  por  lo 
tes.  Reformafi  si 

(Debe  admitirás  .     ,. ^ 

recho  la  absoluta  liberisd  da  testarl— Traba- 
jos publicados  en  laKiviSTt  Da  ljiS  Tribitni- 
¡.kb:  un  folleto,  1,50  pesetas. 

Circulares  e  Instrucciones  del  Presidente 
y  del  fiscal  del  Tridunai  Supremo  de  n 
cía,  relativas  á  la  Interore'-"-""  -  --n— . 
de  atiranos  puntos  dudosi: 
de  ED>iclBmienlo  crlmii 

'a  RKTISTk  DB  LOS  Thibdn. 

leído  por  el  E 


?,í; 


en  buenos  prinr 


NoTela  115. 


..  .  _n  y  aplicación 
)sde  la  Nueva  Lty 
lal,  pubiicadaspor 
II. ib:  £  pesetas. 


ticla 


D,  Ministro  de  Orada  ' 


.  I  ésta  célebre  cause  por  los  Bxcelen- 
Sres.  D.  José  Carrajat  y  D   Uanuel 
Pedregal,  con  las  seotenciBs  de  la  Audiencia 
-*-  ' — ;  y  del  Supremo  Tribunal  de  Joaticia; 


CiBíl;  breves 
Ddicaciones  soDre  [a  misma  con  mottio  del 
1.  D.  de  t  de  Febrero   de  1£S0;  au  pi«do 

TORRBSCAllPOS.— i:^  Pena  de  muerUy 
u  aplicación  en  Sspaña;  edtcioa  de  líN.- 
precto  1  peseta. 

TELUO  VEQA.— CerecJus  de  ¡a  Madre  l>i- 
nuca.  Memoria  pDbiicada  en  la  Bedetatn 
■""I;  au  precia  1  peseta . 

.  OKTEi.LS.—JUatemdttcaiñl  RlcaDee  de 
.._os:  un  lomo  en  8  o,  1<50  pesetas  en  Uadrid 
y  provincial  y  S  en  América  y  extranjero. 


BIBLIOTECA  JURÍDICA. 


a  oatsllina  anotada  7 


FÍORE.— Díracíio  ínlernai:tona¡  -privado  (f 
prtncfpíoi  para  resolver  lo>  conflíctoa  entre 
laí  Uaitlacíanes  de  loi  átperiot  puebloi  del 


versión  castellana  de  los  Sres.  D.  Jacinto  He- 
SJB  T  D.  Uamiel  Poley  am  una  Introducción 
''lea  de  D.  Ilaauel  burAn  ;  Bas,  Praaldenle 
_  la  Asociación  aSavIgají  de  Cataluíla, ; 
;atedrítlco  de  la  Facultad  de  Derecho  en  la 
ilnlversidad  de  Barcelona.— Sais  tomos  (del 
'4.°  al  9,°  de  la  Biblioteca):  w  pesetas  en  Ua- 
drld.  a  en  [:irOTlnclaa,  44  en  Ultramar  ;  48 
eo  el  extranjero. 

FiORí.  —  Derecho  McemaHonal  públteo. 
Versión  castellana  da  A.  García  Moreno.— 
Esta  obra  consta  boy  de  tres  tomos  en  4,*' 
mayor.'  loados  primeros  tratan  del  derecho 
iDternaCional  publico  en  tiempo  da  paz,  y  al 
3,°  en  tiempo  de  guerra:  {tomos  10,  (1  y  líde 
la  BlbltotecaJ.'el  precio  de  ¿stoa,  (4  pesetas 
en  Madrid  yjjroi'incias;  M  --  ■■" " 


yuroíln 


uDB  ligera  reseña  hlslúrica  de  loa  Tratados 
de  SBpaiia  con  las  demás  naciones,  índnyeD- 
do  el  teito  de  loa  que  en  la  actualidad  se  ha- 
llan Tlgentes,  tonto  en  el  Derecho   público 


1  ampliada  coi 

,.^ „  _..  „Htor,  é  indlcacii 

B  y  obras,  asi  como  también  en 
tafl  eiplicallvaH.— Cu*tro  lom. 
'  114  al  17  de  la  BlblioleCB):M  pesetas 


de  los  'líversos  pueblos  del  muí 
-o  mayor.— (18  y  ""  '- 


SOp( 

uiír 


_,ÜÍBi¿!íoter¿ 
provincias,  13  e 


(rama r  y  £&  en  el  extranjero. 

BIBLIOTECA  FILOSÓFICA. 


TIBERDIfEEN  _. 
mientoe  Humanot  en  sui  relaci/ines  con  la 
Tnoral,  la  volUtca  v  '"  religión.— Vera  loa 
castellana  de  A.  Oarcia  Moreno,  con  una  in- 
troducción y  colas  de  T>.  N,  Salmerón  y  don 
U.  Qonialeí  Serrano.— Cuatro  lomos  en  8.°, 
I."  al  4.°  de  esta  nlbl.oteca).-  14  pesetas  en 
UBdrld,  19  en  provincias  y  Ultramar  y  1i  en 
el  extranjero. 

QltiE'R.-'Bst-udtoi  fllosüflcoi  V  reUgtotoi; 
Un  tomo  en  &°,  a.'  de  U  Biblioteca).-  S  pese- 
tas en  Madrid,  C'EO  en  prOTlnclae. 


UOUMSEN.— 

castetlanii  mr 


-nl.'ll-  ■'  »■  u 
is  en  Madrid,  481 

■WBBEH.— HlaíO 
1 187Í.— Versión 
rea  apéndices,  iir 
tíIucioQ  ele  los  Es 
principales  aconl 
lalffJ^  y  otro  sol 

nos  en  4.M10  al  1 
elHs  en  Madrid, ! 
liar  y»  en  el  eil 
GARCÍA  MOREt 


OARCtA  HOnE 
torta  é  Historia 
p^  «rama  del  rui 
sidad  central;  u 
Madrid,  5*50  en  p 
extranjero   (A gol 


ejeniplarea.) 

IBKM  ídem  — J 
vertal,  diapueslo 
güiaák-  -' --- 


antigua;  Speseti 
ídem  ídem.'— 

veríal,  ] 

superior.' 

MOR A YT A.— i 
giuL'  dos  tomos 
Madrid,  II   en  pi 

PISA  PAJAREI 

da:'untomoenB 
provincias  y  leí 


LoB  pedidos  de  todas  las  obras  comprendidas  en 
panados  de  bu  importe  en  letras  del  Giro  Mutuo  ó 
dirigirse  á  los  Sres.  Góngora,  editoree,  Ancha 
segundo,  Madrid. 


<///<>/' ^- 


i 


